This  is  a  digital  copy  of  a  book  that  was  preserved  for  generations  on  library  shelves  before  it  was  carefully  scanned  by  Google  as  part  of  a  project 
to  make  the  world's  books  discoverable  online. 

It  has  survived  long  enough  for  the  copyright  to  expire  and  the  book  to  enter  the  public  domain.  A  public  domain  book  is  one  that  was  never  subject 
to  copyright  or  whose  legal  copyright  term  has  expired.  Whether  a  book  is  in  the  public  domain  may  vary  country  to  country.  Public  domain  books 
are  our  gateways  to  the  past,  representing  a  wealth  of  history,  culture  and  knowledge  that's  often  difficult  to  disco  ver. 

Marks,  notations  and  other  marginalia  present  in  the  original  volume  will  appear  in  this  file  -  a  reminder  of  this  book's  long  journey  from  the 
publisher  to  a  library  and  finally  to  you. 

Usage  guidelines 

Google  is  proud  to  partner  with  librarles  to  digitize  public  domain  materials  and  make  them  widely  accessible.  Public  domain  books  belong  to  the 
public  and  we  are  merely  their  custodians.  Nevertheless,  this  work  is  expensive,  so  in  order  to  keep  providing  this  resource,  we  have  taken  steps  to 
prevent  abuse  by  commercial  parties,  including  placing  technical  restrictions  on  automated  querying. 

We  also  ask  that  you: 

+  Make  non-commercial  use  of  the  files  We  designed  Google  Book  Search  for  use  by  individuáis,  and  we  request  that  you  use  these  files  for 
personal,  non-commercial  purposes. 

+  Refrainfrom  automated  querying  Do  not  send  automated  queries  of  any  sort  to  Google's  system:  If  you  are  conducting  research  on  machine 
translation,  optical  character  recognition  or  other  áreas  where  access  to  a  large  amount  of  text  is  helpful,  please  contact  us.  We  encourage  the 
use  of  public  domain  materials  for  these  purposes  and  may  be  able  to  help. 

+  Maintain  attribution  The  Google  "watermark"  you  see  on  each  file  is  essential  for  informing  people  about  this  project  and  helping  them  find 
additional  materials  through  Google  Book  Search.  Please  do  not  remo  ve  it. 

+  Keep  it  legal  Whatever  your  use,  remember  that  you  are  responsible  for  ensuring  that  what  you  are  doing  is  legal.  Do  not  assume  that  just 
because  we  believe  a  book  is  in  the  public  domain  for  users  in  the  United  States,  that  the  work  is  also  in  the  public  domain  for  users  in  other 
countries.  Whether  a  book  is  still  in  copyright  varies  from  country  to  country,  and  we  can't  offer  guidance  on  whether  any  specific  use  of 
any  specific  book  is  allowed.  Please  do  not  assume  that  a  book's  appearance  in  Google  Book  Search  means  it  can  be  used  in  any  manner 
any  where  in  the  world.  Copyright  infringement  liability  can  be  quite  severe. 

About  Google  Book  Search 

Google's  mission  is  to  organize  the  world's  Information  and  to  make  it  universally  accessible  and  useful.  Google  Book  Search  helps  readers 
discover  the  world's  books  while  helping  authors  and  publishers  reach  new  audiences.  You  can  search  through  the  full  text  of  this  book  on  the  web 


at|http  :  //books  .  google  .  com/ 


Acerca  de  este  libro 

Esta  es  una  copia  digital  de  un  libro  que,  durante  generaciones,  se  ha  conservado  en  las  estanterías  de  una  biblioteca,  hasta  que  Google  ha  decidido 
escanearlo  como  parte  de  un  proyecto  que  pretende  que  sea  posible  descubrir  en  línea  libros  de  todo  el  mundo. 

Ha  sobrevivido  tantos  años  como  para  que  los  derechos  de  autor  hayan  expirado  y  el  libro  pase  a  ser  de  dominio  público.  El  que  un  libro  sea  de 
dominio  público  significa  que  nunca  ha  estado  protegido  por  derechos  de  autor,  o  bien  que  el  período  legal  de  estos  derechos  ya  ha  expirado.  Es 
posible  que  una  misma  obra  sea  de  dominio  público  en  unos  países  y,  sin  embargo,  no  lo  sea  en  otros.  Los  libros  de  dominio  público  son  nuestras 
puertas  hacia  el  pasado,  suponen  un  patrimonio  histórico,  cultural  y  de  conocimientos  que,  a  menudo,  resulta  difícil  de  descubrir. 

Todas  las  anotaciones,  marcas  y  otras  señales  en  los  márgenes  que  estén  presentes  en  el  volumen  original  aparecerán  también  en  este  archivo  como 
testimonio  del  largo  viaje  que  el  libro  ha  recorrido  desde  el  editor  hasta  la  biblioteca  y,  finalmente,  hasta  usted. 

Normas  de  uso 

Google  se  enorgullece  de  poder  colaborar  con  distintas  bibliotecas  para  digitalizar  los  materiales  de  dominio  público  a  fin  de  hacerlos  accesibles 
a  todo  el  mundo.  Los  libros  de  dominio  público  son  patrimonio  de  todos,  nosotros  somos  sus  humildes  guardianes.  No  obstante,  se  trata  de  un 
trabajo  caro.  Por  este  motivo,  y  para  poder  ofrecer  este  recurso,  hemos  tomado  medidas  para  evitar  que  se  produzca  un  abuso  por  parte  de  terceros 
con  fines  comerciales,  y  hemos  incluido  restricciones  técnicas  sobre  las  solicitudes  automatizadas. 

Asimismo,  le  pedimos  que: 

+  Haga  un  uso  exclusivamente  no  comercial  de  estos  archivos  Hemos  diseñado  la  Búsqueda  de  libros  de  Google  para  el  uso  de  particulares; 
como  tal,  le  pedimos  que  utilice  estos  archivos  con  fines  personales,  y  no  comerciales. 

+  No  envíe  solicitudes  automatizadas  Por  favor,  no  envíe  solicitudes  automatizadas  de  ningún  tipo  al  sistema  de  Google.  Si  está  llevando  a 
cabo  una  investigación  sobre  traducción  automática,  reconocimiento  óptico  de  caracteres  u  otros  campos  para  los  que  resulte  útil  disfrutar 
de  acceso  a  una  gran  cantidad  de  texto,  por  favor,  envíenos  un  mensaje.  Fomentamos  el  uso  de  materiales  de  dominio  público  con  estos 
propósitos  y  seguro  que  podremos  ayudarle. 

+  Conserve  la  atribución  La  filigrana  de  Google  que  verá  en  todos  los  archivos  es  fundamental  para  informar  a  los  usuarios  sobre  este  proyecto 
y  ayudarles  a  encontrar  materiales  adicionales  en  la  Búsqueda  de  libros  de  Google.  Por  favor,  no  la  elimine. 

+  Manténgase  siempre  dentro  de  la  legalidad  Sea  cual  sea  el  uso  que  haga  de  estos  materiales,  recuerde  que  es  responsable  de  asegurarse  de 
que  todo  lo  que  hace  es  legal.  No  dé  por  sentado  que,  por  el  hecho  de  que  una  obra  se  considere  de  dominio  público  para  los  usuarios  de 
los  Estados  Unidos,  lo  será  también  para  los  usuarios  de  otros  países.  La  legislación  sobre  derechos  de  autor  varía  de  un  país  a  otro,  y  no 
podemos  facilitar  información  sobre  si  está  permitido  un  uso  específico  de  algún  libro.  Por  favor,  no  suponga  que  la  aparición  de  un  libro  en 
nuestro  programa  significa  que  se  puede  utilizar  de  igual  manera  en  todo  el  mundo.  La  responsabilidad  ante  la  infracción  de  los  derechos  de 
autor  puede  ser  muy  grave. 

Acerca  de  la  Búsqueda  de  libros  de  Google 

El  objetivo  de  Google  consiste  en  organizar  información  procedente  de  todo  el  mundo  y  hacerla  accesible  y  útil  de  forma  universal.  El  programa  de 
Búsqueda  de  libros  de  Google  ayuda  a  los  lectores  a  descubrir  los  libros  de  todo  el  mundo  a  la  vez  que  ayuda  a  autores  y  editores  a  llegar  a  nuevas 


audiencias.  Podrá  realizar  búsquedas  en  el  texto  completo  de  este  libro  en  la  web,  en  la  páginalhttp  :  /  /books  .  google  .  com 


INFORMES 


DE   LOS 


CONSEJEtOS  lEGAlES  DEL  PODER  EiECDTITO 


REPÚBLICA    ARGENTINA 


INFORMES 


DE     LOS 


CONSEJEROS   LEGALES 


DEL 


PODER  EJECUTIVO 

(DE  1852  Á  1867  INCLUSIVE)  ^       '^^^i^ 

TOMO  I 

PUBLICACIÓN   OFICIAL 


BUENOS   AIRES 
Taller,    Tipográfico    de    la    Penitenciaria 

1  S  O  o 


"Vi} 


.  v/  s--^-" 


INFORMES 


I>K    LOS 


CONSEJEROS  LEGALES 


DEL 


PODER   EJECUTIVO 


Polonia  Canicoba  de  Pader,— pide  pention  como  madre  viuda 
del  Sárjenlo  Mayor  Don  Cosme  Pader. 

Doña  Polonia  Canicoba  de  Pader,  viuda  de  Don  Manuel  I'ader,  en  .hi- 
nio  17  de  1852,  pide  pensión  por  su  hijo  el  HarRento  Mayor  Don  (Jonnie 
Pader,  muerto  en  el  Ejército  á  las  órdenes  del  General  Unjulua. 

En  Agosto  19  de  1852,  la  Contaduría  dice:  que  por  el  anticuo  Ue^laninii 
to  eran  las  madres  acreedoras  á  t)ens¡ón,  pero  (pie  por  la  \A*y  de  la 
H.C.  RR.  de  2  de  Octubre  de  1824,  ípiedaron  escluldas,  y  opina  «pte 
la  solicitante  no  tiene  derecho  á  la  j>ensión. 

Resolución — 

Setiembre  1** — Envista  de  este  informe  de  la  Con  taílu- 
ría  General,  no  puede  hacerse  lugar  ¿  la  Holicilud— Oalan. 

En  4  de  Octubre  de  1856,  Dofta  Polonia  Caníc/^í/a  de  P«/W«  in»it$íí6  *^í9 
la  petición,  y  U  O'/ntadaría  dijo:  que  no  habí<^o  tnUfsrUp  im  íun^iófi 
de  ípiem,  cree  no  tiene  áerecho  á  la  pensión, 

£n  Diciembre  de  18-5«,  el  Fiscal  dijo : 
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EXMO.    SEñOR. 

El  Fiscal  considera  que  desde  que  han  sido  reconoci- 
dos todos  los  grados  que  se  dieron  en  el  Estado  Orien- 
tal por  el  General  Urquiza,  á  los  Oficiales  del  Ejército 
que  peleó  en  Caseros,  no  hay  razón  para  que  se  le  des- 
conozca en  la  clase  de  Sargento  Mayor  al  finado  Don 
Cosme  Pader,  aún  cuando  no  se  le  hubiera  estendido  el 
despacho  que  se  les  espidió  á  todos  los  que  estaban  en 
igual  caso,  pocos  dias  después  de  la  muerte  de  Fader,  con 
la  antigüedad  de  Octubre  de  1861  que  les  fue  reconocida. 
Por  lo  que  respecta  á  la  pensión  que  puede  correspon- 
der a  la  madre  del  Mayor  Pader,  habiendo  prestado  éste 
sus  servicios  por  espacio  de  10  anos  ó  poco  mas,  le  cor- 
responde solo  la  cuarta  parte  del  sueldo,  bien  sea  de  Ca- 
pitán ó  de  Mayor,  según  crea  V.  E.  justo,  debe  ser  con- 
siderado el  finado  Don  Cosme  Pader  al  tiempo  de  su 
muerte— Buenos  Aires,  Diciembre  19  de  1856— CAucova. 

En  Diciembre  23  dijo  el  Asesor: 
ExMO.  Señou. 

La  madre  de  un  oficial  de  milicias  que  no  ha  muerto  en 
función  de  guerra,  es  olvidada  por  la  Ley  de  6  de  Se- 
tiembre. El  Capitán  del  Batallón  I**  de  voluntarios  re- 
bajados, Don  Cosme  Pader,  murió  en  su  cama  y  de  en- 
fermedad— Heukeua. 

Habiéndose  resuelto  cno  ha  lugar»,  en  1°  de  Diciembre  de  ISGó  insis- 
tió en  su  solicitud,  y  en  lo  del  mismo  dijo  el  Procurador  del  Tesoro : 

ExMO.  Señor. 

Se  ha  negado  tres  veces  la  pensión  solicitada  por  la 
madre  del  Sargento  Mayor  Pader,  porque  las  antiguas 
leyes  no  concedian  ese  derecho  ú  las  madres  viudas,  y 
porque  el  causante  no   habia  pertenecido  al  Ejército  de 
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línea  sino  á  la  Guardia  Nacional.  Pero  se  ha  dictado  la 
Ley  de  11  de  Octubre  del  presente  año,  que  dá  derecho 
á  pensión  á  las  madres  viudas,  y  que  hace  una  escep- 
ción  á  favor  de  los  nnilitares  de  la  Guerra  de  la  Indepen- 
dencia y  del  Brasil,  y  de  ios  que  hayan  militado  li  obte- 
nido grados  en  los  Ejércitos  Libertadores.  Estando  com- 
prendida en  esta  última  denominación,  el  Ejército  que  dio 
en  tierra  en  Caseros  con  la  tiranía  de  Rosas,  en  el  cual 
ha  militado  y  obtenido  grados  el  Mayor  Pader,  teniendo 
mas  de  diez  años  de  servicios,  y  habiendo  muerto  con 
anterioridad  á  esta  Ley,  el  que  suscribe  es  de  opinión 
que  su  madre  viuda  tiene  derecho  á  pensión,  con  arre- 
glo al  artículo  12,  y  en  la  proporción,  del  inciso  1^  del 
artículo  21  de  la  espresada  Ley — Buenos  Aires,  Diciem- 
bre 21  de  1865— Salustiano  J.  Zavalia. 

Resolución — 

Departamento  de  Guerra  y  Marina. — Buenos  Aires, 
Diciembre  20  de  1865— De  acuerdo  con  lo  dictaminado 
por  el  Procurador  del  Tesoro,  acuérdase  á  Doña  Polonia 
Canicoba,  madre  viuda  del  Sargento  Mayor,  Don  Cosme 
Pader,  la  pensión  da  la  cuarta  parte  del  sueldo  corres- 
pondiente al  grado  de  su  finado  hijo^  con  arreglo  al  ar- 
tículo 12  é  inciso  1^  del  capítulo  21  de  la  Ley  de  la  ma- 
teria, y  en  cuyo  goce  entrará  desde  la  fecha.  Pasea  la 
Contaduría  General  y  comuniqúese  á  quienes  corresponda 
— PAZ.— Julián  Martínez. 


Melchor  Beláusteguiy  Mariano  Baudriz,— solicitan  el  abono 
de  un  crédito  por  suministros. 

Don  Melchor  Beláustegui  y  Don  Mariano  Baudrix,  solicitan  el  abono  de 
un  crédito  á  su  favor,  por  vestuarios  y  víveres  suministrados  á  las 
fuerzas  comandadas  por  el  General  Lagos,  en  el  sitio  de  Buenos 
Aires  en  1863. 


—  6 


Esta  demanda  había  eido  anteriormente  entablada  ante  el  Gobierno  de 
la  Confederacii^n,  más  como  el  contrato  no  fuera  hecho  por  autori» 
dad  competente  nacional,  y  le  constase  á  aquel  Gobierno  lo  escanda- 
loso de  la  transacción,  resolvió  en  28  de  Aprosto  de  1858,  no  hacer 
lagar  A  este  pedido.  Hoy  creyéndose  favorecidos  por  la  Ley  de  6  de 
Noviembre  de  1863,  sulieitan  el  abono  de  este  críídita.  Pasado  el 
asunto  á  la  Comisión  Examiiia<lora^  ésta  en  un  eatenso  informe,  con- 
cluye qne  no  reconoce  este  crédito  como  deuda  flotante  de  la  Con- 
federación,  por  los  defectos  de  que  adolece,  etc.  Pasado  en  29  de 
Julio  de  1865  al  ProcuriKlor  de  la  í^uprema  Corte  de  Justicia,  éste 
Funcionario  dijo: 

ExMO.  Señoh, 

Las  observaciones  que  hace  la  Comisión  contra  este 
crédito,  son  verdaderas  y  justas.  Del  espediente  resulta 
con  evidencia  que  las  provisiones  y  vestuarios  que  Don 
Melchor  Belaustegui  entregó  al  Ejército  que  sitiaba  á 
Buenos  Aires,  en  1833,  no  se  entregaron  ni  por  orden, 
ni  por  cuenta,  ni  con  intervención  del  Gobierno  de  la 
Confederación,  ni  hubo  contrato  ni  garantía  que  impu- 
siese á  este  Gobierno  !a  obligación  de  píigarlos.  Es  tam- 
bién evidente,  que  aún  en  el  cüso  de  considerarse  el 
Gobierno  moralnienle  obligado  a  admitir  esta  reclamación, 
lia  sido  un  esceso  el  reconocer  el  interés  de  18  "/o  desde 
1^  de  Agosto  de  1853,  en  que  cesaron  las  prestaciones 
del  proveedor;  porque  la  primera  vez  que  se  cobró  esta 
deuda  al  Gobierno  de  la  Confederación,  fué  en  Agosto 
de  1858.  No  habiendo  pacto  alguno  que  justificara  estos 
intereses,  ni  teniendo  la  deuda  plazo  lijo,  ellos  no  han 
debido  correr  sino  desde  su  reconocJ miento,  ó  cuando 
más  desde  que  se  presentaron  al  Gobierno  las  cuentos. 
No  liay  razón  alguna  de  justicia  ó  de  equidad,  que  jus- 
fique  estos  intereses  que  han  hecho  subir  el  crédito  á 
mucho  más  de!  doble  de!  capital.  Pero  el  hecho  es  que 
el  Presidente  de  la  Confederación  mandó  liquid^ir  este 
crédito;   reconoció  que  el    Tesoro  Nacional  estaba  obli- 
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gado  á  pagar  la  suma  de  143,675  pesos,  que  resultó  de 
la  liquidación  por  capital  é  intereses»  y  pidió  al  Congreso 
para  pagarla  un  crédito  suplementario  al  Presupuesto, 
remitiéndole  todos  los  antecedentes.  El  Congreso  en  vista 
del  espediente  y  con  pleno  conocimiento  de  causa,  acordó 
el  crédito  que  se  pedia,  para  atender  al  pago  de  provi- 
sionesy  o  estuarios  suministradas  por  Don  Melchor  Beláus- 
íegui  y  Don  Mariano  Baadrix  al  Ejército  Federal  en  el  año 
ríe  1853,  según  los  términos  de  su  Sanción  de  20  de  Se- 
tiembre de  1H61.  En  virtud  de  esta  autorización,  el 
Gobierno  entregó  á  los  proveedores  libramientos  por  la 
suma  de  106,230  pesos,  reteniendo  un  valor  de  37,444 
pesos,  que  ambos  socios  se  disputaban  por  cuentas  du- 
plicadas que  uno  y  otro  habían  presentado,  hasta  que 
decidieran  su  cuestión  ante  los  Tribunales.  Estando  pues 
este  pago  autorizado  por  una  Sanción  especial  del  Con- 
greso,  y  dentro  de  la  Ley  del  Presupuesto,  é!  no  puede 
comprenderse  en  las  escepciones  que  est^íbleció  el  artí- 
culo 2""  de  la  Ley  de  6  de  Noivembre  de  1863,  Si  en 
consideración  á  los  vicios  de  su  origen  el  Gobierno  cre- 
yese que  debía  ser  rechazado  de  la  consolidación,  no 
podria  hacerlo  sin  nueva  autorización  del  Congreso,  por- 
que la  citada  Ley  no  le  dá  facultad  para  ello.  Pero  si 
ajustándose  á  las  prescripciones  de  la  Ley,  mandara  consu- 
lidarlos,  esta  resolución  no  debería  en  ningún  caso  com- 
prender á  los  37,444  pesos,  que  han  quedado  pendientes; 
porque  no  habiéndose  realizado  el  pago  de  ellos,  el  Go- 
bierno estaría  siempre  en  tiempo  de  resolver  si  era  justo 
ó  no  pagarlos.— Buenos  Aires^  Setiembre  10  de  1865.— 
Francisco  Pico. 

Resolución— 

Departamento  de  Guerra  y  Marina.— Buenos  Aires, 
Diciembre  27  de  1865,  —  Teniendo  en  consideración  la 
opinión  de  la  Comisión  Clasificadoi'a  de    la  deuda  y  la 
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vista  del  Procurador  de  la  Suprema  Corte  de  Justicia^  el 
Gobierno  no  se  considera  habilitado  por  la  Ley,  para 
aprobar  ó  desechar  este  crédito,  y  re=3nelve  someterlo  á 
la  decisión  del  Congreso  Nacional,  en  sus  próximas  Se- 
siones. A  sus  efectos,  remítase  en  oportunidad. — PAZ,— 
G,  Rawson.  — L.  GoNZALiíZ. — Eduardo  Costa. — J.  Mak- 

TINEZ, 

En  Junio  9  de  1868,  vuelve  al    ProcuraiJor  General  de  la  Nación,  para 
que  infonn©  en  vista  de  la  Ley  arljimta. 

ExMO.  Señor: 

Aunque  la  Resolución  del  C-ongreso  de  8  de  Julio  de 
1867,  no  ha  sido  tan  categórica  como  hubiera  sido  de 
desear,  hin  embargo,  habiendo  dicho  que  la  reclamación 
de  Don  Melchnr  Belátistegui  se  resuelva  con  sujeción  a 
la  Ley  de  6  de  Noviembre  de  1863,  es  evidente  que  solo 
deben  tenerse  en  cuenta  las  prescripciones  de  esta  Ley, 
prescindiendo  del  reconocimiento  que  el  Congreso  hizo  de 
este  crédito  por  su  Sanción  de  29  de  Setiembre  de  18GL 
El  artículo  2°  de  aquella  Ley  dice  que:  (mo  se  comprenderán 
en  la  liquidación  aquellos  créditos,  en  que  la  persona  que 
hizo  ú  ordenó  el  gasto,  de  que  la  obligación  procede,  ó  la 
que  otorgó  el  documentólo  que  lo  reconoció,  fué  incom- 
petente por  faUa  de  autoridad  legal  para  hacer Ia»>.  El 
presente  crédito  procede  de  suministros  liechos  al  General 
Don  Hilario  Lagos,  y  se  prueba  por  documentos  olorga- 
dos  por  sus  subordinados,  sin  autorización,  conocimiento^ 
ni  intervención  de  las  Atitoridades  Nacionales;  lo  que  los 
hace  completamente  incompetentes  para  obligar  á  la  Na- 
ción. Dice  también  ese  anículu  de  la  Ley  que  deberán 
rechazarse  los  créditos  en  que  haya  lesión  enorme,  y  en 
el  presente  hay  una  lesión  enormísima  por  haberse  abona- 
do en  la  liquidaciíin  intereses  de  18  por  ""/^  desde  el  1*^  de 
Agosto  de  1853,  a  pesar  de  no  haberse  pedido  el  reconoci- 
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micnfo  del  crédito,  sino  en  1858,  lo  que  lo  ha  elevado  á 
mucho  más  del  dobJe  del  capital.  Juzgando,  pues,  según 
la  Ley  de  1863,  este  crédito  no  puede  ser  comprendido  en 
la  liquidación.— Buenos  Aires,  Junio  18de  18G8.— Fkan- 
cisco  Fleo. 

En  20  «Ip  Agosto,  Don  Juan  Justino  de  Bfláustegni,  hijo,  en  repreBenta- 
ción  de  su  Señor  padre,  contestando  la  vista  conferidfl,  dice: — que  desde 
el  primer  momento  la  revolucii^n  encübe^ada  por  el  General  T^asfos 
estuvo  en  relación  con  las  Antoridadca  Nacionales;  que  éstas  le  pro- 
metieron su  apoyo,  y  en  confirmación  cita  el  hecho  de  haher  puesto 
bajo  sus  órdenes  la  Escuadra  Nacional  á  la  que  su  padre  abasteció 
de  no  pocos  víveres^  íjue  más  tarde  el  General  Urqniza  en  eonoci- 
miento  de  las  tendencias  de  la  revolución»  se  puso  al  frente  de  las 
operacioDes  de  la  guerra.  El  carácter  Nacional  que  nunca  el  Gobier* 
no  de  la  Confederación  negó  á  la  revolución  del  General  Lagos  y  el 
apoyo  que  ésta  le  prestó^  dice  que  tampoco  puede  desconocerse  boy 
y  por  consiguiente  exije  el  atíono  de  los  suministros  hechos  á  los 
Ejércitos  Nacionales.  Tocando  la  Contaduría  varias  dificultades  para 
liquidar,  devolvió  el  espediente  haciéndole  presente  y  después  de 
una  larga  tramitíición  y  al  final  de  un  eatenso  informe,  produjo  la 
liqui<iación  ordenada.  En  Enero  de  18B9,  volvió  nuevamente  á  Con- 
tad uri  a  para  que  formase  una  liquidación  de  las  cantidades  de  dinero 
que  habian  recihiilo  los  Señores  Beláiistegui  y  Baudrix,  lo  qneefectud 
en  15  de  Febrero  de  ese  mismo  año,  y  elevado  el  espediente  al  Go- 
bienio^  este  ordenó: 

fíesolación— 

Departamento  de  Guerra  y  Marina,— Buenos  Aire?>  Fe- 
brero 27  de  18G9, — Visto  este  espediente  y  considerando: 

1^  Que  la  Ley  de  5  de  Noviembre  de  1863,  dispone  que 
se  liquide  la  deuda  lejitima mente  contraída  por  el  es- 
tinguido  Gobierno  de  iii  Confederación,  desde  el  1*"  de 
Abril  liasta  el  12  de  Diciembre  de  1861,  estableciendo  ter- 
minantemente que  no  se  comprendían  en  la  liquidación, 
«aqueltos  créditos  en  que  la  persona  que  liízo  ú  ordenó  el 
gasto  de  que  la  obligación  procede,  ó  la  que  otorgó  el 
documento  ó  que  lo  reconoció  fué  incompetente  por  falta 
de  autoridad  legal  para  hacerloi>. 

2°  Que  el  presente  reclamo  versa  sobre  artículos  entre- 
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gados  al  Ejército  de  Don  Hilario  Lagos  que  sitiaba  á  Buenos 
Aires  en  1853;  Ejército  levantado  revulucíonariamenle,  sin 
autorización  del  Gobierno  de  la  Confederación,  ni  de  nin- 
guna otra  Autoridad  que  tuviese  competencia  legal  para  or- 
denar su  formación. 

3**  Que  este  recbuiio  fué  ya  recliazado  el  28  de  Agosto  de 
1858,  por  el  mismo  Gobierno  de  la  Confederación  en  los 
términos  siguientes:  «Vistos  y  considerando: — 1^  Que  ios 
vestuario?,  víveres  y  demás  á  que  se  refiere  este  espediente 
no  fueron  contratados  por  Autoridad  competente  nacional 
alguna,  pues  que  las  diversas  cuentas  que  corren  en  él, 
solo  aparecen  como  reconocidas  por  el  Genernl  Lagos, 
como  Gefe  de  l«s  fuerzas  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires, 
que  asistieron  al  sitio  de  1853, — ^2*^  Que  consta  al  actual  Pre- 
sidente de  la  Conrederacíón»  que  las  transacciones  escanda- 
Josas  de  esta  naturaleza,  tuvieron  mucha  parte  en  la  desm  j- 
ralización  de  aquellas  fuerzas;  no  ha  tugará  este  reclamo. — 
Rubrica  del  Presidente  URQUIZA,— Firmado.— Galan»>, 

4"  Que  aunque  posteriormente  volvió  á  considerarse 
este  reclamo  por  el  Gobierno  de  la  Confederaciónj  y  fué 
reconocido  en  8  de  Setiembre  de  1861,  durante  la  Pre- 
sidencia del  Doctor  Santiago  Derqui,  no  hay  en  la  lar- 
guísima tramitación  seguida  entonces,  ningún  justifica- 
tivo que  destruya  la  base  del  Decreto  de  28  de  Agosto 
dr  1858,  puesto  que  los  mismos  testimonios  invocados  por 
los   reclamantes,  les  son  adversos  en  vez  de  favorables. 

5"  Que  en  prueba  de  esto  está  la  declaración  del  Ministro 
en  Montevideo,  Docior  Don  Dlójenes  Urquíza,  que  corre 
á  f.  46  de  este  espediente,  en  que  contestando  a  la  pre- 
gunta, de  si  es  cierto  que  cuando  se  estableció  el  sitio  en 
Buenos  Aires  en  1852  el  informante  encargó  y  autorizó 
á  Don  Melchor  Beláustegui  para  proveer  de  vestuarios, 
viveres  y  armamento  al  Ejército  sitiador;  dice,  que  en  ob- 
sequio al  arrojo  y  al  interés  que  dicho  Señor  Beláustegui 
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tomaba  por  el  triunfo  de  los  revolucionarios  fué  que  le 
recomendó  al  General  Lago*^,  para  que  le  liiciese  proveedor 
del  Ejército,  con  preferencia  á  cualquier  otro. 

6**  Que  el  mismo  General  Lagos,  áf.  73  confirma  lo  es- 
puesto por  Don  Diójencs  Urqui/.a,  diciendo  que  lo  único  que 
le  consta,  es  que,  mediaron  comunicaciones  entre  él  y  el  Gefe 
de  la  Legación  en  Montevideo,  en  las  cuales  se  !e  recomen- 
daba al  Señor  Beláustegui  como  muy  apropósito  para  su- 
ministrar al  Ejército  y  Escuadra  sus  necesidades,  en  cuya 
virtud  procedió  á  satisfacerlas. 

7^  Que  en  todo  el  voluminoso  espediente  de  que  consta 
esta  reclamación,  no  se  ha  presentado  ningún  documento 
que  caracterizeconiu  Nacional  esta  deuda,  por  el  contrario, 
la  afirmación  adversa  del  Gobierno  de  la  época,  y  las  decla- 
raciones del  Ministro  en  Montevideo  y  del  General  Lagos, 
de  las  que  se  desprenden  que  ninguna  Autoridad  Nacional 
autorizó  á  los  Señores  Beláustegui  y  Baudrix,  para  hacer  los 
gastos  que  ahora  le  cobran. 

Considerando  por  otra  parte,  que  si  bien  el  pago  de  las 
provisiones  hechas  á  la  Escuadra  de  la  Confederación,  po- 
dían reclamarse  como  gasto  nacional,  por  cuanto  esa  Es- 
cuadra pertenecía  á  la  Confederación,  los  reclamantes  han 
recibido  con  gran  esceso  el  impíune  de  esas  provisiones,  que 
según  la  liquidación  úllima  de  la  Contaduría  ascienden  á  pe* 
sos  fuertes  42,997,  siendo  asi  que  el  dinero  entregado,  en 
virtud  del  reconocimiento  indebido  hecho  durante  la  Presi- 
deíiciadet  Doctor  Derqui  asciende  á  pesos  fuertes  106,729. 

Por  todas  estas  consideraciones; 


El  Presidente  déla  Hepüblica^  en  Acuerdo  de  Ministros— 

resuelve: 

Con  lo  dictaminado  por  la  Comisión  Clasificadora  de  la 
deuda  flotante  y  por  el  Procurador  General  de  !a  Nación, 
que  este  reclamo  no  se  halla  comprendido  en  las  dispo- 


„  12  — 

siciones  de  la  I.ey  de  6  de  Noviembre  de  1803.— Hágase 
saber  y  publíquese.  *  SARMIENTO.— Dalmacio  Velez 
Sarsfield.—J.  B,  Gohostiaga.— Mariano  Varkla.— M. 
DE  Gainza.— N.  Avellaneda. 

En  1^  de  ^larzo  de  1809,  Don  Jnan  Justino  Boláustí^gni,  pide  reconsi- 
deración del  Decreto^  Y  queso  dó  cumplimiento  al  recononi miento  que 
hiito  tie  la  deuda  el  Honorable  Conírreso,  y  de  cuya  Ley  }v*  se  liaee 
mención  en  los  considerandos  de  la  Resolueión  del  Gobierno. 

En  Marzo  18  de  1869,  dijo  el  Procurador  General: 

ExMO,  Señor. 


Los  fundamentos  alegados  por  Don  Melchor  Belduste- 
gui  para  pedir  la  revocación  del  Superior  Decreto  de  27  de 
Febrero  último,  no  bastan  a  destruir  las  razones  en  que 
aquella  Resolución  se  apoya.  El  que  esto  fuera  una  deuda 
reconocida  ya  y  pagoda  en  documentos  por  el  Gobierno 
de  la  Confederación,  no  es  una  razón  para  que  V.  E.  se 
abstenga  de  examinar  su  origen  y  forma  de  pago;  por  que 
la  Ley  de  1"  de  Noviembre  de  1862  le  impone  la  obliga- 
ción de  investigar  la  procedencia  de  los  créditos  que  deban 
reconocerse  como  deuda  lejítima;  y  la  Ley  de  6  de  No- 
viembre de  18G3,  le  prescribe  no  reconocer  aquellos  crédi- 
tos en  que  la  persona  que  hizo  u  ordenó  el  gasto  fue 
incompetente  para  obligar  u  !a  Nación.  Hayan  sido  ó 
no  reconocidos  estos  créditos  por  el  Gobierna  del  Paraná, 
V,  E.  estaba  en  la  obl-gación  de  examinarlos  por  el 
mandato  de  estas  leyes,  y  no  podia  prescindir  de  recha- 
zar los  que  ellas  reclia^áran.  Se  dice  también  que  el 
General  Lagos  es  autoridad  competente  para  hacer  el 
gasto,  porque  en  aquella  época  se  había  puesto  con  sus 
fuerzas  á  las  órdenes  del  General  Urquiza,  Director  Pro- 
visorio de  la  Nación.  En  esta  aserción  hay  un  equivoco 
que  el  mismo  Genei*al  Urquiza  deshizo  en  su  Decreto  de 
28  de  Agosto  de  1858,    Las  fuerzas  del  General  Lagos 
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estaban  á  las  órdenes  de  la  Autoridad  Nacional  solo  en 
las  operaciones  militares;  pero  en  cuanto  á  su  organi- 
zación y  provisión,  en  nada  absolutamente  dependían  de 
ella.  Era  el  General  Lagos  el  que  proveía  á  sus  alimen- 
tos, sus  vestuarios  y  armamentos,  con  él,  únicamente 
contrató  Beláustegui  su  provisión,  y  á  él  únicamente  hacia 
las  entregas.  Asi  es  que  ninguno  de  los  documentos  que 
ha  presentado  y  en  que  constan  sus  entregas  ha  sido 
autorizado  por  una  Autoridad  Nacional  como  lo  dijo  el 
General  Urquiza  en  su  Decreto  citado.  No  pudiendo,  pues, 
V.  E.  separarse  de  las  prescripciones  de  la  Ley  para  la 
consolidación  de  la  deuda,  no  es  posible  que  pueda  re- 
formar su  Decreto  de  27  de  Febrero.  Solo  el  Congreso 
tendría  autoridad  para  acceder  á  la  petición  de  Beláus- 
tegui.— Buenos  Aires,  6  de  Abril  de  1869. — Francisco 
Pico. 

Resolución — 

Departamento  de  Hacienda — Buenos  Aires,  Abril  10— De 
conformidad  con  el  dictamen  del  Procurador  General  de  la 
Nación,  no  ha  lugar  ala  reconsideración,  y  hágase  saber. 
— SARMIENTO.—J.  B.  Gorostiaga. 


Destitución  de  un  cura  colado  por  la  Cédula  de  Concordia  (1) 

ExMO.  Señor: 

El  Letrado  que  suscribe  ha  sido  nombrado  Fiscal  ad  hoe 
en  el  recurso  de  fuerza  ó  súplica  que  ha  introducido  el  Cura 
Párroco  de  la  Villa  de  la  Concepción,  Maestro,  Don  Va- 

(1)  EsU  pieza  y  laa  Bígaientes  fueron  hechas  en  Córdoba  en  1837. 
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lentín  Tisera,  de  la  sentencia  definitiva  de  t8  de  Marzo 
del  año  próximo  anterior  1836.  Por  ella  se  le  Cüocordó 
el  beneficio,  de  acuerdo  el  Prelado  Eclesiástico  y  Vica- 
rio Apostólico,  con  el  Gobierno,  en  virtud  de  la  Ley  ti- 
tulada de  Concordia,  38,  título  6,  libro  1"  R,  L,  y  ame- 
rito del  proceso  criminal  que  acreditan  los  actos  de  la 
materia.  El  Fiscal  ha  conocido  muy  bien  el  honor  que  se 
hace,  por  la  autoridad  que  le  lia  nombrado  y  por  la  gra- 
vedad del  asunto;  pero  no  puede  entrar  á  abrir  su  juicio, 
libre  de  temores  y  zozobras.  Desconfia  de  sus  conoci- 
mientos, porque  los  halla  de  inferior  orden  á  los  que  exi- 
jen  la  materia  de  que  se  trata.  Ella  debe  mirarse  no 
solo  por  la  parte  que  afecta  los  derechos  particulares  y 
privativos  del  Cura  Tisera,  sino  también  por  la  que  mira 
á  las  altas  atribuciones  de  ambas  Autoridades  Eclesiás- 
tica y  Secular,  y  á  los  privilejiados  derechos  del  Patronato; 
y  desde  que  tal  se  presenta,  ya  es  ardua  y  delicada:  Gra- 
vísima €8t  dice  el  Señor  Villarruel,  por^ae /om  c/e  lleno  al 
panto  de  la  jasticia,  y  al  descargo  de  la  real  conciencia , 
tomo  2%  pajina  2%  cuestión  19,  artículo  2%  número  23.  El 
pehgro  de  perjudicar  estas  atribuciones,  ú  de  no  hacer  un 
ajuste  exacto  de  los  principios  jurídicos,  hará  siempre  va- 
cilar la  pluma  del  Fiscal  y  marchar  con  desconfianza.  Par- 
tiendo de  estos  principios  solo  se  permitirci  esponer  los 
principales  fundamentos  que  á  su  juicio,  deben  trazar  la 
línea  de  justicia.  Denunciado  este  Párroco,  de  mala  con- 
ducta pastoral  y  vida  privada,  fué  formado  y  creado  el 
proceso  referido  por  orden  del  Prelado  Vicario  Apostólico* 
A  f.  38,  cuaderno  1^,  se  encuentra  un  auto  de  dicho  Pre- 
lado feclia  3  de  Febrero  de  1832,  por  el  cual  se  despren- 
de de  su  autoridad,  y  comisiona  al  Canónigo  Dignidad 
Arcediano,  Doctor  Don  Bernardino  Millan  para  la  secuela 
y  terminación  de  la  causa,  encargándole  en  el  mismo  auto 
que  la  susíancie  y  termine  servato  jar isor diñe.    Guarda- 
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do  este  orden,  que  es  el  que  se  practica  en  todas  las  cau- 
sas ordinarias  de  este  género,  se  sigue  la  causa  sustan- 
ciando por  los  trámites  ordinarios;  se  toma  la  confesión 
a!  reo,  se  corren  después  las  vistas  fiscales  de  acusa- 
ción, y  contestaciones  con  dos  escritos  de  cada  parte,  y 
se  abre  la  causa  á  prueba.  Estando  en  ellas,  muy  á  prin- 
cipio y  apenas  presentado  el  interrogatorio,  se  suspen- 
de la  prosecución  de  la  causa»  retirándole  las  facultades 
al  comisionado,  el  Vicario  Apostólico,  y  reservándose  en 
oportunidad  proveer  de  otro  comisionado  que  la  siguiese 
y  terminase.  En  este  solo  estado,  sin  haberse  adelan- 
tado mas  en  la  sustanciación,  y  sin  siquiera  liaberse  ra- 
tificado los  testigos  del  sumario,  aparece  el  fallo  del  Pre- 
lado Eclesiástico,  de  acuerdo  con  el  Gobierno,  concordán- 
dole el  beneficio  de  Cura  colocado,  fundado  únicamente  en 
la  Cédula  de  Co/icorc/m  dada  el  año  IGOl,  El  Fiscal  re- 
dobla sus  temores  al  entrar  á  abrir  su  juicio  desde  que 
vé  este  auto  asesorado  por  un  abogado  de  crédito,  y  su 
convencimiento  intimólo  compele  á  opinar  en  sentido  en- 
teramente contrario.  Observa  que  por  el  auto  de  3  de 
Febrero,  manda  el  mismo  Prelado  Apostólico,  que  la  cau- 
sa se  llevase  y  sustanciase  por  el  orden  acostumbrado  y 
ordinario,  y  que  este  se  guardó  aprobado  por  el  mismo, 
hasta  que  la  mandó  suspender.  Es  claro  pues  que  pres- 
cindió y  ni  pensó  siquiera,  en  mas  de  cuatro  años  que 
duró  la  causa,  hacer  uso  de  ese  modo  sumario  y  estraor- 
dinario  de  juzgar  por  la  Ley  de  Concordia,  que  jamás  ha 
tenido  práctica,  y  que  ha  merecido  siempre  la  oposición 
y  reprobación  de  todos  los  autores  mas  célebres.  Es  claro 
igualmente  que  se  ha  desviado  délas  vias  ordinarias  y  le- 
gales que  él  mismo  mandó  observar,  y  que  se  ha  antici- 
pado el  fallo  con  omisión  de  ks  solemnidades  y  trámites 
mas  sustanciales,  como  son:  la  ratiticación  de  testigos, 
sin  la  que  no  tienen  fuerza  sus  declaraciones,    y  la   de 
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sacióii  de  sm  trabajo.  La  Autoridad  que  los  ponía,  los 
quitaba  cuando  !o  juzgaba  oportuno  y  útil  al  mejor  ser- 
vicio de  la  Iglesia;  y  siempre  se  practica  esto  por  las 
dos  Autoridades,  Eclesiásticas  y  Secular  de  acuerdo,  en 
virtud  del  Real  Patronato.  Asi  lo  manifiesta  una  Cédula 
de  1**  de  Junio  de  1574,  dada  en  San  Lorenzo,  mandando 
que  se  instituyan  por  vía  de  encomienda  y  no  en  titulo 
perpetuo^  sino  aniobible  ad  nutuní  de  la  per&ona  que  en 
nuestro  nombre  le  hubiese  presentado  Juntamente  con  el 
Prelado.  Esta  amobilidad  ó  facilidad  para  removerlos 
estaba  fundada  en  que  de  ese  modo,  se  estimulasen  más 
los  doctrineros  en  el  buen  desempeño,  sabiendo  que  se 
les  podía  remover  hallándose  otro  más  apropósito,  ó  no 
cumpliendo  bien  sus  obligaciones,  como  lo  acredita  el 
Señor  Villarruel  y  Solorzano,  política,  ¡libro  4''  cap.  15, 
n"**  4  á  3.  Durante  este  tiempo  y  esta  costumbre  se  es- 
l^pidiü  la  Cédula  titulada  de  Concordia  el  año  1601:  por  la 
que  ratificando  la  misma  práctica,  faculta  á  los  Prelados 
eclesiásticos  y  Vireyes  ó  Gobernadores,  para  que  puedan, 
de  acuerdo,  remover  y  quitar  los  Curas  sin  necesidad  de 
proceso  y  formas  judiciales,  siempre  que  se  hallasen  ara- 
bas autoridades  satisfechas  de  la  justificacíún  del  delito;  y 
que  esto  se  ejecute,  sin  embargo  de  apelación  recurso  de 
fuerza,  inhibiendo  también  ala  audiencia  del  conocimiento 
de  ello.  Esta  misma  Cédula  dá  por  causa  y  razón  de  su 
sanción  la  calidad  de  ser  amovibles  ad  nutum^  en  lan 
palabras  espresas;  y  por  que  los  dichos  benejiciados  por  el 
Virey  y  Prelado,  conforme  á  mi  Real  Patronato,  son  amo- 
vibles ad  nutnm.  De  manera  que  cuando  dejasen  de  ser 
amovibles,  y  se  diesen  el  título  y  forma  perpetua,  ya  esta 
Ley  perdía  t0  mbien  su  vigor.  Por  otra  Cédula  de  1603,  L. 
39,  t.  6,  lib.  1*"  R.  I.  se  ordena  que  para  ser  removido  algún 
Cura^  se  junten  Virey  y  Prelado,  y  el  uno  al  otro  se  den 
las  causas  que  para  ello  tavieseny  y  que  satisfechos  ejecuten 
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la  remoción.    Pocos  años  después,  en  1609,  estando  ya 
más  regularizada  y  más  bien   formada   la  disciplina,   se 
despachó  otra  Cédula  en  4  de  Abril,  que  es  la  Ley  25,  t. 
6  lib.  1^  R.  I.,  por  la  que  se  dispone,  que  los  curatos  no 
se  den  sino  por  oposición  con  título  perpetuo  y  canónica 
institución,  conforme  á  lo  dispuesto  por  el  Concilio  de 
Trento,  y  como  se  daban  en  el  Reino  de  España.    Tan 
luego  como  esta  Ley  se  promulgó  en  América,  empezaron 
á  dudar  los  Prelados  y  Vireyes,  si  se  habia  de  seguir 
poniendo  en  los  despachos  de  los  Curas,  como  antes,  la 
cláusula  de  movible  ad  nuium  ó  nó;  porque  á  la  verdad 
parecía  muy  repugnante  y  contraditorio  ser  amovibles  y 
ser  perpetuos  en  el  beneficio.    Con  este  motivo  el  Prin- 
cipe de  Esquilache,  Virey  del  Perü,  se  movió  á  consul- 
tar al  Consejo  sobre    esto  en  1619,  y  se  le  contestó  lo 
siguiente:  Ha  parecido   conveniente  no   se   haga   novedad 
sino  que  se  guarde  mi  Patronato  Real  como  hasta  ahora 
se  ha  hecho.  Con  lo  que  se  continuó  poniendo  la  cláusu- 
la— Solorzano,  número  18— Villarruel,  ibi   números  15  á 
17.  Desde  ibi  entonces   nació  también  la  duda  entre  los 
DD.  sobre  la  total  abolición  de  la  Ley  de  Concordia^  en 
virtud  de  haber  cesado  la  razón   en  que  estaba  fundada 
según  sus  mismas  palabas   ya  citadas.   Por  que  los  di- 
chos beneficiados.,.  Separémonos  por  ahora  de  las  opi- 
niones, y  fijémonos  solamente    en   investigar  cual  es   el 
derecho   introducido   posteriormente,  y  el  estado  á  que 
ha  arribado  esta  materia  en  el  día,  en  virtud  de  la  prác- 
tica constante  é  invariable  de  las   Leyes  y  Cédulas   ter- 
minantes que  nos  rigen,  y  que   se  han  dado  posterior- 
mente y   de  las  doctrinas   generales   de  todos   los   mas 
célebres    AA..  .Desde  el  año  1619    ya  corre  una  Cédula 
dada  en  17  de  Mayo,  que  es  la  Ley  8,  t.  12,  lib.  r.,  R.  L 
de  la  que  nos  habla  el    Señor    Solorzano,   lib.  4^  de  su 
política,  cap.  15,  núm.  26,  en  la  cual  se  dispone  que  por 
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ningunas  culpas  ni  delitos,  aunque  escedan  á  los  de  un 
clérigo  incorrejiblej  se  quiten  los  benejicios  sin  que  preceda 
conocimiento  de  causa  y  se  le  fulmine  proceso.  Y^n  el  mis- 
mo libro  y  título  se  rejistran  las  leyes  9  y  10  por  las 
cuales  se  ordena,  que  los  clérigos  metidos  en  motines 
y  sediciones,  y  también  los  que  siendo  seculares  culpa- 
dos en  estos  delitos,  se  hicieron  clérigos  ó  religiosos  por 
librarse  del  castigo,  se  han  desterrado  y  mandado  á  Es- 
paña con  stis  causas  ó  procesos.  En  la  Ley  19  se  manda 
que  se  corrijan  y  se  castiguen  hasta  con  destierro  los 
escesos  que  se  comentan  en  el  pulpito;  y  en  la  3*  tit. 
13,  se  ordena  también  que  se  proceda  contra  los  doc- 
trineros, que  causaren  vejamen  á  los  indios  y  se  re- 
muevan, sin  que  en  ninguna  de  estas  leyes  se  faculte  a 
los  Prelados  ó  Vireyes,  para  que  puedan  proceder  y  eje- 
cutar sin  necesidad  de  proceso,  sino  que  lo  hagan  con- 
forme á  lo  dispuesto  por  las  LL.  y  por  los  ConciUos. 
El  Concilio  de  Trento  en  la  sesión  21,  cap.  6,  exije  co- 
nocimiento de  causa  y  notoria  incorrejibilidad  en  los 
clérigos  que  vioen  torpe  y  escandalosamente^  para  remo- 
verlos de  sus  doctrinas  y  beneficios,  conforme  á  las  cons- 
títucioneSy  de  los  sagrados  cánones.  Quiere  también  el 
Concilio,  que  esto  se  haga  recien,  después  de  preceder 
otros  apercibimientos  y  amonestaciones;  y  con  el  Párroco 
Tisera  ni  se  han  practicado  estos  pasos,  ni  se  ha  aguar- 
dado auna  notoria  incorrejibilidad.  Bajo  las  mismas  con- 
diciones fulmina  penas  y  manda  seguirse  proceso  contra 
los  clérigos  concubinarios  y  mancebados  públicamente, 
en  la  sesión  25,  cap.  14.  Murillo,  en  el  lib.  3°  tit.  2.  núm. 
12,  fundado  en  el  mismo  cap.  Lo  mismo  también  pro- 
cede el  Concilio  en  la  sesión  22,  cap.  3°  y  ses.  25  cap.  8., 
contra  los  usurpadores  de  bienes  eclesiásticos,  y  los  malos 
administradores  de  los  hospitales;  advirtiéndose  en  todos 
ellos,  la    voluntad  del   Concilio,   de  que  la  remoción  de 
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los  beneficios    se    aplique    como    en    último    caso,    y 
cuando  ya  se  haya  tocado    muy  manifiestamente    en  la 
incorrejibilidad.  Observemos  ahora  cual  ha  sido  la  prác- 
tica y  el  parecer  de  los  AA.  Aquí  es  preciso  hacer  jus- 
ticia á  las   doctrinas  y  autoridades   respetables    que    se 
citan  por  la  parte  ocurrente:  los  Sres.  Solorzano,  Villarruel 
y  Parras.  Podremos  agregar  también  á  Fraso,  Bobadilla, 
Barbosa  y  otros  que  hemos  tenido  á  la  vista:  ciertamente 
no  es  posible  leer  estos  autores  sin  convercerse  del  nin- 
gún uso  de  la  titulada  Ley  de  Concordia^  en  cuanto  á  la 
remoción  de  los  doctrineros,  sin  la  formación  de  proceso 
y  orden  judicial,  con  arreglo  al  Concilio  de  Trento  y  al 
Derecho  Canónico;  y  de  que  si  se  ha  usado  después  de 
la  Cédula  de  4  de  Abril  de  1609,  la  cláusula  de  admo- 
viblci  ad  nulum  en  los  despachos  y  títulos,  solo  ha  mi- 
rado tíHto  á  hacerles  entender  que  no  quedaban  libres  de 
•or  removidos  por  las  Autoridades  Eclesiástica  y  Secular, 
siempre   que   diosen    motivos  justos  para    ello;  pero    de 
ninguna  manera  para  poderlo  hacer  sin  sustanciarse  en 
la  forma  que  ol  Concilio  y    el  derecho  lo  prescriben  . . . 
Pero  ei  llano  dice  el  Seilor  Solorzano  nuni.  18,  que  solo 
Me  pone  para  (¡ue  sirva  de  frenOy  como  en  caso  semejante 
lo  dijo  notablemente  Navarro;  pues  mandándose  ya  dar 
en  título  11  con  colación  y  canónica  institución^  en  la  for- 
ma del  Concilio,  son  perpetuos  yUy  y  por  tales  se  han  de 
tener  estos  beneficios^  y  no  admovibles  ad  nutumy  según  lo 
en»t>ña  el  Derecho  Canónico,   Lo  mismo  se  espresan  Villar- 
rnnl  ir.  14,  y  Parras  n^  770,    Este  último   autor   sabio 
ha  lincho  honor  d  nuestra  Universidad   de  San    Carlos, 
siendo  Cancelario  á  unes  del  siglo  pasado,  y  nos  ha  le- 
gado una  nHMuoria  bien  recomendada  en  su  obra.    Dice 
en  ol  n".  citado:    sin   embargo  de  conferirse  ad   nutuniy 
los  curatos   soculareSy  ya   no  está  en  uso  la  remoción  de 
ellos^  sino  por  los  t(}rminos  regulares  de  un  proceso,  con 


21  - 


todas  las  formalidades  del  derecho.  Asegura  que  estaba 
sido  siempre  la  práctica  de  los  Gobernadores  y  Vireyes, 
y  lo   confirma  con    un    hecho  del    ano  de  1626,  en  que, 
queriendo  el  Arzobispo  de  Lima  remover  un  Cura  acu- 
sado de  homicidio,  por  concordia,  se  opuso  el  Virey  que 
era  el  Marqués  de  Guadalcazar,  diciéndole:  Por  que  aun- 
que hay  Cédula  Realy  para  que  por  la  concordia  se  puedan 
quitar  tos  beneficios,  se  Uene  por  lo  más  seguro  no  usar 
de  este  poder,  que  por  lo  que  tiene  de  absoluto,  es  odioso.  Este 
mismo    hacho  lo  refieren    también  y  con  el  mismo  objeto 
Solorzano  y  Villarruel,  n''- 17,25.  Nos  transmiten  otro  hecho 
del  Marqués  de  Montes  Clara,  Virey  también  del  Perú  en  una 
ÍJistrucción  para  su  sucesor,  donde  dice;  debe procederse  con 
mucho  tiento  cuando  el  caso  se  ofrezca ,  y  que  siempre  que  el 
delito  diere  lugar^  s*'  modera  el  castigo  trocando  al  reo  de  una 
doctrina  á  otra  menos  buena,  ó  apartándole  de  la  causa  de 
la  distracción,  ó  por  otros  caminos  que  enseñara  la  pru- 
dencia y  la  piedad.    Esto  prueba  que  la  práctica  de  em- 
plearse siempre,  lus  consejos  y  los  medios  de  amonestación 
y  persuación,  ha  sido  la  más  segura,  en  todo  tiempo,  dejan- 
do como  para  el  iiUimo  caso  de  incorrejibilidad,  las  remo- 
ciones, con  arreglo  alas  Leyes  de  la  materia  ya  citadas. 
El  Señor  Solorzano  al  núm.  30,  abre  manifiestamente  su 
opinión;  tengo^  dice,  por  mucho  más  sano  consejo  que  del 
todo  cese  este  modo  de  proceder  llamado  concordia;  pues  ya 
üirtuaimente  está  revocado  por  la  dicha  Cédula  de  1609^ 
que  dice:  ay  quilos  Preladas  por  medios  jurídicos  conozcan 
délas  culpas  de  sus  beneficiados;  y  convencidos  de  ellas,  les 
castiguen  como  lo  merecieren^  según  les  ordena  el  Triden- 
íino^K    Con  igual  decisión  se  espresa  en  su  otra  obra  de 
Jure  Indias,  libro  3^  cap.  15,  principalmente  en  los  números 
35,  36  y  37:  no  puede  ser  condenado  nadie,  dice,  sin  ser 
oido  y  sin  defensa.     Ni  los  beneficiados  que  tienen  titulo 
perpetuo  pueden  ser  privados  de  sus  beneficios  sin  ser 
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oídos:  Y  ol  núm.  50,  concluye  diciendo,  que  la  Cédula 
de  Concordia  debe  enteramente  olvidarse.  Securius  e$t 
ut  ¡uc  modas  procede ndi,  qtd  concordia  diciiury  in  postcruní 
aboleatur;  et  Prelati  per  lejitimo^  tramites  beneficiatorum 
excesas  convincani,  el  compescant.  El  Sefior  Villarruel, 
en  el  lugar  citada  núm.  5  dice:  la  materia  de  qtdtar  bene- 
^/¡cios  por  concordia  sin  dar  á  los  beneficiados  lugar  para 
sa^  defensas,  la  tenffo  por  muy  diticultosa.  Al  núm.  23, 
asegura,  que  en  ocho  artos  que  ha  servido  el  Obispado, 
jamás,  ni  por  el  pensamiento  siquiera»  le  lia  ocurrido  re- 
mover por  Concordia  los  beneficiados.  Finalmente,  ha 
parecido  tan  repugnante  al  misuio  Señor  Zolorzano  y  á 
otras  muchas  autoridades  respetables,  este  modo  de  pro- 
ceder por  la  Ley  de  Concordia^  que  al  núm,  27  sostiene 
y  asegura:  que  aún  en  el  estado  antiguo  de  disciplina 
eclesiástica^  en  que  se  daban  los  beneficios  adniooibles  ad 
nuíitm  antes  de  la  Cédula  de  1G09,  aún  entonces,  no  ha 
debido  jamás  entenderse  la  Cédula  concebida  con  todo 
ese  rigor»  de  procederse  sin  oir  al  reo  y  sustanciar  la 
causa,  Cita  el  núm*  29  entre  otros  muchos  autores  de 
la  mejor  nota,  al  Seilor  Arzobispo  de  Méjico,  Don  Feli- 
ciano  de  la  Vega,  quienes  fundan  esta  opinión  en  las  mimas 
[mlabras  de  la  Cédula:  Que  el  uno  al  otro  se  den  las  causas, 
ij  que  satisfechos  se  ejecuten.  Porque  aquellas  palabras, 
dicen  ^cálenlo  mistno  que  si  dijeran^  constando,  ó  si  cons- 
tase de  los  culpas,  y  que  de  estas  esté  convencido  el  doctr i ^ 
ñero  lejiíimamente^y  por  claras  y  eoidentes  probanzas  .  .  . 
Sin  embargo  de  que  cuanto  se  lia  dicho  es  tan  decisivo 
en  la  materia,  todo  importa  méuus  ajuicio  del  Fiscal,  que 
la  disposición  tan  terminante  y  tan  moderna  déla  Cédula 
de  1"  de  Agosto  de  1795.  Por  ella  se  deroga  espresa  mente 
la  Ley  de  Concordia,  y  se  declara  al  mismo  tiempo  por 
punto  Jeneral,  que  no  puedan  ser  remooidos  los  Curas  y 
doctrineros  de  los  dominios  de  IndiaSySin  formarles  causa 


—  23  — 


f/ Oírlos  con  forme  á  derecho^  según  se  vé  en  el  testo  literal 
que  sigue:  El  hey,  con  motivo  délo  representado  por  el 
Presbítero  Don  Juan  Joseph  del  Huyo,  de  resultas  de 
habérsele  privado  del  Curato  de  Chacayan,  que  obtenía 
en  la  Diócesis  de  Lima,  por  concordia  celebrada  entre  el 
Virey  y  el  muy  Reverendo  Arzobispo,  fui  servido  resolver 
entre  otras  cosas  sobre  consulta  de  mi  Consejo  de  las 
Indias  de  catorce  de  Mayo  de  mil  setecientos  noventa  y 
tres,  me  propusiese  separadamente  un  dictamen,  sóbrela 
utilidad  ó  perjuicios,  que  con  respecto  á  las  circunstancias  y 
variación  de  los  tiernpoSj  podían  resultar  de  que  subsistiese 
en  la  forma  que  se  haya  la  Ley  treinta  y  ocho  del  título  sexto, 
libro  primero  de  la  recopilación  de  aquellos  mis  dominios, 
en  que  se  manda,  que  cualquier  Cura  ó  doctrinero  pueda  ser 
removido  de  su  beneficio  por  concordia  delPreladoy  del  Vi- 
ce  Patrono  sin  admitir  apelación  y  sin  que  las  Audiencias  co- 
nozcan de  semejantes  casos.  En  su  cumplimientOj  después 
de  haber  uido  mis  Fiscales,  y  teniendo  presente  asi  el  con- 
testo literal  de  la  mencionada  Ley,  como  las  demás  que 
existen  en  la  misma  recopilación  de  Indias  y  diferentes  Ce- 
dulas  espedidas  sobre  la  materia,  me  hizo  presente  su 
dictamen  el  referido  mi  Consejo  en  consulta  de  20  de  Di- 
ciembre de  J794.  Y  por  cuanto,  en  vista  de  todo  ht*  ve- 
nido en  derogar  la  citada  Ley  38  llamada  de  la  Concordia^ 
declarando  al  mismo  tiempo  por  punto  general,  que  en 
adelante  no  pueden  ser  removidos  los  Curas  y  doctrine- 
ros instituidos  canónicamente,  sin  formarles  causa  y  oír- 
los conforme  a  derecho.  Por  tanto,  mando  á  mis  Vire- 
yes,  Presidentes  de  mis  Reales  Audiencias,  Intendentes  y 
Gobernadores  en  quienes  resida  la  jurisdicción  de  mi  Real 
Patronato;  y  ruego  y  encargo  á  los  muy  Reverendos  Ar- 
zobispos y  Reverendos  Obispos  de  los  espresados  mis  rei- 
nos de  las  Indias  é  Islas  Filipinas,  que  enterados  de  la 
referida  mi  Real  resolución,  la  guarden,  cumplan  y  ejecuten 
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y  hagan  guardar,  cumplir  y  ejecutar  en  cuantas  ocasio- 
nes se  ofrescan,  sin  embargo  de  la  prevenido  en  la  ci-* 
tadaLey38,  y  sus  concordantes,  y  en  las  poslenores  Cé- 
dulas espedidas  sobre  su  ejecucióa  y  cumplimiento,  las  cua- 
les anulo  y  declaro  por  de  ningLin  valor  ni  efecto,  en  cuanto 
se  opongan  á  esta  mi  Soberana  determinación,  que  es  mi 
voluntad  se  observe  puntual  y  exactamente  en  lo  sucesivo. 
Fecha  en  San  Ildefonso,  á  1°  de  Agosto  de  1795. 

En  fiieT7,a  de  todos  loa  ftmdamentos  que  ha  eaptiesto  el  Fiscal,  opina 
qne  se  ha  cometido  nnii  verdadera  fnerza,  en  el  modo  fie  conocer  y 
proceder;  y  qne  la  sentencia  de  mncordm  merece  corrección  y  en- 
mienda, revocándose  en  todas  sns  partes,  y  restituyéndose  la  causa 
al  estado  que  tenia  antes  de  ella.  Cónloba,  Agosto  de  1837,  La 
Reaoludón  íué  cnnforme  con  la  vista  Fiaciü. 


Sentencia  fundada  sobre  que  loa  Obispos  auxiliares  ó  Vica- 
rios Apostólicos  no  deben  cobrar  cuartas  Episcopales. 

El  letrado  nombrado  Juez  en  delegación  por  la  Curia  Ecle- 
siástica  y  de  conformidad  do  partes,  para  conocer  y  de^ 
cidir  definitivamente  en  el  grave  y  delicado  asunto  [»ro- 
movido  por  los  herederos  del  finado  liustrísimo  Señor  Obis- 
po m  pcír^íiws  y  Vicario  Apostólico  de  esta  Diócesis,  Doctor 
Don  José  Benito  Lascano,  contra  los  curas  y  doctríne- 
nos, cobrándoles  las  obvenciones  denominadas  porciones 
canónicas  ó  cuartas  episcopales:  que  por  derecho  eclestás* 
tico  se  les  debe  á  los  Obispos  Diocesanos,  sin  descono » 
cer  las  disposiciones  del  derecho,  para  que  no  funden  sus 
fallos  los  t^íbunaleSj  apoyado  por  otra  parte  en  las  opi- 
niones respetables  de  autores  celebres  que  le  aconsejan  en 
asuntos  que  lo  exijen  como  el  presente,  por  su  naturaleza, 
espectabilidad  y  otras  circunstancias,  se  permite  prepa- 
rar su  juicio  con  algunas  tijeras  observaciones  qne  le  han 
servido  de  base  fundamental  para  afianzar  su  fallo   de- 


—  25  — 

cisivo,  y  se  ofrecen  por  el  orden  analítico  de  los  dos  pun- 
tos siguientes:  1"  Si  á  lus  Vicai'ios  Apostólicus,  ó  lega- 
dos misos  les  corresponda  por  derecho  percibir,  lo  nríismo 
que  los  Obispos  propios,  las  obvenciones  llamadas  cuar- 
tas episcopales.  2^  Si  al  finado  Vicario  Apostólico  Las- 
cano  se  le  liaya  asignado  de  liecho  estas  obvenciones  por* 
el  Sumo  Foutitlce  de  Roma  delegante,  ó  por  el  Supremo 
Gobierno  de  esta  Diócesis,  y  si  ellos  podían  liaceriopor 
derecho.    Sobre  estos  dos  puntos  sostenidos  afirmativa- 
mente se  apoya  toda  la  demanda.     En  cuanto  á  lo  pri- 
mero,  es   incuestionable  que  á  los  Obispos  propios  les 
está  establecido  por  derecho,  y  designado  en  clase  de  ob- 
venciones,  ciertas  porciones  canónicas,  que  aunqtie  en  su 
orijen  é  institución  fueron  cuartas  partes  de  los  diezmos, 
primicias,  legados,  pios  y  otras  oblaciones;  mas  la  cos- 
tumbre no  les  ha  dejado  hoy  determinada  cuota,  sino  la 
que  en  fuerza  de  ella  misma  se  halla  recibida  en  los  dis- 
tintos paises,  yen  muchos  también  estinguida.    Garanten 
esta  verdad  varias  disposiciones  canónicas,  que  se  encuen- 
tran en  las  decretales,  la  del  Concilio  Límense  del  año.  »  • 
que  se  rejistra  en  el  Señor  Sulorzano,  y  Cédulas  Reales 
que  mandan  pagar  cuartas  donde  solamente  se  observe  la 
costumbre  (1).     Es  igualmente  indudable  que  los  Vicarios 
ó  Legados  A  lOí^tolicos  no  st*  hayan  comprendidos  en  esta 
disposición  del  derecho,  y  que  por  práctica  no  han  tenido 
mas  obvención  que  aquella  cuota  que  se  regulaba  sufi- 
siente    emolunií*nto  y  congrua   sustentación.     Acreditan 
esto  los  célebres  Ferraris  en  su  biblioteca,  Juan  Bautista 
Basi,  Solcrzann,  Berardi  y  otros  muchos  canonistas,  es- 
presando que    regularmente  era  200  ducados  anuales  la 
dotación  que  antiguamente  se  les  daba,  mas  ó  menos  se- 


(1)  Decrt  C»p,  Ofioli.  Cap.  K«(|aifiiti.  y  Cwp,  ult.   dfi  tenatam^  CoticU.    Lím.  3  *=*  a 
et  C*p^    W  Real  CcdüL    d©  22  de  Ootb.    de    17(i5— LL.    50  y  51  tít.  7    Lib.  I®  E.  I. 
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gun  el  Fais  donde  iban,  y  50  mas  para  el  viático  da  ida  y 
vuelta,  si  tenían  que  trasladarse  del  lugar  de  su  residen- 
cia. El  prinierc  se  espresó  sobre  la  voz  Vicarios  Apostóli- 
cos número  30^  y  á  los  números  6  y  7  dice:  que  los  ta- 
les Vicarios  pueden  y  deben  cuidar  de  las  rentas  ú  obven- 
ciones de  la  mesa  episcopal,  como  que  de  ella  se  les  ha 
de  pagar;  pero  se  les  prohibe,  según  unos  decretos  de  la 
Sagrada  Congregación^  que  se  entrometan  ni  tomen  inje- 
rencia en  mas  parte  que  á  la  que  ellos  les  corresponda 
por  sus  provisiones  y  designaciones,  y  no  en  otras.  Po- 
testimo  debet  Vicarias  Apostólicas  inüijitare  super  manu' 
tentionem  introhiíant  mensco  spiscopalis  cum  ad  ipsttm  hoc 
speeíet  Non  tamenpoicstse  intromiítere  in  redltihus  men- 
sas, nisi  eis  quantum  sibt  debelar  pro  sais  proúisionibas  et 
iníeresse  et  non  in  aliis.  El  mismo  autor  al  número  36 
dice:  que  si  se  retarda  el  pago  de  su  renta  ó  asignación, 
pueden  embargar  y  ejecutar  los  frutos  de  la  mesa  episco- 
pal p^ra  su  satisíaccíónj  según  otros  decretos  de  la  Sagra- 
da Congregación.  Si  asígnala  provisio  ipsi  {oicario)  re- 
tardelupj  poíest  ipse  vicorius  auctoritate  apostólica ,  fruc- 
tuus  mensw  episcopafis  scqücstrare  quosque  satisfactionen 
recipiai.  Prueba  todo  esto,  que  los  Vicarios  por  derecho 
no  han  tenido  á  percibir  y  cobrar  mas  frutos  ó  emolumen- 
tos, que  la  provisión  designada  para  su  congrua.  De  un 
modo  aún  mas  terminante  seespn?sa  el  citado  Basi  sobre 
este  punto,  en  su  tratado  especial  de  Vicarios  Apostólicos^ 
titulo  5  número  15,  asegurando  prácticamente  que  no  les 
compete  otra  renta  por  derecho,  y  que  él  mismo  en  las  re- 
petidas veces  que  ha  desempeñado  estos  destinos^  no  ha 
gozado  mas*  A^ec  aliíer  oidetur  consentiré  sacra  congre- 
gado dam  üicarii  apostoUci  non  gande nt  reditibas  cpisco- 
pataSj  sed  laníuní  provisione  seu  honorario  scutoraní  100 
aut  200  ntouT  ego  ipse  uabui  et  suficienti  pro  decení 
sustenta tionef  adeoqae  spensas  pncdictas  de  propio  faceré 
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TiOn  possnnty  el  ita  admisií  sacro  congregatio  pro  vicario 
apostoltcospoUíano.  Se  hallu  también  esto  mas  en  con- 
formidad con  las  di'íposiciones  del  Concilio  de  Trento  res- 
pecto de  los  Vicarios  que  nombrar  los  Obispas  Diocesanos 
álos  párrocos,  por  enfermedad,  ausencia,  vacante  ó  muer- 
te y  manda  que  para  su  congrua  sustentación  se  les  se- 
ñale solomeiite  una  parte  de  los  productos.  (1)  Lo  mismo 
se  debe  juzgar  respecto  de  los  Vicarios  Apostólicos  por 
pariedad  de  razón.  A  mus  de  esto,  por  el  sentir  unánime 
de  los  canonistas  (2)  se  vé  que  las  cuartas  episcopales  se 
dan  al  Diocesano,  no  solamente  por  respecto  de  su  servi- 
cio y  emolumentos,  sino  también  de  su  carácter  y  dignidad 
episcopal;  mas  como  para  s«^r  Vicario  Apostólico  no  se  re- 
quiere orden  episcopal,  sino  que  basta  el  presbiteral  y  aún 
menores,  según  también  los  canonistas  (3),  y  entre  nosotros 
mismos  lo  hemos  visto  con  los  Señores  Larrafui,  Cura  de 
Montevideo,  y  Molina  de  Tucuman  antes  de  ser  Obispo,  re- 
sulta bien  claro  que  no  puede  corresponder  á  los  Vica- 
rios en  calidad  de  tales»  lo  que  se  concede  á  los  Obispos 
como  Diocesanos  y  como  Obispos  ordinarios.  Se  rejistra 
también  en  el  mismo  Tormiilario  de  la  Curia  Romana  en  que 
se  estienden  los  breves  de  los  Vicarios  Apostólicos,  y 
que  los  trae  el  citado  Basi,  la  cláusula  de  la  asignación 
de  congrua  determinada  v.  g.  200  ducados  por  toda  renta. 
Y  se  deduce  de  todo  lo  dicho  hasta  aquí,  que  ni  por  derecho 
ni  por  práctica  corresponden  las  cuartas  á  los  Vicarios 
Apostólicos.  Veamos  ahora  sobre  el  segundo  punto:  si 
se  habla  del  Sumo  Pontífice,  es  muy  notable  el  breve 
del  nombratniento  del  Ilustrísimo  Señor  Lascano,  en 
que  no  se  encuentra  una  espresión  de  Su  Santidad 
relativa  á  asignación  de  rentas  ó  provisión  de  emolumentos. 


(l)  Sea,  B*  Cur.  20  Sos.   21  Cap.  B  Ses.  2f  Cap.  16  y  18. 
{2)  Turr^cUIa  do  Pt^Leat  Ef^iscup.*  E^olorx.  FoUu  Bftrb. 
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Las  espresiones,  son  todos  los  derechos  y  facultades  que 
competen   al  Obispo  y  Ordinario  del  lugar,  no  compren- 
de el  Juzgado  como  se  haya  podido  intentar  hacer  valer 
en  este  sentido,  y  desconocer  que  ellas  hablan  soUimente 
en  lo  jurisdiccional    y  prerainenciah   Ocuparse   de   esta 
denaostración  es  ofender  demasiado  \ivo  la  razón  y  buen 
sentido.   Lo  justitica  el    tenor  literal  del  mismo  breve  y 
las  palabras  contiguas   subsiguientes:    como  también  con 
facultad  de  eiejir  uno  o  más  Vicarios  generales.    Siendo 
pues    las   facultades   de    los  Vicarios   mandatarios  y  de 
genere  restrictorum^  sujetas  á  lo  que  se   le  confiere  por 
el  mandante,    es  indispensable  que  se  le  detallen  y  de- 
marquen en  «íus  títulos  ó  diplomas,  como  sucede  en  todo 
agente  ó  delegado;  y  este  es  el  objeto  de  esta   cláusula 
que  se  contiene  en  todo  breve,  y  se  encuentra  en  el  mis- 
mo formulario    que   hemos  dicho,  al  que  debe    haberse 
arreglado    también  el  del    Señor  Lascano,    Consiiíaimus, 
elegí  miiH,  facimas  et  deputa  mus  cum  eadem  facúltate^  auc- 
totitaíe  etpotestatequw  ad  exereendam  la    qaw  jarisdic- 
tionis  etian  voluntariw  existunt^  acepta  tamen.    Siguen  las 
restricciones. . . .  .Fuera  de  esia,  y  muy   separado  se  re- 
jistra  otra  cláusula  en  el  mismo  formulario  relativa  á  la 
asignación  de  rentas  ó  congrua  sustentación  de  los  Vica- 
rios:    Volumus  auten  qaod  pro  tua   susíentadone  ex  re- 
diiibus  prwdictm  eclesia^  proainsio  anua  ducenfurum  es- 
cutorum   monetoj  romana?    persoloaniur.     Y   sobre    esta 
cláusula  guarda  enteramente  silencio  el  breve  del  Señor 
Lascano;  prueba   segura  de  que   en   la  primera  solo  se 
habla  de  lo  jurisdiccional  y  preminencial;  y  prueba  tam- 
bién  que  Su  Santidad    no  ha    querido  de  intento  hacer 
asignación  alguna   dejándolo  al  arbitrio  y  discreción  del 
Patronato  de  esta  iglesia,  según  práctica  conforme  á  las 
atribuciones  y    derecho  del  Patronato   Real,  transmitido 
hoy  en  cada  uno  de  los  Gobiernos  Soberanos  de  América. 
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Desde  que  se  ha  dertüflffpado   que  los  Vicarios  Apostó- 
licos, no  tienen  por  derecha  mas  obvenciones  que  la  asig- 
nación que  se  le  gradúa   para  su  congrua  sustentación, 
resulta  bien  claro  el  convencimiento  de  que  Su  Santidad 
no  podiii  asignarle  al  Señor    Lascano,    toda   la  renta  y 
obvenciones  que  corresponden  por  derecho  al  propio  Obis- 
po, sin  gravar  los   demás    destinos  y  provisiones   ecle- 
siásticas ú  que  está  aplicada  la  inversión  de  las  obven- 
ciones en  vacante.   Tampoco  podia  liacerlo   por  política 
ni  por  ley  sin  gravar  y  abrogar  los  derechos  y  regalías 
del  Patronato,   desde  que  por  la  transmisión  á  los  Go- 
biernos del  dominio   pleno,   absoluto  é    irrevocable    en 
los  diezmos  y  cíoncordato,  á  ellos  ya  y  no  al  Pontífice  les 
corresponde  la  asignación  de  la  congrua  sustentación  a 
los  Vicarios;  pues   de  ellos  es  el  gravamen  de  sostener 
con    decoro  todo  lo  necesario  para  el  culto  y  las  pro- 
visiones eclesiásticas,  sin  escluir  la  de  Vicarios,  de  ellos 
también    debe    ser  graduar  las  asigaaciones    y    distri- 
buciones.   Esto  mismo  se    halla  prácticamente  corrobo- 
rado y  confirmado  con  la  marcha  y  conducta  observada 
por  el  Pontífice  en  más  de  ocho  Vicarios^  que  han  man- 
dado á   esta    República  y  á  la  Banda  Oriental   desde  el 
año  30,  y  en  los  que  no  sabemos  que  á  ninguno  de  ellos 
le  haya  hecho  asignación  congrua.  Por  otra  parte:  desde 
que  por  leyes  de  Indias  y  Cédulas  Reales  (1)  está  man- 
dado espresamente  en  uso  del  Patronato,  que  no  se  paguen 
cuartas  en  la   vacante,    y    destinadas  estas  obvenciones 
á  objetos  piadosos  y  eclesiásticos,  al  menos  con  respecto 
á  la  tercia  decimal,  no  pudría   Su  Santidad  disponer  de 
ellos  á  favor  de  sus  Vicarios  sin  contravenir  abiertamente 
&  estas   leyes  y  perturbar  el  destino    qne  tengan  dichas 
obvenciones;   pues  por  la  provisión  de  Vicarios  no  deja 


(U  DJch.  RL  Ced,  de  20  do  Ocl.  LL.  41,  50  y  51,  Lib-  lo  TU.  7o  R.  Ind, 
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de  estar  vacante  la  Sede.  Es  por  lo  tanto  indudable  que 
Su  Santidad  no  ha  dotado  ni  pudo  dotar  con  rentas  de 
esta  Iglesia  al  Vicario  Señor  Lascano.  Respecto  ahora 
del  Supremo  Gobierno  de  esta  Diócesis,  prescindiré  de 
entrar  en  examen  sobre  si  las  miras  del  finado  Vicario 
Apostólico  en  su  solicitud  fueron  ó  no  que  se  le  asig- 
nase por  el  Patrono  más  del  tercio  decimal,  para  su  con- 
grua sustentación,  y  me  contraeré  á  observar  directa- 
mente, qué  es  lo  que  el  Gobierno  le  asignó  y  pudo 
asignarle  en  su  Decreto  de  13  de  Febrero  del  año  32. 
Asentado  como  es  un  principio  jurídico,  que  por  derecho 
nunca  se  presume  que  el  Principe  tenga  voluntad  de  dar 
ó  conceder  más  de  lo  que  puede  hacer  por  rigoroso  de- 
recho, regen  nolle  daré  nisi  ju$  $íbi  competenSy  princeps 
dum  aliquid  conjirmat  cenceíur  faceré  absijue  tertii  prce- 
judicio  (1);  es  también  inconcuso  que  el  Gobierno  como 
Patrono  no  tuvo  voluntad  ni  pudo  disponer  de  otras  ren- 
tas eclesiásticas,  que  de  las  decimales  que  son  las  que 
únicamente  las  que  se  h  lUan  afectas  á  las  atribuciones 
del  Patronato,  bajo  el  dominio  temporal,  é  incorporadas 
en  la  hacienda  pública.  Por  consiguiente  resulta  que  el 
auto  del  Gobierno  vale  decir:  que  se  le  asigna  al  Señor 
Vicario  Apostólico  Lascano,  por  renta  ó  congrua  sus- 
tentación, la  misma  cuota  decimal,  que  han  disfrutado 
los  Obispos  propios.  Corrobora  también  esta  intelijencia 
la  vista  del  Fiscal  del  Estado  que  corre  en  testimonio 
á  f.  90  vuelta.  Por  ella  solo  se  conviene  en  que  es  justo 
se  le  dote  competentemente  para  su  congrua  susten- 
tación, y  dice:  que  se  saque  del  ramo  destinado  á  llenar 
estos  sagrados  deberes  que  es  la  vacante  de  la  mitra.  Por 
consiguiente  es  fuera  de  duda  que  el  Ministerio  Fiscal 
solo  entendió  y  consintió   en    lo    que   debia,  que   es  la 

(1)  Greg.  Lop.  Clos  2  L.  53  tit.  5  part.  5  '  Aceb.  Lio.  4o  Tit.  14  L.  2  núm.  23. 
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asignación  congrua  del  ramo  decimal  de  la  Mitra  va- 
cante, y  no  de  todas  las  rentas  y  obvenciones  episcopa- 
les; tanto  más  cuanto  que  el  mismo  postulante  Señor 
Vicario,  solo  se  contrae  en  su  esposición  á  hablar  de 
los  diezmos,  y  su  derecha  á  percibir  los  emolumentos 
que  de  este  ramo  tocan  al  Obispo  Diocesano*  Por  otra 
parte:  desde  que  seguti  se  dnja  demostrado  de  un  modo 
evidente,  los  Vicarios  no  tienen  derecho  a  las  rentas 
episcopales,  sino  únicamente  á  una  asignación  congrua 
en  clase  de  alimentos,  non  gaudení  rediiibus  cpiscopaius 
sed  tantam  provmone  sea  honorario  scutorian  lüÜ  atit  200 
V.  g.  Es  claro  que  el  Gobierno  no  podría  hacer  osten- 
siva la  asignación  a  todas  las  rentas  y  obvenciones 
episcopales,  sin  ¡lerjuicio  de  los  Curas  á  quienes  debía 
oírseles  cuando  menos,  de  la  fábrica  de  la  iglesia  y  demás 
distribuciones  eclesiásticas,  y  sin  contravenir  á  las  mis- 
mas Leyes  Patrias  que  han  arreglado  la  inversión  econó- 
mica de  las  vacantes.  Verdad  es  que  por  leyes  de  la 
materia  (1)  se  halla  espresamente  sancionado  y  correjido 
el  Derecho  Canónico,  en  orden  á  que  no  se  paguen  cuartas 
en  las  vacantes  mayores  y  menores,  fundado  en  que» 
como  dice  el  Señor  Solorzano,  no  taoo  el  sucesor  ni  llevó 
fn  sus  hombros  las  eargas  del  Obispado,  por  la  cual  se 
le  dan  estos  emolumentos;  y  con  respecto  a  la  cuarta  de- 
cimal, se  halla  también  dispuesto  que  se  recolecte  é 
incorpore  en  la  hacienda  pública,  para  disponer  de  ella 
los  patrones  en  usos  útiles  y  benéficos  como  es  la 
conversión  de  los  infieles  (2)  pero  respecto  de  las 
demás  obvenciones  canónicas,  nunca  se  han  hecho  esten- 
sivas  las  atribuciones  del  Patronato,  sino  que  debe  quedar 
para  la  fábrica  de  la  Iglesia  y  otros  destinos  eclesiásticos, 


(Ij  LL,  CIL  s  Rl    Ced.  SoUrz.  PoJit  Líb.  4=   Caí».  13  ti^  34. 
f2)LÍb,  8°  Cap.  12  n*  38. 


sin  alterarse  en  esta  parle  las  disposiciones  del  Derecho  Ca- 
nónico, Ínterin  nohíiya  otro  arreglo  económico  de  rentas. 
Muy  espresamente  lo  dice  el  doctísimo  Sefior  Solorzano, 
(cuyo  no.ubre  le  da  elmismo  Colegio  de  abogados  de  Madrid) 
en  sü  obra  de  Jare  Indiarum.  Como  la  concesión,  dice,  á 
los  príncipes  ha  sido  únicamente  de  los  diezmos  y  no  de 
ios  proventos  y  frutos  de  la  cuarta  fün*íral  y  oblaciones^ 
se  sigue  que  éstas  deben,  ó  reservarse  al  sucesor,  ó  inver- 
tirse en  utilidad  de  la  Iglesia.  Eísi  hoc  in  nosiris  Indii; 
non practicatur  quo  ad  dictam  quartam  decimalem,  procedit 
ea:  €0  quia  earam  decinue  Regibus  nosíris  concescv  saní, 
qaw  concesio  cum  illis  facía  non  fuen'í  de  frucíibus  es 
provenUbafi  qaarta?  funeralis  ei  oblaíionwn^  mérito  debeni 
suce^úri  ser  Dar  i  neüeclesiae  tdiÜtaieni  ex  pendil^  ex  jar  ibas 
et  aaioribus.  No  se  estrañe  que  e^teora/or,  habiendo  es- 
crito anteriora  las  leyes  de  Indias,  hable  de  la  reserva  de 
las  cuartas  para  el  sucesor.  Pero  es  mayor  el  conven- 
cimiento si  se  lee  la  Real  Cédula  de  cinco  de  Octubre  del 
año  de  1737,  que  serejistra  en  el  Código  de  intendentes 
sobre  el  art,  178  y  al  núm.  23  y  mandan  los  Prelados  y 
Cabildos  Eclesiásticos:  «  que  la  renta  que  correspondiere 
(en  vacante)  según  la  distribución  y  repartimiento  de  cada 
iglesia  á  las  dignidades,  canónigos,  racioneros,  medios  ra- 
cioneros y  demás  ministrosdeellas,  por  razón  solamente 
de  la  gruesa  y  masa  decimal,  dispongan  que  por  el  tiempo 
de  la  vacante  de  ouakiuiera  de  los  espresados  ministros; 
desde  su  muerte  hasta  el  día  de  la  posesión  del  que  fuere 
l)or  mi  presentado  en  su  lugar,  entre  por  cuenta  aparte 
y  en  caja  separada,  en  poder  de  los  oficiales  reales  del  dis- 
trito, cuya  providencia  na  debe  entender  para  con  aquellas 
porciones  que  por  ra:^on  de  oboenciones,  anicersaríos  ü 
oíros  (Ítalos^  se  distribuyen  entre  los  prebendados  y  nii- 
nistrosí».  Por  este  testo  tan  terminante  se  patentiza  que 
el  Gobierno  en  uso  del  Patronato,  solo  puede  disponer  en 
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vacante  de  las  rentas  decimales,  y  que  con  respecto  á  las 
demás  obvenciones  canónicas,  debe  observar  lo  dispuesto 
por  los  cañones  ó  derecho  común  y  la  costumbre:  y  por 
conclusión  resulta  que  en  clase  de  congrua  solo  ha  podido 
disponer  de  la  tercia  decimal,  de  las  que  dice  el  Señor 
Solorzano,  que  algunas  veces  ha  llegado  el  Rey  por  es- 
peciales motivos  á  agraciar  con  ella  á  algún  obispo  sucesor. 
Y  de  esto  resulta  digno  de  observarse,  que  si  el  Rey  ó 
los  gobiernos  como  patronos,  no  pueden  agraciar  al  obispo 
propio  con  la  parte  decimal  de  la  vacante,  con  menos 
razón  podrá  hacerlo  á  un  Vicario  con  mas  obvenciones 
de  la  competente  asignación  congrua  para  su  sustentación, 
mucho  más  cuando  ajuicio  del  juzgado,  y  atendidas  las 
angustias  de  los  erarios  civil  y  eclesiástico  de  esta  Diócesis, 
á  la  mezquindad  de  las  dotaciones  de  los  demás  beneficios 
mayores  y  menores,  lo  barato  de  la  subsistencia  en  este 
pais,  la  desolación  de  la  guerra  y  pobreza  jeneral,  y  otras 
mil  circunstancias  que  merecen  considerarse  por  su  tras- 
cendencia pública,  debe  juzgarse  demasiado  pingüe  la 
dotación  del  tercio  decimal.  Obsérvese  por  último,  que 
esta  Cédula  esta  mandada  observar  en  nuestras  Indias 
con  especialrecomendación,  según  se  rejistra  en  el  referido 
art.  178,  al  fin.  Y  siendo  mi  real  ánima,  qtxe  nada  se  altere 
en  lo  que  va  referido,  y  se  mandó  por  real  Cédula  circular 
de  5  de  Octubre  de  1737,  lo  es  también  que  todo  se  cumpla 
exactamsnte.  En  perfecta  consonancia  con  los  principios 
sentados,  obra  también  la  ley  41,  título  7°,  lib.  1°  R.  de 
Ind.  —  A  nos,  dice  el  Rey,  pertenecen  los  diesmos  ecle- 
siásticos de  nuestras  Indias  occidentales  por  concesión  apos- 
tólica, mediante  la  cual  se  incorporaron  en  nuesira  real 
corona  como  bienes  libres  y  temporales.  Y  mas  abajo  dispo- 
niendo de  lo  que  pertenece  al  patrono  por  razón  de  va- 
cante, dice:  Que  todo  lo  que  pertenece  á  las  tercias  parles 
de  arzobispado   y  obispados  que  hemos  reservado  para 
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repartir  en  obras  pias,  se  remita  á  estos  Reinos  á  poder 
del  Tesorero  General  de  nuestro  Consejo  Real  de  las  Indias 
como  se  acostumbra.     Claramente  se  ve  por  esta  ley,  que 
al  Principe  temporal,  en  razón  del  Patronato  ó  concesión 
Apostólica,  no  le  pertenece  más  que  los  diezmos,  y  que 
nunca  han  dispuesto  do  las  vacantes  masque  de  la  tercia 
ó  cuarta  decimal  sin  interven*:ión,  aunque  conel  pretesto 
de   objetos   píos,  en   las   demás  obvenciones   canónicas. 
Teniendo,  pues    en  vista   todo  cuanto  se  deja  dicho,    el 
letrado  que  juzgaba  formado  su  juicio   definitivo  en  los 
términos  siguientes;  Vistos:  con  el  mérito  de  lo  alegado 
y  probado  en  autos  y  demái^que  ver  convino,  en  hecho  y 
derecho,  se  declara  no  hüber  lugar  a¡  cobro  de  obvenciones 
canónicas  ó  cuartas  episcopales  que  hacen  los  herederos 
del  finado  Ilustrisirao  Señor  Obispo  ín  partibus  y  Vicario 
Apostólico,  Doctor  Don  José  Benito  Lascano,  contra  los 
curas  de  la  Diócesis  que  hnn  hecho  oposición,  se  hallan 
enjuiciados  en  autos,  á  quienes  se  les  absuelve  de  la  de- 
manda, sin  especial  condenación  de  costas,  y  hágase  saber. 
—Córdoba,  Octubre  11  de  1838.— Ramón  Ferrkira. 


CoE  el  Cabildo   Eclesiástico  de  Salta,— sobre    !a  Cédula    de 
«Ruego  y  Encargo)». 

Exivio.  Señor: 


El  Fiscal  del  Estado  ha  visto  esta  causa  con  la  medita^ 
ción  que  exije  su  importancia,  y  del  mórito  del  espediente 
resultan  los  hechos  siguientes:  Que  habiendo  el  Supremo 
Gobierno  presentado  á  su  Santidad  el  Papa  actual  Pío 
Nono,  al  Presbístero,  Doctor  Don  Josó  Colombres  para 
Obispado  la  Diócesis  de  Siltn,  dirijió  las  letras  comenda- 
ticias  de  Ruego  y  Encargo  al  Senado  Eclesiástico  de  dicha 


Iglesia,  para  que,  sngiin  sii  contenido,  le  encargase  al 
electo  la  jurisdicción  del  Gobierno  de  la  Diócesis;  que  el 
Cabildo  lo  verificó,  lo  mismo  que  el  de  Córdoba,  y  el 
Obispo  electo  lia  gobernndo  la  Iglesia  en  ese  carácter 
once  meses  sin  obstáculo;  que  después  ha  tenido  lugar  su 
renuncia  ante  el  mismo  Cabildo  por  las  razones  que  es- 
presa; que  éste  la  admitió  llanamente  sin  dar  cuenta  al 
Gobierno,  y  nombró  un  Vicario  Capitular  en  propiedad, 
conloen  Sede  vacante:  y  finalmente  se  denuncia  la  con- 
ducta del  Canónigo  dignidad  de  Chantre  Don  Agustin 
Bailón.  A  juicio  del  Fiscal  hay  vicios  insanables  en  los 
procedimientos  del  Cabildo  con  respecto  á  la  renuncia  del 
Obispoelecto,  de  losque  el  Gobierno  no  puede  prescindir. 
Ei  Obispo  electo.  Doctor  Don  José  Colombres,  no  ha  sido 
nombiado  por  el  Senado,  ni  ha  gobernado  la  Iglesia  como 
Vicario  Capitular  Ordinario  en  Sede  Vacante,  sino  en  el 
carácter  de  Obispo  electo  presentado  á  Su  Santidad  por  el 
Presidente  de  la  Nación,  conforme  al  art.  83  de  la  Cons- 
titución: lajurisdicciüti  qiiele  ha  conferij  j  el  Cabildo,  no 
ha  sido  mota  propio,  sino  por  presentación  de  la  auto* 
ridad  lejitima  y  única  que  puede  nombrar  y  presentar;  la 
cédula  de  Ruego  y  Encargo  no  importa  pedir  un  favor  ó 
suplicar  al  Cabildo  para  que  acceda,  si  lo  tiene  á  bien, 
sino  presentar  al  electo  para  que  el  Cabildo  lo  reciba  y 
le  someta  su  jurisdicción  y  el  Gobierno  de  la  Iglesia,  mien- 
tras le  llegan  las  Bulas  de  Su  Santidad.  De  manera  que,  sí 
bien  el  Obispo  electo  ha  de  recibir  la  jurisdicción  indispen- 
sablemente del  Cabildo,  éste  no  puede  negarse,  y  el  Go- 
bierno tiene  el  derecho  de  exijirle,  no  siendo  en  el  caso  de 
inhabilidad  del  presentado  por  impedimentos  canónicos, 
E!  Gobierno  Nacional,  como  todos  los  de  América,  esta 
en  posesión  de  nu  dereclio  inmemorial  para  esta  provisión 
por  ruego  y  encargo^  ¡o  núsmo  que  para  todos  los  bene- 
ficios, como  dice  el  Señor  Solorzano;  las  provisiones  por 
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presentación  de  los  Soberanos,  deben  entenderse  mas  bien 
confirnriaciunes,  que  colación  ó  institución.  Tal  es  la  so- 
liden de  este  derecho,  que  aún  en  el  caso  de  que  haya 
Vicario  Capitular,  y  esté  en  ejercicio,  cesa  su  jurisdicción 
luego  que  el  electo  presenta  al  Cabildo  la  carta  de  rw^^oiy 
encargo  y  se  le  dá  en  virtud  de  ella  la  posesión  con  arreglo  á 
las  leyes  y  á  la  practica  universal  antiquísima  como  se 
espresa  el  Obispj  de  Cliile,  Don  Justo  Donoso,  en  su  De- 
recho Canónico  americano,  tit.  1^  L,  2°  C.  8''.  La  razón 
fundamental  que  han  tenido  los  Soberanos,  para  intro- 
ducir esta  práctica  en  América,  y  los  Pontítices  para 
consentirla,  es  la  gran  razón  de  la  Iglesia,  la  utilidad  ne- 
cesidad de  que  no  carezcan  de  pastores  las  Diócesis  tan 
dilatado  tiempo,  como  el  que  generalmente  trascurre 
para  venir  las  Bulas  desde  Roma,  como  sucede  actual- 
mente con  los  presentados  hace  mas  de  un  año,  sin  que 
todavía  se  tenga  noticia,  A  fin  de  que  eslos  Prelados 
puedan  trabajar  en  sus  Iglesias,  y  estas  no  estén  sin 
Gobierno  y  sin  pastores,  se  ha  considerado  muy  útil  y 
necesaria  esta  práctica  al  paso  que  no  obstan  inconvi- 
nien  tes  legales.  Nada  mas  justo  y  mas  en  su  derecho  del 
Soberano  Patrono,  que  allanar  las  dificultades,  y  de  Su 
Santidad  también,  ceder  á  unos  medios  tan  justos  y  sen- 
cillos, y  los  únicos  que  ponen  remedio  á  l<>s  atraso?  de 
la  distancia,  por  grandes  que  sean  los  deseos  de  los  Go- 
biernos y  de  Su  Santidad  para  IlI  brevedad.  Este 
fundamento  tan  santo,  ha  sostenido  la  práctica  general  en 
la  América  Española  antes  y  después  de  su  emancipación. 
El  Sr.  Solorzano  la  hace  remontar  hasta  el  anol543con 
un  ObispD  de  Guatemala,  Pol.  ind.  T.  2,  L.  4,  C.  4,  n^ 
42.  El  año  1593,  según  el  mismo,  fué  reprendido  tam- 
bién por  e!  Hoy  un  Arzobispo  de  Lima,  por  haber  dado 
parte  al  Papa  de  que  los  Obispos  de  las  ludias  poseían 
y  administraban  los  Obispados  sin  espedir  Bulas.  Número 
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44.  Esto  prueba  que  ya  en  aquel  tiempo  era  general  esta 
práctica.  En  cuanto  á  su  opinión  la  bolla  tan  justa  en 
conformidad  con  mucbos  canonistas;  que  aún  sin  la  de- 
legación del  Cabildo,  se  puede  introducir  la  costumbre 
de  que  el  Obispo  electo,  gobierne  y  administre  la  Diócesis, 
antes  de  la  confirmación  é  institución  de  Su  Santidad, 
como  ha  sido  en  Portugal,  donde  no  versa  la  razón 
poderosa  de  la  distancia.  Dice  también,  que  la  jurisdicción 
que  trasmite  al  Cabildo,  se  debe  considerar  más  propia- 
mente como  ordinaria  que  delegada;  porque  no  la  pasa 
á  un  particular  Pedro  ó  Ju&n  que  él  elije,  sino  al  que  estáya 
nombrado  para  su  Obispo  propio;  y  que  en  este  sentido 
vio  resolver  la  afirmativa  en  Lima  de  la  grave  cuestión, 
si  podia  ó  no  el  Obispo  electo  desempeñar  sus  funciones 
por  otro  y  nombrar  Vicario  ó  Provisor.  Resulta  pues, 
que  el  Gobierno  se  halla  en  posesión  de  este  derecho, 
lo  mismo  que  de  los  demás  que  pertenecen  al  Patronato 
apoyado  en  la  práctica  universal,  en  los  canonistas  y  en 
las  leyes  de  indias  vigentes  en  nuestro  derecho.  Omito 
más  pruebas,  porque  no  es  la  cuestión  principal  de  que 
debo  ocuparme,  desde  que  el  Cabildo  de  Salta,  como  el 
de  Córdoba,  han  reconocido  este  derecho  y  han  dado 
cumplimiento  á  la  cédula  de  Ruego  y  Encargo.  Solo  he 
querido  fijar  este  punto  de  partida,  como  antecedente 
legítimo,  para  deducir  la  consecuencia  de  que  el  proce- 
dimiento del  Cabildo  no  está  en  armonía,  y  se  ha  estra- 
viado  de  la  ruta  que  le  prescriben  las  leyes.  Veámoslo. 
En  todos  los  beneficios  menores  ó  mayores,  prebendas, 
canongías  y  dignidades  que  se  proveen  por  presentación 
del  Gobierno,  cuando  se  trata  de  renuncias,  los  Dioce- 
sanos y  Cabildos  deben  proceder  conforme  á  las  leyes 
de  indias  51  y  24  T.  6°,  L.  1<>  y  á  la  Cédula  de  4  de 
Abril  de  1794.  En  su  virtud  el  Cabildo  de  Salta  no  ha 
debido  hacer   más  que  clasificar  las  causas  en  que  se 
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apoya  la  renunciíi,  y  nprobarlas  si  le  parecían  justas, 
dando  cuenta  al  Gobierno  Patrono,  y  esperar  de  él  la 
resolución.  Tenemos  un  hecho  práctico  muy  reciente 
publicado  en  los  diarios:  el  Canónico  Tesorero  de  la  Ca- 
tedral de  Córdobn,  hizo  su  renuncia  ante  el  Obispo  electo 
encargado  ahí  de  la  Iglesia,  Doctor  Don  Jos6  Gregorio 
Baigorri.  Este  no  hizo  más  que  clasificarla  abstenién- 
dose de  proveer,  y  dio  cuenta  al  Gobierno  Nacional,  pa- 
ra esperar  su  resolución,  reconociendo  en  61  solo  la  au- 
toridad competente.  Su  auto  es  como  sigue:  (tCórdoba, 
Julio  18  de  1856.  Preséntese  al  Exmo,  Señor  Presidente 
haciéndole  presente,  que  por  lo  que  a  nos  toca  no  hay  in- 
conveniente)»  En  el  oficio  en  que  dá  cuenta  a!  Gobierno, 
dice:  «yo  creo  que  es  de  la  atribución  del  Exmo.  Seilor 
Presidente  resolver  en  el  caso,  como  lo  es  proveer  y  lle- 
nar las  sillas  vacantes,  y  pagar  el  servicio  de  ellas  y  del 
Santo  Cuito».  Muy  bien:  si  por  regla  general  asi  se  hace 
en  todas  las  proviciones  del  Patronato,  con  mas  razón 
cuanto  m?iyor  sea  la  dignidad  se  hace  mas  necesaria  la 
intervención  del  Gobierno;  y  muy  esp*ícií3lmente  cuando 
el  Cabildo  no  va  á  conocer  de  la  renuncia  de  su  Vicario 
Capitular,  ni  de  un  benefiei o  ereado  por  él,  sino  de  su  Obis- 
po propio^  provisto  por  el  Patrono  conforme  á  li  Cons- 
titución del  Estado.  El  Cabildo  de  Salta  se  haestraviado 
de  esta  ruta,  y  absorbiendo  toda  la  facultad,  ha  conocido 
directamente  en  la  renuncia  del  Obispo  electo  como  si 
fuese  su  Vicario  Capitular;  la  ha  admitido  sin  acordarse 
para  nada  del  Gobierno,  y  nombrado  en  propiedad  su  Vi- 
cario ordinario,  declarándose  para  este  caso  de  su  pleno 
derecho  de  Sede  Vacante,  y  desconociendo  en  el  otro,  el 
vacio  de  la  intervención  del  Gobierno,  siendo  una  forma- 
lidad sustanciaL  No  sé  como  ha  podido  creer  el  Cabil- 
do que  podia  por  sí  solo  deliberar  y  proveer  ala  renuncia 
del  Obispo  electo.    Omito  penetrar  en  el  fondo  de  otras 
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defecciones  de  que  adolecen  estos  procedimientos:  la  nota 
del  Señor  Obispo,  de  18  d<»  Setiembre^  contiene  una  con- 
fesión clara  de  que  ha  sufrido  coacción  en  su  memoria  por 
la  conducta  hostil  del  Señor  Canónigo  Chantre,  que  la  de- 
nuncia criminalmente  ante  el  Gobierno  Nacitmal     El  Pre- 
sidente del  Senada  en  su  nota  del  20  del  mismo  mes,  con- 
fiesa también  y  deplora  las  defecciones  anárquicas  que  han 
ocurrido;  y  por  último,  se  advierte  con  mucho  pesar,  que 
en  vez  de  la  tranquilidad  é  imparcialidad  que  debe  brillar 
en  funciones  tan  augustas,  haya  precedido  un  desborde  de 
pasiones  con  tendencias  subversivas  al  orden  público,  y 
hasta  atentatorias  á  los  d^irechos  sagrados  del  Patronato- 
Por  todo  lo  que  se  ha  espuesto,  el  Fiscal  cree,  que  ha  fal- 
tado la  formalidad  sustancial  de  la  intervención  del  Go- 
bierno Nacional,  y  que  el  Cabildo  no  ha  podido  por  si  solo 
resolver  en  la  renuncia  del  Diocesano  electo,  que  no  ha- 
biendo el  Cabildo  sujetado  el  asunto  á  la  simple  aproba- 
ción del  Gobierno,  y  notándose  en  su  mismi  seno  una  opi- 
nión hostil  que  se  r-evela,  y  procura  hacer  dudoso  el  dere- 
cho incuestionable  y  mas  sagrado  que  la  Constitución  le 
encarga  ejercer  y  sostener,  el  Gobierno  se  halla  en  el  caso 
de  cortar  toda  duda,  y  obrar  con  mano  firme,  tan  celoso 
en  respetar  los  derechos  del  Cabildo  en  lo  que  sea  de  su 
atribución,  como  en  sostener  los  derechos  de  la  Sobera^ 
nía  Nacional.    En  su   virtud  el  Fiscal    opina  que  V.  E* 
puede  mandar  restablecer  el  asunto  a  su  antiguo  estado, 
antes  déla    renuncia;  y  tfi  e!  Obispo  electo  insiste  en  ella, 
se  le  dé  el  trámite  que  corresponde.  En  cuanto  á  la  de- 
nuncia espresa  que  hace  el  Obispo  electo  en  su  referida 
nota,  contra  la  conducta  criminal  del  Canónigo  Chantre 
Don  Agustin  Bailón,    corroborada    por    las    del    Presi- 
dente del  Senado  de  17  y  20  de  Setiembre,  atendiendo  á 
la  gravedad  y  trascendencia  de  ios  hechos  denunciados, 
opina  también  el  Fiscal  que  V.  E.  puede  mandar  seguir 
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una  información  sumaria  por  'a  autoridad  civil,  sobre  los 
hechos  contenidos  en  dichas  natas;  y  sobre  las  ideas*  que 
haya  propagado  en  público  y  en  las  sesiones  del  Cabildo, 
desconociendo  la  legitimidad  de  los  actos  del  Obispo  elec- 
to, y  de  la  autoridad  nacional  en  e&te  asunto;  y  conclui- 
da se  remita  para  proveer,  según  su  mérito,  lo  que  cor- 
responde por  derecho,  quedando  suspenso  de  oficio  y  be- 
neficio.--Estudio,  Noviembre    12  de  1856.— Ramom  Fer- 

REíaA. 

Resolución— 
Departamento  de  Culto,  Paraná^  Noviembre  15  de  1855. 

El  Vice- Presidente  de  la  Confederación  Argentina— 

ACUEROA  Y  DECRETA  : 

Declárase  sin  efecto  legal  la  aceptación  hecha  por  el  Ve- 
nerable Cabildo  de  !a  Iglesia  dii  Salta,  de  la  renuncia  que 
ante  él  interpuso  su  Obispo  electo  Doctor  Don  José  Co- 
lombres,  de  las  facultades  con  que  fué  investido  para  la 
Administración  y  gobierno  del  Obispado  en  virtud  de  la 
carta  de  Ruego  y  Encargo  del  Gobierna  Nacional,  sin  que 
esta  disposición  en  nada  afecte  a  la  persona  de  Don  Ale- 
jo L  Marquiegui  que  fué  elejido  en  lugar  de  aqueh 
Y  deseando  cortar  en  su  origen  todo  jénero  de  dificul- 
tades, en  el  caso  de  que  el  señor  Obispo  quisiese  insis- 
tir en  su  renuncia  con  razones  suficientes,  consiente  el 
Gobierno  en  que  el  Venerable  Cabildo  pueda  admitirla 
en  sesión  plena,  y  procediendo  entonces  á  la  elección  de 
un  Vicario  Capitular;  en  la  intelijencia  de  que  no  se  re- 
putarán suficientes  las  razones  déla  renuncia  del  Seilor 
Obispo,  que  se  tunden  en  la  mas  remota  duda  del  per- 
fecto derecho  con  que  procede  el  Gobierno  en  este  ca- 
so. Y  por  cuanto  aparece  denunciada  criminalmente  la 
conducta  del  Chantre,  Don  Agustin  Bailón  por  haber  des- 
conocido con  alarde  los  derechos  del  Patrnnato  Nació- 
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nal,  queda  suspenso  de  la  dignidad  de  Chantre,  sin  voz 
ni  voto  en  el  coro  de  esa  Santa  Iglesia  mientras  se  re- 
suelva lo  que  convenga  sobre  la  sumaria  información  que 
se  levantará  de  los  hechos  denunciados  por  el  Reveren- 
do Obispo  en  su  nota  de  fecha  18  de  Setiembre  último, 
á  cuyo  efecto  líbrese  comisión  en  forma  á  S.  E.  el  Se- 
ñor Gobernador  de  Salta,  con  copia  autorizada  de  la  ci- 
tada nota  de  denuncia  y  las  demás  de  su  referencia,  pa- 
ra que  disponga  la  formación  del  sumario,  que  remitirá 
después  de  concluido  con  la  brevedad  posible,  para  pro- 
veer lo  que  fuere  de  justicia.  Contéstense  las  notas  que 
forman  este  espediente  en  los  términos  acordados,  pú- 
blíquense  y  archívense. — CARRIL. — Juan  del  Campillo. — 
Santiago  Derqui. — José  Miguel  Galán.— Bernabé  Ló- 
pez. 


Dictamen  en  el  incidente  entre  el  Provisor  del  Obispado  de 
Cuyo  y  el  Gobernador  de  San  Juan  sobre  Patronato 

ExMO.  Señor: 

Después  de  sostenida  una  larga  polémica  por  notas  ofi- 
ciales entre  el  Exmo.  Gobernador  de  la  Provincia  de  San 
Juan  y  el  Señor  Provisor  de  la  Diócesis  de  Cuyo  en  Sede 
Vacante,  se  queja  el  primero  de  insultos,  injurias  y  ca- 
lumnias inferidas  contra  su  persona  por  el  Provisor  en  las 
notas  de  6  y  11  de  Julio  del  55,  y  10  de  Octubre  del  56; 
y  también  le  acusa  de  desobediencia  á  las  deliberaciones 
de  la  Lejislatura  Provincial  y  desconocimiento  del  Pa- 
tronato Nacional,  según  el  contenido  de  dichas  notas. 
Fundado  en  esto,  el  Señor  Gobernador  espide  el  auto  de  20 
de  Noviembre  últitpo,  por  el  cual  queda  destituido  y  de- 
puesto el  Señor  Provisor  de  su  dignidad  y  del  Gobierno  de 
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la  Diócesi?,  lo  pone  preso  é  incomunicado,  y   lo  manda 
juzgar criminalmenle  pjr  la  justicia  oj*d¡naria;esta  sede- 
clara  inhibida  por  Ui  naturaleza  del  asunto,  y  con  la  vista 
del  Fiscal,  el  Gobernador  manda   la  causa    al  Gobierno 
Nacional  con  el  reo  y  los  antecedentes  para  que  delibere. 
Tales  son  los  hechos  que  forman  la  materia  de  este  asunto 
consignados  en  el  auto   de  20  Je  Noviembre,  cabeza  de 
proceso,  y  publicados  en    la  prensa    de  la  República;  ellos 
complican  varias  cuestiones  y  juicios  de  distinta  naturaleza; 
y  para    proceder  con  mas    claridad^   las  colocaré   en  su 
esfera  cada  una  y  en  su  verdadero  punto  de  vista.    En 
primer  lugar,  no  entraremos  en  la  clasificación  de  las  inju- 
rias y  calumnias;   porque  este  juicio  no   corresponde  al 
Ejecutivo  Nacional,  y  tiene  autoridades  competentes  ante 
quienes  seguirse,  y  marcados  los  trámites  por  la  Constitu- 
ción y  las  leyes  vijentes.    Si  el  Señor  Gobernador  se  creyó 
ofendidu  personalmente  por  el  Señor  Provisor  en  las  notas 
oficiales,  pudo  perseguir  su  acción  en  juicio  competente, 
denunciando  ó  acusando  por  medio  del    Ájente  Publico; 
pudieron  iguaimente  ventilarse  y  decidirse  las  demás  cues- 
tiones sobre  las  resistencias  del  Provisor  á  las  delibera- 
ciones de  la  Lcjislatura;  pues  tienen  camina  espedito  por 
la  Constitución  Jeneral,  ya  se  consideren  conílictus  ó  de 
otra  naturaleza*     P^ro  el  Fiscal,  por  masque  ha  leído  mil 
veces  los  considerandos  del    auto  y  el  espediente    de  la 
inaterio,  no  ha   podido   encontrar  un  motivo  legal,    una 
razón  que  haya  hecho  necesarias  las  vias  de  hechos  tan 
violentos  y  extraviados  de  los  procedimientos  judiciales. 
No  es  fácil  concebir  como  haya  podido  creerse  el  Sr,  Go- 
bernador con  autoridad  para  tales  procederes,  y  es  de- 
plorable en  alto  grado  el  cstravio  del  orden  constitucional, 
que  marca  tan  claro  los  medios  de  ventilarse  las  conten- 
ciones entre  los  particulares,  ó  entre  autoridades  de  una 
misma  Provincia  ó  de  distintas.    Oigamos  al  Sr.  Goberna- 
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dor:  los  delitos  ó  faltas  que  le  acusa  al  Sr.  Provisor,  son 
de  dos  clases:  1*  Injurias  graves  á  su  persona^  como  Go- 
bernador y  Vice-Patrono,  y  desobediencia  a  las  sancio- 
nes del  Poder  Lejislativo,  2*  El  desconocimiento  del 
Patronato  Nacional  eolas  notas  oHciales  que  se  han  cru- 
zado, orabuena:  Sígansn  estos  juicios  por  su  cuerda 
en  el  camino  Constitucional  ante  las  autoridades  compe- 
tentes; no  liay  embarazo  alguno;  todo  es  muy  llano;  y 
condénese  tamb  en  al  Señor  Provisor  si  resulta  delincuente, 
porque  nadie  se  escapa  del  rigor  de  la  justicia,  y  la  igualdad 
está  en  la  ley.  Pero  el  Señor  Gobernador  ha  creido  tales 
procedimientos  medios  legales  de  reclamar  la  justicia,  y  en 
la  esfera  desús  atribuciones; esto  es  lo  mas  estraño.  En 
cuanto  á  las  injurias  personales  y  desobediencia  á  la  Sala 
Lejislativa,  era  del  resorte  del  Poder  Judicial,  como  con- 
flicto ó  de  otro  modo;  en  cnanto  ai  Patronato,  no  podia  el 
Gobernador  conocer  ni  decidir  nada,  sino  limitarse  á  dar 
cuenta  al  Gobierno  Nacional,  con  los  antecedentes  y  es- 
perar su  resolución.  Pero  en  uno  y  en  otro  caso  pregun- 
taremos: 1"  ¿Quó  objeto  tenia  la  prisión  incomunicada  del 
Señor  Provisor,  y  su  remisión  preso  al  Gobierno  Nacional? 
¿Qué  tin  se  llenaba  con  esto,  y  á  qué  conducía  la  inco- 
municación y  prisión,  en  juicio  de  injurias  proferidas  en 
notas  oficiales  y  publicadas  en  la  prensa?  ¿Qué  sumaria, 
información,  qué  confesión  ó  cargos  y  cargos  babia  que 
hacer  al  reo?  4O  se  temia  la  fuga?  Además:  si  se  de- 
nuncia ó  acusa  por  medio  del  Ájente  Público  ante  el  Poder 
Judicial.  ¿Cómo  se  arroga  facultades  de  este  Poder  ha- 
ciéndose juez  y  parte,  prende  á  su  contrario,  lo  condena 
y  falla?  pues  dice  en  su  auto,  que  no  debiendo  quedar 
impune  de  tales  injurias  personales,  como  Gobernador  ó 
Vice-Patrono,  manda  se  le  ponga  preso,  incomunicado, 
depuesto,  etc.  Ni  la  policia  mas  activa,  con  los  reos  que 
se  teme  la  fuga,  hubiese  quizá  hectio  tanto.    No  solo  los 
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\  y  Majistrados,  sino  todo  h  bitante  de  la  Con^ 
federación,  todo  el  que  pisa  el  territorio  hasta  el  mas  iiifelizj 
goza  de Icis  garantías  déla  Constitución  General,  artículo 
18:  (cNingun  habitante  de  la  Confederación  puede  ser 
penado  sin  juicio,  fundado  en  la  ley  anterior  al  hecho  del 
proceso,  sii  juzgado  por  comisiones  especiales,  ó  sacados 
de  los  jueces  designados  por  la  levantes  del  hecho  de  la 
causa.  Nadie  puede  ser  arrestado  sino  en  virtud  de  orden 
escrita  de  autoridad  competente.  .  .  .  El  domicilio  es  in- 
violable como  también  la  correspondencia  epistolar  y  los 
papeles  privados,  y  una  ley  determinará  en  qué  casos  y  con 
quéjustificativos,  podrá  procederse  á  su  allanamiento  y  ocu- 
pación. .  .  ,  Las  cárcelesdela  Confederación  serán  sanas 
y  limpias,  para  seguridad  y  no  para  castigo  de  los  reos 
detenidos  en  ellas,  y  toda  medida  que  á  prestesto  de  pre- 
caución^  conduzca  á  mortíñcarlos  mas  allá  de  lo  que  aquella 
exija»  hará  responsable  al  Juez  que  la  autor ice^v.  ¿Y  cómo 
siendo  el  Gobernador  ájente  natural,  para  cuidar  y  velar 
que  no  se  viole  la  Constitución,  ni  se  turbe  el  goce  de  sus 
garantías,  la  ínfrinje  directamente?  ¿Cómo  no  ha  tenido 
á  la  vista  este  artículo  y  su  responsabilidad  tan  terminante? 
No  es  esto  todavía  lo  mas  grave  en  ios  procedimientos 
del  Gobernador.  Estiende  su  atribución  hasta  aplicar 
sin  previo  juicio  las  penas  más  fuertes  del  derecho  canó- 
nico, como  es  la  deposición  perpetua  del  oficio  ó  beneficio 
eclesiástico,  y  recibe  sobre  sí  toda  la  responsabilidad 
del  artículo  citado  de  la  Constitución.  Aún  suponiendo 
criminal  en  todo  al  Provisor,  nada  les  quedaba  que  hacer 
á  los  Tribunales  ni  al  Gobierno  Nacional,  después  de 
aplicadas  tales  penas  sin  previo  juicio.  Por  consiguiente, 
al  dar  cuenta  de  este  procedmiiento  concluido  y  senten- 
ciado por  el  auto  de  20  de  Noviembre,  no  podía  importar 
otra  cosa  que  un  simple  aviso,  y  no  un  fallo  sujeto  á  la 
aprobación   ó  reprobación   del   Gobierno   Nacional    La 
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destitución  del  beneficio  ó  empleo  eclesiáslico  es  una  de 
las  penas  más  serias  que  jamás  puede  imponerfe,  sino 
después  de  sentencia  pronunciadu  por  juez  competente,  y 
declaratoria  del  delito  cometido,  aún  en  los  casos  en  que 
están  designados  por  la  ley  ípso  jvre;  porque  ella  exije 
ejecución  eternn,  como  dicen  los  canonistas,  según  los 
cuales  también  no  debe  imponerse  esta  pena  grave,  sino 
en  los  casos  espresos  del  derecho,  como  dice  ReinfestueL 
El  Concilio  de  Trento  requiere  parala  destitución  canó- 
nica, conocimiento  de  causa  y  notoria  incorrejibilidad. 
Posteriormente,  por  cúdulas  de  17  de  Mayo  de  1019  y  I'' 
de  Agosto  de  1795  se  mondó:  «que  por  ninguna  culpa  ó 
delito,  aunque  sean  de  clérigos  incorrejibles,  se  quite  los 
beneficios  sin  que  proceda  conocimiento  de  causa  y  seles 
fulmine  proceso;  y  que  los  Curas  y  ductrineros  instituidos 
canónicamente,  no  sean  reme vidos  sin  formarles  causa  y 
oírles  conforme  á  derecho»).  Véase  también  al  Señor 
Solorzano,  libi'o  I'',  capitulo  15.  Esto  es  por  lo  que  hace 
á  lu  naturaleza  de  la  pena  y  á  la  competencia  del  que  la 
impone.  Sabido  es,  y  demasiado  vulgar,  la  reglajurídica, 
que  la  destitución  corresponde  por  derecho  á  aquel  que 
por  el  mismo  derecho  pertenece  la  institución,  eju^  est 
destiíuere.  L'njm  est  ¿nsl ¿lucre.  E!  Provisorato  no  es  un 
empleo  que  procede  de  autoridad  provincial  ni  secular, 
sino  de  la  eclesiástica  y  de5  Patrono  Nacional;  comprende 
el  Gobierno  de  tres  Provincias,  y  en  caso  de  haber  mérito 
para  su  destitución,  deben  intervenirlas  mismas  autorida- 
des que  lo  constituyen.  Las  atribuciones  del  Vice-Patrono 
son  muy  limitadas  y  marcadas  en  el  decreto  provisorio 
del  Ejecutivo  Nacional  de  1"*  de  Marzo  del  ano  55,  mientras 
el  Congreso  Federal  da  la  ley  que  organice  el  ejercicio 
del  derecho  de  Patronato  en  toda  la  República,  conforme 
al  artículo  83  de  la  Constitución  Jencral.  Su  te?cto  es  muy 
espreso  y  no  puede  adquirir  mas  esteusión  que  la  literah 
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(«Consideranda,  dice,  que  en  !a  distancia  que  se  hallan  de 
esta  Capital  las  Iglesias  Nacionales,  n^  es  posible  al  Go- 
bierno ocurrir  oportunamente  á  las  necesidades  de  su 
réjimen  inlerior,  de  que  puede  resultar  graves  males  á 
la  Iglesia  y  al  Estadü*>,  Acuerda  y  Decreta:  «Los  Go- 
bernadores de  Provincia  son  Vice-Patronos  de  las  Iglesias 
fundadas  en  el  territorio  de  su  mando,  y  en  calidad  de 
tales  ejercen  en  delegación  del  Gobierno  Nacional,  el 
Pntronato  pnra  la  presentación  y  remoción  de  Curas  y 
beneficiados  menores  de  las  Iglesias  Catedrales,  habilita- 
ción de  capillas,  creación  y  división  de  curatos,  y  demás 
relativo  al  ejercicio  de  este  derecho,  como  Vice-Patrono 
dentro  del  territorio  de  su  Provinriav).  Es  claro  que  las 
atribuciones  del  Vice-Patronosolo  se  versan  para  el  réji- 
men económico,  en  los  curas  y  beneficiados  menores  dentro 
del  territorio  provincial;  por  consiguiente,  sobre  beneficios 
mayores  y  sobre  los  que  se  estieuden  á  toda  la  Diócesis 
cuya  institución  y  remoción  procede  del  Gobierno,  sobre 
los  miembros  del  Senado^  Vicario  etc.,  no  corresponded 
los  Vice-Patronus,  sino  el  cuidado  de  la  inspección  del 
buen  orden  y  la  protección  dentro  de  su  esfera*  Desde 
que  sus  facultades  son  puramente  delegadas  y  terminan 
con  su  territorio,  no  pueden  salir  de  los  objetos  para  que 
han  sido  dadas,  uí  fuera  d(3l  territorio.  Esto  solo  convence 
que  está  fuera  de  sus  atribuciones  conocer  y  remover 
empleos  qne  afectan  á  Ires  territorios,  ú  tres  Vice-Patronos 
iguales  en  jurisdicción;  y  que  las  circulares  pasadas  á 
los  demás  Gobernadores  para  que  aprueben  sus  procedí^ 
mientos,  después  de  consimiados  los  actos,  se  pueden 
calificar  de  atentados  con  trascendencia  de  sedición;  porque 
careciendo  todos  de  tales  facultades,  esclusivas  al  Patrono 
Nacional,  la  invitación  adquiere  uu  viso  de  sedición.  Tal  es 
la  apreciación  que  los  hech-^s  arrojan  de  si  mismos^  sal- 
vando el  Fiscal  la  buena  fe  con  que  habrán  sido  ejecutados. 
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Queda  pues  demostrado  que  el  Señor  Gobernador  de  San 
Juan  ha  obrado  en  este  asunto  sin  facultades  y  con  vio- 
lencia, sin  observar  las  formas  legales  del  Derecho  Civil 
y  Canónico.  Pasemos  u  considerar  el  segundo  punto,  sobre 
desconocimiento  del  Patronato  Nacional,  que  se  le  acusa 
al  Señor  Provisor  Maradona.  Algo  se  encuentra  que  merece 
atención  en  la  nota  de  11  de  Julio  del  año  55,  documento 
niini.  14.   El  Gobernador,  Vice-Patrcno,  hubiera  llenado 
su  deber  con  hacerlo  notar  al  Provisor,  y  dar  cuenta  al 
Gobierno  Nacional  y  esperar  su  resolución:  pues  sus  facul- 
tades no  ie  alcanzan  para  más,  como  se  ha  dicho;  y  todo 
lo  concerniente,  6  que  tenga  referencia  al  Patronato,  lia 
de   resolverse    directamente  ante  el    Gobierno  Nacional, 
como  se  hacia  en  el  Consejo  de  Indias,  mientras  que  el 
Congreso  Nacional  reglamenta  el  ejercicio  del  Patronato 
conforme  á  la  Constitución  Jeneral,  artículo  64,  inciso  19. 
Se  habría  seguido   el  asunto  por  los  trámites  legales  y, 
condenado  también  al  Provisor,  si  habia  mérito  para  ello, 
porque  nadie  se  escapa  de  la  ley,  lo  liemos  dicho;  pero 
nunca  sin  formalidad  de  juicio,  y  mucho  menos  por  juez 
incompetente.  Pasemos  adelante.  El  Señor  Provisor  en  la 
referida  nota  dinjida  al  Gobernador,  dice  en  el  calor  de 
la  disputa:  «que  no  habiendo  la  República  Argentina  hasta 
ahora  celebrado  ningún  arreglo  con  la  Santa  Sede,  carece 
de  Concordato  especial;  y  si    esto   es  incuestionable,  es 
forzoso  que  el  Patronato  de  ¡lecho^  que  ejercen  nuestros 
Gobiernos,   turne  sus   atribuciones  de  los  Códigos  espa- 
ñoles, cuyas  leyes  nos   rijen.  »     El  Fiscal  estará  siempre 
dispuesto  á  no  tolerar  ningún    concepto  dudoso  ó    mala 
intelijencia,  en    materia  del  Patronato,  por  la  dehcadeza 
del  asunto  y  porque  desgraciadamente  están  apareciendo 
opiniones  estraviadas,   sino   en  el  fundo,  a!  menos  en  la 
aplicación  y  estensiún  de  este  derecho  íntimamente  anexo 
á  la  Soberanía  de  la  Nación,     De  ¿I  menos  que  de  nin- 
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guno  olro  puede  prescindir  ei  Gobierno,  ni  tolerar  d  mas 
¡Miqueño  menoscabo:  debe  ser  tan  enérgico  en  sostenerlo 
Cíimo  lo  fueron  los  Reyes  de  España,  por  las  leyes  de 
Indias  y  Cédulas  Reales.  En  este  sentido  pasa  el  Fis- 
cal á  correjír  el  error  que  se  advierte  en  dichas  palabras, 
como  en  otras  de  la  referida  nota.  Desde  la  Indepen- 
dencia se  declaró  la  Nación  Argentina  en  posesión  y  en 
ejercicio  del  derecho  de  Patronato,  como  atribución  en- 
teramente anexa  á  la  Soberanía,  y  con  la  misma  amplitud 
sin  restricción,  que  lo  tuvieron  y  ejercieron  los  Soberanos 
de  España  hasto  el  año  10;  puesto  que  existían  las  mis- 
mas causas  y  fundamentos  para  la  atención  y  derechos 
del  Culto;  y  asi  también  miraron  la  cuestión  todos  los 
Gobiernos  Americanos.  Asi  lo  declararon  nuestros  Con- 
gresos, y  asi  en  un  caso  práctico,  lo  resolvió  una  Junta 
de  26  Diputados  Teólogos,  Canonistas  y  Juristas  en  Bue- 
nos Aires  el  año  34,  con  motivo  de  las  Bulas  venidas  de 
Su  Santidad,  rnoíu  propio  al  Sr.  Obispo  Medrano;  como 
se  lee  en  el  memorial  ajustado.  Con  arreglo  á  esta  deci- 
sión, se  retuvo  la  Bula  por  el  Patrono,  en  todos  los 
puntos  que  no  estaban  conforme  á  la  Regalía,  para  supli- 
car á  Su  Santidad;  y  se  exijiódel  Obispo,  para  darle  pase, 
el  juramento  que  prestó  ante  el  Ministro  de  Relaciones 
Esteriores  y  Escribano  Público,  en  la  forma  siguiente: 
((¿Juráis  á  Dios  y  á  estos  Santos  Evanjelios  ser  fiel  á 
la  Nación,  reconociendo  su  Soberanía  y  alto  Patronato 
quo  lo  guardareis  en  todo  y  por  todo,  llanamente  y  sin 
impedimento  alguno;  que  no  recibiréis  ni  aceptareis  dig- 
nidad alguna  que  no  os  confiera  el  Gobierno  de  la  Nación,  ó 
sin  su  espreso  consentimiento;  que  os  abstendréis  en  vues- 
tras comunicaciones  con  la  Santa  Sede,  de  cuanto  por  las 
leyes  está  prohibido;  que  cumpliréis  las  obligaciones  que 
ellas  os  imponen  con  respecto  a  los  despachos,  Bulas  y  co- 
misiones que  recibiréis  de  la  Corte  Romana,  y  que  nada  ju- 
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rareis  que  se  oponga  á  este  juramento  de  fidelidad  que  pres- 
táis á  la  Nación?»  «Si  juro.»  Entre  las  catorce  proposiciones 
que  resolvió  la  Junta,  se  halla  en  la  12*:  que  al  Gobierno  solo 
compete  protejer  los  derechos  de  sus  Iglesias,  como  los  de- 
más derechos  primordiales  de  la  Nación,  tratar  y  ajustar  so- 
bre ellos  con  el  Jefe  Supremo  y  cabeza  visible  de  la  Iglesia, 
por  medio  de  sus  Ministros  Públicos  ad  Aoc,  bajo  las 
formas  reconocidas  por  el  derecho  de  jentes,  sin  que  nin- 
gún particular,  ájente  ni  empleado,  pueda  reclamarlo  ni 
estorbarlo.»  Queda  demostrado  con  lo  dicho:  1^  Que 
la  Nación,  por  su  Derecho  Público  desde  la  Independencia 
y  por  la  Constitución  actual,  ejerce  el  derecho  de  Patronato 
lo  mismo  y  sin  restricción  alguna,  que  los  Soberanos  de 
España.  2°  Que  en  cualquier  duda  sobre  este  derecho, 
sea  en  el  fondo  ó  sus  aplicaciones,  no  hay  mas  jueces  com- 
petentes en  la  materia,  que  los  Soberanos  políticos  y  ecle- 
siásticos, para  decidirlo  y  arreglarse  por  los  medios  del  de- 
recho publico,  y  que  ningún  particular,  empleado  ó  be- 
neficiado, puedo  promover  cuestiones  ni  embarazos  al 
ejercicio  del  Patronato  Nacional,  aunque  le  ocurran  dudas. 
Este  derecho  es  eminentemente  nacional,  y  constitucional, 
cuyas  dudas  deben  pertenecer  y  han  pertenecido  siempre, 
por  ?u  naturaleza,  al  derecho  público  internacional,  no 
al  derecho  priví  do.  Además,  este  derecho  está  consig- 
nado en  nuestra  Constitución  Federal,  y  ella  dice.  Articu- 
lo 31:  «Que  las  leyes  de  la  Constitución,  las  que  dieren  los 
Congresos  y  los  tratados  con  las  naciones  estranjeras,  son 
leyes  supremas  de  la  Nación.»  Ella  también  faculta  al 
Presidente  para  que  haga  los  arreglos  con  Su  Santidad, 
y  al  Congreso  para  que  organice  el  ejerció  de  este  de- 
recho en  toda  la  República,  del  modo  mas  conforme  al 
mejor  servicio  del  Culto.  Suponiendo  que  el  Congreso 
cometiese  algún  error,  ó  que  resultasen  dudas  de  las 
leyes  reglamentarias.  Su  Santidad  ó  sus  Delegados   son 
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los  únicos  competentes  para  reclamar;  ningún  empleado 
ó  beneflciadü  puede  desobedecer,  ni  suspender  el    cum- 
plimiento de  la  Ley  Suprema  del  Estado,  que  no  reconoce 
otro  juez,  ni  de  su?>  errores  en  los  actos  soberanos.     De 
otro  modo,  seria  tolerar  con  mengua  una  especie  de  veto 
á  los  subditas  arjentinos,  para  pedir  reconsideraciones  y 
turbar    las   conciencias   hacienda  dudosa  la    obediencia. 
Todo  ciudadano  ha  reconocido  y  jurado  la  Constitución^  y 
como  uno  de  sus  artículos,  el  dereciio  de  Patronalo  anexo 
á  la  Soberanía,  y  con  la  plenitud  que  la    jN ación  lo    ha 
declarado  y  ejercido;  todo  el  que    adquiere  un  beneficio 
eclesiástico,  lo  adquiere  por  la  ley  de  Patronato,  y   con 
la  obligación  de  cumplirlo  en  todo;  por  consiguiente,  en 
ningim  caso,  ni  por  razones  de  conciencia  ni  con  pretesto 
alguno  puede  restringirlo;  porque  es  condición  sine  qna  non 
del  empleo,  y  no  puede  admitirse  otra  disyuntiva  que,  ó 
renunciarlo  ó  servirlo  conforme  á  las  condiciones  con  que 
lo  ha  aceptado.     Para  ver  ahora  cómo  lo  ejercieron  los 
Reyes  de  Españn,    basta    leer  las  Leyes  de   Indias  y   la 
historia  del  descubrimiento  de  América  con  el  que  tuvo 
orijen  el  Patronato;  bastarla  leer  el  diocíonari.jdtí  EKCt'iche, 
Nadie   ignora    que   el  Patronato  de   las  Indias  ha    sido 
mucho  mas  amplio  que  el  que  ejercían  los  Reyes  en  las 
Iglesias  de  España;  y  que  ni^en  los  Concordatos  citados 
por  el    Provisor  ha  sido    comprendido  en    las  reservas, 
El  primero  de  1737  celebrudo  entre  Felipe  V  y  el  Papa 
Clemente  XII,  nada  habla  de  Patronato.     El  segundo  de 
1753  entre    Fernando  VI  y  el  Papa  Benedicto  XIV  trata 
solo  de  las  Iglesias  de  Espaila,  csceptiíando  los  líeinos  de 
Cfrat}(tíhf  y  de  tas  hnfias^^  quedando  como  estaban  antes. 
«No  habiendo  habido  controversia,  dice,  sobre  la  nómina  de 
los  Reyes  Católicos  de  los  Arzobispados,  Obispados  y  bene- 
ficios que  vacan  en  los  Reinos  de  Granada  y  de  las  In- 
dias,  se  declara  deber  quedar  la  real  Corona  en  su  pa- 
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cífica  posesión  de  nombrar  en  caso  de  las  vacantes,  como 

lo  ha  estado  hasta  aquí Pero  habiendo  sido  graves  las 

controversias  sobre  la  nómina  á  los  beneficios  residen- 
ciales y  simples  que  se  hallan  eu  los  Reinos  de  las  Es- 
pañas,  esceptuados,  como  se  ha  dicho,  los  que  estañen  los 
Reinos  de  Granada  y  de  las  In(lias.y>  Se  ve  pues  que  el 
Patronato  de  ías  Indias  no  ha  procedido  de  Concorda- 
tos, ni  ha  sufrido  la  reserva  de  Su  Santidad  en  ellos; 
que  el  Gobierno  Arjentino  ha  estado  en  posesión  y 
ejercicio,  sin  necesidad  de  Concordato  especial,  y  sin 
perjuicio  de  poderlo  hacer  sí  fuese  necesario;  porque  está 
en  perfecta  armonía  con  Su  Santidad  y  tiene  acerca  de 
ella  un  Ministro  acreditado.  Está  proveyendo  todas  las 
nóminas  y  beneficios,  en  uso  de  su  derecho,  sin  que  hasta 
ahora  Su  Santidad,  oficialmente  ni  de  otro  modo,  haya 
manifestado  su  reclamo  y  disconformidad.  Después  de  to- 
do lo  que  se  ha  espuesto,  queda  perfectamente  probado 
que  el  Gobierno  Arjentino  ejerce  el  Patronato  con  un  de- 
recho perfecto  de  su  Soberanía;  y  no  comprende  el  Fiscal 
como  ha  podido  llamarse  de  hecho  en  la  nota  citada  del 
Provisor.  Si  por  otra  parte,  él  mismo  reconoce  que  está 
fundado  en  los  Códigos  Españoles  que  nos  rijen,  espe- 
cialmente las  Leyes  de  Indias,  es  una  manifiesta  contra- 
dicción, porque  lo  íjue  está  fundado  en  leyes  vijentes  no 
puede  llamarse  de  hecho,  ni  se  necesita  de  contrato  es- 
pecial ó  Concordato.  Si  por  otra  parte,  en  los  mismos 
Concordatos  está  escepfuado  el  Patronato  de  las  Indias, 
y  no  ha  sido  comprendido  en  las  reservas,  ¿con  qué  ob- 
jeto se  citan  ?  Todo  esto  contribuye  muchas  veces  á  oscu- 
recer y  turbar  las  conciencias,  porque  no  se  medita  bien 
un  asunto  tan  claro.  Finalmente,  omite  el  Fiscal  analizar 
oiros  párrafos  de  la  misma  nota,  que  arrojan  ideas  sub- 
versivas del  orden  pacífico  de  los  pastores  y  tendencias 
sediciosas;  porque  lo  que  se  ha  dicho  basta  para  correjirlas 
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y  probar  su  error.  Por  todos  tos  tuiídameatos  espresados 
en  esta  vista,  opina  el  Fiscal :  que  uLeiidido  el  mérito  del 
espedieute,  el  estado  acttia!  y  las  necesidades  de  aquella 
Diócesis  que  comprende  no  solo  San  Juati.  sino  las  tres 
provincias  de  Cuyo;  y  que  los  procedi alientos  del  Señor 
Gobernador  de  San  Juan  han  sido  arbitrarios  y  violentos, 
sin  autoridad  lejítima,  infrinjiendo  la  Constitución  y  sin 
guardar  las  formas  del  Derecho  Civil  y  Canónico,  debe 
ser  restituido  el  Señor  Maradona  al  ejercicio  de  su  autori- 
dad como  estaba  antes,  y  puesto  en  posesión  de  sus  bienes 
embargados,  oficina  y  archivo;  quedando  salvos  y  espedí- 
tos  tos  juicios  de  injurias  y  de  otros  reclamos  que  pueden 
convenirle  á  ambas  partes,  como  también  lo^  conflictos 
ó  derechos  cuestionados  entre  la  Lejislatura  Provincial 
y  la  Curia  Eclesiásticn,  para  decidirse  judiciabnente  con- 
forme á  la  Constitución  del  Estado.  Mas,  atendida  también 
ta  necesidad  de  aüanzar  con  firmeza  la  observancia  y  re- 
conocimiento del  sagrado  dereclio  de!  Patronato,  y  de 
su  ejercicio  tal  lo  hemos  esplicadOj  cree  el  Fiscat  conve- 
niente, que  al  tiempo  de  la  restitución  esprese  el  Provisor 
su  reconocimiento  sin  restricción  y  promesa  de  observar 
fielmente  todo  lo  que  está  mandado  ó  prohibido  por  las 
leyes  Nacionales,  reUUivas  al  Patronato.  Nada  de  estraño 
puede  ocurrir  en  esto,  desde  que  lo  practican  los  mismo.-j 
Obispos  en  una  forma  mas  severa  bajo  el  juramento  como 
queda  dicho  con  el  Señor  Medrano. — Estudio^  28  de  Enero 
de  1837.'-Ra^.on  FEKaEYRA. 


liesolucíón — 

Departamento  de  Culto, 

Paraná,  Febrero  5  de  1857— El  Vice-Presidente  de  la 
Confederación  Argentina.  Oido  el  consejo  de  Ministros,  de 
acuerdo  con  la  Vista  del  Fiscal— ^c¿í(?rí/a  y  Dt?creta~AvL 
I.""  Repóngase  al  Señor  Provisor  y  Gobernador  del  Ubis- 
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pado  de  Cnyo,  Don  Timoteo  Maradona,  en  el  ejercicio  del 
Provisorato  y  Gobierno  de  la  Üiócesis,  previo  el  reconoci- 
niiento  que  liará  ante  este  GobiernOj  de  su  obediencia  á  las 
Leyes  relativas  al  Patronato  Nacional.  Repóngasele  en 
la  posesión  de  sus  intereses  ennbargados,  su  oficina  y 
archivo,  y  en  pleno  goce  de  sus  derechos,  como  estaba 
antes  del  auto  de  20  de  Noviembre,  Quedando  á  los 
interesados  su  derecho  á  salvo,  para  terminar  las  cues- 
tiones pendientes  ante  los  Tribunales  competentes  por  los 
medios  que  la  ley  y  la  prudencia  aconsejan.  Art.  S*'  El  Go- 
bierno Nacional  presentará  á  las  próximas  Cámaras  un 
proyecto  de  ley  suplementario  al  presupuesto,  para  el  pago 
del  Cabildo  de  la  Iglesia  de  Cuyo.  Art.  3.*^  Comuniqúe- 
se al  Seoñr  Provisor  Marandonayai  Exmo.  Gobierno  de 
San  Juan,  con  las  recomendaciones  acordadas,  y  circú- 
lese á  los  Gobiernos  de  las  Provincias  de  la  Diócesis,  y 
demás  á  quienes  corresponda* -^CARRIL. —Juan  del 
Campillo, 


Dictamen  en  una  información  sumaria  levantada  al  Canónigo 
Dignidad  de  Chantre  de  la  Catedral  de  Salta  Don  Agustín 
Bailón,  — Suspendido  de  oficio  y  beneficio,  por  desconoci- 
miento del  Patronato  Nacional. 

Exmo.  Señor: 

El  Gobierno  Nacional,  oido  el  Consejo  de  Ministros  en 
pleno  acuerdo  y  al  Fiscal  de  Estado,  mandó  por  decreto 
de  15  de  Noviembre  último,  que  se  levantase  una  infor- 
mación sumaria  al  CanóuigOj  Dignidad  de  Chantre  de  la 
Iglesia  Catedral  de  Satta,  Doctor  Don  Agustin  Baü'^n, 
sobre  la  denuncia  criminal^  por  desconocimiento  del  Pa- 
tronato, I  lecha  por  el  Señor  Obispo  electo,  Doctor  Don 
José  Colombres,  en  su  nota  de  18  de  Seiiembre;  y  que 
concluido  la  sumaria,  se  remitiese  para  proveer  lo  que 
convenga  en  justicia,  quedando  suspenso  de  oficio  y  be- 
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neficío.  Es  claro,  que  la  indagación  como  toda  sumaria, 
no  debía  salir  de  sus  estrechos  límites,  ni  comprender 
mas  que  lo  referente  al  objeto  contenido  en  las  dos  notas 
del  Obispo,  fojas  213.  Rocojer  todos  los  datos  y  pruebas 
relativas,  y  verificar  los  hechos  que  suministrasen  esas 
notas^  era  todo  y  lo  único  que  se  debía  hacer:  el  Gobierno 
no  había  pedido  mas,  para  proveer  después  lo  que  con- 
venga en  justicia,  Pero  en  vez  de  un  trabajo  tan  sencillo 
que  pudo  consignarse  en  20  fojas,  se  luí  creado  un  volumen 
de  94  fojas,  un  caos  impenetrable  y  un  monstruo  jurídico, 
mezcla  de  sumario  y  plenario,  que  no  es  ni  una  ni  otra 
cosa.  El  Comisionado  se  ha  convertido  en  Juez  ordinario 
de  la  ciiusa,  y  al  mismo  tiempo  que  ha  sumariado,  ha 
oido  también  en  plenat  io:  ha  recibido  cuantos  escritos, 
interrogatorios  y  pruebas  le  ha  presentado  el  reo;  ha  eva- 
cuado declaraciones  y  ratificaciones  de  testigos  como  en 
estado^de  prueba;  y  se  ha  volcado  el  asunto  apareciendo  reo 
el  Obispo,  y  acusador  el  Canónigo  Bailón*  La  causa  se 
seguia  de  oficio,  y  el  Obispo  nada  tenia  que  hacer  des- 
pués de  su  denuncia;  el  acusador  es  el  Fiscal  del  Estado. 
Hay  escritos  de  acusación  contra  el  Obispo,  otros  tachando 
testigos,  otros  alegando  de  bien  probado,  otros  de  espre- 
sión  de  agravios  del  Decreto  del  Gobierno  Nacional,  y  á 
todo  le  ha  dado  pase  el  Comisionado  en  estado  de  simple 
sumario,  sin  mas  facultad  que  la  subdelegada  ar/  hoi\  De 
esto  resulta  que  todo  lo  que  sea  inconducente  al  sumario 
que  debia  tener  lugar  en  el  plenario  por  autoridad  com- 
pétente^  con  citación  Fiscal  y  en  estado  de  causa,  es  de 
ningún  valoren  juicio;  y  sea  por  error  ó  por  deferencia, 
el  Comisionado  ha  cargado  sobre  si  la  responsabilidad  y  la 
pena  de  la  ley.  El  Fiscal  tiene  en  vista  las  dificultades 
que  ofrece  la  refacción  por  las  distancias  y  otras  causas 
para  no  pedirla,  y  también  porque  el  objeto  de  la  sumaria 
y  la  verdad  están  suScientemente  descubiertos.   Pero  para 
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proceder  con  mas  claridad,  conviene  clasificar  lo  que  per  - 
tenece  al  sumario  y  lo  que  es  impertinente.  Se  debe  también 
advertir  que  todo  lo  espoesto  y  presentado  por  el  Canónigo 
Bailón  vale  contra,  produeentem  seguu  derecho,  y  se  con- 
sideran como  su  confesión  viva  y  espontánea,  aunque  no 
haya  sido  en  la  forma  y  estado  competente:  porque  es  muy 
sabido  en   dereclio,   que   lo   producido  daña    siempre  al 
prodncente,  aunque  no  aproveche.    Pasa  el  Fiscal  á  ocu- 
parse del  asunto:  del  mérito  del  sumario,  y  por  confesión 
espresa  del  mismo  Canónigo  Bailón,  en  todas  partes,  en 
sus  escritos  é  interrogatorios  que  ha  presentado,  resulta 
plenamente  justificada  la  denuncia.    Desde  el  principio  no 
ha  reconocido,  ni  reconoce  hasta  ahora  en  la   Confede- 
ración ni  en  los  Gobiernos  de  América,  como  derecho  del 
Patronato,  e!  déla  Cédula  de  Ruer/o  y  Encargo  al  Senado 
Eclesiástico,  ni  en  este  la  facultad  de  delegar  la  jurisdicción 
al  Ob  spo  presentado  por  el  Gobierno  Nacional;  no  reco- 
noce otro  orijen  legal  que  el  de  privüejio'ó  concesión  es- 
pecial de  Su  Santidad,  ó  de  su  aprobación  para  la  validez 
de  los  actos,  sopeña  de  escaman  ion  reservada.  Por  con- 
siguiente, cree  nula  la  autoridad  del    Obispo   trasmitida 
por  el  Senado,  y  todos  sus  actos.    Esto  está  repetidísi- 
mo  en  el  sumario  como  lo  vé  V,  E,,   y  públicamente  lo  ha 
sostenido  siempre  con  alarde  dentro  y  fuera  de  las  se- 
siones del    Senado  de   palabra  y    de  obra.    Sus  funda- 
mentos son  los  mismos    que   ha  manifestado  el  Senado, 
dirijido  por  él,  en  las  actas  y  notas    de  reconsideración 
solicitada  al  Gobierno,  que  se  ha  publicado  con  la  resolu- 
ción.   Si  ei  Canónigo  Bailón  con  los  demás  íniembros  del 
Senado  que  acataron  esterior mente,  ó  finjieron  acatar,  la 
disposición  inocente  y  leal  del  Gobierno,  según  la  revelación 
de  las  retricciones  ocultas,  hubiesen  desde  aquel  momen- 
to abandonado  ese  camino  innoble  y  se  hubieran  dirijido  al 
Gobierno  de  frente,    manifestando    sus   vistas  ó    dudas, 
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como  lo  han  hecho  úUi  mamen  te  en  la  nota  de  17  de 
Diciembre,  entonces  el  Señor  Chantre  no  se  habría  trazado 
el  rol  especial  que  ocupa  hoy  en  este  asunto,  y  tendría 
la  misma  suerte  que  los  oíros.  El  Gobierno  Nacional  ha 
querido  descender  de  su  altura  y  remuiciar  su  posición  en 
\a  materia  de  que  se  trata,  entrando  á  dar  esplicaciones 
y  solución  á  las  dudas  on  la  nota  de  6  de  Febrero,  para 
dar  al  Senado  una  prueba  inequívoca  de  que  no  las  hu- 
biera antes  desdefuidoj  y  con  mas  gust )  entonces  Imbiese 
satisfecho  los  argunivíUtos  del  Senado  y  tranquihzado  sus 
conciencias,  decidiéndose  la  cuestión  sin  el  estrépito  á  que 
han  dado  lugar  después,  las  protestas  secretas  y  falta  de 
lealtad.  El  Gobierno  Nacional,  llevando  su  proposito  de 
paz  y  de  tolerancia  hasta  el  estremo,  dio  la  espalda  a  las  re- 
sistencias del  Senado,  á  su  conducta  doble  y  clandestina,  al 
desconocimiento  del  Patronato  y  protestas  reservadas,  y  á 
todo  lo  pasado:  y  con  una  bondíid  paternal  sin  resentimien- 
to, ha  escuchado  ¡os  argumentos  audaces  del  Senado;  los 
escucha  porque  vienen  con  la  franqueza  y  lealtad  que  tanto 
aprecia,  y  porque  quiere  que  su  autoridad  sea  acatada 
sin  el  vinculo  d'^1  terror,  por  la  convicción  }•  la  fuerza  del 
raciocinio,  sin  que  f^lte  luenerjia  y  firmeza  necesaria  para 
hacerse  obedecer  y  respetar.  El  Gobierno  Nacional,  des- 
pués de  demostrar  hasta  la  evidencia  los  estravios  del 
Senado  en  sus  vistas,  y  la  justicia  imprescriptible  de  su 
buen  derecho,  concluye  todavía  amonestando  a!  Senado 
que  meditCj  y  que  cuando  sus  considerandos  no  lograsen 
convencerlo,  la  Resolución  del  Gobierno  era  irrevocable, 
quedando  libre  el  recurso  de  renunciar  indicado  por  el 
mismo  Senado.  Por  mucho  menos  que  esto,  el  Gobierno 
estaba  en  pleno  derecho  para  removerá  los  Canónigos,  y 
á  cualquier  beneficiado  que  desconoce  su  autoridad  y  te 
descubran  reservas.  Por  el  Gobierno  Español  no  solo  hu- 
bieran sido  removidos,  sino  estrañados  del  pais  según  las 
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leyes  terminantes  de  Indias;  pero  el  Gobierno  Nacional,  no 
Sülo  no  los  remueve,  ni  ¡es  aplica  ninguna  pena,  sino  que 
les  dá  espIicacÍQoes  con  bondad  y  les  dice:  no  penetraré 
el  Santuario  de  vuestras  conciencias^  y  si  aún  no  quedáis 
'anquilo,  sois  libre  para  renunciar  sin  temor  ninguno. 
En  la  alternativa  de  í-emoverlos  ó  no  ser  obedecidoj — podrá 
haber  un  procedimiento  raasjeneroso?  El  Gobierno  quiere 
que  desempeñe  su  rol  la  jenerosidad  y  la  firmeza,  que 
cada  utia  en  su  caso  desplegue  su  esfuerzo;  pero  que  siem- 
pre se  salve  el  principio  de  obediencia.  Mas  el  Canónigo 
Bailón  se  lia  trazado  una  posición  especial  en  la  que  es 
preciso  considerarlo  y  juzgarlo.  Cúlpese  á  si  mismo  si 
se  halla  de  peor  condición  porque  no  es  el  Gobierno  ni 
nadie  sino  él  mismo  que  se  la  ha  cansado.— No  habría  suce- 
dido asi,  si  hubiese  acatado  y  reconocido  el  Patronato, 
aunque  sus  dudas  las  hubiera  sujetado  al  Gobierno  coa 
la  moderación  que  corresponde,  reconociendo  igualmente 
en  el  Gobierno  el  derecho  para  decidir  las  cuestiones,  Pero 
no  lia  sido  asi:  haciendo  alarde  públicamente  ha  negado 
al  Gobierno  su  derecho,  que  reposaba  inocente  en  la  buena 
fé  de  todo  el  Senado  consignada  oficialmente  pero  pro- 
testada en  secreto;  ha  negado  con  desdoro  la  autoridad  del 
Obispo  llamándole  oficialmente  Obispo  déla  Nación,  es  de- 
cir, no  del  Senado  ni  de  la  Diócesis;  ha  dicho  y  dice  que  solo 
la  fuerza  con  que  le  amenazó  el  Gobierno  de  la  Provincia 
pudo  arrancarte  su  voto;  y  como  esa  fuerza  nunca  podia 
efectuarse  sin  proceder  del  Gobierno  Nacional,  éste  es  la 
víctima  de  la  calumnia.  En  vez  de  escusarse  con  causales 
justas  ¡y  comedidas  para  no  entrar  á  ejercicios,  como  otros 
sacerdotes,  aunque  habla  de  enfermedad,  no  abandona  su 
tema;  y  por  mas  que  quiera  disfrazar  las  palabras  de  fojas 
57  y  58,  siempre  queda  manifiesto  el  desprecio  con  que  mi- 
ra esa  autoridad  herha  por  la  Nación^  no  por  el  Senado; 
ó  de  otro  modo:  Obispo  presentado,  (al  Papa)  nada  mas. 
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En  todo  el  interrogatorio  de  fojas  25  que  le  hace  absolver 
al  Obispo  en  la  mmaría,  especialmente  en  las  preguntas 
2,  3  y  4,  es  muy  marcado  el  poco  respeto  al  Obispo,  su 
Prelado  desde  que  se  le  trasmitió  la  jurisdicción,  no  como 
Vicario  Capitular  sino  como  Obispo  propio,  según  la  opinión 
de  los  canonistas  y  del  Señor  Solorzano.  A  fojas  19  hace 
una  (\^presion  de  agravios  en  que  se  queja  amargamente 
del  auto  del  Gobierno  Nacional^  por  haberlo  suspendido  sin 
vos  ni  voto  en  el  Senado,  como  si  el  sumariante  fuese  algún 
Juez  competente  para  juzgara!  Gobierno.  Se  queja  de  in- 
fracción de  la  Constitución,  articulo  18,  por  la  suspensión, 
y  por  haberlo  arrancado  del  Juez  Ordinarij^  y  sujetado  á 
una  comisióiL  El  Fiscal  no  desciende  á  contestar  sus  ar- 
gumentos siuó  ú  justificar  los  actos  gubernativos,  por  la 
dignidad  y  lustre  con  que  siempre  van  marcados.  El  Ca- 
nónigo Bailón  y  el  Comisionado  han  debido  saber,  que  no 
era  Juez  ni  tenia  mas  autoridad,  que  la  facultad  sub-dele- 
gada  y  especial  para  practicar  un  sumario  sobre  hechos 
determinados;  por  consiguiente  tatnbien,  que  no  podía 
recibir  escriton  ni  pruebas  de  ninguna  clase.  Debía  saber 
que  la  Constitución  ha  allanado  el  fuero  personal,  pero  no 
el  de  causa;  y  que  los  altos  derechos  del  Patronato  no  se 
deciden  por  la  justicia  ordinaria,  siuó  por  la  gubernativa; 
que  el  Gobierno  administraltvameute  puede  ordenar  levan- 
tar un  sumario  á  cualquier  empleado  ó  beneficiado  civil  ó 
eclesiástico,  y  que  por  consiguiente  It^os  de  arrancarlo 
del  Juez  competente,  esta  la  causa  en  manos  del  único 
Juez  que  es  el  Gobierno  en  asuntos  del  Patronato.  Debia 
también  saber,  como  canónigo  y  canonista,  que  la  suspen- 
sión puede  tener  tugar  de  dos  modos:  como  censura  ó 
pena  canónica  aplicada  por  sentencia  judicial  y  también 
como  una  medida  preventiva  aplicada  por  ambos  derechos, 
Civil  y  Canónico,  en  muchos  casos  sin  considerarse  como 
pena.  Basta  para  imponerla,  según  el  Derecho  Canónico, 
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que  el  clérigo  sea  acusada  ó  sospechoso  de  algiiii  delito 
grave,  mientras  pende  el  juicio  del  cual  ha  de  resultar  la 
declaración  de  su  inocencia  ó  culpabilidad.  Obispo  Donoso, 
tit.  3",  libru  4*^,  cap.  4^,  uÚQi.  6°.  El  mismo  autor  conti- 
núa diciendo:  tiesta  medida  es  exijida  por  el  bien  público 
y  también  por  la  decencia  y  reverencia  debida  alas  fun- 
ciones  sagradas;  y  por  lanto  la  aprueba   y  sanciona  el 

Derecho  Canónico  en  varios  lugares» Y  cita  un 

caso  de  Inocencio  IIL  La  ley  civil  también  priva  al  cura 
ó  canónigo  del  beneficio,  mientras  se  le  siga  la  causa  cri- 
minal; pues  liabla  con  los  Pi'elados  ó  Cabildos,  Sede  Va- 
cante, Ley  8%  tit.  11,  libro  1**,  Recopilación  de  Indias, , . , 
Derecho  Público  Eclesihslico  del  Dr*  Velez  Sarsfield,  cap. 
17,  paj.  103.  Véase  ahora  si  no  bastaba  ser  denunciado 
por  el  Obispo  en  un  asunto  tan  grave,  y  las  demás  noticias 
que  tenia  el  Gobierno,  para  la  suspensión  parcial  del  be- 
neficio sin  voz  ni  voto»  ¿Ni  como  podría  tener  parte  en 
la  discusión  y  votar  sobre  el  mismo  asunto  que  estaba 
sumoriádo?  ¿No  estaba  impedido  por  lu  misma  natura- 
leza de  las  cosas,  por  la  razón  y  sentido  común?  ¿Y  si  él 
mismo  debe  conocer  el  buen  derecho  y  la  prudencia  con 
que  procede  el  Gobierno  Nacional,  porquése  queja  y  le 
acusa  de  infracción  de  la  Consiitución?  ¿Porqué  vocifera 
y  grita  por  las  ralles  de  Salta  reclamando  las  garantías 
del  ciudadano?  ¿En  qué  las  ha  violado  el  Gobierno  Na- 
cional? ¿Será  por  error  de  este  clamor  obedeciendo  solo 
á  la  conciencia,  ó  será  interés  de  desacreditar  al  Gobierno? 
Ha  debido  ttimbien  saber  y  conocer  las  leyes  tan  terminan- 
tes que  condenan  con  pérdida  del  beneficio,  temporalidades 
y  estrañamientos,  a  los  Prelados  y  beneficiados  contuma- 
ces, que  desconocen  ó  no  cumplen  las  leyes  del  Patronato, 
Ley  4%  título  1°,  libro  V  R.  C,  Cédula  de  14  de  Agosto 
de  1620;  Velez  Sarfield,  capitulo  16.  Y  por  consiguiente 
ha  debido  temer  el  rigor  de  la  ley,  no  del  Gobierno  ni  de 
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la  fuerza  como  él  dice  que  le  arrancó  el  voto.— ¿Y  porqué 
le  Ilamaria  fuerza,  en  el  sentido  de  la  injusticia,  al  castigo 
de  la  Ley,  suponiendo  que  se  hubiese  aplicado  por  su  con- 
tumacia? Si  su  conciencia,  por  otra  pai  te,  no  estaba  tran- 
quila, y  sus  convicciones  eran  contrarias,  con  haber  re- 
nunciado, habría  salido  de  cuidado,  y  no  empeñarse  en 
hacer  la  guerra  al  Gobierno  y  al  Obispo,  para  hacer  triunfar 
su  doctrina  anárquica  y  subversiva.  No  se  desconoce 
que  los  otros  miembros  del  Senado  han  participado  déla 
misma  culpa  y  de  las  mismas  dudas,  como  se  vé  en  la 
última  acta  del  Senado,  y  también  el  Obispo  en  la  nota 
á  Su  Santidad;  pero  se  encuentra  la  diferencia  en  que 
aquellos  no  han  dicho  públicamenle  que  la  fuerza  del  Go- 
bierno les  arrancó  el  voto;  han  cuestionado,  pero  nu  han 
desconocido  ni  despreciado  la  autoridad  del  Obispo,  como 
nula  y  vacional  i^uvamt'^níe;  no  han  sido  denunciados;  no 
han  sublevado  la  opinión  publica  con  el  terror  de  la  esco- 
niunion,  y  en  fin,  han  pedido  reconsideraciiin,  sujetándose 
H  la  resolución  del  Gobierno,  Rs  notable  ciertamente  que 
e!  Señor  OhispOj  como  el  Senado,  se  hayan  sentido  agobia- 
dos por  considerandos  de  conciencia,  que  no  han  pesado 
en  las  de  otros  muchos  que  se  hallan  en  los  mismoscasos 
tan  frecuentes  en  América;  y  aquí  mismo  en  Córdoba,  donde 
el  Senado  ni  el  Obispo  de  esa  Catedral^  no  han  temido 
escomunion  ni  nulidad  de  sus  actos.  El  Senado  como  el 
Obispo  saben  muy  bien  que  ningún  Breve  ó  Bula  de  Su 
Santidad,  aún  en  materia  espiritual  ó  dogmática  como  in- 
duljencia,  no  siendo  penitenciaria,  puede  promulgarse  ni 
saberse  en  la  República,  ni  tiene  valor  alguno  como  ley 
canónica,  sin  el  pase  previo  del  Soberano,  por  leyes  termi- 
nantes de  Indias,  de  nuestros  Congresos  y  derecho  público, 
y  también  Decreto  nacional  de  27  de  Febrero  de  1837, 
rejistrado  en  la  colección  oficial  de  Buenos  Aires.  Luego 
sin  este  requisito  no  es   ley  canónica  ni  civil,  ni  puede 
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obligar  en  la  RepubUca  en  el  fuero  iaternD  ni  esterno;  por 
que  esta  disposición  no  procede  de  la  autoridad  civil  sola 
sino  también  de  la  eclesiástica,  y  desde  la  misma  fuente 
viene  sujeta  á  esta  Gandición  implícita.     El  Gobierno  está 
en  posesión  de  este  derecho  del  pase^  lo  ha  ejercido  y  ejerce 
sin  contradicción  de  Su  Santidad,  al  menos  oficial,  que  es 
la  única  que  pu  de  reconocer  el  Gobierno  y  tener  lugar. 
Mucho  menos  pueden  obligar  los  Breves  ó  disposiciones 
mandadas  á  las  Iglesias  de  otras  naciones.    ¿Obligapá  en 
Francia  un  Breve  mandado  á  España,  desde  que  se  sepa 
ó  se  vea  publicado  en  los  periódicos,  supongamos?  Obligará 
ni  en  conciencia,  en  la  Confederación,  en  Chile,  Perú,  etc., 
un  Breve  mandado  á  Solivia  sin  noticia,  sin  pase  de  los 
demás  Gobiernos  aunque  el  Breve  sea  dado  en  un  sentido 
general  para  todas  las  Iglesias?     Esa  voluntad  general  de 
Su  Santidad  no  pued'i  ser  obedecida,  ni  obligar  en  concien- 
cia como  ley  Canónica,  sino  en  los  Estados  en  que  tenga 
paso;  porque,  como  hem>s  dicho,  todos  l^s  Breves  vienen 
sujetos  á  esa  condición  implícita  desde  la  misma  fuente; 
y  mucho  más  cuando  nos  referimos  á  un  Breve  de  dis^ 
ciplina    puramente  sobre  una    atribución  del    Patronato* 
Mientras    Su    Santidad   no  se    dirija   directamente  aqui, 
no  hay  razón  para  dudaí*,  ni  en  conciencia,  de  la  disci- 
plina que  se    ha  seguido  siemprL-,  y  de  la  facultad   qne 
el  Gobierno  tiene  en  poí-esión  inmemorial.  Suponer   que 
Su  Santidad  quiera  imponer  á  los  fieles  en    secreto    un 
yugo  de  fierro,  anárquico  y  disolvente,  seria   una  ofen^ 
sa    demasiada   a  trox.     Esto  resultaría  si,  como   ha  opi- 
nado el   Senado,    fuese   preciso   para  aquietar  las  con- 
ciencias ajiladas,  ocurrir  en  secreto  al  Santo  Padre,  para 
subsanar  la  autoridad  del  Obispo,  en  fraude  de  las  con- 
vicciones del  Supremo  Gobierno  que  está  en  pacífica  pose- 
sión de  su  derecho*  ¿Y  qué  necesidad  tendría  Su  Santidad 
de  valerse  de  medios  clandestinos  y  subversivos,  pudiendo 
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reclamar  francamente  por  las  vías  espeditas  entre  Sabe- 
ranos  que  felizmente  se  hallan  en  perfecta  reíacicm  ?  ¿Cómo 
podría  So  Santidad  hacerse  autor  de  la  discordia  y  atiar- 
qiiía,  éntrelos  fieles  subditos  y  el  Gobierno,  imponiéndoles 
excomunión  siobelecíari?  Es  claro  pues,  que  sin  ofender 
la  sabiduría  y  buena  fé  de  la  Corte  Romana,  no  se  pueden 
sostener  los  temores  infundados  del  Obispo  y  Senado  de 
Salta.  Lo  mismo  debe  decirse  con  respecto  á  los  demás 
Breves,  Concilios  y  Disposiciones  Canónicas  citadas,  sin 
aplicación  al  derecho  positivo  de  América,  enteramente 
distinto  del  de  Europa;  por  que  después  de  todas  y  ape- 
sar  de  todas,  quedaron  esceptuadas  las  Iglesias  de  Am^*ric  i 
por  los  mismos  Concordatos  con  el  Rey  do  España,  como 
se  vé  en  el  de  1753,  y  por  la  posesión  constante  hasta 
hoy.  Asilo  hemos  demostrado  con  mas  estensión  en  otra 
vista  dada  en  la  cau^a  del  Gobierno  de  San  Juan  con  el 
Provisor  de  la  Diócesis  de  Cuyo.  Por  consiguiente  hasta 
el  dia  en  que  se  celebre  algún  Concordato  especial^  deben 
permanecer  las  cosas  en  slalH  quo,  por  la  misma  paz  y 
Iranquiüdad  de  la  Iglesia.  El  Fiscal  ha  hecho  esta  digre- 
sión, por  que  es  sobre  este  punto  que  el  Canónigo  Bailón 
se  lia  fijado  mas  para  apoyar  su  doctrina  anárquica  contra, 
el  Patronato;  y  por  que  algunos  miembros  del  Senado  y 
del  clero  se  han  confundido  sin  razón.  Concluye  dicien- 
do: que  en  virtud  de  todo  lo  que  se  ha  espuesto,  resulta 
probada  la  denuncia  del  Obispo  conti'ael  Canónigo  Chantre 
Don  Agustín  Bailón;  y  éste,  ser  infractor  de  la  Constitución, 
por  que  desconoce  en  el  Gobierno  Nacional  la  atribución 
del  Patronato  para  espedirse  por  la  Cédula  de  ritryo  y 
encarr/o;  y  en  su  consecuencia  no  ha  reconocido  ni  obe- 
decido como  debíala  autoridad  del  Obispo;  la  ha  contrariado 
de  palabra  y  obra,  con  escándalo  cuanto  ha  podido,  asegu- 
rando además  no  solo  la  nulidad  de  sus  actos,  sino  que 
incurría  en   excomunión  mayor  reservada,  anarquizando 
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y  turbando  de  ese  modo  las  conciencias  del  clero  y  de  los 
fieles.  Por  consiguiente,  el  Fiscal  opina  que  debe  ser 
juzgado  judicialmente  por  los  Tribunales  Federales,  confor- 
me á  la  naturaleza  de  la  causa  y  alart.  92  de  la  Constitución 
Jeneral,  bajo  la  acusación  Fiscal;  y  que  mientras  la  causa 
se  siga  y  se  concluya,  debe  quedar  suspenso  de  oficio  y 
beneficio  con  arreglo  á  las  Leyes  de  la  materia. — Estudio, 
21  de  Marzo  de  1858.— Ramón  Ferreira. 

Resolución — 

Departamento  de  Culto. 

Paraná,  27  de  Marzo  de  1857. — De  acuerdo  con  la  vista 
Fiscal,  y  resultando  del  sumario  justificada  la  denuncia 
hecha  por  el  Señor  Obispo  electo  de  Salta,  Doctor  Don 
José  Colombres,  y  el  Señor  Arcediano  de  la  misma  Don 
Pío  Hoyos,  contra  el  Chantre  Don  Agustín  Bailón,  por 
haber  desconocido  con  escándalo  los  derechos  y  preroga- 
tivas  de  que  el  Gobierno  Nacional  está  en  ejercicio  como 
anexos  al  Patronato  déla  Nación.  Resérvese  la  presente 
causa  hasta  el  establecimiento  de  los  Tribunales  Federales 
á  quienes  compete  su  resolución  y  juzgamiento,  permane- 
ciendo mientras  tanto  el  espresado  Bailón  suspenso  de 
oficio  y  beneficio  en  el  Coro  de  la  Iglesia  de  Salta.  Hágase 
saber  á  quienes  corresponda  y  publíquese  con  la  vista  de 
su  referencia. — CARRIL.— Campillo. 


Rufina  Herrera,   pide  pensión  como  viuda  del  Coronel  Don 
Antonio  Ramirez. 

En  26  de  Junio  de  1857,  Doña  Rufina  Herrera,  acreditando  su  estado 
actual  de  viudez,  y  ser  esposa  lejítima  del  finado  Coronel  de  Caballeria 
Don  Antonio  Ramirez,  pide  la  pensión  que  le  corresponde  en  el  Monte 
Pío  Militar 
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La  IiiBpecritJn  en  21  de  Setiembre  dice  que  consta  que  sirvió  desde  1810 
basta  1822^  y  que  fué  llamado  mievamente  en  1829,  hasta  1843  en 
que  oeurrié  su  muerte.  Que  consta  que  su  segunda  época  de  servi- 
cios fué  siempre  en  la  frontera  (•)  y  qne  íleben  abonarse  dobles,  por 
cuya  rasíon,  aún  dt^diicieiido  la  mitad  del  tiempo  anterior  á  la  reforma, 
BUS  sei-A'icios  píisan  de  30  ailos.  Por  tanto,  lii  Comandííncia  opina  que 
le  corresponde  dos  terceras  partes  del  sueldo,  conforme  al  tercer  in- 
ciso del  artículo  3'\  y  á  los  artículos  13  y  14  d©  la  Ley  de  Setiembre 
de  1856.  En  25  del  mismo  pasó  á  Contaduría,  la  que  en  30  del  mismo 
dijo:  «Llenado  este  espediente  con  todos  loa  documentos  que  acreditan 
la  lejitimidad  de  la  interesada  para  el  goce  <le  pensión,  y  cojnprobados 
los  años  tie  servicios  de  su  esposo,  ia  cree  con  dereclio  al  goce  de 
dos  terceras  partes  de!  sueldo  w. 
El  asunto  pasu  al  Fiscal,  quién  dijo: 

ExMO.  Señor: 


En  derecho  ser  econoce  como  documentos  auténticos 
para  probar  el  estado  civil  de  las  perso:ias,  ios  asientos 
de  los  libros  parroquiales,  y  los  testimonios  que  con  arreglo 
á  ellos  dan  los  curas  y  encargados  de  las  parroquias. 
Pero  cuando  por  descuido  ú  omisión  de  ellos,  no  se  encuen- 
tra sentada  alguna  partida,  la  prueba  que  ha  de  hacerse, 
para  justificar  el  nacimiento,  matrimonio  ó  muerte  de  algún 
individuo,  ha  de  producirse  ante  la  autoridad  civil,  si  es 
que  se  quiere  que  obre  efectos  civiles,  y  ante  la  autoridad 
eclesiáslicG,  si  es  que  se  trata  de  obtener  dispensa  de 
impedimentos,  Ucencia  para  ordenarse  ú  otras  cosas  con- 
cernientes á  la  autoridad  que  la  Iglesia  ejerce  sobre  los 
fieles.  Según  aparece  en  el  adjunto  espediente,  la  partida 
de  casamiento  de  Dona  Rufina  Herrera  con  el  finado  Co- 
ronel Don  Antonio  Ramírez,  no  fué  sentada  en  los  libros 
parroquiales,  por  lo  que  se  recibió  ante  la  Curia  una  in- 
formación en  virtud  de  la  cual  se  espidió  el  certificado 
que  dá  el  Señor  Cura  de  la  Catedral  al  Norte  en  22  de 


í*/Los  Ji-nerik?  y  thmás  Jefes  nut  lo  conocieron,  inUnmnn  que  prestó  impftrlant<?B 
«erviciofl  en  la  IVcnlL-ra.  que  pelcÓ  en  Sipc-Sipo  y  A  \ni*  unh^nes  de  ios  Jenerulcs 
Kondemo.  Viamünt  y  Bclgraní*,  y  que  siempre  fuó  un  iniUiar  Tftliente  y  do  honor 
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Marzo  del  corriente  año;  pero  ese  cerlifícado  no  pueda 
producir  los  efectos  que  con  su  exhibición  se  desea.  Su- 
puesto que  Doña  Rufina  Herrera,  trata  de  obtener  del 
Gobierno  la  pensión  que  le  corresponde  como  viuda  del 
Coronel  Ramírez^  ante  él  o  ante  la  autoridad  que  éi  designe, 
debe  probar  su  matrimonio;  ó  si  no  puede  exhibir  testi- 
monio de  la  partida  de  su  casamiento,  sentada  en  los  libros 
parroquiales,  debe  producir  antecl  la  información  nece- 
saria para  hacer  constar  el  hecho;  como  que  esa  informa- 
ción debe  ser  á  salisfacción  de  quien  ha  de  mandar  pagar 
la  pensión,  y  no  del  que  debió  haber  sentado  la  partida 
omitida.  Por  tanto,  la  partida  presentada  por  Doña  Rufina 
Herrera,  y  espedida  en  consecuencia  de  una  información 
ante  la  Curia  Eclesiástica,  debe  considerarse  sin  fuerza 
ni  valor  alguno,  y  debe  ordenarle  V.  E.  que  acredite  el 
hecho,  ó  bien  ante  uno  de  los  Juzgados  de  1*  Instancia, 
ó  bien  ante  el  Escribano  Mayor  de  Gobierno,  á  quien 
puede  V.  E.  comisionar  al  efecto.  Al  pedir  esto  el  Fiscal 
no  pretende  poner  en  duda  el  matrimonio  del  Coronel 
Don  Antonio  Ramírez,  sino  que  el  espediente  quede  ves- 
tido de  todos  los  documentos  necesarios  para  comprobar 
en  todo  tiempo  la  legalidad  de  los  procedimientos  del  Go- 
bierno.— Carcova, 

En  12  de  Octubre  pasó  al  Asesor,  y  en  14  del  mismo  dijo: 

ExMo.  SiiÑoa: 


Las  leyes  no  han  dispuesto  que  los  asientos  parro- 
quiales sean  la  única  prueba  legal  de  los  actos  de  estado 
civil  Ellos  pueden  suplirse  por  la  prueba  de  los  hechos  y 
por  la  posición  de  estado,  tranquila  y  publica.  La  Señora 
viuda  del  Coronel  Kamirez  ha  dado  a  mi  juicio  la  prueba 
mas  completa  de  haber  sido  su  mujer  lejítima,  tanto  por 
la  partida  sentada  por  orden  del  Señor  Provisor,  como  por 
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su  estado  público  y  reconocido,  siii  conlradicción  en  la 
familia,  y  también  porque  en  todos  los  Tribunales  está  re- 
conocida coniü  mujer  lejttima  del  Corünel  Ramírez,  en 
las  diversas  cuestiones  que  se  le  han  ofri3cido  Creo  pues, 
que  no  habrá  ningún  inconveniente  para  que  el  Gobierno 
la  tenga  como  tal,  sin  exijirle  nueva  prueba  alguna.  Mas 
en  cuaiito  á  los  años  de  servicio  que  computa  la  Inspección 
al  Coronel  Ramírez  para  ñjir  la  pensión,  no  hay  prueba 
bastante  que  demuestre  que  pasan  de  30  años.  La  cuenta 
se  tira  suponieudoj  como  supone  la  Inspección,  que  desde 
el  año  29  en  que  el  Oficial  liamirez  fué  llamado  al  servi- 
cio, estuvo  constantemente  en  la  frontera,  y  por  eso  se  le 
cuenta  doble.  Mas  este  hecho  esta  solo  afirmado  por  el 
General  Caceras,  entre  lodos  los  Gefes  que  fian  declara- 
do. Yo  tengo  entendido  que  el  Coronel  Ramírez  fué  solo 
á  la  frontera  en  el  segundo  gobierno  de  Rosas,  del  año 
30  adelante,  en  cuyo  caso  no  le  corresponden  á  su  viuda 
las  dos  terceras  partes.  Estos  hechos  oficiales  no  pueden 
tampoco  estar  librados  á  lo  q^JC  diga  ninguna  persona, 
por  caracterizada  que  sea,  pues  es  fácil  la  prueba  oficial 
de  ellos.  Si  el  Gobierno  debe  ser  estricto  y  escrupuloso 
al  conceder  pensiones  tan  grandes  y  generosas  como  las 
de  la  Ley  de  Setiembrej  nunca  mas  á  mi  juicio  debe  hacer- 
lo asi,  que  en  el  caso  presente.  El  Coronel  Ramírez,  sL 
prestó  serviciasen  la  Guerra  déla  Independencia,  fué  ya 
premiado  en  1S22  {>ov  la  reforma  miütai".  Los  servicios 
que  después  prestó  desde  1829,  fueron  principalmente  para 
sostener  al  tirano  que  dominaba  el  país,  y  en  perseguir 
tenazmente  á  cenieuíU'es  de  hombres  de  la  campaña  del 
Oeste  y  Norte,  y  obligarlos  u  emigrar  por  ser  enemigos 
de  Rosas.  Su  viuda,  por  otra  parte,  es  una  mujer  muy  rica, 
sin  hijo  algunu,  como  ella  lo  dice.  Todas  estas  circunstan- 
cias cxijen  que  dicha  Señora  viuda  se  halle  precisamente 
en  los  casos  que  la  ley  designa  para  la  pensión  que  solicita, 
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y  que  estrictamente  compruebe  los  años  de  servicio  de  su 
esposo,  que  á  mi  juicio  n»  resulta  del  espediente  que  sean 
30,  como  dice  la  Inspección,  La  Inspección  no  debe  ha- 
cer cálculos,  sino  dar  la  prueba  positiva  de  los  hechos  y 
hacer  et  cómputo  de  los  auos  de  servicio  por  los  queofl- 
cialmente  conste  que  un  oficial  hubiese  servido.  No  creo 
dificultades  á  la  pensión  que  se  solicita,  y  va  á  ver  V.  E^ 
que  todo  quedará  muy  claro.  ¿Porqué  la  Contaduría  en 
esta  sola  ocasión  guarda  silencio,  y  no  nos  dice  si  la  viuda 
del  Coronel  Ramírez  ha  gozado  hasta  tioy  de  alguna  pensión 
y  á  cuanto  acendia  ?  Ofrézcase  el  caso  de  algún  guerrero  de 
la  Independencia,  y  nunca  la  Contaduría  dejara  como  has- 
ta aqui  de  decir  que  está  gozando  de  pensión,  por  módica 
que  sea,  y  que  en  virtud  de  la  regla  3*  de!  art.  33  la  pensión 
debe  arreglarse  á  la  tercera  parte  del  sueldo  actual.  Si 
ella  hubiera  dicho  que  la  viuda  del  Coronel  Ramírez  gozaba 
pensión,  no  podía  estenderla  á  mas  de  la  3*  parte  del 
sueldo,  según  el  testo  de  la  ley,  que  esa  mijuiciOj  laque 
únicameiiLe  corresponde  ala  viuda  del  Coronel  Ramírez, 
sean  cuales  fueren  sus  años  de  servicio.  Para  que  conste 
pues  oficialmente  si  ella  ha  gozado  ó  no  de  pensión,  sobre 
lo  que  yo  nada  puedo  asegurar,  es  absolutamente  nece- 
sario que  V,  E.  se  sirva  ordenar  que  la  Contaduria  infor- 
me sobre  la  mateí'ia,  y  que  vuelva  el  espediente  para  abrir 
dictamen  á  V.  E. — Dalmagio  Velez  Sarsfielü, 

Eli  Octubre  17  pasó  á  la  Inspección  epara  que  rectifique  el  cómputo  de 
servicios^  y  á  la  Contaduría  para  que  i n Forme  fli  ha  gozado  de  peu* 
sion.  En  22  del  mismo  la  Ineptíceiom  dice  «que  el  formar  el  cálculo 
de  los  años  «le  servicios  del  Coronel  Eamireií,  se  Im  ceñido  en  lodo 
á  las  pruebas  deducidas  por  su  viuda,  las  que  á  falta  de  documentos, 
deben  c*3nfliil erarse  legales  segrun  se  ha  observado  haata  ahora  ea  ca- 
aos de  igual  uaturaleza^  etc.»  En  10  de  Noviembre  la  Contaduria  dijo: 
c8i  la  que  representa  hubiese  estado  en  el  goce  de  pensión  alguna  cuan- 
do elevó  9U  aulicilud,  la  Contadtiria  2o  hubiera  hecho  presente  en  au 
informe  de  30  de  Setiembre  y  matiifestado  en  tal  e:isí>  que  la  compren- 
día el  Sor.  incÍBO  del  art.  33  de  la  Ley  de  5  de  Setiembre  del  aüo  ppdo.j 
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moñ  no  habiéntlola  tenido^  se  espidió  la  Contaduría  como  debía  hacerlo, 
considerándola  con  derecho  ú  las  dus  teret^ras  partes  del  aneldo  segim  los 
años  de  servicio  que  márcala  Coniandanda  General  de  Armaa.  Aimqne 
con  lo  espnesto  considera  la  Contaduría  dejar  cuuipHdú  el  anterior  Supe- 
rior Decreto  cree  de  BU  deber  hacer  algunas  esplicaciones^  salvando  las 
observaciones  del  Señor  Asesor,  á  ñn  de  probar  que  al  espedirse  en  su 
anterior  informe,  lo  hizo  con  conocimiento  de  los  servicios  del  Coronel 
HamireZj  y  de  una  manera  ajustada  á  la  le>\  Los  servicios  del  Co- 
rone! Ramiiez  datan  desde  principios  del  año  1810  hasta  Marzo  do 
1822,  en  que  fué  reformado^  de  manera  que  contando  loa  años  uno 
por  uno,  son  seis  años,  sin  incluir  tiempo  doble  como  en  campaña  en 
el  Ejército  del  Perii.  Deade  Octubre  de  182f»que  volvió  á  ser  llamado 
al  servicio,  hasta  Febrero  de  1843  que  falleció,  son  trece  años  y  meses, 
cuyo  tiempo  debe  contarse  doble,  pues  siempre  ha  revistado  en  la 
frontera  y  en  campaña;  por  manera  que  son  veintiséis  años  y  mese^, 
que  unidos  á  los  seis  de  su  primera  época,  contados  solo  como  sen* 
cilios,  es  ceden  de  30,  ra«on  por  que  la  Contad  uri  a,  teniendo  e^tos 
ronocimientos,  consideró  á  su  viuda  con  derecho  á  la  peusitin  de  las 
dos  terceraa  partes  del  sueldo  de  su  clase  en  el  arma   de  iníanteria. 

En  l;l  de  Noviembre  volvió  al  Asesor,  quien  dictaminó; 


ExMO,  Seí^or: 


Las  actuaciones  posteriores  á  mi  anterior  dictamen, 
hacen  ver  que  la  viuda  del  Coronel  Ramirez  no  lia  go- 
zado pensión,  pero  n)  se  ha  dado  comprobante  alguno 
de  que  el  Coronel  Ramirez  hubiese  estado  en  eampaíla 
desde  1829  hasta  43  que  falleciét  para  contarle  doble  este 
tiempo  de  servicio,  pues  nadie  ignora  que  fué  recien  en  el 
segundo  gobierno  de  Rosas,  que  salió  á  la  Guardia  de  la 
Barrancosa.  En  esta  ocasión,  y  tratándose  de  un  oficial 
que  durante  muchos  artos,  se  ocupó  solo  en  perseguir  de 
k  manera  mas  cruel  á  los  ene  mi  ;í  os  de  Rosas,  y  que  se 
anriqueció  hasta  ser  un  poderoso  con  las  violencias  que 
ejerció  en  la  camparla  hasta  quitar  grandes  estancias  y 
lomándolas  por  si,  yo  no  puedo  dejar  de  decir  á  V.  E.  que 
acordando  una  pensión  á  su  vitida,  se  premiaría  solo  el 
crimen  y  no  los  servicios  hechos  al  pais.  En  el  derecho, 


—  69  — 


un  principio  nos  ensena  que  es  obrar  contra  la  ley,  valerse 
de  sus  palabras  contra  el  espíritu  de  ella.    En  este  caso 
se  hallaria  la  aplicaciriii  deUi  ley  de  pensiones,  á  la  viuda 
del  Coronel  Ramírez.    Este  ofiriat,  desde    1829  hasta  43, 
pasó  persiguiendo  del  modo  uias  bárbaro  a  los  enemigos 
de  Rosas;  por  sus  hechos  emigraron  mas  de  500  personas 
del  Oeste  ó  Norte.    El  empleo  que  servia  fué  para  él  una 
ocasión  de  llenarse  de  fortumi,  apropiándose  valiosos  bie- 
nes  ajenos,  como  era  la  estancia  de  los  Alvarez,  pertene- 
ciente á  cinco  menores  de  edad.    No  hay   pnes,  servicio 
alguno  en  su  vida,  hecho  á  los  intereses  del    pais.    A  sti 
muerte,  ha  dejado  una  grandísima  fortunaj  y  no  tiene  hijos 
algunos;  la  pensión  á  las  viudas  es  porque  la  Ley  supone 
que  la  mujer  que  ha  sido  de  un  oficial  que  solo  ha  gozado 
de  un  sueldo,  no  puede  tener  una  subsistencia  segura;  mas 
cu  indo  ella  queda  llena  de  fortuna,  y  fortuna  adquirida  por 
el  oficial  muerto  en  fuerza  de  las  violencias  y  actos  inde- 
bidos que  apoyaba  con  el  carácter  y  fuerza  publica  que 
el  Gobierno  le  habia  dado,  es  ir  contra  la  mente  de  la  misma 
Ley  sancionar  un  inmoralidad  de  tantos  ailos,y  hacer  de  ana 
buena  ley  el  amparo  de  pretensiones  para  las  cuales  no  pue- 
den dejarse  de  tomar  en  cuenta  los   hechos    positivos  que 
todos  conocen  del  Coronel  Raniirez  en  el  tiempo  mismo  que 
se  le  supone  pasando  su  vida  en  defensa  de  la  frontera.   Soy 
por  lo  tanto  de  dictamen  que  el  Gobierno  no  haga  lugar  á 
la  solicitud  de  Doña  Rufina  Herrera.   Sería  un  honor  para 
V.  E.  decretarlo  asi.    Hay  otros  poderes  en  el  Estado  donde 
ella  puede  ocurrir  quejándose  de    la  resolución  que  V.  E^ 
diere.  Que  ellos  le  declaren  la  pensión  que  solicita,  si  juzgan 
que  la  merece  la  vida   de  su  marido.— Da lmacjo    Velez 
Sarsfield. 

Resolaciófí— 
Ministerio  de  Gueri'a  y  Marina* 
Buenos  Aires,   Diciembre  23  de  1857— Reténgase  este 
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espediente  para  ser  elevado  oportunamente  á  la  Lejísla- 
tora  con  la  consulta  acordada,  ele.  Hay  una  rúbrica. — 
Zapiola. 

En  Enero  17  de  1870  la  inti^resada  pidió  el  espediente  para  hacer  uso 
de  BU  derecho.  En  18  de  Enero  se  dio  vista  al  Fiscal,  y  en  33  del 
mismo  dijo  éste: 

ExMO.  Señor: 

No  hay  razón  n<ngana  para  que  se  modifique  laResolución 
de  Diciembre  de  1857,  y  V.  E.  debe  mandar  se  esté  á  lo 
resuelto- — Rufino  de  Elizalde. 

Y  así  se  resolvió  en  25  de  Diciembre. 

En  Jíarzo  29,  la  interesada  jiide  la  vista  del  espediente,  y  pasado  al  Fis 
cal  en  Abril  10,  éste  en  I^larxo  28,  dice:  «que  no  hay  inconveniente 
en  concederla»,  y  se  le  concedió  por  8  dias.  En  16  de  Octubre  de  1872> 
se  presenta  nnevamente  pidiendo  pensión  como  v\\iáñ  del  Coronel  Don 
Antonio  Ramirez.  La  Inapección  dice  en  17  de  Octubre  ípie  se  ha 
solicitado  dos  veces  antes  de  ahoni^  y  le  ha  sido  retenida  jjof  Decreto 
de  23  de  Diciembre  del  57,  y  25  de  Enero  dc4  GO.  En  23  de  Octubre, 
pasó  á  Contaduría  y  en  8  de  Noviembre,  dijo: 

Exxro.  Señoh; 

Por  el  iííforme  del  Señor  Inspector  General  de  Armas,  de 
21  de  Setiembre  de  1857,  que  corre  al  espediente  agregado, 
se  vé  por  el  cómputo  formado  por  esa  oficina  de  los  serví- 
cios  del  finado  Coronel  Don  Antonio  Ramírez^  que  estos  pa- 
saban de  treiotu  afios*  Y  por  los  informes  de  los  Generales 
Don  Casto  Cáceres  y  Don  Benito  Nazar,  Coroneles  Don 
Juan  Pedro  Lunuy  Don  Agustín  Rabelo  y  Teniente  Coronel 
Don  Ramón  Carbaja!,  que  obran  en  el  mismo  espediente,  se 
acredita  debidamente  que  el  finado  Coronel  Ramírez,  fué 
uno  de  los  Guerreros  de  la  Independencia.  En  esta  virtud,  y 
estando  debidamente  justificado  en  el  mismo  espediente 
que  la  Sefiora  recurrente  es  viuda  lejilimadel  finado  Co- 
ronel Ramírez,  tiene  derecho  ala  pensión  de  la  mitad  del 
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sueldo  de  su  causante,  con  arreglo  al  artículo  21,  inciso  3° 
de  la  Ley  de  la  materia;  y  desde  el  dia  4  de  Julio  del  pre- 
sente año  le  corresponde  la  pensión  del  sueldo  íntegro  de 
conformidad  con  la  Ley  Nacional  promulgada  en  esa  fecha. 

En  19  de  Noviembre  pasó  al  Procurador  General,  y  en  23  de  Noviembre, 
éste  dijo: 

ExMO.  Señor: 

El  Coronel  Don  Antonio  Ramírez  fué  reformado,  y  recibió 
ya  un  premio  en  1822.  Por  esta  razón  no  tendría  derecho 
él  ni  su  viuda  al  que  asignad  los  Guerreros  de  la  Indepen- 
dencia la  Ley  de  24  de  Setiembre  de  1868.  Pero  se  dirá  que 
volvió  al  servicio  en  1829.  Si,  Señor,  obtuvo  un  despacho 
en  Octubre  de  ese  año;  pero  no  para  servir  á  la  patria, 
sino  para  perseguir  y  despojar  á  los  unitarios,  en  lo  que 
se  ocupó  esclusivamente  hasta  su  muerte,  matando  y  roban- 
do á  los  enemigos  del  tirano  á  quien  servía,  y  logrando 
por  estos  criminales  medios  reunir  una  fortuna  conside- 
rable, de  qu^  fué  heredera  su  viuda.  Sería  falsear  consi- 
derablemente la  ley,  el  considerar  estos  crímenes  como 
servicios  públicos,  y  dar  por  ellos  el  premio  que  la  ley 
ha  acordado  al  mérito  y  ala  virtud.  Por  esto  el  Gobierno 
de  la  Provincia  no  quiso  dar  á  esta  viuda  la  pensión  que 
solicitaba,  aceptando  el  dictamen  de  su  Asesor  que  corre 
á  f.  20,  y  que  yo  reproduzco  en  todo,  porque  se  funda  en 
la  verdad  y  en  el  derecho.  Por  consiguiente,  considerando 
que  el  Coronel  Ramírez  no  ha  prestado  á  la  patria  ser- 
vicio alguno  después  que  fué  reformado  en  1822,  y  que 
su  viuda  es  muy  rica  por  sus  rapiñas,  soy  de  dictamen 
que  V.  E.  no  haga  lugar  á  esta  solicitud.— Francisco  Pico. 

Resolución — 
Departamento  de  Guerra  y  Marina. 
Buenos  Aires,  Noviembre  25  de  1872.    No  ha  lugar.  Há- 
gase saber,  etc.— SARMIENTO.— M.  de  Gainza. 
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Teofista   Basavilbaso,  pide   pensión   como  hija  del  Teniente 
Ck>ronel  Don  Hilario   Basavilbaso. 

Dofia  Teofista  Basavilbaso,  hija  del  finado  Teniente  Coronel  Don  Hilario 
Basavilbaso,  en  Junio  24  de  1867  pide  la  pensión  que  le  corresponde. 

£n  3  de  Julio  de  1857  informó  el  General  Escalada  que  Basavilbaso 
entró  á  servir  de  Cadete,  el  año  13  ó  14  en  el  Rejimiento  de  Grana- 
deros á  Caballo,  que  marchó  á  la  Campaña  del  Perú,  donde  llegó  á 
Capitán,  gozando  reputación  de  valiente.  En  9  de  Noviembre  pasó 
al  Fiscal,  y  éste  dijo: 

ExMO.  Señor: 

El  Estado  de  Buenos  Aires  si  bien  debe  reconocer  los 
servicios  hechos  á  la  causa  de  la  Independencia,  no  puede 
reconocer  los  servicios  hechos  en  las  otras  Provincias; 
el  padre  de  la  suplicante  no  prestó  sus  servicios  en  la 
Guerra  de  la  Independencia  sino  hasta  el  año  1816,  que 
siguió  prestándolos  en  la  Provincia  de  Córdoba.  No  puede 
pues  acordarse  esta  pensión.  Buenos  Aires,  Noviembre 
10  de  1857.— Rufino  de  Elizalde. 

En  13  de  Noviembre  de  1857  dijo  el  Asesor: 

ExMO.  Señor: 

Doy  el  mismo  dictamen  que  el  Señor  Fiscal,  por  la  po- 
derosa razón  que  el  Oficial  Basavilbaso  no  pertenecia  al 
Ejército  de  Buenos  Aires— Noviembre  14  de  1857. — Dal- 
MACio  Velez  Saksfield. 

Resolución- 
Buenos  Aires,  Noviembre  17  de  1857— De  conformidad 
con  los  informes  que  visten  este  espediente,  no  ha  lugar 
y  hágase  saber.— Zapiola. 

En  27  de  Noviembre  de  1866  insistió  en  su  petición,  y  la  Contaduría 
pidió  informe  á  la  Inspección  de  Armas,  la  que  pidió  á  la  interesada 
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la  jufltificacií'm  de  bu  personería  como  eoltexa,  ote.  En  17  de  Abril  de 
186tí  dijo  el  Procurador  del  Tesoro: 

ExMo,  Señor: 
A  falta  de  despachos  y  fojas  de  servicios^  la  suplicante 

híi  comprobado  con  los  informes  de  Gefes  del  Ejército, 
espedidos  por  orden  de  la  Inspección,  que  su  finado  padre 
Don  Hilario  Basavílbaso  pertenecióal  Ejércitodel  Alto  Perú 
desde  1810  hasta  1820,  habiendo  ascendido  hasta  el  grado 
de  Capitán,  que  después  de  la  revolución  de  Arequiío, 
siguió  sirviendo  bajo  las  órdenes  del  Coronel  Bustos,  que 
se  hizo  Gobernador  de  la  Provincia  de  Córdoba,  y  lo 
ascendió  á  Sargento  Mayor,  y  después  bajo  el  Gobierno 
del  General  Paz  le  confirió  el  grado  de  Teniente  Coronel, 
contando  en  todo  21  años  de  servicios  según  el  cómputo 
hecho  por  la  Inspección  General  La  suplicante  ha  jus- 
tificado además  su  lejítima  filiación,  por  su  partida  de 
bautismo  que  la  declara  hija  lejítima  de  Don  Hilario  Basa- 
vilbaso  y  Doña  Ventura  Davila  y  por  la  partida  de  defun- 
ción de  sus  padres  que  espresa  haber  sido  casados,  lo 
cual  suple  la  partida  de  matrimonio,  y  conservándose  en 
el  estado  de  soltera,  tiene  dereclio  á  pensión  de  la  tercera 
parte  del  sueldo  de  su  civusante,  con  arreglo  á  los  artículos 
12  y  21,  inciso  2''  de  la  Ley  de  Pensiones.  Salvo  el  pa- 
recer de  V.  E.— Abril  21  de  1866,— Salusti ano  Za valia. 


Resolución— 

Departamento  de  Guerra  y  Marina. 

Buenos  Aires,  Abril  26  de  186G, — Visto  el  dictamen  del 
Procurador  del  Tesoro,  se  acuerda  á  la  hija  del  Teniente 
Coronel  de  Infanteria,Don  Hilario  Basa  v¡lbaso,DoüaTeofista 
Busavilbaso,  la  pensión  de  la  3*  parte  del  sueldo  de  su 
finado  padre,  con  arreglo  á  la  ley  de  la  materia,  á  sus  efectos 
vuelva  á  Contaduriay  avísese*— PAZ. — Julián  Martínez* 
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Mercedes    Bocha,   pide   pensián    como  viuda    del   Sargento 
Uayor  Don  Marcelo  Castellanos, 


En  30  de  Setiembre  de  1857,  Doña  Mercedes  Rocha,  presentó  una  soli- 
citud al  Gobierno  del  Estado  de  Buenos  Aires,  pidiendo  le  fuese  con- 
ce<lida  k  pensión  que  le  correspondiese  como  viuda  del  Sargento  Mayor 
Don  !Míircelo  Castellanos,  manifestando  no  acompañar  los  documentOB 
que  jüstilíealjíui  los  servicios  de  au  esposo,  como  asi  mismo  la  partida 
de  matrimonio,  por  encontrarse  éstos  en  la  Provincia  de  Twcumán  y 
no  haberle  sido  posible  obtenerlos,  pero  en  cambio,  preaentu  vario» 
certificados,  por  lo  que  consta  ser  lejítima  esposa  del  dicho  Sargento 
Mayor,  como  también  que  éste  falleci<^  en  función  de  guerra  en  el 
año  1830. 

Buenos  Aires,  Octubre  9  de  1857. — Acompafie  su  fé  de 
casada  y  certificado  de  permíinecer  viuda,  y  á  falta  de  docu- 
mentos, esprese  los  nombres  de  los  Gefes  y  Oficiales  que 
puedan  acreditar  la  clase  que  tenía  su  esposo  en  e\  Ejér- 
cito de  Buenos  Aires,  antes  de  pertenecer  á  las  filas  del 
General  Paz.— Martínez, 

En  Diciembre  22  de  ISfiO  la  interesada  presentó  nueva  solicitud,  espre- 
sando  que  no  le  era  posible  acompafiar  los  documentos  que  acreditaban 
los  servicios  de  su  esposo  por  habérseles  estraviado^  pero  que  ofre* 
cia  los  informes  de  varios  iienerales  y  Coroneles,  etc.,  y  pasado  el 
espeiliente  á  informo  del  ííeneral  Don  Gregorio  Paz,  éste  dijo  r^ue  el 
Mayor  Caatellanoa  se  habia  encontrado  en  varios  combates  en  la  guerra 
con  el  Imperio  del  Brasil  y  que  falleció  en  la  Provincia  de  .Simtiago 
del  Estero  en  el  año  1830,  en  ©1  encuentro  que  tuvo  lugar  entre  fuerza 
mandada  por  CastoUanos,  con  otra  enemigra  de  las  del  Gobernador 
Ibarra^  y  que  por  lo  que  respecta  á  la  lejitimídftil  de  su  matrimonio, 
ha  oidü  decir  á  todas  las  persouiis  í]ue  la  conocejí  que  se  efectuó  en 
la  Provincia  de  Tucumám  Después  de  haber  acreditado  la  recurrente 
BU  permanencia  en  estado  de  viudez»  la  Inspección  de  Armas  dijo  que 
estaba  juBtifieada  por  los  informea  producidos,  la  clase  del  causante, 
como  taoibien  que  murió  en  función  de  guerra  y  que  si  el  <Tobierno 
ti*íne  á  bien  acordarle  el  plazi*  que  solicitaba  para  la  presetitación  de 
la  partida  de  matrimonio,  le  corresponderia  la  pensión  de  merlio  sueldo 
con  arreglo  al  artículo  2  de  laljey  deSl  de  Octubre  de  1858  y  los  arfcí- 
cíiloB  1°,  2*^  y  28  de  la  de  6  de  í^tiembre  de  185B.  Pasado  á  la 
Contaduría,  ésta  dijo  que  no  existiendo  en  ella  listas  de  revista  de  la 
época  en  que  el  Mayor  Castellanos  prestó  sus  servicios,  debia  pasar  A 
informe  del  archivero  general,  y  éste  dijo  que  habiéndose  rejistrado  laa 
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lletas  del  Rejiniieiito  2  de  Caballería  de  linea,  correspondientes  á  los 
años  1820  y  1830,  no  ee  encontraba  figurando  en  ellas  en  ningtma 
úñse  Don  Marcelo  Castellanos,  ni  tampoco  en  las  listaa  de  los  año« 
Qteriores.  Abril  20  de  18G1.  Vuelto  á  la  interesada  para  que  adelante 
las  pruebas  sobre  el  asunto,  aconipaflf*  una  inforioacií.>n  juílicial  levan- 
tada para  acreditar  su  lejítiino  matrimonio,  por  no  hallarse  en  los 
libros  parroquiales  la  partida  respectiva.  Enero  16  de  1855.  Pasado  á 
la  Contaduria,  dijo  que  estando  probada  la  clase  de  Sargento  Mayor 
del  causante,  su  muerte  en  función  de  guerra  y  su  matrimonio  con 
la  recurrente,  la  creia  con  derecho  á  la  pensÍH>n  de  la  mitad  del  sueldo 
de  Sárjenlo  Mayor  de  confonuidad  con  la  Ley  de  6  de  Setiembre  de 
1836;  y  pasado  al  Fiscal,  éste  dijo: 

ExMo.  Señor: 

Está  de  acuerdo  el  Fiscal  con  los  informes  de  !a  Ins- 
pección y  la  Contaduría  General,  qne  los  cree  arreglados 
ala  ley  de  la  materia.— Abril  24  de  1865.— Ramón  Fer- 
ré yha. 

Resolución — 


Departamento  de  Guerra  y  Marina. 

Buenos  Aires,  Mayo  9  de  1865.— No  estando  acreditada 
la  clase  del  causante  con  los  documentos  que  exije  la  Ley, 
ni  haberse  presentado  tampoco  ningún  despacho  de  interior 
empleo,  careciendo  asimismo  la  Contaduría  y  el  Arcliivo 
de  todo  conocimiento  respecto  de  los  servicios  del  mismo, 
y  habiéndose  ocurrido  á  la  prueba  supletoria  para  acre- 
ditar su  matrimonio  sin  conocimiento  del  Gobierno;  no  ha 
lugnr  á  esta  solicitud  y  devuélvase.— MITRE. — Juan  A. 
Gelly  y  Obes. 

En  ii  de  Octubre  de  1865  la  intereBiida  pidió  reconsideración  de  la  Reso- 
lución de  9  de  Mayo.  La  Bülirilnd  pasó  á  la  Contaduría,  y  dijo  qwe 
aún  cuando  no  se  acompañaban  despachos  ni  foja  de  servdcios  que 
acreditasen  los  del  Mayor  Castellanos»  consideraba  que  á  su  juicio  eran 
prueba  bastante  los  inforinee  rcíndidos  en  este  espediente,  y  que  por 
tanto  consideraba  á  la  recurrente  comprendida  en  lo  dispuesto  en  la 
Ley  de  O  de  Octubre  de  1865,  artículo  12,  pero  que  abrigaba  dudas 
acerca  del  modo  como  había  de  hacerse  el  cómputo  de  loe  afioa  de 
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seiTidog,  í5oino  lo  prescribe  el  artículo  21»  pero  que  disponiendo  tam- 
bién este  mismo  artkulo  que  loe  Oficiales  muertos  en  funci<^in  de  guerra, 
trasniiten  derecho  á  la  pensión  de  la  mitad  del  sueldo  de  su  clase,  el 
Gobierno  resolvería  ai  la  fuucicín  de  guerra  en  que  murió  el  Mayor 
CftfltellanoB  es  por  su  causa  ú  orijen  de  las  que  quiere  la  ley  para  dar 
derecho  á  la  pensión.  Pasado  otra  vez  al  Fiscal,  dijo : 

ExMO.  Señor: 

El  Fiscal  dictamioü  con  fecha  24  de  Abril  del  presente 
ano,  de  acuerdo  con  la  Contaduría  y  la  Inspección  Ge- 
neral, encontrando  suficiente  la  prueba  supletoria  produ- 
cida en  este  espediente,  á  falta  de  documentos,  tales  conno 
despachos^  foja  de  servicios,  fe  de  niatrimonio  y  de  viu- 
dedad^ que  comprobasen  los  estreñios  de  ¡a  ley  para  fundar 
el  derecho  á  pensión.  El  Exmo,  Gobierno  Na«;ional  fué 
de  distinto  parecer  y  tuvo  á  bien  negar  la  pensión  soli- 
citada. Llamado  de  nuevo  á  dar  su  dictamen  por  la  soli- 
citud de  reconsideración  de  esa  Hesoluciun,  el  que  suscribe 
ha  examinado  detenidamente  este  espediente  y  encuentra: 
I''  que  en  Setiembre  de  1857  se  presentó  Doña  Mercedes 
Rocha  de  Castellanos  al  Gobierno  Provincial  de  Buenos 
Aires,  solicitando  pensión  de  viudedad  en  virtud  de  los 
servicios  prestados  por  su  esposo  Don  Marcelo  Caste- 
llanos, como  Sargento  Mayor  del  Ejército  Nacional  y  en 
virtud  de  haber  muerto  en  función  de  guerra;  2^  que  esta 
solicitud  carecía  de  los  comprobantes  legales,  y  por  dis- 
posición su^jcrior  de  fecha  18  de  Julio  de  1859  se  mandó 
á  la  suplicante  ocurrirá  los  tribunales,  para  producir  ante 
ellos  la  prueba  supletoria  que  era  necesaria  especialmente 
respecto  al  matrimonio  de  cuya  fé  se  carecía;  3*^  que  en 
esta  virtud  la  suplicante  ocurrió  á  los  Tribunales  de  la 
Provincia  de  Tucumán  donde  tuvo  lugar  su  matrimonio, 
y  produjo  una  información  de  testigos  con  la  cual  acre- 
ditó la  efectividad  del  espresado  matrimonio;  4^  que  á 
falta  de  despachos  y  foja  de  servicios  ha  presentado  los 
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informes,  con  venia  de  V.  E,,  los  Gefes  del  ejército,  Ge- 
neral Don  Gregoria  Paz,  Coronel  Don  Félix  Ortiz  Alcalde 
y  Coronel  Don  Juan  A.  Casacuberta,  quienes  declaran 
que  conocieron  á  Don  Marcelo  Castellanos  conao  Oficial 
del  Rejimiento  núm.  2  de  caballería  de  linea,  que  hizo  la 
campana  del  Bra.sil  y  que  murió  combatiendo  por  la  causa 
de  la  libertad,  habiendo  ascendido  hasta  Sarjento  Mayor, 
y  5<>  que  á  mas  de  estos  informes  ha  presentado  otros 
en  el  mismo  sentido,  siendo  el  mas  notable  el  del  Coronel 
Don  Segundo  Roca,  quien  declara  que  conoció  á  Caste- 
llanos, que  ascendió  á  Sarjento  Mayor  de  caballería,  que 
sirvió  á  las  órdenes  del  Genera!  Vlu  en  sus  campanas 
en  el  Interior  de  la  República,  que  enviado  á  una  espe- 
dición  peligrosa  á  Santiago  del  Estero,  se  incorporó  al 
informante,  que  con  una  fuerza  de  Tucumán  concurrió 
á  esa  espedición,  que  por  su  conducta  como  Jefe  de  Es- 
tado Mayor  solicitó  y  obtuvo  permiso  para  casarse,  y 
efectuó    su  matrimonio   con  la   suplicante,   y  finalmente 

[que  murió  poco  tiempo   después   en  función  de   guerra. 

lEstos  justificativos,  a  juicio  del  que  suscribe,  son  sufi- 
cientes, si  se  tiene  en  consideración  las  circunstancias 
del  caso,  pues  se  trata  de  un  Oficial  muerto  hace  mucho 
tiempo  en  la  guerra  civi!,  y  á  causa  de  las  vicisitudes 
porque  ha  pasado  el  país  no  es  estrauo  que  se  hayan 
estraviado  los  despachas  y  no  se  encuentren  comprobantes 
en  los  archivos.  La  suplicante  se  haila  en  el  caso  del 
artículo  12  de  la  Ley  vijente,  por  haber  formado  parte  su 
esposo  de  la  campana  del  Brasil  y  haber  muerto  en 
función  de  guerra,  perteneciendo  al  Ejército  Nacional  La 
duda  de  la  Contaduría  queda  salvada  ante  la  considera- 
ción de  que  el  ejército  de  que  llevó  el  General  Dou  José 
María  Paz  al    Interior  no   solo    está   comprendido  en  la 

I  clasificación  de  «Ejércitos  Libertadores»,  que  la  ley  con- 

Isagra,  sino  que  era  efectivamente  una  parte  del  Ejército 
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Nacional  formado  para  la  guerra  con  el  Brasil,  y  que 
después  de  la  paz  se  dividió  en  dos  partes,  quedando 
una  en  Buenos  Aires  con  el  General  Lavalle  y  empren- 
diendo la  otra  con  el  General  Paz  la  campaüa  libertadora 
del  Ir*teriar,  ese  ejercito  no  dejó  de  ser  nacional  por  haber 
marclrado  al  Interior,  como  no  dejo  de  serlo  el  del  Ge- 
neral Lavalle  por  haber  quedado  en  Buenos  Aires.  Tal 
es  el  dictamen  del  Fiscal,  en  el  cual  ha  creido  deber 
estenderse,  pues  que  se  trata  de  la  reconsideración  de 
una  resolución  superior  espedida  contra  un  dictamen 
anterior;  salvo  sin  embargo  el  juicio  mas  ilustrado  deV, 
E.  Noviembre  29  de  1865.— Salustiano  J.  ZAVALtA. 

Resolaciún— 

Departamento  de  Guerra  y  Marina. 

Buenos  Aires,  Diciembre  5  de  1865.  De  acuerdo  con 
lo  espuesto  por  el  Procurador  del  Tesoro,  y  reconsiderando 
!a  resolución  de  fecha  9  de  Mayo  de  1865,  acuérdase  á 
Dona  Mercedes  Rocha  la  pensión  de  la  mitad  del  sueldo 
correspondiente  al  empleo  de  su  finado  esposo  con  arreglo 
al  artículo  21  de  la  Ley  de  la  muteria,  y  vuelva  á  la  Con- 
taduría á  los  efectos  consiguientes.— PAZ.— Julián  Mar- 
tin IíZ. 


Teniente  Coronel  Don  Hilario  Ascasubi,— pidean  retiro 
á  Inválidos 

El  Tulliente  Coronel  Don  Hilario  As<?aaübi  en  Octubre  de  1857,  solicitó 
BU  retiro  á  Inválidos  u  méritci  ilt?  dulencias  iiiorales  y  físicaa  que  le 
impoBlljilitalian  para  oontiniiar  en  Bervicio  aiítivo^  y  obli^^ailo  por  la 
decüdoní-ia  completa  dt?  bus  bií^^es  de  fortuna. 

La  Inspcjcdén  Geueral  de  Armas  en  12  de  Xovíenibre  eleva  el  espe* 
diente,  y  le  eomputa  30  anua  de  servicios  por  lo3  que  eorreapoude 
con  iirreiílo  a  la  Ley  de  5  de  Setiembre  de  1850,  reíiro  ron  goce  de 
líis  dos  terceras  partea  del  sueldo  do   su  claae.  La   Coutadiuria  el  17 
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del  mismo  mes  reproduce  el  míonne  c^ae  anteceda  FAsado  al  Fiscal « 
éste  dijo : 

ExMo,  Señor: 


Por  las  poderosas  razones  que  espresa  la  Comandancia 
General  de  Armas  y  la  Contaduría  General,  es  evidente 
que  al  Teniente  Coronel  Don  Hilario  Ascasub:  le  corres- 
ponde el  retiro  a  Inválidos  con  dos  terceras  partes  del 
sueldo  de  su  clase.    Pero  si   la    causa   que    combatió  la 
tiranía  sangrienta  de  Rosas  ha  triunfado,  si  los  servicios 
prcsttidos  á  esa  causa  de  la  civilización  contra  el  crimen 
y  la  barbarie,  son  grandes  méritos  contraidos  para  con  la 
patria,  es  preciso  hacer  á  favor  de  los  ciudadanos  que  pres- 
taron señalados  servicios  en  esa  lacha  horrible,  todo  cuanto 
sea  permitido  aún  dando  una  interpretación  lata  á  la  Ley  de 
Setiembre.  El  Señor  Teniente  Coronel  Ascasubide  pública 
notoriedad,  ha  sido  uno  délos  militares  que  habiendo  per- 
tenecido desde  muy  joven  al  Ejercito  Nacional  de  la  guerra 
de!  Brasil,  perteneció  siempre  a  la  causa  de  la  libertad, 
por  ella  se  ha  sacrificado,  ha  emigrado,  fué  borrado  de 
la  lista  militar,  perteneció  á  los  Ejércitos  Libertadores, 
al  sitio  de    Montevideo,  á    ta   cruzada    para   derrocar   á 
Rosas,  y  ha  estado  constantemente  al  lado   de  la  causa 
délos  principios  durante  el  sitio  de  esta  ciudad  y  de  todos 
los  conflictos  porque  ha  pasado  el  país.  Con  sus  fondos 
particulares  proveyó  de  armas,  armó  y  tripuló  un  buque 
á  sus  espensas  durante  la  cruzada  del  misino  General,  y 
su  casa  y  su  fortunaban  estado  siempre  á  disposición  de 
sus  compañeros  de  emigración,  cuando  estuvo  en  buenas 
condiciones  de  fortuna,  pidió  su    separación  del  servicio 
por  no  ser  gravoso  al  Estado,  dando  á  establecimientos 
públicos  los  sueldos  que  se  le  debían.  Desgracias  inespe- 
radas le  han  hecho  perder  su  fortuna,  en  edad  avanzada 
é  inütil  ya  para  servicios  activos,  rodeado  de  sinsabores 


—  SO- 
doméstlcosdebe  ser  recompensado  en  sus  méritos  notorios. 
La  Ley  de  pensioiies  aciierda  la  totalidad  del  stieido  á  los 
que  quedaseti  inutilizados  por  función  de  guerra^  inciso  1"^ 
artículo  17,  1  Fiscal  cree  que  V.  E.  en  atención  á  los 
remarcables  servicios  de  este  Gefe,  que  es  m^is  meritorio 
que  si  luíbiese  quedado  inutilizado  por  heridas  en  función 
de  guerra,  deberá  acordarle  el  sueldo  íntegro  cuu  retiro 
á  Inválidos. — Buenos  Aires,  Noviembre  18  de  1857» — 
Rufino  de  Elizalde. 

En  19  de  Noviembre  pasó  al  Asesor,  qsiien  dljoí 

ExMo.  Señor: 

Habiéndome  dicho  el  Teniente  Coronel  Ascasubi  que 
en  estos  dias  ha  sido  incorporado  á  la  Plana  Mayor  Activa, 
este  espediente  no  puede  seguir  su  curso  y  debe  mandarse 
archivar. — Buenos  Aires,  Dicierabre  10  de  1857 — Dalmacio 
Vrlez  Sarsfikld. 


liesohicioH^ 

Buenos  Aires,  Diciembre  11  de  1857.— De  conformidad 
con  lo  dictaminado  por  el  Asesor,  nrchívese  este  espedien- 
te' previa  devolución  al  interesado  de  los  documentos 
agregados. — {Hay  una  rúbrica).— Zapiüla. 

En  18G1,  solicita  nuevamentü  su  retiro  y  maniíieBta que  elhaber  tomado 
servicio  activo  antes  do  concluida  la  tramitación  de  la  primera  soli- 
citud, fué  por  habérselo  pedido  el  Gobierno  en  vista  de  !a  lucha  con 
el  Gobierno  de  la  Confetleración;  pero  que  ya  su  aalud  no  le  permita 
entregarse  al  eervicio  de  la  palria. 

En  28  de  Setiembre  de  18^)1  pi^a  al  Fia^al»  y  éste  dice: 

ExMO,  Señor: 

El  Teniente  Coronel  Don  Hilario  Ascasubi  renueva  hoy 
la  solicitud  para  obtener  su  retiro,  que  quedo  [tendiente 
por  haber  continuado  en  servicio  activo,  cuatro  años  atrás^ 


-si- 
no obstante  el  quebrantado  estado  de  su  salud.  Estos 
cuatro  años  más  agregados  á  sus  distinguidos  y  notorios 
servicios  anteriores,  no  hacen  sino  agregar  mayor  peso 
á  su  solicitud.  Poco  podrá  agregar  el  Fiscal  á  lo  que  es- 
puso su  antecesor  a  f.  5;  por  otra  parte,  los  méritos  del 
Señor  Ascasubi  son  demasiado  notorios,  para  que  sea 
necesario  recordarlo^  á  V.  E.  Siente  el  Fiscal  no  poder 
apoyar  la  indicación  que  hizo  el  Doctor  Elizalde.  Pero 
V.  E.  está  circunscrito  por  la  ley  á  que  debe  ajustar  sus 
resoluciones.  El  máximun  que  esta  ley  concede  por  retiro, 
son  las  dos  terceras  partes  del  sueldo;  y  esto  es  lo  que 
V.  E.  puede  y  debe  acordar  al  Señor  Ascasubi,  puesto 
que  sus  servicios  esceden  de  treinta  años. — Buenos  Aires, 
Octubre  1°  de  1861.— Eduardo  Costa. 

En  10  del  mismo  mes  dijo  el  Asesor: 

ExMO.  Señor: 

Reproduzco  en  sus  dos  partes  el  anterior  dictamen  del 
Fiscal. — Valentín  Alsina. 

En  1866  renueva  por  tercera  vez  su  solicitud  el  Coronel  Ascasubi,  hmi- 
nifestando  estar  pendiente  de  la  resolución  del  Gobierno  el  espediente 
que  inició  en  1861  en  que  pide  su  retiro. 

En  6  de  Setiembre  de  1866  informa  la  Contaduría,  diciendo  que  en  su 
archivo  no  se  encuentra  ninguno  de  los  espedientes  á  que  hace  alu- 
sión el  Coronel  Ascasubi  y  que  se  hace  necesario  que  vista  su  solicitud 
con  los  documentos  requeridos  por  la  ley  para  poder  formar  el  cómputo 
de  sus  años  de  servicio.  En  18  de  Enero  de  1867,  v\  Teniente  Coronel 
Ascasubi  acompaña  copias  de  las  vistas  del  Fiscal  y  Asesor,  q«c  pa- 
sadas á  estos  funcionarios,  manifestaron  ser  iguales  á  las  espedidas  en 
los  respectivos  espedientes.  A  los  efectos  del  pedido  de  la  Contaduría 
nombró  también  los  Jefes  que  pueden  testificar  sobre  sus  servicios. 

El  espediente  fué  pasado  al  General  Don  Tomás  Iriarte,  Coroneles  Don 
Francisco  Seguí,  Don  Antonio  Toll,  Don  Benito  Goyena,  y  Teniente 
Coronel  Don  Manuel  Córdoba,  quienes  informaron  en  los  términos  más 
honrosos  y  satisfactorios  para  Ascasubi.  Así  la  Inspección  como  la 
Contaduría,  vestida  la  nueva  solicitud,  de  los  documentos  necesarios, 
se  espidieron  reconociéndole  con  derecho  á  ser  incorporado  á  inválidos 
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con  goce  de  la  mitad  del  sueldo  de  su  clase  con  arreglo  á  la  Ley  del  66. 
En  24  de  Mayo  pasó  en  consulta  al  Procurador  del  Tesoro,  quien  dijo: 

ExMO.  Señor: 

Por  la  Ley  que  rije  en  la  materia,  de  23  de  Setiembre 
de  1865,  para  tener  lugar  la  solicitad,  debe  hallarse  en 
alguno  de  los  casos  del  artículo  16.  Esto  no  se  deduce  del 
mérito  de  autos,  sin  embargo  de  los  grandes  servicios 
que  aparece  haber  prestado  á  la  buena  causa  el  Coronel 
Ascasubi  con  su  persona  y  bienes.  Como  el  objeto  de  la 
solicitud  ó  el  asunto  de  que  se  trata,  se  contrae  especial- 
mente á  su  incorporación  en  el  Cuerpo  de  Inválidos,  hay  que 
resolverlo  por  la  ley  de  la  materia,  y  ver  si  se  halla  com- 
prendido en  ella  ó  nó.  En  la  solicitud  del  mismo  interesado 
y  en  los  informes  de  los  Jefes  se  habla  solo  de  la  foja 
de  servicios;  y  el  informe  del  facultativo  no  asegura  si 
la  inutilidad  para  el  servicio  militar  que  61  observó  hace 
algunos  años,  procedía  de  heridas  ó  función  de  guerra,  ó 
de  otra  clase  de  enfermedad,  loque  es  indispensable  escla- 
recer para  aplicar  la  ley.  El  informe  délos  Señores  Minis- 
tros de  gobierno  es  referente  á  otra  época  antes  de  la  ley 
que  rije.  Por  todo  esto  opina  el  Fiscal  que  la  parte  inte- 
resada debe  probar  su  derecho  especificando  el  caso  que  le 
favorezca  por  la  ley,  salvo  el  juicio  de  V.  E. — Mayo  31 
de  1867.— Ramón  Ferueira. 

Vuelto  el  espe  líente  al  Procurador  del  Tesoro,  en  8  de  Agosto  de  1867, 
dijo: 

ExMO.  Señor: 

Del  mérito  de  autos  resulta  que  en  1867  se  tramitó  un 
espediente  que  corre  desde  f.  13:  y  del  informe  de  la  Ins- 
pección resulta  la  foja  de  ser  vicios  de  30  años  del  Coronel 
Ascasubi,  como  Gefe  de  línea  en  el  arma  de  caballería, 
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fuera  de  los  grandes  servicios  prestados  con  sus  inte- 
reses. También  aparece  un  informe  del  Cirujano  del 
Ejército  que  se  hallaba  inutilizado  para  el  servicio  militar, 
porque  padecia  de  un  reumatismo  articular,  sin  espresar 
si  la  enfermedad  procedía  de  resultas  de  la  campaña  mi- 
litar, ó  de  servicio  público  ordenado,  como  exije  la  ley.  Des- 
pués aparece  que  no  se  resolvió  el  asunto  porque  fué  dado  de 
alta  en  la  Plana  Mayor,  y  siguió  en  el  servicio  hasta  1861, 
en  que  renovó  su  solicitud.  Por  una  parte  la  ley  no  solo 
exije  inutilidad  física  para  el  servicio,  sino  para  ejercer  in- 
dustria y  ganar  la  subsistencia,  y  en  el  primer  caso  queda 
esceptuado  del  servicio  dado  de  baja,  pero  sin  goce  de  in- 
válido; y  por  otra  parte,  exije  que  la  inutilidad  proceda 
de  función  de  guerra,  ó  de  resultas  de  la  campana  militar 
ó  servicio  público  ordenado.  De  todo  esto  resulta  que  si 
bien  se  halla  justificada  la  foja  de  servicios  muy  honrosa 
y  meritoria,  no  aparece  la  invalidez  con  las  condiciones 
necesarias  por  la  ley,  para  ser  incorporado  al  Cuerpo  de 
Inválidos.  Y  en  el  caso  que  lo  fuese,  según  el  juicio  de 
V.  E.  tendría  que  sujetarse  también  á  la  prescripción  de 
tener  su  residencia  dentro  de  la  República,  y  á  la  condi- 
ción del  artículo  33. — Ramón  Fükkeira. 

Resolución — 

Departamento  de  Guerra  y  Marina. 

Buenos  Aires,  Agosto  19  de  1867. — Con  lo  espuesto 
por  el  Procurador  del  Tesoro,  no  hx  lugar  á  la  incorpo- 
ración á  Inválidos  que  se  solicita,  y  devuélvase. — PAZ — 
José  M.  Moreno — Sub-Secretario. 

En  1873  pide  por  la  cuarta  vez  su  retiro  á  Inválidos,  fundándose  en 
que  la  exijencia  de  que  compruebe  que  su  inutilidad  para  el  servicio 
es  á  causa  do  heridas,  función  de  guerra  ó  servicio  ordenado,  es  un 
imposible  é  iimecesario,  pues  por  su  edad  cree  tener  derecho  á  lo 
que  solicita. 
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Pasado  en  26  de  Marzo  al  Señor  Procurador  General,  este  dictaminó: 

ExMO.  Señor: 

El  Decreto  de  19  de  Agosto  de  1S67,  que  denegó  al 
Teniente  Coronel  Ascasubi  su  retiro  á  Inválidos,  se  tunda 
en  un  error  sobre  la  intelijencia  de  la  Ley,  que  padeció 
el  Señor  Procurador  del  Tesoro.  Las  condiciones  exiji- 
das  por  la  ley  para  obtener  la  pensión  de  retiro,  son 
«tener  sesenta  años  de  edad  y  de  diez  á  treinta  de  servicio 
efectivo  continuado,  ó  hall  u'se  imposibilitado  por  achaques 
físicos  adquiridos  en  el  ó  por  heridas  recibidas  en  función 
de  guerra».  Una  cosa  ú  otra;  pero  la  Ley  no  exije  que 
la  inutilidad  provenga  precisamente  de  heridas  recibidas 
ó  de  achaques  adquiridos  en  el  servicio;  y  así  es  que  en 
el  artículo  IG  señala  la  pensión  de  mitad  del  sueldo  á  los 
que  tengan  más  de  30  años  de  servicios,  y  de  dos  terceras 
partes  á  los  que  quedasen  inutilizados  por  función  de 
guerra,  cualquiera  (juesea  el  tieíapo  de  sercicio.  Son  dos 
categorías  distintas.  En  consecuencia,  estando  probado 
que  Ascasubi  tiene  nías  de  30  años  de  servicios,  y  siendo 
notorio  que  su  edad  pasa  de  sesenta  años,  sufriendo  do- 
lencias crónicas  muy  dolorusas,  creo  que  por  la  ley  tiene 
derecho  ala  pensión  del  medio  sueldo  de  su  clase. — Buenos 
Aires,  Marzo  29  de  1873.— Fkancisco  Pico. 

Resolución — 

Departamento  de  Guerra  y  Marina. 

Buenos  Aires,  Abril  5  de  1873.— De  conformidad  con  lo 
dictaminado  por  el  Procurador  General  de  la  Nación,  se 
acuerda  al  Teniente  Coronel  D  3n  Hilario  Ascasubi,  su  reti- 
ro al  Cuerpo  de  I/iválidos  con  el  goce  de  la  mitad  del  sueldo 
de  su  clase,  con  arreglo  á  la  Ley  de  la  materia.  Comu- 
niqúese á.la  Comandancia  General  de  Armas  y  pase  á  la 
Contaduría  á  sus  efectos.— SARMIENTO -M.  de  Gainza. 
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Protesta  contra  un  Breve  Pontificio  que  desmembra  el  ter- 
ritorio de  Tari  ja  de  la  Diócesis  de  Salta,  y  lo  anexa  á  la 
de  Charcas,  sin  acuerdo  del  Gobierno  Nacional. 

El  Obispo  electo. 

Salta,  Marzo  6  de  1858.— Al  Exmo.  Señor  Ministro  de 
Justicia,  Culto  é  Instrucción  Pública. — El  limo.  Arzobispo 
de  Charcas  me  ha  remitido  orijinal  el  Breve  Pontificio  que 
en  copia  legalizada  tengo  el  honor  de  adjuntar.  Como 
sacerdote  he  contestado  sometiendo  mi  conciencia  á  las 
decisiones  de  la  cabeza  de  la  Iglesia;  como  Prelado  me 
he  felicitado  por  la  regularizaron  de  una  anomalía  que, 
exijiendo  clandestinidad  en  la  acción  jurisdicional  sobre  el 
distrito  de  Tarija,  desprestijiaba  la  autoridad  Diocesana 
en  aquella  Iglesia;  y  como  respetuoso  ciudadano  argentino, 
cumplo  el  deber  de  trasmitir  este  hecho  al  conocimiento 
de  mi  Gobierno.— Dios  guarde  á  V.  E.  Exmo.  Señor. — 
José  Coloiwbres. — P.  José  Silveíiy  Secretario. 

licsohwión — 

Ministerio  del  Culto. 

Paraná,  Abril  15  de  1858— Vista  al  Fiscal  del  Estado. 
— Campillo. 

Exmo.  Señor: 

La  división  délos  Obispados  no  puede  hacerse  sino  de 
común  acuerdo  entre  la  autoridad  Eclesiástica  con  la  Civil 
ó  Patrono;  y  como  también  no  existe  un  arreglo  definitivo 
del  Gobierno  Argentino  con  el  Boliviano  sobre  límites, 
ni  una  esplícita  renuncia  sobre  el  territorio  de  Tarija, 
desmembrado  por  sublevación,  resulta  que  no  pudiendo  por 
ahora  ejercer  el  Gobierno  sus  derechos,  ni  llenar  sus 
deberes  del  Patronato,  ni  tampoco  puede  ejercer  la  juris- 


—  86  — 

dicción  eclesiástica  en  lo  espiritual  en  territorio  de  otro 
Estado,  cree  el  Fiscal  que  atendiendo  igualmente  á  la 
conveniencia,  al  buen  servicio  del  Culto,  y  á  que  la  dispo- 
sición de  Su  Santidad  trae  un  carácter  provisional,  debe 
darse  el  paf^c  al  Breve  con  calidad  de  sin  perjuicio  de 
los  derechos  no  renunciados  sobre  límites,  en  lo  civil  y 
eclesiástico. — Mayo  29  de  1858.— Ramón  Fh-rheira. 

Resolución  — 

Ministerio  del  Culto. 

Paraná,  10  de  Julio  de  1858.— Visto  el  Breve,  cuja  copia 
legalizada  se  adjunta  á  la  presente  nota,  y  de  acuerdo 
con  la  vista  fiscal,  concédese  el  pase  requerido  por  dere- 
cho, protestando  respetuosamente  ante  Su  Senoria  Ilus- 
trísima  el  Delegado  Apostólico  de  la  Santa  Sede  Dr.  Don 
Marino  Maiini,  para  que  este  acto  de  deferencia  en  ob- 
sequio del  buen  gobierno  de  la  Iglesia  Católica  en  la 
Provincia  Tarija,  no  importe  un  abandono  de  los  dere- 
chos no  renunciados  por  la  Nación  sobre  los  límites  de 
su  territorio  y  la  protección  de  sus  Iglesias:  avísese  en 
contestación  con  copia  de  este  decreto  y  demás  documen- 
tos que  le  conciernan  y  archivese.—Rúbrica  de  S.  E. — 
Campillo. 

Nota  jrrotesía — 

Ministerio  del  Culto. 

Paraná,  Julio  8  de  1858— A  S.  S.  Uustrísima  el  Dele- 
gado Apostólico  cerca  del  Gobierno  de  la  Confederación 
Argentina,  Arzobispo  de  Palmira,  Or.  Don  Marino  Marini. 
— El  Gobernador  del  Obispado  de  Salta  ha  remitido  áesle 
Gobierno  copia  legalizada  de  un  Breve  Pontificio,  cuyo 
orijinal  ha  recibido  el  Señor  Arzobispo  de  Chaicíis, y  en 
el  que  se  halla  dispuesta  la  desmembración  del  distrito  de 
Tarija  de  la  Diócesis  de  Salta,  y  su  anexión  al  Arzobispado 
de  la  Plata,  hasta  otra  resolución   de  la  Santa  Sede.  El 
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Exmo.  Séuor   Presidente  de  la  Confederaciófr  ha  mirado 
con  sentimiento  que  Su  Santidad  hubiese  adoptado  una  re- 
solución semejante  por  solo  los  informes  del  Arzobispo  de 
la  Plata,  prescindiendo  de  la  intervención  que  en  este  caso 
debía  dársele,  cuando  no  fuese  por  sus  dereclinsde  Patrono 
de  las  Iglesias  Argentinas  al  menos  por  la  decidida  pro- 
tección que  les  presta,  y  en  especial  ti  la  de  Saltn,  cuya 
Diócesis  es  desmembrada    por  dicho  Breve.  Todavía  es 
mas  desagradable  esta  disposición  de  Su  Santidad,  cuando 
parece  reconocer  la  desmembración  política  de  un  territo- 
rio argentino,  sustrairlo  á  la  Soberanía  Nacional  por  un 
acto  de  sublevación,  en  cuya  lejitimidad  está  distante  de 
consentir.  Sin  cmbargOj  comprendiendo  que  los  intereses 
de  la  religión  y  su  buen  gobierno,  pueden  ser  Hivorecidos 
por  esta  disposición  provisoria,  mientras  el  Gobierno  Ar- 
gentiuo  no  estienda  al  territorio  deTarija  lu  protección  de 
su  brazo,  se  ha  dispuesto  a  dar  el  pase  por  derecho  reque- 
rido, al  espresado  Breve,  con  la  condición  de  que  este  acto 
de  deferencia  por  el  mejor  servicio  de  la  Iglesia  Católica, 
en  nada  perjudique  los  derechos  no  renunciados  por  la  Na- 
ción, ni  sobre  los  limites  de  su  territorio,  ni  sobre  la  pro- 
tección desús  Iglesias.  Ruego,  en  esta  virtud,  á  Vuestra 
Señoría  llustrísimíi,  se  digne  aceptar  la  exposición  conte- 
nida en  la  presente  nota,  como  uuíi  respetuosa  protesta  que 
hago  de  orden  del  Exmo.  Señor  Presidente  de  la  Confede- 
rBcíón  Argentina,  salvando  los  derechos  de  la  Nación,  para 
que  vuelva  aquel  territorio  á  pertenece»'  á  la  Diócesis  de  Sal- 
ta, cuando  sea  devuelto  ola  Confederación  Argentina  con- 
forme  á  las  exijencias  de  la  justicia  y  el  derecho.  Dios  guarde 
á  Vuestra  Señoría  Ilustrísima.— Juan  del  C*ame^illo. 

Delegación  Apostólica. 

Paraná,  Julio  13  de  1858— A  S.  E.  el  Señor  Ministro  de 
Justicio,  Culto  é  Instrucción  Pública  de  la  Confederación 
Argentina,    Dr.    Don  Juan  del  Campillo,— El  infrascrito, 
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Arzobispo  de  Palmira,  Delegado  Apostólico,  tiene  el 
honor  de  acusar  á  S.  E,  el  Señor  Ministro  de  Justicia, 
Culto  é  Instrucción  Príblica  de  la  Confederación  Argén- 
lilla,  Üi\  Don  Juan  del  Campillo,  recibo  de  su  nota  fecha 
8  de  este  raes,  en  la  que  le  participa  haber  el  Vicaria 
Capitular  de  Salta  dirijido  á  este  Gobierno  copia  legalizada 
de  un  Breve  Pontificio,  cuyo  orijina!  le  ha  sido  trasmitido 
por  el  liustrísinio  Señor  Arzobispo  de  Ciuvrcas,  en  que 
se  halla  dispuesta  la  desmembración  del  tlisti  ito  de  Tarija 
de  la  Diócesis  de  Salta,  y  su  anexión  al  Arzobispado  de 
la  Plata  hasta  otra  resolución  de  la  Santa  Sede. 

Se  agrega  en  dicha  nota  que  e!  Exmo.  Señor  Pn  sidente  de 
la  Confederación  ha  mirado  con  sentimiento  que  Su  Santi* 
dad  hubiese  adoptado  una  resolución  semejante  por  solo  los 
informes  del  Arzobi^^po  de  la  Plata,  prescindiendo  de  la 
intervención  que  en  este  caso  debia  dársele,  cuando  menos 
por  la  decidida  protección  que  el  presta  á  las  Iglesias  Ar- 
gentinas, y  en  especial  á  las  de  Salía,  cuya  Diócesis  es 
desmembrada  por  el  mencionado  Breve;  y  que  le  haí^i- 
do  todavía  más  desagradable  esta  disposición  de  Su  San- 
tidad, cuando  parece  reconocer  la  desmembración  políiica 
de  un  territorio  Argentino,  sustraído  á  la  Soberanía  Na- 
cional, por  un  acto  de  subltvoción,  cuya  legitimidad  está 
distante  de  consenlir. 

Concluye  la  nota  d¡ciendo,que  el  Exmo.  Señor  Presidente 
comprendiendo  que  los  intereses  de  la  religión  y  su  buen  go^ 
bienio,  pueden  ser  tavorecidos  por  esta  disposición  proviso- 
ria, mientras  el  Gobierno  Argentino  esiienda  al  territorio  de 
Tarija  la  protección  de  su  brazo,  y  siendo  de  su  estricto  de- 
ber impedir  que  se  perjudiquen  los  derechos  no  renunciados 
por  la  Nación  sobre  los  línjites  de  su  territorio,  declara  á  la 
vez,  que  no  pondrá  obstáculo  ninguno  á  la  ejecución  del  es- 
presado Breve;  pero  hace  una  protesta  respetuosa  para 
que,  salvimdo  así  los  derechos  de  la   Nación  Argentina, 
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vuelva  el  tf^rritorio  de  Tarija  á  pertenecer  á  la  Diócesis  de 
Sulla  cuando  sea  devuelto  á  la  Conredemcióii  Argentina. 

La  lectura  de  esta  nota  ha  causado  al  infrascrito 
el  mayor  de5;ngrado  [utv  cuunto  se  supone  en  ella  que 
Su  Santidad  cun  su  Brevi^  haya  podida  perjtidicar  de 
algún  modo  los  derechos  que  la  Nación  Argentina  puede 
tener  sobre  el  territorio  de  Tarija;  cuando  por  el  con- 
trario, el  Breve  ha  sido  redactado  en  términos  tales,  que 
se  limita  esplícita  y  esclusivamente  á  conferir  al  Arzo- 
bispo de  Charcas  la  administración  espiritual  de  aquel 
territorio,  y  esto  lo  ha  hecho  bajo  el  aspecto  de  provisorio 
hasta  una  nueva  determinación  de  la  Santa  Sede;  y  no 
por  desmembración  ni  anexión  como  se  afirma  en  la 
nota.  Asi  es  que  Su  Santidad  al  hacer  uso  del  derecho 
que  le  corresponde,  como  á  Supremo  Gefe  déla  Iglesia, 
ha  consultado  la  actualidad,  y  ha  proveído  á  las  necesi- 
dades espií'ituales  de  aquellos  fieles;  de  manera  que  la 
cuestión  política  ha  quedado  intacta,  y  en  el  mismo  estado 
en  que  se  encontraba  antes  que  se  espidiera  el  Breve, 
Puese?ítácn  conocimiento  de  S-  E.  el  Señor  Ministro  que  el 
Ordinario  Diocesano  de  Salta  no  podia  ejercer  libremente  su 
jurisdicccion  espiritual  en  el  territorio  de  Tarija,  por  impe- 
dírselo el  Gobierno  de  Bolivia ,  y  que  siendo  Su  Santidad,  por 
Divina  disposición,  Pastor  Universal  de  los  fletes,  hubiera 
faltado  á  su  sagrado  deber,  si  dejaba  continuar  la  situación 
lastimosa  en  que  se  hallaban  los  de  Tarija,  por  no  tener  un 
régimen  de  gobierno  espiritual,  cierto  y  espedí to. 

El  infmscrito  asegura  á  S.  E.  del  modo  más  positivo,  que 
la  Santa  Sede,  siempre  estraña  á  las  cuestiones  políticas  al 
espedir  sus  resoluciones,  en  virtud  del  primado  de  jurisdic- 
ción espiritual  qu  epor  derecho  divino  ejerce  en  todo  el  Orbe, 
jamas  ha  intentado  ni  pretende  con  éstas,  afectar  ni  mucho 
menos  dar,  ni  qu  itar  los  derechos  temporales  que  IcsGo- 
biernos  civiles  se  disputan  entre  sí.    Esla  es  la  contestación 
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que  el  infrascrito  puede  dar  á  la  nota  de  S.  E*  en  que  ruega 
eleve  al  conocimiento  del  Exmo.  Señor  Presidente  de  la 
Confederación  Argentina,  y  con  la  que  cree  dejarle  sa- 
tisfecho sobria  los  cuid:idos  que  el  precitado  Br-eve  de  Su 
Sanlidíid  haya  podido  liacer  surgir. 

Con  tal  oportüiiidad,  el  que  suscribe  reitera  á  S.  E»  el 
Señor  Ministro  las  seguridades  de  su  distinguido  aprecio  y 
consideración.— MARiNO^Arzobispo  de  Pal  mira.  Delegado 
Apüstoltco. 

Coníesfactón— 

Ministerio  del  Culto. 

Paraná,  Julio  24  de  1858.— A  S.  S.  Ihistrísima  el  Delegado 
Apostólico  cerca  del  Gobierno  de  la  Confederación  Argenti- 
na, Arzobispo  de  Fahníraj  Dr,  Don  Marino  Marini. 

He  recibido  la  respetable  nota  de  Vuestra  Señoría  Ilustrí- 
sinia  fecha  13  del  corriente,  en  que  se  sirve  contestar  la  que 
de  orden  del  Exmo,  Señor  Presidente  de  la  Confederación, 
dirigí  con  fecha  8  del  nüsiuoj  protestando  respetuosarnenle 
ante  Vuestra  Señoría  Ilustrí>ima,  por  Iñ  desmembración  del 
distrito  de  Tarija,  de  la  Diócesis  de  Salta,  resuelta  en  un  Bre- 
ve Pontificio  para  anexarlo  al  Arzobispado  de  la  Plata  híista 
otr'a  resolución  de  Su  Santidad.  Vuestra  Seuoria  lius- 
trisima  se  contrae  á  asegurar  en  su  citada,  que  esta  reso- 
lución de  Su  Santidad  importa  solo  mía  separación  pro- 
visoria de  la  administración  espiritual  del  Obispado  de  Salta 
sin  pretensión  de  decidirla  cuestión  política  de  límites 
entre  hi  República  Argentina  y  la  Boliviana;  y  no  encon- 
trando Vuestra  Señoría  IIustrisimR  otra  consideración  mas 
en  la  nota  de  este  Gobierno  para  fundamento  de  su  pro- 
testa, se  estiende  á  manifestar  su  desagi-ado,  porque  se  su- 
pone en  ella  á  la  Santa  Sede  una  pretensión  tan  ajena  de  sus 
miras  y  do  jurisdicción  espií-itual. 

El  Gobierno  Argentino  está  muv  distante,  Ilustrísiuio  Se- 
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ñor,  de  dar  tal  alcance  á  las  piadosas  intenciones  de  Su  San- 
tidad, ni  á  las  facultades  que  ejerce  como  Vicario  de  Jesus- 
Cristo  en  la  lierra;  pero  si  ha  debido  estranar  que  el  Santísi- 
mo Padre  resolviese  «epararprovisoriamente  la  administra- 
ción espiritual  del  territorio  argentino  deTarija,de  la  Dióce- 
sis de  Salta,  para  agregarla  en  cualquier  forma  al  Arzobispo 
Boliviano  de  la  Plata,  cor»  absoluta  prescindencia  del  Presi- 
dente de  la  República  Argentina,  que  debió  ser  consultado, 
siquiera  como  protector  oficioso  de  la  Iglesia  de  Salta,  ya 
que  se  echasen  en  olvido  los  derechos  de  Patrono  que  ejerce 
sobre  todas  las  Iglesias  Argentinas,  en  virtud  de  las  mis- 
mas leyes  que  gobiernan  la  Iglesia  Católica.  La  cuestión 
de  límites  entre  la  Confederación  y  Bolivia,  independiente 
como  es  de  la  autoridad  del  Santísimo  Padre,  se  mencio- 
naba allí  como  una  circunstancia  que  agrava  la  resolución 
Pontificia,  por  cuanto  coincidía  (aparentemente  y  fuera  de 
su  intención)  con  las  exijencias  del  Gobierno  de  Bolivia, 
desde  que  las  cuestiones  de  territorio  son  también  del 
Patronato,  porque  ambas  son  cuestiones  de  Soberanía,  y 
por  cuanto  las  demarcaciones  de  las  Iglesi&s  coinciden 
siempre  con  las  demarcaciones  políticas. 

Las  sublimes  atribuciones  del  Primado  de  Jurisdicción  es- 
piritual que  ejerce  el  Sumo  Pontífice  Romano  como  Supre- 
mo Jefe  de  la  Iglesia  Católica,  y  las  razones  de  conveniencia 
que  han  podido  aconsejar  el  cambio  operado  en  la  adminis- 
tración espiritual  del  territorio  de  Tarija  perteneciente  ala 
Iglesia  Argentina  de  Salta,  no  pueden  ser  una  cuestión  para 
este  Gobierno,  que  las  ha  reconocido  en  sus  mismas  protes- 
tas, y  en  el  pase  otorgado  al  mencionado  Breve;  pero  el  ejer- 
cicio libre  de  estas  facultades,  causando  un  cambio  en  las 
condiciones  temporales  de  una  Iglesia  Argentina,  no  puede 
verificarse  sin  el  asentimiento  indispensable,  y  por  otra 
parte  fácil,  del  Soberano  de  la  Tierra.  En  esta  virtud, 
cuando  el  Gobierno  Argentino  protestaba  respetuosamente 


de  la  resolución  contenida  en  el  espresado  Breve,  lo  hacia 
reconociendo  la  autoridfid  de  la  Santa  Sede,  y  esperandü  ea 
justa  retribución,  el  reconocimientn  de  los  derechos  que 
la  Nación  no  lia  renunciado,  no  solamente  sóbrelos  Umi- 
tes  de  su  territorio,  sino  también  s'>bre  el  Patronato  de 
ms  Iglesias.  Espero  por  tanto  que  V.  S.  Uustrisima  acep- 
tará en  este  sentido  la  respetuosa  protesta  que  hice  en  mi 
citada  y  que  reitero  en  la  presente.  Dios  guarde  a  V.  S. 
llustrisima  muchos  anos.— Juan  del  Campíllo. 

Delegación  Apostólica. 

Paraná,  Julio  30  de  1858. — E!  infrascripto^  Arzobis- 
po de  Pahxiirá,  Delegado  Apostólico,  ha  recibido  la 
respetable  nota  fecha  24  del  corriente,  que  le  ha  di- 
rijido  S,  E,  el  Señor  Ministro  de  Justicia,  Culto  t"*  Ins- 
trucción  Púbiico,  Doctor  Juan  del  Campillo,  en  que  decla- 
ra de  un  modo  mas  esplícito,  las  razones  que  espuso  en 
su  nota  anterior  del  8  del  mismo  mes,  para  protestará 
nombre  del  Exnio.  Señor  Presidente  de  la  Confederacióa 
Argentina,  por  haber  Su  Snulidíid  confiada  la  administra- 
ción eclesiástica  del  territorio  de  Tarija  al  Ilustrísimo  Señor 
Arzobispo  de  Charcas  hasta  otra  disposición  de  la  Santa 
Sede. 

El  abajo  firmado,  al  acusar  á  S,  E.  el  Señor  Ministro 
el  recibo  de  la  espresada  nota,  tiene  el  honor  de  partici- 
parle que  se  apresurará  A  elevar  al  conocimiento  del  Santo 
Padre  esta  su  segunda  nota,  como  lo  hizo  ya  con  la  pri- 
mera; y  con  la  mayor  satisfacción  ugregará  que  el  Gobierno 
de  la  Confederación,  tan  empeñíido  en  coadyuvar  á  la 
Santa  Sede,  á  promovcí-  la  prosperidad  de  estas  Iglesias 
con  todos  los  medios  que  están  á  su  alcance,  estenderla 
mas  gustoso  su  eficaz  protección  al  territorio  eclesiás- 
tico de  Türijoj  cual  todo  Gobierno  Culólico,  por  reciproci- 
dad y  con  el  sentido  de  los  Santos  Cánones,  debe  pres- 
tar á  la  Iglesia^  si  el  Ordinario  Diocesano  de  Salta  por 
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resolución  del  Soberano  Pontífice,  volviese  á  ejercer  su 
jurisdicción  en  dicho  territorio. 

Eá  grato  al  que  suscribe  confirmar  á  S.  E.  el  Señor 
Ministro  las  protestas  de  su  distinguido  aprecio  y  con- 
sideración. Marino,  Arzobispo  de  Palmira,  Delegado 
Apostólico. 

Resolución — 
Paraná,  Agosto  12  de  1858.— Publíquese  con  todos  sus 
antecedentes  y  archívese. — Campillo. 


Dictamen  del  Fiscal  en  la  solicitud  de  varias  camerciantes 
del  Rosario, --pidiendo  el  privilejio  de  pagar  al  Fisco  en 
moneda  boliviana. 

ExMO.  Señor: 

Los  fundamentos  espresados  por  el  Inspector  de  Adua- 
na son  demasiado  satisfactorios  y  concluyentes;  son  de- 
mostraciones matemáticas,  mirado  el  asunto  por  la  faz  eco- 
nómica. El  Fiscal  no  hará  más  que  apoyarlas  y  agre- 
gar algunas  lijeras  observaciones,  popqu«3  lis  cree  por  sí 
solas  Síuficientes.  Sobre  todo  será  la  d.3  que  no  está  en 
las  atribuciones  administativas  derogar,  dispensar  ni  sus- 
pender una  Ley  del  Congreso;  sería  pues  en  todo  ciso  ne- 
cesario ocurrir  á  éste  para  el  privileji )  ó  protección  que  so- 
licitan los  comerciantes  del  Rosario.  Además,  no  juede 
concederse  tal  privilejio  sin  que  ioix  1 1  Saciedad,  Comercio, 
Banco  y  el  Gobierno  participen  del  gravamen  en  beneficio 
del  privilejio. 

Las  onzas  lejos  de  bajar,  escasearían,  porque  ha- 
bría más  esportación  y  más  demanda  por  las  mismas 
razones  que  esponen  los  solicitantes;  los  bonos  ó  billetes 
de  crédito  del  Gobierno  bajarían,  porque  habría  menos 
necesidad  de  ellos  en  las  Aduanas;  el  Banco  no  podría 
descontar  al  Gobierno  letras  en  oro  ó  moneda  nacional 
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para  recibir  bolivianos  del  comerciante  deudor;  ni  podrían 
llenarse  las  condiciones  que  tiene  con  el  Gobierno.    No 
podría  concederse  el  privilejiopLir<i  solo  los  comerciantes 
del  Rosario,  y  negarse  á  los  do  otras  Aduanas  de  la  Confe- 
deración, del  Litoral  ó  dol  Interior,  que  pueden  alegar  las 
mismas  ó  semejantes  razone^,  y  hacerse  estensivoá  todos 
ó  la  mayor  parte.     No  siendo  por  oti-a  parte  moneda  de 
la  República  sino  mercancía,  variaría  su  valor  y  no  ten- 
dría un  precio  íijo  en  todas  las  Aduanas  ó  mercados  de 
la  Confederación.     Si  el  Gobierno  quisiera  lijarle  precio  al 
peso  boliviano  en  el  privilejio,  á  más  de  perjudicarse  el 
Tesoro  y  reducir  el  impuesto,  importaría  dar  una  Ley  y 
constituir  la  moneda.    El  Gobierno  para  cumplir  sus  com- 
promisos tendría  que  pagar  con  esa  monédalos  emplea- 
dos, sus  contratos,  lüsobraspúblicasy  demás  cosas  y  gas- 
tos; entonces  resultaría  que  le  subirían  el  precio  en  razón 
de  la  moneda  feble,  y  tendría  que  pagar  todo  más  caro  im- 
poniéndose esta  pensión  en  favor  de!  privilejio.  Tendría  que 
obligar  á  los  parliculares,  acreedores  no  comprendidos  en  el 
privilejiOjá  recibir  sus  haberes  en  una  moneda  sin  auto- 
ridad, ni  de  la  ley,  ni  del  convenio,  sin  contar  tampoco 
con  que  el  Gobierno  la  reciba  á  su  vez.    Tendrían  que 
recibirla  los  empleados  en  pago  de  sus  sueldos  con  que- 
branto, y  privados  de  la  ventaja  qne  pueden  obtener  de 
la  moneda  nación  il  en  su  cambio  ó  consumo,  y  con  la 
que  por  derecho  deben  ser  pagados.     Concedido  el  pri- 
vilejio durante  plazos  indefinidos,  como  se  pide,  es  muy  di- 
fícil calculai'  el  tiempo  de  la  ce^sación,  como  es  fácil  preveer 
su  prolongación  por  muchas  razones  y  motivos  que  pue- 
den ocurrir.     Si  se  determina  un  tiempo  en  el  privilejio, 
no  será  distinto  el   resultado.    Quedaría  al    arbitrio  del 
comerciante,   pagar  á  la   Aduana  con  plata  boliviana   ú 
obtener  con  su  cambio  la  moneda  nacional,  según  lo  que 
le  haga  más  cuenta;  y  como   es   cierto  que   el  comer- 
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ciante  no  elejirá  la  boliviana  sino  teniendo  algan  prove- 
cho sobre  la  otra,  es  seguro  también  que  el  Tesoro 
Nacional  recibirla  perjuicio  real  monetario  en  cada  vez  que 
recibiese  plata  boliviana.  Estu  moneda  feble  por  su  natura- 
leza y  su  mala  ley,  acaba  de  ser  proscrita  por  una  Ley  del 
Congreso  del  Perú,  único  Pais  en  el  Globj  donde  se  le  ha- 
bla dado  asilo;  y  en  su  pais  natal  se  ocupa  también  el 
Congreso  de  un  proyecto  para  su  estincion  de  los  Te- 
soros Nacionales,  con  las  convicciones  de  sus  funestas 
consecuencias  adquiridas  por  una  larga  esperiencia;  cuyas 
noticias  nos  suministra  la  prensa  de  esos  paises.  En  fin,  se- 
rían infinitos  los  inconvenientes  que  podían  detallarse  para 
robustecer  las  observaciones  del  Inspector  de  la  Aduana 
del  Rosario;  y  por  todo  lo  espuesto  el  Fiscal  opina  que 
no  puede  tener  lugar  la  solicitud  elevada  por  los  comer- 
ciantes de  aquel  punto.  (1)  Paraná,  Abril  de  1858. — Ramón 
FekriíIra. 


Sobre  la  intervención  del  Ministro  Sardo,  representando  los 
herederos  de  un  subdito  muerto   intestado. 

ExMo.  Señor: 

Del  espediente  de  la  materia  seguido  ante  el  Juzgado  de 
1*  Instancia,  consta  que  se  han  cumplido  debidamente  las 
condiciones  y  trámites  de  las  leyes  locales,  artículos  24  y 
25  del  Reglamento  de  Administración  de  Justicia,  en  con- 
foi'midad  con  el  articulo  1"*  del  Tratado  con  S.  M.  S.;  y  en 
conformidad  también  con  dichas  disposiciones,  el  dinero  ó 
haber  liquidado  del  finado  se  halla  en  poder  de  un  deposita- 
jio. 

En  este  estado  pido  el  Sr  .Cónsul  General  y  Ájente  de 
Negocios  la  entrega  de  la  herencia  á  beneficio  de  los  he- 
rederos lejítimos  residentes  en  Genova,  que  acredita  con 

(1)  No  Ee  hizo  lugar  á  la  solioitud. 
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el  estado  de  famili  i  del  íinad^,  presentilo  a  f,  1  y  cer- 
tificado por  el  Cünsui  ArgeiUiaj  resídeuLe  en  dicho  País. 
Es  claro  que  existiendo  tales  herederas  forzosos,  madre 
y  hermanos»  no  puede  tener  I  Ligar  el  derecho  del  Fisco  ni 
por  herencia  transversa!,  y  r{ue  debe  entregarse  fu tíigra; 
pero  para  arribar  á  este  caso,  hay  que  resolver  dos  cues- 
tiones: 1*"  la  identidad  de  los  lierederos  acreditada  sufi- 
cientemente; 2*  la  autorización  del  Có'isul  para  represen- 
tar los  lierederos  y  recibir  la  herencia  en  virtud  del  Tratado, 
En  cuanto  a  la  primera,  co.no  nada  hay  determnado  en 
la  Convención  sobre  estepunto,  es  necesario  ocurrir  álos 
principios  jeneraies   y  á  la  práctica. 

Por  reglajenerat,  para  ser  representados,  ante  las  auto- 
ridades locales,  los  documentos  y  conocimientos  de  otro 
pais  deben  venir  r/ír.y/rtfte  por  el  Ministerio  de  Relaciones 
Ester iores,  la  identidad  de  las  personas,  pruebas  ó  condicio- 
nes del  asunto.  Citaré  en  apoyo  de  esto  al  publicista  Pinheiro 
hablando  de  los  Ajentes  Diplomáticos  y  Funcionarios  Pú- 
blicos. En  el  presente  caso,  está  bien  justificada,  la  autori- 
dad municipal  corupelentc,  que  ha  dado  el  estado  de  familia 
visado  por  el  Cónsul  Argentino;  y  sobre  la  existencia  e  iden  * 
tida^l  de  las  personas  h(3rederasjiU3  se  buscan,  puedft  dar- 
se por  bastante  la  nula  del  Ministerio  de  lielacionesEsterio- 
res  del  Estado  Sardo,que  lia  presentado  en  copia  legalizada 
el  señnr  Cónsul  Jeneral  en  su  carácter  de  Ministro  público. 

Por  consiguiente,  á  juicio  del  Fiscal,  es  admisible  le- 
galmente  y  suficiente  la  justificación  dada  en  autos  so- 
bre !a  tíxisieiicia  de  los  herederos  lejítinus. 

En  cuanto  al  segundo  punto,  es  sabid>  que  la  intitución 
de  los  Cónsules  es  de  derecho  natural  universil;  pero  la 
estension  y  c  irácter  de  sus  atribuciones  es  esclusivamente 
conven<*iünal,  y  no  recon  jce  otra  fuente.  Es  verdad  también 
que  se  ha  generalizado  mucho  en  la  práctica  moderna,  el 
principio  de  ampliar  la  autoridad  de  ios  Cónsules,  y  reco- 
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nocido  la  conveniencia;  y  que  casi  puede  llamarse  hoy  De- 
recho   ¡n(ernncionaI    Europeo    la  facultad  de  los  Cónsu- 
les en  el    caso  de    que    trulamos,   para    representar  los 
herederos    auseníes   de   los  muerlí  s  intestados,  y  reci- 
bir los  bienes  sin  poder  especial.    He  rejislrado  muchos 
tratados  uniformes  sobre  este  [lunlo^y  sé  que  esta  es  la 
práctica  y  la  mente  jeneral  de  las  naciones  principales.  La 
he  visto  cunsigjiada    en   los  Tratados  de  la  Francia  con 
Rusia  el  año  57;  ten  Cf  rdí fía  el  52;  con  Venezuela  y  Hon- 
duras el  56;  con  Nueva  Granada  el  57;  la  Cerdena  también 
con  Rusia,  FranciOj  Espj  up^Prusia;  todos  después  de  1852L 
Desgraciadamente  nuestra  RepTiblica  carece  de  precoden- 
t  es,  de  prácticas  y  de  Dei-eclio  Internacional  establecido; 
porque  su  existencia  política  y  su  vida  de  Nación  data  des- 
de Caseros.    Anteriormente  un  solo  Tratado  de  Comer- 
cio existe  del  afio  25  con  la  Gran  Bretaña,    Después  en 
su  nueva  vida  lus  ha  celebrado  y  eí-lá tratando  con  todas 
las  Naciones;  pero  no  laa  habido  tiempo  para  ver  su  apli- 
cación en  la  práctica,  al  paso  que  tampoco  ha  habido  en 
todos  ni  uniformidad  sobre  el  punto  que  nos  ocupa,  ni  la 
claridad  nct'Cí^aj^ia  para  alejar  lodo  motivo  de  duda.     Por 
el   tralado  con   Chile,  ait,  2G,  1855,  se  resti'inje  la  auto- 
ridad del  Cónsul  á  representar  los  herederos  en  tudo  lo 
concerniente  á  la  conservación,  hquidación  y  admitiisLra- 
ción  de  los  bienes  de  la  Itslameutaríaj  con  la  inteiven- 
cíón  déla  autoiidad  local;  peio  ])ai  a  recibir  los  necesita  po- 
der especial.     En  el  Iratadu  Inglés  del  añu  25,  art.  13,  se 
acuerda  al  Cónsul  el  deierhu  de  nombrar  curador  que  se 
encargue  de  !a  administración  de  los  bienes  del  finado,  sin 
intervención  de  la  autoridad  lucal,  á  rjuícn  se  le  comunica 
el  noníbramiento  paia  los  efectos  legales  del  derecho  fis- 
cal; y  en  lo  contencioso  que  pueda  ocurrir,  y  se  ha  de  en- 
tender con  dicho   curadur.     Esto  se  deduce  del  testo,  y 
es  también  la  piáctica  seguida  en  Buenos  Aires,    Por  el 


de  Portugal,  el  Cónsul  nombra  también  curador*  pero  con 
menos  amplitud  en  sus  laciittades  y  mas  intervención  de  la 
autúridad  local;  y  por  el  del  Paraguay  es  ésta  quien  nom- 
bra el  curador.  En  los  Tratados  de  Cerdeua  y  de  los  Es- 
tados Unidos,  que  sun  semejantes,  no  se  habla  de  cura- 
dor, perosa  acuerda  que  e!  Cónsul  tendrá  el  derecho  de 
intervenir  en  la  posesiói>,  administración  y  liquidación  jn« 
dicial  de  los  bienes,  conforme  á  las  leyes  del  país.  Es 
claro  que  ésta  intervención  dá  al  Cónsul  derecho  de  nom- 
brar un  administrador,  que  se  encargne  de  los  bienes  con 
acuerdo  de  la  autoridad  local,  porque  el  Tratado  uo  la  esclu- 
ye,  y  por  consiguiente  puede  también  el  mismo  Cónsul 
encargarse  de  esa  administración,  y  como  por  otraprirte 
en  el  caso  presente  se  reúne  en  el  mismo  individuo  el  doble 
carácter  de  Cónsul  General  y  Encargado  de  Negocios  re- 
sulta dublé  garantía. 

El  Fiscal  cree  que  no  puede  darse  mas  amplitud  á  la 
autoridad  consular  sin  comprometer  la  intelijencia  del  Tra- 
tadü,  y  que  mas  allá  exijiría  la  interpretación  del  tribunal 
competente;  pero  cree  también  como  el  Señor  Ministro 
Sardo  al  fin  de  su  nota  fecha  3,  ofrece  hacer  llegar  la  he- 
rencia á  manos  de  los  herederos  por  el  órgano  del  Mi- 
nisterio de  Relaciones  Esteriores  de  su  Gobierno,  se  le 
puede  encargar  bajo  su  garantía,  sin  necesidad  de  poder 
especial;  porque  no  habiendo  acordado  utra  cosa  en  el 
Tratado,  basta  á  juicio  del  Fiscal,  la  solicitud  del  Minisie- 
rio  Sardo,  y  la  fé  y  garantía  de  su  Ministro,  para  salvar 
su  responsabilidad  las  Autoridades  Argentinas,  Paraná, 
Nüviembre  17  de  1858.— Ramón  Ferkeiea, 


Candelaria  Lacarra,  pide  pensión  como  hija  <  rinda»  del  Co- 
ronel Don  Martin  Lacarra 


En  19  de  Noviembre  de  1858  se  presentó  al  Gobierno  de  k  Provincia 
de  Buenos  Airea  Doña  Candelaria  Lacarra,  liija  viuda  del  Coronel 
Don  ^Ltrtin  Lacarra^  scíliciUmlo  la  pensión  que  le  corresponde  por 
fenecimiento  de  bu  padre. 

Im.  Inspección  de  Milicias  informó  con  fecha  8  de  Piciembro  de  185B, 
diciendo  que  con  arreglo  á  los  artículos  trece  y  catorce  de  la  Ivey 
de  6  de  Setiembre  de  ISófV  y  al  sagundo  inciso  del  artículo  2*  de 
Itt  Ley  de  2  de  Noviembre  de  1858  le  correspondía  á  la  suplicante 
la  pensión  de  la  tercera  parte  del  sueldo  de  su  padre,  pero  la  Con- 
taduría ile  la  Provincia  eu  Diciembre  1 4  de  1858  dijo  que  la 
Iaív  acuerda  pensióu  á  la  bija  soiteni  y  no  á  la  viuda,  y  aconsejó 
no  se  biciese  Iu^^mt.  Pas^jse  al  Fiscal  de  la  Provincia*  y  dijo  que 
estando  pendiente  en  la  Cámara  de  Representantes  la  interpreta- 
ción de  la  Ley  de  pensiones,  sobre  estos  casos,  debia  esperarse  hafita 
\ií  aanci<)!i  que  recíiyese.  En  vista  de  este  dicUlmen^  bq  ordenó  cor»  fe* 
cha  21  de  Diciembre  de  1858  la  devolución  del  espediente. 

Kn  Jtinio  20  de  1864  a©  presentó  al  Gobierno  Nacional  eolicitando  la 
misma  j)ensión,  y  después  de  enumerar  los  servicios  de  su  padre,  di* 
ce  que  ella  enviudó  en  el  año  1840  y  vivió  al  lado  de  aquel  basta 
1858,  en  que  fallet^ió* 

La  Contadíiria  Nacional  en  Junio  30  reproduce  el  informe  de  la  Cíon- 
taduría  rrovincial,  fundándose  en  que  la  Ley  de  Setiembre  de  185(5 
que  ee  la  que  rejia,  eacije  que  la  bija  para  disfrutar  la  pensión,  se  en- 
cuentre en  estado  de  soltera,  y  rio  de  üiuda\  y  pasado  al  Fiscal,  éste 
íüjo; 

ExMO.  Sííñor: 

Por  la  Ley  de  la  materia  de  G  de  Setiembre  de  1856, 
arLículo  9,  las  hijas  mujeres  gaziíi  la  pensión  militar  del 
padre  muerto^  estando  solteras  y  solo  hasta  que  se  ca- 
san ó  mudan  de  estado.  Por  esto  creo  que  si  enviudan 
después,  no  recuperan  su  anligao  estado  de  solteras,  pa- 
ra volverá  gozarla  pensión^  aunque  se  hallen  libres  co- 
ma sucede  con  la  esposa  viuda  en  el  caso  del  articulo  7. 
Pero  en  el  caso  presente  varía  mucho  la  cuestión  en  el 
fundamento  y  en  la  razón  de  la  Ley,  porqué  la  mutación 
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de  estado  y  la  viudez  ha  sido  antes  de  la  muerte  del  pa- 
dre, y  no  puede  ser  impedimento  para  no  adquirir  des- 
pués, sino  para  perder  lo  ya  adquirido.  Mudando  de  es- 
tado después  de  muerto  el  padre  y  de  estar  en  el  goce 
de  la  pensión,  se  inhabilita,  porqué  cesa  la  razón  legal 
de  protejerel  estado  de  soltera  y  desamparo  en  que  que- 
da, pero  si  cuando  el  padre  muere,  se  halla  la  hija  en  es- 
tado de  viudo,  que  ha  sucedido  antes,  y  no  hay  otra  per- 
sona preferida  por  la  Ley,  parece  que  se  encuentra  hábil, 
y  como  soltera  bajo  la  misma  razón  de  la  Ley,  parece 
obtener  la  pensión,  mientras  no  se  case  ó  mude  de  es- 
tado. 

Por  estas  razones  opina  el  Fiscal  que  se  puede  in- 
terpretar la  Ley  en  este  sentido,  pero  si  V.  E.  no  estuviese 
de  acuerdo,  será  ne«;esario  que  el  Congreso  fije  la  inter- 
pretación auténtica  d(3  la  Ley,  y  la  parte  interesada  po- 
drá ocurrirá  él,  si  le  conviene,  ó  esperar  la  oportunidad. 
—Julio  6  de  1864.— R.  FiiKKEmA. 

Resolución — 

Departamento  de  Guerra  y  Marina. 

Buenos  Aires,  Julio  27  de  1864— Estando  comprendida 
la  recurrente  en  el  artículo  15  de  la  Ley  de  pensiones  de 
6  de  Setiembre  de  1856,  y  de  conformidad  con  lo  dicta- 
minado por  el  Fisc.il,  se  le  acuerda  desde  1**  de  Agosto 
entrante,  la  pensión  de  la  quinta  parte  del  sueldo  de  Te- 
niente Coronel  en  el  arma  de  Infantería;  á  sus  efectos  vuel- 
va á  la  Contaduría,  haciéndose  saber  á  dicho  Fiscal  y  Co- 
mandancia General  de  Armas. — MITRE. — Juan  A.  Gelly 
Y  Obes. 
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Presentación  de  Obispos  á  Su  Santidad  y  provisión  motu  pro- 
pio—División de  la  Diócesis —Arzobispado. 

ExMo.  Señok: 

El  Fiscal  ha  examinado  las  nueve  Bulas  que  V.  E.  se 
ha  servido  pí^?nr]een  \\>is\,  reíerenlrs  á  la  provisión  del 
Obispo  electo,  Dr.  Üon  Vicente  Ramírez  de  ArelUmOjpara 
la  Diócesis  de  Córdoba,  espedidas  por  Su  Santidad  el  Papa 
actual,  Pío  Nono,  en  Roma  á  23  de  Diciembre  del  año  ante- 
rior de  1858. 

Una  es  comendaticia  dirijida  á  S.  E,  el  Señor  Presi- 
dente de  la  Confederación,  Cai»itan  General  Don  Justo  J. 
de  Ci-quiza:  tres  son  para  el  Obispo  sobre  la  Institución,  la 
Consagración  y  pi'ofesión  de  fó, y  sobre  dispensas  y  faculta- 
des esperiales;  otra  i>íira  ti  Ai  zobispi}  de  hi  Plata;  y  cuatro 
monitorias  para  el  Cabildo  Eclesiástico  de  lo  Diócesis,  para 
el  ClerOjpaí-a  el  pueblo  y  para  todos  los  subditos  fieles  enge- 
neral 

f)espues  de  haber  examinado  todas  y  cada  una  de  ellas, 
con  la  meditación  y  estudio  que  exije  la  naturaleza  del 
asunto,  se  halla  el  Fiscal,  en  cumplinnit^nto  de  su  deber,  en  el 
caso  de  no  poder  prescindir  de  hacer  algunas  reservas  apo- 
yadas en  los  fundamentos  siguientes: 

Desde  la  emancipación  todos  los  Gobiernos  de  la  Améri^ 
ca  Española,  divididos  hasta  hoy  en  15  Estados  ó  Repú- 
blicas independientes,  han  í^eiitido  unánimes  y  tuvieron  la 
conciencia  de  que  les  convenía  y  debían  aceptar  y  con- 
tinuar con  las  mismas  cargas  y  debeies,  que  desde  el 
descubrimiento  de  América  habían  sope  rtado,  referentes  al 
sosten  de!  culto  católico,  relijion  de  Estado  y  de  nuestros  pa- 
dres. Por  consiguieiüejambien  tuviéronla  convicción  de 
que,  con  Ij.s  raigas  y  cbligacioncs, pasarían  los  derechos  y 
privilejios  anexos  al  Patronato  que  hablan  ejercido  los  Re- 
yes Soberanos  de  España,  existiendo  las  mismas  causas,  los 
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mismos  fundamentos,  los  mismos  intereses  políticos  y  reli- 
giosos. Exislia  el  mismo  oríjen,  continuaba  la  misma  socie- 
dad con  las  mismafc;  leyes  bfijo  distinta  forma  de  Gobierno, 
ejerciendo  sus  derechos  y  obligaciones  sociales.  To- 
dos los  Estados  sin  escepción  de  uno  solo,,  sanciona- 
ron en  sus  Constituciones  la  ley  de  sostener  el  Culto  y  lle- 
nar todos  los  deberes  del  Patroualo  Real,  fundar,  dotar  y 
sosteuer  !as  Iglesias  y  los  Ministros  con  la  renta  pública, 
lo  mismo  que  en  tiempo  de  la  Monarrjuia.  Además,  cos- 
tear misioneros  para  la  conversión  de  los  infieles  salvajes 
que  había  sido  el  verduilero  orijen  y  objeto  primordial  de 
la  concesiones  y  regalías  del  Patronato.  Esta  necesidad 
rea!  en  America  continuará  todavia  por  mucho  tiempo,  es- 
pecialmente en  esta  República,  rodeada  de  desiertos,  con 
inmensas  hordas  de  salvajes.  Existen  también  las  mismas 
dificultades  para  ser  bien  atendidas  tas  Iglesias  por  la 
enorme  distancia  de  la  Corte  Romana,  la  misma  necesidad 
y  conveniencia  que  se  tuvieron  antes  en  vista  para 
fundación  del  Patronato;  pues  solo  hnbía  mudado  el  lugar 
y  el  carácter  de  la  Soberania  Réjia  en  Republicana,  seguía 
la  misma  lejislación  especial  para  las  Indias,  que  habian 
creado  las  necesidades  y  circunstancias,  un  derecho  civil 
y  eclesiástico  americano.  Colocados  en  esta  posición  todos 
los  Estados  independientes,  no  dudaron  continuar  en  la 
posesión  de  todos  los  derechos  y  regalías  anexas  al  Pa- 
tronato, como  de  la  Soberanía.  Todos  lo  consignaron  en 
su  derecho  público,  y  al  menos  mientras  no  hubiese  un  nue- 
vo arreglo  cnn  la  Santa  Sede,  tendrían  un  derecho  incues- 
tionable al  síatn  quo  y  nii  posideiis. 

Los  gobiernos  no  han  podido  todavia  comprender  cual  sea 
la  ventaja  para  el  buen  servicio  del  Culto,  y  en  qué  sentido 
pueda  mejorar  dejando  ellos  de  ser  Patronos, cesando  la  ac- 
ción inmediata^y  teniendo  que  ocurrir  para  todo  á  la  Silla 
Romana  ni  tampoco  alcanzan  á  ver  la  justicia  para  privarles 
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de  lasregalíasremuneradas  con  el  sosten  de  lodns  las  cargas 
y  obligaciones.  La  provisión  de  una  vacante  puede  demorar 
3y4arios;  ¿y  no  mejorará  la  posición  deesa  Iglesia,  si  du- 
rante este  tiempo  se  le  provee  por  meiíio  déla  Cédula  de 
Ruego  y  Enraryo,  como  se  ha  practicado  siempre  casi  des- 
de la  fundación  de  [as  Iglesias  de  América?  La  presenta- 
ción de  los  Obispos  la  liacen  los  Congresos  con  el  Poder 
Ejecutivo,  ¿y  qué  mas  garnnlios  puede  exijirse  pora  el  a- 
cierto,  ni  como  Su  Santidad  podrá  átanta  distancia,  con- 
tar con  mejores  medios  que  le  aseguren  el  resultado?  Lo 
mismo  se  puede  decir  de  todo  lo  demás  del  servicio  de 
las  Iglesia,  Por  eso  ha  habido  opiniones  que  la  mente  de 
Su  Santidad  no  sería  perpetua,  sino  mientras  pasasen  las 
revoluciones  de  la  edad  primitiva  de  estos  Paises,  y  siem- 
pre se  cuenta  con  que,  entrando  en  la  vía  diplomática,  se 
harán  arreglos  en  buen  sentido.   La  República  Argenti- 
na ha  sancionado  lo  mismo,  en    todos  sus  Códigos  fun- 
damentales desde  el  año  10;  y  el  34  en  que  se  presentó  la 
duda  con  motivo  de  las  Bulas  del  Señor  Obispo  Medrano, 
hizo  el  Gobierno  en  la  Capital  de  Buenos  Aires  la  consulta 
á  una  junta  de  30  individuos  teólogos  y  jurisconsultos, 
seculares  y  eclesiásíicos,  la  mas  selecta  y  respetable   que 
quizá  se  haya  visto  en  América,  cuya  colección  de  los  dictá- 
menes corre  impresa;  y  á  escepción  de  tres  ó  cuatro  indivi- 
duos, todos  reconocieron  anexos  á  la  Soberanía  del  Estado, 
los  derechos  y  regalias  del  Patronato  sin  menoscabo. 

En  virtud  de  la  Constitución  Federal,  artículo  83,  inciso 
8,  el  Gobií^rno  Nacional  hizo  la  presentación  de  candidatos 
á  Su  Santidad,  parala  provisión  de  cuatro  vacantes  en  la 
Confederación,  y  uno  délos  electos  fué  el  Sefior  Ardíanos 
para  el  Obispado  de  Córdoba;  pero  con  pesar  hemos  visto 
que  Su  Santidad,  aunque  ha  provisto  en  la  misma  persona, 
lo  hace  esclusivamente  por  sí  solo,  elijiendolo  mota  propio^ 
como  si  no  fuera  presentado,  sin  traer  á  cuenta  para  nada 
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1:1  nominación  del  Gobierno,  ni  siquiera  como  postulante. 
La  Bulfi  diríjida  á  S.  E.  el  Fresicleiito,  hace  una  absoluta 
prescindentna,  como  un  olvido,  del  pedido  hecho  por  el  mis- 
mo; y  se  reduce  solo  a  una  simple  recomendación  del  Obis- 
po instituido. 

En  l.i  Bula  de  institución,  dice  Su  Smtidad  al  Obispo, 
que  ha  Hegado  á  su  noticia  de  un  modo  positivo,  la  va- 
cancia de  la  Diócesis  por  relatos  fidedignos;  y  no  ha  teni- 
do á  bien,  ni  pira  este  objeto  tan  sencillo,  nombrar  el 
codnclo  fidedigiio  que  lia  sid  j  el  mlmio  Pnm'lené\  que  le 
ha  pedidi>,  con  ávida  solicitud  y  esph'itn  cristiano,  la  p  di- 
visión de  cuatro  Obispos  i>ara  el  Esta  1 1 

Aún  podiendo  descon:;cer  el  dere'^.Iio  de  pi*e>eatar,  no  le 
podria  negar  el  de  postular  y  manifestar  el  deseo  y  la  ne- 
cesidad de  Pastoi'es  para  las  Iglesias  del  Estado,  que  se 
sostienen  con  la  renta  pública;  pero  del  tenor  de  la  Bula 
aparece  privado  hasta  de  esa  gloria  y  satisfacción  de  ha- 
ber llenado  su  deber,  y  complicado  mas  bien  en  la  indo- 
lencia, como  si  Su  Santidad  li  ibiera  s^ibido  pjr  referencias 
casuales  de  personas  estrauas.  Tampoco  puede  conciliarse 
la  existencia  del  Obispo  tan  independiente  de  la  Autoridad 
Nacional,  que  dota  y  costea  las  Iglesias  desde  el  vino  para 
{x  misa,  y  los  sueldos  de  todos  los  funcionarios.  4  Cómo 
podrá  quedar  reducida  la  cuestión  á  puras  cargas  y  de- 
deberes  y  nada  de  derechas  de  p  utí  del  Gobierno; 
para  uno  puras  obligiciones,  para  otro  puros  dere*- 
chos?  Y  s¡  Su  Santidad  hace  la  provisión  sob^^e  la 
base  del  deber  del  Goljieruo,  no  de  una  simple  pro- 
tección como  la  que  se  dispensa  á  todas  las  reí ij io- 
nes, la  prebcindencia  se  pone  entonces  en  conflicto  con 
el  verdadero  sentido.  Hace  tiempo  ya,  dice  la  misma  Bulaj 
«  que  liemos  reservado  á  nuestra  ordenación  y  disposición 
las  provisiones  de  todas  las  Iglesias,  ya  vacantes  ó  que 
vacaren,  declarando  desde  entonces  irrito  y  de  ningún  va- 
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lor  lo  que  en  contrario  se  hicieri?  acerca  de  esto,  á  sabien- 
das ó  por  ignorancia,  por  cualquiera  que  sea,  y  por  cual- 
quier autoridad  ...  En  la  que^  (provisión)  sigue  después 
nadiesinó  Nos  pudo  ni  puede  eulremeierse,  existiendo  la 
reserva  y  decretos  sobredichos^)  ...  Si  la  vo;;:  provisión  no 
tuviese  mas  alcance  que  el  sinónimo  de  la  institución  ca- 
nónica, sin  exclusión  de  la  üicultad  de  presentar  los  Go- 
biernos, nada  hübrá  que  übsei^var;  pero  hay  fundamentos 
muy  positivos  que  esplicau  un  sentido  contrario:  la  i'cserva 
de  que  habla   la  Bula  no  puede  referirse  simplemente  al 
tiempo  déla  Edad  Media,  ni  á  la  época  délos  Metropolita- 
nos, Además,   eu    casos  de  esta  naturaleza  hay  repetidos 
ejemplos  en  los  demás  Estados  de  América  como  Chile, 
el  Perú  y   aqui  mismo,  en    la  provií^^iou  citada  del  Señor 
Medrauo;  se  l»a  sentido  la  necesidad   de  mirar  dudosa  y 
no  consentir  en  ella,   sino  en  cuanto  no  perjudica  <-l  de- 
recho de  nonunacion  que  tiene  el  Gobierno  para  no  admi- 
tir un  estrafio  nombramiento.  La  reserva  debía  también 
comprender  no  solo  los  Estados  de  América  sino  todos 
los  Gobiernos  católicos;  y  estando  en  posesión  tranquila 
del  derecho  de  presentar  todus  los  de  Europa,  Portu¿;al, 
España,  Fraucii^,  no  parece  justa  ni  legal  una   escepción 
con    los   de  América,  que  han    estado    en    posesión    de 
igual  derecho.  Ni  antes    ni  después   de  la  emancipación 
se   ha   comiinicadíj    uí  dado  en  Roma    dicha  reserva;  y 
por   consiguiente,   no   podían    reconocerla  ni    obedecerla 
sin    estar   notiticados,     sin    que    se   les   uiga  y  se    re- 
suelva la  í^uestion  entre  Soberanos  por  la  vía  diplomática 
para  no  ser  despojados  de  la   posesión    del  uíi  jtosideOl\ 
Sigue  la  Bula  mas  adelante  hacieud  *  otra  reserva,  (tpor 
las  presentes  además  (letras)  reservamos  a  Nos  y  á  esta 
Sede  Apostólica,  el  decretar  una  nueva  circunscripción  de 
la  Diócesis,  al    arbitrio  nuestro  y  de  la  Santa   Sede,  en 
cualquier  tiempo  que  haya  de  hacerse Terminantes 
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son  !as  leyes  del  Código  delndias^que  declaran  derecho 
dei  Patronato  de  acuerdo  con  la  autoridad  eclesiástica,  la 
demarcación  de  limites,  división  ó  desmembración  de  los 
beneficios^  Obispados,  Arzobispados,  curatos  ó  parroquias; 
citaré  las  principales  leyes  déla  materia  que  son  cuatro: 
Ley  8  título  2,  Ley  40  título  6,  Ley  3  titulo  7,  del  libro 
primero^yLey  7  título  2  del  libro  segundo»  Otra  Cédula 
de  5  de  Febrero  de  1795  manda  que  para  desmembrar 
los  curatos  se  oyese  primero  A  los  actuales  poseedores. 
En  cuanto  á  la  práctica,  ha  sido  inconcusa  en  América; 
y  en  la  Corte  de  Rspana  el  Soberano  gozaba  la  preeminen- 
cia de  que  a  su  inmediación,  et  Consejo  solo  hacia  la  divi- 
sión de  Obispados  y  Curatos.  Y  aunque  en  igual  caso 
se  hallan  los  Gobiernos  de  América  respecto  de  regalías, 
no  querernos  decir  que  lo  híigan  solos  sino  entre  ambas 
autoridades.  No  queremos  esclusiva  ni  prescindencio, 
sino  lo  que  la  Ley  dice:  y  ha  sido  práctica  constante  en 
América.  Quiza  en  ninguna  otra  cosa  será  mas  nece- 
saria la  intervención  del  Gobierno,  desde  que  pesa  tanto 
en  el  acierto  de  este  asunto,  el  conocimiento  exacto  de 
los  lugares,  la  geografía  del  País>  la  población,  el  numero 
de  clérigos,  la  renta  y  otros  detalles  que  nadie  puede 
conocer  mejor  que  él.  Para  proceder  Su  Santidad  por  si 
solo,  necesita  informes  y  sería  injusto  suponer  otros  me- 
jores  ni  mas  fidedignos  que  los  que  pueda  darla  la  auto- 
ridad local,  que  es  la  parte  mas  interesada.  Tampoco 
hace  otra  cosa,  en  virtud  del  Patronato  el  Gobierno,  que 
informar  a  la  autoridad  eclesiástica,  monifesturie  la  ne- 
cesidod  y  conveniencia,  y  pedirle  su  confirmación,  por 
el  derecho  incuestionable  que  tiene,  como  lo  hace  en  las 
presentaciones. 

¿  Cuál  purís  será  el  motivo  que  pueda  alarmar  el 
celo  pastoral  de  Su  Santidad?  Pero  hay  mas  pres- 
cindiendo  de    los    fundamentos    dados,   ¿cómo  hará  Su 
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Santidad  la  divisiói)  por  si  solo  sin  conociiniento  del  Go- 
bierno, sin  saber  si  hay  rentas  con  que  costear,  y  sin 
la  autorización  del  Congreso,  que  es  la  única  autoridad 
que  puede  deliberaren  materiade  renta? 

Por  consiguiente,  ni  los  Acuerdos  del  Gobierno  óConcor- 
dcitos  con  Su  S  ntidad,  pueden  ser  subsistentes  en  un  Go- 
bierjio  republicano, sin  la  autorización  del  Congreso.  Sabido 
es  esto,  y  el  Congreso  del  Perú  reconoció  en  sí  esta  facultad 
el  año  32^  y  decídelo  la  división  del  Obispado  de  Lima  y  la 
creación  de  la  nueva  Diócesis  de  Junin.  Se  dio  también 
una  Ley  ese  año  determinando  el  modo  como  debiaii  ha- 
cerse las  elecciones  de  Obispos.  En  el  año  anterior  al  de 
1831  liabia  dado  el  Congreso  otra  Ley,  para  que  se  des- 
membrasen las  Provincias  de  Chacliapoyas  y  de  Pataz, 
pertenecientes  al  Obispado  de  Trujillo,  y  se  uniesen  al  de 
Mainas  que  era  de  menos  población.  También  decretó 
el  mismo  Congreso  la  creación  del  Obispado  de  Pumo, 
desmembrando  para  eso  el  de  Cuzco.  En  todos  estos  casos, 
se  ha  heclio  con  los  mejores  informes  de  los  Cabildos  y 
otros  antecedentes,  para  probar  la  necesidad  y  el  bien 
espiritual  de  las  iglesias,  y  proponerlo  á  Su  Santidad 
para  su  confirmación. 

Es  visto  pues,  que  en  los  Gobiernos  representa- 
tivos, no  es  conciliable  otra  práctica  ni  legal,  y  la 
misma    es  observada    en    el    Brasil,    Portugal,  España, 

Francia Se  entiende  también    que    aqui  no  se 

habla  de  la  circunscripción  espiritual  y  jurisdiccional, 
que  corresponde  esclusivamente  á  la  autoridad  eclesiástica; 
se  habla  solo  de  la  política  y  territorial  á  la  que  está 
fntimamerte  unido  el  ejercicio  de  ambas  autoridades; 
pues  ninguna  puede  ejercerse  en  territorio  de  otro  Estado, 
y  la  división  territorial  caúsala  cesación  de  ambas  en  su 
ejercicio,  como  dicf  n  autores  célebres. 

Separados  los  territorios  de  Bolivia  y  del  Estado  Oriental, 
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de  la  Repiiblica  Argentina,  y  constituidos  independientes, 
cestiron  tíimbien  en  su  ejercicio  ipm  fació,  las  autorida- 
des eclesiásticas  respectivas  de  uno  en  otro  Estado.     En 
cuanto  á  la  Bula  Arzobispal,  sabemos  que  es  de  forma  en 
estos  casos,  y  nada  tendríamos  que  observir  si  ella  fuese 
dirijida  á  no  Metropolitano  ordinario  de  !a  Confederación; 
pero  actualmente  no  está  constituida  esta  autoridad  que, 
como  las   demás,  correspnude  al  Patronato    sn  unmina- 
ción  por  la  Ley  3,  título  6,  libro  I"*  de  Indias;  y  por  otra 
parte,  según  la  Bulaj  los    Obispados   de  la  Confederación 
quedan  sufragáneos  del    Metropolitano  de  Charcas  ó  de 
la  República   de   Bulivia,  como  en  tiempo  del  Vireiuato. 
De  esto   resulta  que  es   incompatible  y  matei'ialmente 
imposible,  la  lejitimidad  de  esta  autoridad  y  su  ejercici'j 
en  territorio  Argentino;  y  en  su  consecuencia,  con  reteu^ 
ción  de  \\\  Bula,  debe  proceder  el  Gobierno,  lo  mas  pronto 
posible  á  llenar  esta  necesidad,  presentando  á  Su  Santi- 
dad el  candidato  para  Metropolitano  de  la  Coufedei  ación. 
Adetnás,  el  Gobierno  ha  dado  cuenta  al  Congreso  en  su 
Mensaje  de  ee  te  ano,  de  una  ¡irotesta  hecha  sobre  la  des- 
membr'ición  de  la  Diócesis  de  Salta  en  la  parte  corres- 
pondiente á  Tarija,  anunciada  en  un  breve  de  Su  Santi- 
dad, dirijido  al  Arzobispo  de  Charcas;  cuya    protesta  se 
halla  pcíidiente  en  la  Corte  Romana,  elevada  [>or  el  mis- 
mo Señor  Delegado  Apostólico  residente  en  esta  Capital. 
Es  llegado  ya  el  momento  en  que  el  Fiscal  debe  ma*- 
nifestar  su  juicií»,  sobre  la  resolución  que  el  Gobierno  de- 
be dar  en  este  asunto  de  tanta  gravedad- 
La  Constitución  general  ha  deciaradu  anexas  á  la  So- 
beranía de  la  Nación,  las  regidlas  del  Pa  trun  ato,  y  con- 
signado   el    cumplimiento   en    las  atribuciones  del   Con- 
greso y  del  Ejecutivo.    No  puede  ni  el  Gobierno  ni  el  Con- 
greso renunciar  ó  prescindir  de  uua  prescripción  constitti- 
cíonal,  sino  buscar  en  los  medios  legales,  el  que  sea  mas 
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conveniente  y  adecuado  á  1  is  necesidades  y  circunstancias 
espeeiatesj  como  se  hace  en  toda  la  América  Católica» 

Son  varios  los  medios  con  qne  el  derech  >  autoriza  al  Go- 
bierno para  frustrar  los  efectos  de  las  Bulas,  Breves  ú  otras 
disposiciones  Pontificias,  que  sean  contrarias,  o  no  se 
conformen  á  las  leyes  y  derechos  nacionales,  civiles  ó 
eclesiásticos.  Pueden  ser  retenidas  suspendiendo  abso- 
lutamente su  curso,  pueden  permitirse  baj)  reservas  y  res- 
tricciones, ó  tomando  precaut-uones  bajo  de  juramento  ú 
quienes  deban  cumplirlas;  puede  declararse  irrito  y  de  nitt- 
gun  valor  cuanto  en  su  testo  reconsidere  abusivo;  puede 
también  mandat^se  testar  las  frases  ofeusiv^is,  si  las  liu- 
biere.  .  ,  ^Todo  esto  puede  hacer  un  Gobierno  en  virtud 
de  la  Soberanía,  y  del  derecho  de  resistencia  que  le  asiste, 
sin  necesidad  de  d  »r  cuenta,  ni  causar  agravio  al  otro  So- 
berano; porque  no  ¡nfrií)je  ningún  derecho  perfecto,  y  solo 
usa  del  que  tiene  para  rechazar  ó  no  admitir,  modiñcar  ó 
restrinjir  todu  dispüsicióu  estrafia  que  se  oponga  a  las 
leyes  de  su  Derecho  Público  interno,  y  de  que  se  halla  en 
posesión.  Muchos  son  los  casos  en  que  se  ha  negado  el 
pase  aún  á  disposiciones  de  los  Concihos  Generales  en 
materias  de  disciplina,  sujeta  á  la  autoridad  temporal  co- 
mo atributo  de  la  Soberanía. 

En  Cijusíicuencia  de  todo  lo  espuesto  cree  el  Fiscal 
que  atendida  la  naturaleza  gi'ave  del  asunto,  la  necesi- 
dad urjente  de  la  provisión  de  Obispos  deseado,  y  solici- 
tada hace  cuatro  aílos  por  el  Gobierno  y  los  pueblos, 
y  las  razones  especiales  de  buena  intelijencia  con  Su 
Santidad  y  Ministros  acreditados  en  ambas  Cortes,  de- 
be adoptarse  la  medida  de  otorgar  el  pase  a  las  Bu- 
las, haciendo  las  res<n*vas  y  declaraciones  siguientes: 
que  no  se  entiendan  en  manera  alguna  consentidas,  ni 
comprendidas  eu  el  exequátur^  las  cláusulas  que  quedan 
notadas  en  esta  vista,  lo  mismo  que  cualesquier  otras  frases 
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'ó  esprftsiones  cootenidas  en  dichas  Bulas,  que  puedan 
ser  contrarias  á  los  derechos  de  Soberanía  ó  de  PatronatOj 
para  que  de  todas  elhis  se  suplique  respectuosa  y  opor- 
tunamente  á  la  Santa  Sede,  esperando  que  mejor  ins- 
truida de  nuestra  forma  constitucional,  y  nuevos  funda- 
mentos, se  sirva  esplicarUis  ó  earrejirlas. 

De  este  modo  también  se  liizo  con  his  Bulas  del  Señor  Me- 
drano,  y  se  hace  en  tttdos  los  Estados  de  América  Cató- 
lica. Mas  antes  de  consagrarse,  debe  también  su  Ilus- 
trisima  prestar  el  juramento  á  la  Nación  conforme  a  la 
practica  y  á  las  leyes  I*"  tit.  7,  lib.  1"^  de  indias,  y  Ley  13 
tit,  3  lib,  1  R,  C.  Puede  servir  de  formulario  el  mismo 
que  prestó  el  Señor  Obispo  Medrano;  es  conveniente  que 
en  todo  sea  uniforme  la  práctica  adoptada  ya  p.ira  lo 
sucesivo^  como  podria  ser  perniciosa  la  variedad.  Aunque 
la  Ley  solo  exije  que  éste  juramentu  se  haga  ante  Escri- 
bano pLiblico  y  testigos,  en  Buenos  Aires  y  Chile,  se  ha 
hecho  ante  el  Ministro  del  Culto  y  Escribano.  El  ju- 
ramento de  la  profesión  de  fe  y  fidelidad  á  la  Santa  Se- 
de, tal  cual  se  halla  testua! mente  en  la  Bula,  debe  tam- 
bién quedar  sujeto  á  la  clausula  general  restrictiva,  en 
cuanto  no  perjudique  de  ningún  modo  el  juramento  u  la 
Nación  comu  eiudadano,  á  los  derechos  incuestionables 
y  preeminencias  de  la  Soberanía  Nacional,  bajo  las  penas 
que  disponen  las  leyes,  como  igualmente  se  ha  hecho 
antes. 

Finalmente;  la  posesión  en  América  se  da  por  el 
Dean  ó  Presidente  del  Capítulo  Diocesano  en  presencia 
lie  todo  élj  según  Solorzano  y  práctica  también  en  la 
República  con  los  Obispos  anteriores.  El  Fiscal  ha  creido 
de  su  estricto  deber  manifestar  las  observaciones  pre- 
cedenteSj  salvando  el  mejor  juicio  de  V,  E*  para  la  re- 
solución de  este  asunto. — Estudio,  Agosto  6  de  1859. — 
Ramón  Fehhehia. 
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Resolución- 


DepartatneiUü  del  Culto— Paraná,  6  de  Agosto  de  1859. 
El  Presidente  de  la  Confederación  Argentina— 

Por  cuanto  el  Doctor  Doíi  José  Vicente  Ramírez 
de  Arellaiio,  preseutado  por  el  Gobierno  Nacional  an- 
te la  Santa  Sede,  para  la  Dignidad  de  Obispo  Dio- 
cesano de  la  Diócesis  de  Córdob;i,  ha  solicitado  el 
exequátur  de  la  Bula  de  Iiistitucióo  espedida  en  Rutna 
por  el  Sumo  Pontífice  Pió  IX,  á  23  de  Diciembre  de 
1858,  y  demás  adjuntas;  oido  el  dictamen  del  Fiscal  del 
Estado  V  el  iiifarme  de  la  Exma*  Cámara  de  Justicia  del 
territorio  federalizado,  y  considerando: 

Que  en  la  espresada  Bula  aparece  la  provisión  para  la 
Diócesis  de  Córduba  sin  hacer  mención  alguna  de  la  presen- 
tación hecha  por  el  Gobierno  Nacional  áqu  en  corresponde 
el  alto  Patronato:  que  las  reservas  para  la  provisión  de  las 
Iglesias  vacantesy  que  vacaren  y  circunscripción  de  Dióce- 
sis en  la  Confederación,  espresadas  en  dicha  Buln,  son 
inadmisibles  en  cuanto  pueda  perj  jdicar  al  derecho  de  Pa- 
tronato que  currespunde  á  la  Nación  Argentina;  pero  te- 
niendo en  vista  que  Su  Santidad  ha  instituido  la  misma 
persona  presentada  por  el  Gobierno;  que  es  urgente  pro- 
veer cuanto  antes  al  mejor  servicio  y  dirección  de  las 
Iglesias  Argentinas  que  han  sufrido  los  lamentables  re- 
sultados de  una  dilatada  viudedadj  y  principalmente  que  se 
hallan  pendientes  arreglos  con  el  Sumo  Pontífice,  cerca 
del  cual  tiene   acreditado  un  Ministro    Plenipotenciario ; 

Acuerda: 


Otórgase  el  pase  á  la  Bula  de  Institución  presen- 
tada y  las  adjuntas,  escepto  la  dirigida  al  Arzobispo 
de  la  Plata,  que  será  retenida  para  suplicarse  en  oportuni- 
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dad.  Reconózcose  no  obstinóte  cuEilesquiera  fallas,  por 
Obispo  Diocesano  de  la  Santa  Iglesia  Catedral  de  Córdoba 
a!  Reverendo  Obispo  electo  y  confirmado  Dr*  Don  Vicente 
Hamire/.  de  Are  llíino;  decliii-íuido  no  consentidas  las  cláu- 
sulas que  ?e  eFpiof^Mi  en  dichas  Bulas,  por  las  ruóles 
la  Santa  Sede  se  leserva  la  provisión  de  las  Iglesias 
vacantes  ó  que  vacaren,  y  la  deí?Ígnación  de  nuevos  lí- 
mi  tes  á  la  Diócesis  de  Córdoba,  en  cuanto  esas  reservas  pue- 
dan perjudicar  el  derecho  de  Patronnto  que  corresponde  al 
Gobierno  Argentino  para  nombrar  y  presentBr  los  Obispos 
de  li\  s  Iglesias  de  la  Confederación  que  sostiene  y  proteje, 
y  para  in  lervenir  en  la  modificación  de  sus  Diócesií^. 

Oporíunamente  se  re,  resentará  de  todas  estas  cláu- 
sulas ante  la  Santa  Sede,  por  medio  del  Ministro  cer- 
ca de  la  Corte  Pontificia,  para  que  Su  Santidad  se  sir- 
va suprimirlüs  ó  correjirlas.  Devuélvanse  las  Bulas  ori- 
jinales  con  el  Decreto  correspondiente  en  cada  una 
de  ellas  al  Reverendo  Obispo  Dr,  Don  Josc  Vicente  Ra- 
mirez  de  Arellano,  debiendo  éste  para  ser  consagrado, 
prestar  previamente  ante  el  Ministro  Secretario  de  Estado 
en  el  Departamento  del  Culto,  el  juramento  que  pre- 
vienen las  Leyes  de  fidelidad  a  la  Nación,  de  reconocimien- 
to á  su  Soberanía  y  alto  Patronato,  de  no  aceptar  digni- 
dad alguna  sin  espreso  consentimiento  del  Gobierno  Na- 
cional, de  guardar  y  hacer  guardar  la  Constitución  Na- 
cional, y  por  último,  deque  en  ningún  caso  hará  prome- 
sa ó  juramento  alguno  que  pueda  considerarse  opuesto 
fd  que  nc'ualmente  presta  de  fidelidad  á  la  Nación. 

Dése  testimonio  de  este  aclo  ni  Reverendo C>b¡spo  Dr,  Don 
José  Vicente  Ramírez  de  A  relia  no,  para  que  pueda  proceder 
á  la  ejectjción  de  la  Bula  de  institución  y  tomnr  posesión 
en  debida  formn;  comuniqúese á  la  Exm^u  Cámara  de  Jus- 
ticia del  Territorio  Federa  fizad  o,  al  Fiscal  del  Estado,  al 
Cabildo  de  la  Santa  Iglesia  Catedral  de  Córdoba  y  á  los 
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délas  demás  Catedrales  de  la  Confederación.  Publíquese 
dése  al  Rejistro  Nacional  y  archívese  el  espediente, — UR- 
QUIZA.— Peüro  L.  Funes. 

Juramento  del  Obispo 

En  la  Ciudad  del  Paraná,  Capital  Provisoria  de  la  Con- 
federación Ai'jeiitioa,  á  los  seis  dias  del  mes  de  Agosto 
de  mil  ochocientos  cincuenta  y  nueve:  en  virtud  de  lo  dis- 
puesto en  el  Decreto  qne  antecede,  compareció  eo  el  salón 
principal  del  Despacho  del  Ministerio  del  Culto,  ante  el  Ex- 
mo.  Señor  Ministro  del  CultOj  Doctor  Don  Pedro  L.  Funes, 
yactem!,  Oficial  Mayor  de  dicho  Ministerio,  el  Ilustrisimo 
Señor  Dr.  Don  José  Vicente  Ramírez  de  Arellano,  ciudadano 
dala  Confederación  Arjentina^  nombrado  Obispo  Diocesa- 
na de  la  Diócesis  de  Córdoba,  y  prestó  el  siguiente  ju- 
ramento. «  Juro  por  Dios  Nuestro  Señor  y  estos  Santos 
Evanjelios,  ser  fiel  á  la  Nación,  reconociendo  su  Sobe- 
ranía y  alto  Patronato,  que  lo  guardaré  por  todo  y  en  to- 
do, llanamente,  sin  empedimento  alguno^  que  no  aceptaré 
dignidad  alguna  sin  espreso  consentimiento  del  Gobierno 
Nacional;y  que  en  ningún  caso  haré  promesa  ó  juramento 
alguno  que  pueda  considerarse  opuesto  al  que  actualmen- 
te presto,  en  la  convicción  de  su  conformidad  con  las  le- 
yes  divinas,  y  consultando  el  mejor  servicio  de  la  Santa 
Iglesia;  sí  asi  no  lo  hiciere,  Dios  y  la  Patria  me  lo  deman- 
den.— Pedro  L»  Funes. — José  Vicente— Obispo  de  Cór- 
doba,— Alejandro  Pa^— Oficial  Mayor. 


Sobre  la  lejítimacion  de  hijos  naturales  por  rescripto. 


ExMO.  Señok: 

La  lejitimación  por  rescripto  es  una  de  las  regalías  Ré- 
jias, que  no  vienen  del  ministerio  déla  ley,  cjmo  laque 
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'se  adquiere  por  subsiguiente  matrimonii)  ipso  faeto,  sino 
por  pura  gracia  y  ílispensaciáo  de  uuu  autoridad  espe- 
cial en  quíeu  reside  la  facultadj  corno  lian  í^ido  los  Reyes 
ó  Emperadores,  y  los  Papas  en  las  cosas  espirituutes  ó 
temporales  dentro  de  su  dominio.  No  es  necesario  ocu- 
parnos de  su  historia  sino  solo  de  ver:  si  esta  facultad,  que 
por  las  leyes  comunes  españolas  lia  residido  en  el  Rey, 
puede  i^esidir  hoy  en  el  Poder  Ejecutivo  ó  Presidente  de 
la  República;  y  si  mientras  se  dan  los  Códigos  naciona- 
les, debe  ó  puede  ejercer  esta  facultad.  Como  también  es- 
te caso  no  es  raro  y  pueden  ocurrir  muchos  de  la  misma 
naturaleza,  es  necesario  resolver  el  procedimiento  no  so- 
lo para  ahora,  sino  para  lo  sticesivOj  hasta  que  se  den 
los  Códigos;  y  sobre  estas  consideraciones  el  Fiscal  dará 
su  juicio. 

La  lejitimación  imp-^rta  la  suspensión  ó  derogación  de 
una  Ley  común  ó  general  en  favor  de  un  individuo:  co- 
mo la  disj>ensa  de  edad  que  importa  suspender  la  ley 
general  que  deck^ra  inhábiles  los  menores  para  ejer- 
cer tales  actos,  y  derogarla  relativamente  para  que  no  ri- 
ja respecto  dfj  algún  menur;  asi  la  lejitimación  suspende 
y  deroga  parcialmente  la  ley  general,  que  declara  inhá- 
biles á  los  hijos  naturales  para  el  goce  y  ejercicio  de 
los  hijos  lejítimos.  De  aqui  se  sigue  que  puede  haber 
peijuicio  de  tercero;  y  también  que  ¡lara  concederse  de- 
ben concurrir  causas  y  fundamentos  legales  y  justificados^ 
como  sucede  en  la  dispensa  de  edad  para  ejercer  las  funcio- 
nes de  los  mayores  ó  administrar  sus  bienes.  Esta  facultad 
fué  creada  en  la  época  de  la  plenitud  de  la  Soberanía  en 
la  solo  persona  de  los  Reyes, 

Se  ha  mirado  después  como  incompatible  hasta  cierto 
punto,  en  los  nuevos  sistemris  da  gobiernos  representa- 
tivos por  la  división  de  los  poderes.  Eu  algunas  Mo- 
narquías ha  sido  abulida;  en  otras  se  ha  modificado,  que- 
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dando  la  facultad  del  Rey  reducida  al  caso  de  no  con- 
currir otros  hijos  lejitiaios,  ó  lejitimados  por  subsiguien- 
te niritrimunio,  como  es  en  Francia,  Cerdeña,  Austria, 
Prusia,  Holanda,  y  en  la  misma  España,  según  Escri- 
che.  En  Holanda  procede  el  Rey  con  el  dictamen  del 
Tribunal  Superior  y  oyendo  á  los  parientes  mas  próxi- 
mos. En  Frusia  se  exije  el  asentimiento  de  la  familia 
paterna.  En  España  también  se  oye  el  informe  de  la 
Audiencia  territorial  de  lu  solicitante.  .  .  En  los  Códigos 
de  Chile,  Perú  y  Bolivia  no  se  ha  reconocido  otro  modo 
de  lejitimar  que  e!  de  subsiguiente  matrimonio.  En  nuestro 
derecho  (uibüco  nada  hay  expreso.  En  la  práctica  de 
Buenos  Aires,  dorante  la  época  de!  aislamii^nto,  se  vé  que 
por  una  Ley  de  la  Lejislatura  provincial  del7de  Noviembre 
del  año  de  1824,  kié  autorizado  el  Gobierno  para  habilitar 
la  ednd  á  los  mayores  de  veinte  años,  parala  administra- 
ción desús  bienes.  Y  con  respecto á  la lejitimación,  dice 
el  Dr.  Esteves  Saguí  en  su  tratado  elemental  de  proce- 
dimientos, que,  ffene  noUvia  de  que  se  ha  concedido  por 
el  Ejecutivo  y  que  ha  sido  tolerado  por  el  Poder  Lrjislaliro; 
lo  que  importa  decir  que  el  Congreso  la  ha  aprobado 
tácitamente,  y  que  no  es  atribución  ordinaria  del  Ejecutivo. 
Nuestra  Constitución  general  no  concede  al  Ejecutivo  mas 
facultad  que  para  indultar  y  conmutar  penas^  conceder 
jubilaciones,  retiros,  licencias  y  monte-pios,  conforme  á 
las  leyes  de  la  Confederación.    Resulta  de  todo  lo  espuesto: 

1^  Que  lalejitimación  por  rescripto  en  toda  su  plenitud, 
solo  la  habían  ejercido  los  Reyes  absolutos,  y  qje  en  las 
Monarquías  representativas  la  han  ejercido  con  mucha 
modiücación,  en  una    parte    solamente. 

2*^  Que  en  las  Rí*públicas  Americanas  di  Chile,  Perú, 
y  Bolivia,  ha  sido  abolida,  y  creemos  que  será  lo  mismo 
en  las  demás. 

3<*  Que  en  nuestro  derecho  público  no  existe  la  facultad 
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del  Ejecutivo;  y  que  ni  la  práctica  lo  autoriza  después  de  la 
Independencia. 

4^  Que  importando  la  lejitimación,  la  suspensión  ó  de- 
rogación de  la  ley  común  para  un  caso  dado,  y  á  ve- 
ces con  perjuicio  de  otros  que  se  hallan  con  igual  de- 
recho por  la  ley  general,  no  puede  ser  del  resorte  del 
Ejecutivo,  sino  está  espresamente  autorizado  por  la  Cons- 
titución, ó  por  los  Códigos  nacionales. 

5^  Que  las  Leyes  Españolas,  por  ahora  y  mientras  se 
dan  los  Códigos  en  todos  los  ramos  conforme  á  los  ar- 
tículos 24  y  64  de  la  Constitución,  no  rijen  sino  las  que 
se  hallan  en  perfecta  armonía  con  la  forma  de  gobierno 
y  leyes  fundamentales.  En  consecuencia  de  todo,  opina 
el  Fiscal  que  el  Poder  Ejecutivo  en  el  estado  presente, 
no  se  halla  autorizado  para  ejercer  la  facultad  de  lejitia 
mar  por  rescripto,  y  que  la  parte  debe  ocurrir  al  Con- 
greso. Mas  atendida  la  naturaleza  del  asunto  y  la  prác- 
tica actual  en  España  de  proceder  el  Rey,  previo  infor- 
me de  la  audiencia  territorial,  y  en  Buenos  Aires  con  dic- 
tamen del  Asesor,  cree  el  Fiscal  muy  conveniente  que  el 
Gobierno  oyese  antes  de  resolver,  á  la  Cámara  de  Justi- 
cia en  clase  de  informe,  fl)— Paraná,  Agosto  de  1859. — 
Ramón  Ferreyra. 


Erección  delaDueva  Diócesis  Litoral  Paranaense— Arzobispo. 

ExMo.  Señor: 

El  Fiscal    ha   examinado    la   Bula   que    V.    E.    le    ha 
pasado  en    vista,    sobre  la   creación  y  canónica  institu- 


(I)  La  parto  ocurrió  ftl  Congreso,  y  el  Sonado  declaró  inoonstitucional  la  facultad 
del  Ejeoutivo. 


-  117  — 


ción  de  la  Iglesia  Catedral  del  Obispado  Litoral,  situtido 
en  la  Ciudad  del  Paraná,  Capital  Provisoria  de  h  Con- 
federación; la  circunscripción  del  territorio  diocesano  com- 
puesto de  las  tres  Provincias  litorales,  Santa  Fé,  Entre- 
Ríos  y  Coi'rientes,  yli  formación  del  Capitulo  de  la  mis- 
ma Igiesia  y  del  Seminario  Diocesano,  espedida  por  su 
Santidad  el  Papa  actual  Pío  Nono,  en  Koma  á  Í3  de  Ju- 
nio del  presente  ano.  En  la  misma  Bula  se  ratilica  la 
desmembración  déla  Diócesis  Bonaerense,  sancionada  por 
el  Congreso  y  solicitada  por  el  Gobierno  Nacional,  que 
tuvo  lugar  en  4  de  Agosto  del  año  anterior  de  1858  en 
esta  Capital  con  la  debida  solemnidad,  por  Su  II  ustrísima 
el  Seilor  Marino  Arzobispo  dePalmira  y  Delegado  Apos- 
tólico; resultando  de  todo,  que  la  desmembración  y  erec- 
ción de  la  Diócesis  Paranaense  queda  legal  y  canónica- 
mente instituida. 

Mas  el  Fiscal  se  halla  en  la  dura  necesidad  de  re- 
producir aquí  las  reservas,  que  ha  manifestado  ya 
en  sus  vistas  á  las  Bulas  de  institución  de  los  Obis- 
pos de  Córdoba  y  Cuyo.  Entonces,  como  ahora,  en 
la  Bula  presente,  su  Sanlidai  ha  procedido  moiu  propio 
para  todo,  y  no  se  ha  dignado  tomaren  cuenta  par  a  na- 
da, el  derecho  del  Patronato  del  Gobierno  Argentino,  que 
la  Constitución  del  Estndo  declara  y  sanciona  inheren- 
te a  la  Süberanía  déla  Nación,  sin  mengua  alguna  déla 
manera  y  modo  como  lo  ejercieron  los  Reyes  de  España. 
Ya  hemos  dicho  tos  fundamentos  que  tienen  todos  los  Go- 
biernos de  la  América  Espciñota  para  estar  en  posesión 
de  este  derecho^  y  gozar  cuando  menos  del  uíi  posideUs, 
del  statu  r/«o,  mientras  no  se  celebren  nuevos  Concorda- 
tos con  la  Sede  Apostólica,  Por  eso  para  no  repetir  aquí 
la  misma  cuestión  que  hemos  tratado  ya,  y  refiriéndose  á 
nuestras  vistas  publicadas  en  el  número  1014  del  Nacio- 
nal Argentino^  solo  vamos  afijar  los  puntos  de  la  materia. 
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Su  Santidad,  lo  mismo  q(ie  antes,  iassiste  en  no  re- 
conocer el  Palronalo  en  el  Gobierno  de  la  Confedera- 
ción, ni  para  los  beneficios  y  oficios  menores,  y  hasta  la 
congrua  sustentación  y  la  tarifa  económica  de  gastos,  la 
provee  ¡noin  propio.  Es  sensible  este  conflicto;  pero  el 
Gobierno  Nacional  no  puede  aunque  quisiera,  prescindir 
de  una  materia  que  es  artículo  espreso  de  la  Constitu- 
ción General,  que  declara  en  su  derecho  público  anexo 
el  Patronato  á  la  Soberatiía  Nacional  tal  cual  lo  ejerció  el 
Gobierno  Español  en  Améíica,  y  el  Ejecutiva»  es  encar- 
gado de  su  observancia.  Tiene  pues  el  Gobierno  no  so- 
lo la  necesidad  sino  la  obligación  estricta,  de  no  otorgar 
el  pase  á  las  Bulas  ó  Breves  pontificios,  sin  hacer  las 
restricciones  y  reservas  necesarias,  cnmo  se  ha  hecho  á 
las  Bulas  de  institución  de  Obispos,  En  primer  hjgar:  la 
erección  de  las  iglesias  catedrales,  templos  y  conventos, 
lo  mismo  que  la  división  territorial  délas  Diócesis  y  cu- 
ratos, necesita  del  común  acuerdo  y  consentimiento  de  am- 
bas autoridades  eclesiástica  y  secular.  Escusado  es  re- 
petir his  leyes  de  Indias  y  Bulas  Pontificias  sobre  la  ma- 
teria, que  formaron  un  derecho  especial  para  América, 
por  los  motivos  tan  justos  y  causas  que  han  pasado  sin 
variación  á  los  Gobiernos  libres  después  de  la  emancipación 
sobre  lo  que  nos  hemos  detenido  cuando  tratamos  de 
las  referidas  Bulas  de  1i:ís  obispos  instituidos.  Tan  rijida 
fué  la  observancia  del  Patronato  de  este  punto,  que  el  Rey 
ordenó  que  se  demoliesen  los  monasterios  y  hospicios  que 
se  fundasen  sin  su  previa  licencia.  Leyes  1^\  tit  3**  y  2, 
tít.  6^  lib*  1"*  de  Indias,  Y  según  Solorzano,  por  falta 
de  este  requisito,  tuvo  lugar  la  demolición  del  convento 
Mercedario  en  Lima  en  1608,  y  del  de  San  Francisco  en 
la  Ciudad  de  Mendoza  de  esta  República,  lib,  4  cap.  23, 
núm.  191,  y  también  en  la  nr>ta  del  tit.  6,  lib.  7,  leyes 
de  Indias,  edición  de  Bois.  Derecho  público  Eclesiástico 


119  - 


por  el  Dr  Velez  Sarsfield,  t^ap.  9.  Tampoco  Imbo   jamás 
conflicto  con  la  Santa  Sede,  ni  se    encuentra    una    sola 
Bula  ó  disposición  que  liaya  contrariíido  ó    desconocido 
el  derecho  del  líey,  á  pesar  de  su  constante  severidad  en 
el  Cumplimiento,  como  se  advierte  en  todas  las    leyes  y 
Cédulas  Reales.     «Eu    América,  dice  el  mismo  Solorza- 
no,  se    hoce    la    erección    pui'    el  Soberano,  dotando    la 
Iglesia,  al  Prelado,  las  dignidades  y  cant^njías,  y  se  envía 
luego  á  la  Santa  Sede,  p-^ira  qtie  ella  la  apruebe  y  confirme^ 
como  siempre  se  ha  aprobado  y  confirmado»,  lib.  4,  cap*  4, 
núm.  1°,  Y  en  verdad  no  puede  ser  de  otro  modo,desde  que  el 
Gobierno,  á  nombre  de  la  sociedad  que  representa,  tiene  que 
dai\ el  suelo,  dotar  yfinidar  la  Iglesia^   y  tiene  por  consi- 
guiente derecho  á  elejiry  nombrar  las  personas  que  la  han  de 
servir;  pues  el  mismo  Concilio  de  Trento  declaró  el  Patro- 
nato al  que  dotara  y  fundara  las  Iglesias,  Sesiones  24  y  25 
caps.  9  y  12.  Ni  su  Santidad  podría  itiola  propio  erijir  una 
Iglesia  ó  dividir  una  Diócesis  si  la  autoridad  civil  se  ne- 
gase á  dotarla  y  sostenerla;  ni  menos  obligar  á  aceptar 
los  funcionarios  que  no  merezcan  la  satisfacción  del  Patro- 
no; ni  tampi-.co  podria  Su  Santidad  negarse  en  el    caso 
contrario  resultando  utilidad  y  mejora  al  servicio  del  culto. 
Luego  la  intervención    del    Gobiei'uo    en    estos   actos 
y  en  la  elección  de  los  funcionario^,  es  tan  natural  y  legal 
que,  prescindiendo  del  derecho  de  que  están  en  posesión,  les 
corresponde  conforme  al  Concilio  de  Trento  por  la  natura- 
leza misma    de  las  coicas.  En  cuanto  a  la   provisión    de 
dignidades  y  canonjias,  corresponde  al  Patronato  la  pre- 
sentación aíite  el  Obispo  ordinario  para  la  institución  canó- 
nica, como  se  ha  hecho  siempre,  y  se  está  haciendo  actual- 
mente en  la  Confederación.  El  Prelado  no  puede  ni  de- 
morar la  colación  sin  causa  lejitimn,  de  la  que  el  Gobier- 
no es  autoridad  competente  pora  conocer  y  decidir,  leyes 
4,  10^  11  y  36,  titulo  6",  lib.  1^  de  Indias.  Los  Seminarios 
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también  quedaron  sujetos  al  Patronaln  por  la  Cédula  de 
11  de  Junio  de  1792,  y  se  hallan  en  el  mismo  caso  desde 
que  son  dotudos  y  fundados  por  el  Gobierno  con  el  Te* 
suro  de  la  Nación,  para  cuya  dirección  y  fundación  el 
Congreso  ha  dado  una  Ley  de  7  de  Setiembre  de  1858 
La  congrua  sustentación  del  clero  y  gastos  del  servicio. 
del  culto,  todo  es  eschisivo  del  tesoro  público,  abolidos 
los  diezmos,  por  orden  constitucional  actúa!;  y  el  Congreso 
es  la  única  autoridad  competente  que  puede  fijar  los  suel- 
dos y  gastos  del  culto,  lo  mismo  que  los  demás  ramos  de 
la  administración  general;  él  es  el  único  que  puede  hacer- 
lo con  equidad  y  justiciii  observandc,  no  precisamente  la 
uniformidad  en  la  tarita^como  indica  Sti  Santidnd,sinóla  re- 
lación de  los  lugares  y  demás  circustancias;  porque  en  unas 
Diócesis  pueden  ser  mayores  las  necesidades  y  mas  cara 
la  subsistencia  que  en  otras.  Por  consiguiente  el  Congreso 
puede  variar,  aumentar  ó  disminuir  los  gastos  y  los  sueldos 
sin  ninguna  intervención  déla  autoridad  eclesiástica.  Ade* 
más:  en  esta  Bula  y  en  his  instituciones  de  los  Obispos  de 
la  Confederación,  los  declara  Su  Santidad  sufragáneos  del 
Arzobispo  de  Charcas  (er.  Bolivia)  como  era  en  tiempo  del 
Vireinato. 

Solo  la  distancia  y  las  nociones  tan  imperfectas  que  tie- 
nen por  allá  de  estos  lugares  remotos  y  desiertos,  habrá 
podido  ocultar  á  Su  Santidad  las  rMZones  de  incompati^ 
bilidad  absoluta  legal  y  materialmente,  que  hacen  imposi- 
ble el  ejercicio  de  esta  disposición. 

En  nuestras  vistas  anteriores  hemos  manifestado  ya 
que  de  hecho  y  de  derecho  ratwnc  incompa lihüifa fh\  ha- 
bía cesado  el  ejercicio  del  Arzobispo,  como  las  demás  au- 
toridades civiles  ó  eclesiásticas  de  un  territorio  en  otro, 
desde  que  se  dividió  el  Estado  del  Vireinato  en  Esta- 
dos Independientes.  Por  esa  razón  de  separación,  el 
Obispo  de  Salta  dejó  de  ejercer  jurisdicción  en  el  Depar- 
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lamento  de  Tarija,   sin  enribargo  de  no  haber  sido  des- 
membrada legulmente;  por  la  misma  razón  el  Obispo  de 
Buenos  Aires  cesó  también  en  la  provincia  Oriental.     En 
el  mismo  caso  se  hallan  los  Eslados  dc^l  Paraguay  y  Orien- 
tal, y  ni  se    podrá    pensar  que   el  Arzobispo   de  Bolivia 
gobierne  y  ejerza  jurisdicción  en  las  cuatro   Repúblicas 
soberanas  é  independientes, solo  porque  antes  compusieron 
un  solo  estado  politico.  Valdría    esto    lo  mismo    que  el 
Arzobispo  de  Bolivia  gobernase  en  las  Iglesias  de  Chile 
ó  del  Perú;  porque  existe  la    rniema  razón,  y  el  princi- 
pio   fundamental  de   la    incompatibilidad    consiste  en  la 
Soberania     territorial.     Es    un    principio    entre   autores 
célebres   que     la  división     territorial  causa  la    cesación 
de  ambas  jurisdicciones,  y  que  por    consiguiente  es  in- 
dispensable la  coincidencia  en  la  circunscripción  territo- 
rial.    Los  mismos  inconvenientes  se  han  esperimentado  en 
muchas  partes  de  América  después  de  su  emancipación; 
pues  antes  en  toda  ella,  no  había  masque  cuatro  Arzobis- 
pados en  los  cuatro  Vireinatos  desde  Méjico  hasta  Fatago- 
nia,  y  después  se  han  dividido  en  quince  Estados  políticos 
independientes.     Esta  división  de  la  Soberanía  territorial 
produjo  el  mismo  efecto^  y  circunscribió  también  la  juris- 
dicción eciesiásticaj  ipso  facln\  porque  ninguna  autoridad 
eclesiástica,  prelado  ó  cura  puede  ejercer  jurisdicción  ester- 
na 8n  territorio  de  oiro  Estado  Soberano  independiente. 
Chile  era  sufragáneo  del  Arzobispado  de  Lima,  y  luego  que 
fué  independiente,  se  constituyó  su  Metriipoli  en  la  Capital 
de  Santiago.    En  el  Gobierno  del  General  Bolívar,  se  separó 
de  la  Diócesis  de  la  Paz  (en  Bolivia),  la  parte  del  territorio 
de  Puno  correspondiente  al  Perú,  que  estaba  anexa  al  Obis- 
pado de  la  Pa^;  y  generalmente  esta  necesidad  ha  sido 
sentida    y  practicada  en    muchos  puntos  de  América^   á 
la  que  se  ha  prestado  Su  Santidad,  penetrado  de  los  fun- 
damentos poderosos,  y  no  hay  motivo  para  dudar  de  la 
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misma  disposiciór.  respecto  á  nosotros^  que  nos  hallamos 
en  el  mismo  caso. 

No   se  le  puede  negar  á  un    Gobierno,    como    autori- 
dad   pública,    el    derecho    de    no    consentir   en   rjue   sus 
subditos    estén    sometidas  á  una    autoridíid    estraña  de 
otro  Estado;  esto  es  peculiar  de  su  derecho  interno  y  eco- 
nómico*    Basta  para  ello  no  desconocer   los  gravísimos 
inconvenientes  r|ue  pueden  comprometer  la  independencia 
y  dignidad  de  la  Nación:  ios  interet-es  generales,  el  buen 
orden  y  la  tranquilidad  de  los  fieles  todo  e.xije  así;  pero 
es  mucho  mas  fueiie  la  consideración  bajo  el  punto  de 
vista  de  poner  en  ejercicio  los  derechos  como  protector  y 
patrón;  es  muy  fácil  preveer  y    temer  los  conflictos  que 
pueden  sobrevenir  con  una  autoridad  estrafia  que  no  es 
ni  súbditOj  ni  ciudadano;  ni  ha  jurado  nuestra  Constitución, 
ni  está  obligado  á  observarla;  que  puede  sublevar  las  con- 
ciencias contrariando  y  negándose  al  cumplimiento  de  ella; 
y  el  Gobierna  sin  autoiidad  i^ara  hacerse  respetar  con- 
tra otra  autoridad  que  manda  en  sus  súbdiiosindependientes 
de  él  y  de  las  leyes  nacionales:  que  tiene  deber  el  Gobierno 
para  ella  de  contribuir  con  la  renta  dei  tesoro  público.    So  - 
bre  todo,  el  Gobierno  no  puede  consentir  sin  renunciar  el 
Patronato  éinfrinjii'  la  Constitución,  por  laque  el  Arzobispo, 
lo  mismo  que  los  Obispos,  deben  ser  presentados  y  prestar 
juramento  á    la  Nación,  conforme  al  derecho  de  Indias. 
Ley  S'*  título  6,  lib,  lO*     La  práctica  misma  hn  justifica- 
do la  incompatibilidad.     Desde  la  separación  de  Balivia en 
estada  independienlej  cebaron  de  ir  las  causas  eclesiásticas 
del  teiritorio  argentino  en  apelación  al  Metropolitano  de 
Charcas^  y  se  tomó  la  via  de  apelar  ante  el  Obispo  mas 
inmediato  dentro  del  mismo  Estado;  asi  de  Córdoba  se 
ocurría  á  Buenos    Aires,   de  Salta  a  Córdoba.,.  .     Mas 
todavia  en  virtud  de  los  inconvenientes  grandes  que  ofre- 
cen las  distancias,  el  año  1834  se  organizaron  en  Buenos 
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kires   tribunales   ed  :s¡aslicos   en    1%  2'   y  3*  instancia 
pjra  las  causas  de  la  Diócesis. 

Hé  ahí  como  de  hecho  y  de  derecho,  ha  cesado  la  au- 
toridad Arzobispal  de  Bolivia  en  la  República  Argentina, 
y  no  ha  sido  ejercida  ni  reconocida  después  de  la  división, 
sin  que  se  haya  redomado  ni  se  pueda  adquirir  algiin  vi- 
cio de  nulidad;  pot'que  el  Gobierno  Argentino  ha  estado 
en  su  derecho  para  no  consentir  que  sus  subditos  queden 
sometidos  á  un-i  autoridad  estrafin,  bíijo  influencia  y  so- 
metimiento de  otro  Estado  y  que  también  sería  inconsti- 
tucional según  el  derecho  fundamental  que  nos  rije.  Pero 
los  incunvenientes  son  tales,  fundados  en  la  naturaleza 
misma  de  las  cosas,  que  si  se  pudiese  aceptar  y  dar  legal- 
mente  el  pase  á  !a  Bula,  se  opondrían  dificultades  que  en 
vez  de  utilidad  y  ventajas,  vendrían  males  al  servicio  de 
la  Iglesia  y  de  los  fieles. 

Basta  considerar: 

1^  Que  la  Metrópoli  de  Charcas  se  halla  de  polo  á 
polo  con  el  litoral  del  Paraná  y  Buenos  Aires,  y  dis- 
ta mas  de  700  leguas,  siendo  una  tercera  parte  ca- 
minos fragosos  de  cordilleras,  impenetrables  al  rodado 
V  vadeables  solo  en  muía. 

Ir 

2"  Que  los  asuntos  y  negocios  judiciales  ó  de  otro 
orden,  que  fuesen  allá,  costarían  triplicados  gastos,  su- 
jetos á  influencias  locales,  á  anttH'idades  estrañas  y 
abogados  ó  defensores  desconocidos.  Finalmente,  por 
donde  quiera  que  se  mire  este  asunto,  resulta  la  in- 
compatibilidad material  y  legal  que  la  esperiencia  ha 
demostrado,  y  la  oposición  de  la  ley  fundamental, 
del  derecho  de  Patronato,  del  buen  servicio  de  la  Igle- 
sia, de  los  inconvenientes,  del  orden  público  y  la  tranqui- 
lidad de  las  conciencias;  por  lo  que  estamos  seguros  de 
la  buena  disposición  de  Su  Santidad,  y  que  no  encontrará 
obstáculo  para  la  institución  de  la  autoridad  Arzobispal 
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en  la  Confederación,  tan  luego  como  el  Gobierno  se  dirija 
y  le  haga  la  presentación  del  candidato. 

En  virtud  de  todo  lo  que  se  ha  espuesto,  el  Fiscal 
cree  que  se  debe  otorgar  el  pase  á  la  Bula  presentada, 
haciendo  laa  dechiraciones  siguientes: 

1*  Que  no  se  entiendan  consentidas  ni  coiíiprendi- 
das  en  el  exequátur  las  cláusulas  que  sean  contra^ 
rías  al  derecho  de  Patronato,  en  cuanto  escluyan  ó  pongan 
óbice  á  la  intervención  del  Gi)bierno  en  la  división  y  erec- 
ción de  la  nueva  Diócesis  Paranaense,  en  el  Vicariato 
interino  ó  en  la  formación  del  Capitulo  y  Seminario  dio- 
cesano: 

2**  Que  en  cuanto  á  la  congrua  sustentación  del  ele* 
ro  y  gastos  del  culto  de  dicha  Igle^iia,  se  observará  la 
Constitución  y  las  leyes  del  Congreso,  como  la  única  auto- 
ridad competente  en  materia  de  rentas,  y  se  hará  lo  mismo 
que  se  practica  y  se  ha  pra<;ticadü  en  las  otras  Diócesis 
de  la  Confederación: 

3°  Que  en  cuanto  a  la  cláusula  que  declara  su- 
fragáneos los  Obispados  de  la  Confederación  de¡  Me- 
tropolitano de  Bolivia,  se  retenga  su  ejercicio  por  la 
incompatibilidad  legid  y  material  que  existe  constitucin- 
natmentCj  para  que  aquella  autoridad  pueda  ejercer  juris- 
dicción esterna  en  territorio  de  ia  Confederación.  En  su 
consecuencia  se  suplique  de  todo  ello  á  Su  Santidad  res- 
petuosamente, esperando  que,  penetrada  de  tan  poderosos 
fundamentos,  encontrará  la  justicia  que  le  asiste  al  Go- 
bierno de  la  Confederación,  para  hacer  tales  reservas,  y 
que  serán   atendidas   por  Su  Santidad. 

Tal  es  el  juicio  del  Fiscal  en  la  resolución  de  este 
asunto,  salvando  en  todo  el  de  V.  E.— Paraná,  Estudio, 
Noviembre  30  de  1859.— Ramón  Ferréiha, 
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Resolución — 


Departamento  del  Culto, Paraná,27  de  Diciembre  de  1859. 

El    Více-Premdeníe  de    la    Confederación  Argentina,    en 
ejercicio  del  Poder  Ejecutivo. 

Por  cuanto  ha  sido  presentada  al  Gobierno  Nacional,  en 
copia  autentica,  la  Bula  espedida  en  Roma  por  el  Samo  Pon- 
tífice Pío  IX,  á  trece  de  Julio  del  presente  ano,  sobre  la 
erección  del  nuevo  Obispado  Paranaense,  con  el  corres- 
pondiente decreto  ejecutorial  del  Ilustrísimo  Delegado 
Apostólico  cerca  del  Gobierno  de  la  Confederación  Argén- 
tina.  Monseñor  Marino  Marini,  Arzobispo  de  Palmira: 
visto  el  dictamen  del  Fiscal  del  Estado,  y  el  informe  de 
la  Exma.  Cámara  de  Justicia:  y  considerando  que,  en  la 
espresada  Bula  aparece  la  erección  del  Obispado  Para- 
naense  sin  hacerse  mención  alguna  del  altj  Patronato  que 
corresponde  al  Gobierno  Nacional:  pero  teniendo  en  vista 
que  la  mencionada  erección  del  Obispado  Paranaense  fué 
solicitada  por  el  Gobierno^  y  que  es  urjente proveer  al  mejor 
servicio  y  dirección  de  las  Iglesias  Arjentinas: — 

ACUERDA 

Otórgase  el  pase  á  la  Bula  de  erección  presen tada^  sin 
perjuicio  de  las  regalías,  costumbres,  leyes  ó  decretos 
de  la  Nación,  declarando  no  consentidas  en  el  exeqnar- 
tur  las  cláusulas  que  escluyan  la  intervención  del  Go- 
bierno en  la  división  y  erección  de  la  nueva  Diócesis  Para- 
naense,  en  A  Vicario  interino,  ó  en  la  formación  del  Ca- 
pítulo y  Seminario  Diocesano. 

En  cuanto  á  la  congrua  sustentación  del  clero,  gastos 
del  Culto  de  dicha  Iglesia  y  e->tablecimiento  del  Semina- 
rio, se  observará  la  Constitución  y  las  leyes  del  Congreso 
Federal,  de   cuya  competencia  es   lejislar  en  materia  de 
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rentas  nacionales,  y  se  har  i  lo  mismo  que  s-í  practia,  y  se 
ha  practicado  en  las  otras  Diócesis  de  la  Confederación. 

En  cuanto  á  la  cUus'jIa  qne  declara  á  la  Iglesia 
Fanaraense  sufragánea  del  Metrapolitano  de  la  Piala, 
reténgase  su  ejercicio  por  la  incompatibilidad  legal  que 
existe  constilucional mente,  para  que  ar|uella  autoridad 
pueda  ejercer  jurisdicion  esterna  en  territorio  de  la 
Confederación  Arjentina,  y  ala  mayor  brevedad  se  supli- 
cará y  se  presentará  respetuosamente  de  todas  estas  cláu- 
sulas ante  la  Santa  Sede,  por  medio  del  Miíustro  cerca 
de  la  Corte  Pontificia;  no  dudando  que  Su  Santidad,  apre- 
ciando dignamente  tan  fundada  súplica,  se  servirá  mudi- 
ficar  la  espresada  Bula,  en  conformidad  á  ios  derechos 
que  corresponden  al  Gobierno  NacionaL 

Remítase  copia  legalizada  del  Decreto  Ejecutorial  y  del 
presente  pase,á  Su  Señoriael  Vicario  Apostólico  Paran aen- 
se,  para  que  proceda  á  su  ejecución.  Comuniqúese  al  Ilus- 
trísimo  Delegado  Apostólico  cerca  del  Gobierno  de  la 
Confederación,  Arzobispo  de  Pal  mira,  Monsefiar  Marino 
Marini;ála  Exma.  Camarade  Justicia  del  territorio  fede- 
rnlizado;  rJ  Fiscal  del  Estado,  y  á  tos  Cabildos  de  las 
Iglesias  Cutedralesde  la  ConíeLleración;  publiquese,  dése 
al  Rejistro  Nacional  y  archívese  el  espediente.— CARRIL. 
— Peduo  L.  FuNiiS. 


Sobre  la  ley  de  naturalización . 
ExMO.  Señoii: 


Por  la  ley  de  la  materia  son  Argentinos  todas  las  perso- 
nas nacidas  en  el  territorio  argentino;  pero  los  hijos  de 
padres  estrangeros  tienen  derecho  para  preferir  libremente 
la  nacionalidad  de  su  oríjen.     Para  darle  cumplimiento  ¿ 
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esta  Ley  deben  verificarse  varías   condicioaes  esencia- 
les: 

1"*  probarse  la  filiación  y  calidad  estrangerade  los  padres; 

2*  determinarse  eltienipo  ó  edad  en  que  debe  hacerse  la 
declaración  espresa  de  la  preferencia  ó  elección; 

3^  que  no  haya  precedido  aceptación  tácita  de  la  Ciu- 
dadania  Argentina,  por  el  ejercicio  de  empleos,  ó  derechos 
políticos  qne  exijen  esa  calidad  implícita;  pues  en  tal  caso, 
ya  no  importaría  preferencia»  ó  elección  libre  de  la  nacio- 
nalidad de  su  críjen,  sino  renuncia  de  la  Argentina  ad- 
quirida ya. 

Desde  que  ha  nacido  en  el  territorio  es  Argentino  pre« 
sunto  de  iiecho»  y  reputado  tal  por  la  Ley  para  las  car- 
gas y  derechos  sin  mas  requisito,  miéatras  no  haga  la 
declaración  esplícita  de  preí^erir  su  oríjen.  Podrá  suceder 
y  ha  sucedido  ya,  que  después  de  estar  considerados  co- 
mo Argentinos  y  con  los  goces  de  tales,  cuando  les  ha 
convenido,  ó  se  les  exije  servicio,  quieren  hacer  uso  de 
la  preferenciti,  quedando  ilusoria  la  Ley.  Esto  hace  ver 
que  no  puede  ser  indefinido  ese  derecho,  para  que  lo 
usen  cuando  les  convenga  en  cualquier  estado  de  la  vida, 
y  !a  necesidad  de  que  se  dé  un  Decreto  reglamentario  de 
esta  Ley,  para  que  tenga  =iu  justa  y  debida  aplicación.  Con 
respecto  al  presente  caso  no  ofrece  dificultad;  pero  tene- 
mos que  notar  dos  observaciones: 

1*  que  siendo  el  interesado,  según  la  fé  de  edad  presen- 
tadn,  persona  mayor  sin  Jffrisí,  y  la  declaración  esplícita 
de  preferencia  un  acto  personal,  debe  presentarse  por  si,  ó 
por  personería  legal; 

2*  la  calidad  de  estrangero  de  padre  casado  con  Ar- 
gentina, no  está  acreditada  sino  porque  en  la  partida 
de  bautisnno  de!  hijo  se  dice  que  era  natural  de  Londres: 
esta  no  es  suficiente  prueba  y  p.icde  la  parte  acreditarlo 
por  medio  del  certificado  de  la  Legación  Inglesa,  ó  en  su 
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^defectOj  con  información  de  testigos  hábiles  que  les  conste 
que  era  inglés  y  den  razón  de  sus  dichos. 

En  virtud  de  lo  espuesto  opina  el  Fiscal  que  el  intere- 
sado Julián  Raimundo  debe  presentarse  por  sí,  con  per- 
sonería bastante,  haciendo  la  declaración  de  que  prefiere 
la  nacionalidad  de  su  orijeo  conforme  á  la  Constitución, 
y  que  pruebe  de  un  modo  legal  la  calidad  de  inglós  de  su 
padre;  que  ademas,  debe  darse  un  Decreto  fijando  término 
para  la  elección  de  la  ciudadanía.— Paraná,  Abril  de  1860. 
—  Ramón   Ferreíra, 

Resolución'— 

Departamento  de  Guerra  y  Marina. 

Paraná,  12  de  Abril  1860.— Como  dice  el  Fiscal:  Vuel- 
va á  la  parte  para  que  use  su  derecho  ante  quien  corres- 
ponda, dejándose  en  este  Ministerio  copia  testimoniada  de 
este  espediente  y  publiquese.— Victoríca. 


Dictamen  sobre  la  autorización  á  un  particular  para  firmar 
con  sello  ó  estampilla,  por  impedimento  legal. 

ExMü.  Señor: 

El  uso  ce  la  firma,  como  el  de  los  nombres  y  apelli- 
dos, pertenece  al  dereclio  de  propiedad. 

Los  antiguos  solo  usaron  un  nombre,  como  Abraham, 
Jacob,  Ciro,  Jerges,  Pericles,  Leónidas,  etc.  Después  se 
u.saron  dos,  el  numbre  propiij  y  un  íigregfido  ó  apellido; 
y  entre  los  Romanos  usaron  hasta  dos  apellidos.  El  cam- 
bio de  nombre  también  era  libre,  y  solo  se  castigaba  co- 
mo delito  el  abuso  6  la  intención  fraudulenta  en  perjui- 
cio de  tercero.  Lhs  Leyes  Españolas  siguieron  el  mis- 
mo sistema,  y  solo  han  castigado  el  cambio  de  nombres 


—  129  - 

malicioso,  como  falsedad;  mas  no  el  inocente  y  con  justa 
causa:  Leyes  2,  5  y  G  T.  7  F.  7.  Para  prevenir  el  abuso 
que  puede  ser  de  gravísimas  consecuencias  en  el  comer- 
cio, contratos  y  obligaciones,es  muy  conveniente  que  tales 
cambios  se  hagan  bajo  de  ciertas  solemnidades  prescrip- 
tas  por  la  Ley.  En  Francia  se  requiere  la  autorización 
del  Rey,  estimado  el  asunto  como  de  alia  administración» 
En  nuestro  derecho  no  tenemos  una  Ley  especial  sobre 
la  materia,  que  regiamente  el  modo  de  proceder  en  tales 
casos,  ni  que  prohiba  esprcFamenle;  mas,  siendo  peligro- 
so el  uso  libre  del  cambio  sin  ninguna  formalidad  públi- 
ca, y  conveniente  á  la  seguridad  y  al  buen  orden,  opina 
el  Fiscal  que,  siguiendo  la  práctica  de  otras  Naciones, 
puede  el  Gobierno  administrativo,  habiendo  causa  justa, 
como  en  el  présenle  caso,  autorizar  a!  interesado  para 
que  hfiga  uso  del  sello  oficial  y  extra-oficialmente,  bajo 
la  responsabilidad  de  la  Ley  en  caso  de  abuso. — Paraná, 
Abril  9  de   1860.— Ramón  FiiaaKiRA. 

I  Resolución^ 


Departamento  de  Guerra  y  Marina. 

Paraná,  12  de  Abril  de  1860.— Vistos:  con  lo  espuesto 
por  el  Fiscal  del  Estado,  concédese  al  Coronel  de  Marina 
de  la  Armada  Nacional,  Don  Luis  Cabasa,  el  uso  de  la 
estampilla  que  solicita  para  su  firma,  conforme  á  la  es- 
tampada en  este  espediente.  Comuniqúese  a  quienes  cor- 
responda, estampándose  en  las  copias  legalizadas  de  este 
Decreto  dicha  estampilla,  publíquese  con  la  vista  fiscal  y 
archívese. — Hay  una  rúbrica  del  Exmo.  Sr.  Presidente. — 

VlCTOHlCA. 
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Redamo  de  Don  Juan  Villanueva  y  C^., — por    suministros. 

£n  19  de  Abril  tle  18G0  dijo  el  Fisnil: 

ExMO.  Señor: 

Este  asunto  comprende  dos  reclamos  de  cueros  y  ga- 
nado en  pié,  que  á  juicio  del  Fiscal,  no  se  hallan  en  un 
mismo  caso,  y  por  eso  los  considera  separados. 

Con  respecto  a  los  cueros,  esUl  probado  que  según  la 
contrata  del  interesado  con  la  autoridad  euemiga,  no  en- 
traba en  la  compra  el  ganado  en  pié  ni  el  cuero,  sino  la 
carne  y  gordura  de!  consumo  del  Ejército,  quedando  el 
cuero  de  la  propiedad,  cuenta  y  riesgo  del  proveedor  para 
recojerlü  ó  perderlo:  la  especie  pjes,  no  habiu  recibido 
carácter  eneuiigo  al  tiempo  de  la  captura;  era  propie- 
dad particular,  porque  los  cueros  fueron  tomados  de 
una  barraca  de  San  Nicolás,  y  otros  en  el  viaje,  de 
unas  carretas  conducidas  por  cuenta  y  riesgo  del  pro- 
veedor con  arreglo  á  so  contrata. 

Como  ya  por  el  derecho  moderno  de  jentes,  ya  por  la 
naturaleza  de  la  guerra  de  familia  y  declaraciones  espresas 
del  Gobierno  Nacional  respecto  á  la  p.-opiedad  particular, 
no  se  puede  considerar  ni  capturar  como  propiedad  ene- 
miga la  de  los  subdaos  del  Gobierno  de  Buenos  Aires»  sino 
solamente  la  que  sea  del  Gobierno  á  escepción  de  los  artícu- 
los de  guerra,  ü  que  puedan  servir  al  enemigo  para  opera- 
ciones hostiles,  en  cuyo  caso  no  se  hedían  los  cueros,  el  Fis- 
cal cre*5  por  lo  dicho  que  probando  la  parte  su  propiedad 
particular  ante  la  C^nnisión,  el  Gobierna  debe  reconocerle 
el  derecho  de  lejitimidady  abonarle  el  valor  en  que  fueron 
vendidos,  sin  reconocer  mas  danos  ni  perjuicios,  porque 
dispuso  de  la  especie  capturada  de  buena  fé,  y  no  está 
obligado  a  devolverle  la  especie  ó  su  importe. 

Con  respecto  al   ganado  en  pié  que  también  cobra  la 
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parte,  la  cuestión  se  presenta  bajo  de  otro  carácter. 

Por  el  informe  del  Comandante  Rodríguez,  f.  13,  que  hizo 
el  embargo  ó  captura,  se  dice  que  el  ganado  fué  tomado  en 
el  campo  de  batalla,  lo  que  está  conforme  con  el  certiflcado 
del  General  Virasoro,  f.  18,  y  la  parte  no  la  contradice:  de 
esto  result-i  que  el  ganado  fue  capturado  en  el  campo  enemi- 
go después  de  la  batalla  y  que  estaba  destinado  esclusiva- 
mente  para  el  consumo  y  provisión  del  Ejército  enemigo» 
Estas  dos  circunstancias  del  lugar  y  del  destino  de  la 
especie  apresada,  son  las  que  se  deben  examinar  bien  para 
resolver  la  cuestión,  que  queda  reducida  á  saber:  si  ellas 
le  imprimen  á  la  especie  carácter  liostit  ó  enemigo,  de 
n^odo  que  aunque  no  estuviese  consumida,  deba  conside- 
rarse en  su  poder  al  tiempo  de  la  captura* 

En  dos  casos  podía  esto  suceder:  1'*'  si  fuese  artículo 
de  guerra  ó  que  pudiese  servir  ó  ser  útil  para  opera- 
ciones hostiles:  S*'  si  por  el  tiempo,  lugar  y  circunstan- 
cias en  que  se  tomó  el  ganado,  se  debe  considerar  en 
poder  del  enemig3  ó  de  su  cuenta,  no  del  f «articular 
vendedor,  á  quien  en  tal  caso  debe  responderle  el  que 
contrató  con  el,  no  el  aprensor. 

La  primera  circunstancia  no  se  realiza  en  el  caso  pre- 
sente, porque  la  especie  no  es  articulo  de  guerra,  como  el 
caballo  w  g,  sino  de  víveres  ó  provisiones,  como  el  maiz  ó 
trigo,  ni  puede  ser  útil  ó  servir  para  operaciones  hostiles, 
ni  para  otro  objeto  que  el  de  alimento;  y  que  solo  en  los  blo- 
queos pueden  ser  prohibidos,  ó  sitios,  y  en  otros  casos,  por 
punto  general,  cuando  según  las  circunstancias  de  la 
guerra,  puede  variar  su  carácter  inocente,  y  servir  para 
operaciones  hostiles,  como  lo  han  declarado  muchas  veces 
las  Cortes   de  Estados    Unidos  y  Europa. 

La  segunda  circunstancia  se  presenta  al  menos  dudo- 
sa en  este  caso;  porque  aunque  no  fuese  mas  que  pro- 
veedor  el   interesado,  y  no  le  vendiese  al  Gefe  enemigo 
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ganado  en  pié,  sino  la  carene  que  consumía  su  ejército; 
el  heclio  de  que  ese  ganada  fa^  encontrado  en  el  mismo 
campo  enemigo  después  de  Li  butulla,  arroja  la  presun- 
ción de  que  fuese  el  que  estaba  dispuesto  para  carnearse 
y  para  el  consumo  del  dia;  por  consiguiente  hoy  dsbe 
considerarse  en  poder  del  enemigo,  y  el  responsable  es 
su  proveedor  ó  contratante,  no  el  aprensor. 

Las  provisiones    ó   cosas   destinadas  para  el   ejército, 
llevadas    allí    por    orden   ó    convenio  del  Gefe  para  sus 
necesidades,  ocupan  un  rol  muy   distinto  de  las  que  lle- 
van á  ofrecer  al  ejército  p  )r  pura  especulación  eventual^ 
sin  compromiso  ni  urden  del  Gefe;  y  todo  lo  que  se  halla 
en   el  campo  enemigo   del    primer  modo,  destinado  para 
el  uso  del  ejército  se   reputa  del  enemigo.  Hay  además, 
para  dudar  la  razón  de  que  por  el  certificado  citado  del 
General  Virasoro  t  18  que  la  misma   parte  lo  presenta 
en  su   favor,  se  dice  que   el    General   Don  Pablo  Lopex 
dispuso  de  mas  de  300  cabezas  de  ganado,  con  conoci- 
miento de  S.  E.  el  Presidente   y  General   Urqiiiza,  cali- 
ficado como  del  enemigo,  tomado  en  el  campo  después  de 
la  batalla.     Esto  importa  lacahíicación  del  mismo  General 
Urquiza  de  que   era  buena  pres  i  con   caráctei^  enemigo. 
De  aquí  resulta,  á  juicio  del  Fiscal,  que  no  está  bien 
justificada,  la  calidad  inocente  de  la  especie,  como  lo  está 
la  especie  cueros,  por  consiguiente  que  el  Gobierno  pue- 
de reconocer  la  lejitimidad  del  reclamo  respecto  á  los  cue- 
ros, como  antes  ha  dicho,  debiendo  hacerse  su  liquidación 
y  comprobación  ante  la  comisión.  Y  con  respecto  al  gana- 
do, cree  necesario  el  Fiscal  que  la  parte  debe  mejorar  la 
prueba  de  la  calidad  inocente  de  la  especie  y  de  su  pro- 
piedad del  tiempo  de  la  captura,  y  con  los  nuevos  funda- 
mentos podría  el  Gobierno  resolver  con  mas  seguridad  y 
acierto  en  la  materia.  Tal  es  la  opinión  del  Fiscal  salvo  el 
juicio  de  V.  E.  en  este  astmto. — Ramón  Feiikeira. 
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En  27  de  Abril  de  1860  el  Asesor  ad  hoc  Don  Baldomero  García  dijo:  que 
la  Comisión  Arbitral  de  Hacienda  debía  resolver  juzgando  arbitral- 
mente  las  cuestiones  á  que  dieran  lugar  las  cuentas  y  reclamaciones, 
ríjiéndpse  para  esto  por  las  Leyes  Generales,  equidad  y  buena  fé. 

Laudo — 

Paraná,  28  de  Mayo  de  1860.  Vistos:  y  bien  examinado 
este  espediente  con  los  varios  documentos  que  lo  forman 
y  considerando: 

1°  Que  las  reses  y  cueros  cuyo  importe  reclama  fueron 
tomados  algunos  en  el  campo  de  Batalla  de  Cepo.da,  otros, 
en  camino  inmediato  al  campo  y  otros  en  el  Pueblo  San 
Nicolás  que  fué  ocupado  por  fuerzas  nacionales  en  per- 
secución de  los  enemigos. 

2°  Que  el  reclamante  era  el  proveedor  del  ejército  ene- 
migo y  como  tal  formaba  parte  de  ese  ejército  y  siendo 
dichos  cueros  y  reses  de  su  propiedad,  han  debido  con- 
siderarse tan  buena  presa  como  si  hubieran  pertenecido 
á  los  almacenes  y  depósitos  del  enemigo. 

3**  Que  las  pérdidas  y  perjuicios  que  haya  sufrido  el 
reclamante  como  proveedor  del  ejército  enemigo  y  para 
la  provisión  de  ese  ejército  no  pueden  ser  indemnizadas 
por  el  Gobierno  Nacional.— Dec/rfrase  que  no  debe  admi- 
tirse el  reclamo  de  que  hace  mente  este  espediente.  Con 
lo  que:  Dase  el  presente  Laudo  en  la  materia,  permi- 
tiéndose la  Comisión  devolver  el  espediente  al  Ministerio 
de  Guerra,  á  los  efectos  que  se  estimaren  convenientes. 
Frías. — Pondal.— Ramiro. —  Püig. — Luque. — Condarco. 

En  Junio  8  de  1860  el  Fiscal  dijo: 

ExMO.  Señor: 

El  Fiscal  como  dijo  en  su  primera  vista  para  mayor  cla- 
ridad del  asunto,  juzga  necesario  considerar  separadas  las 
dos  especies  que  forma  el  reclamo,  cueros  y  ganado  en  pié. 
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En  cuanto  á  lo  primero,  la  Comisión  en  sus  obser- 
vaciones conviene  con  el  Fiscal  en  qiie'era  propiedad  par- 
ticular del  reclamante,  lomada,  parte  en  una  barraca  en 
San  Nicolás,  y  parte  de  las  carretas  en  viaje  de  cuenta  y 
riesgo  del  duefio;  y  todo  el  fundamento  de  la  Comisión  pa- 
ra que  se  confisque,  y  se  considere  presa  legítima  ó  pro- 
piedad enemiga,  es  que  siendo  el  reclamante  proveedor  del 
ejército  enemigo,  formaba  parte  de  ese  ejercito,  y  los  cue- 
ros y  reses  de  su  propiedad  se  deben  considerar  buena 
presa,  como  si  hubiesen  pertenecido  á  los  almacenes  ó  de- 
pósitos del  enemigo. 

Pero  á  juicio  del  Fiscal,  Señor  Ministro,  hay  en  esto 
plena  equivocación;  porque  un  proveedor  de  artículos  que 
no  sean  de  guerra^  no  tiene  carácter  hostil  ó  enemigo  ni 
por  razón  de  la  persona  ni  del  negocio;  pues  tal  calidad 
se  adquiere  ó  por  la  naturaleza  de!  servicio  que  presta 
ó  del  negocio  que  hace,  de  modo  que  directa  ó  indirec- 
tamente pueda  servir  para  operaciones  hostiles,  como  es 
el  servicio  de  espía,  bombero  ú  otras  operaciones  mi- 
litares realmente  hostiles;  como  son  los  artículos  de 
gueri*a  ó  aunque  no  lo  sean,  si  se  convierten  ó  sirven 
para  operaciones  hostiles;  pero  no  se  considera  enemigo 
ni  con  carácter  hostil  personal  ó  real^  el  servicio  ni  el 
negocio  inocente  que  no  contribuye  á  operaciones  hostiles. 

Un  proveedor  de  artículos  de  guerra  prestaría  un  ser- 
vicio hostil  culpable  ante  el  enemigo;  pero  un  proveedor 
de  artículos  inocentes  alimeniicios,  como  maíz,  harina, 
carne,  no  es  culpable  ni  hostil  por  el  servicio  personal  ni 
por  la  naturaleza  del  negocio,  que  soh>  en  ¡os  bloqueos 
ó  plazas  sitiadas  puede  ser  prohibido  y  debe  serlo  espre- 
samente.  El  servicio  de  un  médico,  un  vivandero  y  otros 
ajentes,  aunque  se  hayan  contratado  con  el  enemigo,  no  es 
hostil  sino  cuando  se  convierten  en  operación  de  guerra,  ó 
daño  ú  hostilidad  al  enemiizo. 
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Además:  por  el  derecho  moderno  ya  no  se  reputa 
enemigo  pa^a  la  confiscación  sino  al  que  está  armado 
ó  resiste,  no  al  habitante  pacífico;  ni  se  reputa  enemiga 
la  propiedad  particular  sino  la  del  enemigo  armado,  aun- 
que realmente  sean  enemigos  en  la  intención,  los  subdi- 
tos particulares  del  estado  enemigo  y  ya  es  una  regla 
que  se  respete  la  propiedad  íen-esire,  y  se  restituya  con- 
tribuciones. Solo  en  la  guerfa  marítima  existe  todavía  el 
rigor  del  antiguo  derecho,  no  en  la  terrestre,  y  mucho 
menos  en  guerra  civil  de  familia.  Según  el  mismo  dere- 
cho, por  cuatro  causas  principales  puede  la  especie  ó 
negocio  adquirir  un  carácter  enemigo  y  confiscable;  la 
naturaleza  del  tráfico,  la  residencia  comercial  del  negocio 
en  país  enemigo,  la  posesión  de  bienes  raices^  y  la  ban- 
dera enemiga  que  lo  cubra,  mas  ninguna  de  ellas  existe 
en  el  caso  presente;  por  consecuencia  resulta  que  los  cueros 
no  se  hallan  afectados  de  carácter  enemigo  6  confiscable,  ni 
por  razón  de  la  persona  ó  duefio,  ni  por  la  naturaleza  del 
negocio;  porque  la  persona  no  ha  tenido  en  el  ejército  carác- 
ter enemigo,  ni  la  especie  ha  sido  articulo  de  guerra  ó  nego- 
cio prohibido,  ni  se  ha  convertido  en  operaciones  hostiles, 
ni  ha  prestado  otro  servicio  que  alimenticio.  Tampoco 
¡puede  llamarse  botín,  porque  esto  solo  se  llama  el  despojo 
de  los  enemigos  en  la  pelea;  y  los  cueros  han  sido  ver- 
dadera confiscación  en  la  barraca  particular  fuera  del 
campo  de  batalla,  y  pertenecientes  á  individuos  sin  carácter 


En  cuanto  al  ganado  en  pié  que  se  ha  confiscado  y 
hace  parte  del  reclamo,  dijo  también  el  Fiscal  en  su  vista 
que  á  su  juicio  por  la  naturaleza  no  era  confiscable;  pero 
que  podia  serlo  si  al  tiempo  de  la  captura  se  podia  con- 
siderar la  especie  en  poder  del  enemigo  por  el  lugar  ó  tiempo 
en  que  se  hizo  el  servicio  á  que  estaba  destinado,  si  el  gana- 
do fué  encontrado  en  el  campo  de  batalla  contratado  y  desti- 
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nado  para  el  consumo  inmediato,  se  debe  considerar  bajo  la 
influencia  de  la  bandera  enemiga  y  de  su  reí^ponsabiüdad, 
pero  si  se  hubiese  arreado  lejos  de!  campo  y  mucho  después 
de  la  batalia,  aunque  fuese  contratada  para  el  consumo  del 
ejército,  variaría  el  caso  porque  estaba  de  cuenta  y  riesgo 
del  dueilo  la  pérdida  que  sufriese;  el  negocio  ó  contrato 
con  el  enemigo  no  era  prohibido  ni  tenía  carácter  hostil, 
ni  podía  convertirse  en  operación  enemiga  por  su  natura- 
leza, y  la  propiedad  era  de  simple  particular  sin  carActer 
enennigo  para  ios  efectos  de  confiscación;  como  hemos  dicho 
aunque  sea  subdito  del  gobierno  enemigo. 

Por  estas  razones,  y  no  estando  bien  esclarecida  la 
verdad  sobre  este  punto,  opinó  el  Fiscal  que  no  se  re- 
conociese esta  parte  del  reclamo,  quedando  al  interesado 
el  derecho  salvo  para  que  mejorase  la  prueba  si  quisiere, 
sin  embargo  de  haber  reconsiderado  el  asunto,  el  Fiscal 
no  ha  podido  variar  su  juicio  por  las  razones  espuestas;  in- 
siste en  su  primera  vista  salvo  el  juicio  de  V.  E.— Ramón 
Fekreira. 
En  7  de  Julio  de  1860  el  Aseeor  ad  hoc  dijo: 

ExMO.  Señor: 

El  Asesor  es  de  dictamen  se  digne  V.  E.  declarar  que 
el  Tesoro  Nacional  no  es  responsable  por  los  objetos,  ga- 
nados ó  cueros,  de  que  se  hayan  apoderado  las  fuerzas  de 
la  Confederación  en  el  campo  de  Cepeda  durante  el  comba- 
te ó  poco  despue,-?;,  aunque  su  propiedad  Imya  perteneci- 
do á  los  reclamantes,  pero  si  lo  es  por  vnlor  de  los  ob- 
jetos de  la  misma  propiedad  que  tomados  en  otro  lugar, 
hayan  sido  aplicados  al  servicio  de  las  mismas  fuerzas* 
El  primer  estremo  del  enunciado  dictamen  está  funda- 
do en  nuestros  Códigos  vij entes,  en  el  derecho  de  gen- 
tes, en  las  prácticas  universales  de  las  guerras  antiguas, 
modernas  y  actuales. 
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Todo  lo  que  existe  en  poder  del  enemigo  y  bajo  la  pro- 
tección de  sus  armas,  las  provisiones  de  boca  no  menos 
que  las  de  guerra;  todo  lo  allí  destinado  para  su  servicio 
en  la  mas  lata  acepción  de  esta  palabra,  y  los  restos  de 
su  servicio  mismo;  aún  lo  dedicado  al  alivio  de  la  huma- 
nidad y  hasta  el  Culto  relijioso,  todo,  todo  cae  definitiva- 
mente bajo  el  dominio  del  enemigo  que  lo  toma;  todo  es 
botin:  en  la  Catedral  de  Buenos  Aires  existen  ricas  ves- 
tiduras sngradas  apresadas  en  un  combate  naval  durante 
la  guerra  de  la  Independencia  y  que  eran  remitidas  a  la 
Capilla  del  Rey  Fernando  VII,  y  en  el  Paraná  hay  finos 
instrumentos  de  cirujía  espoliados  en  el  campo  de  Cepeda, 
da,  unos  y  otros  lejítimameote  adquiridos  con  arreglo  á 
nuestros  códigos  vijentes  y  á  las  leyes  universales  de  la 
guerra. 

Ganados.  Habían  celebrado  los  reclamantes  una  con- 
trata coa  el  Ejército  de  Buenos  Aires  en  campaña  para 
proveerlo  de  carne  y  sebo  con  devolución  de  los  cueros: 
no  hay  que  hablar  de  la  importancia  de  este  servicio:  lus 
proveedores  estaban  munidos  hasta  de  la  facultad  de  es- 
propiar  ganados,  así  que  los  tomaban  de  donde  los  en- 
contraban, quisieran  ó  nó  venderlos  sus  dueños. 

El  dia  det  combale  de  Cepeda  tenían  alli  mismo  bajo 
la  mano  del  ejército  y  para  su  consumo  diario,  algún  ga- 
nadoj  mil  cabezas  dicen  ellos,  seiscientas  dice  el  Señor 
Coronel  del  Ejército  Nacional  que  de  orden  superior  se 
hizo  cargo  de  esta  hacienda  después  del  combate  en  el 
informe  de  fojas  13  presentado  por  los  mismos  recia* 
mantés.  ^ 

Mas  sea  cual  fuere  el  número  de  animales,  ello  es  in- 
diferente desde  que  todos  cayeron  en  poder  de  nuestro 
ejército  en  el  acto  del  combate.  Esos  animales  eran  pro- 
piedad del  enemigo,  á  su  disposición  estaban  con  solo  el 
deber  de  devolver  !os  restos,  los  cueros.    Aún  puédese 
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prescindir  de  ia  propiedad,  la  que  en  el  presente  caso 
viene  á  ser  una  entidad  sin  efecto,  sin  opción  á  ser  con- 
siderada, como  que  de  ningún  modo  desnaturaliza  la  pre- 
sa; ésta,  los  ganados  tomados  en  Cepeda  eran  el  alimen- 
to del  ejército  enemigo,  sin  ellos  no  podía  permanecer  allí 
ni  combatir,  eran  su  único  almacén  de  víveres,  cayeron 
en  nuestro  poder,  ¿hay  acaso  un  boünraas  incuestiona- 
blemente ¡ejítimo?  ¿Habráse  visto  jamás  que  se  venga 
á  reclamar  de  uno  de  los  belijerantes  las  provisiones  de 
boca  que  éste  tomó  á  su  contrario  en  el  acto  y  en  el 
campo  del  combate? 

Cueros.  Los  que  en  el  campo  enemigo  hubiesen  existi- 
do en  el  día  de  la  batalla  de  resultas  del  referido  contra- 
to, habrían  estado  allí  de  cuenta  y  riesgo  y  por  vohmtad 
de  sus  dueños,  espuestos  á  toda  pérdida  lejítima,  como 
lo  es  todo  lo  que  cae  en  botin  en  poder  del  ejército  con- 
trario. 

Si  por  falta  de  carretas,  si  por  riesgo  de  que  el  con- 
voy cayese  en  poder  de  nuestras  avanzadas,  si  por  cual- 
quier causa  aún  tenia  el  proveedor  algunos  cueros  en  el 
campo  enemigo,  esa  propiedad  se  hallaba  bajo  el  poder  de 
sus  armas,  éstas  le  debían  protección^  como  que  la  exis- 
tencia allí  de  tales  objetos  procedía  de  un  contrato  bi- 
lateral, útil  para  ambas  partes. 

Sabido  es  que  por  los  contratos  de  esta  naturaleza,  los 
contratantes  se  prestan  recíprocamente  ayuda,  se  deben 
diligencia  tanta  cuanta  la  que  cada  uno  tiene  en  la  con- 
servación de  lo  que  le  pertenece.  Estaban  puesesos  cue- 
ros confiados  por  sus  duefios  al  cuidado  del  ejército  ene- 
migo, á  la  fuerza  de  sus  ai'mas  y  por  tanto  caían  cuan- 
do éstas  cayesen,  porque  todo  lo  que  está  bajo  el  ampa- 
ro del  belijeraníCj  cae  con  él.  Este  es  un  medio  esencial 
pai  a  conseguir  el  fin  de  la  guerra,  debilitar  al  enemigo, 
quitarle  cuanto  se  pueda  y  cuanto  los  que  con  él  activa- 
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mente  cooperan,  hayan  confiado  á  su  poder  y  en  su  ser- 
vicio, 

Pero  no  solo  estaban  los  cueros  por  voluatad  de  su 
dueño  bnjo  la  protección  del  ejército  enemigo  sino  sir- 
viéndole también  de  utilidad^  pues  eran  destinados  a  bo- 
zales y  maneadores  del  ejército,  según  informa  la  Con- 
taduría General  de  Buenos  Aires  á  f.  8  vta»  Verdad  es 
que  solo  una  pequeña  parte  fué  convertida  en  tales  usos, 
pero  lo  habrian  sido  todos  si  de  todos  hubiera  necesi- 
tado el  ejército.  Los  cueros  en  el  campo  del  enemigo  le 
prestarían  los  servicios  que  la  guerra  y  las  necesidades 
del  ejército  demandasen.  Este  articulo  se  presta  á  mu- 
chas aplicaciones  de  caballería,  de  maestranza,  y  ie  trans- 
porte en  nuestros  ejércitos.  Aún  olvidado  pues  el  ser- 
vicio que  había  dado  causa  á  la  existencia  de  los  cueros 
en  el  campo  enemigo,  ellos  mismos  deben  ser  conside- 
rados en  I  re  aquellos  artículos  que  aunque  no  esencial- 
mente de  gueri-e,  son  fácilmente  convertibles  en  uso  de 
guerra,  y  los  cueros  de  los  reclamantes  recibían  en  efec- 
to tal  aplicación  siempre  que  el  servicio  del  ejército  se 

lo  demandaba 

Reasumiendo  ahora  el  Asesor  la  primera  parte  de  su 
dictamen  en  derecho,  concluye  que  todo  lo  espoliado  en 
un  campo  de  batalla  enemigo,  todo  sin  escepción  aunque 
sean  sederías,  joyas  preciosas,  cualesquiera  objetos  por  mas 
inapücables  que  en  especie  sean  á  los  usos  de  la  guerra, 
todo  es  lejítimo  y  deñnitivo  botin  y  con  especinlidad  si 
lo  apresado  es  ganado  alimenticio  que  esté  sirviendo  a  la 
primera  necesidad  del  ejército,  ó  pieles  inmediatamente 
apropiadas  y  convertibles  á  los  usos  de  la  guerra  sin 
distinguir  ni  investigar  a  quien  la  propiedad  de  lo  así  to- 
mado haya  pertenecido. 

Pasa  el  Asesor  a  establecer   la  segunda  parte   de  su 
dictamen^  á  saber,  que  es  reembolsable  a  los  reclaman- 
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té^eT^íor  de  todos  los  objetos  que  les  hayan  sido  toma- 
dos por  el  Gobierno  de  la  Confederación  ó  sus  Ajenies 
después  de  la  Batalla  de  Cepeda  y  fuera  del  campo  en 
que  tuvo  lugar. 

Los  cueros  de  pertenencia  de  los  reclamantes  de  que 
hubiese  dispuesto  el  Gobierno  Federal  ó  sus  fuerzas,  es- 
tando embarcados  ó  en  camino  para  serlo,  aunque  hu- 
biesen sido  restos  de  la  provisión  del  ejército  enemigo,  no 
estaban  ya  bajo  la  protección  inmediata  de  sus  armas,  no 
estaban  en  su  campamento,  no  podían  ya  caer  á  título  de 
botin. 

Solo  tiene  este  nombre  y  constituye  este  título  lo  to- 
mado en  on  combate,  en  cualesquiera  otras  operaciones 
cruentas  de  guerra  ó  en  hi  persecución  activa  ó  inmediata 
del  ejército.  ¿Bajo  qué  título^  pues,  habrian  caído  los  cue- 
ros depositados  fuera  del  campo  de  batalla  y  que  no  es- 
taban ya  destinados  sino  al  servicio  de  su  dueño?  ;bajo 
el  de  confiscación?  Pero  el  Código  Arjenlino  aborrece 
tal  medio  de  adquirir.  ¿Bajo  el  do  propiedad  de  un  ene- 
migo? Pero  si  los  Arjentinos  conocen  al  enemigo  armado 
y  apresan  sus  cosas  existentes  en  su  campo^  bajo  la  pro- 
tección de  sus  armas,  no  reconocen  enemigo  fuera  de 
combate,  y  las  cosas  que  encuentran  en  higar  inocente 
son  para  ellos  igualmente  inviolables. 

El  Gobierno  Arjentino  en  esa  guerra  á  que  el  destino 
fatalmente  lo  condujo^  se  propuso  respetar  la  propiedad 
de  todoSj  nacionales  ó  estranjeros,  amigos  ó  enemigos  del 
Gobierno  entonces  disidentes.  Si  es  que  las  fuerzas  de 
la  Confederación  han  hecho  uso  de  alguna  cosa  de  los 
reclamanteSj  encontrada  fuera  del  campo  de  batalla,  el 
Tesoro  Nacional  está  en  el  deber  de  resarcir  su  valor.  .  . 

Ganados.  Como  la  Comisión  arbitral  en  su  primer  con- 
siderando al  designar  los  objetos  del  presente  reclamo, 
declara  que  las  reses  y  cueros  fueron  tomados  algunos  en 
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el  campo  de  batalla  de  Cepeda^  oíros  en  camino  inme- 
diato al  campo,  parece  que  algunos  cueros  hubiesen  sido 
capturados  al  tiempo  de  ser  conducidos  al  campo  de  Ce- 
peda. ¿Pero  para  qué  habia  de  llevar  el  proveedor  cue- 
ros al  campo  de  Cepeda?  Otraíi  habrá  querido  escribir 
la  comisión,  es  decir  otras  reses. 

Esta  inteUjencia  es  auxiliada  por  la  duda  que  emite 
el  Señor  Fiscal  al  fin  de  su  primera  vista,  acerca  del  sitio 
en  que  hayan  sido  capturíidos  los  ganados;  indicando  que 
no  consta  que  todos  lo  liayan  sido  en  el  campo  de  Cepeda. 
Pero  el  Asesor  no  encuentra  fundada  en  el  espediente  ni 
la  duda  del  Fiscal  ni  la  aserción  déla  Comisión  arbitral. 
No  ve  que  las  ganados,  todos  ó  algunos,  hayan  sido  toma- 
dos en  camino  inmediato  al  campo  de  Cepeda  en  cualquier 
otro  lugar.  Todos  lo  lian  sido  en  el  campo  mismo  de 
Cepedíi,  así  resulta  de  las  piezas  justificativas  que  ha 
exhibido  el  reclamante,  el  cual  no  las  contradice  en  cnanto 
al  sitio  de  la  captura^  como  las  objeta  respecto  al  núme- 
ro de  animales. 

No  niega,  al  contrario,  comprueba  por  su  parle,  que  los 
ganados  fueron  tomados  todos  en  Cepeda,  mientras  quie- 
re hacer  entender  que  los  cueros  todos  estaban  ya  em- 
barcados en  San  Nicolás  al  tiempo  de  la  captura;  esto 
último  es  inexacto  según  se  verá  después,  más  entre 
tanto  con  respecto  á  Ins  reses  si  el  reclamante  mismo 
intenta  decir  que  hayan  sido  aprehendidas  fuera  del  cam- 
po de  Cepeda. 

Pero  supongamos  que  alguna  porción  de  ganado  haya 
sido  tomado  en  camiufí  para  el  campo  de  Cepeda:  tam- 
bién es  buena  preso,  Señor^  como  muy  justamente  lo  de- 
clara la  comisióti  dando  por  cierto  el  hecho. 

El  Señor  Fiscal  desea  un  mayor  esclarecimiento  respec- 
to de  los  ganados,  pues  en  su  opinión  las  materias  alimen- 
ticias que  no  hayan  sido  tomadas  en  el  campo  mismo  del 
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combate,  aunque  destinadas  al  enemigo,  son  inocentes, 
porque  tales  artículos  solo  son  prohibidos  resperito  de 
plazas  sitiadas  ó  bloqueadas»  Tal  es  el  sentir  del  Fiscal 
en  cuanto  ha  podido  comprenderlo  el  Asesor.  Pero,  Exmo. 
Señor,  un  Ejército  belijerante  está  bajo  el  más  alto  rigor, 
mas  que  una  pla/a  bloqueada,  mas  que  una  plaza  estric- 
tamente sitiada.  Todas  las  materias  alimenticias  que  se 
aprehenden  en  dirección  al  consumo  de  este  ejército,  todas 
son  lejiümas  y  escetente  presa.  ¿Por  dónde  habíamos 
de  considerar  mas  al  soldado,  al  oficialj  al  General  en 
Gefe,  que  con  las  armas  en  la  mano  nos  andan  buscando 
ó  nos  están  esperando  para  destruipuos,  que  á  la  mujer, 
al  niilo  de  un  año,  al  anciano,  encerrados  en  una  plaza 
sitiada?  ¿cómo,  siendo  buena  presa  las  alimentos  lleva- 
dos á  éstos,  y  lo  son,  no  lo  serían  los  apresados  con  des- 
tino á  un  Ejército  enemigo  en  caínpaña?  Todo  lo  que  se 
le  lleve  ^jara  comer,  para  vestir,  para  curarse,  todo  aque^ 
lio  de  que  mas  falta  tenga  para  sostenerse,  para  vivir  y 
dañarnos,  todo  se  le  quita^  todo  se  le  debe  quitar,  todo 
es  buena  presa.  No  hay  pues  distinción  que  hacer  entre 
los  ganados  tomados  en  Cepeda,  ó  con  dirección  al  Ejéi'- 
cito  allí  campado,  remitidos  por  cuenta  del  reclamante 
para  la  provisión  de  aquel,  ó  destinados  á  este  servicio, 
de  ninguno  de  esos  animales  tiene  que  responderte  el 
Tesoro  Nacional,  los  fia  perdido  todos  definitivamente* 
En  resumen,  el  reclamante  solicita  se  le  abone  el  valor 
de  3187  cueros  vacunos  y  de  1000  reses;  el  Fiscal  está 
de  acuerdo  en  que  se  le  reconozca  el  importe  de  todos 
esos  cueros,  y  en  cuanto  á  los  ganados  en  pié  propone 
una  ulterior  investigación:  la  Comisión  resuelve,  repelien- 
do iii  tolum  el  reclamo  por  cueros  y  reses,  y  el  Asesor 
es  de  dictamen  se  digne  V.  E.  no  hacer  lugar  al  recla- 
mo en  cuanto  á  las  reses  y  tampoco  en  cuanto  á  los  cue- 
ros tomados  en  el  campo  de  Cepeda;  pero  sí  en  cuanto 
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á  los  que  hayan  estado  embarcados  desde  antes  del  com- 
bate en  San  Nicolás,  disponiendo  que  vuelva  el  espe- 
diente á  la  Comisión  para  que  esclarezca  de  un  mod  )  mas 
perfecto,  sí  es  posible,  el  número  de  los  unos  y  de  los 
otros,  y  fijando  el  de  los  tomadas  en  San  Nicolás,  los  jus- 
tiprecie y  eleve  de  nuevo  el  espediente  á  V.  E, — Baldó- 
me ao  García. 


Resolución — 

Departamento  de  Guerra  y  Marina. 

Paraná,  21  de  Agosto  de  1860— Visto  este  espediente 
de  reclamo,  con  lo  espuesto  en  él  por  el  Fiscal  del  Es- 
tado, lo  laudado  por  la  Comisión  arbitral  de  hacienda  y 
liquidación  y  lo  dictaminado  por  el  Asesor  ad  hoc,  se 
declara,  de  conformidad  con  este  dictamen,  que  el  Tesoro 
Nacional  no  es  responsable  al  valor  de  los  ganados  que 
se  reclaman,  destinados  al  consumo  del  Ejército  de  Bue- 
nos Aires,  belijerante  en  la  última  guerra  de  ingrato  re- 
cuerdo y  tomados  por  las  fuerzas  federales  antes  del  com- 
bate del  23  de  Octubre  último  en  los  campos  de  Cepeda, 
en  el  mismo  dia  del  combate  ó  en  las  operaciones  sub- 
siguientes, que  tampoco  es  responsable  por  los  cueros 
tomados  en  el  mismo  campo  de  Cepeda;  pero,  que  si  lo 
es,  de  los  cueros  detenidos  en  San  Nicolás  ó  en  cual- 
quier otro  punto  que  no  fuese  el  campu  de  Cepeda,  y  de 
que  la  Autoridad  Nacional  ó  sus  Ajenies  hayan  hecho  uso^ 
aunque  estos  cueros  hubiesen  provenido  de  la  provisión 
de  dicho  ejército  de  Buenos  Aires,  Quedando  así  modi- 
ficado el  íaudo  de  la  Comisión  arbitral,  vuelva  á  ella  el 
espediente,  como  lo  aconseja  el  Asesor,  para  que  pro- 
cediendo sobre  estas  declaraciones,  esclarezca  por  los 
medios  que  espresa  é  indica  el  Asesor,  cuales  son  los 
ganados  ó  cueros  que  se  hallen  en  cualquiera  de  los  tres 
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casos  puntualizados,  oyendo  si  es  presiso  en  esta  inda- 
gación la  esposicióii  del  interesado,  fijando  el  número  de 
aquellos  cuyo  valor  resultase  reembalsable  por  el  Tesoro 
Nacional,  los  que  también  justipreciará;  eleve  de  nuevo  el 
espediente  por  el  Ministerio  de  Guerra  y  Marina.  Y 
en  atención  á  la  conveniencia  que  resulta  de  genera- 
lizar el  conocimiento  de  los  principios  y  doctrinas  que  el 
dictamen  contiene,  publíquese  con  el  presente  Decreto — 
URQUIZA^Fhancia. 

El  Fiacal  en  2  de  Julio  de  18G3,  en  virtud  de  eolicitudefl  poBteriores  dijo: 

ExMO.  Señor: 

Está  pendiente  la  duda  sobre  si  la  Comisión  especial 
clasificadoni  de  la  deuda  flotante^  lia  Je  ocupai'se  solo 
de  los  espedientes  liquidados  y  reconocidos  por  el  Go- 
bierno del  Paraná»  o  también  de  los  que  quedaron  para 
liquidarse  en  estado  de  tramitación.  Esta  duda  se  ha 
sometido  al  juicio  de  un  Asesor  con  Don  Exequiel  Paz, 
y  la  resolución  del  Gobierno  debe  servir  para  este  asunto 
y  otros  muchos  que  se  liallan  en  igual  caso. 

Por  esta  razón  el  Fiscal  opina  que  la  misma  resolu  - 
ción  que  el  Gobierno  tenga  a  bien  deliberar,  se  debe  apli- 
car á  este  asunto,  y  le  servirá  de  regla  al  Fiscal  para  los 
demás  que  vengan  de  la  misma  clase— Ramón  Feurkira. 

Resolución— 


Departamento  de  Guerra  y  Marina* 

Buenos  Aires,  Julio  30  de  1863  —  Estando  inhibi- 
do el  Gobierno  por  el  artículo  4°  de  la  Ley  de  tres 
de  Setiembre  del  año  próximo  pasado,  de  resolver  en 
esta  clase  de  reclamos,  devuélvase  al  interesado  para  que 
ocurra  ante  el  Congreso  ó  ante  quien  crea  conveniente— 
MITRE— Juan  A-  Gelly  y  Obes. 
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En  virtud  de  una  solicitud  presentada  por  el  interesado,  ocurriendo  de 
nuevo  al  Poder  Ejecutivo  por  haber  el  Congreso  Nacional  autorizado 
á  éste  para  entender  en  estos  asuntos,  el  Fiscal  en  8  de  Marzo  de 
1864  dijo: 

ExMO.  Señor: 

El  Fiscal  cree  que  por  la  Ley  de  6  de  Noviembre  de 
1863  y  el  Decreto  reglamentario  del  7  del  mismo  mes, 
y  por  otro  espediente  de  la  misma  clase  que  se  ha  pre- 
sentado, puede  pasar  éste  á  la  Comisión  clasificadora  de 
la  deuda  posterior  al  1°  de  Abril  de  1861— Ramón  Feu- 

HBIUA. 

Resolución— 
Departamento  de  Guerra  y  Marina. 

Buenos  Aires,  Marzo  18  de  1864— Como  dictamina  el 
Fiscal:  á  sus  efectos  pase  á  la  Comisión  clasificadora 
de  la  deuda  flotante  de  la  Confederación — MITRE — Juan 
A.  Gelly  y  Obks. 

JjSl  Comisión  clasificadora  de  la  deuda  flotante,  en  un  informe  de  30  de 
Agosto  de  1864  aconseja  se  pague  á  los  interesados  los  mil  ochocien- 
tos setenta  flS"^^  cueros  que  se  tomaron  en  San  Nicolás  y  los  mil 
ciento  veinte  C11209  capturados  á  dos  leguas  del  lugar  de  la  batalla, 
á  razón  de  veinte  y  tres  y  siete  octavas  libras  ("23  7/8^  unos  con 
otros,  al  precio  de  sesenta  y  seis  reales  plata  la  pesada  de  treinta  y 
cinco  libras  aconsejado  por  la  comisión  de  corredores;  al  mismo  tiem- 
po cree  deberá  pagarse  á  los  interesados  el  interés  del  uno  por 
ciento  correspondiente  al  valor  de  esos  cueros. 

Resolución — 

Departamento  de  Guerra  y  Marina. 

Buenos  Aires,  Noviembre  26  de  1864— De  acuerdo 
con  lo  espuesto  por  la  Comisión  clasificadora,  declá- 
rase deuda  pública  á  cargo  de  la  Nación  el  importe 
de  los  cueros  tomados  á  Don  Juan  Villanueva  con  arreglo 
al  precio  y  peso  determinados  por  la  Cámara  Sindical 
de  la  Bolsa  de  Comercio  en  los  informes  de  17  y  20  de 

10 
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Agosto  del  corriente  año.  Devuélvase  el  espediente  á  la 
Comisión  para  que  lo  entregue  al  interesado,  recojiendo 
el  recibo  espedido  á  fin  de  que  ocurra  al  liquidador  de 
la  deuda  y  verificada  la  liquidación,  sea  elevada  al  Go- 
bierno para  ordenar  la  inscripción  en  fondos  públicos — 
MITRE— Rufino  de  Elizalde— L*  González— G,  Raw- 
soN — Juan  A.  Gelly  y  Obes. 


Abolición   del  fuero  personal  j  del  fuero    militar  según  la 

Constitución* 


ExMO*  SeSok: 

Estando  abolidos  los  fueros  personales  en  la  Confedera- 
ción por  la  Constitución  General,  resulta  que  el  fuero  mi- 
litar ha  quedado  reducido  a  solo  el  de  causa;  y  que  el 
Código  Español,  de  las  Ordenanzas  Militares,  como  las 
demás  leyes  generales,  no  rijen  sino  en  lo  que  no  se  opon- 
gan y  están  conformes  con  la  Constitución  y  leyes  na- 
cionales. Es  por  esto  que  el  Fiscal  ha  sentido  la  ne- 
cesidad, como  lo  hará  ver  en  su  vista,  de  considerar  este 
asunto  por  las  dos  faces:  bajo  el  imperio  de  la  ley  fun- 
damental, y  del  antiguo  Código  de  las  Oi*denanzíis,  para 
mirar  la  cuestión  en  su  verdadero  punto  biijo  eí  réjimen 
actual,  y  deslindar  lo  que  importa  el  fuero  de  causa,  su 
naturaleza  y   caracteres,  y  h\  jurisdicción  militar. 

Aunque  el  Congreso  no  ha  dado  todavía  la  Ley  de  la 
materia,  podemos  encontrar  con  seguridad  sin  peligro  de 
errar,  el  sentido  verdadero  y  aplicación  legal  de  lo  que 
importa  el  fuero  de  causa. 

Abolido  el  fuero  de  la  persona,  quedó  solo  el  de  la  cosa, 
la    materia   militar  que    es  necesario    clasificar:  esta  la 
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conttituye  su  carácter  militar  y  los  actos  y  funciones 
esencialmente  militares  ó  comunes  cometidos  en  el  ser- 
vio y  ejercicio    activo,  ó  por  causa  y  motivo  de  él. 

Mas  claro:  la  materia  militar  puede  comprender: 

1^  Los  actos  por  su  naturaleza  de  carácter  militar,  tal 
es  que  solo  bajo  ese  carácter  se  cometen,  como  los  que 
miran  al  servicio  y  disciplina  á  los  deberes  puramente 
del  orden  militar. 

2**  Los  actos  comunes  no  militares  en  si,  que  adquie- 
ren tal  carácter,  por  que  son  cometidos  con  ocasión,  cau- 
sa, ó  motivo  de  servicio  activo;  como  los  hechos  come- 
tidos en  un  cuartel,  campamento  ó  marcha,  en  los  esta- 
blecimientos militares,  y  donde  quiera  que  esté  en  ser- 
vicio activo  el  agente  á  tiempo  que  los  ejecuta.  Los  autores, 
al  analizar  esta  materia  tan  delicada,  especialmente  los 
Franceses,  han  precisado  su  alcance  con  mucha  exacti- 
tud, procediendo  sobre  el  principio  de  que  la  jurisdic- 
ción militar  es  escepcional,  restrictiva  no  ampliativa,  y 
han  opinado  los  más  célebres  oradores  y  jurisconsultos 
en  el  Parlamento  y  el  Foro,  íjue  los  hecijos  ó  actos  de 
la  segunda  clase  conservan  su  carácter  militar,  solo 
bajóla  influencia  de  la  causa  ó  motivo,  del  servicio  ac- 
tivo, y  lo  pierde  luego  que  ella  cesa  ó  no  existe;  es  decir, 
mientras  el  militar  se  considera  en  actitud  de  servicio 
al  tiempo  de  cometerse  el  hecho. 

Si  se  considera  de  carácter  militar  el  heclu  en  la  mar- 
cha del  Ejército,  cometido  de  tránsito  á  distancias  in- 
mediatas, y  no  se  considera  si  el  soldado  se  quedó  por 
algún  motivo,  desertado  ó  con  licencia,  y  después  lo  co- 
metió; porque  aunque  la  persona  que  lo  ejecate  sea  mi- 
litar, el  hecho  por  su  naturaleza  es  común  y  no  come- 
tido por  causa  ni  con  motivo  del  servicio;  ó  diremos  al 
tiempo,  ó  en  circunstancias,  que  pudiera  imprimirle  ca- 
rácter militar;  ó  como  dicen  los  Franceses;  no  estaba  sous 
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lestdrapemix,  oaa  son  corp.f:  porque  obraba  ausente  de  su 
cuerpo  y  de  la  bandera  que  loproteje;  y  ha  obrado  más 
bien  en  una  vida  civil  que  militar:  pov  consiguiente  los 
actos  tienen  carácter  eomun,  sujetos  á  las  leyes  genera- 
les; 

La  Corte  de  Casación  de  París  ha  aplicado  muchas  veces 
esta  doctrina  en  sus  severos  fallos;  ha  resuelto  que  el  hurto 
cometido  por  militares  en  una  prisión  ó  detención  de 
Policía,  ú  hospital  ó  establecimientos  no  militares  sin  de-- 
sempeñar  servicio  activo,  fuera  de  sus  cuerpos,  corres- 
ponde á  la  jurisdicción  ordinaria;  por  el  contrario;  si  en 
lugar  ó  establecimiento  militar,  ó  aunque  no  lo  sea,  es- 
tando en  servicio  de  guardia,  corresponde  á  la  jurisdic- 
ción militar.  También  ha  decidido:  que  una  falta  ó  ultraje 
de  un  militar  contra  un  Gefe  ú  Oficial  de  Policía,  no  era 
delito  militar;  porque  la  insubordinación  no  era  militar  sino 
civil,  y  la  infracción  era  de  las  leyes  generales  como  ciu- 
dadanos. Decretos  de  los  anos  1836,  40  y  43:  como  puede 
verse  en  Chauveau. 

El  militar  antes  ser  soldado  es  ciudadano,  y  debe  ser 
considerado  bajo  los  dos  respectos:  corno  militar  ha  con- 
traído obligaciones  de  un  orden  especial  sin  dejar  de  ser 
miembro  de  la  sociedad:  y  en  todo  lo  que  no  pertenezca 
á  este  orden  especial,  ó  no  se  infrinja  el  deber  militar, 
queda  sujeto  al  derecho  común  del  país. 

Pasemos  ahora  de  la  teoría  al  terreno  práctico:  te- 
nemos en  nuestra  misma  República  y  otras,  recibida  esta 
doctrina  por  la  práctica  y  leyes  vigentes  provincial es^ 
que  aunqutr  no  sean  nacionales,  sirven  para  dar  la  ver- 
dadera inteligencia  y  aplicación  de  la  Constitución  Na- 
cional; la  Ley  de  la  Lejislatura  de  Buenos  Aires,  del  año 
23,  aboliendo  el  fuero  personal,  artículo  3^,  dice  asi:  <tEl 
conocimient)  de  las  causas  que  se  formen,  para  la  ave- 
riguación y  castigos  de  delitos,  que  solo  son  tales  cometí- 


dos  por  lili  militar;  queda  sujeto  ala  jurisdicción  militar. 
4**  Queda  sujeto  á  la  misma  jurisdicción  todo  delito  co-- 
metido  por  los  militares  dentro  de  los  cuarteles,  eti  mar- 
chíi,  en  campiña  ó  en  actos  de  servicio.» 

La  Proviücia  de  Entre  Ríos  confederada,  sancionó  el 
mismo  testo  literal  en  su  Reglamento  de  Administración 
de  Justicia  vijente  ha^ta  hoy.  La  Ley  del  Perú,  dice:  «I*" 
Los  delitos  comunes  cometidos  por  militares,  serán  juz- 
gados corno  los  de  otros  cualesquiera  ciudadanos,  pop  el 
Jue^í  ordinario,  sin  otro  requisito  que  el  aviso  que  debe 
impartir  el  juez  de  la  causa  a  la  autoridad  militar  del  De- 
paríamenta.  2""  Los  delitos  cometidos  en  servicio  militar  y 
los  que  se  cometieren  en  cuartel^  fortaleza,  abordo  debo- 
ques de  guerra  ó  en  campamentOj  aún  cuando  fuesen  de- 
litos crimunes  por  su  naturaleza,  serán  juzgadas  confor- 
me á  las  ordenanzas  y  demás  leyes  del  Ejército,  y  por 
los  Jueces  y  Consejos  establecidos  por  ellas.» 

Asentados  estos  principios  sancionados  por  las  mas  sa- 
nas doctrinas  de  los  autores,  pur  las  leyes  y  la  práctica, 
resulta  ajuicio  del  Fiscal,  que  en  la  Cnn  federación  alme- 
nes mientras  se  da  por  el  Congreso  la  Ley  orgánica  de 
la  materia,  la  intelijencia  y  aplicación  mas  clara  y  natu- 
ral de  la  ley  fundamenta!,  en  lo  que  se  ha  de  entender  por 
fuero  de  causa,  ó  por  razón  de  la  cosa  ó  materia  militar, 
debe  ajustarse  á  ios  principios  sentados  y  proposiciones 
dichas,  de  los  hechos  y  funciones  de  carácter  esencial- 
mente militar,  que  pertenecen  ó  afectan  directamente  á 
la  disciplina,  á  los  deberes  del  orden  müitar,  ó  los  hechos 
y  funciones  aunque  por  su  naturaleza  comunes,  cometi- 
dos con  ocasión,  causa  a  motivo  del  servicio,  ó  estando 
en  ejercicio  activo  al  tiempo  de  cometerlos* 

Como  una  consecuencia  lejitima,  cree  también  el  Fiscal, 
en  conformidad  con  las  doctrinas  citadas,  que  debe  acep- 
tarse la  limitación  de  que  fuera  de  estos  II miies  y  cesan- 
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do  ó  no  existiendo  la  oausa,  ocasión  ó  motivo,  ó  actividad 
del  snrvicio,  el  hecho  no  adquiere  ó  pierde  el  carácter  mi- 
litar; porque  no  teniendo  tal  carácter,  ó  valor  intrínseco 
por  su  naturalezn,  sino  por  causas  externas  y  circunstau- 
ciiis  que  se  le  comimicau,  cuando  é^tas  no  existan,  ó  de- 
jen de  existir,  los  hechos  no  pertenecen  al  orden  escep- 
cíonul  sino  al  común;  se  reputan  cometidos  por  su  autor 
en  el  carácter  de  ciudadano,  no  militar  é  infractor  de  la 
ley  civil,  no  militar.  Así  en  el  fuero  de  causa,  como 
hemos  dicho,  no  entran  los  lieclios  del  fuero  cominij  que 
comete  un  militar  separado  del  servicio,  desertado  ó  li- 
cenciado, ó  en  establecimientos  ó  lugares  no  militares,  ó 
porfiílta  ó  insubordinación  á  jefe  ó   autoridad  no  militai'* 

Esta  es  la  teoría  general  que  el  Fiscal  cree  lejítima 
y  profesa  en  la  materia;  y  que  ha  creído  necesario 
desarrollar  ahora  por  dos  razones:  1*  para  determinar  lo 
mas  claro  y  exacto  posible  la  naturaleza  y  a[ilicación  del 
fuero  de  causa  y  de  la  ley  fundamentaU  preferida  y  re- 
guladora de  las  Ordenanzas  militares;  2^  porque  no  ha  mi- 
rado solo  el  hecho  aislado  de  la  solicitud  de  un  individuo 
que  ha  motivado  la  visto,  sino  la  necesidad  de  deslindar 
para  todos  los  asuntos,  la  jurisdicción  militar  después  de 
nuestra  Constitución  Federal,  á  la  que  están  subordinados 
los  Códigos  y  Ordenanzas  anteriores;  y  por  consiguiente 
no  pueden  ser  aplicados  con  exactitud  y  verdad,  sin  te- 
ner aquella  presente  y  consultarla. 

De  esto  también  vaá  deducir  et  Fiscal  que  por  sola  la  Ley 
constitucional  y  la  abolición  del  fuero,  prescindiendo  de  las 
ordenanzas,  bastaría  para  que  el  Teniente  Coronel  Don  Ca- 
lislo  de  la  Torre,  como  cualquier  otro  Oficial  Nacional  que 
se  halle  en  el  mismo  caso,  no  pueda  gozar  fuero,  desde  que, 
según  su  propia  confesión  y  la  relación  délos  heclios por 
si  mismo,  ha  intervenido,  ose  ha  mezclado  en  la  revolu- 
ción, ó  sedición  espotáneamentc,  sin  estar  en  servicio  ni 
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con  motivo  ni  ocasión  de  él,  ni  aún  siquiera  considerado  en 
actividad;  es  claro  pues,  que  la  falta  se  halla  bajo  del  im- 
perio de  las  leyes  generales,  y  en  ningún  sentido  puede  en- 
trar en  la  escepción  del  fuero  de  causa. 

Muy  distinto  ha  sido  el  caso  del  Gefe  de  esa  revolu- 
ción. Coronel  Oyarzábal,  agregará  de  paso  el  Fiscal,  por- 
que estaba  acompañado  de  todas  las  circunstancias,  que 
según  hemos  dicho,  imponen  carácter  militar  á  los  hechos, 
aunque  por  su  naturaleza  sean  comunes;  por  consiguien- 
te sin  ninguna  duda  él  y  los  que  se  hallen  en  su  caso, 
entran  en  el  fuero  de  causa  y  corresponde  á  la  jurisdicción 
militar  como  lo  ha  reconocido  el  Gobierno. 

áe  ha  detenido  el  Fiscal  en  la  consideración  del  asunto 
bajo  el  imperio  de  nuestro  orden  constitucional,  porque 
lo  mira  con  preferencia,  y  desea  esplotar  todo  su  alcan- 
ce legal,  y  fijar  bases  seguras  para  evitar  conflictos  en  ma- 
teria tan  delicada,  en  el  nuevo  orden  de  abolición  de  fue- 
ros. Será  mucho  mas  breve  en  la  consideración  del  asunto 
bajo  el  imperio  del  Código  de  las  Ordenanzas;  porque  no 
puede  sino  adherirse  á  los  fundamentos  luminosos  y  exac- 
tos del  Auditor  de  Guerra;  nada  deja  que  desear:  sus  prin- 
cipios y  doctrinas  son  la  fiel  observancia  en  la  práctica, 
de  la  Cédula  del  Rey  Carlos  III  de  17  de  Abril  de  1774, 
confirmada  por  Reales  Ordenes  posteriores  de  1799,  1800 
y  10  de  Noviembre  de  1817,  cuyamatena  está  muy  escla- 
recida en  las  citas  del  Nuevo  Colon,  y  también  con  he- 
chos prácticos  como  el  de  Cartajena  y  otros. 

Forestas  leyes  y  la  ordenanza,  los  delitos  de  sedición  ó 
conspiración  contra  el  Cobierno  ó  la  seguridad  pública  son 
considerados  delitos  comunes  y  corresponden  á  la  juris- 
dicción ordinaria.  Volveré  á  citar  la  Corte  de  Casación 
sobre  este  punto,  y  como  concordante  con  el  Derecho  Es- 
pañol, ella  ha  decidido:  «que  los  tribunales  militares  pue- 
den ser  privados  del  conocimiento  de  los  crímenes  y  de- 
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utos  contra  la  seguridad  déla  República,  contraía  Cons- 
tituciuOj  coDÍra  el  orden  y  la  paz  pública,  cualquiera  que 
sea  la  calidad  de  los  autores  principales  y  de  los  cómplices. 
Ano  1848,  Boletines  números  251,  272  y  273.  También  con- 
viene notar  qtie  este  derecbo  de  las  ordenanzas  rejía  en 
tiempo  del  Gobierno  absoluto  de  Espafm,  y  que  ella  mis- 
ma, en  su  era  constitucional;  por  sus  leyes  y  reglamentos 
de  1817,  21  y  3ü,  ha  restrinj ido  mas  Íü  jurisdicción  escep- 
cional  y  estendido  la  atracción  de  la  ordinaria,  como  el 
fuero  común.  Si  en  las  Monarquias  Constitucionales  se 
siente  esta  iieee>;¡dad  ó  conveniencia,  mas  poderosa  debe 
ser  en  las  Repúblicas. 

Finalmente:  el  Fiscal  podría  citar  muchos  ejemplos  de 
causas  de  esta  naturaleza  dentro  de  la  República,  antes 
y  después  de  la  ablución  del  fuero  personal.  El  afio  vein- 
titantos en  Córdoba,  en  el  Gobierno  del  General  Bustos, 
fueron  juicgados  por  la  jinisdicción  ordinaria  por  cons* 
piración,  el  General  Ocampo,  un  Coronel  Pizarro  y  un 
Comandante  Giles,  todos  Gefes  Nacionales  de  la  Indepen- 
dencia. Hace  un  ano  que  aquí  se  ha  juzgado  lo  mismo  la 
causa  del  Sargento  Mayor  Arrebillaga. 

En  consecuencia  de  todo  lo  espuesto,  el  Fiscal  opina 
que  el  solicitante,  como  cualquier  otro  Oficial  Nacional 
que  se  halle  en  las  mismas  circunstancias  cjn  respecto 
á  la  revolución  deCérdobii,  no  goza  de  fuero  militar,  sal- 
vo el  juicio  de  V.  E.— Paraná,  Mayo  4  de  1860.— R\mon 

FEftKElKA. 


Don  E*  Ochoa^— reclama  unos  cueros  de  carneros  déla  goleta 

Magdalena  caídos  en  comiso. 
El  Fiscal  dijo: 

ExMo*  Señor: 
El  abuso  escandaloso  que  se  hacía  con  los  boletos  de 
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tránsito  que  se  daban  por  los  Puertos  de  Us  Provincias 
Argentinas,  aprovechándolas  para  enfibarcar  sin  pagar  des- 
pechos los  de  este  Estado,  obligó  á  V,  E.  á  espedir  el 
Decreto  de  19  de  Abril  ppdo,,  por  el  que  se  castiga  con  la 
pena  decomiso  el  importe  de  lo  que  resultase  de  menos 
entre  lo  manifestada  y  la  verdadera  introducción. 

Al  mismo  tiempo  que  se  publicaba  este  Decreto,  el 
Señor  Ochoa  solicitó  permiso  para  desembarcar  de  los  ríos 
interiores  una  cantidad  de  cueros  lanares,  y  al  desem- 
barco resultó  de  menos  una  tercera  parte  próximaoiente 
de  lo  que  el  permiso  espresaba. 

Era  pues,  evidentp,quej  procediendo  con  sujeción  al  De- 
creto citado,  la  Junta  de  Comisas  hubiera  podido  imponer 
á  esa  tercera  parte  la  peJia  que  él  establecin.  Sinembargu, 
en  consideración  al  poco  tiempo  que  habia  mediado  entre 
la  publicación  del  mencionado  Decreto  que  el  permiso  para 
no  aplicar  el  rig.)r  de  esta  pena,  Pero  en  vi^ta  de  la  notable 
falta  que  se  advertía  entre  lo  manifestado  y  lo  que  resul- 
taba de  la  inspección  de  los  empleados  de  Aduana,  creyó 
que  DO  pudia  dejar  de  imponer  una  pequeña  multa  al  me- 
nos, para  no  dejar  sin  castigo  un  abuso  que,  según  es  no- 
toriOj  tan  considerablemente  habia  perjudicado  las  rentas 
públicas. 

El  Fiscal  cree  que  basta  esta  sencilla  relación  para  que 
V.  E.  se  penetre  de  la  justicia  con  que  ha  procedido  la 
Junta  de  Comisos. 

El  Señor  Ochoa  nada  ha  dicho  en  su  escrito  de  apelación 
que  pueda  persuadir  lo  contrario.  Todo  él  so  reduce  á 
términos  descorteses  contra  los  empleados  del  estado,  y 
á  poner  muy  alto  su  probidad  que  ha  creido  ofendida  por 
la  ilusión  que  hizo  la  Jirnta  al  fraude  que  se  habia  co- 
metido en  general  con  los  boletos  de  tránsito  sin  ninguna 
referencia  al  Señor  Ochoa,  cuya  honradez  no  tuvo  la  mas 
remota  ¡dea  de  ofender.     El  principal  cargo  que  hace  el 
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Señor  Ochoa  á  la  Junta  es  el  de  no  haber  tomado  en  cuenta, 
en  su  resolución  la  escepción  que  ha  opuesto,  de  venirlos 
frutos  que  faitaban  en  su  manitiestOj  en  otro  buque,  Y 
tanta  confianza  maniliesta  reposar  eo  esta  escepción  que 
llega  hasta  el  estreoio  de  acusarla  de  haber  fallado  sin 
haber  leído  el  espediente,  dando  á  entender  que  de  otra 
manera  no  liubiera  podido  dejar  de  reconocer  su  inocencia. 

El  Fiscal  dirá  al  Señor  Ochou  por  si  lo  ignoj'a,  que  una 
sentencia  no  es  un  alegato  en  el  que  deba  refutarse  todo 
cuanto  al  interesado  se  le  antoje  decir,  por  impertinente 
que  sea. 

La  Junta  tuvo  muy  presente  la  escepción  que  desde  el 
principio  hizo  valer  el  Seüor  Ochoaj  pero  la  consideró  tan 
fuera  de  propósito,  por  no  clasificarla  de  otra  manera,  que 
no  juzgó  que  debiera  ocuparse  de  ella,  ¿Cómo  podia  en 
efecto  admitirse  sin  los  inconvenientes  mas  graves  la  teo- 
ría de  que  lo  que  falla  ó  sobra  en  el  manifiesto  de  un  bu- 
que se  compensa  con  lo  que  otro  traiga? 

El  Fiscal  quiere  admitir  quesea  cierto  que  la  parte  de 
la  cargci  que  debió  traer  la  goleta  «Invidiatov¡ve*>  según  se 
dice.  Pero  esto  debió  hacerse  presente  al  presentar  el 
manifiesto  ó  en  el  tiempo  en  que  la  Ley  permite  adicio- 
narlo, y  no  después  que  se  descubrió  la  falta. 

De  otra  manera  resultaría  que  sin  esponerse  á  pena  al- 
guna, tendrían  los  introductores  el  medio  mas  sencillo  de 
defraudar  las  rentas  fiscales. 

El  Fiscal  no  podría  concluir  esta  vista  sin  llamar  la 
atención  de  V,  E.  sobre  la  descortesía  con  que  se  ha  pro- 
ducido el  Señor  Ochoa,  y  sobre  todo  en  el  párrafo  siguiente 
que  dice:  que  ha  tepido  siempre  por  norma  la  moralidad, 
f¡ue  acoso  falta  a  los  que  han  dictado  la  sentencia  de  que 
apelamos,  E!  Fiscal  hubiera  pedido  testimonio  de  este  in- 
solente desahogo  para  llamar  criminalmente  al  Señor  Ochoa 
á  que  probase  como  falta  á  los  miembros  déla  Junta  de 
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Comisos  esR  moralidad  que  á  él  le  sobra,  si  no  hubiera 
querido  suponer  que  este  Señor  no  haya  leido  lo  que  ha 
escrito,  ó  no  haya  meditado  su  alcance. 

Sinembargo,  en  desagravio  de  los  otros  Señores  de  la 
Junta  de  Comisos  principalmente,  no  podria  dejar  de  pe- 
dir á  V.  E.  se  sirva  ordenar  sean  testadas  las  palabras 
trascritas,  y  se  haga  saber  al  Señor  Ochoa  el  serio  desa- 
grado con  que  V.  E.  ha  visto  la  inmoderada  destemplan- 
za de  su  lenguaje. — Agosto  31  de  1860.  -Eduardo  Costa. 

liesolucíón— 

Departamento  de  Hacienda. 

Buenos  Aires,  Setiembre  10  de  1870.— De  acuerdo  con 
los  fundamentos  de  la  precedente  vista,  confirmase  la  re- 
solución apelada,  <á  sus  efectos  vuelva  al  Colector  General, 
quien  hará  testar  por  el  Escribano  de  Aduana  las  palabras 
á  que  el  Fiscal  se  refiere,  haciéndolo  asi  saber  á  los  recla- 
mantes, y  no  dando  curso  en  adelante  á  ningún  escrito 
que  no  guardase  en  sus  palabras  el  respeto  que  se  debe 
á  la  Autoridad.— MITRE.— Juan  A.  Gelly  y  Obes. 


Vicente  Troncoso, — pide  indemnización. 

En  21  de  Agosto  de  1860,  Don  José  A.  Álvarez,  en  representación  de 
Don  Vicente  Troncoso  dice  que  siendo  Juez  de  Paz  del  Baradero  (Pro- 
vincia de  Buenos  Aires),  tomó  la  suma  de  8500  pesos  mic  de  los 
fondos  de  la  Municipalidad,  empleándola  para  equipar  la  fuerza  al 
dia  siguiente  de  la  Batalla  de  Cepeda,  y  para  engrosar  la«  filas  del 
Ejército  á  las  órdenes  del  Capitán  General  Urquiza. 

Que  en  Novirmbre  29  de  1869  se  le  ordenó  el  reintegro  de  dicha  su- 
ma, quien  la  sacó  de  su  bolsillo  en  obsequio  del  Gobierno  Nacional, 
y  hoy  pide  le  sea  abonada. 

En  4  de  Setiembre    de  1860  el   Capitán    General  Don  Justo  J.  de  ür- 
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quissa  dijo  qne  lo  espuesto  por  TroncoBO  es  cierto  y  que  cree  jS^^a 
petición 

El  Fiscal  dijo: 

ExMO,  Señor: 

Por  el  informe  del  Capitán  General  Don  Justo  José  de 
Urquiza,  y  como  General  en  Gefe  del  Ejército  Nacional, 
resulta  probndo  el  hecho  deque  el  reclamante  Don  Vicente 
TroncDso  se  pronunció  en  el  Pueblo  del  Baradero  (Fro- 
vinciíi  de  Buenos  Aires),  en  favor  de  la  causa  nacionnl, 
y  se  incorporó  al  Ejército  con  una  tuerza  armada  y 
equipada  por  éh 

Solicita  ahora  que  se  le  indemnice  el  gasto  que  hizo; 
este  es  el  caso  neto  del  asunto;  íiada  importa  que  la  suma 
invertida  la  hoya  sacado  de  su  bolsillo  ó  de  fondos 
de  la  Munipalidad  6  de  otro  modo;  eso  no  funda  la 
justicia  del  reclamo,  sino  el  objeto  de  la  inversión. 
Pero  la  cantidad  invertida  debía  acreditarse  con  alguna 
clase  de  pruebas,  siquiera  poco  más  ó  menos;  no  se  co- 
noce el  numero  de  tropa,  ni  los  artículos  de  gastos^  si 
fueron  armas,  vestidos,  mantención,  etc. 

Por  consiguiente  no  hay  los  datos  necesarios  y  términos 
hábiles  para  reconocer  y  liquidar  el  cargo,  con  que  en 
general  esté  probado;  y  es  necesario  que  el  interesado 
lo  acredite  en  forma  legaL— Ramón  Fkrreira. 

Pasftíio  aJ  Procurador  General,  eBt*3  dijo: 

ExMO.  Señor: 

Don  Vicente  Troncoso  levantó  una  partida  de  gente 
en  el  Pueblo  del  Baradero  en  1859,  después  de  la  Batalla 
de  Cepeda,  y  se  incorporó  con  ella  al  Ejército  de  la  Con- 
federación. 

Parece  según  su  cuenta,  que  gastó  8500  pesos  moneda 
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comente  en  gratificaciones  á  su  gente,  en  cohetes,  y  en 
yerba,  y  ahora  cobra  esta  cantidad  como  deuda  de  la  Na- 
ción. Pero  él  no  tenía  autoridad  legal  para  hacer  estos 
gastos,  y  por  consiguiente  cualquiera  que  fuese  su  ne- 
cesidad ó  importancia,  ellos  no  pueden  ser  reconocidos 
como  deuda  nacional,  atenta  la  disposición  del  inciso  1°, 
artículo  2®  de  la  Ley  de  6  de  Noviembre  de  1863. 

Mi  dictamen  es  pues,  que  V.  E.  no  haga  lugar  á  este 
reclamo. — Estudio,  22  de  Febrero  de  1869.— Francisco 
Pico. 

Resolución — 

Departamento  de  Guerra  y  Marina. 

Buenos  Aires,  Febrero  27  de  1869. — De  conformidad 
con  el  dictamen  del  Procurador  General  de  la  Nación, 
no  ha  lugar  al  reconocimiento,  hágase  saber  y  archí- 
vese.—SARMIENTO. — Dalmacio  Velez  Sausfield.— N. 
Avellaneda. — Mariano  Várela. — M.  de  Gainza. — J.  B. 

GOROSTIAGA. 


Casto  Hunita, — suministros. 

En  6  de   Setiembre  de    1860,   Don  Casto  Munita    reclama  el  valor  de 

pasto   seco  que  entregó  á  los  Ejércitos  Libertadores  en  1852. 
Pasado  al  Fiscal,  este  dijo  en  16  de  Enero  de  1861: 

ExMO.  Señor: 

El  informe  de  la  Contaduría  General  que  antecede,  ins- 
truye suficientemente  de  los  antecedentes  que  necesitaba 
el  Fiscal  para  espedirse.  Según  él,  otros  créditos  de 
igual  naturaleza  que  el  del  Señor  Munita  fueron  satisfe- 
chos en  aquella  época;  y  á  n  3  ser  la  incalificable  incuria 
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lesídf'apeawr,  oaa  son  t^o/'pr  porque  obi'aba  ausente  de  su 
cuerpo  y  dG  la  bandera  que  loproteje;  y  ha  obrado  más 
bien  en  una  vida  civil  que  militar:  por  consiguiente  los 
actos  tietien  carácter  común,  sujetos  a  las  leyes  genera- 
les; 

La  Corte  de  Casación  de  París  ha  aplicado  muchas  veces 
esta  doctrina  en  sus  severos  fallos;  ha  resuello  que  el  hurto 
cometido  por  militares  en  una  prisión  ó  detención  de 
Policial  ü  hospital  ó  establecimientos  no  militares  sin  de- 
sempeñar servicio  activo,  fuera  de  sus  cuerpos,  corres- 
ponde á  la  jurisdicción  ordinaria;  por  el  contrario;  si  en 
lugar  ó  establecimiento  militar,  ó  aunque  no  lo  sea,  es- 
tando en  servicio  de  guai-dia,  corresponde  á  la  jurisdic- 
ción mihtar.  También  ha  decidido:  que  una  falta  ó  ultraje 
de  un  militar  contra  un  Gefe  ú  Oficial  de  Policía,  no  era 
delito  militar;  porque  la  insubordinación  no  era  militar  sino 
civil,  y  la  infracción  era  de  las  leyes  generales  como  ciu- 
dadanos. Decretos'  tie.  los  anos  183G,  40  y  43:  como  puede 
verse  en  Chauveau 

El  mihtar  antes  ser  soldado  es  ciudadano,  y  debe  ser 
considerado  bajo  los  dos  respectos:  como  militar  ha  con- 
traido  obligaciones  de  un  orden  especial  sin  dejar  de  ser 
miembro  de  la  sociedad:  y  en  todo  lo  que  no  pertenezca 
á  este  urden  especial,  ó  no  se  infi-inja  el  deber  militar, 
queda  sujeto  al  derecho  común  del  país. 

Pasemos  ahora  de  la  teoría  al  terreno  práctico:  te- 
nemos en  luiestra  misma  República  y  otras,  recibida  esta 
doctrina  por  la  práctica  y  leyes  vigentes  provinciales, 
que  aunqu.^  no  sean  nacionales,  sirven  para  dar  la  ver- 
dadera inteligencia  y  aplicación  de  la  Constitución  Na- 
cional; la  Ley  de  la  Lejislatura  de  Buenos  Aires,  del  año 
23j  aboliendo  el  fuei'o  personal,  artículo  3*^,  dice  osi:  ííEI 
conocimient  >  de  las  causas  que  se  formen,  para  la  ave- 
riguación y  castigos  de  delitos,  que  solo  son  tales  cometí- 
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dos  por  un  militar;  queda  sujeto  ala  jurisdicción  militar. 
4^  Queda  sujeto  á  la  misma  jurisdicción  todo  delito  co- 
metido por  los  militares  dentro  de  los  cuarteles,  en  mar- 
cha, en  campana  ó  en  actos  de  servicio,» 

La  Provincia  de  Entre  Rios  confederada,  sancionó  el 
mismo  testo  literal  en  su  Ffeglamenío  de  Administración 
de  Justicia  vijente  ha^ta  lioy.  La  Ley  del  Perú,  dice:  «I*" 
Los  delitos  comunes  cometidos  por  militares,  s^erán  juz- 
gados como  los  de  otro3  cualesquiera  ciudadanos,  por  el 
Juez  ordinario,  sin  otro  requisito  que  el  aviso  que  debe 
impartir  el  juez  delacausaala  auioridad  militar  del  üe- 
partamento.  2**  Los  delitos  cometidos  en  servicio  militar  y 
los  que  se  comelieren  en  cuartel,  fortaleza,  abordo  de  bu- 
ques de  guerra  ó  en  cam(>amento,  aún  cuando  fuesen  de- 
litos Cíimunes  por  su  naturaleza,  serán  juzgados  confor- 
me á  las  ordenanzas  y  demás  leyes  del  Ejército,  y  por 
los  Jueces  y  Consejos  establecidos  por  ellas,» 

Asentados  estos  principios  sancionados  por  las  mas  sa- 
nas doctrinas  de  los  autores,  pnrlas  leyes  y  la  práclica, 
resulta  ajuicio  del  Fiscal,  que  en  la  Confederación  al  me- 
nos mientras  se  da  por  el  Congreso  la  Ley  orgánica  de 
¡a  materia,  la  intelijencia  y  aplicación  mas  clara  y  natu- 
ral de  la  ley  fundamental,  en  lo  que  se  ha  de  entender  por 
fuero  de  causa,  ó  por  razón  de  la  cosa  ó  materia  militar, 
debe  ajustarse  á  ios  principios  sentados  y  proposiciones 
dichas,  de  tos  hechos  y  funciones  de  carácter  esencial- 
mente militar,  que  pertenecen  ó  afectan  directamente  á 
la  disciplina,  á  losdeberes  del  orden  militar, ó  los  hechos 
y  funciones  aunque  por  su  naturaleza  comunes,  cometi- 
dos con  ocasión,  causa  6  motivo  del  servicio,  ó  estando 
en  ejercicio  activo  al  tiempo  de  cometerlos. 

Como  una  consecuencia  lejítinia,  cree  también  el  Fiscal, 
en  conformidad  con  las  doctrinas  citadas,  que  debe  acep- 
tarse la  limitación  de  que  fuera  de  estos  límites  y  cesan- 
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lesidrapeaux,  ou  a  wn  corps:  porque  obr'aba  ausente  de  su 
cuerpo  y  de  la  bandera  que  loproteje;  y  ha  obrado  más 
bien  en  una  vida  civil  que  niilits^r:  por  consiguiente  los 
actos  tienen  carácter  común,  sujetos  á  las  leyes  genera- 
les; 

La  Corte  de  Casación  de  París  ha  aplicado  muchas  veces 
esta  doctrina  en  sus  severos  fallos;  ha  resuelto  que  el  hurto 
cometido  por  militares  en  una  prisión  ó  detencióa  de 
Policía,  ú  hospital  ó  establecimientos  no  mihtares  sin  de- 
sempeñar servicio  activo,  fuera  de  sus  cuerpos,  corres- 
ponde á  la  jurisdicción  ordinaria;  por  el  contrario;  si  en 
lugar  ó  establecimiento  militar,  ó  aunque  no  lo  sea,  es- 
tando en  servicio  de  guardia,  corresp  iude  á  la  jurisdic- 
ción militar.  También  ha  decidido:  que  una  falta  ó  ultraje 
de  un  militar  contra  un  Gefe  ú  Oficial  de  Policía,  no  era 
delito  militar;  porque  la  insubordinación  no  era  militar  sino 
civil,  y  la  infraccióíi  era  de  las  leyes  generales  como  ciu- 
dadanos, Decreíos  de  Im  ahoa  1836,  40  y  43:  como  puede 
verse  en  Chauveau 

El  militar  antes  ser  soldado  es  ciudadano,  y  debe  ser 
considerado  bajo  los  dos  respectos:  como  militar  ha  con- 
traído obligaciones  de  un  orden  especial  sin  dejar  de  ser 
miembro  de  la  sociedad:  y  en  todo  lo  que  no  pertenezca 
á  este  orden  especial,  ó  no  se  infi-inja  el  deber  militar, 
queda  sujeto  al  derecho  común  del  país. 

Pasemos  ahoi-a  de  la  teoría  at  terreno  práctico:  te- 
nemos en  nuestra  misma  Re¡>úblicay  otras,  recibida  esta 
doctrina  por  la  práctica  y  leyes  vigentes  provinciales, 
que  aunqu^j  no  sean  nacionales,  sirven  para  dar  la  ver- 
dadera inteligencia  y  aplicación  de  la  Constitución  Na- 
cional; la  Ley  de  la  Lejislatura  de  Buenos  Aires,  del  año 
23,  aboliendo  el  fuero  personal,  artículo  3*^,  dice  asi:  «El 
conocimient )  de  las  causas  que  se  formen,  para  la  ave- 
riguación y  castigos  de  delitos,  que  solo  son  tales  cometí- 
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dos  por  un  militar;  queda  sujeto  ala  jurisdicción  militar. 
4**  Queda  sujeto  á  la  misma  jurisdicción  todo  delito  co- 
metido por  los  militares  dentro  de  los  cuarteles,  en  mar- 
cha, en  campaña  ó  en  actos  de  servicio,» 

La  Provincia  de  Entre  Rios  confederada,  Síincionó  el 
mismo  testo  literal  en  su  Reglamento  de  Administración 
de  Justicia  vijente  ha«ta  hoy.  La  Ley  del  Perú,  dice:  «I** 
Los  delitos  comunes  cometidos  por  militares,  serán  juz-- 
gados  como  los  de  otrora  ctialesquiera  ciudadanos,  por  el 
Juez  ordinario,  sin  otro  ref|UÍsito  que  el  aviso  que  debe 
impartir  el  juez  de  la  causa  a  la  autoridad  militar  del  De- 
partamento, 3°  Los  delitos  cometitlos  en  servicio  mi! ¡lar  y 
lasque  se  cometieren  en  cuartel,  fortaleza,  abordo  de  bu- 
ques de  guerra  ó  en  campamento,  aun  cuando  fuesen  de- 
litos comunes  por  su  naturaleza,  serán  juzgados  confor- 
me á  las  ordenanzas  y  demás  leyes  del  Ejército,  y  por 
los  Jueces  y  Consejos  establecidos  por  ellas.» 

Asentados  estos  principios  sanoiDuadospor  las  mas  sa- 
nas doctrinas  de  los  autores,  p^ir  las  leyes  y  la  práclica, 
resulta  ájuiciu  del  Fiscal,  que  en  la  Confederación  al  me- 
nos mientras  se  du  por  el  Congreso  la  Ley  orgánica  de 
la  materin,  la  intelijeocia  y  aplicación  mas  clara  y  natu- 
ral de  la  ley  fundamental,  en  lo  que  se  ha  de  entender  por 
fuero  de  causa,  ó  por  razón  de  la  cosa  ó  matei-ia  militar, 
debe  ajustarse  á  jos  principios  sentados  y  proposiciones 
dichas,  de  los  hechos  y  funciones  de  carácter  eseneial- 
raente  militar,  que  pertenecen  ó  afectan  directamente  á 
la  disciplina,  á  los  deberes  del  orden  miiitar,  ó  los  hechos 
y  funciones  aunque  por  su  naturaleza  comunes,  cometi- 
dos con  ocasión,  causa  6  motivo  del  servicio,  ó  estando 
en  ejercicio  nctivo  al  tiempo  de  cometerlos. 

Como  una  consecuencia  lejítima,  cree  también  el  Fiscal, 
en  conformidad  con  las  doctriuRs  citadas,  que  debe  acep- 
tarse la  limitación  de  que  fuera  de  estos  limites  y  cesan- 
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lesdrapeawn,  oua  mn  eo/*pr  porque  obraba  ausente  de  su 
cuerpo  y  de  la  bandera  que  loproteje;  y  ha  obrado  más  I 
bien  en  una  vida   civil  que  militar;  par  consiguiente  los 
actos  tienen  carácter  común,  sujetos  á  las  leyes  genera-  ^ 
les;  I 

La  Corte  de  Casación  de  París  ha  aplicado  muchas  veces 
esta  doctrina  en  sus  severos  fallos;  ha  resuelto  que  el  hurto 
cometido  por  militares  en  una  prisión  ó  deteiicióo  de 
Policía,  ú  hospital  ó  establecimientos  no  aiiülares  sin  de- 
sempeñar servicio  activo,  fuera  de  sus  cuerpos,  corres- 
ponde á  la  jurisdicción  ordinaria;  por  el  contrarío;  si  en 
lugar  ó  establecimiento  militar,  ó  aunque  no  lo  sea,  es- 
tando en  servicio  de  guardia,  corresp  )nde  á  la  jurisdic- 
ción militar.  También  lia  decidido:  que  una  falta  ó  ultraje 
de  un  militar  contra  un  Gefe  u  Oficial  de  Policía,,  no  era 
delito  militar;  porque  la  insubjrdinación  no  era  miUtar  sino 
civil,  y  la  infracción  era  de  las  leyes  generales  como  ciu- 
dadanos. Decretos  de  los  anos  1836,  40  y  43:  como  puede 
verse  en  Chauveau.  • 

El  miiilar  antes  ser  soldhdo  es  ciudadano,  y  debe  ser 
consideradu  bajo  los  dos  respectos:  como  militar  ha  con- 
traido  obligaciones  de  un  orden  especial  sin  dejar  de  ser 
miembro  de  la  sociedad:  y  en  todo  lo  que  no  pertenezca 
á  este  orden  especia!,  ó  no  se  infrinja  el  deber  raihtar, 
queda  sujeto  al  derecho  común  del  país. 

Pasemos  ahora  de  hi  teoría  al  terreno  práctico;  te- 
nemos  en  nuestra  misma  República  y  otrasj  recibida  esta 
doctrina  por  la  práctica  y  leyes  vigentes  provinciales, 
que  aunqutá  no  sean  nacionales,  sirven  para  dar  la  ver- 
dadera inteligencia  y  aplicación  de  la  Constitución  Na- 
cional; la  Ley  de  la  Lejislatura  de  Buenos  Aires»  del  año 
23,  aboliendo  el  fuero  personal,  artículo  3^,  dice  asi;  «El 
conocimient  >  de  las  causas  que  se  formen,  para  la  ave- 
riguación y  castigos  de  delitos,  que  solo  son  tales  cometi- 
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dos  por  un  militar;  queda  sujeto  ala  jurisdicción  militar. 
4**  Quedfi  sujeto  á  la  misma  jurisdicción  todo  delito  co- 
metido por  los  militares  dentro  de  los  cuarteles,  en  mar- 
cha, en  campana  ó  en  actos  de  servicio.)) 

La  Provincia  de  Entre  líios  confederada,  sancionó  el 
mismo  testo  literal  ¿n  su  Reglamento  de  Administración 
de  Justicia  vijente  ha^^ta  hoy.  La  Ley  del  Perú,  dice:  <íl° 
Los  delitos  comunes  cometidos  par  militares,  serán  juz- 
gados como  los  de  otro.s  cualesquiera  ciudadanos,  por  el 
Juez  ordinario,  sin  otro  requisito  que  el  aviso  que  debe 
impartir  el  juez  de  la  causa  ala  autoridad  militar  de!  De- 
parlamento,  2*'  Los  delitos  cometidos  en  servicio  militar  y 
los  que  se  comeíieren  en  eudrlel,  fortaleza,  abordo  de  bu- 
ques de  guerra  ó  en  campamenlo,  aini  cuando  fuesen  de- 
litos comunes  por  su  naturaleza,  serán  juzgados  confor- 
me á  las  ordenanzas  y  demás  leyes  del  Ejército,  y  por 
los  Jueces  y  Consejos  establecidos  por  ellas.» 

Asentados  estos  principios  sancionados  por  las  mas  sa- 
nas doctrinas  de  los  autores,  parlas  leyes  y  la  práctica, 
resulta  ajuicio  del  Fiscal,  que  en  la  Confederación  al  me- 
nos mientras  se  da  por  el  Congreso  la  Ley  orgánica  de 
¡a  materia,  la  intelijencia  y  aplicación  mas  clara  y  natu- 
ral de  la  ley  fundamental,  en  lo  que  se  ha  de  entender  por 
fuero  de  causa,  ó  por  razón  de  la  cosa  ó  materia  militar, 
debe  ajustarse  á  ios  principios  sentados  y  proposiciones 
dichas,  de  ios  hechos  y  funciones  de  carácter  esencial- 
mente militar,  que  pertenecen  ó  afectan  directamente  á 
la  disciplina,  á  los  deberes  del  orden  militar,  ó  los  hechos 
y  funciones  aunque  por  su  naturaleza  comunes,  cometi- 
dos con  ocasión,  causa  ó  motivo  del  servicio,  ó  estando 
en  ejercicio  activo  al  tiempo  de  cometerlos. 

Como  una  consecuencia  lejítima,  cree  también  el  Fiscal, 
en  conformidad  con  las  doctrinas  citadas,  que  debe  acep- 
tarse la  limitación  de  que  fuera  de  estos  límites  y  cesan- 
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leJíúmpeaux,  oa  a  mn  corps:  porque  obi'aba  ausente  de  su 
cuerpo  y  de  la  bandera  que  loproteje;  y  ha  obrado  más 
bien  en  una  vida  civil  que  militar:  por  consiguiente  los 
actos  tienen  carácter  común,  sujetos  á  las  leyes  genera- 
les; 

La  Corte  de  Casación  de  París  ha  aplicado  muchas  veces 
esta  doctrina  en  sus  severos  fallos;  ha  resuelto  que  el  hurto 
cometido  por  militares  en  una  prisión  ó  detención  de 
Policía^  ü  hospital  ó  establecimientos  no  militares  sin  de- 
sempeñar servicio  activo,  fuera  de  sus  cuerpos,  corres- 
ponde á  la  jurisdicción  ordinaria;  por  el  contrario;  si  en 
lugar  ó  establecimiento  militar,  ó  aunque  no  lo  sea,  es- 
tando en  servicio  de  guardia,  corresp  jnde  á  la  jurisdic- 
ción militar.  También  ha  decidido:  que  una  falta  ó  ultraje 
de  un  militar  contra  un  Gete  ú  Oficial  de  Policía,  no  era 
delito  militar;  porque  la  insubordinación  no  era  militar  sino 
civil,  y  la  infracción  era  de  las  leyes  generales  como  ciu- 
dadanos.   Decretos  de  los  anos  1836,  40  y  43:  como  puede 

verse  en  Chauveau 

El  militar  antes  ser  soldado  es  ciudadano,  y  debe  ser 
considerado  bajo  los  dos  respectos:  corno  militar  ha  con- 
traído obligaciones  de  un  orden  especial  sin  dejar  de  ser 
miembro  de  la  sociedad:  y  en  todo  lo  que  no  pertenezca 
á  este  orden  especial,  ó  no  se  infj'inja  el  deber  militar, 
queda  sujeto  al  derecho  común  del  país. 

Pasemos  ahora  de  la  teoría  al  terreno  práctico:  te- 
nemos en  nuestra  misma  República  y  otras,  recibida  esta 
doctrina  por  la  práctica  y  leyes  vigentes  provinciales, 
que  aunqu^i  no  sean  nacionales,  sirven  para  dar  la  ver- 
dadera inteligencia  y  aplicación  de  la  Constitución  Na- 
cional; la  Ley  de  la  Lejislatura  de  Buenos  Aires,  del  año 
S3j  aboliendo  el  fuero  personal,  artículo  S'^,  dice  asi;  «El 
conocimient  í  de  tas  causas  que  se  formen,  para  la  ave- 
riguación y  castigos  de  delitos,  que  solo  son  tales  cometi- 
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dos  por  uii  miliLar;  queda  sujeto  ala  jurisdicción  militar, 
4^  Queda  sujeto  a  la  misma  jurisdicción  todo  delito  co- 
metido por  los  militares  dentro  de  los  cuarteles,  en  mar- 
cha, en  campcifui  ó  en  actos  de  servicio^) 

La  Provincia  de  Entre  Ríos  confederada,  sancionó  el 
mismo  testo  literal  ¿n  su  Reglamento  de  Administración 
de  Justicia  vijente  ha«ta  hoy.  La  Ley  del  Perú,  dice:  ul^ 
Los  delitos  comunes  cometidos  por  militares,  serán  juz- 
gados como  los  dt3  otrora  cnalesqniei'a  ciudadanos,  por  el 
Juez  ordinario,  sin  otro  requisito  que  el  aviso  que  debe 
impartir  el  juez  delacausaala  autoridad  militar  del  De- 
partamento. 2^  Los  delitos  cometidos  en  servicio  militar  y 
los  que  se  comelieren  en  cuartel,  fortaleza,  abordo  de  bu- 
ques de  guerra  ó  en  campamento,  aún  cuando  fuesen  de- 
litos Citmunes  por  su  naturaleza,  serán  juzgadas  confor- 
me á  las  ordenanzas  y  demás  leyes  del  Ejército,  y  por 
los  Jueces  y  Consejos  establecidos  por  ellas.» 

Asentados  estos  principios  sancionados  por  las  mas  sa- 
nas doctrinas  de  los  autores,  parlas  leyes  y  la  práctica, 
resulta  ájuiciu  del  Fiscal,  que  en  la  Confederación  al  me- 
nos mientras  se  dá  por  el  Congreso  la  Ley  orgánica  de 
la  materiíij  la  intelijencia  y  aplicación  mas  clara  y  natu- 
ral de  la  ley  fundamental,  en  lo  que  se  ha  de  entender  por 
fuero  de  causa,  ó  por  razón  de  la  cosa  ó  materia  militar, 
debe  ajustarse  á  ios  principios  sentados  y  proposiciones 
dichas,  de  los  hechos  y  funciones  de  carácter  esencial*- 
mente  militar,  que  pertenecen  ó  afectan  directamente  á 
la  disciplina,  á  losdeberes  del  orden  militarlo  los  hechos 
y  funciones  aunque  por  su  naturaleza  comunes,  cometi- 
dos con  ocasión,  causa  ó  motivo  del  servicio,  ó  estando 
en  ejercicio  activo  al  tiempo  de  cometerlos. 

Como  una  consecuencia  lejitima,  cree  también  el  Fiscal, 
en  conformidad  con  las  doctrinas  citadas,  que  debe  acep- 
tarse la  limitación  de  que  fuera  de  estos  límites  y  cesan- 


—  166  - 

facultades  del  Poder  Ejecutivo  Nacional,  acordar  pen- 
siones graciables  como  lo  es  la  que  solicita  la  recurrente, 
devuélvase  para  que  ocurra  al  Congreso  Nacionalj  s\ 
así  le  conviniere.— MITRE.— Juan  A.  Gelly  y  Obes. 

Habiendo  en  14  de  Diciembre  de  1864  insistido  en  la  petición  anterior, 
recayó  la  siguiente: 

Reselución — 

Departamento  de  Guerra  y  Mnrina, 

Buenos  Aires,  Diciembre  25  de  1864 — Estando  subsis- 
tentes las  causas  que  motivaron  la  Resolución  de  30  de 
Octubre  del  62,  estése  á  lo  resuelto  y  devuélvase, — MI- 
TRE*—Juan  A.  Gelly  y  Obbs, 

En  19  de  Enero  de  18GG  presentó  í^m\  Bolicitud  y  en  ella  recava 
igual  resolución.  En  2Ü  de  Setiembre  de  18C5  volvió  otra  vez,  y  la 
Contaduría  dijo  que  la  interesada  determínase  la  ferha  en  que  niurió 
su  e«p08Oj  y  ella  dijo  que  podía  informar  el  Coronel  Kepejo,  y  este 
dijo  que  tenía  derecho  á  la  pensión  por  loa  grandes  servidos  presta* 
dos  por  eu  finado  esposo. 

El  Procurador  del  Tesoro  dijo: 

ExMO.  Señor; 

La  duda  de  la  Contaduría  respecto  á  si  se  debe  ó  no 
contar  el  tiempo  de  emigración,  para  completar  los  años 
de  servicio  del  Teniente  Coronel  García,  está  salvada  por 
disposiciones  vigentes^  pues  no  habiendo  sido  derogadas 
por  la  nueva  Ley  de  pensiones  las  leyes  anteriores  sino 
en  cuanto  estuvieren  en  contradicción  con  ésta  (art,  43), 
habiendo  puesto  en  vigencia  las  leyes  de  la  Provincia  de 
Buenos  Aires,  respecto  a  pensiones  militares,  como  le^ 
yes  nacionales  (Ley  de  12  de  Noviembre  de  1863),  y  es- 
tando establecida  en  ella  la  regla  citada  por  la  Contadu- 
ría de  que  los  años  de  prescripciónj  deben  contarse  dos 
por  uno  de  servicio,  regla  que  no  esta  en  contradicción 
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con  ninguna  de  las  disposiciones  de  la  nueva  Ley,  debe 
aplicarse  en  este  caso  esa  misma  regla  que  no  hay  ra- 
zón para  considerar  derogada. 

El  que  suscribe  considera  pues,  arreglado  el  cómputo 
hecho  por  la  Inspección  General  según  el  cual  los  años 
de  servicio  del  Teniente  Coronel  García,  esceden  de  10 
años,  y  dan  por  consiguiente  á  su  viuda  derecho  á  pen- 
sión de  cuarta  parte  del  sueldo  correspondiente  á  su 
grado  con  arreglo  al  artículo  21,  inciso  primero  de  la 
Ley  dejpensiones.— Estudio,  Julio  13   de  1866.— Salüs- 

TIANO   Za VALIA. 

Resolución— 

Departamento  de  Guerra  y  Marina. 

Buenos  Aires,  Julio  16  de  1866— En  mérito  de  lo  cons- 
tante en  este  espediente,  acuérdase  á  la  viuda  del 
Teniente  Coronel  García,  la  pensión  de  la  cuarta  parte 
del  sueldo  correspondiente  al  empleo  de  su  finado  esposo, 
con  arreglo  á  lo  dispuesto  por  la  Ley  de  la  materia,  y 
vuelva  á  Contaduría  á  sus  efectos. — PAZ.— Julián  Mar- 
tínez. 


Dictamen  del  Fiscal  en  una  consulta  hecha  por  el  Adminis- 
trador de  la  Aduana  del  Rosario,— Sobre  si  saliendo  un 
efecto  despachado  en  regla  de  la  Aduana,  para  el  eztran- 
gero,  y  volviendo  después,  suponiendo  la  identidad  del 
efecto  y  del  dueño,  debe  pagarse  derecho  de  introducción. 

ExMO.  Señor: 

Sin  embargo  de  que  la  consulta  del  Administrador  del 
Rosario  se  versa  en  un  caso  no  previsto  por  los  regla- 


—  168 


mentes  de  Aduana,  y  que  á  juicio  del  Fiscal,  su  reso- 
lución wás  debe  depender  de  la  prácUca  y  costumbre 
del  país  ó  de  otras  naciones,  que  de  principios  jurídicas 
ni  de  ¡las  leyes  generales,  cumpliendo  el  Fiscal  con  la 
vista  que  se  le  ha  pasado,  expedirá  su  juicio  manifestando 
como  él  concibe  la  cuestión  en  principiu,  dejando  salvo 
el  juicio  de  V.  E.  mucho  más  acertado  y  más  competen- 
te en  la  materia. 

El  Fiscal  reconoce  en  teoría  general  dos  principios 
concernientes  al  asunto:  uno  en  el  sentido  liberal  y  equi- 
tativo de  que  no  es  justo  que  elmismi  efecto  pague  dos 
veces  derecho  de  introdución,  en  la  misma  plaza  y  por  el 
mismo  dueño;  más  este  principio  no  puede  ser  tan  abso- 
luto ni  hallarse  fuera  del  imperio  de  la  Ley,  para  no  ad- 
mitir excepciones  según  los  casos  y  circunstancias  de 
tiempos,  lugares  y  distancias  que  pueden  intervenir  en 
materias  económicas,  y  hacer  necesaria  una  Ley  para 
garantir  del  fraude  los  derechos  fiscales.  El  otro  prin- 
cipio es  que  en  todo  caso  de  duda  debe  resolverse  la 
cuestión  d  favor  del  Fisco. 

Sobre  estas  bases  analizará  el  Fiscal  la  cuestión,  su- 
poniendo probada  la  identidad  del  efecto  cooprado  en  la 
plaza  del  Rosario,  y  sacado  de  removido  para  otro  Estado, 
Montevideo  íi  otro  punto  cualquiera;  se  introdujo  en  la 
plaza  de  su  destino  ó  no  se  introdujo;  después  por  no  ha- 
berse podido  vender,  ó  por  una  nueva  especulación,  fué 
de  alh  removidD  para  otra  plaza  en  virtud  del  movimiento 
comercial;  salió  para  el  Paraná,  como  pudo  dirijirse  al 
Paraguay  ú  otro  punte;  y  después  volvió  al  Rosariy,  lu- 
gar de  su  origen. 

Este  es  el  caso  del  asunto  en  cuestión,  y  se  pregunta:  si 
probada  la  identidad  del  efecto  y  del  dueño,  deberá  ptfgar 
segunda  vez  derecho  de  introducción  en  el  Rosario,  no 
hallándose  espreso  el  caso  en  el  Reglamento  de  Aduana. 
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Desde  que  un  efecto  se  introduce  en  un  mercado  bajo 
las  formalidades  legales  pagando  derechos,  etc.,  ya  se  puede 
decir  que  se  localiza  y  adquiere  domicilio  comercial;  y 
cuando  vuelve  á  salir,  sale  lo  mismo  bajo  las  leyes  de 
estracción  de  aquel  lugar;  y  á  donde  quiera  que  se  dirija, 
se  debe  considerar  con  aquella  procedencia,  siendo  acci- 
dental que  se  introduzca  de  nuevo  en  el  pais  de  su  origen 
primitivo    ó  se  dirija  á  otra  parte. 

Aplicando  ahora  esta  teoría  al  caso  en  cuestión,  es  lójico 
deducir  que  cuando  ha  vuelto  el  mismo  efecto  al  Rosario, 
es  lo  mismo  relativamente  que  cuando  volviese  á  Chile 
de  donde  se  introdujo  al  Rosario,  ó  volviese  á  Europa 
de  donde  vino  á  Chile,  supongamos:  ó  lo  que  sucede  siem- 
pre, en  virtud  de  la  ley  del  movimiento  comercial,  que 
se  lleva  negocio  de  una  plaza  á  otra,  como  al  Paraguay, 
Brasil  ó  Estado  Oriental,  y  lo  que  no  se  puede  espender 
ó  no  hace  cuenta  vender  allí,  se  vuelve.  A  todos  estos 
casos  se  estendería  el  principio,  desde  que  reposaba  so- 
bre el  fundamento  de  la  identidad  del  efecto,  no  de  la 
distancia  ni  lugares  á  donde  vá:  existiría  la  misma  razón 
jurídica. 

Tiene  también  el  asunto  otra  faz  mas  importante;  el 
peligro  del  fraude  y  del  contrabando:  y  si  por  una  parte 
se  consultan  la  libertad  y  la  equidad,  el  principio  se  es- 
collaría en  la  práctica  con  dos  inconvenientes  muy  difí- 
ciles de  salvar:  1°  La  dificultad  casi  imposible  de  probar- 
se con  toda  evidencia,  como  era  necesario,  sin  que  que- 
dase duda,  la  identidad  del  efecto  que  salió  de  una  plaza, 
se  introdujo  en  otros  mercados  y  volvió  después  de  me- 
ses: y  tomóse  en  cuenta  que  debe  ser  identidad  real  y 
específica.  ¿Qué  prueba  evidente  se  podría  dar  de  que 
eran  l?.s  mismas  piezas  numéricamente,  habiendo,  su- 
pongamos, de  la  misma  clase  en  el  otro  mercado?  Y 
como  en   todo  caso  de  duda  ó  que  no  aparezca  prueba 
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fívidente,  debe  resolverse  á  favor  del  Fisco,  no  de  los 
particulares,  resulta  mas  inadmisible  la  teoría  de  identidad. 
2^  Se  aumentarian  también  las  cuestiones  y  el  fraude, 
abierto  este  ancho  camino;  porque  se  lentarian  todos  los 
arbitrios  para  probar  la  identidad  simulada  del  efecto  y 
del  dueflo,  siendo  fácil  combinar  medios  y  obrar  de  acuer- 
do, en  las  dos  plazas  donde  salió  y  donde  regresó  el 
efecto.  Podría  también  el  mismo  dueño,  siendo  cierta 
la  identidad  del  efecto,  después  de  vendido  en  otra  parte, 
entenderse  con  el  comprador,  y  volverlo  á  introducir  en 
el  punto  de  su  oríjen,  de  contrabando:  admitida  esta 
hipótesis  no  imposible,  se  puede  admitir  en  buena  lójica, 
que  esta  combinación  podia  tomir  muchas  dimensiones, 
y  viajar  el  efecto  enajenado  muchas  veces  bajo  la  simu- 
lada identidad. 

En  fin,  el  Fiscal  ve  lanto  inconveniente  en  aceptar  la 
teoría  de  la  identidad  del  efecto  y  el  dueño,  para  no  pa- 
gar derecho  de  introducción  cuando  vuelva,  que  no  he- 
sita en  aplicar  su  juicio  no  solo  al  caso  en  cuestión, 
sino  también  aunque  el  efecto  no  se  hubiese  introducido 
ni  desembarcado  en  otra  plaza;  desde  que  salió  removido 
y  despachado  en  regla;  porque  á  bordo  se  puede  hacer 
los  misraos  fraudes  y  combinaciones;  existe  la  misma  di- 
ficultad para  probar  con  toda  evidencia  la  identidad  del 
efectcí  y  de  la  persona  ó  dueño  que  lo  vuelva  á  introducir; 
ambas  cosas  son  necesarias^  porque,  aunque  (uese  el  mis- 
mo efecto,  si  se  vendió  en  utra  plaza,  y  aún  vuelve  por 
cuenta  de  t)tro  dueño  en  virtud  del  movimiento  comer- 
cial, ya  no  existe  la  cuestión. 

Por  todo  lo  que  ha  espuesto,  el  Fiscal  se  confirma  en 
su  opinión  de  que  este  caso  se  halla  comprendido  en  la 
disposición  General  de  la  Ley,  para  que  pague  derecho 
todo  efecto  introducido  sin  laescepción  que  se  pretende; 
por  que  no  hay  necesidad  de  esceptuar.  Por  consiguiente 
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cree  el  Fiscal  que  no  se  puede  hacer  lugar  al  reclamo  que 
se  solicita,  y  que  debe  pagar  derecho  el  efecto  nuevamen- 
te entroducido.  Agrégese  también  á  los  fundamentos  da- 
dos, la  razón  de  que  no  consta  en  las  Oficinas  de  Aduana 
que  el  artículo  fuese  removido  del  Rosario  para  Buenos 
Aires,  y  que  esto  solo  se  prueba  con  cartas  y  certificados 
de  comerciantes,  lo  que  en  derecho  no  es  suficiente  ni 
tiene  valor  legal.  Tal  es  el  juicio  del  Fiscal,  salvo  el  de 
V.  E.— Paraná,  Diciembre  de  1860.— Ramón  Fekrbira. 

Se  resolvió  conforme  á  la  vista. 


Varios, — reclamando  dafios  y  perjuicios,  en  sus  Establecimien- 
tos de  campo  por  el  Ejército  Nacional. 

Don  Emilio  Diaz  en  representación  de  Don  Martin  Santa  Coloma,  Don 
Pedro  Araya,  Don  Pascual  Leguizamon  y  Don  Hipólito  Urraco,  en  4 
de  Enero  de  1861,  se  presenta  cobrando  99.964  pesos  por  perjuicios 
causados  en  sus  establecimientos  de  campo  por  el  Ejército  Nacional. 

Pasado  este  espediente  á  la  Comisión  Arbitral  de  Hacienda,  esta  lo  pa- 
só en  vista  al  Fiscal  del  Estado  en  5  de  Enero  de  1861,  quien  dijo: 

A  la  Comisión  Arbitral. 

Este  espediente  adolece  de  vicios  insanables: 
1°  En  un  mismo  interrogatorio  se  han  comprendido  las 
pruebas  de  cuatro  reclamos  de  diferentes  dueños,  dife- 
rentes establecimientos  y  diferentes  especies  y  perjuicios; 
de  manera  que  en  vez  de  claridad  y  pruebas,  produce  con- 
fusión. 

2°  Las  preguntas  5%  6*  y  7*  son  de  las  que  el  derecho 
llama  capciosas  y  tachables;  porque  le  anticipan  é  indican 
la  respuesta  al  testigo:  no  se  debe  preguntar  si  sabe  que 
antes  hubo  tanto  número  de  cabezas  ó  quedó  después  tan- 
to número  íijo,  cuando  no  se  han  contado  y  el  testigo  so- 
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lo  va  á  decir  lo  que  cree  á  su  juicio,  qu^í  no  se  le  debe 
prevenir^  sino  que  libremente  diga  lo  que  le  parece  y  en 
qué  señvuda:  la  pregunta  debe  ser  qué  número  de  cabe- 
zas cree  el  testigo  que  Imbia  antes  ó  quedó  después,  para 
que  la  declarat'ióu  tenga  ia  imparcialidad  y  libertad  que 
la  Ley  requiere,  y  uo  aparezca  con  los  vicios  de  seduc- 
ción. 

La  7*  pregunta  es  mas  tachable;  porque  en  vez  de  pre- 
guntarle al  testigo  en  cuanto  estima  eí  perjuicio  poco  mas 
ó  menos  á  su  juicio,  la  parte  le  ha  fijado  la  cantidad  y 
estimación,  le  ha  prevenido  la  respuesta. 

Esta  clase  de  interrogatorio  es  reprobado  en  toda  ju- 
risprudencia, mucho  mas  basándose  la  prueba  sobre  peso, 
número  ó  medida;  si  ^e  trata  v,  g.  de  averiguar  el  nú- 
mero ó  peso  de  arrobas  ó  dinero  contenido  en  una  bolsa, 
cumdo  no  se  ha  contado,  no  se  debe  preguntar  si  calcula 
el  [.eso  en  cuatro  arrobas  ó  número  fijo,  sino  cuantas  ar- 
robas cree  á  su  juicio  que  debe  haber, dando  la  razonó 
fundamento  de  su  parecer.  De  otro  modo  carece  el  dicho 
del  testigo  del  fundamento  esencial  para  hacer  fe;  y  tam-^ 
bien  se  anula  la  declaración,  porque  se  produce  contra  hi 
naturaleza  de  las  cosas,  determinando  lo  que  es  por  su 
naturaleza  indeterminado  ó  imposible  de  evidencia  y  de 
exactit'jd  jurídica. 

Tampoco  aparece  el  informe  indicado  del  General  Vi- 
rasoro,  ni  de  ninguno  de  los  Gefes  citados  en  el  espediente, 
que  han  estado  acampados  inmediatos  á  las  estancias, 
Galarza,  Salazar,  Caballero,  Waldino  Urqniza,  etc.,  cuyos 
informes  son  necesarios  para  la  resolución  de  estos  re- 
clamos. 

Y  finalmente,    es    muy  estrailo  que  se   haya  admitido 
este  interrogatorio  por  el  Juez  y  Agente   Fiscal  locales, 
tratándose  de  reclamos  tan  valiosos  y  simultáneos. 
En  virtud  de  todo  lo  espuesto,  resulla  que  la  prueba  tes- 
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timonial  que  se  ha  presentado  no  solo  carece  de  legalidad 
sino  de  suficiencia  para  poderse  admitir  los  reclamos  y 
apreciar  su  importe;  y  que  se  debe  volver  el  espediente  á 
los  interesados  para  que  cada  uno  justifique  su  reclamo 
en  debida  forma.— Enero  7  de  1861. — Rwíon  Fiíkkeika. 

El  espediente  fué  devuelto  al  interesado  como  lo  aconsejaba  el  Fiscal, 
y  aquel  acompañó  nuevas  pruebas  para  justificar  su  reclamo,  pero 
después  de  varios  informes  de  distintas  oficinas,  el  P.  E.  dictó  la 
siguiente: 

fíesolución — 

Departamento  de  Guerra  y  Marina. 

Buenos  Aires,  Mayo  18  de  1868— De  conformidad  con 
lo  informado  por  la  Comisión  Clasificadora,  no  há  lugar  y 
archívese. — MITRE. — Eduakdo  Costa. — Rufino  db  Eli- 
ZALDE.— Cristóbal  Agüiuke. — W.  Paunero. 


Vista  Fiscal  sobre  la  personería  en  juicio  del  Canciller  de  la 
Legación  Francesa. 

Exma.  Cámara: 

Según  la  Constitución  y  por  regla  general  los  estran- 
jeros  pueden  ejercer  en  el  país  todos  los  derechos  civi- 
les, lo  mismo  que  los  ciudadanos;  pueden  obligarse  por 
sí  ó  por  otros,  y  hacer  personería  en  juicio  y  fuera  de  él, 
teniendo  las  calidades  legales. 

Como  la  solicitud  del  apoderado,  el  Señor  Lavezzari, 
se  reduce  solo  á  que  se  le  admita  su  personería  y  se  le 
tenga  por  tal  apoderado  en  este  asunto,  siendo  bastante 
el  poder  que  se  le  ha  otorgado,  y  no  á  que  se  le  admita 
como  abogado,  parece  que  por  esta  parte  no  ofrece  nin- 
gún inconveniente  el  asunto  para  ser  simple  apoderado. 
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Sí  se  atiende  por  otro  lado  á  la  cündición  escepcionat 
de  su  empleo  diplomático,  como  perteneciente  a  la  Can- 
cillería de  !a  Legación  Francesa,  es  verdad  que  goza  de 
la  inmunidad  que  el  derecho  de  gentes  acuerda  á  los  em- 
pleados de  la  comitiva;  pero  también  es  cierto  que  por  el 
mismo  derecho,  no  solo  ellos  sino  los  mismos  Ministros 
públicos  quedan  sometidos  é  las  autoridades  locales,  ipw 
Jure,  cuando  las  solicitan  voluntariamente,  ó  hacen  nego- 
cios, ó  compras  de  bienes  raices,  enagenaciones.  .  *  .  y 
por  regla  general^  siempre  que  sean  asuntos  puramente 
personales  sin  conexión  alguna  con  sus  funciones  y  su  ca- 
rácter público,  no  gozín  privilejios;  y  los  objetos  acceso- 
rios y  consecuencias  concernientes  á  ellos,  deudas  activas 
ó  pasivas;  que  pueden  resultar,  se  hallan  sujetas  á  [a  au- 
toridad loca!.  «De  otro  modo,  dice  VatteL  podría  conver- 
tirse un  Ministro  en  un  comerciante  privilegiado,  para  co- 
meter en  país  estranjero  impunemente  toda  clase  de  in- 
justicias, ni  hay  razón  para  estenderles  privilegios  hasta 
ese  punto;  porque  depende  esclusivamente  del  Soberano 
evitar  esa  dependencia,  negando  á  sus  Ministros  tal  per- 
miso; que  no  corresponde  á  la  dignidad  de  su  carácter.» 

En  estos  casos  pues,  hay  una  renuncia  tácita,  Juris,  de 
la  inmunidad  para  la  autoridad  local,  aunque  quede  la  res- 
ponsabilidad i-especto  de  su  gobierno;  y  quedan  sujetus  á 
los  resultídüs  del  juicio  eu  los  asuntos  contenciosos  co- 
mo actor,  y  como  reo  encaso  de  reconvención,  lo  mismo 
que  los  particulares.  Tenemos  también  un  ejemplo  prác- 
tico con  un  Ministro  público  de  la  Conrederación  residente 
en  Montevideo,  Don  Mariano  Baudrix,  á  quien  las  autorida- 
des locales  le  han  admitido  su  personería,  como  negociante 
en  ol  comercio  por  sí  y  por  otro,  estando  en  ejercicio  de 
su  Ministerio. 

Prescinde  el  Fiscal  de  los  inconvenientes  que  eso  pue- 
de ofrecer  ásu  gobierno,  y  de  que  requiere  su  consentí- 
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miento,  como  dice  Vattel,  «porque  no  tiene  derecho  á  re- 
nunciar á  unos  privilejios  que  interesan  á  la  dignidad  y 
al  servicio  de  su  Soberano,  y  están  fundados  los  derechos 
del  amo  para  su  beneficio  y  no  para  el  del  ministro.»  Mas 
eso  no  atañe  á  la  cuestión  presente  sino  que  queda  efecti- 
va la  renuncia  tácita  del  privilejio,  y  la  responsabilidad 
respecto  de  la  autoridad  local,  conforme  al  derecho  de 
gentes:  De  estos  principios  resulta  que  teniendo  derecho 
para  obligarse,  negociar  y  tratar  conforme  á  la  Consti- 
tución, y  obligarse  por  sí  ó  por  otro  según  las  leyes  del 
país,  enjuicio  y  fuera  de  él,  no  se  puede  exijir  m  is  en  el 
presente  caso,  que  la  garantía  de  la  renuncia  tácita  del 
privilejio  en  el  asunto  ad  Aoc,  por  no  afectar  en  nada  ni 
tener  relación  con  las  funciones  de  carácter  público;  lo 
mismo  que  sucede  en  la  compra  de  bienes  raices  ó  en  otros 
negocios  voluntarios  que  hiciere. 

Por  lo  que  ha  espuesto  cree  el  Fiscal,  que  la  Cámara 
puede  aceptar  la  personería  ad  hoe  del  Señor  Canciller 
Lavezzari  como  apoderado,  bajo  las  condiciones  generales 
aceptadas  por  derecho  da  gentes,  y  ofrecidas  espresamente 
por  el  mismo,  de  cuyas  consecuencias  solo  él  será  respon- 
sable á  su  gobierno.  Tal  es  el  juicio  del  Fiscal  en  este 
asunto. — Estudio,  Febrero  22  de  1861.— Ramón  Ferreira. 
La  Cámara  exijió  el  consentimiento  autógrafo  de  la  legación. 


Vista  del  Fiscal,— sobre    la  edición  auténtica  de  la  Consti- 
tución Nacional. 

ExMO.  Señor: 

Por  el  Decreto  del  Gobierno  de  1°  de  Octubre,  se  mandó 
publicar  y  circular  la  Ley  fundamental  de  la  Convención 
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Nacional  en  25  del  mismo  mes  sobre  las  reformas  de  la 
Constitución  de  1853;  y  en  su  virtud,  se  hizo  también  una 
publicación  oficial  en  la  Imprenta  Nacional  de  esta  Ca- 
pital, de  la  Constitución  con  el  códice  de  las  reformas  y 
la  concordada  sancionada  por  la  Convención  en  la  sección 
8\  rJespue^i  se  publicó  en  la  Imprenta  de  la  Tribuna^  en 
Buenos  Aires,  la  Constitución  concordada  sola,  en  un 
formato  muy  pequeño,  que  también  corre  entre  nosotros, 
sin  las  firmas  de  los  Convencionales.  Ignora  el  Fiscal  si 
han  salido  algunas  utras  publicaciones  particulares. 

Ahora  se  presenta  otra  edición  de  la  misma  Constitución 
concordada  sola,  publicada  en  la  Imprenta  del  Comercio 
del  Plata  en  Buenos  Aires,  con  el  carácter  de  Public  cion 
Oficial;  sin  líis  firmas  délos  Convencionales  y  sin  el  De- 
creto de  pi'omulgación  del  Gobierno  de  1*^  de  Octubre, 

Üe  manera  que  solo  consta  la  fecha  de  la  sanción,  no  de 
su  promulgación,  y  resáltala  Ley  sin  promulgarse.  Ade- 
mas, en  la  nota  del  Secretario  del  Senado,  se  informa 
que  contiene  algunas  incorrecciones,  se^un  la  comparación 
prolija  que  ha  hecho  con  el  testo  autógrafo.  De  todo  esto 
resulta  que  sería  muy  peligroso  autorizar  todas  las  edi- 
ciones de  la  Constitución,  que  puedan  salir  y  circular  bajo 
el  carácter  oficial  ó  particular,  sin  la  garantía  de  su  auten- 
ticidad; y  mucho  miónos  faltando  el  Decreto  de  su  promul- 
gación y  las  firmas  de  los  Convencionales,  requisitos 
esenciales  para  darle  el  carácter  autógrafo.  El  Gobierno 
del  Perú  en  las  publicaciones  de  sus  Códigos  Civil  y  de 
Procedimiento,  el  ano  1849,  mandó  que  lodos  los  ejem- 
plares fuesen  rublicados  por  el  Ministro  del  ramo,  y  los 
que  no  fuesen  se  teñirían  pur  falsificados, 

Por  lo  que  ha  espuesto  el  Fiscal  crce^  que  está  en  el 
interés  piiblico  y  en  las  atribuciones  del  Gobierno,  declarar 
que  solo  se  tenga  por  Publicación  Oficial  y  autógrafa 
de  la  Constitución,  la  que  se  ha  hecho  en  el  Paraná  en 
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1860  en  la  Imprenta  Nacional;  y  que  solo  se  tenga  por 
tales  las  demás  ediciones  oficiales,  que  se  hallen  rubri- 
cadas por  el  Ministro  del  ramo  en  lo  sucesivo. 

En  cuanto  al  diario  de  Sesiones  de  la  Convención  Na- 
cional, en  virtud  del  informe  del  Secretario  del  Senado, 
y  de  lo  dispuesto  en  la  sección  8*  según  la  nota  oficial 
número  5  del  apéndice,  opina  el  Fiscal,  que  debe  declararse 
oficial  y  autógrafa  la  publicación  que  se  ha  presentado 
hecha  en  Buenos  Aires  en  la  Imprenta  del  Comercio  del 
Plata,  el  año  1860;  y  que  cualquier  otra  edición  que  se 
haga,  será  rubricada  por  el  Ministro  del  ramo  en  todos 
los  ejemplares.  Tal  es  el  juicio  del  Fiscal,  salvo  el  de 
V.  E.— Paraná,  Abril  20  de  1861.— Ramón  Ferreira. 
Se  decretó  en  todo  conforme  á  la  Vista. 


Sobre  la  facultad  del  Poder  Ejecutivo  para  indultar  y  conmutar 
penas  según  la  Constitución. 

ExMO.  Señor: 

Después  del  informe  de  la  Exma.  Cámara  de  Justicia, 
nada  más  le  exije  la  Constitución  del  Estado  al  Poder 
Ejecutivo,  para  ejercer,  sin  mas  trámite,  la  alta  atribu- 
ción que  le  acuerda  el  artículo  86,  inciso  6°,  para  indul- 
tar ó  conmutar  las  penas  da  de  delitos  sujetos  á  la  Ju- 
risdicción Federal.  Sin  embargo  V.  E.  ha  querido,  antes 
de  resolver,  oír  á  su  Fiscal  sin  que  lo  exija  la  Ley  y  lo 
ha  honrado  con  su  confianza.  Muy  sensible  le  es  al 
Fiscal,  que  las  pocas  horas  que  la  Ley  le  permite  para 
espedirse  por  la  naturaleza  de  la  causa,  le  privan  la  sa- 
tisfacción de  llenar  su  deber  como  exije  lu  materia:  tanto 
más  cuanto  que  hay  que  pesar  en  la  balanza  la  influen- 
cia de  las  solicitudes  de  los  defensores  y  del  Cónsul  de 
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una  Potencia  vecina  y  amiga,  elevada  al  Gobierno  implo- 
rando la  gracia  y  humanidad  en  favor  de  los  reos  des- 
graciados y  compatriotas  suyos. 

El  Fiscal  bajo  estas  impresiones  tan  serias  y  en  una 
materia  tan  grave,  necesitaba  mas  tiempo  para  meditar 
y  abrir  dictamen,  sobre  la  resolución  que  debe  y  puede 
tomar  el  Gobieivno  en  este  caso  según  la  Ley,  la  ver- 
dad y  la  ju.sticia.  Se  le  dice  quede  una  palabra  de  sus 
labios  depende  la  vida  de  dos  jóvenes  robustos  desgra- 
ciados; porque  la  Ley  fundamental  del  Estado  lo  ha  in- 
vestido de  esa  atribución  tan  humanitaria  y  omnipotente, 
sin  ponerle  restricción  alguna  ni  esceptuorle  casos* 

lie  ahí  el  fondo  de  la  cuestión,  Exmo.  Señor:  medirla 
profundidad  dü  esta  atribución,  al  parecer  sin  limites, 
conocer  su  alcance  y  estudiar  su  interpretación  legal; 
porque  es  indudable  que,  aunque  el  testo  literal  no  es- 
prese límites,  ella  no  puede  entenderse  tan  absoluta  que 
soto  reconozca  los  de  la  voluntad  espontánea,  é  inclina- 
ción ad  libilum:  que  solo  obre  obedeciendo  los  impulsos 
del  corazón  y  de  la  liumanidad,  para  conceder  gracia  sin 
estar  obligado  á  cumplir  los  preceptos  legales,  ni  á  pro- 
ceder segLuí  la  conciencia  ajustada  á  principios  eternos  de 
verdad  y  de  justicia. 

Aunque  así  parezca,  no  lo  es  Exmo.  Señor.  Verdad 
es,  que  por  esta  prerogativa  tan  eminente,  no  va  el  P- 
E.  á  revocar  ó  correjir  una  sentencia  justa,  como  bacen 
las  Cortes  de  Justicia,  sino  a  derogar  una  Ley,  en  cierto 
modo,  y  destruir  los  efectos  de  una  sentencia  justa,  arre- 
glada  á  derecho  y  con  el  sello  de  cosa  juzgada,  en  favor 
de  un  individuo;  pero  este  poder  tremendo»  arbitrario  en 
cierto  modo,  concedido  por  el  mismo  lejislador,  y  deposi- 
tado en  manos  del  Poder  Ejecutivo,  indica  que  no  puede 
ejercer  discrecional  yod  ¡¡bitnuu  sino  sujeto  á  las  reglas 
y  condiciones  indispensables  para  llenar  el  fin  que  se  ha 
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propuesto  el  lejisladoi\  En  este  fin,  en  esas  reglas  se 
encierran  los  límites  de  ese  poder,  limites  ciertos,  conocidos 
y  muy  claros  al  examen  de  la  razón.  Basta  un  lijero  aná- 
lisis para  conocer  su  radio  y  circunferencia,  sin  necesi- 
dad de  buscar  otra  en  la  historia,  ni  en  la  teoría  de  sus 
ventajas  y  utilidadj  que  ha  dividido  los  más  célebres  pu- 
blicistas; porque  esto  nos  distraería  mucho,  y  porque  no 
es  por  ahora  necesario  para  la  cuestión  presente. 

Esta  facultadj  resto  de  las  regalías  réjias  que  gozabnn 
los  Monarcas  absolutos,  y  propia  solo  de  ellos,  que  ejer- 
cían Id  suma  del  poder  publico,  confundidos  todos  los 
poderes  en  una  sola  mano;  á  pesar  de  los  tiempos,  del 
progreso  en  la  lejislación  y  flsolofía  y  del  cambio  en  la 
forma  del  gobierno  popular,  ella  ha  pasado  intacta  has- 
ta las  Repúblicas,  y  en  todos  los  Gobiernos  represeota- 
livos  se  halla  siempre  depositada  en  manos  del  Poder 
Ejecutivo,  Monarca  ó  Presidente  del  Estado.  Esto  prue- 
ba que  hay  una  razón  muy  alta  de  justicia  y  de  equidad, 
superior  á  todos  los  poderes,  y  qutí  no  la  pueden  llenar 
ni  el  Lejislativo  ni  el  Judicial; que  ella  es  tan  útil  y  ne- 
cesaria á  la  sociedad  y  al  buen  gobierno,  que  no  se  pue- 
de prescindir  de  ponerla  en  práctica. 

Efectivamente,  Señor:  Todos  los  publicistas  convienen, 
aún  los  contrarios,  en  esta  necesidad,  con  tal  que  no  se  abu- 
se, fundados  en  que  por  más  justas  y  perfectas  quesean 
las  leyes  de  un  país,  ellas  no  pueden  esencialmente  tener  un 
carácter  particular  para  cada  caso  determinado,  sino  general; 
y  por  consiguiente,  en  la  interpretación  y  aplicación  á  casos 
particulares,  es  imposible  que  la  razón  misma  y  la  justicia 
no  reclamen  muchas  veces  la  modificación  de  la  ley,  según 
las  diferentes  circunstancias  que  se  presentan;  y  que  es 
imposible  también  al  lejislador,  poder  entrar  en  todos  los 
detalles  y  fijar  casos  imprevistos.  Tampoco  seria  con- 
veniente, y  sí  muy  peligroso  concederla  facultad  arbitra- 
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ría  de  gracia  y  perdón  al  mismo  poder  judicial  encargado 
de  interpretar  y  aplicar  la  ley  estrictamente.  Seria  des- 
tructivo de  ta  misma  ley  un  tal  pader  doble.  He  ahí  el 
fundamento  porque  se  halla  colocado  en  el  Ejecutivo  este 
poder  arbitrario  de  gracia,  pero  no  a  su  discreción,  sino 
sujeto  á  reglas  de  la  verdad  y  de  la  justicia;  de  las  que 
no  puede  abusar  sin  hacerse  responsable  junto  con  sus 
Ministros. 

La  Constitución  Nacional  no  le  ha  puesta  restricción 
ni  esceptuado  casos;  pero  por  eso  no  puede  entenderse 
que  esta  atribución  debe  ejercerse  discreciona! mente,  sino 
mediando  poderosos  motivos  quemodiñquen  la  ley  gene- 
ral, y  la  hagan  inaplicable  al  caso  particular;  porque  solo 
asij  y  bijo  de  esa  interpretación,  tiene  el  Ejecutivo  tal 
facultad;  convirtiéndose  en  lejislador,  declarando  la  ina- 
plicabilidad,  no  derogando  la  Ley  á  su  arbitrio  por  hu- 
manidad ó  compasión.  Esto  está  demostrado  par  nues- 
tro derecho  publico,  y  el  de  todas  partes.  Tal  vez  es 
la  única  Constitución  en  que  se  ha  concedido  esta  atri- 
bución en  términos  tan  generales:  en  las  Constituciones 
anteriores  de  tos  años  19  y  26  se  dice:  que  habiendo  poí/¿*- 
rosos  molitos  y  salvo  los  deliíos  que  la  ley  escepltm.  Lo 
raismo  se  espresa  la  Constitución  del  Estado  Oriental*  En 
Chile  se  requiere  el  acuerdo  del  Consejo  de  Estado*  En  la 
de  Boüvia  del  año  45,  salo  se  concede  al  Ejecutivo  la 
facultad  de  conmutar  la  pena  capital  en  diez  años  de 
presidio  ó  destierro.  En  la  del  Peni  del  año  56,  no  tiene 
el  Ejecutivo  la  facultad  de  indultar  y  conmutar*  En  el 
Ecuador  y  Colombia  también  es  restrinjida.  En  la  Cons- 
titución Federal  de  Nueva  Granada,  muy  semejante  á  la 
nuestra,  solo  se  concede  al  Ejecutivo  el  poder  de  indul- 
tar en  los  delitos  políticos  de  sedición.  En  los  Estados 
Unidos  se  concede  para  sw^pender  la  ejecución  de  algún 
castigo,  y  perdoítar  por  ofensas  contra  los  Ksfados  Unidos 


escepto  en  vaw^^  de  acusación.  En  la  Constitución  Es- 
pañola se  concede  la  facultad  de  indultar  a  los  delincuen- 
tes con  arreglo  á  ta.s  lef/ea,  y  pidiendo  informe  á  los  tri- 
bunales. Finalmente:  aúii  por  el  derecho  antiguo  Espa- 
ñol se  ponia  resíriccióa  al  poder  absoluto  délas  Monar- 
quías: una  Ley  del  Fuero  Juzgo  mandaba  que  el  Monarca 
se  aconsejase  de  los  Obispos  y  de  los  Magnates  para 
indultar.  Ley  6,  tit.  I'',  übro  6'\  Leyes  de  partida  y 
recopiladas  se  liallan  en  el  mismo  sentido. 

De  la  demostración  que  precede  resulta,  que  la  facul- 
tad de  hacer  gracia,  sin  embargo  de  los  tt'Tminos  gene- 
rales de  la  Constitución  Nacional,  no  depende  de  la  vo- 
luntad espontánea  del  Ejecutivo,  ni  de  medida  puramente 
administrativa;  y  que  está  sujeta  á  reglas  fijas  de  equi- 
dad y  de  justicia,  que  exijen  poderosos  motivos  y  cau- 
sas especiales,  que  forman  la  conciencia  legal  del  Gobier- 
no, En  la  Lejislación  nueva  de  España  se  exije  hoy,  que 
los  Tribunales  en  sus  informes  espresen  las  circuns- 
tancias atenuantes  que  consten  del  proceso  y  puedan 
servir  para  formar  su  juicio  legal  el  Rey,  como  son:  la 
edad»  profesión,  conducta  anterior,  estado  y  modo  de  vi- 
vir, la  tamilia  y  asistencia  que  prestan  los  reos  y  otras 
circunstancias  atenuantes  y  agravantes  que  puedan  tenerse 
en  vista  para  el  indulto* 

Haciendo  ahora  la  aplicación  de  los  principios  y  doc- 
trinas asentadas,  a!  coso  de  los  reos  presentes,  resulta 
del  informe  de  la  Camarade  Justicia  y  del  mérito  de  los 
autos,  que  no  existen  motivos  poderosos  ni  causas  es- 
peciales en  favor  de  los  reos,  escepluando  la  edad;  y  por 
otra  parte,  el  crimen  ha  sido  con  calidades  tan  horrendas 
de  traición  y  alevosía,  que  no  dejan  lugar  á  la  equidad 
y  á  la  misericordia;  no  hay  prueba  de  reincidencia,  qui- 
zá sea  este  el  primer  crimen,  pero  él,  por  sí  solo,  absorbe 
todos;  se  ignora  también  la  conducta  anterior,  pero  tam- 
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poco  se  conoce  si  ha  sido  buena,  y  mas  bien  se  presentan 
los  reos  con  el  carácter  de   vagos. 

Al  Fiscal,  Exmo.  Sefior^  le  atormenta  como  á  lodos  los 
defensores  y  al  Señor  Cónsul,  la  suerte  desgraciada  de 
estos  reos,  y  lamenta  Ja  obligación  fatal  que  lo  pone  en 
el  deber  de  dar  su  dictamen  consultivo  que  le  pide  el 
Gobierno,  en  el  mismo  sentido  que  antes  le  dio  á  la  Cá- 
mara de  Justicia;  lamenta  también  la  circunstancia  de  ser 
el  caso  tan  fatal,  que  no  ha  podido  encontrar  fundamentos 
especiales,  como  ha  deseado,  para  aconsejar  el  indulto 
al  Gobierno.  Tiene  pues  el  sentimiento  de  opinar,  que 
segtm  el  mérito  de  autos  y  del  informe  de  la  Cámara  de 
Justicia,  no  [mede  tener  lugar  el  indulto  y  debe  ejecutarse 
la  sentencia  pronunciada  por  los  Tribunales. 

Tal  es  el  Juicio  del  Fiscal  sobre  este  grave  y  delicado 
asunto,  salvo  el  mejor  de  V.  E,— Paraná,  Mayo  1°  de 
186L— Ramón  Feureira, 

Resoludán: 

Departamento  de  Justicia.     Parará,  3  de  Mayo  de  1861, 

Ei  Pre.sídente  de  la  República  Argentina — 

Visto  el  informe  de  la  Exma*  Cámara  de  Justicia,  y 
ííonsiderando  que  de  su  mérito  y  del  que  suministra  el 
proceso,  resulta: 

1°  Que  los  reos  José  Ángel  Aquino  y  Dolores  Vega^ 
abusando  de  la  confianza  y  hospitalidad  que  generosa- 
mente les  dispensó  en  su  casa  Julián  Frias;  y  cuando 
este  se  ocupaba  de  obsequiarlos,  le  asesinaron  de  la 
manera  mas  inimmana  y  alevosa,  perpetrando  inme- 
diatamente igual  crimen  con  otros  de  sus  dumésticos,  y 
consumando  tan  bárbaro  atentado  con  el  robo  del  dinero 
y  otras  prendas  que  sus  victimas  tenian. 

2^  Que  la  pena  capital  que  les  imponen  las  leyes  no 
puede  conmutarse  sin  ofensa  de  la  justicia,  de  la  moral 
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y  de  la  vindicta  pública,  que  demanda  la  sal isfacción  cor- 
respondiente para  ejemplo  y  escnrmiento  de  los  malvados. 

3°  y  finalmente,  que,  el  indulto  ó  indiiljencia,  que  ú  fa- 
vor de  los  espresados  reos  se  solicita,  en  el  presente  caso 
escepcionai  por  su  crueldad,  escándalo  y  alevosía»  alenta- 
ría á  otros  del  carácter  y  de  ferocidad  de  aquellos,  para 
cometer  igunles  crímenes  con  la  esperanza  de  eludir  la 
pena  legal  por  el  recurso  de  gracia,  cuya  atribución  le 
acuerda  la  Ley  Nacional  al  Supremo  Gefedel  Estado,  para 
ejercerla  cofi  discreción  y  prudencia  y  sin  perjuicio  de  la 
seguridad,  orden  y  garantías  Süciales. 

Por  Ututo,  y  de  acuerdo  con  el  dictamen  íiscal  se  de- 
clara inconmutable  la  pena  ordinaria  impuesta  por  los  Tri- 
bunales á  los  reos  Ángel  Aquino  y  Vega,  y  sin  lugar  á 
la  gracia  que  se  pide  por'  los  defensores  de  ellos.  Hágase 
saber  y  archívese.  Hay  una  rubrica  de  S.  E.  el  Señor 
Presidente.— Firmado — Olmos. 


Aldao  y  Cüllenp  sobre  permiso  de  trasbordo  de  mercaderías. 


En  Junio  1«  de  18f>l,  loe  Señores  Aklno  y  CuUen  condenados  por  reao- 
1  lición  clel  CoÍLH-tor  de  la  Adiiiina  á  ptrdi^r  muí  rantiilad  de  líí58  pe- 
eos  moneda  comente  entregada  en  Teeoreria  para  responder  A  dere- 
chos de  efectos  esportadoa  de  trasbordo  hasta  acreditar  su  veniadera 
introducción^  se  preBcntaroii  al  Ministerio  de  Hacienda  quejándoae  do 
la  sentencia  del  Colector. 

Con  el  informe  de  este  funcionario  y  agregado  el  espediente  primitivo, 
se  remitió  al  Fiscal,  quien  dijo: 

ExMO.  Señor. 

La  resol  lición  de  qtie  los  Señores  Aldao  y  Cullen  han 
recurrido  á  V.  E.»  les  fué  notificada  en  28  de  Mayo  y  su 
escrito  trae  la  fecha  de  1^  de  Junio,  es  decir,  cuntro  dias 
después.  Están  por  consiguiente  fuera  del  tcrnrjino  fijado 
por  V,  E.  para  esta  clase  de  recursos. 


—  184  — 


Esta  circunstancia  revela  al  Fiscal  de  la  necesidad  de 
entrar  al  fondo  del  negocio.  Se  limitará  á  observar  que, 
no  liabiendo  estos  Señores  Cumplido  con  las  disposicio- 
nes vijeotes  en  esta  Aduana,  enibai'cando  efectos  sin  las 
formalidades  necesarias  en  estos  casos,  según  resulta  de 
lo  informado  por  el  Seüor  Contador  principal  á  f.  10  vuelta, 
no  tienen  derecho  á  pretender  ser  comprendidos  en  los 
beneticios  que  deben  solo  ser  dispensados  á  los  que  ob- 
servan y  no  álos  que  burlan  aquellas  disposiciones,— Bue- 
nos Aires,  Julio  4  de  1861» — Ehüardo  Costa, 

Consultado  el  Asesor,  dijo: 

ExMO,  Señor: 

Este  asunto  presenta  algunas  singularidades,  para  mi 
inesplicables,  y  que  me  prccÍ!*an  pedir  á  V.  E.  se  sirva 
disponer  que  la  Colecturía  General  dé,  ó  procure  las  indi- 
caciones ó  conocimientos  que  paso  á  indicar. 

Los  ocurrentes  afirman  y  repiten  en  todos  sus  escritos, 
que  el  entero  que,  según  el  documento  de  foja  5,  hicieron 
de  los  1958  pesos  fué  en  calidad  de  depósito,  hasta  que 
acreditasen  la  ititroducción  de  sus  artículos  en  la  Con- 
cordia; al  paso  que,  según  se  deduce  de  lo  que  á  foja  !• 
vuelta,  dice  el  Contador  General,  parece  que  este  entero 
fué  un  pago  detínitivode  derechos;  desde  que  él  fué  or- 
denado por  los  motivos  que  espresa. 

¿Cuál  fué  pues  el  verdadero  carácter  de  ese  hecho;  esto 
es,  fué  depósito  ó  pago?  En  la  parte  superior  de  ese  do- 
cumento, f.  5  se  ha  escrito  y  rubricado  la  palabra  Fianza 
¿Lo  ha  sido  por  las  oficinas/  El  permiso  de  trasbordo, 
pedido  por  los  ocurrentes^  y  que^segun  el  mismo  Contador, 
remitió  al  Resguardo  del  Riachuelo  con  la  nota  de  «sin 
efectos  por  este  puertO)i,  existe  orijinaí  en  la  Contaduría, 
según  atírma  el  colector  á  f,  8  vuelta.  Es  necesaria  se 
agregue;  y   también  .que   se   esprese  el  Resguardo   del 
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Riachuelo,  por  qué  causa  no  tuvo  efecto  por  aquel  puerto, 
el  indicado  trasbordo.  El  Oficial  del  Resguardo  Don  J. 
Senra,  dice  á  f .  2  vuelta  que,  según  las  anotaciones  que 
espresa,  hechas  en  4  de  Abril,  se  veiiñcó  realmente  el 
trasbordo  de  los  artículos  á  «La  Flor  de  San  Pedro».  Mas 
¿se  verificó  el  trasbordo  en  esa  misma  fecha  4  de  Abril, 
ó  en  cual?    Debe  decirlo. 

Además,  se  ha  de  servir  disponer  V.  E.  que  por  la  Escri- 
banía de  Aduana  se  tome  declaración  á  los  recurrentes, 
respecto  á  los  siguientes  puntos: 

1°  Si  fué  una  sola  vez  que  pidieron  y  sacaron  permiso, 
para  el  trasbordo  de  estas  bebidas;  ó  en  otros  términos, 
si  sacaron  dos  permisos;  y  si  hubiesen  sido  dos,  porqué 
fué. 

2^  Si  es  cierto  que  el  Resguardo,  como  dice  el  referido 
Oficial  Senra,  les  entregó  el  4  de  Abril  el  mencionado 
permiso,  y  si  él  tenia  ya  los  respectivos  cumplidos. 

3°  Si  ellos  lo  presentaron  entonces  á  la  Aduana  para 
obtener  la  guia,  en  que  fecha  la  obtuvieron,  y  de  cual  mesa 
ó  empleado. 

4°  En  que  fecha  y  por  cual  puerto  se  realizó  el  trasbordo 
á  «La  Flor  de  San  Pedro». 

Fecho  todo,  debe  devolvérseme  este  espediente  para  es- 
pedirme en  él.— Buenos  Aires,  Julio  19  de  1861.— Valentín 
Albina. 

Evacuada   la  vista  que   precede  del  Asesor,  volvió   el  espediente  á  su 
despacho  y  dictaminó  asi: 

ExMO.  Señor: 

Si  antes  del  esclarecimiento  que  exijí  en  mi  anterior 
dictamen,  este  asunto  presentaba  observaciones  y  ano- 
malías, qnehacian  yadesechable  la  pretensión  délos  Sres. 
Aldao  y  Cullen,  hoy  después  de  obtenidos  aquellos  las 
presenta  más  numerosas  y  mas  fuertes.    Sería  nunca  acá- 
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bar  el  recordarlas  todas,  y  por  ello  me  ceñiré  á  lo  mas 
notable. 

Un  verdadero  juego  se  ha  estado  haciendo  con  elper- 
miso  de  trasbordo  que  se  dijo  remitido  á  la  Concordia, 
y  aún  se  ofreció  traerlo,  lo  que  no  se  ha  hecho.  ¿Ni 
cómo  se  habia  de  traer  cuando  se  hallaba  en  esta  Aduana, 
y  es  el  que  á  mi  petición  se  ha  agregado  á  f.  17?  Ese 
hecho  de  estar  aqui  el  permiso,  convencía  de  que  ó  el 
trasbordo  y  envío  de  los  artículos  ala  Concordia  se  hizo 
sin  permiso  alguno,  ó  bien  que  jamás  se  reaUzú  ta!  envío 
de  ellos,  habiendo  sido  por  tanto  desembarcados  aqui  de 
un  modo  clandestino,  y  siendo  de  consiguiente  falsos  y 
convenidos  los  atestados  en  contrario,  espedidos  por  em- 
pleados de  la  Concordia. 

Para  salvar  esto,  los  interesados  ocurren  ahora  recien 
al  arbitrio  de  decir,  en  su  declaración  f.20,  respondiendo 
á  las  preguntas  que  hice,  que  fueron  dos  los  permisos 
que  sacaron.  Aunque  yo  podría  pedir  que  informase  la 
Colecturía  acerca  de  estonio  omito  por  no  demorar  mas 
este  retardado  negocio;  el  cual  por  otra  parte,  tampoco 
necesita  ya,  para  poder  ser  resuelto  con  seguridad  de 
comprobantes  que  acrediten  las  contradicciones  é  inexac- 
titudes de  los  recurrentes. 

Tomnré,  pues,  su  declaración  tal  cual  ella  está.  Dicen: 
Que  el  primer  permiso  lo  recibieron  del  Oficial  Senra,  con 
el  correspondiente  cumplido;  aunque  no  recuerdan  con 
precisión  si  fué  el  4  de  Abril:  Que  ese  permiso  no  lo  pre- 
sentaron en  seguida  á  la  Aduana,  sino  que  lo  remitieron 
á  la  Concordia,  en  lugar  de  la  guia,  «por  equivocación;^ 
guia  que  no  sacaron:  Que  sacaron  el  segundo  permiso 
«para  poder  despachar  el  buque  introductor,  que  se  ha- 
llaba detenido  por  esta  causa»  y  cuyo  segundo  permiso 
quedó  sin  efecto.  Que  en  fin,  el  trasbordo  se  realizó  por 
la  Boca  del  Riachuelo  á  fines  de  Marzo  último- 
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Dejo  á  un  lado  que  estos  Señores  saben  que  las  equi- 
vocaciones, en  materia  de  Aduana,  se  pagan,  mucho  mas 
cuando  ellas  son  muy  crasas,  como  el  despachar  ese  bu- 
que sin  guia,  ó  el  tomar  por  guia  el  permiso. 

Pero  si  me  fijo  en  que  no  sabemos,  y  se  huye  cuidado- 
samente el  decirsenos  por  qué  sucedió  esa  rareza  de  que- 
dar sin  efecto  el  tal  permiso. 

Si  este  relato  fuera  cierto,  resultaría  necesariamente 
que  el  infeliz  buque  introductor,  se  hallaría  hasta  hoy  de- 
tenida y  sin  despacharse;  puesto  que  para  ello  era  nece- 
sario sacar  un  segundo  permiso;  y  puesto  que  aunque  se 
sacó,  él  quedó  sin  efecto.  Todo  esto  es  tan  mal  urdido, 
que  solo  sirve  á  revelar  mas  y  mas  que  no  hubo  tal  se- 
gundo permiso. 

Pero  adelantemos  un  poco  mas  acerca  de  este  parti- 
cular, y  lo  veremos  mas  claro.  Aunque  no  estoy  muy 
satisfecho  de  his  esplicaciones  dadas  por  el  Oficial  Senra, 
las  aceptaré*  El  se  ratifica  ahora,  á  f.  19,  en  lo  que  dijo 
á  foja  2*  vuelta,  y  asegura  que  fué  el  4  de  Abril  cuacdc» 
los  recurrentes  presentaron  el  permiso,  al  cual  se  puso 
el  cumplido,  y  se  los  devolvió,  como  es  de  práctica. 

Ese  permiso  despachado  el  4  por  Senra,  no  es  de  foja 
17^  porque  aquel  según  lo?  recurrentes,  no  fué  a  la  Adua- 
na; y  este  fué  devuelto  el  3  á  la  Aduana  por  el  Oficial 
Murga;  con  la  nota  de  sin  efecto  por  este  panto.  Es  sin- 
gular que  el  4  se  cumpliese  ese  permiso  por  el  Riachuelo 
y  el  3  se  habia  devuelto  á  la  Aduana  de  igual  tenor,  á 
causa  de  no  haberse  cumplido  por  aquel  punto,  y  lo  es 
también  que  habiendo  sido  según  esto  dos  los  permisos, 
ni  los  interesados  lo  dijeran  desde  el  principio  ni  tam- 
poco Senra  lo  advirtiera  en  su  informe  foja  2  en  que  solo 
habla  de  uno.  Pero  en  fin.  Al  trasbordo  debió  preceder 
forzosamente  la  licencia  para  hacerlo.  De  modo  que  el  no 
pudo  verificarse  sino  el  4  de  Abril  en  adelante  puesto  que 
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recien  ese  dia  fué  ella  presentada  al  Resguardo  por  los 
ioteresados  y  se  despachó  por  Senra.  ¿Cómo  afirman  en- 
tóneoslos interesados  en  su  cit^tda  declaración  que  el  tras- 
bordo se  verificó  á  fines  de  Marzo? 

Pero  aún  hay  mas  en  este  singularísimo  asunto.  Desde 
el  principio  me  llamó  la  atención  e!  pago  de  los  1958  pe- 
sos de  derechos  que  habían  hecho  el  5  de  Abril  estos  Se- 
ñores, según  el  recibo  déla  Receptoría  foja  5,  Habiéndose 
devuelto  el  dia  3  á  la  Aduana  el  citado  permiso  con  nota 
de  «sin  efecto^^j  la  Aduana  consideró  según  era  de  su  de- 
ber á  los  artículos  como  introducidos,  y  mandó  en  su  vir- 
tud liquidar  sus  derechos:  lo  fueron:  los  recurrentes  lo 
pagaron  el  5  sin  oposición  ni  dificultad,  y  aceptaron  ese 
recibo  de  haber  satisfecho  aquella  cantidad  y  en  el  cual 
no  hay  una  palabra  de  devolución  ulterioPj  eventual.  Allí 
quedó  totalmente  conchudo  este  asunto  y  sin  lugar  á  re- 
clamo, desde  que  los  ocurrentes,  con  el  hecho  de  pagar 
asi  tales  derechos  convinieron  tácitamente  en  quelos  ar- 
tículos no  habían  ídoá  Concordia.  Sí  habían  ¡do  ó  iban 
á  ir  á  virlLid  de  un  trasbordo  verificado  según  dicen  aliora 
á  fines  de  Mor/o;  como  pagan  silenciosamente  el  5  de  Abril. 

Lo  que  hay  es  que  después  se  escqjító  un  arbitrio,  para 
tentar  bi  se  lograba  recobrar  los  1958  pesos  y  entonces  se 
presentó  el  escrito  foja  1'',  diciendo  que  la  entrega  de  esa 
suma  había  sido  á  responder  con  ella  de  los  derechos  de 
esos  artículos,  en  caso  que  ellos  no  fueren  desembarcados 
en  la  Concorditi,  etc,  etc.  Tal  proceder  fué  desacertado. 
Kilos  tenían  sin  duda  el  derecho  de  pedir  la  devolución  de 
una  cantidad  que  creyesen  haber  pagado  sin  obligación; 
pero  ninguno  tenían  para  pedir  la  de  una  cantidad  que 
decían  flepmííada,  lo  cual  es  muy  distinto.  Para  esto  de- 
bían justificar  ante  todo  que  tuvo  lugar  un  depósito  y  no 
hay  sobre  ello  mas  prueba  que  su  palabra.  Por  el  con- 
trario, ese  imajinario  depósito,  está  desmentido  por  el  te- 
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ñor  del  documenlo  y  por  la  seguridad  que  á  foja  16  dá  el 
Contador  principal,  de  que  aquel  entero  no  fue  en  depó- 
sito sino  en  pago.  Lo  está  igualmente  por  la  circuns- 
tancia, que  también  llamó  su  atención  de  verse  escrita 
y  rubricada  á  la  cabeza  de  di^ho  documento  la  palabra 
fianza^  como  para  apoyar  el  concepto  de  que  esa  entrega 
había  sido  un  depósito  en  garantía  de!  pago  eventual  de 
dereclios. 

Mas  ahora  resulta  que  eso  no  ha  sido  escrito  por  nin- 
guna de  las  oficinas  de  Aduana,  ¿Por  quién  pues  lo  había 
sido?  La  justa  presunción  legal  dice  que  por  quien  pre- 
sentó ese  documento,  dice  que  por  aquel  á  quien  tal  su- 
[íercheria,  que  revela  mala  fé,  podía  traerle  utilidad. 

Por  último  si  es  absurdo  lo  de  que  el  trasbordo  se  hiciese 
á  fines  de  Mar/.o  etc,  la  licencia  para  hacerlo  no  quedó 
espedita  por  el  Resguardo  hasta  el  4  de  Abril,  lo  es  mas 
que  la  ((Flor  de  San  Pedro»  llegase  con  dichos  artículos 
á  la  Concordia  con  fecha  Marzo  7,  como  en  su  escrito 
foja  9  lo  aseguraron  esos  mismos  recurrentes  que  ahora 
declaran  que  el  trasbordo  de  ellos  se  hizo  aqui  recién  á 
fines  de  ese  mes,  y  todavía  es  mas  absurdo  que  los  ar- 
tículos se  hayan  desembarcado  en  la  Concordia  el  5  de 
Marzo  como  impávidamente  lo  aseguraron  á  foja  4  los 
empleados  de  aquella  Aduana,  atento  todo  lo  espuesto 
seria  preciso  ser  tamb:cn  estúpido,  para  no  percibir  en  el 
todo  de  este  asunto  un  manejo  muy  saltante  y  un  cuento 
muy  torpemente  urdido. 

En  consecuencia  aconsejo  á  V.  E.  desheche  totalmente 
el  reclamo  de  estos  Si-nores,  y  apruebe  y  confirme  las 
resoluciones   del   Colector    General.— Valentín   Alsina, 


Resolución — 
Departamento  de  Hacienda. 
Buenos  Aires,  Diciembre  24  de  1861.    De  acuerdo  en 
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todas  sus  pirtes  coa  el  precedente  dictamen  del  Asesor 
confirmase  las  resoluciones  de!  Colector  General  fechas 
19  de  Abril  y  once  de  Mayo  último,  á  sus  efectos  vuelva 
al  Colector  General. — Oc/iLMPO.^Palefnon  Haergo.Oñcial 
Mayor. 


Sobre  la  Libertad  de  la  prensa  ante  la  jurisdición  nacional, 
según  la  Constitución. 

ExMA.  Camaka: 

El  Juez  de  1*  Instancia  pide  una  resolución  sobre  el 
modo  de  proceder  en  los  juicios  de  libertad  de  imprenta 
bajo  el  orden  constitucional  que  uos  rije. 

Tal  es  conao  entiende  el  Fiscal  la  consulta  del  Juez  de 
1'»  Instancia  en  este  asunto,  y  ea  tal  concepta  procede 
á  dar  su  vista. 

Por  leyes  nacionales,  después  de  la  emancipación,  no 
se  encuentra  mas  sobre  la  materia,  que  el  Decreto  de  li- 
bertad de  imprenta  de  26  de  Octubre  de  1811,  mandado 
observar  en  el  Reglamento  provisorio  dado  por  el  Cou- 
greso  de  1817>  bajo  el  Gobierno  del  Directorio.  Después 
del  año  1820,  bajo  la  independencia  ó  aislamiento  de  las 
Provincias,  se  dieron  cada  una  Reglamentos  ó  Estatutos 
provinciales  para  su  réjimen  interior. 

La  Provincia  de  Buenos  Aires  arregló  y  modificó  como 
Ic  pareció  bien  el  referida  Decreto  de  á6  de  Octubre  de 
1811  por  las  leyes  provinciaies  de  10  de  Octubre  de  1822 
y  8  de  Mayo  de  1828 y  posteriormente  se  han  he- 
cho oirás  modificaciones.  En  el  mismo  caso  se  hallan  las 
demás  Provincias;  y  tomando  su  modelo,  como  siempre 
ha  sucedidOj  cada  una  obró  en  el  mismo  sentido.  La  Pro- 
vincia de  Entre  Hios  por  su  parte,  también  hizo  su  Es- 


tattito  provisorio  consLitucional  por  la  Lejislatara  Provin- 
cial de  4  de  Marzo  de  1822.  En  dicho  Estatuto  se  en- 
cuentra un  Apéndice  2"*  sobre  la  Ley  de  Imprenta  que 
modifica  el  Decreta  de  1811;  y  por  el  artículo  S''  queda 
el  juicio  de  Imprenta  bajo  la  jurisdicción  de  la  justicia  or- 
dinaria, y  bajo  el  mismo  orden  y  forma,  y  por  las  mismas 
leyes  que  rijen  en  los  juicios  sobre  injurias. 

No  se  ha  dado  otra  Ley  en  la  Provincie  de  Entre  Rios, 
antes  ni  después  de  ser  territorio  íederaüzado;  y  en  nin- 
guna de  las  Provincias  se  ha  conocido  nunca  el  Jurado 
en  los  juicios  de  imprenta,  escepto  en  la  de  Buenos  Aires, 
con  mucha  imperfección,  como  lo  índica  la  citada  Ley 
Provincial  de  8  de  Mayo  de  1828;  y  después  mucho  me- 
nos, bajo  la  dictadura  más  absoluta  de  Rosas,  que  nu 
acepto  ni  permitió  que  se  sancionase  el  proyecto  de  ConS'- 
titución  Provincial  dado  el  año  1833,  bajo  el  Gobierno 
legal  de!  Genera!  Balcarce,  y  quedó  siempre  en  clase  de 
simple  proyecto.  En  Entre  Rios  pues,  como  territorio 
federaltxado  y  hoy  reducido  á  la  Capital  del  Paraná,  no 
hay  otra  Ley  vigente  que  la  del  Reglamento  de  Admi- 
nistración de  Justicia  dado  el  año  de  1849,  sacado  del 
Estatuto  provisorio  y  mandado  observase  por  el  Gobierno 
Nacional. 

La  Constitución  General,  artículo  102  de  la  concordada, 
dice:  «todos  los  juicios  criminales  ordinarios  que  no  se 
deriven  del  derecho  de  acusación  concedido  ala  Cámara 
de  Diputados,  se  terminarán  por  jurados  luego  que  se 
establescaen  la  Nación  esta  Institución».  Es  claro,  pues, 
que  mientras  no  ¿¡e  haya  estal>lecido,  deben  regir  en  ca- 
da Provincia  sus  instituciones  propias  en  la  materia. 
Concuerda  tauíbien  esta  disposición  con  la  del  articulo 
108  que  las  Provincias  no  pueden  dictar  los  Códigos  Cí- 
vil,  Comercial,  Penal  y  de  Minería  después  que  el  Con- 
greso los  haya  sancionado»    Luego  mientras  se  sancionan^ 
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deben  regir  y  pueden  ellas  dictar  sus  Estatutos  propios 
para  su  régimen  interno, 

Es  uecesario  también  reconocer  el  principio  social  que 
proveer  á  la  justicia  y  administrarla  es  una  necesidad 
vital,  como  el  alimento  para  la  existencia  de  la  sociedad 
y  para  que  no  se  disuelva.  Semejante  á  los  individuos, 
la  sociedad  tiene  ciertas  necesidades  orgánicas  que  no 
puede  vivir  sin  satisfacerlas,  y  tal  es  la  de  administrar 
justicia;  esta  no  puede  quedar  paralizada  ó  postergada 
para  otra  época.  Por  eso  nuestra  sabia  Canstitución  deja 
que  las  Provincias  se  provean  á  esta  necesidad,  miéutras 
se  establezcan  las  Constiluciosiies  y  Códigos  Nacioaales* 
Esto  es  con  respecto  á  la  justicia  local;  examinemos  la 
jurisdicción  nacional.  El  art.  32  de  Cunstitución  refor- 
mada dice:  t«El  Congreso  Federal  no  dictará  leyes  que 
restrinjan  la  libertad  de  impremta  ó  establezcan  sobre  ella 
la  jurisdicción  federal?*  Pero  esto  no  puede  importar 
que  los  delitos  y  abusos  de  imprenta  queden  fuera  del 
alcance  déla  Justicia  Nacional^ysu  conocimiento  reser- 
vado esclusivamente  á  los  Tribunales  Provinciales. 

De  tal  interpretación  resultarían  consecuencias  muy 
absurdas : 

V  Que  unos  mismos  delitos  de  injurias,  calumnias^  etc., 
cometidos  verbalmente  ó  por  escrito,  que  por  la  Ley  y 
la  Constitución  corresponden  al  Poder  Judicial  de  la  Na- 
ción, esos  mismos  cometidos  por  las  mismas  personas, 
en  los  mismos  casos  y  circunstancias,  si  lo  hacían  por 
la  prensa,  ó  pasquines,  ya  pertenecían  á  los  Tribunales 
de  Provincia, 

2*  Que  los  Estados  de  Provincia  habían  delegado  al  Go- 
bierno Nacional  el  conocimiento  de  esos  delitos  cometi- 
dos verbal  y  por  escrito;  pero  reservándose  para  la  So- 
beranía Provincial  el  caso  especial  y  la  forma  de  la 
prensa.    De  manera  que  los  niismos  hechos  eran  mate- 
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ría   y    cosa    nacional    en    una    forma,    y   provincial    en 
otra 

3*  Todos  los  delitos  por  su  naturaleza  nacionales,  pier- 
den su  carácter  esencial  cuando  se  cometen  en  la  forma 
impresa.  Y  todos  los  individuos,  con  solo  usar  de  esa 
forma,  quedarían  libres  de  la  Justicia  Nacional,  aunque  por 
razón  de  la  materia  y  de  las  personas»  fuese  la  cuestión 
nacional,  según  la  Constitución. 

4*  Cuando  la  Nación  ó  el  Gobierno  sea  parte,  como 
demandante  ó  demandad(^  tendría  que  comparecer  ante 
los  Tribunales  Provinciales  en  los  juicios  de  imprenta,  ó 
siempre  que  la  cuestión  fuese  promovida  en  esa  farma, 
ó  en  un  pasquín,  y  la  Justicia  Nacional  estaría  inhibida. 

5*  El  Gobierno  Nacional  ó  el  Presidente  de  la  Repú- 
blica ehtaría  inUibldo  ó  tendría  que  ocurrir  á  los  Tribuna- 
les de  Provincia  para  enjuiciará  los  que  por  la  prensase 
desaten  contra  el  Gobierno  y  las  autoridades  nacionales  o 
proclamen  la  sedición  y  la  rebelión. 

Y  en  fin,  todos  los  ciudadanos  y  particulares,  estraojeros 
ó  del  pais,  que  por  la  Constitución  no  pueden  ser  someti- 
dos á  la  jurisdicción  local,  quedarían  también  compren- 
didos en  la  escepción  contra  la  Constitución. 

Basta  de  consecuencias  absurdas,  y  veamos  la  inte- 
lijencia  verdadera  del  articulo;  todo  se  puede  reducir  á 
una  sola  frase:  el  Congreso  Federal  no  pondrá  trabas  á 
la  libertad  de  la  palabra,  ni  de  la  prensa;  no  la  tocará,  ni 
la  restrinjiráj  n¡  |>rohibirá,  no  habrá  censura  previa,  no 
le  pondrá  trabas  de  ninguna  clase,  pero  jamás  puede  de- 
ducirse la  impunidad  é  inviolabilidad  de  los  delincuentes, 
ni  el  fuero  provincial 

Los  delitos  se  juzgarán  por  las  leyes  ordinarias  de 
injurias  y  calumnias  ante  la  Justicia  Nacional,  hasta  que 
se  establezcan  los  juradas  según  la  Constitución,  artículos 
24  y  102.     Mucho  mas,  cuando  la  Nación  sea  parte;  por- 


is 
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que  ésta  no  puede  contestar  ni  jestionar  ante  otros  Tri- 
bunales que  los  Nacionales. 

«Seria  una  novedad  estrafia  en  materia  de  jurisprudencia 
nacional/ derecho  publico,  dice  Story,  que  un  Soberano  no 
tuviese  el  poder  de  pedir  justicia  ante  sus  mismos  tribunales. 
Si  este  poder  no  se  hubiere  acordado  á  los  Estados  Unidos, 
sus  derechos,  sus  privilejios,  sus  contratos,  liabrian  estado  á 
merced  de  los  Tribunales  de  Estado  (ó  de  Provincia^.  La 
Union  no  habría  tenido  medio  alguno  de  obligar  á  estos  Tri- 
bunales á  llenar  sus  funciones,  y  no  habría  habido  unifor- 
midad alguna  en  las  decisiones)).  .  .  Cuando  se  establezcan 
los  juradüSj  habrá  jurados  por  la  Justicia  Nacional  y  Pro- 
vincial, seguu  a  la  que  corresponda  la  materia  ó  delito; 
pero  nunca  habrá  confusión,  porque  las  dos  soberanías 
son  completas  y  perfectas^  dentro  de  su  esfera  cada  una, 
hi  delegada  y  la  reservada;  nunca  irá  una  á  pedir  á  la 
otra  leyes  ó  justicia  en  la  materia  de  su  competencia.  Por 
eso  la  Constitución,  cuando  da  al  Congreso  la  facultad 
de  dictar  los  Códigos  generales,  que  deben  servir  para 
ambos  Gobiernos,  Nacional  y  Provincial,  agrega:  «Sin 
que  tales  Códiyos  alteren  las  jurisdicciones  locales;  cor- 
respondiendo su  aplicación  á  los  Tribunales  Federales  o 
Provinciales,  según  que  las  cosas  ó  las  personas,  cayeren 
bajo  sus  respectivas  jurisdicciones.»  art.  67. 

Esto  prueba  hasta  la  evidencia  la  independencia  y  per- 
fección de  ambas  administraciones  de  justicia,  Jo  mismo 
que  en  los  poderes  lejislativo  y  administrativo.  Ademas: 
por  la  Constitución,  art.  67,  inciso  7%  el  Gobierno  Na- 
cional ejerce  la  lejislación  esclusiva  en  !a  Capital,  lugares 
y  establecimientos  que  le  pertenecen;  y  también  la  juris- 
dicción criminal,  y  todos  lr)s  delitos  cometidos  allí,  deben 
ser  juzgados  esclusivamente  por  leyes  y  Tribunales  Na- 
cionales; luego  en  el  presente  caso  concurre  esta  razón 
mas  para  que  la  causa  se  decida  por  los  Tribunales  loca- 
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les  de  la  Capital  Federalizada,  donde  ha  sido  cometido  el 
delito  que  se  acusa  conforme  á  las  disposiciones  del  Regla- 
mento vijente. — Paraná,  Junio  de  1861 — Ramón  Ferreira. 
Se  resolvió  confonne  á  la  vista, 


El  Contador  General  contra  el  Capitán  de  la  Barca  Francesa 
«Felicie», — por  infracción  del  articulo  67  del  Reglamento 
del  Resguardo. 

En  27  de  Julio  de  1861  la  Junta  de  Comisos  condenó  al  Capitán  de 
la  Barca  Francesa  Felicie,  al  pago  de  una  multa  de  10  pesos  fuertes. 
£1  Contador  General  se  quejó  de  esta  resolución;  la  Junta  de  Comisos 
la  confirmó. 

El  Fiscal  dijo: 

ExMO.  Señor: 

El  Señor  Contador  principal  insiste  en  pedir  la  revoca- 
ción de  la  resolución  de  la  Junta  de  Comisos.  Pero  visible- 
mente está  en  un  error.    El  caso,  Señor,  es  el  siguiente: 

En  el  manifiesto  general  de  la  Barca  Francesa  Feli- 
ciCy  manifestaba  un  cajón  zapatos  y  dos  idem  merce- 
ría. Al  ir  á  cerrar  rejistro,  se  observó  que  estos  ca- 
jones no  hablan  sido  desembarcados.  El  Capitán  recono- 
ció ser  cierto  el  hecho,  y  observó  en  su  descargo,  que 
estos  efectos  pertenecían  á  un  pasajero  que,  ó  no  los  ha- 
bla embarcado  en  Europa,  ó  que  los  habla  desembarcado 
furtivamente  en  Montevideo,  dejándole  burlado  por  el  im- 
porte de  su  pasaje,  porque  ellos  debían  responder. 

Para  probar  esta  aserción,  exhibió  algunos  anteceden- 
tes, de  los  que  en  efecto  resultaban  manifiestos  los  pasos 
que  habia  dado  en  persecución  de  aquel  pasagero. 

¿Será  este  el  caso  del  artículo  67  del  Reglamento  del  Res- 
guardo, según  pretende  el  Contador? 


—  196 


Basta  recordar  los  términos  de  este  articula  para  de- 
mostrar que  nú,  «Na  vendrá  á  tierra  el  Capitán  sin  ha- 
ber dado  el  enunciado  manifiestü  (dice  él),  y  su  segundo 
cuidará  rauy  atentamente  de  que  nadase  traiga  á  tierra, 
escepto  los  equipajes  y  muestras  det  cargamento  rmién- 
tras  no  esté  espedí to  por  la  Aduana),  bajo  la  pena,  en 
caso  contrario,  de  500  pesos  metálicos  con  que  será  mul- 
tado el  Capitán,  que  satisíiirá  el  consignatario  del  buque, 
y  se  aplicará  íntegramente  como  comiso  á  las  personas 
que  denuncien  la  infracción  de  este  articulo.» 

En  el  presente  caso  no  se  hace  cargo  al  Capitán  de  haber 
traído  algo  atierra  antes  de  estar  espedito  por  la  Aduana, 
sino  de  haber  manifestado  efectos  que  no  han  sido  desem- 
barcados. 

Entre  una  y  otra  cosa  hfiy  una  muy  notable  diferencia  que 
es  de  esti'afiar  haya  escapado  á  la  penetración  del  Señor 
Contador, 

El  hecho  de  constar  del  manifiesto  efectos  que  no  han 
sido  desembarcados,  no  prueba  ni  que  lo  hayan  sido  an- 
tes de  estar  espedito  el  buque  para  la  descargan!  después 
Bien  pueden  no  haber  venidu.  En  este  caso,  es  decir^ 
cuando  se  han  manifestado  artículos  que  faltan  del  car- 
gamento, no  hay  peligro  de  que  sean  defraudadas  las  ren- 
tas fiscales  con  introducciones  clandestinas:  nopodiade- 
clararse  en  comiso  lo  que  no  ha  venido,  ni  podría  impo- 
nerse penas  por  desembarcos  que  no  han  podido  tener  lugar. 
Constando  el  hecho,  la  petia  mayor  que  en  justicia  po- 
dría imponerse»  sería  obligar  á  pagar  derechos  á  los 
efectos  manifestados,  de  escesn,  paira  no  dejar  de  casti- 
gar de  algún  modo  uoa  falta  á  la  exactitud  y  á  la  verdad 
que  es  la  base  de  las  operaciones  de  Aduana. 

El  Capitán  de  la  Fdicie  decía  en  su  descargo,  que  los 
ctjjones  que  no  habían  sido  desembarcados,  pertenecían 
al  equipaje  de  un  pasajero  que  ó  no  los  habia  embarca- 
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do  en  Europa,  ó  los  había  desembarcado  fLirtivamente  en 
Montevideo,  poj  burlar  el  pago  de  su  pasaje» 

En  prueba  de  esta  aserción,  exhibió  varios  anteceden- 
teSj  de  los  que  constaban  las  delijencias  que  había  hecho 
en  persecución  de  este  pasajero,  y  como  no  habia  indi- 
cio alguno  que  autorizase  la  pretensión  de  que  aquellos 
cajones  hubiesen  venido  á  tierra,  la  Junta  se  inclinó  á 
creer  su  esposición.  Era  entonces  evidente  que  el  caso 
no  era  el  del  articulo  69  del  Reglamento  del  Resguardo, 
sino  el  de  constar  en  el  manifiesto  artículos  que  no  ha- 
bían venido.  La  Junta  pudo  entonces  condenar  al  Ca- 
pitán al  pago  de  derechos  sobre  estos  artículos.  Juzgó 
empero,  que  obraban  circunstancias  atenuantes  en  su 
favor,  y  también  en  atención  á  la  dificultad  de  aforar 
unos  cajones  cuyo  contenido  no  se  conocía,  usando  délas 
facultades  discrecionales  que  V.  E,  le  ha  conferido'  im- 
puso una  pena  arbitraria  que  creyó  proporcionada  á  la 
poca  importancia  del  caso.  Parece  que  el  Señor  Conta- 
dor ha  olvidado  que  la  Junta  no  estaba  ceñida  á  ordenar 
el  pago  de  derechos. 

Cree  escusadoel  Fiscal  detenerse  en  mayores  conside- 
raciones para  justiflcar  el  procedimiento  de    la  Junta  de 
Comisos— Noviembre  22  de  1861.— Eduardo  Costa. 
Pasó  al  Aseaor  y  éste  dijo: 

ExMO.  Señor: 


Yo  encuentro  tan  fundadas  y  poderosas  las  razones  del 
Contador  General,  que  no  puedo  menos  de  opiíiar  por  la 
revocación  de  lo  resuelto  por  la  Junta  de  Comisos,  y  la 
aplicación  á  este  caso  de  las  disposiciones  que  aquel  in- 
dica. Esto  no  es  decir  que  el  asunto  deba  devolverse  á 
la  Junta  para  su  reconsideración,  como  lo  pide  equivo- 
cadamente el  Contador. 


—  198  — 


La  revocación  ó  confirmación  debe  hacerse  directamente 
por  V,  E,j  que  es  Juez  de  apelación  en  el  asunto.  Importa 
agregar  algunas  consideraciunes  á  las  muchas  que  el  Con- 
tador General  espone. 

La  Junta  sienta  que:  Ni  se  ha  probado  ni  hay  una  pre- 
sunción fundada  de  que  los  bultos  manifestados,  y  que 
no  se  han  encontrado  abordo^  hayan  sido  traidosá  tierra. 
Yo  creo  que  la  hay  y  fortísima.  La  mejor  prueba  que  re- 
conoce el  derecho,  es  hi  confesión  espontánea:  la  huo  el  Ca- 
pitán Greset  de  que  los  tres  bultos  estaban  en  su  buque» 
en  el  íiecho  de  presentar  á  la  Aduana  el  manifiesto  en  que 
asi  figuraban,  de  modo  que  para  ante  la  Ley,  y  mientras 
no  se  pruebe  con  evidencia  lo  contrario,  los  bultos  en 
aquella  fecha  se  hallaban  efectivamente  abordo,  y  si  des- 
pués no  se  han  encontrado  allí,  la  presunción  legal  y 
fundadísima  es  que  ellos  han  sido  traídos  á  tierra.  Lo  úni- 
co que  M.  Greset  hacuasi-probado,  esque  persiguió  hasta 
Entre-Rios  á  su  deudor  Ferrari;  pero  esto  es  bien  imper- 
tinente, pues  lo  que  debió  probar,  es  que  jamás  se  em- 
barcaron los  tres  cajones,  A  este  respecto,  no  bosta  decir 
las  cosas,  y  menos  cuando  ellas  nada  tienen  de  naturales. 

No  basta  contar  que  en  Marsella  se  dejó  engañar  por 
Ferrari,  teniendo  la  candidez  de  firmar  los  conocimientos 
íísin  asegurarse  si  los  cajones  estaban  abordo.)^  Esto  pasa 
de  ínverosimil,  especialmente  cuando  ellos  le  garantían  el 
abono  del  pasaje  de  aquel.  Después  en  Montevideo  vuel- 
ve á  dejarse  engañar  por  Ferrari,  que  no  le  paga  el  pa- 
saje, y  él  se  pone  á  perseí^uirlo;  lo  que  es  decir,  que  al 
menos  entonces  ya  supo  con  certeüa  que,  como  lo  dice 
á  f.  6,  «Estos  tres  bultos  no  existen  ni  nunca  han  existido 
abordo»,  pues  si  hubiesen  existido,  él  no  se  apuraría  ni 
perseguiría  á  Ferrari  hasta  Nogoyá,  desde  que  en  ellos  te- 
nia asegurado  el  pago  de!  pasaje. 

Viene  después  á  Buenos  Aires,  y  aunque  ya  sabia  que  no 
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existían  abordo,  aunque  debía  tener  muy  gmbado  en  la  me- 
moria el  reciente  suceso  de  Ferrari,  con  todo  se  olvida  de 
anotar  en  el  manifiesto  que  aunque  figuraban  en  él,  no  es-- 
taban  abordo* 

Pero  aún  hay  otro  hecho  muy  notable,  que  constituye 
una  potente  presunción  de  mala  fé,  y  en  el  cual  no  se  ha  fi- 
jado la  Junta  de  Comisos,  ni  aún  el  mismo  Contador  Gene- 
ral Me  refiero  al  libro  de  sobordo.  Si  M*  Greset  liubiese 
dicho  desde  el  principio  que  no  existia  esto,  aunque  inve- 
rosímil, podria  pasársele,  ellas  no  han  sido  así. 

Sírvase  V.  E.  fijaíse  en  el  relato  que  al  oficial  de  Babia,  en- 
cargado de  i'ecújer  el  libro  hace  en  su  nota  foja  12,  Como  el 
Capitán  estaba  en  tierra,  el  uHcial  le  pide  una  orden  para 
que  el  segundo  del  buque  se  lo  entregara,  y  él  se  la  dá. 

íCómo  pues  haceesto,  ya  que  no  exisiia  tal  libro?  ocurre 
con  ella  el  oficial  al  2''  quien  le  responde  no  estar  alli 
por  haberlo  traido  el  Capitán  á  tierra. 

¿Hay  buena  fé  en  este  grosero  y  acordado  manejo  di- 
rijido  á  burlar  lo  mandado?  nótese  de  paso  que  por  el  tes- 
timonio de  ambos,  viene  asi  á  constar  que  existia  el  libro 
de  sobordo,  estuviese  donde  estuviese.  Vuelve  el  oficial 
al  Capitán  con  aquella  respuesta  de  su  2^,  y  recien  en- 
tonces sale  este  con  la  novedad  de  no  existir  el  libro. 

Esto  no  necesita  comentarios,  y  solo  diré  que  es  bien  tris- 
te, que  además  de  defraudarse  al  Estado  con  los  derechos  de 
esos  bultos,  todavía  se  intente  hasta  dejar  en  ridículo  á  la 
autoridad,  haciéndola  aparecer  como  muy  fácilmente  enga- 
ilflda  de  un  modo  tan  patente  y  tan  pueril.  Mas  V.  E.  resol- 
verá lo  que  halle  por  mas  conveniente,— Valentín  Albina. 

Resolución— 

Departamento  de  Hacienda, 

Buenos  Aires,  Noviembre  20  de  1861— Visto  detenida- 
mente este  espediente,  lo  pedido  por  el  Fiscal  y  dictami- 
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nado  por  el  Asesor,  y  considerando  que  si  bien  los  pro- 
cedimitíotos  del  Capitán  de  la  Barca  oFelicie»  son  bien  re- 
prensibles por  las  ínformelidades  y  contradicción  en  que 
ha  incurrido,  e!  caso  de  que  se  trata  no  puede  reputarse 
comprendido  en  los  que  determina  el  artículo  17  del  Re- 
glamento del  Resguario,  no  debiendo  en  consecuencia 
aplicársele  la  pena  que  él  establece;  el  Gobierno  resuelve 
se  sujeten  los  bultos  manifestados  y  que  no  aparecen  al 
pago  de  dereclio  de  importación,  como  si  hubieren  sido 
introducidos  según  las  disposiciones  vijentes^  arreglándose 
aquellos  por  el  aforo  mas  alto  que  á  los  de  su  clase  cor- 
respondan,  según  la  apreciación  que  al  efecto  practicarán 
los  vistas  y  veedores  respectivos. 

Para  los  fines  consiguientes,  vuelva  este  espediente  al 
Colector  General,  y  transcribaee  la  presente  Resolución 
al  Fiscal  y  al  Asesor,  con  copia  á  aquel  del  dictamen 
de  éste.— Oca MPO.—Pa/emo/i  Huergo,  Oficial  Mayor, 


C.  Pequin  Petit  Laroche  y  C**,— exoneración  de  derechos» 
para  papel  destinado  á  uso  esclusÍTo  de  imprenta. 


En  Julio  (le  1801,  los  í>efiorc8  C.  Pequin  Pftit  La  roche  y  C*  .,  BolÍ€Ítan 
se  lee  exonere  del  pago  de  dereclios  do  nuportucióti  por  50  cajones 
de  papel,  que  dicen  para  uso  exclusivo  de  imprenta,  en  conformidad 
con  el  artículo  4®  de  la  Ley  de  Aduana. 

El  Viflta  del  ramo  dice:  que  puede  ser  destinado  para  otros  usos  que 
e!  que  espresan  los  interesados. 

Pasado  et  íisunto  á  la  Comisión  de  Tarifas»  ésta  se  espide  en  un  todo 
confonne  con  lo  espuesto  por  el  Vista.  La  Junta  de  Comisos  en 
21)  de  Noviembre  de  1862^  resuelve:  *No  ha  lugar  alo  solicitado^. 

En  4  de  Diciembre  del  mismo  año  se  presentaron  los  Señores  C*  Pe- 
quin Petit  Laroche  y  Compañía,  diciendo  que  aquella  resolución  se 
funda  en  una  razón  inadmisible,  puesto  que  no  espresa  los  usos  á 
que  podía  destinarse  el    papel  j  y  además  porque  al  mismo  papel  de 
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imprenta  puede  dáreele  otros  desiinos.  El  Adminifitrador  de  Kenta« 
«e  manifiestn  de  acuerdo  con  la  Comisión  de  Tarifas,  y  adjunta  d 
primitivo  espediente. 

En  este  estado,  &e  pide  parecer  al  FÍBC*I,  y  dice: 
ExMO.  Señor: 

Habiendo  e!  Fiscal  sido  conjuez  en  la  Junta  de  Comi- 
sos, limitará  su  vista  a  un  mero  informe,  para  que  el 
Gobierno  delibere  lo  que  le  parezca  justo. 

Según  la  Ley  pagará  derecho  el  papel  de  toda  clase^ 
escepto  el  de  imprimir:  es  claro  que  la  escepción  se  de- 
be entender  solo  de  aquel  papel  que  no  puede  servir  para 
otro  uso,  porque  sino,  se  destruiría  y  no  tendría  efecto» 
Y  como  á  juicio  déla  Comisión  de  Tarifa  y  de  otras  per- 
sonas competentes,  el  papel  de  que  se  trata  puede  apli- 
carse á  otros  objetos,  la  Junta  ha  creído  que  no  debe 
hacer  hígar  á  la  soh'citud,  pues  si  no  se  entiende  la  es- 
cepción con  todo  su  rigor  y  esclusivísmo,  la  Ley  queda 
Üusoria,  ó  al  menos  tan  lata  que  todos  los  días  se  promo- 
verían dudas  difíciles  de  salvar.  La  Junta  cree  que  esta  ha 
sido  lamente  de  la  Ley.— Diciembre 20 de  1862.  Ramón 
Ferreira. 


Resokmón — 

Departamento  de  Hacienda. 

Buenos  Aires,  Diciembre  ^0  de  1862 — De  acuerdo  con 
lo  manifestado  por  el  Fiscal^  el  Gobierno  resuelve  con- 
firmar la  resolución  de  la  Junta  de  Comisos,  fecha  29  de 
Noviembre  úilimo:  á  sus  efectos  pase  al  Administrador 
de  Rentas  Nacionales  de  la  Provincia  y  hágase  saber. — 
MITRE— 'Dalmacio  Vhlez  Sahsfjerd. 
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Migone  Hermanos, — reclaman  revocación  de  un  comiso, 

Migone  Hnoa.,  en  30  de  Agosto  de  18GÍ  dicen  que  la  Jauta  de  Comi- 
sos declara  í?aido  en  comiso  im  csceso  de  3000  palmos  encajes,  resul- 
tado en  un  despacho  de  bu  pertenencia  y  piden  revocación. 

En  30  de  tSetiembre  de  1861  pasó  al  Fiscal,  quien  dijo: 

ExMO,  Señor: 

La  única  consideración  en  que  los  Hermanos  Migone 
apoyan  la  revocación  que  piden  á  V,  E.  de  lo  resuelto 
por  la  Junta  de  Comisos,  es   la   moralidad  de  su  casa. 

El  Fiscal  la  reconoce  pero  no  necesita  decir  que  seme- 
jantes argumentos  no  pueden  pesar  en  el  ánimo  de  V,  E. 

Poco  importa  tampoco  que  el  error  que  lia  condenado 
la  Junta  de  Comisos  sea  inocente;  que  sea  ó  no  orijina- 
do  por  equivocación  de  la  copia  de  factura.  Sabido  es 
que  !a  Aduana  no  juzga  de  la  intención  con  que  puedan 
proceder  los  introductores;  solo  atiende  á  la  infracción 
material  de  sus  Reglamentos.  De  otra  manera  no  habría 
administración  posible,  y  sería  dar  lugar  al  mas  peligroso 
arbitrario. 

Por  estas  consideraciones,  el  Fiscal  debe  pedir  á  V. 
E,  se  sirva  confirmar  la  resolución  apelada.— Eduardo 
Costa. 

En  3  de  Octubre  fué  al  Asesor,  y  dijo: 

ExMO.  Señor: 

Aunque  á  primera  vista  parezca  dura  la  doctrina  deque 
debe  ser  penado  aún  el  error  involuntario  de  un  remi- 
tente, ella  es  justa,  por  que  es  absolutamente  necesaria. 
De  lo  contrario,  podrían  los  remitentes  incurrir  inten- 
cionalmente  en  errores,  seguros  de  que  éstos  aún  des- 
cubiertos aquí,  ningún  mal  les  traería. 

Por   lo  demás  esa  pena  no  afecta  en  lo  mínimo  al  eré- 
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dito  y  buen  nombre  de  las  casas  consignatarias,  desde 
que  no  es  un  error  ni  un  acto  de  ellas,  lo  que  motiva 
su  imposición.  Reproduzco  pues  el  anterior  dictamen 
fiscal.— Octubre  10  de  1861 — Valentín  Alsina. 

Resolicción — 

Ministerio  de  Hacienda. 

Buenos  Aires,  Octubre  17  de  1861. — Visto  lo  pedido 
por  el  Fiscal  y  aconsejado  por  el  Asesor,  confirmase  la 
resolución  de  la  Junta  de  Comisos  fecha  7  de  Agosto 
último,  á  sus  efectos  vuelva  al  Colector  General  y  co- 
muniqúese.— N.  DE  LA  RlESTRA. 


Juicio  juridico-fllosóflco  dado  á  petíción  del  Coronel  Espejo, — 
sobre  el  mérito  del  folleto  publicado  en  Lima  en  1860,  es- 
tractando  el  proceso  de  la  causa  célebre  del  asesinato  del 
Coronel  Dr.  Don  Bernardo  Honteagudo,  perpetrado  el  28 
de  Enero  de  1825.  (1) 

Empezaré  por  conocer  plenamente  probado  en  el  pro- 
ceso hasta  la  evidencia,  el  cuerpo  del  delito,  y  el  autor 
ejecutor  del  alevoso  asesinato  del  Coronel  Monteagudo, 
que  fué  el  negro  Candelario  Espinosa,  confeso  y  convicto 
en  la  causa:  sobre  esto  nunca  hubo  duda,  sino  solo  sobre 
los  cómplices.  También  es  justo  reconocer  la  integri- 
dad de  los  Jueces  y  Magistrados  que  juzgaron  la  causa; 
y  que  á  pesar  del  manifiesto  interés  del  Libertador  (2)  por 


(1)  £1  Fiacal  Firriisa  incluyó  esta  piesa  en  su  Colicción  di  Vistas  Fisoalis,  re- 
prodncidaí  aquí;  y  aunque  en  rigor  no  corresponde  á  este  libro,  le  ha  oreido  que  no 
se  debía  omitirla  por  el  interés  que  tiene  para  el  lector  argentino. 

(2)  Se  refiere  á  Bolivar. 
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que  se  indultase  ai  asesino,  y  de  la  posición  de  Dictador 
que  ejercía,  ellos  se  mantuvieron  siempre  firmes  en  con- 
denarle- Por  consiguiente,  en  la  parte  jurídica,  no  ofre- 
ce observación  alguna  el  proceso,  estando  plena  y  evi- 
dentemente probado  el  crimen  v  el  criminal,  v  habiendo 
los  Magistrados  llenado  su  deber  con  integridad  y  fir- 
meza. 

¿Por  qué  el  Libertador  tomó  tanto  interés  on  indultar 
al  negro  asesino,  después  de  juzgarse  la  causa  y  fallarse 
dos  veces,  por  diferentes  Jueces  y  Tribunales,  con  re- 
petidas vistas  fiscales  y  asesorías  del  Auditor  de  Guerra^ 
todas  conformes  en  el  mérito  legal  del  proceso  y  en  la 
condenación  del  reo? 

A!go  más:  después  de  haber  él  manifestado  al  princi- 
pio tanto  celo  y  actividad  por  descubrir  á  los  criminales, 
aparece  la  frialdad,  la  morosidad  y  hasta  el  deseo  de  sal- 
varios. 

Cuando  más  claro  se  presenta  el  mérito  del  proceso 
en  la  prueba  del  crimen  y  su  autor,  más  se  condensa  el 
velo  del  misterio  y  de  la  duda  sobre  la  conducta  del  Li- 
bertador. Esta  oscuridad  ha  dado  lugar  á  conjeturas 
muy  exajeradas,  como  dice  el  mismo  folleto,  y  que  es- 
tamos muy  lejos  de  aceptar Imsta    de   suponer  al 

mismo  Libertador  autor  clandesüno,  consintiendo,  apro- 
bando, ó  al  menos  tolerando  el  hecho;  pero  no  hay  an- 
tecedente histórico,  al  menos  que  yo  liaya  oído  jamás, 
de  algún  motivo  cierto  ó  falso,  que  pudiera  haber  inter- 
rumpido la  amistad  entre  ambcs,  ni  afectado  la  suscepti- 
bilidad y  celos  del  Libertador:  al  contrario,  que  reinaba 
entre  los  dos  la  más  íntima  confianza  y  armonía  de  ideas 
en  política,  lo  prueba  el  ser  un  candidato  Monteagudo 
para  el  Congreso  Americano  en  Panamá,  que  era  el 
sueño  dorado  de  Bolívar. 

Ambos  eran  de  carácter  elevado,  enérgico  y  ejecutivo, 
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y  raás bien  debían  simpatizar  hasta  en  ideas  políticas,  que 
era  lo  único  en  que  podían  discordar.  Ad'^m  is:  en  e^a  ép  )ca 
Monteagndo  no  rechazaba  y  aceptaba  las  ¡deas  mjnárqui- 
casde  Bolívar;  y  si  en  el  modo  y  turma  de  realizarlas  pudiera 
faltarles  la  armonía,  no  había  licitado  la  opjrtuuidad  déla 
discusión,  y  de  hacer  efectivr)  el  pensamiento;  y  cu  into  so- 
bre esto  se  pueda  conje turar,  carece  de  base  y  antecedentes . 
Podía  temerse  un  desacuerdo  del  carácter  fraico,  alto  y 
libre  de  ambos  personajes»  pero  le  sobraban  medios  al 
Libertador  para  alejar  u  Monteagudo  sin  estrépito,  con 
cualquier  preíesto  ó  comisión. 

Por  otra  parte,  tenemos  m:>tivos  pira  creer  arminia 
de  ideas  políticas,  y  que  Bolívar  no  dudase  de  su  sinceri- 
dad; porque  Monteagudo,  al  principio  déla  revolucionen 
Buenos  Aires,  s.:í  manifestó  demócrata  exaltado,  también 
es  cierto  que  después  de  !i  meditación  y  la  esperiencla 
en  la  revolución,  modificó  sus  ideas  con  buena  fe  y  pa- 
triotismo, como  lo   hicieron  también  otras   altas  capa- 
cidades de  ese  tiempo,  que  solo  citamjs  aqui  como  un 
hecho,  para  nuestro  propósito,  sin  entrar  en  discusión  y 
sin  aprobar  ó  reprobar  la  idea*     Monteagudo  io  confesó 
en    sus  escritos:  y  en  la   Memoria   escrita  en  Quito  en 
1823,  dice:  «mis  enormes  padecimientos  por  una  parte  y 
las  ideas  demasiado  inesactas  que  entonces  tenía  de  la 
naturaleza    de  los    Gobiernos,  me  hicieron    abrazar   con 
fanatismo    el    sistema    democrático*    El    pacto  social  de 
Rosseau  y  otros  escritos   de   este  género,    me  parecian 
que  aún  eran  favorables  al  despotismo.  .  .  .  ser  patriota 
sin  ser  frenético  por  la  democracia,  era  para  mi  una  con  - 
tradiccíón:  este  era  mi  testo.  Para  espiar  mis   primeros 
errores,  yo  publiqué    en    Chile    en  1816.  el  Censo/-  de  ta 
Rerolución,  ya  estaba  sano  de  esa  especie  de  fiebre  men- 
tal que  casi  todos  hemos  padecido;  y  desgraciado  del  que 
con  tiempo  no  cure  de  el  lab) 
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Estaban  también  en  perfecto  acuerdo  sobre  la  insta- 
lación del  Congreso  Americano  en  Panamá  para  el  cual 
era  candidato  de  Bolívar,  Monteagudo, 

Tenemos  la  prueba  autógrafa  de!  opúsculo.  «Ensayo 
sobre  la  necesidad  de  una  Confederación  general  entre 
los  Estados  Hispano-Americanos,  y  Plan  de  su  organiza- 
ción.» Esta  obra  postuma  de  Monteagudo  quedó  incon- 
clusa en  un  manuscrito  de  su  puno  y  letra,  sobre  su 
mesa  entre  otros  papeles,  la  noche  de  su  infausta  muer- 
te; y  sobre  cuya  obra  dice  el  editor  que  le  dio  publi* 
cidad,  lo  siguiente:  «quien  sabe  si  la  misma  noche  que 
recibió  en  la  calle  ese  golpe  fatal,  que  le  privó  de  la  vi- 
da y  á  la  causa  americana  de  uno  de  sus  primeros  aboga- 
dos, escribió  los  últimos  renglones  que  se  leen  en  esta 
obra,  y  hacia  pocos  momentos  que  había  soltado  la  plu- 
ma^para  volverla  á  tomar  después  de  uu  corto  desahogo, 
y  seguir  trazando  con  ella  los  filantrópicos  planes  de  la 
prosperidad  general!  ¡Quien  sabe  si  en  esa  noche,  á  no 
haber  sido  sorprendido  por  la  muerte,  hubiera  acabado 
de  esplicar  sus  ideas  peregrinas;  y  desarrollar  de  una  vez 
el  grandioso  proyecto  de  federación  continentalj  que  de- 
be servir  de   base  a  la  seguridad   de  ambas  Américas.» 

Lo  cierto  es  que  en  dicho  escrito  se  manifiesta  Mou 
teagudo  con  un  entusiasmo  estremo  sobre  la  necesidad 
y  ventajas,  en  aquella  época,  del  Congreso  General  Ame- 
ricano, para  salvar  la  independenciu,  la  paz  y  las  ga- 
rantías del  Continente.  La  idea  que  mas  le  dominaba 
en  este  pensamiento,  era  el  peligro  del  poder  de  la  San- 
ta Alianza,  y  la  necesidad  de  compactar  y  organizar  los 
medios  de  defensa  en  América. 

Veamos  la  cuestión  por  otra  faz.  Parece  que  desde 
que  Bolívar  supo  el  suceso  en  la  misma  noche,  le  hu- 
biese asaltado  la  idea  ó  cuidado  de  conspiración  ó  al  menos 
de  que  hubiera  asesinos  asalariados  por  ajentes  ocultos; 
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y  de  un  puilal  alevoso  no  pedia  estar  Ubre  ni  él  mismo» 
Acababa  de  triuiifer  en  Ayacuclio,  es  verdad;  pero  faltaba 
la  rendición  del  Callao,  y  Rodil  reforzaba  los  castillos 
sosteniéndose  en  el  sitio.  La  calidad  del  personaje  asesi- 
nado y  el  modo,  los  primeros  datos  que  í-:e  recojian,  la 
clase  del  puñal  preparado  con  meditación,  el  lugar 
por  donde  acostumbraba  pasar  Monteagudo  todas  las 
noches,  la  hora  en  que  se  ejecutó  y  todas  las  circuns- 
tancias, eran  presunciones  fuertes  par:i  creer  que  el  he- 
cho había  sido  premeditado  y  directo  á  la  persona,  no 
con  el  simple  objeto  de  robarle,  sino  de  matarlo. 

Los  autores  podían  ser  enemigos  políticos  ó  también 
personales  puramente,  de  los  que  le  aborrecían  con  fu- 
ror durante  su  administración  y  habían  pedido  su  estra- 
nanamiento  perpetuo  del  país.  En  una  Ciudad  como  Lima, 
no  faltarían  ejecutores  por  el  oro.  Bolívar  fu^  ea  per- 
sona á  examinar  el  cadáver;  y  fué  tan  feroz  el  golpe, 
que  dejándole  clavada  la  daga  en  el  pulmón,  no  le  per- 
mitió ni  dar  ayes. 

Descubierto  el  asesino,  la  primera  propuesta  que  le  ha- 
ce Bolívar,  es  librarle  la  vida  si  descubre  los  autores 
cómplices  que  le  han  pagado,  y  si  no  descubre,  fusilarlo. 
El  negro  asesino  dice  dos  cosas  y  las  sostiene  con  fir- 
meza en  toda  la  causa: 

1*  que  no  supo  que  era  Monteagudo,  y  que  lo  hizo  solo 
por  robarle.  El  cómplice  Ramón  Moreira  también  dice 
que  no  conocieron  á  iMoníeagudo:  que  la  intención  esa 
noche  había  sido  robar  en  otra  parte,  y  que  pasando  ca- 
sualmente Monteagudo  por  delante  de  ellos,  le  dijo  el  ne- 
gro, éste  hombre  lleva  reloj,  vamos  á  robarle. 

2**  El  negro  acusa  á  tres  individuos  vecinos  de  Lima, 
diciendo  que  estos  lo  hablaron  y  le  ofrecieron  dinero  para 
que  matase  á  Monteagudo,  pero  no  dice  que  le  entrega- 
ron dinero;  y  se  sostiene  en  esto  con  firmeza  en  toda  la 
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causa,  hasta  en  los  careos;  mas  estos  iadividuos  prueban 
su  inocencia,  y  son  absueUos  los  tres  por  los  jueces  en 
los  fallos  definitivos. 

En  el  proceso  se  dice  también,  que  el  negro  fué  col- 
gado de  un  brazo  y  azotado  hasía  perder  el  sentido;  y 
siempre  sostuvo  las  mismas  dos  cosas.  Suponiendo  ahora 
cierta  la  confesión  del  negro,  resulta  que  aunque  él  fuese 
visto  para  matar  á  Monteagudo  por  los  individuos  que 
denuncia,  verificó  el  hecho  sin  conocerlo  y  por  otro  inte- 
rés; lo  que  está  conforme  con  la  declaración  del  com- 
pañero, que  también  agrega  que  antes  no  le  había  comu- 
nicado el  negro  su  intención  contra  Monteagudo.  Supo« 
niendo  que  fué  calumnia  pura  y  gratuita  culpar  á  esos 
individuos  ¡nocentes  por  el  ínteres  de  salvarse  el  reo, 
confiado  en  la  promesa  del  Libertador,  no  se  descubre 
entonces  un  dato  en  el  proceso  de  enemistad  ó  agravio, 
que  fuese  el  orijeu  de  la  calumnia  ó  venganza  contra  los 
denunciados.  Además,  para  proceder  á  la  azotación  del 
negro,  se  debe  suponer  que  liabia  dat  js  y  presunciones 
fuertes  de  otros  cómplices,  y  prueba  también  que  no  le 
había  hecho  revelación  ni  reservadamente  al  Libertador, 
en  cuyo  caso  no  habría  objeto  de  martirizar  al  reo. 

Después  de  todo  esto  y  de  fallar  la  causa  dos  veces, 
el  Libertador  se  empeña  siempre  en  el  indulto  del  negro, 
sin  otra  razón  que  la  de  su  promesa  de  perdonarle  la 
vida  sí  descubría  los  cómplices;  y  que  á  su  juicio,  había 
cumplido  el  reo. 

De  aqui  pueden  deducirse  las  consecuencias  siguientes: 
ó  los  cómplices  á  que  aludía  el  Libertador  eran  los  mis- 
mos denunciados  por  el  negro,  que  figuran  en  el  proceso, 
y  no  se  conformaba  el  Libertador  con  la  absolución  de 
ellos,  ó  eran  otros  que  le  hubiera  descubierto  á  él  reser-- 
vadamente  el  negro,  y  no  quisiese  juzgarlos,  tal  vez  por 
la  calidad  de  las  personas;  ó  se  podria  suponer  que  todo 
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el  interés  que  manifestó  al  principio  el  Libertador,  lo  ab- 
sorvia  la  idea  de  descubrir  cómplices,  y  le  era  indiferente 
la  persona  de  Monteagudo  mirada  por  esa  faz. 

La  última  hipótesis  se  refuta  por  si  misma,  y  no  es 
posible  aceptar,  que  por  grande  que  fuese  la  indiferencia 
y  frialdad  respecto  de  la  persona  de  Monteagudo,  nunca 
pudiese  producir  un  interés  en  salvar  á  un  asesino  tan 
alevoso,  y  menos,  atendida  la  calidad  de  la  persona. 

Creo  pues  mas  prudente  quedarse  á  las  dos  primeras 
hipótesis,  partiendo  del  hecho  conocido  de  que  la  primera 
idea  ó  temor  que  asaltó  al  Libertador  cuando  supo  el 
suceso,  fué  suponer  cómplices  ocultos;  y  de  ahi  nació  la 
promesa  de  indultar  al  asesino  si  descubria;  bien  fuese 
como  he  dicho  antes,  que  no  quedase  satisfecho  con  la 
absolución  de  los  denunciados  por  el  reo,  bien  sea  que  á 
él  le  hubiese  hecho  otras  revelaciones  de  personas  que 
por  su  clase  no  quisiese  juzgarlas,  que  es  á  lo  que  yo 
mas  me  inclino. 

En  fin,  la  verdad  de  esto  es  un  misterio  que  la  historia 
todavia  no  ha  revelado.— Paraná,  Setiembre  20  de  1861. 
— Ramón  Ferreira. 


Dictamen  en  el  Sumario  mandado  levantar  á  la  casa  del  se- 
ñor Passman, — por  esceso  sobre  lo  manifestado  de  2850 
libras  zinc. 

ExMO.  Señor: 

Acaso  el  escrito  de  los  Sres.  Passman  importa  el  recur- 
so de  apelación  de  la  resolución  de  la  Junta  de  Comisos 
que  recayó  sobre  sus  50  barricas  de  zinc.  Para  conocerlo 
y  apreciar  sus  fundamentos,  sería  conveniente  que  orde- 
nara V.  E.  se  agregaran  sus  antecedentes  y  que  sin  mas 
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trámite,  volvieran  al  despacho  del  Fiscal. — Buenos  Aires, 
Noviembre  27  de  1861.— Eduardo  Costa. 

Vuelto  al  Fiscal,  en  9  de   Diciembre,  dijo: 

ExMO.  Señor: 

De  estos  antecedentes  resulta  que  la  resolución  de  la 
Junta  de  Comisos  que  motiva  la  reclamación  délos  Sres. 
Passman,  les  fué  notificada  en  22  de  Agosto  ppdo.  El 
escrito  que  han  presentado  á  V.  E.,  quejándose  de  aquella 
resolución,  tiene  la  fecha  de  Octubre  2.  Está  por  con- 
siguiente con  sobrado  esceso,  fuera  del  término  en  que 
puede  V.  E.  tomarlo  en  consideración. — Eduardo  Costa. 

En  10  de  Diciembre  fué  al  Asesor,  y  ésto   dijo: 

ExMO.  Señor: 

Siendo  cierto  como  lo  dice  el  Señor  Fiscal,  que  el  Se- 
ñor Passman  ha  dejado  pasar  con  esceso  el  plazo  en  que 
pudo  reclamar  de  la  resolución  de  la  Junta  de  Comisos 
no  puede  ya  tener  lugar  su  recurso. — Buenos  Aires,  Di- 
ciembre 16  de  1861. — Valentín  Ai-sina. 

Resolución — 

Departamento  de  Hacienda. 

Buenos  Aires,  Diciembre  23  de  1861 — De  acuerdo  con 
lo  pedido  por  el  Fiscal  y  aconsejado  por  el  Asesor,  no 
ha  lugar  á  lo  que  se  solicita,  á  sus  efectos,  vuelva  este 
espediente  á  la  Colecturía  General  y  avísese  al  interesado 
por  Secretaría — Ocampo. — Palemón  Hue rff o. —OñcisA  Ma- 
yor. 
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Los  Ayudantes  de  Almacenes  de  la  Aduana, — solicitan  aumento 
de  sueldo  y  participación  en  los  Comisos. 

Los  Ayudantes  de  Aduana,  en  28  de  Noviembre  de  1861,  se  presenta- 
ron al  Ministerio  de  Hacienda  pidiendo  aumento  de  sueldo  y  partici- 
pación de  los  Comisos. 

£1  Fiscal  dictaminó: 

ExMO.  Señor: 

Varios  Ayudantes  de  Almacenes  se  presentan  á  V.  E.  en 
solicitud  de  que  se  les  aumente  el  sueldo  de  que  disfru- 
tan, y  se  les  declare  con  derecho  á  una  parte  de  los  co- 
misos que  se  hagan  aún  de  aquellos  en  que  ellos  no  hayan 
intervenido. 

Los  Ayudantes  de  Almacenes  desempeñan,  es  cierto,  ser- 
vicios muy  importantes.  A  su  celo  y  vijilancia  están  con- 
fiados Intereses  valiosos.  Su  destino  es  de  confianza  y 
como  tal,  debieran  ser  bien  retribuidos.  También  es  cierto 
que  muchas  veces  vienen  a  gravitar  sobre  ellos  pesadas 
responsabilidades  por  falta  de  efectos;  faltas  que  considera- 
dos los  defectos  de  nuestra  Aduana  y  el  gran  movimiento 
de  entradas  y  salidas,  pueden  decirse  indispensables. 

La  solicitud  no  carece  pues,  de  fundamento.  Es  sin  em  • 
bargo  á  las  HH.  CC.  á  quienes  corresponde  apreciar  si 
el  Presupuesto  ya  tan  recargado,  puede  serlo  mas.  Po- 
dría por  lo  tanto  reservarse  este  asunto  para  la  oportu- 
didad  conveniente. 

En  cuanto  á  la  participación  de  los  comisos,  el  Fiscal 
no  vé  como  el  Señor  Colector  en  que  razón  pueda  fundar- 
se. Justo  es  que  ellos  tengan  parte  en  aquello  que  inter- 
vienen y  en  que  desempeñan,  por  decirlo  así,  funciones  de 
vista.  Pero  en  los  casos  en  que  ninguna  intervención  han 
tenido,  cuando  es  solo  el  Vista  el  que  descubre  el  comiso 
¿qué  mas  derecho  tendrían  que  otro  cualquier  empleado 
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de  la  repartición  de   la  Aduana?— Estudio,  9  de  Enero 
de  186L— Eduardo  Costa. 

£1  Asesor  en  4  de  Febrero  de  1862  dijo  lo  sigalente; 

ExMO.  Señor: 

En  cuanto  á  dar  parte  en  los  Coniisos  á  los  Ayudantes 
de  Almacenes,  está  demostrado  que  no  puede  tener  aco- 
jida  esta  solicitud. 

En  cuanto  al  aumento  de  sueldos,  aunque  tampoco  pue-- 
de  tenerlíi  para  el  presente  año  por  ser  contra  la  Ley 
del  Presupuesto,  siendo  ella  justa  y  fundada  en  su  fon- 
do, juzgo  que  al  menos  se  les  debe  dar  esperanza  para  lo 
futuro,  prometiéndoles  que  el  Gobierno,  si  el  estado  de  las 
rentas  lo  permitiese,  la  tendrá  presente  en  la  confección 
del  Presupuesto  para  el  año   63,— Valsntin   Alsina* 

Remludón — 
Departamento  de  Hacienda. 

Buenos  Aires,  Febrero  12  de  1862.— En  todo  como 
pide  el  Fiscal  y  aconseja  el  Asesor,  en  consecuencia 
vuelva  al  Colector  General  para  que  lo  haga  saber  á  los 
interesados,  y  tómese  razan  por  Secretaría  para  que  se 
tenga  presente  la  solicitud,  respecto  al  aumento  de  suel- 
dos en  oportunidad. — MITRE.^Norberto  de  la  Riestra* 


El  Colector  General, — sobre  falta  de  cumplimiento  á  la  dis- 
posición de  la  Aduana  sobra  presentación  de  las  copias  de 
factura. 

En  Diciembre  1*  ile  1851,  el  Colector  General  de  la  Aduana  hace  pre- 
sente al  Ministerio  de  Hacieníla  la  falta  de  cunipliiniento  á  la  disposi- 
ción enperior  de  6  de  Diciembre  de  185Ü  sobre  la  preat^ntación  de 
las  copias  de  facturas  antes  do  loe  doce  días  de  la  entrada  del  bnqne, 
y  pide  una  coacción  inerte  y  soatemda  para  aquellos  ixue  están  lia- 
bituadoB  á  no  respetar  la  Ley. 
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El  Presidente  de  la  Comisión  de  Tarifas  croe  que  puede  fijarse  una 
multa  á  loa  contraven torea^  de  un  tres  pof  ciento  á  más  de  los  de- 
rechos correspondientes  á  los  efectos  de  que  se  componga  el  mani- 
fiesto. 

En  80  de  Diciembre  pasó  al  Fiscal,  y  éste  dijo: 
ExMO.  Señor: 

Es  incuestionable  el  perjuicio  que  ha  de  sufrir  la  Con- 
tabilidad de  la  Aduana  por  la  fiílta  de  regularidad  con  que 
según  informa  el  Señor  Contador,  son  presentadas  las 
copias  de  factura.  Y  puesto  que  es  el  comercio  quien 
por  su  negligencia  lo  causa,  no  tendrá  el  derecho  de  que- 
jarse, si  V*  E.  recurre  á  medidas  de  apremio. 

Parece,  sin  embargo,  escesiva  la  pena  que  propone  el 
Señor  Presidente  de  la  Comisión  de  Tarifa,  El  recargo 
de  un  tres  por  ciento  sobre  los  derechos  ordinarios,  im- 
portaría en  muchos  casos  aumentar  en  un  cincuenta  ó 
en  un  sesenta  por  ciento  los  derechos,  y  ascendería  á 
sumas  de  consideración,  con  que  no  sería  justo  castigar 
faltas  que  casi  siempre,  debe  creerse,  no  proceden  de 
mala  fé. 

En  la  opinión  del  Fiscal,  debiera  V,  E,  adoptar  el  tem- 
peramento que  propone  el  Señor  Presidente,  reduciendo 
á  uno  por  ciento  la  multa  ó  pena  con  que  ha  de  esti- 
mularse á  los  señores  comerciantes  á  ser  mas  esactos. 
Por  lo  demás,  es  claro  que  cualquier  medida  que  se  adop- 
tase, debiera  hacerse  saber  con  anticipación  al  comercio, 
Buenos  Aires,  Enero  11  de  1862— Enu ardo  Costa. 
En  13  de  Enero  hió  al  Asesor,  y  dijo: 

ExMO.  Señor: 

Reproduzco  el  anterior  dictamen  del  Fiscal— Belgrano, 
Febrero  5  de  1862— Valentín  Alsína. 


^_j^ 
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Resolución— 


Departamento  de  Hacienda, 

Buenos  Aires,  Febreio  14  de  1862.— Siendo  evidente  la 
necesidad  de  que  las  có|jias  de  facturas  de  efectos  que 
se  introducen  en  un  término  dado,  visto  lo  propuesto 
por  la  Comisión  de  Tarifa  y  lo  aconsejado  por  el  Fis- 
cal y  el  Asesor;  y  deseando  el  Gobierno  ampliar  las 
Cacilidades  al  comercio  liasta  donde  sea  compatible  con 
la  seguridad  de  los  intereses  fiscales,  y  reducir  las  pe- 
nas á  aquellas  que  sean  indispensables  para  prevenir 
abusos  ó  infracciones  de  la  Ley,  resuelve  que  el  pla-ío 
para  presentar  las  mencionadas  copias  de  facturas  se  ex- 
tienda hasta  la  terminación  de  la  descarga  del  buque 
introductor,  bien  entendido  que  aquellas  mercaderías  cu- 
yas copias  de  factura  no  hubiesen  sido  presentadas  den- 
tro de  diclio  término,  serán  consideradas  y  tratadas  co- 
mo las  que  se  manifiestan  bajo  ¡a  cláusula  de  «ignorarse 
contenido  etc.»,  y  que  en  consecuencia  la  Aduana  proce- 
derá inmediatamente  a  inspeccionarlas  como  corresponde, 
á  fin  de  averiguar  su  contenido  ó  peso  etc.,  y  hacer  las 
anotaciones  correspondientes  en  los  manifiestos  respec- 
tivos; siendo  todo  el  gasto  de  la  operación,  de  cuenía  de 
los  interesados:  á  sus  efectos^  vuelva  este  espediente  al 
Colector  General  y  publíquese  para  conocimiento  del  co- 
mercio, tomándose  ra^on, — MlTHIi* — N.  de  la  RiKSTa/ip 


Sallano  y  Etchevarria,— reclaman  el  cobro  de  dobles  derechos. 


SaUantí  y  Etclievarria  en  3  de  Didembre  do  1861  se  preaontaron  al  Mi- 
nifitmo  de  Hacienda  qiiejándoBe  de  qno  la  Aduana  Itía  (piiere  cobrar 
por  segunda  vez  derechoB  por  38,900  baldozae  y  <>,000  Imlrillos. 

PaBado  al  Fiscal  en  Mayo  24  de  Idtíl,  dijo: 
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ExMO.  Señor: 

Los  reclamantes  observan  con  mucha  razón  que  cuando 
en  1858  se  dejó  partir  la  barca  «Ernestina»,  era  porque  en 
el  Rejistro  constaba  que  todo  su  cargamento  habia  venido 
á  tierra,  ó  que  se  habia  sacado  permiso  de  retorno,' por 
las  38,900  baldozas  que  llevó.  Sin  esto  no  se  hubiera 
declarado  espedido  por  la  Aduana.  Esta  observación  no 
está  satisfecha.  No  se  han  tomado  tampoco  informes  sobre 
las  operaciones  de  este  buque  en  los  viajes  siguientes  que 
los  reclamantes  refieren  para  apoyar  su  aserto  de  que  esas 
baldozas  volvieron  de  retorno  con  el  correspondiente 
permiso. 

Puede  pues  V.  E.  mandar  que  se  suspenda  la  orden 
del  pago  de  derechos  que  se  les  exije,  y  que  entretanto 
se  adelante  esta  investigación.— Francisco  Pico. 

Vuelto  al  Fiscal,  en  8  de  Julio  de  1862  agregó  lo  siguiente: 

ExMO.  Señor: 

El  permitir  la  salida  de  un  buqne,  forma  una  presunción 
de  que  ha  chancelado  su  manifiesto  de  entrada,  presun- 
ción legal  que  solo  puede  ser  destruida  con  pruebas  posi- 
tivas. 

La  Aduana  no  debe  sospechar  que  sus  empleados  han 
faltado  á  su  deber  sin  pruebas  evideiites;  y  en  este  caso 
no  hay  más  prueba  que  faltar  en  el  Rejistro  de  la  «Ernesti- 
na» el  permiso  de  permanencia  de  las  38,900  baldozas  y 
6,000  ladrillos  que  dice  el  consignatario  llevó  de  retorno. 
Algo  más  sería  necesario,  y  la  Aduana  debe  tener  una  prue- 
ba directa  y  decisiva  de  la  verdad  del  caso. 

Cuando  en  Abril  de  1858  la  «Ernestina»  abrió  rejistro 
para  tomar  su  cargamento  de  esportación,  el  Resguardo 
cumpliendo  con  el  Reglamento,  ha  debido  visitarlo  y  pa- 
sar un  parte  del  estado  en  que  se  hallaba.    En  ese  parte 


debe  constar  si  estaba  el  plan  barrido,  ó  si  permanecían  á 
su  bordo  las  baldozas  y  los  ladrillos. 

La  inspección  de  este  dü''ürTiento  destruirá  todas  las 
dodas,  mostrando  positivamente  si  aquellos  efectos  habían 
vuelto  de  retorno  ó  hablan  sido  introducidos  á  plaza. 
Pero  ni  existe  en  el  espediente,  ni  hay  la  menor  referen- 
cia á  el.  En  esta  virtud,  el  Fiscal  pide  que  el  Colector 
informe  lo  que  resulte  de!  parte  que  debió  dar  el  Res- 
guardo al  tiempo  de  abrir  rejisiro  la  (tErnestina»  en  Abril 
de  1858;  y  que  evacuado  corrala  vista.— FaANcisco  Pico. 

P^n  Julio  13  paaíS  al  Colector  <|uieii  dijo:  que  no  existiíi  constancia  de 
haberse  veTÍfica<1o  por  el  Resjjiiaitlo  la  visitxi  dispuesta  por  el  Regla- 
raento. 

Vuelto  a!  Fiscal  en  Julio  17,  éste  dijo: 

ExMO.  Señok: 


Por  el  manifiesto  y  confesión  de  la  parte,  resulta  el  car- 
go  de  38»0ro  baldozas  y  6,000  ladrillos;  solo  aparece  la 
transferencia  de  15,000  baldozas  á  Don  Ramón  Rodrigues 
y  no  consta  el  permiso  de  permanencia  abordo  de  las  de- 
más; luego  por  regla  general  si  no  se  prueba  este  permi- 
so, deben  cobrarse  los  derechos  del  total.  El  interesado 
dice  que  el  permiso  fué  otorgado  y  se  habría  traspape- 
lado^ pues  sin  él  no  se  habría  despachado  el  buque  para 
su  retorno;  pero  según  los  informes  del  Cole*;tar  y  del  Ins- 
pector, no  se  han  presentado  á  la  mesa  del  Resguardo 
para  cerrar  el  Rejisíro,  y  en  la  descarga  del  buque  tam- 
poco aparece  anotado  más  que  las  15/JOO  baldozas. 

Adema?,  con  las  esplicaciones  dadas  por  el  Contador 
ó  Inspector  f.  7  y  9,  y  la  supresión  de  la  vista  del  Re- 
glamento, artículo  80,  resulta  que  no  es  bastante  prueba 
la  salida  del  buque  para  justificar  el  permiso  de  perma- 
nencia y  retorno  de  las  baldozas,  como  no  lo  es  la  vuelta 
de  igual  número  que  ha  traido  en  su  segundo  viaje  por- 
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que  no  es  una  consecuencia  necesaria,  aunque  pudiera 
ser  casual.  Y  no  estando  bien  justificada  la  escepción, 
debe  quedar  subsistente  el  derecho  del  Fisco  para  cobrar 
el  total.— Noviembre  8  de  1862— Ramón  Ferreira. 

Resolución — 

Departamento  de  Hacienda. 

Buenos  Aires,  Noviembre  2  de  1862— De  acuerdo  en 
todo  con  el  precedente  dictamen  del  Fiscal,  el  Gobierno  re- 
suelve no  hacer  lugar  á  esta  solicitud.  Comuniqúese,  etc. — 
MITRE. — Dalmacio  Velez  Sarsfield. 


Jorge  Lynch, — solicita  se  declare  que  el  sumario  que  se  le 
levantó  no  puede  afectar  su  reputación  y  buen  nombre. 

En  23  de  Diciembre  de  1861  se  presentó  al  Ministerio  de  Hacienda  Don 
Jorge  Lynch,  Alcaide  de  la  Aduana,  pidiendo  que  el  Gobierno  declare 
que  el  sumario  levantado  por  el  Colector  General  á  dicho  Alcaide,  en 
nada  puede  afectar  su  reputación  y  buen  nombre,  pues  de  él  no  le 
resulta  cargo  alguno. 

Pasado  al  Fiscal,  éste  dijo; 

ExMO.  Señor: 

Este  sumario,  que  muy  probablemente  hubiera  con- 
cluido ante  el  Señor  Colector,  porqué  de  él  no  resulta 
cargo  alguno,  ni  contra  el  Alcaide  Don  Jorge  Linch,  ni 
contra  ningún  otro  empleado,  ha  sido  elevado  á  V.  E., 
con  motivo  de  la  representación  que  directamente  ha  he- 
cho el  mismo  Alcaide,  creyéndose  ofendido  por  él,  pi- 
diendo á  V.  E.  que  con  la  misma  inflexíbilidad  con  que 
se  le  castigaría,  si  resultase  culpable,  se  declare  su  ino-- 
cencia  en  caso  contrario. 

El  Señor  Colector  ha  usado  de  un  derecho  legítimo  al 
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ordenar  se  procediese  al  esclarecimiento  de  iiu  hecho  en 
que  él  creía  entrever  una  grande  falta,  ó  ua  delito,  sin 
que  [jor  ello  tenga  acciona  quejarse  ni  Lynch,  ni  nadie* 
El  hecho  del  sumario,  no  importa  en  si  un  deshonor,  y 
mucho  más,  como  lo  ha  creído  el  Alcaide,  si  bien  es  una 
dura  prueba  para  un  empleado  puiidouoroso;  y  mucho  más 
cuando  en  él  se  han  mezclado  las  indiscretas  preguntas 
que  la  poca  versación  en  estos  negocios,  según  informa  el 
Señor  Colector,  ha  sujerido  al  encargo  de  d ir ¡j irla. 

El  deshonor  resultaría  para  el  empleado,  cuando  el  su- 
mario pusiese  de  maniflesto  su  culpabilidad.  Mientras  tan- 
to, no  está  en  la  mano  de  nadie  dar  ni  quitar  lo  que* 
sulo  depende  de  nuestras  acciones  buenas  ó  malas* 

Es  sinembargo  disculpable  el  Alcaide  al  haberse  alarma- 
do tan  fuertemente,  al  ser  sabedor  del  giro  que  se  daba 
al  sumario;  y  aunque  faltara  á  las  reglas,  honra  más  bien 
su  delicadeza  la  circunstancia  de  haber  ocurrido  á  V.  E, 

Entrando  ahora  al  fondo  de  este  asunto,  dirá  el  Fiscal 
que  ha  recorrido  con  escrupulosa  atención  las  varias  de- 
claraciones producidas,  y  que  no  ha  encontrado  que  com- 
prometan ellas  en  lo  más  mínimo  la  buena  reputación  del 
referido  Alcaide,  Soto  resalta  contra  él  el  cargo  que  des- 
de el  principio  le  hizo  el  Señor  Colector,  y  el  que  nunca 
negó,  esto  es,  el  haber  permitido  depositar  un  trigo  en 
almacenes  particulares,  sin  pesarlo  previamente.  Sobre 
este  particular  parece,  empero,  que  la  prácüca  seguida 
ha  sido  contraria  á  la  disposición  que  cita  el  Señor  Co- 
lector; y  en  todo  caso  el  error  en  que  pudiera  haber  in- 
currido el  Alcaide,  cuando  no  hay  dato  alguno  que  auto- 
rice á  creer  que  sea  malicioso,  en  nada  ataca  su  buen 
nombre,  ni  es  bastante  a  liacerle  desmerecer  de  la  con- 
fianza que  en  él  depositó  V*  E»  conliándole  la  guarda  de 
intereses  valiosísimos. 

Por  estas  consideraciones  piensa  el    Fiscal  que  es  de 
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justicia  que  declare  V.  E.,  según  solicita  el  Señor  Lynch, 
que  no  resulta  cargo  alguno  contra  él,  y  agregará  que  para 
que  sea  completa  la  reparación  que  se  debe  siempre  á  un 
buen  servidor,  seria  su  parecer,  que  previniera  V.  E.  al 
Señor  Colector  le  repusiera  en  su  antiguo  destino,  á  no 
ser  que  mediaran  consideraciones  especiales  de  que  no  se 
ha  hecho  mérito  en  este  sumario. — Buenos  Aires,  Enero 
2  de  1862.— Edu\rdo  Costa. 

£n  3  de  Enero  de  1862  fué  al  Asesor,  quien  dijo: 

ExMO.  Señor: 

El  Señor  Lynch  dice  que  el  Inspector  Gazcon  detuvo 
los  carros  por  haber  leído,  estando  él  ausente,  el  papel 
que  le  escribió  el  Colector,  y  Gazcon  lejos  de  corro- 
borar eso,  dice  que  apenas  vio,  ol  pasar,  unos  carros,  ó 
más  bien  que  no  los  vio,  pues  se  hallaba  fuera  de  la 
Aduana;  en  la  cual  aparece  contrariado  por  Razetti,  quien 
declara  que  consultó  á  Gazcon  sobre  si  se  pesaría  el  trigo: 
lo  que  es  decir  que  no  se  hallaba  fuera  de  la  Aduana. 

¿Cuál  de  los  tres  dice  la  verdad?  A  este  tenor,  no  sería 
difícil  notar  otras  contradicciones,  sise  hubieran  de  ana- 
lizar escrupulosamente  todas  las  declaraciones;  pero  es 
necesario  también  tener  en  cuenta  la  forma  en  que  se  to- 
man, como  lo  observa  el  Señor  Fiscal. 

Por  lo  demás:  si  el  procederse  á  una  indagación,  afecta 
alguna  vez  el  crédito  de  un  empleado,  ese  es  un  mal  ine- 
vitable y  necesario,  y  al  cual  se  espone  voluntariamente 
el  hombre  que  acepta  cierta  clase  de  empleos.  No  se  ha 
de  dejar  por  eso  de  averiguar  lo  que  convenga,  cuando 
haya  indicio  ó  presunción  contra  él,  salvo  siempre  su 
natural  derecho  de  defenderse  y  vindicarse. 

Asi,  aunque  no  me  opongo  á  que  V.  E.  haga  las  de- 
claraciones   que  el   Señor  Fiscal    dice,  juzgo  que  en  tal 
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caso,  debe  igualmente  declarar  V,  E.  que  el  Colector 
General  procedió  bien,  y  que  asi  debe  hacerlo  en  casos 
iguales  ó  parecidos,— Buenos  Aires,  Enero  11  de  1862. 
— Valentín  Alsina. 

Resolución— 

Departamento  de  Hacienda. 

Buenos  Aires,  Febrero  12  de  1862 — Visto  este  espe- 
diente, y  de  r.onformídad  con  lo  aconsejado  por  el  Fiscal 
y  dictaminado  por  el  Asesor,  el  Gobierno  declara  que 
los  [jrocedimientos  del  Colector  General  en  el  asunto  de 
que  se  trata,  comprendidos  en  la  esfera  de  sus  atribu- 
ciones, en  nada  afectan  la  reputación  y  buen  nombre  del 
Alcaide  Lynch,  cuya  conducta  aparece  de  las  investiga- 
ciones libre  de  todo  cargo  y  sospecha.  Y  en  cuanto  á 
!a  forma  del  interrogatorio  de  que  con  razón  se  queja 
dicho  Alcaide,  resultando  no  haber  ella  sido  ordenada  ó 
prescrita  por  el  Colector,  reconvéngase  por  ello  al  ac- 
tuario: á  sus  efectos  vuelva  el  espediente  á  dicho  Co- 
lector y  transcríbase  la  presente  resolución  al  Fiscal  y 
al  Asesor.— MITRE, — N,  de  la  Riestra. 


Dionisio  Hacías,— sobre  recargo  de  dobles  derechos* 


Don  Dionisio  Macias  en  Febrero  l^  de  1862,  dice  que  estando  díís- 
pachando  parte  de  im  eargamentu  de  aíiií^ar  introducido  por  la  casíi 
Green  y  Ca.,  y  manifestado  á  su  introduL^ción  con  pe«o  de  arrobas 
brasileras,  el  dependiente  encargado  de  esto  puso  en  algunas  el  peeo 
de  tan'oba8>,  siti  la  designación  de  cbni8ileras>,  y  que  por  esta  ra* 
ion  el  Colector  suspendió  el  despacito  de  este  artfculo,  condenándolo 
á  pagar  dobles  derechos. 

En  8  de  Marzo  pasci  al  Fiscal,  y  dijo  en  16  del  mienio  de  1874: 
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ExMO.  Señor: 


El  raaoifiesto  pormenor,  ó  copia  de  factura  del  carga- 
mento de  la  barca  «Rebeca»,  designaba  el  peso  en  arro^ 
bas  brasileras.  Don  Dionisio  Macias  pidió  varios  per- 
nnisos  de  despacho  para  una  parte  de  este  cargamento, 
y  an  uno  anotó  el  peso  en  arrobas  brasileras,  y  en  otro 
simplemente  en  arrobas. 

Pero  antes  de  qoe  los  artículos  vinieran  á  la  Aduana, 
para  ser  despachados  y  que  el  Vista  tomara  conocimien- 
tos de  ellos,  ocurrió  espontáneamente  al  Colector,  pi- 
diendo que  mandara  enmendar  los  permisos,  anotando  en 
todos  ellos  que  eran  arrobas  brasileras,  en  conformidad 
del  manifiesto.  Es  por  esta  enmienda  que  se  le  ha  im- 
puesto el  recargo  de  dobles  dei-echos  sobre  el  contenido 
de  todos  los  permisos  que  no  tenian  la  espresión  de  ar- 
robas brasileras-  El  Sefíor  Macias  se  queja  de  estare- 
solución  del  Colector,  y  la  cuestión  á  resolver,  es  la  si- 
güiente: 

Un  comerciante  que  ha  pedido  un  permiso  de  despacho 
con  un  peso  diferente  del  que  ha  manifestado  á  la  Adua- 
na ¿podrá  enmendarlo  antes  de  que  vengan  los  artículos 
á  poder  del  Vista  sin  pena  alguna?  ó  estará  sujeto  á  la 
pena  de  doble  derecho,  impuesta  á  los  que  pretenden  en- 
mendar, después  de  cuarenta  y  ocho  horas  de  ley  los 
manifiestos  inesactos? 

El  Fiscal  cree  que  en  este  caso  no  debe  imponérsele 
recargo  alguno,  porque  á  las  sanciones  penales  no  debe 
darse  una  interpretación  estensiva,  sino  limitarse  estric- 
tamente al  caso  para  que  fueron  impuestas.  Cuando  se 
cometen  inesactitudes  en  un  permiso  de  despacho,  desde 
que  los  artículos  vengan  para  ser  examinados  por  el 
Vista,  ya  no  debe  permitirse  enmienda  de  ningún  modo, 
pero  antes  de  eso  no  hay  ley  ni  disposición  alguna  que 
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prohiba  al  comerciante  el  correjirlo,  y  muclio  menos  sí 
la  corrección  que  se  pide  es  ponerlo  de  acuerdo  can  el 
manifiesto. 

Pero  aunque  se  hubiera  creído  al  Seuor  Macias  incurso 
en  la  pena  de  doble  derecho»  no  debería  haberse  estendido 
á  la  totalidad  de  los  permisos  equivocados,  sino  sala- 
mente  al  esceso;  porque  siendo  la  diferencia  que  hay  en- 
tre arrobas  portuguesas  y  castellanas  de  un  veintitantos 
por  ciento,  y  teniendo  la  axucar  por  nuestra  Ley  de 
A^duana  un  veinte  por  ciento  de  impuesto,  el  doble  de- 
recho sobre  la  totalidad,  equivale  á  la  confiscación  del 
esceso,  que  hubiera  sido  el  máximun  de  la  pena,  si  no 
hubiera  pedido  la  enmienda,  y  se  liubiera  descubierto  el 
esceso  al  pasarse  la  azúcar  por  el  Vista. 

En  resumen,  el  Fiscal  cree  que  Don  Dionisio  Macias 
no  ha  incurrido  en  pena  alguna,  y  que  aunque  V.  E,  re- 
solviera lo  contrario,  no  deberla  estenderse  la  pena  de 
doble  derecho  á  la  totalidad  del  artículo  sino  solo  al  es^ 
ceso, — Francisco  Pico. 

Resolución — 

Departamento  de  Hacienda— Buenos  Aires,  Marzo  2  de 
18G2. — De  acuerdo  con  los  fundamentos  de  !a  vista  fiscal 
apoyada  por  el  Asesor,  téngase  dicha  vista  por  resolu- 
ción en  este  asunto.— MITRE— NoaBisRTO  DE  LA  RlESTaA. 


Mantels  y  Peifier,-— reclaman  de  un  comiso 


1^8  Srea,  Mantels  y  Peiffer  eii  5  de  Febrero  de  1862  se  preaentaron  al  Mi* 
nisteriü  de  Híiciemla  diciendo  qiw  existe  en  la  Aduana  mi  cajón  venido 
de  Amberes  á  sn  consígnitciói»,  trayendo  entre  otros  artículos ,  unos  tor- 
nilloa  que  asan  los  íxjches;  que  como  no  sabían  ol  nombre  técnico  de 
este  articulo,  le    nombraron  tuercas,  resultando  ahora  qut?  tuerca  se 
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llama  una  parte,  y  tomillo  la  otra,  y  se  quejan  de  que  el  Colector 
pretende  que  deben  decomisarse  los  tomillos,  dejando  solamente  las 
tuercas. 

Pasado  al  Fiscal,  éste  dijo  en  25  de  Febrero  de  1862. 

ExMO.  Señor: 

Además  de  las  circunstancias  que  en  este  caso  alejan 
toda  sospecha  de  fraude,  es  de  notarse  que  para  que  una 
tuerca  sirva,  es  indispensable  que  esté  adaptada  á  un  tor- 
nillo, razón  por  la  cual  nunca  podrían  intr inducirse  tuercas 
solas,  sin  tener  tornillos  correspondientes,  porque  en  ese 
caso  no  tendrían  valor  alguno. 

Así  pues,  cuando  en  el  presente  caso  se  han  manifes- 
tado 100  de  tuercas,  ha  debido  entenderse  tuercas  con 
tornillos;  y  aunque  el  Vista  ha  cumplido  con  su  deber, 
dando  parte  al  Colector,  no  cree  el  Fiscal  que  la  reso- 
lución de  la  Junta  de  Comisos  sea  justa;  porque  no  hay 
ni  ocultación  ni  fraude,  ni  diferencia  racional  entre  el  ar- 
tículo manifestado  y  el  que  realmente  se  manifestó;  y  por- 
que confiscando  los  tornillos  y  entregando  las  tuercas,  ha 
separado  dos  cosas  inseparables,  que  una  sin  otra  no  tie- 
ne valor  alguno. 

En  consecuencia,  el  Fiscal  pide  que  V.  E.  se  sirva  re- 
formar la  sentencia  de  la  Junta  de  Comisos,  y  mandar 
entregar  el  artículo  á  la  casa  introductora,  reconociendo 
sin  embargo  el  celo  del  Vista  Don  Victorio  de  la  Peña.— 
Francisco  Pico. 

En  24  de  Marzo,  dice  el  Asesor: 

ExMO.  Señor: 

Si  como  se  sienta,  es  cierto  el  hecho — sobre  el  que  no 
soy  competente— de  que  tuerca  y  tornillo  hacen  una  sola 
pieza,  aunque  compuesta  de  dos,  y  de  modo  que  separa- 
das, para  nada  sirve  ninguna  de  ellas,  entonces  es  indu- 
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dable  que  estos  torniHos  no  deben  ser  confiscados;  pues 

lo  mismo  sería  decir  simplemente  íuercas,  que  decir  sim- 
plemente tornillos;  ó  decir  tuercas  y  tornillos:  las  tres 
palabras  serian  sinónimas. 

En  este  concepto,  es  que  me  adhiero  á  la  anterior  Vista 
Fiscal;  tanto  mas  cuanto  que  en  tal  caso  el  decomisar 
los  tornillos,  que  solo  los  suplicantes  podrán  después  com- 
prar por  el  interés  de  no  perder  las  tuercas,  sería  causar 
á  éstos  un  mal  sin  utilidad  pecuniaria  para  nadie,  pues 
es  claro  que  no  habria  compradores  de  solo  ellos.— Va- 
lentín Alsina. 

Resolución — 

Departamento  de  Hacienda. 

Buenos  Aires,  Marzo  29  de  1862. — Como  pide  el  Fiscal 
y  aconseja  el  Asesor,  ú  sus  efectos  vuelva  al  Colector  Ge« 
neral  y  comuniqúese. — MITRE. — N.  de  la  Riesta. 


Eduardo  J.  Bonilla, —  negándose  á  pagar  derechos. 

Don  Ediianlo  J.  Bonilla  no  quiere  abonar  los  derechos  que  por  16  ter- 
cerolas de  aceite,  le  exije  la  Aduana,  por  haber  encontrado  8  de  ella» 
vaciae. 

Pasado  al  Fiscal,  dijo  en  25  de  Febrero  de  1862: 

ExMO.  Señor: 

Para  formar  juicio  en  este  asunto,  sírvase  V.  E.  pedir 
al  Colector  General  que  agregue  al  espediente  copia  del 
permiso  del  despacho  de  este  aceite  con  las  anotaciones 
del  Ayudante  de  Almacén,  y  que  informe  sobre  los  pun- 
tos siguientes: 

1°  Si  !a  compostura,  rehinche  y  reconocimiento  de  los 
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cascos  (le  que  habla  el  certificado  de  f.  1%  se  hizo  con 
permiso  de  la  Aduana. 

2**  Como  es  que  han  podido  recibirse  en  depósito  envases 
en  mala  condición  v  con  deterioro. 

V 

Ordenando  V.  E.  que  después  de  producido  este  infor- 
me, vuelva  este  espediente  al  Fiscal.— Francisco  Pico. 

Pregontado  el  Colector,  informó  que  el  rehinche,  compartura  y  reco- 
nocimiento de  los  cascos,  se  hizo  con  permiso  de  la  Aduana;  y  vuelto 
al  Fiscal,  agregó  en  Marzo  27  lo  siguiente: 

ExMO.  Señor: 

Por  el  informe  del  Alcaide  principal  consta  que  al  reci- 
birse en  los  Depósitos  de  Aduana  los  15  barriles  de  acei- 
te de  esta  cuestión,  el  dia  18  de  Setiembre  de  1861,  el 
guarda  almacén  anotó  que  estaban  muy  fallos  y  en  mala 
condición. 

Por  el  certificado  de  f.  1*  aparece  que  el  interesado 
ocurrió  inmediatamente  pidiendo  un  reconocimiento  judi- 
cial, y  de  este  reconocimiento  como  del  informe  del  Alcai- 
de y  de  las  anotaciones  puestas  por  el  guarda  almacén  en 
los  permisos  de  despacho,  resulta  que  se  hizo  el  rehinche 
délos  cascos,  quedando  8  vacías  y  7  llenas  con  un  peso  de 
94  arrobas,  3  libras  de  aceite,  peso  neto  después  de  de- 
ducida la  tara. 

Con  estos  antecedentes,  es  indudable  que  solo  debe  pa- 
garse el  derecho  sobre  las 94  arrobas  3  libras,  porque  esta 
es  la  cantidad  introducida.  La  única  irregularidad  que 
hubo  en  este  proceder,  consiste  en  que  el  guarda-almacén 
consintió  en  que  el  rehinche  se  hiciera  por  una  orden  di- 
recta del  Tribunal  de  Comercio,  sin  tener  para  ello  orden 
de  su  superior.  Pero  este  defecto  en  nada  varia  la  ver- 
dad del  caso,  y  solo  puede  dar  mérito  á  que  V.  E.  pre- 
venga á  la  Colecturía  que  en  casos  semejantes  no  permita 
que  se  ejecuten  órdenes  de  los  Tribunales  sin  que  le  sean 
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comunicadas  directamente,  para  liacer  á  sus  subordina- 
dos las  precauciones  que  corresponden. 

En  esta  virtud,  el  Fiscal  pide  que  V.  E.  se  sirva  devol- 
ver este  espediente  á  la  Colecturía  para  que  se  haga  la 
liquidación  de  derechos  sobre  las  94  arrobas,  3  libras  de 
aceite  que  contenían  ¡os  cascos  introducidos.— Francisco 
Pico. 
El   Potler  Ejecutivo  adoptó  este  informe  por  resolución. 


Garlos  F.  Getting  y  G^^solicitan  revocación  de  una  resolución 
con  motivo  de  un  esceso  de  mamfíesto. 


En  13  de  Febrero  de  1862,  Don  Carlos  F.  Getting  y  C  * ,  piden  la  revo- 
cación de  una  reaolucióii  de  la  Junta  de  Comisos,  con  motivo  de  un 
eiceso  en  líiO  barricas  de  soda  venidas  á  su  consignación, 

Faaado  al  Fiscal,  en  3  de  Marzo  éste  dijo: 

ExMO.  Señor: 

Los  documentos  que  existen  en  el  espediente  y  el  in- 
forme del  Vista  de  f.  16,  prueban  a  no  dejar  duda,  que  la 
sentencia  de  la  Junta  de  Comisos  se  funda  en  un  error 
de  hecho. 

Los  Sres*  Getting  y  C**.  manifestaron  100  barricas  de 
soda  con  peso  de  530  quintales;  50  de  ellas  fueron  des- 
embarcadas por  Barracas  y  dieron  un  peso  de  334  quin- 
tales,  G  libras,  peso  bruto,  el  cual  escediendo  á  la  mitad 
del  peso  total  manifestado,  fué  denunciado  el  esceso. 

Pero  las  otras  50  barricas  que  se  despacharon  por  la 
Aduana  Vieja,  dieron  un  pesu  menor,  y  sumados  ambos 
resultados,  y  hecha  la  destara  de  ley,  se  vé  que  el  peso 
neto  del  total  de  la  partida,  es  conforme  al  peso  mani- 
festado. 
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No  hay  pues  esceso  sobre  que  deba  caer  la  confiscación, 
ni  razón  para  haber  detenido  estos  bultos.  El  error  ha 
provenido  de  que  el  veedor  Foley  anotó  en  la  papeleta  de 
las  50  barricas  que  fueron  a  Barracas,  Despachado  pesan- 
do 265  quintaleSy  y  la  misma  nota  puso  en  la  papeleta 
que  fué  á  la  Aduana  Vieja,  resultando  inesacto  uno  y 
otro  peso  en  este  caso;  y  de  que  el  Ayudante  del  Vista 
Vivar  no  anotó  en  la  papeleta  el  resultado  verdadero  del 
romaneo  que  tomó.  Pero  estos  defectos  de  los  emplea- 
dos, no  alteran  en  manera  alguna  la  verdad  del  caso. 

En  esta  virttud,  el  Fiscal  pide  que  V.  E.  se  sirva  re- 
formar la  sentencia  de  la  Junta  de  Comisos,  declarando 
que  en  este  caso  no  hay  esceso  sujeto  á  comiso,  y 
mandando  se  devuelva  el  espediente  al  Colector  General, 
para  que  haga  entrega  de  los  bultos  detenidos  y  anotar 
el  verdadero  peso  total  que  ha  resultado.— Francisco 
Pico. 

Pedida  la  opinión  del  Asesor,  en  20   del  mismo  dijo:   que  reproducía 
el  anterior  dictamen  fiscal. 

Resolución — 

Departamento  de  Hacienda. 

Buenos  Aires,  Marzo  24  de  1862. —Conforme  el  Gobierno 
con  los  fundamentos  de  la  vista  fiscal,  apoyada  por  el 
Asesor,  téngase  por  resolución  en  este  asunto,  comuni- 
qúese, etc.— MITRE. — N.  de  la  Riestra. 


Deetjen  y  Compañía— por  diferencia  de  aforo. 

En  Febrero  19  de  1862,  los  Sres.  Deetjen  y  Compañía  se  presentaron  re- 
clamando diferencia  de  aforo  en  una  partida  de  vino  que  introdujeron. 

£n  4  de  Marzo  pasó  al  Fiscal,  y  dijo: 
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ExMo,  Señor: 


El  Colector  General  ha  cumplido  exactamente  con  las 
resoluciones  vigentes,  sometiendo  á  la  Comisión  de  Ta- 
rifa la  diferencia  suscitada  entre  el  Vistaylos  introduc- 
tores, y  Ijabiéndose  declarado  que  el  vino  introducido  era 
del  Rhin,  no  podía  hacer  otra  cosa  que  imponerle  el  valor 
de  150  pesos  por  docena,  sin  admitir  la  pretensión  de  los 
interesados  dís  obligar  á  la  Aduana  á  tomarlo  por  la  mi- 
tad de  ese  avalúo»  porque  ese  derecho  solo  puede  ejer- 
cerse sobre  los  aforos  de  artículos  no  comprendidos  en 
la  Tarifa. 

La  queja  de  los  Sres.  Deetjen  y  C*.  se  dirije  propia- 
mente contra  el  hecho  de  haber  declarado  la  Comisión 
de  Tarifa  que  su  vino  es  del  Rhin,  y  por  consiguiente 
está  comprendido  en  ésta,  y  la  mejor  prueba  que  pueden 
dar  de  su  verdad,  es  dejar  el  vino  á  la  Aduana  por  la 
mitad  del  avalúo,  pues  si  él  en  realidad  nóvale  mas  de  75 
pesos  la  docenn,  no  puede  ser  la  calidad  que  la  Comi- 
sión de  Tarifa  ha  avaluado  en  150. 

Este  caso  ha  llamado  mucho  la  atención  de!  Fiscal, 
porque  la  falta  de  clasificación  que  tiene  la  Tarifa  en  el 
artículo  rmoír,  no  puede  dejar  de  perjudicar  considerable- 
mente los  intereses  fiscales,  si  hubiera  de  observarse 
sin  ninguna  declaración  que  los  pusiera  á  cubierto.  La 
espresión  de  l\  Tarifa,  es  la  siguiente :  «Vino  del  Rhin, 
embotellado,  docena  150  pesos.  Id,  id.  en  cascos,  galón 
50  pesos»  Nü  teniendo  clasificación  alguna,  par  ece  que 
estuvieran  comprendidas  en  ella  las  numerosas  diversi- 
dades de  vinos  que  producen  las  colonias  del  Rhin  y  sus 
afluentes  en  los  territorios  de  Badén,  Darmstadt,  Nas- 
sau, Baviera  y  Prusia  Occidental,  desde  el  delicado  Jo- 
hanrusberg,  que  vale  1500  pesos  la  docena,  bástalas  cla- 
ses ordinarias  de  vinos  ásperos  y  picantes^   y  las  falsi- 
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ficaciones  que  pueden  en  realidad  venderse  por  75  pesos. 

El  resultado  de  esto  será  una  pérdida  evidente  para  el 
Fisco,  porque  siempre  que  se  presenten  en  la  Aduana  ca- 
lidades de  vinos  superiores,  con  el  aforo  de  Tarifa,  paga- 
rán solo  la  mitad,  cuarta  ó  décima  parte  del  impuesto;  y 
cuando  se  presente  calidades  inferiores,  como  en  el  caso, 
presente,  los  introductores  reclamarán^  diciendo  que  no 
pueden  obligarles  á  pagar  el  40  por  ciento  en  vez  del  20 
que  señala  la  Ley,  y  no  siendo  unas  mismas  las  perso- 
nas, no  puede  compensarse  la  tolerancia  en  un  caso  con 
la  exijencia  en  otro. 

Con  respecto  á  los  vinos  de  Burdeos,  es  todavía  más 
evidente  el  perjuicio  del  Fisco,  Dice  la  Tarifa:  << Vinos  de 
Burdeos  en  casco  (y  sus  imitaciones)  600  pesos.  Id.  id.  id. 
embotellados,  docena  50  pesos».  Se  ha  tomado,  pues 
como  regla  general  el  precio  mínimo  á  que  se  veíiden 
las  falsificaciones  y  las  clases  más  ordinarias  de  vinos 
de  Burdeos,  y  de  aquí  se  sigue  que  los  vinos  finos  que  se 
introducen,  no  pagan  ni  con  mucho  el  impuesto  de  la  Ley* 

Bien  conoce  el  Fiscal  que  contra  las  grandes  ven- 
tajas que  produce  el  sistema  de  unaTarifa  fija  de  Avalúos 
hay  el  inconveniente  de  i  a  falta  de  exactitud  en  muchos 
casos,  y  la  dificultad  de  las  clasificaciones.  Pero  el  per- 
feccionamiento del  sistema^  consiste  en  innovar  cuanto 
sea  posible  aquellas  inexactitudes  y  no  sancionarlas,  cuan- 
do ellas  son  de  grave  consideración,  como  en  el  caso 
presente. 

Solo  por  cumplir  su  deber  de  velar  por  los  intereses 
del  Erario,  el  Fiscal  se  permite  hacer  las  anteriores  ob- 
servaciones, y  pedir  á  V.  E.  se  sirva  tomar  una  reso- 
lución general  que  esplique  el  modo  de  aplicar  la  Tarifa, 
evitando  que  sus  inesactttudes  lleguen  al  punto  de  causar 
un  perjuicio  inmerecido  de  grave  consideración  al  Fisco 
ó  á  los  particulares. 
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Por  ejemplo,  que  se  sirva  declarar  que  siempre  que 
entre  el  precio  verdadero  de  un  artículo  presentado  al 
despacho  de  la  Aduana  y  el  que  fija  la  Tarifa  de  Ava- 
lúos, haya  una  diferencia  de  un  20  por  ciento  en  masó 
en  menos,  se  considere  que  es  una  calidad  no  compren- 
dida en  la  Tarifa,  y  se  afjre  por  los  vistas,  según  pre- 
cio corriente.  Con  esta  medida  ú  otra  semejante,  con- 
servándose la  integridad  de  Tarifa  existents,  se  impedi- 
ría al  menos  que  sus  inesactitudes  pasaran  de  un  20  por 
ciento.  Y  no  siendo  esta  declaración  una  nueva  dispo- 
sición, sino  una  inierpretación  del  modo  como  debe  apli- 
carse la  Tarifa,  puede  V.  E.  ordenar  que  en  el  caso 
particular  de  los  Sres.  Deetjen  y  C\,  se  ajuste  el  Colec- 
tor á  esta  resolución.—Buenos  Aires,  Marzo  10  de  1862, 
—Francisco  Pico. 
Pasado  en  Marzo  12  al  Asesor,  éste  dijo: 

ExMO.  Señor: 

Para  poder  espedirme,  reputo  de  necesidad  que  si  V. 
E  lo  halla  á  bien,  pase  antes  este  espediente  á  la  Comi- 
sión de  Tarifa,  para  que  se  sirva  espresar  si  ella  reconoce 
el  vino  de  que  se  trata,  como  de  Lauberheim  realmente^ 
y  si  así  es,  los  motivos  que  le  hayan  asistido  para  cla- 
sificarlo de  Rliin.— Buenos  Aires,  Marzo  20  de  18G2. — ^ Va- 
lentín Alsina. 

Eu  Mayo  6^  la  Comisión  de  Tari  fu  iJe  Avalúos  dijo:  que  ee^nm  U  opi- 
nión de  pt-rsonus  coiu  pe  lentes,  era  ilel  Rhtn,  aunque  de  inferior  cali- 
dad, y  vuelto  al  Asesor^  éste  agregó: 

ExMo.  Señor: 


La  Comisión  de  Tarifa,  sin  responder  muy  directamente 
á  mi  pregunta,  afirma  que  este  vino  es  del  Rhin.  Desde 
que  este  hecho  se  mire  como  averiguado  y  cierto,  no  hay 
duda  que  la  Aduana  ha  procedido  bien. 
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Mas  la  Comisión  añade  que  es  de  inferior  calidad,  lo 
que  es  decir  qne  hay  vino  de  diferentes  calidades,  y  por 
tanto  de  diferentes  valores  ó  precios. 

Siendo  asi,  V.  E.  hallará  injusto  y  en  varios  casos  per- 
judicial al  Fisco,  el  sujetar  á  todos  al  mismo  derecho, 
solo  por  tener  aquella  denominación.  Esta  considera- 
ción y  las  que  hace  con  este  motivo  el  Señor  Fiscal,  creo 
que  justificarían  el  que  V.  E.  aplicase  á  la  resolución 
de  este  caso  la  medida  que  aquel  propone,  dictándola  al 
mismo  tiempo  como  general. — Mayo  13  de  1862. — Va- 
lentín Alsina. 

Resolución — 

Ministerio  de  Hacienda. 

Buenos  Aires,  Mayo  16  de  1862.— Para  mejor  proveer 
vuelva  á  la  Comisión  de  Tarifa  de  Avalúos  para  que  se 
sirva  informar  acerca  de  la  conveniencia  de  establecer 
una  regla  general  de  escepción  á  la  Tarifa,  en  casos 
análogos  al  presente. — Riestra. 

No  hay  resolución  final. 


Bernal  y  Carrega,— cobran  el  valor  del  Vapor  «Corrientes» 
apresado  por  orden  del  Gobierno. 

En  21  de  Febrero  de  1862,  loa  Sres.  Bemal  y  Carrega,  dueños  del  Va- 
por « Corrientes  >,  dicen  que  habiendo  sido  apresado  por  orden  del 
General    Urquiza,  no  so  les  devolvió,  y  cobran  su  valor. 

Pasado  al  Fiscal,  este  dice  en  11  de  Marzo  del  mismo  año: 

ExMO.  Señor; 

Aunque  la  solicitud  que  menciona  el  anterior  Decreto, 
no  ha  venido  al  despacho  del  Fiscal,  cree  deber  despachar 
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la  presente  en  la  forma  que  se  haya.  Por  lo  que  resul- 
ta de  los  áocumentos  presentados,  el  Gobierr:o  Nacional 
se  apoderó  de!  Vapor  «Corrientes»)  en  el  mes  de  Agosto 
de  1861,  en  virtud  de  una  orden  comunicada  oíicialmente 
á  su  consignatario  por  el  Ministro  en  comisión  en  el 
Rosario,  Don  Nicanor  Molinas,  no  apareciendo  que  me- 
diara un  contrato  ú  otro  acto  alguno  por  el  cual  sus 
dueños  hubieran  transferido  su  propiedad. 

Siendo  este  el  caso,  aunque  el  Gobierno  de  Buenos  Aires 
haya  recibido  este  buque  en  depósito,  no  podría  rehusar 
su  entrega,  porque  si  bien  la  regla  general  de  la  Ley  es 
que  el  depositario  debe  devolver  la  cosa  á  quien  se  la 
entregó,  se  esceptúa  el  caso  en  que  la  reclama  el  propie- 
tario que  ha  sido  Hesposeido  de  ella  contra  su  voluntad. 

Es  sinembargo  necesaria  la  fianza  que  ofrecen  los  re- 
clamantes de  devolver  el  Vapor  en  el  estado  en  que  lo 
reciban,  para  asegurar  su  responsabilidad  en  el  caso  de 
que  por  un  convenio  posterior,  ellos  ó  sus  ajentes  hubiesen 
enajenado  su  propiedad  en  favor  de  la  Nación,  Pero  una 
lianza  debe  ser  otorgada  por  una  persona  distinta  de  la 
ofrecid-i,  por  razones  bien  obvias^  y  á  satisfacción  del  Go- 
bierno, 

En  cuanto  á  la  reserva  de  derechos  que  pretenden  ha- 
cer ios  reclamantes  por  lo  que  les  falta  de  la  carga  del 
Vapor  cuando  fué  tomado  en  el  Rosario,  no  tienen  razón 
alguna^  porque  según  consta  de  los  documentos  que  han 
presentado,  fué  su  mismo  ájente  D.  P.  L*  Ramayo  quien 
trasbordó  toda  la  carga  á  la  goleta  nacional  ((Catalina,» 
y  avisó  al  Ministro  Molinas,  por  nota  de  21  de  Agosto, 
que  la  carga  estaba  trasbordada,  y  que  podia  mandar  prac- 
ticar el  inventario  del  vapor,  que  se  practicó  en    efecto. 

En  consecuencia,  el  Fiscal  es  de  parecer  que  V.  E.  pue- 
da pagar,  si  lo  tiene  a  bien,  y  mandar  entregar  á  los  Sres. 
Bernal  y    Carrega,  el  Vapor   ^Corrientes,»  desarmado  y 
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por  inventario,  cotejando  éste  con  el  que  se  levantó  en 
el  Rosario  al  tiempo  de  su  entrega,  en  Agosto  de  1861, 
y  anotando  las  diferencias  que  aparezcan;  que  se  otorgue 
por  Escribanía  la  fianza  ofrecida  á  satisfacción  del  Go- 
bierno, no  haciendo  lugar  á  la  reserva  de  derechos  es- 
presada en  el  anterior  escrito.— Francisco  Pico. 

£n  24  de  Marzo  dijo  el  Asesor. 

ExMO.  Señor: 
Reproduzco  en  todas  sus   partes   el  anterior  dictamen 
del  Fiscal.— Valentín  Alsina. 

Habiendo    presentado  por  fiador  á  Don  Antonio  Etchegaray,  en  25  de 
Abril  se  espidió  el  Fiscal  como  sigue: 

ExMO.  Señor: 

En  su  anterior  solicitud  decian  los  Sres.  Bernal  y  Car- 
rega,  que  reservaban  sus  derechos  por  lo  que  les  faltaba 
de  la  carga,  cuando  fué  tomado  el  Vapor.  Demostrado 
que  nada  podia  faltarles,  pretenden  ahora  hacer  otra  re- 
serva por  los  ñetes  de  que  han  sido  privados,  no  habiendo 
hecho  en  tiempo  protesta  alguna,  sino  entregado  el  Va- 
por lisa  y  llanamente  sin  contradicción,  y  siendo  también 
evidente  que  desde  el  mes  de  Agosto  en  que  lo  entrega- 
ron, hasta  el  de  Diciembre,  la  situación  de  los  rios  ha 
hecho  imposible  cualquier  flete.  En  todo  caso,  V.  E.  no 
puede  admitir  una  reserva  de  derechos  hipotéticos,  que 
no  se  funde  en  una  obligación  claramente  definida. 

En  esta  virtud,  si  el  fiador  ofrecido  es  de  la  satisfac- 
ción del  Gobierno,  puede  V.  E.  mandar  otorgar  la  fianza 
en  los  términos  ofrecidos  y  con  las  calidades  que  espresó 
el  Fiscal  en  su  anterior  respuesta. — Francisco  Pico. 

Resolicción — 
Departamento  de  Guerra  y  Marina. 
Buenos  Aires,  Abril  30  de  1862— De  conformidad  coq 
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la  anterior  vista  fiscaí  y  diclámen  del  Asesor  General,  no 
ha  lugar  á  la  solicitud  de  los  recurrentes  en  su  escrito 
de  fecha  5  del  corriente,  en  cuanto  á  la  reserva  por  fle- 
tes  de  que  dicen  haber  sido  privados;  ace^jtándose  el  fiador 
que  ofrecen  en  la  persona  de  Don  Antonio  Etchegaray, 

En  consecuencia,  líbrese  orden  al  Capitán  del  Puerto 
para  que  les  haga  entrega  de  dicho  Vajjor,  con  las  for- 
malidades que  espresa  la  vista  fiscal  de  11  de  Marzo  en 
el  último  párrafo,  y  fecho,  baje  á  la  Escribanía  Mayor 
de  Gobierno  para  que  se  estienda  la  correspondiente  es- 
critura de  compromiso,  por  el  mencionado  Don  Antonio 
Etchegaray,  haciéndose  saber  á  quienes  corresponde, — 
MITRE— Juan  A.  Gelly  y  Obes. 


Pablo  Gataldi,— solicita  despacho  libres  de  derechos,  para  va- 
rios cuadros  destinados  al  Culto. 

Don  Pablo  Cataldi,  en  20  de  Marzo  de  1862,  pido  se  le  ^íespadieii  libres 
de  derechos  unos  cajones  conteniendo  cuadros  antii^iíos  y  grabados. 

En  31  de  Marzo  pasó  al  Fiaca!,  y  dijo  en  Abril  26  de  1862: 

ExMo.  Señor: 


Anteriormente  los  grabados,  pinturas  y  objetos  del  Cul- 
tOj  de  que  se  compone  la  nota  presentada  con  este  es- 
crito, eran  Ubres  de  derechos  de  introdLiclón;  pero  hace 
ya  algún  tiempo  que  esta  franquicia  ha  desaparecido  de 
nuestra  Ley  de  Aduana,  y  esos  artículos  no  se  encuentran 
entre  los  que  !a  Ley  vijente  enumera  como  Ubres  de  de- 
rechos. 

Es  muy  laudable  el  celo  de  Don  Pablo  Cataldiy  su  em- 
peño por  el  adelanto  de  las  bellas  artes;  pero  la  exone- 
ración que  pide  no  podria    concederse,  sin   estenderla  a 
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todos  los  que  se  hallasen  en  un  caso  idéntico  contra  el 
precepto  de   la  Ley.— FRANcrsco  Pico. 

En  26  de  Abril  pasó  ñl  Asesor^  quien  dijo: 

ExMO.  Señor: 

Aunque  la  Ley  no  favorece  esta  soücitud,  concurren 
aquí  circunstancias  tan  especiales,  que  hacen  acreedor  al 
suplicante  a  toda  consideración  del  Gobierno.  No  me 
parece  que  habrá  otros  que  estén  en  caso  idéntico,  pero 
si  lo  que  sería  de  desear,  llegase  á  haberlos,  la  misma 
debería  tenerse  para  con  ellos. 

El  Señor  Cataidí  introduce  una  gran  colección  de  pro- 
ductos de  las  bellas  artes,  los  que  vaá  buscar  á  Euro- 
pa favoreciendo  asi  al  país  en  varios  sentidos. 

Su  objeto  es  verdad,  sin  duda,  hacer  negocio;  pero  en- 
tre esas  pinturas  hay  mucho  que  suele  no  entrar  en  co- 
mercio humano  propiamente  dicho,  por  ser  destinado,  si- 
no esclusivamente,  al  menos  principalmente  al  culto  y  de- 
voción. 

El,  por  otra  parte,  paga  indirectamente,  y  en  especie, 
diré  asi,  una  parte  de  los  derethos  de  Aduana,  donando 
á  establecimientos  y  oficinas  públicas,  varios  cuadros  va- 
liosos. La  Aduana  ofrece  tenerle  consideración  por  me- 
dio del  bajo  aforo.  Pero  no  alcanzo  como  sesepa^cual 
es  el  bajo,  desde  que  no  hay  como  se  sepa  cual  es  el  rea!. 

Acerca  de  artículos  de  bellas  artes,  que  muchas  veces 
son  inapreciables,  porque  eso  depende  ya  del  gusto,  ó  ya 
de  su  mérito  intrínseco,  acerca  de  artículos  para  los 
cuales  falla  entre  nosotros  un  verdadero  público  compra- 
dor por  ser  pocos  los  intelijentes  y  aficionados,  no  hay  ni 
puede  haber  precio  corriente,  ó  de  plaza,  y  menos  siendo 
ellos  tan  vanados  y  diferentes  en  su  valor  unos  de  otros. 

¿Por  qué  regla  se  guiará  el  Vista  para  este  aforo,  ya 
lo  haga  colectivamente,  ya  cuadro  por  cuadro,  ya  por  sé- 
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ries,  ya  por  asuntos,  ya  por  autores,  etc.?  ¿Cómo  sabrá 
entonces  cual  es  un  bajo  aforo?  ¿Cómo  evitará  el  ser  ó 
aparecer  arbitrario  y  parcial,  ya  en  pro  del  dueño,  ya  en 
pro  del  Estado? 

Creo  pues  que  si  V.  E.  está  dispuesto  á  hacer  algo  en 
obsequio  de  aquel,  sería  preferible  á  un  aforo  sin  base, 
que  podria  perjudicar  al  Fisco  ó  al  interesado,  cualquier 
temperamento  que  fijando  netamente  el  tamauOj  diré  así 
de  la  graciaj  obviase  lo  que  pueda  ser  discrecional,  y  de 
consiguiente  aventurado  por  parte  de  la  Aduana. 

Por  ejemplo,  exonerar  de  derechos  lo  que  sea  un  pro- 
ducto exclusivamente  del  arte  de  la  pintura,  es  decir,  los 
lienzos,  y  sujetar  los  marcos  al  pago  de  los  derechos  ordi- 
narios, por  las  fundadas  razones  que  apunta  el  Colector 
General. 

Esto  sin  embargo,  no  es  un  mi  juicio  decidido,  sino  sim- 
plemente una  idea  que  propongo,  y  acerca  de  la  cual  V. 
E.  sabrá  pronunciarse  del  modo  que  mas  convenga.— Va- 
lentín Alsitía. 

Resol  ticiófi-- 


Departamento  de  Hacienda, 

Buenos  Aires,  Mayo  7  de  1862* — Atentas  las  justas 
consideraciones  que  espone  el  Asesor  en  su  presente  dic- 
támeOj  y  las  especialísimas  circunstancias  que  se  reúnen 
en  el  presente  caso,  que  dan  mérito  bastante  para  una 
escepción  en  favor  del  interesado,  el  Gobierno  resuelve 
sea  exonerado  del  derecho  de  importación  sobre  los  objetos 
deque  trata  su  solicitud  por  esta  ¥ez,  á  sus  efectos  vuelva 
al  Colector  General  y  transcríbase  el  presente  Decreto  al 
Asesor. — MITRE.— Norberto  de  la  Riestka. 
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MilliganB  y  William, — reclaman  un  comiso  por  esceso  de  rancho 

En  1®  de  Abril  de  1862,  los  Señores  Milligans  y  William,  Gerentes  de 
la  fragata  inglesa  «Santiago»,  habiendo  sido  obligados  á  sufrir  el 
comiso  consiguiente  por  un  esceso  de  rancho  no  incluido  en  el  ma- 
nifiesto, ocurren  al  Gobierno  apelando  de  la  resolución  de  la  Junta  de 
Comisos,  por  intermedio  del  Señor  Colector  General  de  Aduana, 

El  Fiscal,  dijo: 

ExMO.  Señor: 

La  apelación  de  la  sentencia  de  la  Junta  de  Comisos 
se  funda: 

1*"  En  que  la  inesactitud  del  mxnifiasto  del  Capitán, 
procede  de  un  error  inocente. 

2^  En  que  el  oficial  del  Resguardo  que  pasó  la  vista, 
no  vio  los  jamones  que  existían. 

En  cuanto  á  lo  primero,  la  Aduana  no  puede  juzgar 
las  intenciones,  ni  éstas  pueden  ser  materia  de  pruebas, 
ni  es  á  cargo  suyo  probar  el  fraude;  castiga  la  inesac- 
titud que  es  un  hecho  visible. 

La  segunda  razón  no  es  cierta  por  lo  que  resulta  del 
anterior  informe  del  Resguardo.  Y  además,  estando  re- 
conocido por  el  Capitán  que  existía  el  esceso  denuncia- 
do, importa  poco  saber  como  se  ha  descubierto. 

En  esta  virtud,  puede  V.  E.  confirmarla  sentencia  de 
la  Junta  de  Comisos. — Mayo  24  de  1862.  —  Francisco 
Pico. 

En  Mayo  28  pasó  al  Asesor,  y  dijo: 

ExMO.  Señor: 

Reproduzco  el  anterior  dictamen. 

Debo  observar  que  en  ningún  caso,  y  diga  lo  que  diga 
un  interesado  en  sus  escritos,  debe  omitirse  la  forma- 
ción del  sumario,  como  se  omitió  en  este  caso,  aunque 


—  238  — 

ella  fué  ordenada.  En  él  debieran  el  oBcial  de  Bahía  y 
su  Auxiliar  decir,  en  forma  de  declaración,  lo  que  des- 
pués han  tenido  que  decir  par  via  de  informe.— Buenos 
Aires,  Junio  9  de  1802.— Valentín  Alsina. 

Resolución— 

Departamento  de  Hacienda. 

Buenos  Aires,  Junio  13  de  1862.— Visto  lo  pedido  por 
el  Fiscal  y  aconsejado  por  el  Asesor,  confirmase  la  re- 
solución de  la  Junta  de  Comisos  fecha  22  de  Mayo  ultimo. 
A  sus  efectos,  vuelva  al  Contador  General  y  comuniqúe- 
se á  aquella  la  presente  Resolución,— MITRE.— Norber- 

TO   OE    LA    RíESTRA. 


López  y  C*.,— raclamatt  por  un  comiso. 

Los  Señores  ívopez  y  Ca.  se  preaentaron  al  Ministerio  de  Hacienda  re- 
clamando pur  diferencia  entre  medias  cajas  y  cuartos  de  cajas  de  con- 
servas. 

En  6  de  Abril  de  1862,  se  declaró  caldos  en  comiso  los  medios  tarros, 
y  habiendo  apelado,  el  Fiscal  dijo  en  7  do  Mayo: 

ExMO.  Señor: 

La  Junta  de  Comisos  ha  condenado  al  apelante  por- 
que manifestó  una  cantidad  de  cuartos  tarros  de  con- 
servaSj  habiendo  resultado  ser  medios  tarros,  según  la 
esposición  del  Vistn,  el  dictamen  de  la  Comisión  de  Ta- 
rifa V  el  testimonio  de  almacGneros. 

m 

La  mas  fuerte  razón  que  ha  alegado  el  introduclor 
para  sostener  que  eran  cuartos  tarros,  consiste  en  el 
certificado  de  f,  5  de  tres  corredores  que  dicen  haber  in- 
tervenido en  la  venta  que  fue  heclia  a  dos  pesos  tarro, 
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siendo  el  aforo  de  Tarifa  12  1/2  por  los  medios  tarros. 
Pero  la  Junta  no  ha  creído  que  este  certificado  podia 
desvirtuar  la  fuerza  de  los  lestimonios  que  obraban  en 
contra. 

El  Fiscal  cree  que  la  sentencia  es  justa,  pero  V.  E. 
puede  formar  otro  juicio. — Francisco  Pico. 

£n  Mayo  13,  dijo  el  Asesor: 

ExMO.  Señor: 

Considero  que  no  es  fundada  la  resolución  de  la  Junta 
de  Comisos,  y  que  debe  por  tanto  ser  revocada. 

La  Junta  se  ciñe  á  sentar  que  lo  que  alega  el  intere- 
sado, no  invalida  lo  dictaminado  por  la  Comisión  de 
Tarifa;  pero  además  de  no  dar  razón  alguna  de  tal  aserto, 
ó  yo  entiendo  mal  el  dictamen  de  la  Comisión  de  Ta- 
rifa, ó  él  favorece  de  lleno  al  interesado. 

Ella  dice  según  mi  entender:  Que  ha  reconocido  es- 
tos tarros.  Que  su  tamaño  es  de  los  que  en  Buenos  Ai- 
res se  toman  como  medios  tarros;  pero  que  cuando  pro- 
ceden de  un  puerto  francés,  vienen  de  allí  como  cuartos. 

Ahora  bien,  según  el  atestado,  f.5,  dado  por  el  cor- 
redor, y  que  hace  fé  según  la  ley,  estos  tarros  ó  cajas 
procedian  de  Burdeos,  es  decir,  vinieron  como  cuartos, 
lo  cual,  por  otra  parte,  se  corrobora  por  la  factura.  Ade- 
más, según  el  corredor  y  los  compradores,  se  vendieron 
á  12  pesos  uno;  y  desde  que  la  Tarifa  avalúa  á  12  1/2 
para  cada  medio  tarro,  parece  que  no  puede  dudarse  de 
que  fueron  cuartos. 

No  es  imposible  suceda  á  veces  lo  que  dijo  el  Vista 
Toba!;  pero  un  mero  puede  ser,  nada  prueba.  Así  en  el 
hecho  de  haber  el  interesado  manifestado  á  la  Aduana 
cuay^tas,  no  hubo  fraude,  y  ni  siquiera  error  ó  equivo- 
cación que  pueda  autorizar  ni  aún  la  imposición  de  una 
multa,  y  mucho  menos  de  un   comiso.    No  ha   habido 
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más  que  llamarse  en  Francia  cuartas  lo  que  aquí  se  toma 
por  medios.— Valentín  Alsina. 

Consultada  para  mejor  proveer  la  Comisión  especial  de  Aduana,  opm6 
que  no  podían  caer  en  rotniso,  pero  sí^  ser  avaluados  por  «medios 
tarree»,  como  ordena  la  Tarifa. 

Hesolución — 

Departamento  de  Hacienda, 

Buenos  Aires,  Junio  14  de  1862.^Atentas  las  consi- 
deraciones espuesta  por  el  Asesor,  ya  manifestadas  por 
la  Comisión  especial  de  Aduana,  el  Gobierno  resueíve 
sea  libre  de  comiso  el  cajón  de  que  se  trata,  según  lo  pi- 
de el  Asesor,  pero  sujeto  al  pago  de  derechos,  con  arre- 
glo á  la  valuación  que  corresponde  á  medios  tarros,  de 
acuerdo  con  lo  aconsejado  por  la  mencionada  comisión; 
á  sus  efectos,  vuelva  al  Colector  General  y  comuniqúese. 

— MITRE.— N.    DE    LA    RlESTRA. 


Martin  Amespil,— sobre  dobles  derechos. 


Don  Martin  AtTieapíl,  en  10  de  Abril  <le  1802  se  presentó  al  Ministerio 
de  Hacienda  t[uejándo&e  <le  la  multa  r|iie  se  le  impone  de  pagar  dobles 
derechos.  Dice  que  habían  firmado  el  iiinniíieito  por  500  piezas  al- 
godón, en  vez  de  600  docenas,  lo  que  originó  la  detendón  del  cajón 
tpie  las  contenía,  y  la  condenación  al  pago  de  dobles  derechos. 

Pasó  al  Fiscal,  y  en  29  de  Abril  éste  dijo  lo  siguiente: 

ExMO.  Señor: 

La  pena  que  ha  impuesto  en  este  caso  la  Junta  de  Co- 
misos, es  bien  moderada,  si  se  atiende  á  que  el  recla- 
mante no  daba  más  escusa,  que  liaber  sufrido  una  equi- 
vocación, al  poner  en  el  permiso  para  despacho  «piezas» 
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por  «docenas  de  piezas,»  que  era  lo  que  realmente  con- 
tenía el  cajón.  Las  inexactitudes  de  este  género  son  tan 
frecuentes,  qne  la  Aduana  no  puede  dejarlas  sin  aplicarles 
la  pena  establecida.  Si  el  empleado,  al  despachar  el 
permiso,  no  lo  cotejó  con  la  copia  de  factura,  puede  ser 
ésta  una  fatta  en  el  régimen  de  la  oficina;  pero  ella  en 
nada  minora  la  culpa  del  comerciante,  que  manifestó  un 
cajón  con  500  piezas,  teniendo  quinientas  docenas  de  pie- 
zas. 

Por  estas  razones,  no  debe  V.  E.  hacer  lugar  á  la 
presente  solicitud,  ordenando  que  se  lleve  adelante  lo  re- 
suelto.— Francisco  Pico. 

Resolución — 

Departamento  de  Hacienda. 

Buenos  Aires,  Mayo  17  de  1862.— De  conformidad  con 
lo  pedido  por  el  Fiscal,  no  ha  lugar  á  lo  que  se  solicita, 
y  comuniqúese. — MITRE.— Norberto  de  la  Riestra. 


El  Colector  General;  — dá  cuenta  de  la  desobediencia  de  un 
patrón  de  buque  á  las  órdenes  del  Resguardo. 

El  Colector  Creneral  Don  S.  Cazaldilla,  en  12  de  Abril  de  1862  dice:  que 
la  ballenera  Negrita,  cargada  de  huesos,  pasó  del  Riachuelo  al  fondea- 
dero de  Barracas,  desobedeciendo  las  órdenes  del  oficial  del  Vangtiar' 
dia,  y  las  prescripciones  del  Resguardo,  según  las  cuales  debía  de 
recibir  un  pasa-vante. 

Pasado  al  Fiscal,  éste  dijo  en  26  de  Abril: 

ExMO.  Señor: 

Es  indudable  que  las  órdenes  del  Resguardo  deben  cum- 
plirse, que  una  desobediencia  como  la  que  se  espresa  en 
la  nota  anterior,   merece  ser  reprimida  con  una  multa. 

16 
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Pero  el  Resguardo  nunca  debe  embarazar  el  tráfico  con 
retardos  inútiles.  Si  en  el  caso  presente  había  recono- 
cido el  cargamento  que  traía  la  ballenera  «Negrita»  que 
según  él,  era  de  huesos  de  cabeza,  no  ve  el  Fiscal  por 
que  razón  se  le  inanlenía  detenida  sin  permitirle  seguir 
al  lugar  de  su  descarga. 

Cree  pues  el  Fiscal  que  al  patrón  de  la  ballenera  debe 
imponérsele  una  ligera  multa  por  su  desobediencia,  y  ha- 
cer al  mismo  tiempo  al  Resguui^do  de  la  Boca,  las  pre-* 
venciones  necesarias,  para  que  en  el  cumplimiento  de 
sus  deberes,  cuide  de  no  embarazar  el  tráfico  con  inúti- 
les demoras.— Francisco  Pico, 

En  2  de  Mayo,  el  Aaesor  ae  espidió  asi: 

ExMo.  Sbnor: 

Reproduzco  el  anterior  dictamen,  debiendo  además  ob- 
servarse á  la  Aduana,  que  el  Gobierno  no  puede  dictar 
medida  alguna  relativa  directamente  al  Señor  Cambace- 
reSj  como  lo  quiere  el  Inspector  del  Resguardo  de  la  Bo- 
ca, desde  que  no  consta  la  verdad  de  io  espuesto  por  el 
patrón  de  la  ballenera.— Valentín  Alsina. 
Vaelto  al  Fiscal,  dijo  en  14  de  Noviembre  de  1862: 


ExMO,  Señor: 

Entre  las  razones  que  dá  la  Comisión  Especial  de  Aduana 
y  los  informes  especiales  del  Colector  General  y  del  Ins- 
pector del  Resguardo,  se  presentan  equilibrados,  ó  al 
menos  en  conflicto,  los  intereses  del  Fisco  y  del  comer- 
ciante; para  evitar  el  fraude  p-jr  una  parte,  y  consultar  por 
otra  la  mayor  frauqiiicia  y  espedición  posible  al  trafico 
comercial  en  la  enti'ada  v  salida. 

Es  necesario  tomar  medidas  que  concilien  ambas  cosas: 
tos  inconvenientes  en  que  se  fundan  dichos  funcionarios 
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son  hechos  prácticos  y  si  no  se  aceptan  las  medidas  que 
ellos  proponen  y  que  han  esperimentado  sus  resultados, 
se  deben  sustituir  con  otras,  como  duplicar  la  vijilancia 
ó  lo  que  a  juicio  de  V.  E.  parezca  mejor. 

El  Fiscal  no  puede  abrir  otro  dictamen  sobre  asuntos 
de  esta  naturaleza,  cuando  no  se  trata  del  derecho,,  sino 
de  medidas  puramente  económicas  de  policía  para  evitar 
el  contrabando.— R\MON  Ferreiua. 

£n  8  de  Diciembre,  el  Administrador  de  Rentas  dijo  que  creia  que  para 
cortar  este  abuso  en  este  caso,  convendría  imponer  un  doble  derecho 
que  se  aplicaría  al  Guarda  como  comiso. 

Resolución — 

Departamento  de  Hacienda. 

Buenos  Aires,  Diciembre  19  de  1862.— Vuelva  al  Admi- 
nistrador de  Rentas  Nacionales  en  la  Provincia  para  que 
proceda  de  acuerdo  con  su  precedente  informe.— MITRE. 
— Dalmacio  Velez  Sarsfield. 


Augusto  Corne,— apelando  de  un  comiso  de  seis  piezas  lona 
por  no  haberlas  manifestado  en  el  rancho. 

En  1**  de  Mayo  de  1862,  Don  Augusto  Come,  capitán  de  la  barca  fran- 
cesa <Monte8quieu>  penado  por  resolución  del  Colector  (jeneral  á  que 
le  fueran  decomisadas  seis  piezas  de  lona  de  64  varas  cada  una,  por 
no  haberlas  maniíestado  en  el  rancho,  ocurre  al  Poder  Ejecutivo  ape- 
lando de  aquella  resolución. 

En  10  de  Mayo  pasó  al  Fiscal,  y  éste  dijo: 
ExMO.  Señou: 

El  Fiscal  cree  necesario  hacer  la  esplicación  que  soli- 
cita el  Colector. 

Todos  los  buques  de  ultramar  traen  necesariamente 
artículos  nuevos  que  pertenecen  al  buque  para  reponer  su 
aparejo— piezas  de  lona,  rollos  de  cabo.    Estos  artículos 
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no  son  parte  de  su  cargamento,  ni  de  su  rancho,  que  solo 
comprende  el  alimento,  que  no  están  por  consiguiente 
comprendidos  en  el  artículo  64  ddl  Reglamento  del  Res- 
guardo, ni  en  los  sigoienteséS, 66,  cuya  copiase  entrega 
á  cada  capitán  al  llegar,  traducida  en  tres  idiomas*  En 
esos  artículos  no  está  deQuida  la  obligación  de  incluirlos 
en  el  manifiesto;  y  es  preciso  que  lo  esté  para  hacer  un 
cargo  justo  ai  capitán,  siempre  que  los  omita. 

La  Aduana  exije  con  r¡uon  que  se  manifieste  todo  lo 
que  el  buque  conduce;  pero  la  deficiencia  de  la  Ley  que  se 
intima  á  los  capitanes,  produce  diariamente  cuestiones  co- 
mo las  que  tiene  el  espediente  adjunto. 

En  esta  virtud  el  Fiscal  pideáV.  E.  se  sirva  hacerla 
declaración  pedida  y  ordenar  en  el  caso  presente  se  en- 
treguen sin  cargo  á  los  interesados  las  !?eis  piezas  de  lona. 
— Agosto  4  de  1862. — Francisco  Figo. 

Resolución — 

Departamento  de  Hacienda. 

Buenos  Aires,  Agosto  11  de  1862. — De  acuerdo  con  lo 
pedido  por  el  Fiscal  en  su  precedente  vista,  téngase  ella 
por  resolución  en  todo;  en  consecuencia  vuelva  al  Colec- 
tor General  para  que  proceda  de  conformidad.  Tómese 
razón,  comuniqúese  á  dicho  Fiscal  y  publíquese.— MITRE. 

— NORBERTO    DE   LA    RlfiSTRA. 


Dictamen  del  Fiscal,— en  contra  de  Don  Rodolfo  Ruede,  pa- 
trón de  la  lancha  «Aurora»,  por  sospechársele  autor  de 
un  contrabando. 


ExMO.  Seííor: 
Del  espediente  sometido  ala  Junta  de  Comisos  resulta: 
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Que  Rodolfo  Ruede  se  presentó  en  el  Puerto  de  San 
Nicolás  en  un  lanchon,  diciendo  que  iba  de  las  Islas,  y 
que  se  ocupaba  de  niatar  tigres.  No  llevando  papeles  de 
navegación,  fué  detenido  el  buque;  y  rejistrado,  se  le  en- 
contraron relojes,  armas,  nauuiciones  y  efectos  de  almacén, 
los  que  fueron  detenidos  y  depositados  en  la  Aduana  por 
no  haber  sido  manifestados,  y  allí  se  encuentran.  La  rela- 
ción de  esos  artículos  es  conforme  á  los  que  Don  Rodolfo 
Schmitt  dice  les  fueron  robados  por  Ruede  en  Montevideo, 

Según  el  interrogatorio  tomado  en  San  Nicolás,  y  el  ofi- 
cio del  Receptor  de  Aduana  que  corre  en  este  espediente, 
Don  Rodolfo  Schmitt  se  presentó  allí  reclamando  el  robo; 
pero  no  le  fué  entregado  por  no  presentar  documento 
alguno  que  juátiflcara  lo  que  decía.  Bien  hubiera  podi- 
do el  Receptor  ó  el  Juex  de  Paz  haber  confrontado  á 
ambos  individuos,  ó  haber  hecho  otras  invesUgacíones, 
Pero  nada  se  hizo  y  Schmitt  regresó  á  Mrjutevideo, 

Ahora  el  Señor  Ministro  de  la  Guerra  ha  remitido  al 
Fiscal  los  documentos  adjuntos,  que  prueban  evidente- 
mente el  robo;  los  cuales  le  han  sido  remitidos  particu- 
larmente por  un  Argentino,  respetable  vecino  de  aquella 
ciudad,  agregando  su  testimonio  ai  que  estos  documen- 
tos prestan.  En  vista  de  ellos  y  de  ambos  espedientes, 
el  Fiscal  no  tiene  duda  alguna  que  la  embarcación  y  ar- 
tículos con  que  se  presentó  Rodolfo  Ruede  en  San  Nicolás, 
pertenecen  á  Don  Rodolfo  Schmitt  y  le  fueron  robados 
por  aquel. 

En  su  virtud,podría  V.  E.  ordenar  que  uniéndose  á  este 
espediente  el  quesepdsó  á  la  Junta  de  Comisos,  se  ordene 
al  Receptor  de  San  Nicolás  y  al  Sub-delegado  de  Marina, 
mantenga  en  secuestro  la  embarcación  y  efectos  embar- 
gados, y  los  entreguen  á  la  orden  de  Don  Rodolfo  Sch- 
mitt, comunicándose  esta  resolución  al  Señor  Ministro 
de  la  Guerra.— Mayo  28  de  1862.— Francisco  Pico. 


—  íMfi  -- 


Resolución^ 


DepartameiUo  de  Hacienda. 

Buenos  Aires,  Mayo  28  de  1862.— En  todo  como  pide 
el  Fiscal,  ásus  efectos  vuelva  al  Colector  General,  y  co- 
muniqúese la  presente  resolución  al  Ministro  de  Guerra 
y  Marina  y  á  dicho  Fiscal. —  MITRE. — Noubeíito  dk  la 

RmSTRA. 


Dictamen  del  Procurador  General  de  la  Nación,— sobre  objetos 
no  eipresados  en  el  manifiesto  de  la  Barca  «Jeorgina». 


ExMO*  Señor: 

La  Junta  de  Comisos  no  podia  dejar  de  condenar  unos 
bultos  que  no  habían  sido  manifestados,  y  que  no  eran  de 
equipaje,  porqué  aim  en  el  caso  de  contener  los  cajones 
herramientas  de  emigrantes,  y  útiles  propios  i\  su  esta- 
tablecimiento,  debían  ser  manifestados  para  que  el  Go- 
bierno pudiera  ejercer  la  facultad  que  leda  el  artículo  34 
de  la  Ley  de  Aduana,  de  declararlos  libres  de  derechos, 

Pei'o  V.  E.  bien  puede  comisionar  al  Colector  General 
para  que  haga  examinar  los  cajones,  y  si  tomando  los 
datos  necesarios,  reconoce  que  son  efectos  de  emigrantes, 
y  de  tal  naturaleza  que  no  puedan  servir  á  la  especulación^ 
los  entregue,  haciendo  cumplir  en  caso  contrario,  la  sen- 
tencia de  la  Junta  de  Comisos.— Mayo  12  de  1862,^ — 
FaANcisco  Pico. 
En  28  fie  Mayo  «lijo  el  Asesor: 

ExMO.  Señor: 

Si  los  bultos  no  fueron  incluidos  en  el  Manifiesto,  fue- 
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ron  manifestados  al  Resguardo  en  el  acto  de  desembar- 
carlos, y  él  los  envió  á  la  Aduana. 

Dado  este  hecho  que  es  indudable,  y  que  solo  revela 
irregularidad  en  el  proceder,  mas  no  fraude,  y  dada 
la  mínima  importancia  de  la  materia,  creo  que  aunque 
podría  adoptarse  el  medio  que  el  Señor  Fiscal  propone, 
lo  más  breve  y  quizá  lo  más  propio  sería  sujetar  los 
300  sombreros  de  paja  ordinaria  al  pago  de  derechos;  y 
en  cuanto  á  lo  demás,  esto  es,  al  tacho,  látigos,  cabos  de 
hacha  y  demás  menudencias  que  indudablemente  perte- 
necen al  uso  interior  de  las  familias,  V.  E.  usando  de 
sus  facultades,  puede  exonerarlos  de  derechos  y  mondar- 
los despachar. — Valentín  Alsina. 

£1  Gobierno  adoptó  en  todo,  el  dictamen  del  Asesor. 


Dictamen  del  Procurador  General  de  la  Nación  en  una  so- 
licitud de  los  Señores  ^allano  y  Etchebame,  sobre  un  des- 
pacho de  93  cuñetes  de  manteca,  en  que  se  han  encontrado 
7  libras  de  esceso  en  cada  cuñete. 

En  22  de  Mayo  de  1862,  dijo  el  Procurador  General: 

ExMO.  Señor: 

De  la  dilijencia  que  por  orden  de  V.  E.  practicó  el  Vis- 
ta á  fojas  9  vuelta,  ha  resultado  que  los  cuñetes  vacios 
en  que  vino  esta  manteca,  pesan  19  libras,  y  por  con- 
siguiente que  el  peso  neto  es  el  mismo  que  manifestaron 
los  introductores,  de  40  libras.  No  hay  pues  esceso  al- 
guno, y  V.  E.  se  halla  en  el  caso  de  revocar  la  senten- 
cia de  la  Junta  de  Comisos  de  fojas  5  (declarando  caído 
en  comiso  el  esceso  detenido),  mandar  que  se  entreguen 
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los  efectos  detenidos,  y  que  los  derechos  se  cobren  se- 
gún el  peso  neto  que  ha  resultado  tener  el  nrticulo. 

Aunque  la  Tarifa  sefiaia  el  20  Vo  á  los  cuñetes  de  man- 
teca en  su  condición  común,  no  es  esta  una  razón  para 
que  si  resulta,  como  en  el  caso  presente,  que  el  envase 
es  tan  distinto  que  llega  su  peso  á  32  %,  la  Aduana  se 
considere  autorizada  para  aumentar  el  peso  neto  verda- 
dero del  artícuh,  sea  para  declarar  falsa  la  manifesta- 
ción, sea  solo  para  la  imposición  de  derechos. 

La  tasa  se  fija  en  la  Tarifa  para  facilitar  tos  procede- 
res y  evitar  álos  introductores  ios  perjuicios  y  demoras 
que  resultarían  si  en  cada  caso  hubiera  de  tomarse  di- 
rectamente el  peso  neto,  Pero  siempre  que  haya  una 
cuestión  semejante  á  la  presente,  debe  estarse  á  la  ver- 
dad y  pesar  el  envase.  El  medio  que  propone  la  Comi- 
sión de  Tarifas  de  exijir  á  los  comerciantes  que  mani- 
fiesten el  peso  bruto,  parece  que  no  es  practicable,  porque 
solo  pueden  manifestar  el  peso  neto,  que  es  el  que  tienen 
en  sus  facturas,  y  complicaría  las  operaciones,  porque 
habiéndose  de  imponer  el  derecho  sobre  el  peso  neto,  la 
destara  sería  de  todos  modos  necesaria. — 22  de  Mayo 
de  1862.— Francisco  Pico. 

En  31  de  Mayo  de  1862,  dijo  el  Asesor: 

ExMO.  Señor: 

Reproduzco  en  cuanto  á  lo  principal  el  anterior  dicta- 
men fiscal,— Valentín  Albina, 

Resfilución — 


Departamento  de  Hacienda. 

Buenos  Aires,  Junio  10  de  1862.— Considerando  que  la 
Tarifa  de  Tasas  es  una  parte  integrante  de  la  Tarifa  de 
Avalúos,  y  que  aquella  como  ésta  son  establecidas  en  el 
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interés  general  del  comercio  y  del  Fisco,  para  facilitar  y 
regularizar  las  operaciones  de  Aduana;  pues  en  algunos 
casos  las  disposiciones  de  esas  Tarifas  pueden  perjudi- 
car al  introductor:  en  otros  (y  la  mayor  parte)  le  bene- 
fician, por  cuya  razón  deben  rejir  en  todos;  teniendo  por 
otra  parte  en  vista  que  en  el  manifiesto  de  los  cuñetes 
de  manteca  de  que  se  trata,  no  ha  habido  ocultación  efec- 
tiva de  peso,  pues  ei  que  resulta  neto  es  el  mismo  ma- 
nifestado. 

El  Gobierno,  de  acuerdo  con  lo  manifestado  por  la 
Comisión  de  Ta^'ifa;  y  no  obstante  lo  pedido  por  el  Fiscal 
y  aconsejado  por  el  Asesor, 

Resuelve: 

Se  libre  á  los  interesados  de  la  pena  impuesta  de  co- 
miso, cobrándoseles  los  derechos  con  arreglo  al  peso, 
deducida  solo  la  tara  que  la  tarifa  establece]  á  sus  efectos, 
vuelva  al  Colector  General,  á  quien  se  recomienda  ma- 
nifieste por  separado  su  opinión  acerca  del  medio  que  la 
mencionada  Comisión  de  Tarifa  indica  comu  conveniente 
para  evitar  dificultades  sobre  el  particular,  y  comuniqúese 
al  Fiscal  y  al  Asesor  el  presente  Decreto,  tomándose  ra- 
zón.— MITRE. — NORBERTO  DE   LA  RlESTRA. 


DeetjeD  y  Compaftia— reclaman  por  una  averia  sufrida  en  de- 
pósitos fiscales. 

£n  Mayo  31  de  1862,  los  Señores  Deetjen  y  Compañia  se  presentaron 
al  Ministerio  de  Hacienda  reclamando  de  una  averia  en  nna  cantidad 
de  cajones  de  cigarros  depositados  en  un  almacén  de  la  Aduana. 

En  31  de  Mayo,  el  Fiscal  dijo: 

ExMO  Señor: 
Cuando  se  mandó  hacer  el  reconocimiento  de  la  averia 
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sufrida  por  una  parte  de  estos  cigarros^  se  ordenó  al  in- 
teresado que  sacara  á  despacho,  ó  trasladara  á  almace- 
nes particulares  todos  los  que  del  conocimiento  resulta^ 
ban  no  averiados. 

El  Colector  y  la  Junta  de  Comisos  estaban  en  perfecto 
derecho  para  ordenarlo  sin  dar  razón  alguna;  porque  se- 
gún lo  dispuesto  en  el  artículo  15  de  la  Ley  de  Aduana 
«el  depósito  debe  hacerse  a  discreción  dd  Gobiemo  en 
almacenes  det  Estado  ó  de  particulares.»  Pero  esta  orden 
no  fué  un  mero  capricho  de  la  Junta.  C<»nsideró  que  sien- 
do estos  cigcHTos  de  pésima  calidad,  y  verdaderamente 
invendibles,  como  dice  el  Colector  en  su  informe,  habla 
en  el  interesado  un  interés  positivo  en  que  se  perdieran 
en  los  almacenes,  y  obtener  de  la  Aduana  el  precio  que 
no  podia  obtener  en  plaza;  y  consideró  que  este  interés 
era  un  grave  peligro  para  el  Fisco. 

El  introductor  no  ha  hecho  caso  de  la  orden,  ni  ha  que- 
rido despacharlos  ni  removerlos  a  un  almacén  particular. 
De  modo  que  es  enteramente  por  culpa  suya  y  á  su  car- 
go, si  como  asegura  en  sus  escritos^  los  cigarros  lian  su- 
frido una  nueva  averia  y  por  consiguiente  no  tiene  ob- 
jeto el  nuevo  reconocimiento  que  pide,  ni  V,  E,  debe  ha- 
cerle lugar,  á  juicio  del  Fiscal  Pero  además  del  interés 
particular,  hay  en  este  asunto  un  interés  de  buena  ad- 
ministración, en  que  se  complica  el  honor  de  las  oficinas 
públicas. 

El  Alcaide  dice  en  su  informe  que  «los  cajones  no  han 
recibido  agua  ninguna,  pues  á  mas  de  estar  estivados 
en  buen  local,  tienen  puestos   encerados  impermeables.» 

En  los  escritos  de  los  Sefiores  Deetjen  y  Compañía  se 
lacha  este  informe  de  falso,  asegurando  que  los  cajones 
han  sido  mojados.  Esto  no  solo  importa  una  grave  in- 
juria al  empleado,  sino  que  supone  que  no  han  sido  re- 
parados los  techos  de  ese  Almacén,  cuyo  defecto  acaba 
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de  costar  al  Gobierno  la  suma  de  64,500  pesos  pagados 
por  averias. 

En  el  interés  pues  de  la  Administración,  el  Fiscal  pide 
que  por  nota  separada  se  ordene  al  Colector  General, 
mande  en  el  dia  hacer  un  reconocimiento  de  los  techos 
del  precitado  Almacén,  y  una  investigación  para  estable- 
cer el  hecho  de  si  en  los  últimos  aguaceros  se  ha  llovido, 
y  mojádose  los  cigarros  en  cuestión,  dando  cuenta. — 
Francisco  Pico. 

Resolución^ 

Departamento  de  Hacienda. 

Buenos  Aires,  Junio  4  de  1862.— En  todo  como  pide 
el  Fiscal  en  su  precedente  dictamen,  á  sus  efectos  pase 
este  espediente  al  Colector  General  y  comuniqúese  á  di- 
cho Fiscal. — MITRE. — Norberto  de  la  Riestra. 


Stock  y  Gompafüa,— reclaman  un  fardo  de  pafio  perdido  en  la 

Aduana. 

Los  Sres.  Stock  y  Compañía  reclaman  un  fardo  de  pafio  desaparecido  de! 
< Depósito  de  White>  de  la  Aduana,  á  cargo  del  Ayudante  Doldan. 

En  22  de  Junio  de  1862,  la  Junta  de  Comisos  ordenó  el  pago  del  bulto 
estraviado;  y  paisado  al  Fiscal  en  3  de  Julio,  dijo: 

'  ExMO.  Señor: 

Siendo  evidente  la  falta  en  depósito  del  bulto  que  se 
cobra,  la  responsabilidad  del  Fisco  debe  hacerse  efectiva, 
verificando  el  pago  que  ha  ordenado  la  Junta  de  Comisos. 
En  cuanto  al  hecho  que  asegura  el  Alcaide  en  su  infor- 
me de  haber  sido  asaltado  y  robado  este  depósito  for- 
zando las  puertas,  ni  se  ha  dado  pruebas  de  que  él  sea 
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cierto,  ni  se  han  tomado  las  medidas  que  en  ese  caso 
correspondia.  En  consecuencia,  la  responsabilidad  de  la 
falta  recae  enteramente  sobre  los  empleados. — Julio  30 
de  1862.— Francisco  Pico, 

Resolueim'— 

Departamento  de  Hacienda. 

Buenos  Aires,  Agosto  8  de  1862.— Visto  lo  pedido  por 
el  Fiscal,  confirmase  la  resolución  de  la  Junta  de  Comi- 
sos de  22  de  Junio  último.  Pase  á  Tesoreria  para  el 
abono  de  los  5J40  pesos  que   se  cobran,  etc*— MITRE. 

— NORBERTO    DE  LA    RlESTRA. 


Los  Señores  Diebl  Fernand  y  C*,,— reclaman  devolución  de 

derechos. 

Don  Víctor  Blumberg,  en  representadón  de  loa  Señores  Diebl  Fernand 
y  C*.,  en  5  de  Junio  de  1862^  pide  la  devolnekín  de  15.745  pesos 
mjc.  que  le  debe  la  Colecturía  por  derechos  qne  ha  cobrado  de  mas 
en  liquidación  de  efectos  vendidos  por  la  Aduana  en  remate. 

En  22  de  Julio  dijo  el  FÍBcal: 

ExMo.  Señor: 

La  Junta  de  Comisos  no  hizo  lugar  á  la  devolución  de 
derechos,  porque  consta  que  la  averia  de  los  efectos  no  ha 
sido  reconocida  por  el  Vista,  ni  autorizado  el  remate  por 
éste. 

Pero  para  que  V.  E.  pueda  resolver  esta  apelación  con 
pleno  conocimiento  del  caso^  puede  mandar  pasar  el  es- 
pediente al  Colector  Generaljpara  que  con  vista  de  los  ma- 
nifiestos de  este  cargamento,  informe  con  que  razón  y  por 
que  autürizaciüu  llevaron  los  interesados  sus  efectos  al 
remate;  y  que  evacuado,  corra  la  vihta. — Francisco  Pico, 
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Vuelto  al  Fiscal,  agregó  lo  sigaiente  en  6  de  Setiembre: 
ExMO.  Señor: 

Los  anteriores  informes  solo  prueban  que  los  interesados 
llevaron  al  remate,  mas  de  1500  bultos  de  azúcar  sin  pre- 
sentarlos á  la  Aduana,  que  por  consiguiente  es  justa  la 
sentencia  de  la  Junta  de  Comisos,  y  debe  ser  conñrmada. 
Pero  fuera  del  interés  particular,  hay  en  este  negocio  un 
interés  de  Administración  que  no  está  esclarecido. 

Esos  bultos  no  han  debido  entrará  la  plaza  sin  cono- 
cimiento de  la  Aduana,  y  aún  sin  haberse  espedido  los  ma- 
nifiestos de  despacho  sino  por  alguna  falta  de  los  emplea- 
dos, y  este  punto  es  el  que  conviene  establecer. 

Lo  cual  puede  V.  E.  mandar  que  se  haga  por  Colecturía 
confirmando  la  sentencia  de  la  Junta  de  Comisos.— Fran- 
cisco Pico. 

Resolución-— 

Departamento  de  Hacienda.  •  i 

Buenos  Aires,  Setiembre  19  de  1862.— Visto  el  dicfá-¿- 
men  del  Fiscal,  téngase  él  por  resolución.  Comuniqúese 
etc.— MITRE. — Por   autorización,  Palemón  Huergo. 


J.  V.  Vignal, — sobre  devolución  de  derechos  consulares  abo  - 
nados  indebidamente. 

El  Jefe  de  la  Receptoría,  D.  S.  Calzadilla,  en  23  de  Junio  de  1862  dice: 
que  el  Señor  J.  B.  Vignal  pide  la  devolución  de  14  patacones  que 
pagó  por  derechos  consulares,  no  debiendo  hacerle  pagar  la  Colectu- 
ría, según  Decreto  de  12  de  Junio.  Que  los  derechos  no  fueron  co- 
brados como  correspondientes  al  Cónsul  Argentino  en  Montevideo, 
sino  al  de  igual  clase  en  Cádiz.  Que  los  habia  pagado  en  Cádiz  el  Cón- 
sul Oriental  y  no  el  Argentino  que  los  reclama. 
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£n  80  (le  Junio  dijo  el  Fiscal: 

ExMO,  Señor: 

No  debiendo  ser  visados  en  el  Consulado  Argentino  de 
Cádiz  los  papeles  de  un  buqie  destinado  á  Montevideo,  el 
Fiscal  no  encuentra  razón  que  le  haga  variar  su  dicta- 
men de  27  de  Mayo  último,  que  reproduce. — Francisco 
Pico. 

El  Asesor  dijo  en  10  de  Julio: 

ExMO.  Señor: 

Si  el  sentido  del  art.  2**  del  Acuerdo  fecha  29  de  Enero 
último,  es  el  que  le  dá  el  Colector  General,  éste  tiene  razón 
y  debe  ser  revocada  la  resolución  de  12  de  Junio  anterior 
que  exoneró  á  la  «Elisa»  del  pago  de  derecho  consular, 
mas  no  asi  en  caso  de  que,  como  yo  lo  creí,  no  tenga 
ose  sentido  aquel  artículo.  El  dispone  que  el  buque  que 
por  vía  de  Montevideo  venga  del  estranjero  á  Buenos  Ai- 
res, abone  aquí  el  derecho  Consular,  si  no  lo  hubiese 
abonado  al  Cónsul  Argentino  en  el  puerto  de  su  primi- 
tiva procedencia.  Habla,  pues,  del  buque  despachado  pa- 
ra Buenos  Aires  con  escala  en  puertos  orientales,  y  no 
del  despacho  único  y  directamente  para  puertos  orienta- 
les, que  es  el  caso  de  la  ((Elisa»  según  el  Manifiesto, 
aunqne  después  le  haya  convenido  pasar  para  acá. 

Pero  en  fin,  lo  que  resolverá  esta  duda  y  formará  una 
regla  general  en  la  materia,  será  la  declaración  que  V. 
E.  se  ha  deservir  hacer  acerca  de  la  intelijencia  del  ar- 
tículo 2°  del  precitado  Acuerdo.— Valentín  Alsina. 

Resolución — 

Departamento  de  Hacienda. 
Buenos  Aire.-,  Julio  12  de  1862. — Traído  nuevamente  á 
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consideración  este  asunto  y  vistas  las  fundadas  observacio- 
nes del  Colector  al  respecto,  como  el  dictamen  del  Asesor 
que  precede,  el  Gobierno  declara  que  la  interpretación 
dada  por  dicho  Colector  al  Acuerdo  de  29  de  Enero  último, 
sobre  el  punto  en  cuestión,  es  la  correcta  y  jenuina,  según 
el  espíritu  de  dicho  Acuerdo;  en  consecuencia  resuelve  se 
proceda  de  conformidad  en  lo  sucesivo,  sin  hacer  estén- 
siva  esta  resolución  al  caso  reclamado,  en  cuya  virtud 
se  devolverán  á  la  casa  Vignal  los  14  pesos  fuertes  co- 
brados. Comuniqúese,  etc. — MITRE. — Norberto   de   la 

RlESTRA. 


La  Policía,— denuncia  que  la  Aduana  deja  carros  con  efectos 
fuera  de  depósito. 

El  Gefe  de  Policía  Don  Cayetano  M.  Cazón,  en  Julio  16  de  1862,  dice 
que  ya  van  cuatro  veces  que  la  Aduana  deja  fuera  carros  cargados 
con  efectos  al  suspenderse  los  trabajos  diarios,  teniendo  que  sacar  del 
servicio  público  serenos  ó  vijilantes  para  custodiarlos. 

En  18  de  Noviembre  dijo  el  Fiscal: 

ExMO.  Señor: 

De  los  informes  oficiales  del  Colector  General  é  Inspec- 
toi;  resulta  que  los  hechos  denunciados  por  la  Policía  y 
repetidos,  son  abusos  de  los  carreros  que  apesar  de  las 
medidas  tomadas  por  la  orden  de  30  de  Noviembre  de 
1858,  no  se  pueden  evitar  del  todo. 

Esto  prueba  la  necesidad  de  arbitrar  otras  medidas  más 
eficaces,  desde  que  la  naturaleza  de  los  abusos  puede 
traer  perjuicios  de  consecuencia,  siendo  carros  de  efectos 
los  que  se  quedan  de  noch'i  fuera  de  la  Aduana,  según  la 
denuncia  de  la  Policía,  y  sin  las  responsabilidades  sufi- 
cientes de  los  carreros. 
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El  Fiscal  cree  que  por  ahora  se  podía  encargar  á  los 
mismos,  Colector  é  Inspector,  que  propusiesen  de  acuerdo 
las  medidas  eficaces  para  cortar  el  mal  de  raiz,  pues  ellos 
son  los  mas  apropósito  por  su  ejercicio  y  esperiencia  en 
la  materia  de  que  se  trata. — Ramón  FEíiREmA. 

El  Aíliiiinistrador  de  Rentas  dice  en  13  de  Noviembre  que  se  debe  per- 
mitir la  dtíacaríra  hasta  las  siete  de  la  noche,  y  qne  con  eato  creo  ee 
cortaran  todas  los  abusos. 

Resolución — 

Departamento  de  Hacienda. 

Buenos  Aires,  Diciembre  17  de  1862,— Se  aprueba  el 
medio  propuesto  por  el  Administrador  de  Rentas  Nacio- 
nales en  su  precedente  informe,  vuelva  al  mismo  para  la 
publicación  de  esta  disposición,  y  comuniqúese  al  Gefe 
de  Poücia,  á  quien  se  autoriza  para  aplicar  prudencial- 
mente  las  penas  correccionales  a  los  contraventores  de 
io  dispuesto.— MITRE.— Dalmacio  Velez  Sarsfield. 


Fortunata  Gano  de  Dúminguez,— pide  pensión  como  viuda  del 
Sargento  Mayor  Don  Pantaleon  Dominguez. 

Doña  Fortunata  Cano  de  Dominguez,  en  20  de  Julio  de  1862,  se  presentó 
al  Mnisterio  de  Guerra  y  Marina  manife^tíiiido  que  hadieiido  sido 
muerto  su  esposo  el  Sargento  Mayor  Don  Pantaleim  DominguesE  despiitsB 
de  la  batalla  de  Pavon^  pide  la  pensión  que  como  viuda  de  militar  le 
corresponde. 

En  27  de  Agosto  dijo  el  Procurador  General: 

ExMo,  Señor: 

La  prueba  que  se  presenta  de  la  lejitimidad  del  matri- 
monio de  la  suplicante  con  el  Mayor  Dominguez,  es  muy 
deficiente.  No  existiendo  la  partida  en  los  libros  parroquia- 
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les  del  Salto,  donde  se  dice  que  fué  celebrado  aquel,  hay 
ya  una  presunción  en  contra,  contra  la  cual  se  necesitan 
pruebas  claras. 

Fuede  pues  V.  E.  devolver  este  espediente  á  la  parte 
para  que  produzca  sobre  este  hecho  una  información  de 
testigos  ante  el  Juez  de  Paz  del  Partido. — Francisco  Pico. 
En  80  de  Setiembre  el  Fiscal  dijo  lo  siguiente: 

ExMO.  Señor: 

En  virtud  déla  nota  marjinal  dice  el  Fiscal  que  el  caso 
presente  se  puede  considerar  como  un  hecho  en  función  de 
guerra  ó  en  el  campo  de  bitalla,  y  como  tal  resolverse; 
mas  estando  pendiente  en  el  Congreso  la  sanción  de  un 
proyecto  sobre  las  funciones  militares,  opina  el  Fiscaí 
que  V.  E.  puede  deliberar,  ó  bien  que  esprese  la  solicitante, 
ó  bien  proveer  como  lo  ha  hecho  antes  en  casos  de  esta 
naturaleza,  procediendo  ajuicio  prudente  y  equidad,  arre- 
glándose á  l&  Ley  Provincial.  Salvo  el  juicio  de  V.  E.— 
Ramón  Fbrrbira. 

Resolución — 

Departamento  de  Guerra  y  Marina. 

Buenos  Aires,  Octubre  28  de  1863.— De  conformidad 
con  los  informes  que  visten  este  espediente,  se  acuerda 
a  la  recurrente,  desde  el  1°  de  Enero  del  corriente  año,  la 
pensión  de  medio  sueldo  de  la  clase  de  Capitán  en  el  ar- 
ma de  infantería. — A  sus  efectos  vuelva  á  Contaduría  ha- 
ciéndose saber  á  quienes  corresponde.— MITRE.— Juan 
A.  Gelly  y  Obes. 


V 
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Dictamen  del  Fiscal  en  la  solicitud  de  los  Sres.  Rosenthal 
Gayen  y  G^.,— pidiendo  el  despacho  de  1059  botellas  de  jine- 
bra,  detenidas  en  la  Aduana. 

ExMO.  Se^íor: 

Los  Sres.  Rosenthal  Gayen  y  C*.  pidieron  el  despacho 
de  25  botellas  trenzadas,  con  licor  de  jinebra.  Encon- 
trando el'Vist  i  qne  las  botellas  eran  grandes,  corao  dos 
de  las  comunes,  las  detuvo  y  dio  parte. 

La  Junta  de  Comisas  no  ha  encontrado  razón  para 
descomisai^las,  porque  fueran  mas  ó  menos  grandes,  sino 
para  mandar  que  se  aforen  según  su  valor,  y  el  Vista  lia 
apelado  de  esta  resolución,  solicitando  que  se  U  adjudi- 
quen, porque  dice  que  son  (famajuamfas^  como  si  pudie- 
ra entenderse  por  damajuana  un  vaso  de  dos  botellas  de 
copa'iidad. 

Este  es  el  hecho,  sobre  el  cual  me  abstengo  de  dar 
dictamen,  porque  en  su  escrito  de  apelación,  el  Vista  pide 
no  se  me  dé  intervención,  pur  ser  miembro  de  la  Junta 
de  Comisos,  y  es  conveniente  que  la  resolución  superior 
tenga  las  mayores  garantías  de  imparcialidad* — Fkancis- 
co  Pico, 

En  2  do  Setiembre  de  18C2  pascS  al  Asesor  y  dijo: 
ExMo.  Sbñor: 

Yo  encuentro  arreglada  la  resolución  de  la  Jmila  de 
Comisos,  y  creo  debe  ser  aprobada. 

Creo  también,  salvo  otras  ideas  que  V^.  E.  tenga  en  la 
materia,  debe  declararse  que,  aunque  algunos  empleados 
de  Aduana  son  partícipes  de  los  comisos,  esto  de  nin- 
gún modo  los  hace  partes  en  el  respectivo  juicio,  en  el 
que  no  intervienen  como  tales,  careciendo  por  tanto  del 
derecho  de  reclamor,  npelar,  eíc^delas  resoluciones  que 
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en  él  recaigan.    Lo  demás  me  parece  desordenado  y  noci- 
vo.—Buenos  Aires,  Setiembre  15  de  1862.— Valentín  Al- 

SJNA 


Sobre  cobro  por  conducción  de  dinero  por  mensagerias. 

El  Gefe  de  la  Oficina  de  Contribucción  Directa,  en  13  de  Agosto  de  1862, 
dice  que  el  Juez  de  Paz  del  Partido  de  Mar  Chiquita,  ha  remitido 
por  las  Mensagerias  < Nuevas  Peninsulares»  la  suma  de  26,210  pesos 
producto  de  la  Contribucción  Directa,  y  que  esta  cantidad  no  la  en- 
tregan las  Mensagerias,  porque  exijen  que  vaya  un  empleado  á  re- 
cibirla; y  cobran  200  pesos  por  su  conducción. 

Pasado  al  Fiscal,  dijo  en  22  de  Agosto: 

ExMO.  Señor: 

Creo  que  el  Gobierno  está  obligado,  como  cualquier 
particular,  á  pagar  el  medio  por  ciento  sobre  las  canti- 
dades de  dinero  que  conducen  las  mensagerias,  porque 
es  el  precio  de  las  responsabilidades  que  contrae  el  con- 
ductor, y  que  es  la  misma  en  uno  y  otro  caso.  Pero  esto 
debe  limitarse  á  los  fondos  que  conduzcan  en  moneda. 
Las  letras  de  cambio  que  se  remiten  bajo  cubierta  por 
la  estafeta,  solo  pagan  y  deben  pagar  el  porte  del  correo. 

Es  pues  injusto  el  premio  que  pretenden  cobrar  las 
mensagerias  sobre  las  letras  que  condujenon  bajo  cubier- 
ta de  un  oficio,  cuyo  importe  ellas  mismas  ignoraban, 
pues  lo  hacen  subir  a  15,000  pesos,  siendo  solo  de  15,085 
pesos. 

En  esta  virtud,  puede  V.  E.  mandar  que  el  Colector 
mande  recibir  los  26.270  pesos  conducidos,  con  la  sola 
deducción  del  medio  por  ciento  sobre  esta  suma,  y  que  en 
caso  de  resistencia,  proceda  como  está  en  sus  facultades 
el  hacerlo. 
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Nota  además  el  Fiscal  que  según  los  términos  de  la  no- 
ta del  Juez  de  Paz  de  Mar  Chiquita,  se  ha  detenido  y  de- 
ducido el  diez  por  ciento  de  la  contribución  cobrada,  en 
la  intelijencia  de  que  la  Ley  acuerda  esta  Comisión  á  los 
Jueces  de  Paz  de  campaña;  y  este  es  un  error.  La  Ley 
acuerda  esta  parte  de  la  contribución  á  las  Municipali- 
dades, que  son  las  que  tienen  derecho  á  disponer  de  ella, 
y  no  habiendo  Municipalidad  establecida  en  Mar  Chiquita, 
no  ha  debido  retenerse  la  suma  de  4,150  pesos. — Fran- 
cisco Pico. 

Resolución— 

Departamento  de  Hacienda. 

Buenos  Aires,  Agosto  23  de  1862.— Pase  al  Colector 
General  para  que  de  acuerdo  con  lo  pedido  por  el  Fiscal 
en  su  precedente  vista,  proceda  al  cobro  de  los  veinte  y 
seis  mil  doscientos  setenta  pesos,  de  que  se  trata,  en  la 
forma  y  condición  que  él  espresa,  haciendo  notificar  por 
el  actuario  la  presente  Resolución  á  los  encargados  de  las 
mensajerías.— MlRRE.—NoRBERTO  de  la  Riestra. 


Sobre  infracción  á  los  Reglamentos  de  Aduana 

En  Agosto  20  de  1862  el  Colector  General  de  la  Aduana,  pasa  una  no- 
ta al  Ministro  de  Hacienda  con  motivo  de  haber  embarcado  los  Sres. 
Ochoa,  hijo  y  C  ^  carne  salada  en  dia  de  fiesta,  sin  el  competente  per- 
miso, en  la  Boca  del  Riachuelo,  y  pide  una  medida  para  este  caso  y 
para  lo  sucesivo. 

El  Fiscal  dijo: 

ExMO.  Señor  : 

La  irregularidad  en  este  caso,  consiste  en  haber  puesto 
las  carnes  en  las  lanchas  sin  intervención  del  Resguardo 
por  ser  dia  Domingo. 
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Pero  las  lanchas  no  salieron  del  Riachuelo,  sino  que 
se  presentaron  el  Lunes  en  la  Oficina  del  Resguardo,  con 
certificados  de  su  carga  para  ser  despachados.  No  es 
pues  un  caso  de  contrabando. 

El  Resguardo  habría  podido  hacerlas  descargar  por 
cuenta  de  los  interesados,  y  verificar  la  cantidad  de  su 
carga,  y  esta  habría  sido  una  pena  más  que  suficiente 
para  castigar  la   infracción  cometida. 

Cree  el  Fiscal  que  esto  es  lo  que  debe  hacerse  en  ca- 
sos análogos.— Agosto  25  de  1862.— Francisco  Pico. 
Pasado  al  Asesor,  dijo  lo  siguiente: 

ExMO.  Señor: 

Lo  que  se  propone  en  la  vista  anterior  y  que  puede  acep- 
tarse para  lo  futuro,  no  provee  al  hecho  que  ha  tenido 
lugar,  y  que  á  mi  juicio  alguna  pena  debe  llevar. 

Nada  importa  para  ello  que  el  caso  no  sea  de  contra- 
bando, sino  de  infracción  de  los  Reglamentos;  pues  bien 
frecuente  es  en  la  Aduana,  y  en  V.  E.  el  castigar  estas 
infracciones.  Si  no  hay  establecida  una  pena  especifica 
para  este  nuevo  caso,  hay  las  generales  consiguientes  á 
las  desobediencias.  Podría  ser  una  multa  graduable  por 
la  prudencia  del  gobierno. 

Es  mi  dictamen.  V.  E.  resolverá. — Buenos  Aires,  Se- 
tiembre 1°  de  1862. — Valentín  Alsina. 

Resolución — 

Departamento  de  Hacienda. 

Buenos  Aires,  Setiembre  3  de  1862. — De  acuerdo  con 
el  dictamen  del  Fiscal,  vuelva  al  Colector  General  para 
que  en  los  casos  análogos  de  infracción  de  los  Reglamentos 
de  Aduana,  proceda  de  conformidad  á  lo  que  se  previene 
en  el  referido  dictamen;  y  hágase  saber  al  Fiscal  y  al 
Asesor.— MITRE,— N.  de  la  Ribstra. 
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Bleunstan  y  Laroche,— reclamando  de  un  Comiso  sobre 
esceso  en  el  maniñesto* 

Los  Sres,  Bleiinstíin  y  Laroche  on  21  de  Agosto  de  1862  se  presenta- 
ron reclamando  dí^  tina  resolución  ríe  líi  Junta  de  Comisos,  que  de- 
t'lara  caído  cu  comiso  un  eBceao  de  cernidores  que  se  encontró  en  un 
despacho  de  su  pertenencia. 

El  Fiscal  dijo  lo  siguiente: 

ExMo.  Señor: 

Siendo  evidente  el  esceso  que  ha  resultado  sobre  el 
manifiesto,  sin  dar  otra  razón  los  reclamatites  que  el  ha- 
ber pedido  á  Europa  solo  seis  cernidores,  merece  confir- 
marse la  resolución  de  la  Junta  de  Comisos.— Fkancisco 
Pico, 

Pasadi*  al  Asesor,  se  e^piflio  así: 

ExMO.  Señor: 

Cuando  los  recusantes,  alegando  ser  seis  y  no  diez 
los  cernidore:^,  apelaron  á  í.  5,  de  la  resolución  de  i\  2 
vuelta  de  la  Junta  de  Comiso.^  pidieron,  y  estaban  pí^ra 
ello  en  su  derecho,  se  nombrase  una  comisión  de  peritos 
que  examinase  si  aquellos  eran  seis  o  diez,  alo  que  no 
hiiío  lugar  la  Junta,  porque  los  artículos  liabian  ya  salido 
de  la  Aduana. 

El  esceso  de  cuatro  cernidores  y  nueve  bultos  seda,  que 
á  f .  1*  se  mandó  al  depósito,  no  habia  salido  de  la  Aduana 
ni  podido  salir.  Saldría  y  estaría  en  poder  de  los  concurren- 
tes todo  lo  demás:  pero  como  es  de  suponer  que  lodo  ello  ha 
de  estai*  detallado  en  las  constancias  ó  asientos  de  la  Adua- 
na, no  me  parece  imposible  que  ellos  y  los  objetos  exis- 
tentes en  el  depósito^  proporcionLiran  á  peritos  el  calcular 
el  número  de  cernidores.  Lo  demás  era  negar  a  los  intere- 
sados el  nnico  medio  de  prueba  legal  que  el  caso  admitía. 

Sinembargo,  como  para  ese  proceder  puede  haber  ha- 
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bido  inconveniente  de  administración  ó  de  detalle,  que  yo 
no  perciba,  juzgo  que  antes  de  espedirme,  importa  oir  á 
este  respecto  al  Colector  General,  y  puede  V.  E.  disponerlo 
si  lo  hallase  á  bien. — Buenos  Aires,  Setiembre  15  de  1862. 
—Valentín  Alsina. 

En  Setiembre  23  de  1862  el  Vista  del  ramo  dijo:  que  no  podia  hacerse 
la  verífícación,  por  cuanto  los  interesados  habían  sacado  de  la  Adua- 
na todos  los  artículos  bajo  fianza,  ateniéndose  al  resultado  del  suma- 
rio; y  vuelto  al  Asesor:  este  dijo: 

ExMO.   Señor: 

Atento  el  mérito  de  los  informes  anteriores  creo  como 
el  Señor  Fiscal;  que  la  resolución  reclamada  de  la  Junt?. 
de  Comisos,  merece  confirmarse — Buenos  Aires,  Octubre 
11  de  1862.— Carlos  Tejedor 

Rrsoltinón — 

Departamento  de  Hacienda. 

Buenos  Aires,  Octubre  20  de  1862.-- De  acuerdo  con  lo 
pedido  por  el  Fiscal  y  aconsejado  por  el  Asesor,  confír- 
mase la  resolución  de  !a  Junta  de  Comisos,  fecha  16  de 
Agosto  último;  á  sus  efectos  vuelva  al  Administrador  de 
Rentas  Nacionales  en  la  Provincia,  y  comuniqúese  al  Ase- 
sor la  presente  resolución— MITRE.— Velez  Sarsfield. 


Dictamen  del  Fiscal,— sobre  retiro  de  artículos  averiados, 
sin  que  los  interesados  hayan  presentado  los  permisos  de 
despacho  como  se  les  ordenó. 

ExMO.  Señor: 

Es  de  necesidad  que  se  obligue  á  los  interesados  á  pre- 
sentar los   manifiestos   dd  despacho  por  los  efectos  que 
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recibieron,  porque  sin  ellos  no  pueden  cháncela rse  los 
manifiestos  generales. 

Pero  ha  llamado  la  atencióvi  del  Fiscal  que  el  Colec- 
tor ignore  el  paradero  del  espediente  que  se  ha  seguido 
para  la  liquidación  de  estas  averias.  V.  E.  se  sirvió  noin- 
bar  una  comisión  con  este  objeto,  de  la  cual  forma  parte 
el  Fiscal  á  quien  se  pasaron  estos  antecedentes* 

En  17  de  Julio  último,  la  Comisión  dirijió  al  Ministerio 
de  Hacienda  las  cuentas  que  le  habian  present-^do  los  inte- 
resadoSj  pidiendo  un  informe  de  la  Colecturía  sobre  la 
identidad  de  los  bultos  y  otros  conocimientos  indispensa- 
bles para  espedirse,  y  aún  no    ha  recibido  contestación. 

El  Fiscal  recuerda  estas  circunstancias,  para  que  V.  E. 
se  sirva  hacer  las  prevenciones  a  que  dé  lugar  el  estado 
de  este  asunto.— Setiembre  2  de  1862.— Francisco  Pico. 

Rcmlucíón — 

Departamento  de  Hacienda. 

Buenos  Aires,  Setiembre  17  de  1862 —Vuelva  al  Colec- 
tor General  para  que  proceda  de  acuerdo  con  lo  pedido 
por  el  Fiscal  en  su  precedente  dictamen,  recomendán- 
dosele el  pronto  despacho  del  informe  pendiente,  á  que  ha- 
ce referencia,— MITRE.— Pa/e>NOH  Huergo—Oñcial  Mayor. 


Espediente  seguido  para  verificar  el  contenido  de  un  baúl  to- 
mado á  los  individuos  Baldíza  y  Maya,  procesados  por  falsí* 
ficaciónde  moneda. 


El  Fiftcal,   en  Setiembre  25  de  1862,  dijo: 

ExMO.  Señor: 
Lo  que  se  ordenó  por  el  Decreto  de  5  del  corriente,  es 
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que  se  verifique  el  contenido  del  baúl,  que  según  la 
nota  del  Juez  de  1*  Instancia,  se  componía  de  una  canti- 
dad de  moneda  metálica  en  oro  y  plata,  oro  en  barra  y 
en  polvo,  barras  de  cobre  y  de  metal  simulando  plata, 
prendas  de  plata,  billetes  del  Banco  Mauá,  y  otros  objetos. 
Cree  el  Fiscal  que  ha  debido  verificarse  el  número  y 
peso  de  estas  diversas  especies,  contando  lo  que  debe 
contarse  y  pesando  lo  que  debe  pesarse;  y  asi  pide  que 
se  haga,  dando  cuenta  del  resultado  para  que  el  Gobierno 
ordene,  si  lo  tiene  á  bien,  ensayar  estos  metales.  Y  para 
este  objeto  puede  V.  E.  mandar  que  pase  este  espediente 
al  Colector. — Francisco  Pico. 

Volvió  al  Fiscal  en  20  de  Noviembre,  y  dijo: 

ExMo.  Señor: 

Por  la  clase  de  las  especies  contenidas  en  el  baúl,  de 
que  se  da  cuenta  en  el  inventario  de  fojas  6  y  7,  es  nece- 
sario para  que  entre  su  valor  monetario  en  arcas,  que 
previa  la  tasación  y  ensayos  que  exija  la  naturaleza  de 
los  objetos,  se  reduzca  á  moneda  en  venta  ó  remate,  y 
por  los  medios  establecidos  en  los  casos  semejantes  de 
comisos  y  bienes  mostrencos;  á  cuyo  efecto,  puede  volver 
el  espediente  al  Administrador  de  Aduana,  debiendo  este 
dar  cuenta  de  la  operación  y  resultado,  salvo  lo  que 
V.  E.  tenga  á  bien  deliberar. — Ramón  Ferrbira. 

En  Diciembre  22  de  1862,  el  Administrador  de  Rentas  Nacionales  dijo: 
Que  habia  levantado  un  inventario  y  hecho  la  avaluación  de  las  espe- 
cies contenidas  en  el  baúl,  y  que  proponia  se  vendiesen  en  remate 
público,  ó  particularmente  por  intermedio  de  un  corredor. 

Resolución — 

Ministerio  de  Hacienda. 

Buenos  Aires,    Diciembre  24  de    1862.— Apruébase   el 
proceder  de  que  da  cuenta  el  Administrador  de  Rentas 
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Nacionales  en  su  precedente  ñuta,  y  vuelva  al  mismo  a 
quien  se  autoriza  para  efectuar  la  venta  de  las  especies 
metálicas  de  que  se  trata  por  medio  de  uno  de  los  corre- 
dores que  propone.— Velez  Sarfield. 


Sobre  cumplimiento  de  la  ley  de  23  de  Octubre  de  1B62. 

Departamento  de  Hacienda. 

Buenos  Aires,  Octubre  23  de  1862. 

Al  iSeñor  Füca¡  (fe  la  Xmwn,  lh\  D.  Ramón  Fcrreíra, 


Se  adjuntad  Vd.  en  copia  autorizada  la  Ley  que  ha  dic- 
tado el  Congreso  Nacional,  con  relación  á  la  deuda  publi- 
ca proveniente  de  la  Ley  de  la  Confederación,  de  1 "  de  Oc- 
tubre dtí  1860,  y  la  que  fué  reconocida  por  la  Ley  de  la 
misma,  de  24  de  Julio  de  186L 

S.  E.  el  Señor  Presidente  de  la  República,  sin  perjuicio 
de  promulgar  esa  ley,  y  darle  oportunamente  el  debido 
cumplimiento  en  todas  sus  partes^  dispone  que  el  Señor 
Fiscalj  trayendo  á  la  vista  todos  los  espedientes  relati- 
vos tanto  al  empréstito  del"  de  Octubre  de  1860^  cuanto 
á  los  Bonos,  Billetes  de  Tesorería  y  Libramientos,  á  cuya 
amortización  se  aplicaron  los  derechos  adicionales  esta- 
blecidos por  la  Ley  de  24  de  Julio  de  1861.  examine  cuida- 
dosamente dichos  espedientes,  y  deduzca  en  consecuencia, 
en  representación  de!  Estado,  todas  las  acciones  legales 
á  que  en  su  caso  haya  lugar,  dando  cuenta  al  Gobierno 
de  las  sustracciones  de  los  espedientes  correlativos  á  los 
referidos  documentos  de  crédito,  asi  como  de  las  faltas 
que  en  ellos  se  nota,  para  proceder  como  corresponde. 

Después  de  todo  lo  que  sobre  esta  deuda  se  lia  dicho 
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en  el  seno  del  Congreso,  llamándose  la  atención  pública 
á  su  respecto,  tanto  sobre  su  orijen,  como  con  relación 
á  abusos  que  se  dicen  cometidos  con  tal  ocasión,  y  te- 
niendo el  Gobierno  fundados  motivos  para  creer  que  se 
han  efectuado  sustracciones  de  espedientes  de  los  archi- 
vos públicos,  interesa  al  país  y  aún  á  los  mismos  intere- 
sados de  los  títulos  y  documentos  de  crédito,  conocer 
la  verdad  de  todo  ello,  á  fin  de  que  si  resultaren  real- 
mente abusos  que  anulasen  algunas  de  las  deudas  indebi- 
damente reconocidas,  ó  si  apareciesen  deudas  reconocidas 
ó  documentadas  sin  base  ó  motivo,  sin  los  requisitos 
esenciales,  ó  con  dolo,  causa  torpe,  lesión  enorme,  sin 
título  oneroso  ú  otro  cualquier  motivo,  que  por  las  leyes 
dft  lugar  á  alguna  acción  legal,  se  deduzcan  por  el  Mi- 
nisterio Fiscal  las  acciones  á  que  en  derecho  haya  lugar, 
salvándose  así  la  moral  y  los  intereses  públicos;  y  en 
caso  contrario,  si  resultasen  lejítimas  todas  esas  deudas, 
después  de  examinados  los  espedientes,  se  consolide  mas 
el  crédito  del  Gobierno  y  de  esos  mismos  documentos. 
Dios  guarde   al  Señor    Fiscal. — Dalmacio   Velez  Sar- 

FIELD. 

Ley: 

Art.  I"*  Del  producidí-^  de  los  derechos  adicionales 
de  importación  y  esportación,  mandados  reservar  á 
disposición  del  Congreso,  para  el  pago  de  la  deuda  públi- 
ca contraida  por  el  Gobierno  de  la  Confederación,  é  Ín- 
terin se  resuelve  lo  que  corresponde  sobre  esta  deuda, 
se  destinan  las  cantidades  necesarias  al  pago. 

1°  De  los  intereses  y  amortización  de  los  títulos  del 
empréstito  emitidos  con  arreglo  á  Ley  de  la  Confedera- 
ción del  1^  de  Octubre  de  1860.  Si  algunos  de  esos  tí- 
tulos resultasen  enajenados  no  por  la  ley  de  su  creación, 
binó  con  arreglo  a  otras  posteriores,  el  Gobierno  depo- 
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sitará  eo  el  Banco  de  Buenos  Aires  la  jjarte  correspon- 
diente á  los  intereses  y  amortización  de  dichos  títulos, 
hasta  la  resolución  que  tome  el  Congreso,  en  vista  de 
los  datos  que  le  presente  el  Poder  Ejecutivo. 

2''  De  una  suma  nieiistuil  equivalente  al  producido  de 
los  derechos  que  se  reciben  en  bonos,  billetes  dn  Tesorería 
y  libramientos  en  las  Aduanas  de  la  Cuntederación,  en  vir- 
tud de  la  Ley  de  24  de  Julio  de  1861;  cuya  suma  será 
fijada  por  el  P.  E.,  previos  los  esclarecimientos  necesa- 
rios, y  destinada  la  amortización  de  esos  documentos  á 
licitación  piibüca,  en  el  punto  y  bajo  las  formalidades 
que  establezca  el  Poder  Ejecutivo. 

Art.  2"^  Comuniqúese  al  Poder  Ejecutivo.  Dada  en  la 
Sala  de  Sesiones  del  Congreso  Argenüno,  en  Buenos  Aires, 
á  ios  16  días  del  mes  de  Setiembre  de  año  del  Señor  de 
mil  ochocientos  sesenta  y  dos. 


VISTA  fiscal: 


ExMO.  Señor: 


Esperando  los  archivos  del  Paraná,  se  ha  demorado 
el  Fiscal  en  dar  cumplimiento  á  la  nota  de  V,  E,  de  23 
de  Octubre  último. 

Por  eila  se  le  prescribe  que  examine  todos  los  espedien- 
tes relativos,  tanto  al  empréstito  de  1'^  de  Octubre  de 
1860,  hechos  por  el  Gobierno  del  Paraná,  cuanto  a  los 
bonos,  billetes  de  tesorería  y  libramientos,  á  cuya  amor- 
tización se  aplicaron  los  derechos  adicionales  estableci- 
dos por  la  Ley  del  24  de  Julio  de  1861;  y  que  deduxca 
en  su  consecuencia,  á  representación  del  Estado,  todas  las 
acciones  legales,  a  que  en  su  caso  haya  lugar;  dando 
cuenta  al  Gobierno  de  las  sustracciones  de  espedientes, 
como  de  los  vicios  sustanciales  que  se  encontrasen  en 
ellos,  ó  irritantes  de  los  títulos  y  documentos  de  crédito. 
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A  primera  vista  se  comprende,  la  vasta  extención  "y 
complicación  del  asunto;  y  para  darle  cumplimiento  de 
una  manera  siquiera  aproximada  al  objeto  del  Gobierno, 
el  Fiscal  ha  meditado  mucho  y  buscado  las  fuentes  y  do- 
cumentos matrices,  donde  tienen  origen  los  créditos  que 
se  van  á  examinar. 

En  primer  lugar,  en  cuanto  al  empréstito  de  1°  de  Oc- 
tubre, se  satisface  el  objeto  analizando  los  documentos 
siguientes: 

1°  la  Ley;  2^  el  contrato  del  empréstito  con  el  Señor 
Buschenthal  en  2  de  Octubre;  3^  el  convenio  de  rescisión 
del  contrato  arrendamiento  de  las  Aduanas  de  Santa-Fé 
con  el  mismo  en  igual  fecha;  4°  la  Memoria  auténtica  del 
Ministro  de  Hacienda,  presentada  al  Congreso  en  Junio 
del  siguiente  año  1861.  De  estos  documentos  originales 
resulta : 

1^  Que  el  empréstito  fué  por  el  valor  nominal  de  cuatro 
millones;  y  que  el  Gobierno  emitió  títulos  al  portador  por 
dicha  cantidad; 

2""  Que  el  Señor  Buschenthal  tomó  por  su  cuenta  tres 
millones  de  pesos,  en  esos  títulos,  valor  nominal: 

3°  Que  el  Gobierno  se  reservó  el  cuarto  millón  para 
emplearlo  conforme  á  la  Ley  de  su  creación. 

Este  detalle  nos  conduce  á  considerar  el  asunto  en  dos 
partes :  1°  con  respecto  á  los  tres  millones;  y  después 
con  respecto  al  4**  millón.  La  deuda  de  los  tres  millones 
que  tomó  el  Señor  Buschenthal,  se  compone  de  los  sim- 
ples elementos  siguientes,  según  el  referido  contrato  de 
2  de  Octubre  y  la  Memoria  del  Señor  Ministro  de  Ha- 
cienda; 1°  el  pago  ó  amortización  de  los  bonos  con  in- 
tereses procedentes  del  contrato  de  10  de  Mayo  de  1859, 
de  los  cuales  era  tenedor  el  Señor  Buschenthal.  2"*  El 
pago  y  amortización  de  letras  de  Aduana  vencidas  á  seis 
meses  con  intereses.    3°  El  oago  de  libramientos  con  in- 
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tereses,  dado  por  el  Ministro    del    Interior  en  comisiuii 
en  la  Ciudad  del  Rosario,  en  Setiembre  del  mismo  año. 

4*^  El  saldo  ó  líquido  producto  á  favor  de  la  empresa, 
que  resultó  déla  cuenta  y  liquidación  hecha  por  la  Conta- 
duría General,  y  en  la  rescisión  del  contrato  de  arren- 
damiento de  las  Aduanas  de  Santa-Fé.  5°  Una  pequeña 
cantidad  de  dinero  en  efectivo  que  entregó  el  Señor  Bus- 
chenthal. 

Esta  es  la  inversión  que  se  hizo  de  los  tres  millones, 
y  de  cada  uno  de  los  objetos  está  presentada  en  la  me- 
moria la  cuenta  y  liquidación  hecha  por  la  Contaduría 
General.  Es  decir  que  con  esa  cantidad  se  pigaron  y 
amortizaron  bonos  de  emisiones  anteriores,  que  estaban 
en  circulación  al  portador;  letras  de  Aduana  vencidas; 
libramientos  girados;  la  cuenta  de  la  rescisión  del  con- 
trato de  arrendamiento  de  las  Aduanas  de  Santa-Fe,  y 
un  pequeño  saldo  en  dinero  efectivo  que  entró  en  caja. 
Todií  está  demostrado  y  probado  en  la  memoria  con  los 
cuadros  de  las  operaciones  hechas  en  la  Contaduría.  No 
hay  más  espedientes  relativos  a  la  procedencia  é  inver- 
sión de  esa  deuda,  consolidada  y  reconocidi  por  el  Con- 
greso último  en  la  Ley  de  23  de  Octubre. 

Estas  son  las  únicas  fuentes  que  se  pueden  y  deben 
examinar;  porque  ellas  dan  el  origen  neto  de  la  deuda  y 
su  inversión;  y  porque  el  orijen  de  los  bonos,  letras  y  li- 
brí^mientos  amortizados,  no  viciaría  esas  fuentes,  y  sería 
xm  proceder  infinito.  Sien  otros  espedientes  de  muchos 
contratos  que  se  litm  hecho,  se  han  cometido  fraudes  y 
usuras,  puede  ser;  pero  esos  no  son  relativos  al  empréstito 
de  la  Ley  de  1^  de  Octubre.  Si  e?os  espedientes  están 
concluidos  y  cliarxelados  por  aquella  administración,  tam- 
poco hay  nada  que  hacer,  sino  saber  si  existen  en  el  archivo 
ó  se  han  estraviado;  y  para  eso  bastarla  un  informe  del 
Gefedela  Oficina  que  practicase  la  revisación.    Siperte- 
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necen  á  la  deuda  pendiente  que  ha  dejado  aquel  Gobierno, 
ellos  saldrán  por  los  mismos  interesados  ó  tenedores  y 
serán  examinados. 

En  cuanto  al  cuarto  millón  del  empréstito  nominal,  que 
se  reservó  el  Gobierno,  se  dá  cuenta  en  la  misma  memoria 
de  que  hasta  esa  fecha  24  de  Julio  del  año  61,  se  conser- 
vaba íntegro,  y  no  habia  podido  hacer  uso  de  ese  crédito, 
ni  darle  el  destino  de  la  ley  de  su  creación.  Por  consi- 
guiente, resulta  que  solo  habrá  que  examinar  los  contra- 
tos ó  espedientes  que  hubiese  posteriores,  relativos  á  la 
inversión  del  4°  millón,  hasta  Diciembre  del  mismo  año,  en 
que  concluyó  la  administración  del  Paraná. 

Para  cumplir  con  la  segunda  parte  de  la  nota  relativa  á 
la  deuda  exijible,  á  cuya  amortización  se  aplican  los  dere- 
chos adicionales,  conforme  á  la  Ley  de  24  de  Julio  de  1861, 
vamos  á  examinar  también  los  elementos  simples  de  que 
se  compone  esadeuda.  Según  la  memoria  dicha  del  Mi- 
nistro de  Hacienda,  son  los  siguientes:  Bonos  de  diyersas 
emisiones  anteriores,  según  el  cuadro  que  presenta  N°.  .  .  , 
Billetes  de  Tesoreria,  según  los  cuadros  N°.  .  .  .  Libra- 
mientos de  varios  ejercicios,  según  el    cuadro  N*" 

Documentos  sin  librar,  cuadro  N".  .  .  .  Deuda  del  Brasil 
....  Id  del  Colegio  de  Monserrat.  .  .  .  Sobre  los  bonos 
circulantes  de  emisiones  anteriores  y  billetes  de  Tesorería, 
siendo  documentos  al  portador,  no  puede  haber  espedientes 
que  examinar,  ni  errores  ó  vicionque  no  dependan  de  la 
Contaduría;  y  por  eso  la  memoria  con  todos  los  detalles  que 
contiene,  es  suficiente  documento  para  probar  el  orijen 
de  estaparte  de  la  deuda,  y  su  lejilimidad:  estos  documen- 
tos tienen  un  valor  absoluto  y  anónimo,  independiente  de 
su  procedencia  y  de  procesos  particulares,  y  además  com- 
ponen una  suma  muy  pequeña. 

En  cuanto  á  Ijs  libramientos  de  varios  ejercicios,  y 
documentos  sin  librar,  puede  ser  muy  variada  su  proce- 
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dencia:  no  son  nías  que  órdenes  de  pago  á  favor  de  los 
acreedores  ó  representantes  lejítimos.  Por  consiguiente, 
puede  proceder  de  sueldos  de  empleados  ó  comisiones,  de 
reclamos  reconocidos,  de  contratos  celebrados.  ,  ,  »  y  de 
otras  muchas  clases  de  deudas  que  el  Gobierno  haya 
reconocido,  .  .  .  Sobre  los  libramientos,  la  memoria  da 
detalles  compielos;  y  se  vé  que  ellos  han  sido  girados  por 
todos  los  Ministerios  y  á  cargo  de  las  diferentes  cajas  de 
la  República;  es  decir,  de  las  Aduanas  de  las  Provincias 
de  Eutre-Rios,  Corrientes,  Símta-Fé,  Mendoza.  .  .  .etc. 

La  suma  última  que  quedó  el  30  de  Abril  en  libramientos 
circulantes^  pasa  de  dos  mülanes,  según  la  memoria;  los 
documentos  respectivos  pueden  consistir  en  espedientes,  ó 
en  simples  órdenes  de  pago,  tomada  razón,  por  sueldos 
devengados  ú  otra  causa.  Puede  haber  espedientes  que 
examinar,  y  libramientos  que  baste  conocer  su  orijen  y 
naturaleza.  Esto  solo  se  puede  discernir,  teniendo  á  la 
vistii  una  razón  ó  inventario  de  los  libramientos  y  espe* 
dientes  relativos  á  la  suma  de  libramientos  impagos  que 
quedó  el  30  de  Abril,  según  la  memoria.  Los  documentos 
de  crédito  reconocido  sin  librar,  se  hallan  en  un  caso 
análogo,  y  se  puede  proceder  de   igual  modo. 

El  Fiscal  no  ha  encontrado  otros  medios  mas  practi- 
cables para  obtener,  lo  mas  aproximado  que  se  pueda,  el 
resultado  que  desea  el  Gobierno;  esto  es,  saber  si  se  han 
sustraído  espedientes  del  archivo  referentes  á  esos  créditos 
y  si  hay  en  ellos  vicios  de  uutidnd  por  dolo,  lesión  enor- 
me, causa  torpe,  falta  de  títulos  legales.  .  .  .etc. 

Por  lo  que  queda  espuesto,  el  Fiscal  opina,  que  si  4 
V,  E,  le  porece,  se  puede  mandar  por  la  Contaduría  res- 
pectiva se  le  pasen  al  Fiscal  los  documentos  siguien- 
tes: 

V  Que  se  agregue  á  este  espediente  la  memoria  citada 
con  sus  anexos  v  cuadros* 


-  273  — 

29  Que  se  pasen  los  espedientes  de  actos,  convenios  ú 
órdenes  relativas  á  la  inversión  ó  aplicación  que  se  haya 
dado  al  4**  millón,  según  lo  espuesto  en  dicha  memoria. 
El  principal  espediente  está  ya  examinado,  que  es  el  de 
Aldao  y  C\ 

3?  Una  razón  ó  inventario  de  los  libramientos  impagos, 
que  quedaron  en  circulación  el  30  de  Abril,  según  la  me- 
moria y  los  cuadros  respectivos;  espresando  la  fecha,  pro- 
cedencia y  cantidad. 

4**  Una  razón  lo  mismo,  de  los  espedientes  relativos  á 
los  documentos  reconocidos  sin  libramientos,  que  espre- 
sa la  memoria. 

Con  vista  de  estos  antecedentes,  el  Fiscal  verá  como 
aproximarse  siquiera  al  objeto  de  la  nota  del  Gobierno, 
y  pedirá  lo  demás  que  fuera  necesario. — Buenos  Aires 
Mayo  4  de  1863.— Ramón  FeaaBmA. 

Se  ordenó  por  el  Ministerio,  que  se  espidiese  la  Contaduría  como  lo  pe- 
día el  Fiscal. 

Esta  es  la  copia  tal  cual  está  en  la  Colección  de  las  Vistas  Fiscales 
del  Doctor  Ferreira. 


Cecilia  F.  de  Centeno, — pide  se  le  abone  la  pensión  que  se 
le  adeuda  como  viuda  del  Coronel  Dámaso  Centeno. 

En  29  de  Octubre  de  1862,  Doña  Cecilia  F.  de  Centeno,  viuda  del  Co- 
ronel Don  Dámaso  Centeno,  pide  la  pensión  que  se  le  adeuda  por  al- 
gunos meses. 

En  26  Noviembre  dijo  el  Fiscal: 

ExMO.  Señor: 
Por  los  antecedentes  presentados,  se  vé  que  efectiva- 
mente por  Decreto  del  Gobierno  Nacional  de  4  de  Marzo 
de  1861,  se  le  acordó  la  pensión  mensual  de  30  $fts.ála 
Señora  solicitante,  viuda  del  Coronel  Centeno,  y  el  Fiscal 
reconoce  bastante  legalizada  la  copia  del  Decreto  con  la 

18 
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autorización  del  Sob-Secretario  de  aquel  tiempo,  para  el 
efecto  de  justificar  el  hecho,  por  no  estar  presente  el 
archivo. 

Se  vé  también  por  el  Bolelin  Oficial  que  se  acompaña, 
que  el  derecho  á  la  pensión  [íh\  considerado  en  la  Cámara 
de  Senadores,  y  quedó  sin  la  sanción  de  tade  Diputados; 
no  arribó  á  Ley. 

Es  cierto  que  la  Señora  viuda  percibió  algunas  mensiia- 
'idados,  y  cree  también  el  Fiscal  que  en  el  Presupuesto 
del  mismo  año  se  haya  considerado  la  pensión;  pero  no 
puede  asegurar  por  no  tenerlo  presente  ni  estar  aquí  el 
archivo. 

Partiendo  de  esta  base,  opina  el  Fiscal  que  este  caso 
no  se  halla  comprendido  en  las  restricciones  de  la  Ley 
de  3  de  Setiembre,  y  puede  el  Gobierno  deliberar  sin  im^ 
pedimento  alguno.— Ramón  Ferreira. 

Resolución — 

Departamento  de  Guerra  y  Marina. 

Buenos  Aires,  Noviembre  25  de  1853.— En  atención  á 
lo  manifestado  por  el  Fiscal  en  la  anterior  vista,  se  acuer- 
da á  la  recurrente  desde  el  1"  de  Diciembre  entrante,  la 
continuación  de  la  pensión  de  30  %  plata  que  ha  estado 
disfrutando,  á  sus  efectos  pasea  Contaduría  y  hágase  sa- 
ber á  dicho  Fiscal  y  demás  que  corresponda.— MITRE. — 
Juan  A,  Gelly  y  Obes. 

En  1*  de  Enero  de  186Í)  pide  aumento  de  pensión;  la  Contadaría  li- 
mite como  informe  el  espediente  en  que  se  le  conceden  loa  30  pesos 
mensnalee,  y  pasado  al  Procm-ador  del  Teaoro,  dijo  éste  en  27  de 
Enero  de  1869: 


ExMO,  Señor; 

Para  ser  considerada  la  solicitud  presente^  con  arreglo 
á  la   Ley   vijente    posterior  ú  la  pensión   graciable  que 
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goza  la  parte  interesada,  debe  presentar  la  foja  de  ser- 
vicios de  su  finado  esposo  en  la  forma  de  práctica — 
Ramón  Ferreira. 

La  Inspección  pasó  esta  solicitiul  al  Ministerio  de  la  Guerra,  diciendo 
que  por  la  Ley  de  Pensiones  de  23  de  Setiembre  de  1805,  corresponde 
á  la  interesada  la  mitad  del  sueldo  que  gozaba  su  finado  esposo;  y  la 
Contaduría  opinó  lo  misuio,  agregando  que  debia  pasar  :il  Procurador 
del  Tesoro,  quien  dijo  lo  siguiente  en  21  de  Abril: 

ExMO.  Señor  : 

El  artículo  40  de  la  Ley  de  Pensiones  y  Retiros  Mili- 
tares á  que  se  refiere  la  Contaduría  en  su  precedente  in- 
forme, prescribe  la  subsistencia  inalterable  de  las  pen- 
siones concedidas  con  arreglo  alas  leyes  anteriores,  y  de 
las  graciables  acordadas  por  Ley  especial.  Las  pensio- 
nes otorgadas  por  el  F.  E.  en  ausencia  de  toda  Ley  al 
respecto  no  están  comprendidas  en  aquella  disposición, 
encontrándose  habilitadas  las  personas  que  las  disfrutan 
para  reclamar  los  beneficios  con  que  la  misma  Ley  de  pen- 
siones pudiera  favoreserlas. 

La  viuda  del  Coronel  Graduado  Don  Dámaso  Centeno, 
ha  gozado  de  una  pensión  decretada  por  el  P.  E.  sin  su- 
jeción á  l:i  preexistente,  según  lo  muestran  los  antece- 
dentes del  caso.  Entonces,  pues,  creo  justo  reconocer  á 
la  misma  viuda  el  derecho  de  invocar  en  su  favor  la  dis- 
posición contenida  en  el  inciso  4^  artículo  21  de  la  citada 
Ley  de  Pensiones  y  Retiros  Militares,  desde  que  ha  acre- 
ditado que  su  causante  muHó  en  función  de  guerra. 

En  ésta  virtud,  soy  de  dictamen  que  V.  E.  se  sirva 
declarar  á  la  viuda  del  Coronel  Graduado,  Don  Dámaso 
Centeno,  con  opción  á  la  mitad  del  sueldo  correspon- 
diente á  la  clase  militar  de  su  causante.— José  E.  Uri- 

BURU. 
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Resolución— 


Departamentü  de  Guerra  y  Marina. 

Buenos  Aires,  Abril  24  de  1869 — De  conformidad  cuii 
lo  dictaminado  por  el  Prucurador  del  Tesoro,  se  acuerda 
á  la  viuda  del  Coronel  Graduado,  Dou  Dámaso  Centeno, 
la  pensión  de  la  mitad  del  sueldo  de  Teniente  Coronel  de 
inñmtería,  con  arreglo  a  la  Ley  de  la  materia,  y  en  cu- 
yo goce  entrará  desde  la  fecha.  Comuniqúese,  etc. — SAR- 
MIENTO.-M  DE  Gainza. 


Dictamen  del  Fiscal  en  el  sumario  leiraetado  al  Guarda,   Don 
JoséM»  Uzin,  por  mal  cumplimiento  de  sus  deberes, 

ExMO*  Señor: 

Ciertamente  aparecen  del  sumario  sospechas  y  presun- 
ciones contra  el  Guarda,  Don  José  M,  Uzin,  y  la  prueba 
de  un  testigo,  el  dependiente,  de  Don  Emilio  Arnaud;  pero 
como  el  reo  está  inconfeso,  y  no  hay  otro  testigo  ni  cita 
para  adelantar  el  sumario;  resulta  que  no  hay  prueba  plena 
y  suficiente  para  condenar  y  aplicar  pena.  Mas  si  a  es- 
tas sospechas  se  agregan  otros  datos  de  su  conducta,  ó 
ella  en  el  desempeño  de  sus  deberes,  no  es  buena,  y  el 
servicio  público  puede  mejorar,  está  en  las  fucuUades  del 
Gobierno  suspenderlo  por  algún  tiempo,  ó  destituirlo  si 
lü  iTce  justo.  Pues  sí  hubiese  mejores  pruebas,  á  mas 
de  la  destitución,  debería  pasar  la  causa  al  Jue¿  ordina- 
rio de  corrección.  Tal  es  el  juicio  del  Fiscal  salvo  el  de 
V.  E.  (No  hay  firma). 

Resolución— 
Departamento  de  Hacienda, 
Buenos  Aires,  Diciembre  24  de  1862,— Vuelva  al  Ad- 
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ministrador  de  Rentas  Nacionales,  en  la  Provincia,  para 
que  dando  por  separado  definitivamente  de  su  empleo, 
al  Guarda  Uzin,  proponga  la  persona  que  debe  reempla- 
zarlo, archivando  este  espediente.— MITRE. — Dalmacio 
Vklez  Sarsfibld. 


Luisa  Iturriza, — pide  ser  inscripta  en  la  lista  de  pensionistas 

militares. 

£n  O  de  Enero  de  1863,  Doña  Luisa  Iturriza  pide  ser  inscripta  en  la  lis- 
ta de  las  pensionistas  militares,  en  virtud  de  ser  viuda  lejítima  del 
Coronel  Don  Domingo  Suarez.  La  Inspección  General  de  Armas  dijo: 
que  en  su  oficina  no  existían  las  disposiciones  que  deben  rejir  en  la 
República  sobre  pensiones  de  viudedad  en  los  diferentes  casos  que 
puedan  presentarse,  y  solo  sí  la  que  rije  para  la  Provincia. 

Pasado  á  la  Contaduría  dijo:  que  aunque  era  cierto  que  no  habia  Ley 
Nacional  sobre  pensiones,  el  Gobierno  no  podia  desentenderse  de  la 
aplicación  de  la  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  fundándose  en  que 
el  Coronel  Suarez  habia  servido  al  Gobierno  de  dicha  Provincia  has- 
ta 1865  en  que  fué  retirado  á  inválidos,  y  que  no  es  presumible  que 
el  Gobierno,  al  nacionalizar  el  cuerpo  de  Inválidos,  con  el  ánimo  de 
favorecerlos,  haya  querido  privarlos  de  los  derechos  que  hablan  ad- 
quirido mientras  sirvieron  con  el  Gobierno  déla  Provincia, para  tras- 
mitir pensión  á  su  viuda  ó  hijos:  que  por  tanto  creia  á  la  recurrente 
como  á  todas  las  que  estén  en  su  caso,  con  derecho  á  pensión,  según 
la  escala  que  marca  la  Ley  de  la  Lejislatura  de  la  Provincia  de  2  de 
Noviembre  de  1868,  y  que  habiendo  el  Coronel  Suarez  servido  du- 
rante mas  de  30  años,  á  su  viuda  le  correspondería,  con  arreglo  á 
dicha  Ley,  la  mitad  del  sueldo  de  su  esposo  al  tiempo  de  su  falleci- 
miento; pero  que  era  indispensable  que  la  recurrente  justificase  por 
una  información  judicial  la  lejitimidad  de  su  matrimonio,  pues  según 
lo  espresa  en  su  solicitud,  no  le  ha  sido  posible  encontrar  la  partida 
respectiva. 

£n  21  de  Enero  pasó  al  Fiscal,  y  dijo: 

ExMO.  Señor: 

Por  la    Constitución    Nacional,  art.  86,  inciso  7,  el  P. 
E.  ejerce  esta  atribución  confoy^me  á  las  leyes  de  la  Nación, 
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El  Congreso  no  ha  dado  la  Ley  general  sobre  la  materia 
Por  la  Ley  de  22  de  Julio  del  último  Congreso,  qiiedarou 
bajo  !a  administración  del  Gobierno  Nacional  todos  los 
objetos  nacionales  comprendidos  en  el  presupue^sto  garan- 
tido de  la  Provincia,  de  1859.  Por  la  Ley  de  3  de  Setiem- 
bre se  determina  la  inversión  de  las  rentas  nacionales 
dentro  de  los  límites  de  lus  presupuestos  respectivos,  y 
se  prohibe  al  Ejenutivo  hacer  o//v> //fr^^o  o  pf^O^  alffunúde 
ninguna  ctasr  fuera  de  los  prescritos  en  la  Ley,  hasta  la 
resolución  del  Congreso.  Luego  es  claro  que  el  Gobierno 
no  puede  salir  del  contenido  de  los  presupuestos,  y  por 
eso  en  varias  solicitudes  de  igua!  clase  ha  dicho  el  Fiscal 
io  que  ahora  repite,  que  no  se  pueden  acordar  pensiones 
nuevas  de  las  rentas  nacionales  liasta  la  resolución  del 
Congreso,  y  que  se  deben  reconocer  solo  las  consigna- 
das en  los  presupuestos  ó  Leyes  Nacionales, 

Esto  debe  rejir  lo  m^smopara  la  Provincia  de  Buenos 
Aires  que  para  todas  las  demás;  porque  todo  gasto  no 
comprendido  en  el  presupuesto  garantido,  aunque  por  su 
naturaleza  pudiese  ser  de  carácter  nacionol,  está  por  ahora 
fuera  del  alcance  del  Ejecutivo  hasta  la  resolución  del 
Congreso.  Porto  mismo  las  leyes  de  la  Provincia,  en  la 
materia,  son  aceptadas  yrijen  hasta  que  se  den  otras  le- 
yes nacionales;  poro  en  cuanto  no  se  opongan  á  las  dis- 
posi':;Íones  últimas  del  Congreso  Nacionalj  que  ha  regla- 
mentado ¡a  administración  de  las  rentas  de  inia  manera 
severa,  por  razón  de  las  circunstascias  especiales  del 
País. 

En  virtud  de  todo  lo  espuesto,  opina  el  Fiscal  que  la 
solicitante  es  acreedora  solo  á  la  pensión  que  por  dispo- 
siciones anteriores  le  estaba  acordada,  oque  se  deduzca 
como  consecuencia  de  tales  disposiciones.^Enero  26  de 
1863,— Ramón  FcRREmA. 

Kn  17  ríe  Sctiembn^  la  rtclaiuanUí  ar^iiipiifló  una  sumaria  información 
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producida  ante  el  Juzgado  de  la  Instancia  para  acreditar  su  lejitimo 
matrimonio,  y  satisfecha  la  Contaduría,  dijo  que  reproducia  su  informe 
anterior,  tanto  mas  cuanto  que  en  la  identidad  de  casos,  habian  sido 
declaradas  varías  pensiones  en  esos  últimos  dias. 

Resolución — 

Departamento  de  Guerra  y  Marina. 

Buenos  Aires,  Octubre  20  de  1863— De  conformidad  con 
los  informes  que  visten  este  espediente,  y  dándose  por 
bastante  la  información  que  acompaña  la  recurrente  para 
acreditar  la  lejitimidad  de  su  matrimonio,  se  le  acuerda 
desde  el  1°  de  Enero  del  corriente  año,  la  pensión  de  me- 
dio sueldo  de  la  clase  de  Coronel  en  el  arma  de  infante- 
ría; á  sus  efectos  vuelva  ala  Contaduría, haciéndose  sa- 
ber á  quienes  corresponda. — MITRE.— Juan  A.  Gelly 
Y  Obes. 


Barbour,  Barclay  y  C^., — reclaman  sobre  diferencias   en  la 
aplicación  de  derechos 

En  22  de  Enero  de  1863,  la  casa  Barbour,  Barclay  y  O  ,  dice:  que  ha- 
biendo introducido  36  cajones  de  fierro  galvanizado,  se  le  ba  aplica- 
do el  derecho  de  15  p§,  y  que  en  su  concepto  solo  corresponde  el 
5  P§. 

El  Fiscal  dijo  en  14  de  Febrero: 

ExMO.  Señor: 

De  los  informes  del  Vista  y  Administrador  no  aparece 
duda  de  que  el  artículo  de  fierro  introducido  cuyo  dere- 
cho se  cobra,  está  comprendido  en  el  art.  4°  de  la  Ley  de 
Aduana  y  no  en  el  art.  2°,  por  lo  que  opina  el  Fiscal  que 
se  debe  aprobar  el  aforo  del  Vista,  y  en  caso  que  la  parte 
interesada  no  se  conforme,  que  pase  á  la  Comisión  de  Ava- 
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lúDs  para  que  con  vista  del  objeto,  haga  la  clasificación  y 
inanifieste  su  juicio,  volviendo  este  espediente  al  Gobier- 
no para  su  resolución. — 14  da    Febrero  *de    1863,— Ra- 
món Fekreifía. 
En  17  de  Abril  de  1863  se  espidió  el  Fiscal  nuevamente,  y  dijo: 

ExMO.  Seí^or: 

La  opinión  aislada  y  sin  fundarla  del  Presidente  de  la 
Comisión  de  Avalúos,  no  contrapesa  el  juicio  fnndí^doy 
uniforme  del  Vista  y  del  Administrador,  dados  á  fojas  1  y 
3.  Sus  razones  son  atendibles,  a  juicio  del  Fiscal,  y  el 
asunto  también  merece  considerarse,  si  su  resolución  ha 
de  servir  de  regla  para  adelante,  y  la  diferencia  del  de- 
recho que  se  cuestiona  es  muy  notable,  entre  5  y  15,  y 
de  un  artículo  de  introducción  fuerte. 

La  duda  se  versa  sobre  la  aplicación  de  los  artículos 
2**  ó  4°  de  la  Ley  de  Aduana.  No  hay  duda  que  el  2*» 
artfculíi  considera  las  materias  primeras,  sin  labrarse, 
para  el  uso  de  la  industriarlas  lanas,  hilo  de  seda  para 
bordar,  las  maderas  sin  labrar,  el  bronce,  acero  ó  cobrCj 
el  plomo,  la  hoja  de  lata,  el  hierro  en  barras,  lingotes  o 
planchas f  todo  sin  labrar.  ...  y  concluye  diciendo,  y  en 
general  toda  materia  primera  para  uso  de  la  industria. 
En  el  artículo  4*^  considera  la  Ley  las  materias  labra- 
das  ó  manufacturadas:  los  tejidos  de  lana  ó  algodón,  las 
pieles  curtidas,  las  obras  de  metales,  la  ropa  hecha,  el 
calzado. 

Luego  se  debe  guardar  la  misma  regla  para  el  fierro, 
que  se  observa  para  las  demás  materias,  es  decir,  la  dis- 
tinción que  se  hace  y  aplicación  de  los  artículos  entre 
las  lanas  y  los  tejidos,  éntrela  madera,  los  metales,  etc., 
y  las  ubras  manufacturadas;  y  en  general  entre  las  ma- 
terias primeras  y  las  labradas  y  manufacturadas;  del 
mismo  modo  debe  entenderse  la  distinción  entre  el  hierro 
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en  barra  y  la  obra  labrada;  y  en  el  caso  presente,  se  debe 
considerar  como  manufactura,  el  hierro  trabajado  y  pre- 
parado para  acomodarse  á  los  techos,  con  sus  tornillos 
y  las  piezas  ya  hechas,  como  podian  hacerse  aquí,  y  como 
para  armarse,  según  se  deduce  de  los  informes  del  Vista. 
Si  estas  piezas  vienen  ya  trabajadas  con  destino  y  apli- 
cación para  un  uso,  no  puede  considerarse  como  materia 
primera. 

Por  e««tas  razones,  opina  el  Fiscal  que  se  debe  cobrar 
el  derecho  del  artículo  4^  (15  por  Vo)  al  hierro  de  que 
se  trata,  y  servir  de  regla  la  resolución  para  los  casos 
semejantes.  Salvo  en  todo  el  juicio  de  V.  E. — Ramón 
Fbrrbira. 

ResolVfdón — 

Departamento  de  Hacienda. 

Buenos  Aires,  Abril  18  de  1863.— De  acuerdo  con  el 
precedente  dictamen  del  Fiscal,  téngase  por  resolución; 
á  sus  efectos  vuelva  al  Administrador  de  Rentas  Nacio- 
nales en  la  Capital,  transcribiéndose  la  precitada  Vista  Fiscal 
á  las  demás  Administraciones  de  Rentas  de  la  República. 
— MITRE. — Dalmacio  Velez  Sarsfield. 

En  3  de  Julio  se  presentó  nuevamente  la  casa  interesada,  pidiendo  re- 
consideración del  anterior  decreto. 

En  15  del  mismo  mes,  el  Fiscal  dijo: 

ExMO.  Señor: 

Para  resolver  lo  que  convenga,  necesitad  Fiscal  tener 
á  la  vista  el  espediente  de  la  materia,  al  que  hace  refe- 
rencia el  solicitante.    Si  á  V.  E.  le  parece,  puede  man- 
dar que  se  pase  envista  al  Fiscal.—RAMON  FERRBmA. 
Vuelto  este  asunto  al  Fiscal,  se  espidió  en  28  de  Julio  como  signe: 
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ExMO,  Señor: 

Con  fecha  28  de  Abril  falló  el  Gübierno  en  este  asunto 
por  la  rcsoUición  que  corre  á  fojas  8,  y  en  3  de  Julio  álos 
dos  meses  y  medio,  se  presenta  la  parte  apelando  de  la 
resolución, y  concluye  pidiendo  que  ella  se  modifique,  al 
menos  respecto  de  todo  el  hierro  introducido  antes  de  la 
resolución. 

De  este  modo.  Señor,  se  hacen  interminables  aqui,  los 
asuntos  y  resoluciones  del  Gobierno,  lo  que  no  sucede  en 
otras  partes,  porque  la  tramiíación  debe  estar  sujeta  á 
determinadas  dilijencias,  en  su  debido  tiempo  y  forma» 
Al  mismo  tiempo  que  se  apela  de  la  resolución,  se  quiere 
que  se  reconsidere;  ni  una  ni  otra  cosa  deberían  tener 
lugar  después  de  70  dias,  y  como  las  rozones  que  se  alegan, 
ya  se  han  tenido  en  vista  para  la  resolución  dada,  cree 
el  Fiscal,  que  por  equidad^  solo  se  puede  conceder  la 
apelación  ante  quien  corresponda,  bajo  la  forma  de  estilo. 
Salvo  el  juicio  de  V.  E* — Ramón  Fertíeira, 

Resolución — 

Departamento  de  Hacienda. 

Buenos  Aires»  Julio  28  de  1863.— En  todo  como  dice  el 
dictamen  fiscal:  á  sus  efectos  vuelva  al  Administrador  de 
Rentas  Nacionales  en  la  Capital— MITRE,— Dalmacio 
Velez  Sakfield. 


Dictamen  sobre  la  responsabilidad  del  Gobierno  en  las  taitas 
ó  delitos  de  los  empleados  subalternoSi  cometidos  en  el 
ejercicio  de  sus  funciones. 

ExMo.  Señor: 
El  Fiscal  ha  mirado  con  respeto  y  sentimiento  la  re- 
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solución   del  Gobierno  del  Paraná,  sujetando  á  arbitros 
el  amnfo  de  Don  Pedro  Lacasse  con  el  ex-Administra- 

dor  de  la   Aduana  de  la  Concordia,  Don  Mariano  Que- 
rencio. 

Sin  declinar  de  ese  sometimiento  se  cree  obligada  el 
Fiscal,  en  cumplimiento  del  deber  que  las  leyes  ¡e  impo- 
nen, á  liíícer  presente  a  V.  E.  las  consideraciones  si- 
guientes: 

El  Administrador  puso  preso  al  comerciante  Lacasse, 
cerró  su  casa  de  negocio,  y  selló  la  puerta;  y  fundó  su 
procedimiento  en  que  Lacasse  era  deudor  moroso  de  de- 
rechos fiscales,  y  había  violado  y  negado  el  depósito  par- 
ticular de  mercaderías  fiscales  que  tenía  en  su  casa,  ba- 
jo su  rcsponsabiiidad,  Lacasse  se  ha  quejado  de  este 
procedimiento,  y  pide  indemnización  de  daños  y  perjuicios. 

Este  es  el  asunto  neto  y  esclusivo  que  se  sometió  á 
arbitros,  sin  entrar  en  nada  las  acciones  civiles  del  Fis* 
co  sobre  los  dereclios  que  adeuda  Lacasse  y  la  respon- 
sabilidad del  depósito j  que  se  persiguen  en  cuerda  sepa- 
rada. Es  decir,  el  asunto  se  reduce  a  examinar  y  juzgar 
el  procedimiento  del  Administrador  sobre  la  prisión  del 
comercií*nte  Lacasse  y  embargo  de  su  casa  de  negocio. 
Mas  claro,  si  ha  cometido  abuso  en  el  ejercicio  de  su 
empleo,  lo  que  en  derecho  se  llama  faltas  ó  delitos  oliciales. 

Este  es  el  círculo  de  acción  en  la  cuestión,  como  quiera 
que  ella  se  ventile  y  se  decida,  sea  por  arbitrios  ó  en  la 
justicia  ordinaria.  El  Señor  Ministro  Francés  no  podía 
tener  personería  oficial  por  la  naturaleza  del  asunto, 
sino  en  el  ultimo  caso  de  que  le  fuese  denegada  á  su 
subdito  la  administración  de  justicia,  conforme  á  las  leyes 
del  país  Tampoco  él  lo  pretendió,  y  se  expresó  muy 
claro  en  sus  notas,  que  él  lo  que  pedia  era  que  se  ad- 
ministrase justicia  y  se  designase  el  tribunal  competente; 
ni  püdia  hablar  de  otro  modo  un  Ministro  ilustrado* 
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Ahora  pues:  el  Fiscal  cree  haber  demostrado  hasta  la 
evidencia  en  su  primera  vista,  que  esta  clase  de  faltas  ó 
delitos  ocupan  su  lugar  categórico  en  nuestras  leyes  y  en 
todos  los  Códigos  del  mundo;  porque  por  su  naturaleza 
no  son  actos  civiles,  sino  esencialmente  faltas  ó  delitos  por 
abuso  ó  escesos  en  el  ejercicio  de  sus  funciones,  versán- 
dose ya  contra  la  cosa  pública,  ya  contra  las  personas  ó 
bienes  de  los  particulares*  El  Código  Francés  es  mas  es- 
plícito  que  ninguno;  y  debe  saberlo  el  Señor  Lacasse. 
Resulta  también  que  la  materia  del  asunto  no  es  civil 
sino  criminal:  porque  se  versa  sobre  un  delito  ó  cuasi  de- 
lito, sobre  la  prisión  y  embargo  de  bienes  de  un  particular 
por  abuso  de  autoridad,  y  que  tiene  su  clasificación  y 
rol  especial  en  el  catálogo  de  delitos.  Resulta  también, 
que  es  esencialmente  judicial,  y  corresponde  á  la  justicia 
ordinaria  por  nuestras  leyes. 

Esto  es  tan  cierto  que  hasta  en  las  Monarquías  se 
realiza  lo  mismo  con  solo  la  diferencia  de  la  garantía  ó 
fuero  que  goza  el  empleado,  para  no  ser  enjuiciado 
por  los  tribunales  ordinarios,  sin  previa  autorización  de 
la  autoridad  administrativa,  ó  diremos  sin  que  previa- 
mente ella  declare  su  aprobación  ó  reprobación  de  la 
conducta  del  empleado. 

Pero  en  las  Repúblicas  y  especialmente  en  nuestro  país, 
nada  de  esto  se  requiere  para  ejercer  directamente  su 
acción  los  Tribunales  con  los  empleados  subalternos  de 
la  administración,  que  no  están  comprendidos  por  la 
Constitución  en  el  juicio  político.  Hay  más:  el  Estado 
no  tiene  intervención  en  lo  judicial,  ni  en  la  materia  ad- 
ministrativa activa  ó  voluntaria  como  lo  declara  la  Ley 
Orgánica  de  la  Justicia  FederaL 

La  Constitución,  articulo  95,  dice:  «eu  ningún  caso  el 
Presidente  de  la  Nación  puede  ejercer  funciones  judicia- 
les, arrogarse  el  conocimiento  de  causas  pendientes  ó 
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restablecer  las  fenecidas».  Es  muy  notable  que  el  mis- 
mo Asesor,  en  su  dictánnen,  está  en  perfecta  oonfarraidad 
cotí  estos  principios;  y  dice  que  esta  causa  corresponde, 
por  su  naturaleza  y  por  la  Ley,  á  los  Tribunales  Federales, 
pero  que,  y  mi  raní^  razón,  que  porqué  no  se  había  ins- 
talado entonces,  cuando  dio  su  dictamen;  y  no  siendo 
justo  que  el  Señor  Lacasse  esperase  más,  el  R  E.  como 
repre.^entanfe  de  la  personalidad  déla  Nación,  tenía  que  su^ 
plir  el  vado  de  ¡a  jmtida;  y  salvar  la  responsabilidad 
y  el  crédito  del  país,  arreglando  el  asunto  por  los  me- 
dios administrativos  y  sometiéndolo  á  jueces  arbitros. 

Suponiendo  la  incompetencia  y  falta  de  tribunales,  eso 
no  le  daría  carácter  administrativo  al  negocio,  ni  atri- 
bución al  Ejecutivo;  por  las  leyes  del  Congreso,  mientras 
se  establecían  los  Tribunales  Federales,  conocía  y  juzga- 
ban los  ordinarios,  dentro  del  territorio  federalízado,  en 
todas  las  causas  fiscales  de  hacienda  y  crédito;  civiles  ó 
criminales,  y  las  cuestiones  emerjentes. 

Sobre  todo,  no  habiendo  fuero  personal,  ni  garantía  ofi- 
cial para  los  empleados  subalternos,  no  comprendidos  en 
el  juicio  político,  están  sujetos  ala  justicia  or'dinaria  local, 
mientras  se  establécela  nacional,  en  tos  delitos  comunes; 
porque  la  justicia  es  como  el  alimento  para  la  vida  so- 
cial, y  no  admite  espera.  Cierto  es  que  por  esta  razón, 
alguna  autoridad  debía  suplir  el  vacio  de  la  nacional,  pero 
jamás  podia  ser  el  P.  E,  contra  la  Constitución;  así  se 
ha  suplido  10  anos  el  Gobierno  del  Paraná,  con  las  auto- 
ridades locales;  porque  es  un  principio  que  la  soberanía 
local  está  vijente  y  no  caduca  en  su  ejercicio  sino  desde 
que  se  pone  en  práctica  la  Constitución;  y  por  eso  se  ha 
administrado  por  ella  la  justicia  civil  y  criminal  en  todos  los 
casos  déla  justicia  Nacional, según  la  Constitución.  Es- 
to prueba  hasta  la  evidencia  la  falta  de  fundamento  legal 
para  el  arbitraje,  y  hasta  el  vicio  de  nulidad.     Sin  embargo, 
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el  hecho  fué  consumado;  el  Gobierno  del  Paraná  se  con- 
formó con  el  dictamen  del  Asesor. 

No  trata  ahora  el  Fiscal  de  rebatirlo^  por  más  doloroso 
qua  le  sea  ver  al  Gobierno  envuelto  en  aberraciones  tan 
crasas,  en  que  no  se  comprende  como  pudo  caer  aquella 
administración;  pero  apoyándose  en  la  misma  letra  del 
dictamen,  funda  el  Fiscal  sus  observaciones,  y  prescin- 
diendo hasta  del  vicio  de  nulidad  que  envuelve. 

Sobre  la  base  incuestionable  de  que  el  asunto  era  de 
carácter  judicial,  y  correspondía  á  los  Tribunales  Federa- 
les; y  solo  por  no  existir  y  para  suplir  el  rac/ü,  dice  es- 
presamente,  se  creyó  aquel  Gobierno  autorizado  para 
tomar  la  medida  del  arbitraje. 

Luego  salta  la  consecuencia  forzosa  de  que  habiendo 
desaparecido  ese  motivo  único,  estando  instalada  la  Jus- 
ticia Federal,  y  siendo  una  atribución  ajena  del  P.  E.  con- 
tra la  Constitución,  el  Gobierno  no  podria  llevar  á  cabo 
la  medida  ó  resolución  del  Gobierno  del  Paraná  sin 
provocar  el  conflicto  y  la  competencia  del  Poder  Judi- 
cial, que  aunque  no  la  forme  de  oficio,  mota  propio,  es 
muy  probable  y  casi  seguro  que  será  promovida,  á  peti- 
ción de  parte.  En  todo  caso  rejido  por  la  Constitución, 
y  de  toda  disposición  de  cualquiera  de  los  otros  pode- 
res nacionales  que  esté  en  oposición  con  ellas,  decide 
la  Corte  Suprema,  y  contra  esa  roca  vamos  á  escollar 
Exrao.  Señor, 

El  Administrador,  que  no  ha  sometido  su  responsabi- 
lidad al  arbitraje,  es  el  verdadero  reo  y  responsable;  la 
ley  le  ha  señalado  su  Juez  y  su  Tribunal  para  responder 
de  sus  actos  por  abuso  de  autoridad  ó  del  ejercicio  de 
sus  funciones;  y  por  consiguiente,  no  quedada  obligado 
á  las  resultas  de  los  arbitros,  aunque  fuese  declarado  cul- 
pable y  condenado.  Si  después  fuese  absiielto,  suponga- 
mos, por  el  Juez  competente,  ya  ni  se  comprende  el  gra- 
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do  de  absurdo  y  del  caos  á  que  se  espone   la  cuestión 
con  el  arbitraje* 

El  Gefe  de  la  Administración, en  ningún  caso,  en  nin- 
gún gobierno  Monárquico  ó  Republicano,  es  responsable 
por  lo  Ley,  de  los  subalternos  por  esta  clase  de  faltas  6 
delitos,  sino  cuando  losados  son  ejecutados  por  sus  ins- 
trucciones, ó  merecen  su  aprobación.  No  puede  ser  de 
otro  modo,  desde  que  ellos  por  su  naturaleza  pueden  ser 
punibles  hasta  con  pena  corporaL  Por  eso  el  Gefe  debe 
asumir  la  responsabilidad  ó  dejar  obrar  á  la  justicia  or- 
dinaria, suspendiendo  ó  destituyendo  al  empleado. 

Entre  nosotros,  ya  hemos  dicho  que  el  empleado,  no 
siendo  de  los  comprendidos  por  la  Constitución  en  el 
juicio  político,  no  go¿a  del  fuero  administrativo,  y  está 
directamente  syjeto  á  tos  Tribunales,  como  cualquier  otro 
individuo.  Sobre  todo:  el  resultada  es  que  el  asunto  no 
puede  ser  decidido  sino  por  autoridad  judicial  ó  ndminis- 
trativa  contenciosa,  y  que  ninguna  de  las  dos  reside  por 
nuestras  leyes  en  el  P.  E. 

En  fin,  Exmo.  Señor,  no  se  trata  de  negarle  justicia  al 
Señor  Lacasse,  ni  ponerle  ninguna  traba;  no  se  duda  so- 
bre el  Juez  competente  que  se  le  debe  administrar,  no 
se  ha  cuestionado  tampoco  sobre  que  precisamente  sea 
el  Ejecutivo  quien  deba  conocer  el  asunto;  se  ha  tratado 
solo  de  suplirla  f^dta de  los  Tribunales  Federales,  y  sobre 
esa  base  se  resolvió  el  arbitraje  con  la  calidad  de  pre- 
sentar el  resultado  al  Congreso. 

Esta  resolución  no  importa  un  tratado,  ni  hay  cues- 
tión internacional;  la  intervención  del  Señor  Ministro  ha 
sido  de  mera  protección,  ó  consular^  acompañando  ó  reco- 
mendando los  escritos  ó  solicitudes  que  presentaba  direc- 
tamente la  parte  actora. 

Era  puramente  suplente  de  un  vacio:  cesó  el  motivo, 
luego  debe  cesar  ella,  y  pasar  la  causa  al  Tribunal  com- 


-  288  - 


peten  te,  y  no  esponerse  al  conflicto  con  el  Poder  Judicial, 
ó  á  la  reprobación  del  Congreso, 

Tannpoco  se  consulta  la  brevedad;  porque  tardará  su 
despacho  mas  en  e!  arbitraje,  y  tal  vez  no  tercero  en  dis- 
cordia y  en  el  Congreso,  que  en  el  Tribunal  Federal;  por 
lo  que  creo  que  el    mismo  interef?ado  se  conformará. 

Además,  Exmo.  Señor:  precedentes  de  esta  clase  pue- 
den dejar  huellas  funestas,  si  no  se  marca  bien  el  pro- 
cedimiento y  la  autoridad  para  los  casos  semejantes:  si  se 
abre  esa  puerta  de  asumir  el  Gobierno  y  tranzar  la  res- 
ponsabilidad de  los  subalternos,  por  abuso  de  autoridad 
en  el  ejercicio  de  sus  funciones:  cosa  no  vista  en  nin- 
guna parte,  en  ningún  gobierno,  sino  únicamente  cuando 
se  ha  obrado  con  sus  instrucciones,  ó  merecen  su  apro- 
bación, como  ya  liemos  dicho, 

¿Qué  razón  hay  p  ira  que  el  Señor  Lacasse,  nu  espe- 
rase la  instalación  de  los  Tribunales,  sino  queria  ocur- 
rir á  los  locales,  como  han  esperado  y  esperan  hoy  mis- 
mo muchos  estranjeros  á  la  par  de  los  hijos  naturales 
del  país? 

El  Asesor,  joven  de  talento,  pero  abogado  muy  nuevo, 
no  ha  fundado  su  dictamen  sino  en  dos  razones:  la  falta 
de  los  Tribunales,  y  la  calidad  de  estranjero  para  no  es- 
perar. 

Es  precisamente  todo  lo  contrario  ante  la  razón,  el  de- 
recho natural  y  la  Constitución;  porque  por  ella  misma,  los 
estranjeros  son  de  igual  ct>ndición  á  los  argentinos  en  el 
goce  y  ejercicio  de  los  derechos  civiles,  pero  nunca  po- 
drán ser  de  mejor  condición. 

¿Qué  caos  no  se  abriría  con  esta  doctrina^  si  á  los  miles 
de  estranjeros  que  viven  en  el  país,  se  les  reconociese 
tales  prerogativasí 

¿En  qué  Gobierno,  en  qué  Código  del  mundo  se  puede 
establecer  esta  doctrina? 
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Por  todo  lo  que  ha  espuesto  el  Fiscal,  cree  que  no  exis- 
tiendo el  motivo  que  ocasionó  aquella  resolución  del  Go- 
bierno del  Paraná,  de  carácter  puramente  supletoria,  por 
hallarse  ya  espedito  el  Poder  Judicial,  único  competente 
para  conocer  y  juzgar  este  asunto,  por  su  naturaleza  y 
leyes  del  país;  y  que  el  Gobierno  ni  debe  asumir  la  res- 
ponsabilidad de  las  faltas  ó  delitos  oficiales  de  los  em- 
pleados subalternos  por  abuso  en  el  desempeño  de  sus 
funciones,  ni  hacer  mas  complicado  y  moroso  el  proce- 
dimiento con  la  aprobación  del  Co  ngreso,  esponiéndose 
también  á  un  conflicto  con  el  Poder  Judicial;  que  esa  re- 
solución, según  aparece  de  autos,  no  fué  elevada  á  com- 
promiso ni  escritura  pública  según  Ley,  ni  se  han  fijado 
las  condiciones,  ni  acordado  el  caso  de  un  tercero  en  dis- 
cordia, y  por  todos  los  demás  fundamentos  de  la  mate- 
ria, se  puede,  á  juicio  del  Fiscal,  resolver  que  el  asunto 
pase  á  la  Corte  Suprema  para  su  conocimiento  y  reso- 
lución, con  lo  que  creo  también,  como  he  dicho  antes 
estará  conforme  el  interesado.  Con  esta  convicción,  ha 
creido  de  su  deber  el  Fiscal  pedir  la  reconsideración  del 
Decreto  del  Gobienio  del  Paraná,  cuando  se  trata  de  lle- 
varlo á  debido  efecto,  salvando  en  todo  lo  que  el  Gobierno 
tenga  á  bien  resolver.  Febrero  de  1863.— Ramón  Ferreira. 


Dictamen  del  Fiscal, — sobre  cuál  es  el  Juez  que  debe  conocer  en 
las  demandas  contra  un  Hinistro  Diplomático  Argentino,  en 
ejercicio  de  sus  funciones  en  otro  Estado,  por  obligaciones 
contraidas  antes  de  su  nombramiento. 

ExMA.  Cámara: 

Don  Melchor  Beláustegui  quiere  demandar  á  Don  Ma- 
riano Baudrix,  Encargado  de  Negocios  de  la  Confedera- 
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ción  en  Montevideo,  sobre  liquidación  de  cuentas  de  una 
sociedad  comercial,  que  tuvieron  el  ano  18  j3;  y  pide  que  se 
le  haga  comparecer  ante  los  Tribunales  Argentinos,  á 
virtud  de  la  inmunidad  que  goza  ante  las  autoridades  lo- 
cales de  Montevideo  por  su  carácter  diplomático. 

Para  resolver  este  asunto,  debe  resolverse  tros  puntos: 
si  se  goza  de  inmunidad  en  el  caso  presente;  dónde  debe  ser 
citado;  y  el  procedimiento  que  se  hade  seguir, 

1**  Con  respecto  á  la  inmunidad^  es  conocida  la  regla  en 
la  materia^  que  hace  la  distinción  délos  negocios  particu- 
lares y  obligaciones  contraidas  con  los  agentes  públicos 
antes  de  su  misión,  y  las  que  contraen  durante  su  ejercicio. 

En  el  primer  caso,  es  mas  libre  de  dudas  la  inmunidad 
en  materia  civil;  porque  pueden  tener  lugar  las  escepcio- 
nes  de subordiíación  á  las  autoridades  locales  por  actos 
voluntarios,  por  la  renuncia  tácita  ó  pérdida  de  la  inmuni- 
dad, según  la  naturaleza  del  asunto,  como  puede  suceder 
en  el  segundo  caso. 

Por  consiguiente,  habiendo  sido  hecha  la  sociedad  de 
negocios  mercantiles  mucho  antes  de  ser  Encargado  de 
Negocios;  y  n*)  versando  el  asunto  de  que  se  trata,  sobre 
bienes  raices,  ni  otra  escepción  de  las  que  reconoce  el  de- 
recho de  gentes,  es  cierto  que  goza  de  inmunidad. 

2^  Sobre  donde  debe  ser  demandado,  es  también  cono- 
cida la  regla  general  deque,  como  dice  Bello,  para  hacer 
efectivas  las  acciones  ó  derechos  civiles  contra  el  Minis- 
tro Diplomálico,  es  necesario  recurrir  a  su  Soberano;  y 
aún  en  los  casos  en  que  por  una  renuncia  esplícita  ó  pre- 
sunta, se  sujeta  á  la  jurisdicción  local,  solo  se  puede  pro- 
ceder contra  él  como  contra  una  persona  ausente. 

En  efecto,  es  ya  un  principio  de  derecho  consuetudinario 
de  las  Naciones,  que  se  debe  considerar  al  Ministra  Pu- 
blico, en  virtud  de  la  independencia  que  goza,  como  sino 
hubiera  salido  del  territorio  de  su  Soberano  y  continuase 
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viviendo  fuera  del  País  en  que  reside  realmente.  Aunque 
por  una  parte,  intereses  de  muy  alta  importancia  y  de  la 
dignidad  é  iudependeucia  necesaria  en  los  representantes 
del  Soberano,  han  constituí iti  la  iamunidad  é  indepen- 
dencia necesaria  en  los  representantes  del  Soberano,  han 
constituido  la  inmunidad  en  una  ley  universal  de  las  na- 
ciones, también  era  necesario  conciliarias  con  el  deber  de 
administrar  justicia,  y  que  no  quedasen  los  Ministros  fue- 
ra del  alcance  de  la  Ley  en  materia  civil,  exonerados  de 
responder  de  sus  actos  y  obligaciones  cojí  los  particu- 
lares. 

En  conformidad  con  estos  altos  principios,  dice  Vattel: 
«lodos  los  particulares,  ciudadanos  ó  estranjeros  que  tie- 
nen pretencíones  contra  un  Ministro,  sino  pueden  obtener 
satisfacción  del  mismo,  deben  acudir  á  su  amo  que  estu 
obligado  á  hacer  justicia  del  modo  mas  compatible  con  el 
servicio  público;  al  Principe  le  toca  examinar  si  conviene 
llamar  á  su  Ministro,  ó  señalar  el  Tribunal  ante  el  cual 
podrán  citarle,  ordenar  plazos,  etc.  En  una  palabra:  el  bien 
del  Estado  no  permite  que  pueda  cualquiera  turbar  al  Mi- 
nistro en  sus  funciones  sin  permiso  de!  Soberano;  y  éste 
como  obligado  á administrar  justicia  á  todos,  no  debe  au- 
torizar a  su  Ministro  á  negarse  a  ello,  ó  á  que  moleste  á  su 
contrario  con  injustas  dilaciones».  También  está  confor- 
me la  Ley  6,  T.  9,  lib.  3,  Nov.  Rec. 

Ahora,  ¿ante  que  Tribunal  de  su  Nación  se  le  ha  de  de- 
mandar? Algunos  autores  opinan  que  en  el  lugar  de  su 
residencia,  antes  de  la  enib'ijada;  otros  como  Vattel,  dicen 
que  nó;  porque  un  Ministro  depende  exclusivamente  del 
Soberano,  que  no  puede  ser  perturbado  en  el  servicio  por 
ninguna  otra  autoridad,  ni  salir  del  lugar  sin  su  voluntad. 

Pero  en  el  caso  presente  es  mas  fácil  la  resolución  por- 
que el  Señor  Baudrix  no  tiene  otra  residencia  que  la  de 
Montevideo,  allí  fué  también  celebrada  la  sociedad,  y  resulta 
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de  todo  que  no  hay  dentro  de  la  República,  un  fuero  espe- 
cial ni  de  domicilio  ni  del  contrato,  ni  otro  que  pueda  ar- 
raigar el  juicio;  y  viene  lu  última  regla  general  que  lo  con- 
sidera en  el  lugar  del  Ministro  de  Relacione!?  Esteriores 
de  su  Soberano. 

3°  ¿Cómo  deberá  ser  citado?  De  los  principios  sen- 
tados se  deduce  muy  claro:  un  Ministro  en  virtud  de  la 
inmunidad^  como  hemos  dicho,  se  considera  fuera  del 
territorio  local,  como  si  no  hubiese  entrado  en  él,  y  per- 
maneciese en  el  suelo  de  su  Nación;  está  fuera  de  ia  ju- 
risdicción de  las  autoridades  locales,  sin  residencia,  y  para 
ciertos  efectos  se  le  considera  solo  como  transeúnte. 

En  esta  ficción  convencional  de  las  Naciones  llamada 
extraterritorialidad,  se  apoya  la  inmunidad. 

Por  consiguiente  no  puede  ser  citado  un  Ministro  por 
exhorto,  como  en  las  c;iusas  comunes,  porque  un  Juez 
no  puede  notificar  el  exhorto  á  los  que  no  están  en  su 
jurisdicción,  en  su  territorio,  como  el  Juez  del  Paraná  al 
residente  en  Santa  Fé. 

Además,  un  Ministro  no  puede  recibir  órdenes  por  otro 
órgano  que  de  su  gefe  el  Ministro  de  Relaciones  Exte- 
riores, ni  tiene  voluntad  propia  para  retirarse,  ni  aban- 
donar  el  servicio  sin  orden  ó  consentimiento  de  su  Sobe- 
rano. 

Sucedería  de  otro  modo  el  gravísimo  inconveniente, 
que  á  la  citación  simple  de  un  Juez  estuviese  subordina^ 
do  y  obligado  á  dejar  el  servicio  y  comparecer  sin  la 
autorización  del  Soberano;  en  fin,  si  para  enjuiciar  á  los 
funcionariciS  públicos  subalternos,  se  ha  sancionado  la 
practica,  casi  general,  de  exijir  la  auiorizaeión  previa  del 
Gobierno,  ó  del  Consejo  de  Estado,  ¿cómo  se  podría  escep- 
tuar  los  Ministros  Públicos  en  tan  alto  rango,  estando 
ausentes  en  ejercicio  de  su  mandato?  Por  eso  dice  Vattel, 
que  al  Principe   tuca    examinar  si  conviene  llamar  á  su 
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Ministro,  ó  señalar  el  Tribunal  ante  el  cual  podrán  citar- 
lo y  emplazarlo.  De  manera  que  toca  esclusivamente  al 
Soberano  hacerlo  comparecer  por  sí  ó  por  apoderado;  y 
según  Vattel,  hasta  señalar  el  Tribunal. 

Por  los  fundamentos  que  ha  espuesto,  opnia  el  Fiscal: 
que  la  citación  que  se  ha  hecho  al  Ájente  de  Negocios, 
no  ha  sido  legal  ni  en  la  forma,  ni  por  autoridad  com- 
petente, porque  es  asunto  mercantil;  que  la  Cámara  debe 
declararle  Tribunal  competente  al  de  Comercio  de  esta 
Capital,  residencia  del  Ministerio  de  Relaciones  Exte- 
riores; y  comunicarlo  al  Gobierno  para  que  allane  el  com- 
parendo del  Ministro,  ó  la  inmunidad  ante  las  autoridades 
locales.— Paraná,  Febrero  28  de  1863. — Ramón  Ferreira. 

£a  Exma.  Cámara  de  Justicia  señaló  por  Juez,  al  de  Comercio  de  esta 
Capital. 


Dictamen, — sobre  si  las  Provincias  pueden  imponer  contribu- 
ciones locales  á  los  bienes  raices,  ó  establecimientos  na- 
cionales. 

ExMo.  Señor: 

La  cuestión  presente  se  puede  reducir  a  una  sola  pro- 
posición: ¿si  los  Gobiernos  ó  Lejislaturas  Provinciales,  en 
virtud  de  su  soberanía  reservada  por  la  Constitución  Ge- 
neral, pueden  imponer  Contribución  Directa  sobre  los  bie- 
nes raices  ó  establecimientos  Nacionales? 

Aunque  los  fundamentos  dados  por  S.  E.  el  Señor 
Ministro  de  Hacienda  en  su  informe  de  f.  6,  bastarían  por 
si  solos  para  sostener  el  Decreto  del  Gobierno  de  6  de 
Enero  último,  el  Fiscal,  cumpliendo  con  su  deber,  ocupa- 
rá su  rol  para  saticfacer  las  observaciones  y  disconfor- 
midades del  Exmo.  Gobernador  de  Córdoba  en  su  nota 
de  9  de  Febrero. 
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En  virtud  de  una  ley  provincial  se  cobra  y  ejecuta  la 
Contribución  Directa  en  la  Estancia  de  Caroya,  propie* 
dad  del  Colejio  de  Monset'rat,  establecimiento  Nacional 
por  Leyes  del  Congreso  del  uño  de  1855, 

A  la  negativa  justa  del  Rector  del  Colejio  de  Mouserrat, 
y  del  Gobierno  Nacional,  ha  contestado  el  Seilor  Gober- 
nador de  Córdoba,  que  está  perfectamente  convencido  de 
la  justicia  del  Gobierno  Nacional,  y  que  siempre  ha  con- 
siderado la  Ley  de  la  Provincia  mezquina  y  muy  poco 
jiisia  al  someter  á  contribución  directa  la  propiedad  del 
Colejio,  lo  misiüi)  que  los  establecimientos  de  beneficen- 
cia pública;  pero  que  nu  estaba  en  su  mano  modificarla 
Ley,  ni  interpretarla  de  otro  modo,  desde  que  no  hacia 
escepciones,  y  por  una  práctica  anterior  se  babia  obser^ 
vado,  considerando  los  establecimientos  Nacionales  á  la 
par  de  los  Provinciales  de  beneficencia,  como  los  Hos- 
pítales.  Ofrece  también  solicitar  de  la  Lej  isla  tura  la  escep-- 
ción  de  la  Contribución  para  el  Colejio. 

Fuera  de  estos  cumplidos,  y  librando  el  resultado  solo 
á  la  liberalidad  y  benevolencia  de  la  Lejislatura,  el  Go- 
bierno de  Córdoba  sostiene  la  cuestión  de  pió  Hj-me,  bajo 
el  punto  del  dereclio,  diciendo:  que  negarle  tal  facultad  á 
la  Provincia  sería  cúmprvmeter  lo.s  pnncipfos  consiiíucAo- 
nales,  y  menoscabar  los  derechos  federales  que  cada  Pro- 
vincia se  ha  reservado;  porque  el  derecho  que  cada  una 
tiene,  por  su  Soberanía  Provincial,  para  imponer  contri- 
buciones, se  versa  sobre  las  cosas  situadas  dentro  de  su 
territorio;  cualquiera  que  sea  el  dueño  ó  poseedor;  que 
la  Contribución  Directa  afecta  esclusivaraente  la  propie- 
dad sin  tomar  en  cuenta  para  nada  al  propietario  ó  po- 
seedor, y  sin  que  su  carácter,  cualquiera  que  sea,  pueda 
eximirle  de  satisfacerhi. 

Alortur.adamente,  al  Fiscal  le  servirán  de  base  los  mis- 
mos principios  constitucionales,  para    dilucidar  tu  cues- 
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tion  de  una  manera,  que  á  su  juicio,  espera  que  el  mismo 
Gobierno  de  Córdoba  y  su  Leji^Iatura  escusaran  el  con- 
flicto; y  no  hesitarán  dar  su  adhesión  á  la  resolución  del 
Gobierno  Nacional 

Observaremos  el  mismo  orden  de  la  nota. 

En  primer  lugar:  el  argumento  de  que  la  Ley  de  la 
Provincia  no  esceplúa  espresamente  los  bienes  Nacio- 
nales, no  es  sólido,  para  probar  que  los  comprenda,  y 
puede  consistir  la  equivocación  en  la  interpretación  de  la 
Ley;  porque  no  es  consecuencia  forzoso  que  la  Ley  haga 
mención  de  las  cosas  sobre  que  no  lejisla;  y  por  consi- 
guiente no  se  puede  aplicar  la  regla  de  derecho:  exeptio 
flrmaí  regulam   in  eonirariu)it. 

2°  Tampoco  se  puede  argüir  con  el  silencio  ó  consen- 
timiento tácito  del  Gobierno  Nacional  en  la  Adminis- 
tración anterior;  porque  no  consta  que  lo  haya  permi- 
tido, y  el  silencio  puede  proceder  de  otras  cansos;  de  un 
descuido  ó  tolerancia  del  Rector,  como  hubieni  ahora  con- 
tinuado si  se  calla  el  actual;  ó  tal  vez  de  que  la  Estancia 
ha  corrido  por  manos  de  arrendatarios,  ó  cualquier  otra 
circunstancia;  pero  sea  lo  que  fuese,  ninguna  razón,  nin- 
gún fundamento  puede  producir  prescrición,  ni  menoscabo 
contra  la  propiedad  del  Colegio. 

S*^  Si  está  en  la  Soberanía  Provincial  imponer  contri- 
bución á  los  bienes,  establecimientos  ó  tierras  Naciona- 
les, es  la  cuestión  de  fondo,  y  única  en  la  materia. 

Felizmente  la  resolución  está  tan  ii poyada  en  el  testo 
espreso  de  la  Constitución,  y  con  tanta  claridad,  que  aleja 
todo  temor  de  un  conflicto  entre  las  Autoridades  Nacio- 
nal y  Provincial,  Las  Provincias  Unidas  del  Rio  de  la 
Plata,  imitando  á  los  Estados  Unidos  del  Norte,  se  han 
constituido  bajo  el  réjinien  federa!,  dividiendo  su  Sobera- 
nia  y  creando  un  gobierno  general  supremo,  que  ejerce 
esclusivamente  la  Soberania  esterior;  y  la  interior  limi- 
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tada,  pero  completa  dentro  de  sus  atribuciones,  ejerce  los 
tres  poderes,  L^jislativo,  ejecutivo  y  judicial  dentro  de  su 
competencia  delegada  por  las  Provincias,  miembros  ins- 
tituyentes  de  la  Confederación;  sus  leyes  tienen  fuerza 
ejecutoría,  por  autoridad  propia  en  todas  las  Provincias, 
sin  la  intervención  de  la  autoridad  local.  Las  Provincias 
por  su  parte,  no  ejercen  la  Soberanía  esterior,  y  la  in- 
terior la  ejercen  plenamente  en  todo  lo  que  no  han  dele- 
gado y  se  han  reservado.  Por  eso  los  publicistas  á  esta 
clase  de  Gobiernn  le  han  llamado  Federal  Supremo,  cora- 
puesto  ó  misto;  á  difernucia  de  his  otras  Confederacio- 
nes como  la  Germánica,  que  las  leyes  generales  de  la 
Dieta,  aunque  sean  verdaderas  leyes,  no  tienen  fuerza  eje- 
cutoria en  e!  territorio  de  los  Estados,  sino  con  la  inter- 
vención y  pase  de  la  autoridad   local. 

Veamos  ahora  la  Constitución:  el  art.  104,  dice:  «las 
Provincias  conservan  todo  el  poder  no  delegado  por 
esta  Constitución  al  Gobierno  Federal»  Y  por  el  art,  108; 
«las  Provincias  no  ejercen  el  poder  delegado  ala  Nación.^ 
No  puede  ser  mas  clara  la  consecuencia  forzosa  de  que 
tas  Provincias  no  pueden  gobernar  ni  lejislor  en  la  ma- 
teria delegada  á  la  Nación;  que  habiendo  dividido  la  So- 
beranía, y  formado  dos  Gobiernos  Soberanos,  general  y 
provincial  independientes,  con  autoridad  propin,  parale- 
jislar  y  gobernar  cada  uno  dentro  de  sus  límites,  no  pue- 
den invadirse  el  uno  al  otro. 

El  art.  67,  inciso  27,  le  da  al  Congreso  Federal  la  fa- 
cultad de  ejercer  una  lejisloción  e^ciitxtra  en  todo  el  terri- 
torio de  la  Capital  de  la  Nación;  y  sobre  los  demás  lugares 
adquiridos  ípor  compra  ó  cesión,  en  cualquiera  de  las 
Provincias,  para  establecer  fortalezas,  arsenales,  almace- 
nes ú  otros  csíablecimienios  de  utilidad  Nacional». 

Por  et  art.  86,  inciso  I''.  «El  Presidente  es  el  Gefe 
Supremo  de  la  Nación,  y  tiene  á  su  cargo  la  Adminis- 
tración general  del  país»>. 
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Luego  es  indudable  por  todo  lo  dicho,  que  existen  y 
coexisten,  en  la  Nación  dos  Gobiernos,  dos  administra- 
ciones y  dos  tesoros,  distintos  y  completos  cada  uno  en 
su  esfera,  instituidos  y  creados  por  las  Provincias  mis- 
mas, y  deslindadas  sus  atribuciones  por  la  Constitución. 

Que  por  consiguiente;  las  Provincias  no  pueden  disponer 
en  su  propio  servicio  de  las  cosas,  recursos  ó  medios 
que  han  separado  ó  cedido  para  la  formación  de  Gobierno 
General  en  favor  de  todas:  porque  ya  pertenecen  á  la 
comunidad,  y  sería  con  perjuicio  de  las  demás,  la  inter- 
vención de  cada  una,  estravinndo  de  su  destino  las  cosas 
nacionales,  y  lejislar  y  administrar  sobre  ellas  los  dos 
Gobiernos. 

Además:  esto  traería  también  el  menoscabo  y  la  ruina 
de  la  misma  obra,  de  los  recursos  destinados  á  ella  por 
propio  voto  y  espontáneo  de  todas,  para  el  finque  se  han 
propuesto,  su  bienestar  y  felicidad  común.  Si  cada 
uno  se  hubiese  reservado  el  derecho  de  disponer  y  go- 
bernar en  su  propio  servicio,  las  cosas  Nacionales  dentro 
de  su  territorio,  no  existiría  la  Soberanía  Nacional;  y  á 
más  de  ser  con  perjuicio  de  la  comunidad,  resultaría  que 
el  Gobierno  General  no  ejercería  la  lejislación  esclusiva  en 
los  establecimientos,  ni  la  administración  suprema,  si  ellos 
podían  ser  gravados  con  contribución  territoral. 

Resultaría  en  fin  que  podrían  serlo  las  tierras  Nacio- 
nales, los  edificios  improductivos  destinados  al  servicio 
de  la  Nación,  los  valiosos  que  tiene  en  el  Paraná,  y  todos 
los  bienes  raices,  hasta  las  Aduanas,  casas  de  inválidos, 
cuarteles  y  cárceles,  según  el  principio  general  asentado 
por  el  Gobierno  de  Córdoba,  de  no  reconocer  escepción 
de  dueños,  ni  poseedor  estando  dentro  del  territorio.  Las 
tierras  nacionales,  están  en  territorios  provinciales,  ce- 
didas á  la  comunidad  para  el  servicio  de  todas,  no  de 
una  sola;  y  por  ese  pacto  están  inhibidas  cada  una  de 
disponer  ni  aprovechar  su  servicio  en  beneficio  propio. 
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En  fin,  Exmo.  Sefiorj  siguiendo  por  esa  ruta/podíu  llegar 
la  hipótesis  lógica  de  los  hechos,  hasta  encontrarse  el  Era- 
rio Nacional  perteneciente  á  la  comunidad,  gravado  cou 
el  pago  de  contribuciones  en  las  más  de  las  Provinciasí 
por  que  en  las  más  de  eilas  existen  tierras,  edificios  ó 
establecimientos  nacionales;  y  porqué  si  la  Provincia  de 
Córdoba  tiene  derecho  lo  deben  tener  todas.  Todo  lo  que 
se  ha  dicho  no  importa  desconocer  la  facultad  que  tienen 
tas  Provincias,  para  hacer  uso  del  recurso  del  impuesto, 
cada  una  dentro  de;su  casa.  La  Constitución  se  los  dá 
en  concurrencia  con  el  Gobierno  Nacional,  lo  mismo  que 
el  recurso  del  crédito  público,  yáescepción  del  de  Afltm- 
ñas  que  es  esclmiro  del  Tesoro  Nacional,  con  arreglo  á 
los  artículos  4,  107  y  108. 

Pero  no  es  esta  la  cuestión,  sino  que  no  pueden  some- 
ter á  impuesto  local,  las  cosas  destinadas  al  servicio  del 
Gobierno  Nacional  ó  pertenecientes  á  él,  por  adquisición 
ó  cesión;  porque, como  dice  Story:  sería  debilitarlos  me- 
dios empleados  por  el  Gobierno  en  el  ejercicio  de  sus 
poderes  constitucionales,»  Asi  se  ha  entendido  y  prac- 
ticado en  Estados  Unidos;  muchos  casos  ha  resuelto  la 
Corte  Suprema  en  este  sentido;  y  el  mismo  Story  da 
una  solución  incontrovertible:  «Cuando  el  Congreso,  dice, 
crea  impuestos  sobre  las  Corporaciones  en  los  Estados, 
el  impuesto  pesa  sobre  los  instituyentes  mismos,  y  debe 
ser  uniforme;  pero  cuando  un  Estado  impone  contribu- 
ciones á  una  institución  establecida  por  ^el  Congreso,  lo 
hace  sobre  un  acto  de  autoridad  superior  é  independiente, 
que  no  está  represcniada  en  fa  le/islacíón  del  Estado», 
He  ahí  la  razón  tan  evidente,  por  que  no  choca  que  el  Go- 
bierno Nacional  pueda  imponer  á  las  Provincias  contri- 
buciones equitativas  y  proporcionadas  a  la  población,  se- 
gún el  articulo  4;  y  las^Provincias  no  pueden  hacerlo  con 
las  cosas  Nacionales.    Ellas  son^   como  dice  Story,  las 
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mismas  instituyentes^  las  mismas  partes  que  han  creado 
y  ejercen  los  dos  Gobiernos  bajo  distinta  forma,  por  me- 
dio de  agentes  ó  apoderados  para  los  negocios  generales 
de  la  comunidad,  y  para  los  asuntos  particulares  y  re- 
servados. Por  consiguiente,  están  obligadas  á  contribuir 
con  todo  lo  que  han  prometido  dar  y  no  pueden  disponer 
ó  menescabar  en  beneficio  propio,  lo  que  han  destinado 
para  la  obra  de  la  comunidad. 

Para  robustecer  mas  lo  que  se  ha  dicho,  copiaremos  al 
mismo  Story,  en  los  párrafos  siguientes:  Del  cap.  del  po- 
der de  contribución  núm.  502,  503  y  504.  En  ellos  se  ven 
dos  casos  ocurridos  en  el  Estado  de  Maryland,  en  los  que 
la  Corte  Suprema  decidió;  que  según  la  Constitución,  un 
Estado  no  podia  someter  á  impuesto  local  los  bancos  ni 
capitales  de  un  empréstito  establecidos  por  el  Gobierno 
General.  .  .  .y  después  dice:  «es  conveniente  observar 
que  todas  estas  decisiones  de  la  Corte  Suprema  versan 
sobre  este  punto;  que  los  Estados  no  pueden  tener  la  fa- 
cultad de  someter  á  un  impuesto  local,  un  acto  emanado 
del  Gobierno  Federal;  por  ejemplo,  los  títulos  emitidos 
por  un  empréstito  público;  y  por  ahí  debilitar  los  medios 
empleados  por  el  Gobierno  en  el  ejercicio  de  sus  poderes 
constitucionales;  pero  se  ha  reconocido  que  pueden  impo- 
ner á  los  bancos  y  demás  corporaciones  instituidas  bajo 
su  autoridad;  á  menos  que  hayan  renunciado  este  derecho 
en  sus  cartas  de  incorporación.  Agreguemos  que  el  Con- 
greso puede,  sin  dtfda  alguna,  imponer  los  Bancos  de  los 
Estados;  porque  esto  entra  evidentemente  en  la  facultad 
de  contribución  dada  al  Gobierno  General  y  concluye  con 
las  palabras  que  antes  hemos  citado. 

Finalmente,  por  la  Ley.de  30  de  Noviembre  de  1854,  el 
Congreso  General  cedió  á  las  Provincias,  en  calidad  de 
subsidio,  el  beneficio  de  la  Contribución  Directa,  y  renun- 
ció su  aplicación  á  objetos  nacionales,  á  pesar  de  la  es- 
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cases  del  Erario  Nacional;  después  siempre  ha  seguido 
dando  subsidios  á  las  Provincias,  y  el  último  Congreso  del 
62  acordó  la  sama  de  200  mil  pesos  plata  para  ese  objeto. 

¿Cómo  se  podrid  conciliar  con  lodo  esto  la  facultad  de 
imponer  una  Provincia  en  los  bienes  nacionales  destinados 
ai  servicio  de  todas,  la  misma  contribución  que  el  Gobier- 
no Nacional  la  habia  donado;  y  resultando  además  contri- 
buyente con  sus  propios  bienes? 

¿Que  los  recursos  escasos  de  la  Nación  ó  comunidad» 
sufriesen  también  ese  menoscabo,  pagando  impuestos  en 
pro  de  cada  Provincia,  á  mas  de  los  subsidios  acordados 
en  beneficio  particular^  no  de  todas? 

Ese  Colegio  rinde  servicios  nacionales,  como  cualquier 
otro  esiableciniionto  Nacional,  y  Córdoba  los  aprovecha 
en  mayor  escala.  El  Fiscal  espera  que  la  Legislatura  de 
Córdoba  declarará  no  comprendidas  en  la  Ley  de  la  Pro- 
vincia, las  propiedades  del  Colegio;  en  el  caso  inesperado 
dé  su  resistencia,  cree  el  Fiscal  que  el  Gobierno  Nacional 
no  puede  declinar  el  conflicto,  y  que  debe  sostener  su  re- 
solución dada  en  6  de  Enero.  Tales  el  juicio  del  Fiscal 
en  este  delicado  asunto,  salvo  el  de  V.  E. — Marzo  6  de 
1863. — Ramón  Fe hr eirá. 
En  ese  estado  qnetJó  el  aeiinto. 


Inarray  Sempé,— cobran  el  valor  de  un  terreno  que  les  fué 
espropíado  para  establecer  una  batería. 


En  Marzo  10  dé  186:1,  loa  .Sffiore«  [narra  y  St!miH\  piden  se  lea  abone  el 
valor  de  un  terreno  aobítí  la  costa  del  Paraná,  que  les  fué  e«propiado 
para  e«taí>lecer  en  él  una  batería. 

Pasado  al  Fiscal,  dijo: 

ExMO.  Señor: 
No  apareciendo  ningún  justificativo  de  lo  que  esponen 
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los  solicitantes,  puede  V.  E.  mandar,  si  le  parece,  que  se 
presenten  con  todos  sus  datos  y  documentos  déla  mate- 
ria para  proveer  lo  que  hubiere  lugar  en  justicia, — Mayo  24 
de  1863.— Ramón  Ferreira. 
Y  después  de  varias  actuaciones  informó  de  la  manera  siguiente: 

ExMO.  Señor: 

Por  la  escritura  pública  de  f.  12  y  documento  de  f.  7, 
resulta  que  los  Señores  Inarra  y  Sempé  vendieron  al 
Gobierno  Nacional  del  Paraná,  el  terreno  de  que  se  trata 
en  la  Ciudad  del  Rosario,  por  el  precio  de  su  tasación 
practicada  por  peritos:  que  han  recibido  parte  del  precio 
en  pago,  y  cobran  lo  que  falta  según  dichos  documen- 
tos. También  proponen  la  rescisión  del  contrato  los  ven- 
dedores, y  que  se  les  devuelva  el  terreno. 

En  el  primer  caso,  resulta  una  deuda  contra  el  Gobier- 
no que  quedó  pendiente,  y  por  su  fecha  corresponde  á 
la  flotante  que  se  halla  sujeta  á  la  clasificación  de  la 
Comisión  Especial,  y  debe  pasar  á  ella  el  asunto. 

En  el  segundo  caso,  si  el  Gobierno  quiere  aceptar  la 
rescisión  del  contrato,  debe  hacerse  según  las  leyes  ge- 
nerales, devolviendo  el  terreno  en  el  estado  en  que  lo 
recibió,  con  la  indemnización  por  el  uso  que  el  Gobierno 
ha  hecho.  Sobre  estas  bases  el  Gobierno  resolverá  lo 
que  crea  mas  conveniente. — Julio  15  de  1863. — Ramón 
Ferrbira. 

Pasado  al  Procurador  General,  éste  dijo  en  24  de  Setiembre  de  1872: 

ExMo.  Señor: 

Por  los  documentos  de  f.  7  y  f.  12,  aparece  que  en  8 
de  Julio  de  1861,  el  Gobierno  de  la  Confederación  com- 
pró á  los  Sres.  Inarra  y  Sempó  un  terreno  de  su  propie- 
dad, situado  en  la   barranca  del  Rosario,  en  la  cantidad 
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le  pesos  4,957.48,  de  los  cuales  solase  pagaron  ps.  718,63; 
quedando  por  consiguiente  á  debérsele  ps.  4,238,85. 

V.  E.  propuso  á  los  acreedores  por  el  Decreto  de  f.  27  v., 
ó  rescindir  el  contrato  y  entregarles  su  terreno,  ó  pagar 
la  deuda  en  la  forma  que  la  Jey  autoriza  para  pagar  la 
deuda  flotante  de  la  Confederación,  no  habiéndose  acep- 
tado ninguna  de  estas  proposiciones. 

Ahora,  Don  Martin  Amespil,  á  quien  ha  sido  cedido  el 
crédito,  en  toda  forma,  acepta  una  de  esas  proposiciones, 
pidiendo  que  se  le  pague  el  crédito  en  Fondos  Públicos,  j 
siendo  ésta  una  oferta  del  Gobierno,  y  estand>  probado 
lejítimanaente  el  crédito,  creo  que  no  puede  negársele  la 
que  solicita. 

Por  consiguiente,  mi  dictamen  es  que  se  le  mande  pagar 
la  cantidad  de  ps.  4,238.85  de  17  en  onza,  en  Fondos  Pú- 
blicos del  G  por  ciento.— Fkancísco  Pico. 

Resolución — 

Departamento  de  Guerra  y  Marina. 

Buenos  Aires,  Diciembre  3  de  1872.— Incríbase  en  Fondos 
Públicos  á  favor  del  interesado,  la  cantidad  de  seis  mil 
cuatrocientos  setenta  y  tres  pesos,  cuarenta  centavos 
plata  de  17  en  onza,  á  sus  efectos  pase  á  la  Contaduría 
General  para  su  entrega  al  interesado,  quien  ocurrirá  á 
la  Junta  de  Crédito  Público  para  su  inscripción.^SAR- 
MIENTO*  — Ul\dislao  Fkias,  —  Carlos  Tejkooh.— L. 
Domínguez.— M-  de  Gainza— N,  Avellaneda. 


Gettiiig  y  G^.^pide  se  revoque  la  sentencia  de  la  Junta  de 
Comisos  declarando  en  comiso  unos  cajones  de  creas* 


En  20  de  Mareo  de  1868,  loa  SreB.  Gettíng  y  C  * .  piden  la   revocación 
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de  U  sentencia  de  la  Junta  de  Comiflos  que  decUra  caídos  en  comí 
80  unos  cajones  de  crfíos;  y  les  prolilbe  además  todo  dep<^ito* 

£n  26  de  Mayo  pasó  al  Fiscal  y  dijo: 

ExMO.  Señor: 


Según  el  informe  del  Alcaide  Principal,  Don  N.  Marün  1 1*, 
resulta  que  los  bultos  en  cuestión  no  se  encontraron  en 
el  depósito  particular  á  cargo  de  la  misma  casa  de  los 
Sres,  Getting  y  C**.,  y  que  estos  Señores  le  dijeron  qne 
les  habia  sido  entregado  bajo  de  fianza  por  la  Aduana; 
mas  resulta  falso  este  aserto  y  que  no  existía  tal  fianza 
según  el  informe  del  Contador  Principal  t  2.  Se  sigue 
la  sumaria,  y  después  aparecen  los  mismos  bultos  en 
dicho  depósito,  y  á  juicio  del  vista  denunciante^  Don  Pudro 
Domínguez,  y  del  Ayudante  Casal,  no  están  en  la  misma 
condición  sino  removidos  y  cambiados  su  interior. 

La  Comisión  de  Tarifa  de  Avalúos,  á  f.  9  también  los 
clasifica  sospechosos,  porque  dicen  que  se  encuentran, 
en  los  cajones  las  piezas  de  creas  con  una  doblez  dístiH' 
ta  de  las  de  crea  lu  que  deja  un  vacio  en  el  cajón  en 
que  ambas  se  hallan.  La  parte  de  los  Sres.  Getting  des- 
miente al  Alcaide  General  sobre  sus  asertos  de  haberle 
dicho  de  la  fianza  y  tacha  á  éste  y  á  los  Vistas  de  par- 
ólalas interesados  en  el  negocio,  por  el  decomiso  que  les 
toca. 

Necesario  sería  aceptarle  dos  cosas  para  darle  razón: 

!•  Que  el  Alcaide  le  ocurrió  la  peregrina  idea  de  calum- 
niar á  los  Sres.  Getting  y  C*,,  inventando  (el  medio  raro) 
de  que  éste  le  hubiese  dicho  la  de  la  fianza. 

2*  Que  en  todos  los  asuntos  de  esta  clase,  se  tacha- 
rían los  empleados  del  Resguardo  y  serian  nulos  sus  in- 
formes, en  vez  de  ser  pruebas  oficiales  que  valen  y  se 
les  debe  dar  crédito  mientras  no  se  destruyan  por  otras 
pruebas,  como  es  en  todas  partes. 
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Todo  el  mérito  del  espediente  confirma  el  hecho  de  una 
alteración  en  la  condición  interior  del  cftjon;  y  agregan- 
do  ni  juicio  de  la  Comisión  de  Tarifa  y  !a  calidad  de  ser 
en  depósito  particular  de  Ui  misma  casa,  que  la  hace  res- 
ponsuble  hasta  la  culpa  levísima,  ha  creído  la  Junta  de 
Comisos  que  debía  espedirse  en  la  forma  que  li>  ha  he- 
cho, adhiri¿'nduse  el  Fiscal  á  su  resolución.— Ramón  Fek- 

RBIKA. 

Resolución— 

Departamento  de  Hacienda. 

Buenos  Aires,  Mayo  9  de  1863.— Resultando  del  es- 
pediente que  el  Vista  Pedro  J.  Dominguez  no  fue  el  que 
rejistró  los  cíijones  de  que  se  trata,  sino  el  Ayudante 
Casal,  y  que  por  lo  tanto  su  juicio  es  meramente  referen- 
te a  tos  informes   dados  por  el  Ayudante, 

Resultando  también  que  no  consta  de  una  manera 
positiva  que  esos  c?ijones  hubiesen  sido  entregados  á  la 
casa  de  los  Sres.  Getting  y  C'*.,  ni  apareciendo  la  fianza 
que  se  dice  había  otorgada  por  ellos;  no  constando  tam« 
poco  que  dichos  cajones  hubiesen  sido  removidos  del  de- 
pósito en  que  se  encontraban  y  que  los  fundamentos  paru 
presumir  que  han  sido  cambiados  los  efectos  que  cun* 
tenian  son  meras  presunciones  accesorias;  y  tampoco 
están  demostradas,  se  revoca  la  providencia  de  fojas  10 
y  en  su  virtud  despáchense  los  cajones  números  12  y  13 
en  la  forma  ordinaria.  Comuniqúese  etc.— MITRE.— 
Dalmacio  Velez  Saksfield. 


Dictamen  del  Fiscal  en  una  reclamación  del  Ministro  de  los 
Estados  Unidos,  en  protección  de  unos  hijos  herederos  de 
un  subdito,  pero  nacidos  en  territorio  argentino. 

KxMO.  SííiSor: 

Cumpliendo  con  el  Decreto  de  V.  E.,  el  Fiscal  se  con- 
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cretará  á  su  tenor  literal,  prescindiendo  de  los  incon- 
venientes que  no  son  de  su  resorte  contestar;  y  empezará 
por  fijar  la  cuestión  en  su  verdadero  punto  de  vista. 

Sobre  la  base  indudable  de  que  son  ciudadanos  y  sub- 
ditos argentinos  de  nacimiento,  los  herederos  acreedores 
al  Gobierno,  íiijos  de  padres  de  Estados  Unidos  que  el  Señor 
Ministro  toma  bajo  su  protección,resulta  incuestionable  que 
ellos  se  liallan  en  el  mismo  caso  que  los  demáá  ciudadanos  y 
subditos  argentinos  de  nacimiento,  con  los  mismos  de- 
rechos y  obligaciones  civiles  y  políticas.  Esto  no  solo 
es  bajo  el  actual  réjimen  de  gobierno  por  la  Constitu- 
ción Federal,  sino  por  nuestro  derecho  público  constitu- 
cional desde  la  Independencia,  como  lo  iustifican  las  ac- 
tas y  sanciones  de  los  Congresos  en  los  anos  13,  15, 19, 
24  y  53. 

Por  consiguiente,  es  desde  entonces,  no  de  ahora,  que 
r'ige  bl  principio  de  la  nacionahdad  natural  sobre  la  base 
del  nacimiento.  Siendo  ésta  una  verdad  y  un  hecho,  re- 
sulta que  los  individuos  herederos  de  quienes  se  habla, 
han  sido  ciudadanos  argentinos  desde  que  nacieron, 
iguales  en  todos  los  derechos  y  obligaciones  á  los  de- 
más argentinos  de  padres  nacionales.  Esta  verdad  cons- 
tituida en  un  principio  de  derecho  público  general  y  ar- 
gentino, no  admite  discusión;  y  demuestra  hasta  la  evi- 
dencia la  incompatibilidad  con  la  intervención  diplomá- 
tica que  se  pretende  por  el  Sr.  MiJiistro  de  los  Estados 
Unidos;  pues  aduiitida  en  favor  de  los  herederos,  hijos  de 
un  subdito  estranjero,  sería  difícil  determinar  su  límite, 
existiendo  el  mismo  fundamento  para  admitirla,  en  favor  de 
todos  los  ciudadanos  y  subditos  argentinos,  que  fuesen  des- 
cendientes de  estranjeros;  y  el  inconveniente  aumenta  sus 
dimensiones  si  se  considera  el  gran  número  de  población 
estranjera  que  existe,  y  que  el  País  está  llamado  A  tener 
por  su  propia  virtud. 

20 
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Esta  posición  inespugnable  de  la  cuestión,  parece  que 
el  mismo  Señor  Ministio  no  la  desconoce,  ni  trata  de  com- 
batirla; Y  que  tija  la  discusión  en  otro  terreno  que  le  parece 
favorable,  apoyado  en  circunstancias  especiales  que 
colocan  la  cuestión  en  una  escepción  del  principio  general; 
por  consiguiente,  viene  á  concretarse  la  discusión  al  exa- 
men y  estudio  de  esas  causas  escepcionales. 

El  Fiscal  encuentra  el  fundamenta  para  opinar  así,  en  lo 
mismos argunit^ntos  del  Sr  Ministro.  «Yo  establezco,  dice, 
que  bajo  estas  circunstancias,  este  Gobierno  se  halla  impe- 
dido de  deducir  semejante  objeción,  contra  la  interposición 
de  mi  Gobierno  á  su  favor»);  es  decir,  que  solo  bajo  ese  punto 
de  vista  escepcional,  cree  poder  sostener  la  cuestión. 

Ahora  vamos  á  ver  cuáles  son  esas  causales  tan  pode- 
rosas que  acepta  el  Señor  Ministro  con  tanta  confianza, 
y  las  consideraremos  detalladamente. 

En  primer  lugar,  pone  como  uno  délos  principales  fun- 
damentos para  su  intervención,  la  i/rande  injusticia  e 
indolencia  del  Gobierno  Argentino,  para  pagar  la  deuda; 
siendo  esa  la  causa  esclusiva,  dice,  de  haber  nacido  aquí 
los  herederos  reclamantes,  y  de  ser  ciudadanos  Ar^eiiti-  " 
nos;  pues  sin  ese  motivo,  el  tí  nado  padre  de  ellos,  no 
pensó  venir  aquí;  y  corrobora  esta  idea,  diciendo  que  es 
un  principio  de  derecho  que  narf/e  puede  aprovecharse  fl 
del  mal  que  irrogue;  y  resulta  que  en  virtud  de  esa  m- 
Justicia  i¡  ncfjUfjencia,  ó  de  un  perjuicio  hecho  á  tercero, 
el  gobiento  pvcda  reclamar  una  escepción  á  que  de  otro 
modo  ningún  título  tendría.  Mas  adelante  vuelve  sobre 
lo  mismo  y  confirma  que  si  no  son  ciudadanos  de  Estados 
Unidos,  es  a  causa  de  la  demora  y  perjuicio  que  les  ha  irro- 
gado el  Gobierno  Arjentino.  .  .  y  termina  diciendo  que  está 
cierto  de  que  el  Gobierno  actual  no  tiene  la  voluntad  ni  | 
tampoco  el  derecho  para  sacar  rentaja^  del  propio  mal\ 
que  infiriera* 
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Al  contestar  el  Fiscal  no  se  dá  cuenta  de  los  inconve- 
nientes que  ofrecen  conceptos  tan  exaltados  y  hasta  in- 
juriosos, y  solo  aprecia  su  valor,  como  argumentos  que 
se  hacen  servir  para  probar  la  personería  diplomática 
del  Señor  Ministro. 

A  tal  sentido  se  oponen  las  reflexiones  siguientes: 
1*  Que  admitiendo  la  hipótesis  con  los  colores  que  se 
describen,  no  por  eso  se  falsificaría  el  hecho  de  ser  ciu- 
dadanos y  subditos  Argentinos  los  reclamantes,  y  de  no 
serlo  de  los  Estados  Unidos,  como  no  lo  disputa  y  lo  confiesa 
el  Sr.  Ministro,  aunque  culpando  al  Gobierno  de  ese  resulta- 
do. Por  consiguiente,  concediéndole  al  Sr.  Ministro  todo  lo 
que  desea,  la  cuestión  no  se  altera  bajo  el  punto  de  vista  del 
derecho  público  y  de  la  ciudadanía. 

Además,  una  simple  morosidad  y  de  ninguna  manera 
una  resistencia  ó  negación  de  la  deuda,  es  todo  lo  que 
se  puede  deducir  de  los  argumentos  del  Sr.  Ministro;  esto 
se  justifica  con  su  mismo  relato  de  la  historia  del  asunto, 
cuando  confiesa  que  en  los  años  1826  y  1829,  fué  arre- 
glado el  reclamo  por  una  Comisión  del  Gobierno,  nom- 
brada ad  hoc,  resultando  una  considerable  suma  á  favor 
de  los  interesados,  que  si  no  se  ha  pagado  por  el  estado 
constante  de  guerra  civil,  tampoco  hay  derecho  ni  razón 
para  interpretarse  ánimo  de  eludir  la  responsabilidad  el 
Gobierno  como  lo  manifiesta  el  Sr.  Ministro,  lo  que  no 
puede  esplicarse  sin  un  concepto  injurioso.  Nos  afronta 
el  Sr.  Ministro  la  conductad  de  Estados  Unidos  no  solo 
justa  sino  franca  y  generosa,  sin  que  jamás  se  haya  cuestio- 
nado la  responsabilidad  del  Gobierno  en  casos  semejantes; 
pero  esto  está  contestado  con  dos  observaciones  muy  po- 
derosas; 1*  que  por  lo  que  acabamos  de  demostrar  con 
respecto  á  este  asunto,  hay  hechos  positivos  que  salvan  de 
ese  cargo  la  conducta  del  Gobierno  Argentino;  2*  que  sin 
hallarse  el  Gobierno  Argentino  en  iguales  condiciones  de 
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tranquilidad,  riqueza  y  prosperid?.d  délos  Estados  Unidos, 
no  ha  dejado  do  tener  un  proceder  igualmente  legal,  franco 
y  generoso,  y  de  aceptar  su  responsabilidad,  toda  vez  que 
!a  lia  creído  conforme  A  los  principios  de  justicia  y  equidad. 

Existe  el  hecho  palpitante  de  las  convenciones  del  año 
59,  y  aun  pendiente  con  los  Gobiernos  de  Inglaterra, 
Francia,  y  Cerdeua,  en  cuyos  arreglos  se  le  dio  intervención 
al  Gobierno  d  *  Estados- Unidos  y  pudo,  como  los  otros 
citados,  haber  hecho  uso  de  ella  para  los  reclamos  que 
creyese  legales;  luego  el  Gobierno  Argentino  tiene  dere- 
cho para  devolver  el  cargo,  y  protestar  contra  los  epí- 
tetos injuriosos  y  gratuitos  de  injusto  y  negligente. 

De  todo  esto  deduce  el  Fiscal  la  consecuencia  definitiva 
de  que  la  morosidad  del  pago  no  prueba,  ni  puede  in- 
terpretarse la  mente  de  í??iírfír  la  responsabilidad;  ni  menos 
la  denegación  de  justicia  ó  de  un  derecho  perfecto,  base 
indeclinable  para  que  pueda  tener  lugar  la  intervención 
oHcialj  aún  en  protección  de  subditos  nacionales;  y  la 
cual  no  debe  emplearse,  según  los  publicistas,  sino  en 
solicitudes  conforme  á  las  leyes  locales;  y  línicaraente 
cuando  se  hayan  agotado  por  los  interesados  todos  los 
medios  legales  ante  las  autoridades  del  país. 

Escusado  es  hablar  en  el  otro  caso,  cuando  son  ciuda- 
danos del  país  los  reclamantes,  y  ni  han  sido  ní  son  siib- 
dilo.=i  del  Gobierno  estrangero;  porque  fáltala  base  y  los 
términos  hábiles  para  la  protecciór.. 

En  segundo  lugar,  se  dice  por  el  Señor  Ministro  que 
la  protección  es  por  un  reclamo  de  unos  subditos  ame^ 
ricanos,  padres  de  los  herederos,  y  califica  hasta  de  ab- 
surdo negarle  en  este  caso,  !a  intervención. 

Sensible  es  encontrar  en  el  Sr.  Ministro  una  convicción 
formada  de  esta  clase,  tan  sin  ppoyo  en  los  principios  de 
jurisprudencia  pública  ni  civil.  La  protección  no  afecta 
á  la  cosa,  sino  a  la  persona,  á  los  nacionales  y  subditos: 
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los  reclamantes  son  ciudadanos  argentinos,  son  dueños  por 
la  ley,  ipso  jure^  del  haber  que  cobran,  independien le  del 
título  de  trasmisión,  si  fué  por  herencia,  donación,  com- 
pra, 'etc;  no  son  apoderados  del  primer  acreedor,  ni  co- 
bran á  nombre  de  él,  sino  á  nombre  propio,  con  su  pro- 
pia personería  civil  y  política,  que  no  puede  ser  otra  que 
la  que  tienen  como  ciudadanos  argentinos. 

Este  principio  ha  sido  respetado  y  nunca  discutido,  en 
los  arreglos  citados  con  los  Sres.  Ministros  de  Inglaterra, 
Francia  y  Cerdeña,  habiendo  yo  pertenecido  á  los  Comi- 
sarios del  Gobierno.  Siempre  se  exijió,  para  admitirse 
los  reclamos,  la  nacionalidad  del  reclamante;  y  cuando 
se  presentó  dudosn,  se  suspendió  la  consideración  del 
asunto,  hasta  que  se  acreditase  en  debida  forma  por  el  in- 
teresado ó  por  el  Ministro  respectivo. 

Tercero:  se  apoya  también  en  que  otros  Ministros  an- 
tecesores, han  ejercido  sin  inconveniente  la  intervención 
en  este  asunto  en  los  años  1829,  1832  y  1858. 

No  tiene  el  Fiscal  conocimienio  esacto  sobre  las  dos 
primeras  épocas,  ni  en  que  año  murieron  los  Sres.  White 
y  Alkins,  padres  de  los  reclamantes;  pero  con  respecto 
al  Señor  Jancey  en  1858,  está  al  alcance  de  todos  que 
entonces  Buenos  Aires  no  pertenecia  á  la  Confederación, 
y  el  Señor  Jancey  no  tenia  carácter  público  en  la  Pro- 
vincia, y  si  interpuso  alguna  intervención,  no  pudo  ser 
oficial  sino  de  amistad;  porque  no  tenia  representación 
diplomática. 

Cuarto:  se  cita  otro  precedente  aqui  en  la  Capital;  pero 
como  no  se  indica  la  época,  ni  las  personas,  ni  el  Gobier- 
no en  que  sucedió,  no  puede  el  Fiscal  dar  ninguna  con- 
testación sobre  este  hecho.  Finalmente  hace  presente  el 
Señor  Ministro  que  se  han  pagado  otros  reclamos  estran- 
geros,  mientras  que  han  estado  olvidados  éstos  no  me- 
nos justos  y  tan  antiguos.    Repetiremos  lo  que  hemos  di- 
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cho:  que  cuando  se  ha  hecho  lugar  á  reclamos  de  es- 
trangeros,  como  en  las  convenciones  de  1859,  fué  consi- 
derado en  ello  si  Gobierno  de  Estados  Unidos,  como 
consta  del  archivo,  y  pudo  haber  hecho  uso  de  ella,  sin 
que  se  pueda  citar  un  casj  en  que  el  Gobierno  haya  he- 
cho distinción  ó  diferencia  de  los  subditos  americanos  en 
este  sentido,  ni  en  otro  que  no  fuese  legal. 

En  virtud  de  los  fundamentos  espuescos,  considera  el 
Fiscal  que  no  existiendo  duda  ninguna  sobre  la  calidad 
de  ciudadanos  naturales  y  subditos  argentinos  de  los  re- 
clamantes, el  Gobierno  no  i>uede  aceptar  la  personería 
oficial  del  Señor  Ministro  por  la  protección,  inherente  A  los 
nacionales  y  subditos,  y  que  jamas  puede  recaer  sobre 
os  que  no  lo  son;  ellos  están  en  el  pleno  goce,  desde  su 
nacimiento,  de  sus  derechos  civiles  y  políticos,  sin  dis- 
linción  ninguna  de  los  nacidos  de  padres  naturales;  y  no 
pueden  ser  ni  de  peor  ni  de  mejor  condición.  Nuda  im- 
porta que  el  crédito  haya  pertenecido  antes  á  un  subdito 
estrangeroj  silos  que  ahora  son  dueños  y  lo  poseen,  son 
ciudadanos  argentinos;  de  otro  modo  se  daria  una  estén- 
sii>n  sin  limites  á  la  intervención  estrangera  en  el  Gobier- 
iiü  interno  del  país.  Tal  es  el  juicio  del  Fiscal  en  este 
delicado  asunto,  salvo  en  todo  lo  que  V.  E.  tenga  A  bien 
deliberar— Buenos   Aires,  Marzo  de  1863.— Ramón  Fíír- 

HEUIA. 


£i  Ministro  de  Italia,— sobre  la  estradición  de  un  reo  subdito, 

por  delito  cometido  en  buque  italiano. 

ExMo.  Señok: 


El  Señor  Ministro  Encargado  de  Negocios  del  Rey  de 
Italia,  solicita  la  estradición  de  un  reo  subdito,  por  el  de- 
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lito  de  asesinato  cometido  abordo  de  un  buque  mercante 
italiano  en  territorio  argentino,  en  las  aguas  del  Puerto  de 
la  Capital.    Esta  es  la  cuestión. 

No  satisfecho  el  Señor  Minist^^o  con  los  fundamentos  que 
se  le  dieron  en  la  negativa  justa  del  Gobierno  en  nota  de 
17  de  Diciembre  último,  insiste  apoyado  en  los  fundamen- 
tos siguientes: 

1^  Que  el  hecho  afecta  solo  la  disciplina  interna  del 
buque  entre  subditos  de  la  misma  bandera. 

2**  Que  en  estos  casos,  no  estando  complicado  un  ciu- 
dadano argentino,  se  debe  reconocer  en  los  bupues  mer- 
cantes estranjeros  anclados  en  los  puertos  de  la  Repú- 
blica, una  especie  de  ester/ntorialidad,  como  la  conoce  el 
Gobierno  Italiano  en  sus  puertos  á  todos  los  buques  es- 
tranjeros, sin  escluir  los  de  la  Confederación  Argentina. 

3^  En  una  Circular  del  Gobierno  de  Buenos  Aires,  an- 
tes de  la  integridad  nacional. 

Sinembargo  de  que  el  Señor  Ministro  mira  sus  doctrinas 
como  un  derecho  inconcuso  en  la  práctica  de  las  nacio- 
nes, lees  muy  sensible  al  Fiscal  no  estar  de  acuerdo,  y 
manifestará  su  juicio  con   las  observaciones  siguientes: 

1*  En  otra  vista  dada  por  el  Fiscal  y  resolución  del 
Gobierno  de  3  de  Noviembre,  en  otro  caso  idéntico  al 
presente,  se  asentó  el  principio  muy  sabido  del  derecho 
de  jentes,  de  que  aún  en  los  casos  de  ser  el  hecho  de 
pura  disciplina  cometido  entre  individuos  de  la  tripula- 
ción, y  subditos  de  la  misma  bandera,  no  estaban  libres 
de  la  jurisdicción  local,  cuando  el  delito  era  de  carácter 
grave  que  pueda  turbarla  tranquilidad  y  orden  público,  ó 
contravenir  á  las  leyes  locales. 

¿Y  qué  puede  decirse  de  un  asesino  alevoso?  ¿Se  po  - 
drá  considerar  falta  ó  delito  de  mera  disciplina  en  un  bu- 
que mercante?    ¿Se  podrá  considerar  fuera  del  alcance  de 


—  312  — 


la   Policía  y  Justicia    localj  aunque    fuese    su  autor  el 
Soberano  mismo  de  otra    nación? 

En  los  autores  y  en  la  ciencia  está  clasificado  lo  que  se 
ha  de  entender  por  hechos  ó  faltas  de  pura  disciplina;  y 
son  tasque  no  contravienen  directamente  alas  leyes  ge- 
nerales del  país,  sino  a!  orden  económico  interior  del  bu- 
que, sin  que  peligre  la  tranquilidad  local  pública*  Por 
este  principio,  porque  no  se  considera  ofendida  la  socie- 
dad, ni  infrinjidas  las  leyes  del  país,  es  que  no  se  per- 
siguen tales  faltas,  y  no  por  el  principio  de  inmunidad  que 
jamás  se  ha  concedido  á  los  buques  mercantes,  y  por 
consiguiente  menos  puede  tener  lugar  la  eMerntoriaUdad. 
Y  yo  creo  Exmo,  Señor,  que  no  se  puede  citar  nidiver- 
jencía  de  opiniones  sobre  este  punto. 

2*  La  inmunidad  c^^^ierrilúrml  está  fundada  esenciaN 
mente  en  la  ficción  del  derecho,  y  es  de  calidad  restric- 
tiva no  ampliativa,  desde  que  limita  la  Soberanía  de  los 
gobiernos.  Ella  jamás  se  ha  concedido,  ni  pretendido 
siquiera  para  los  buques  mercantes;  y  escusado  es  de- 
cir que  en  el  caso  pres'^nte  no  puede  habrír  discusión 
sobre  eso.  El  mismo  Sefior  Ministro  no  la  promueve, 
ni  sostiene  inmunidad,  sino  que  arguye  por  analojia,  aplí 
cada  á  los  casos  de  disciplina  en  los  buques  mercantes, 
y  que  el  Fiscal  no  la  encuentra» 

En  cuanto  al  principio  de  estradicción  de  los  reos,  es 
muy  conocido  su  rol  en  la  ciencia,  y  en  la  practica  de 
las  Naciones.  No  negamos  que  se  han  dividido  las  opi- 
niones de  autores  célebres  sobre  si  la  estradición  se  ha 
de  considerar  de  derecho  universal,  obligatoria  para  todos 
los  Estados,  sin  necesidad  de  convención  especial;  pero 
también  se  ha  sostenido  lo  contrario  en  favor  del  derecho 
de  asilo,  y  de  la  soberanía  natural  del  pais,  por  autores 
igualmente  célebres;  y  como  dice  Wheaton,  la  existencia 
de  tantos  tratados  especiales  que  Iiacen  los  Estados  sobre 
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este  asunto,  es  una  prueba  concluyente  del  triunfo  de 
esta  opinión.  Es  decir,  que  la  estradición  está  limitada 
á  los  pactos  especiales,  y  á  las  escepciones  del  derecho 
de  jentes. 

La  República  Argentina  no  ha  hecho  modiñcación  de 
estos  principios  en  todos  sus  tratados  con  los  Gobiernos 
de  Europa  y  América.  Si  el  Gobierno  de  S.  M.  el  Rey 
de  Itah'a  ha  hecho  estensiva  la  estradición  para  las  de- 
más naciones,  mas  allá  de  los  derechos  de  pura  disci- 
plina, y  á  delitos  graves  cometidos  en  buques  mercantes, 
esta  conducta  muy  loable,  sólo  podrá  servir  para  pre- 
parar un  tratado  ó  la  aceptación  de  los  demás  Gobiernos; 
pero  no  para  reclamar  la  reciprocidad,  como  un  derecho 
perfecto,  que  solo  puede  proceder  del  pacto  ó  de  la  cos- 
tumbre universal. 

Nada  hay  en  el  tratado  que  tiene  celebr&do  el  Gobier- 
no Argentino  con  el  de  Italia;  y  por  consiguiente,  no 
puede,  aunque  quisiera,  aceptar  por  si  sólo,  ni  hacer  nin- 
guna concesión  sin  que  preceda  una  convención  aproba- 
da por  el  Congreso.  En  ningún  caso  el  Gobierno  podría 
acceder  á  la  extradición  del  reo,  sosteniendo  el  principio 
de  la  jurisdicción  de  los  Tribunales  del  país  para  juzga  rio; 
porque  las  dos  cosas  son  incompatibles  y  contradictorias; 
resolviendo  la  competencia  de  jurisdición,  no  puede  el 
Gobierno  arrancarlo  del  brazo  de  la  justicia  á  cuyo  do- 
minio pertenece. 

Finalmente,  en  cuanto  á  la  última  observación  del  Señor 
Ministro,  invocando  una  circular  del  Estado  de  Buenos 
Aires,  ante  de  su  incorporación  á  la  Nación,  ya  se  ha  con- 
testado otra  vez  que  aunque  la  hubiese,  y  cualquiera  que 
fuese,  no  tendría  hoy  ninguna  fuerza  para  el  Gobierno 
Nacional  de  la  República,  á  más  de  que  hay  una  equi- 
vocación en  la  existencia  de  tal  antecedente,  al  menos 
con  la  estensión  del  caso  que  nos  ocupa. 
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Por  los  fundamentos  que  deja  espuestos  el  Fiscal,  opina 
que  el  Gobierno  debe  sostener  los  principios  sentados  eQ 
su  nota  de  17  de  Diciembre,  y  no  hacer  lugar  á  la  ex- 
tradición del  reo.  Salvo  en  todo  el  juicio  de  V.  E.— Mar- 
zo de  18G3.— Ramón  Fi^urbika. 


Zimmermann  Fairs  y  C'',, — exoneración  de  derechos  por  error 
de  manifiesto. 


^mmefm&im  Faira  y  Ca.  pidt'ii  m  onleno  al  Admmistnidor  no  exija 
pago  de  derechos  al  capitán  del  bergantín  anierícani>  Fann^,  por 
un  error  de  bu  manifiesto  en  que  aparecían  buitos  de  kerosene  que 
no  existían  abortlo. 

Kn  7  de  Muyo  de  18ti3»  dijo  el  Fiscal: 
ExMO.  Señoii: 

Del  inronne  del  Administrador,  conforme  con  la  expo- 
sición de  la  casa  interesada,  resulta  que  los  bultos  de 
que  se  trata,  han  venido  incluidos  en  la  carga  del  buque, 
consignados  en  los  conocimientos  y  libro  de  sobordo,  bajo 
la  firma  del  capitán  y  piloto,  y  también  en  el  manifiesto 
visado  por  el  Cónsul  Argentino  de  Montevideo,  sin  haber 
allí  correjidu  el  error  que  espone  aquí,  ni  haberlo  adver- 
tido al  Cónsul. 

La  causa  que  dá  el  capitán  á  la  casa  para  haber  su- 
frido esa  equivocación,  no  será  imposible  ni  dificit;  pero 
dejando  salvos  su  buena  fé  y  crédito,  no  se  pueden  resol- 
ver los  asuntos  apoyados  sólo  en  la  palabra  y  buena  fé 
de  los  interesados;  la  Ley  exije  pruebas  suflcientes  de 
los  liechos  y  circunstancias,  y  en  el  caso  presente,  to- 
dos están  en  contra  de  los  interesados^  ninguna  prueba 
hay  que  justifique  la  equivocaciónj  y  los  fundamentos 
que   espone  el  Administrador  son  muy  poderosos  y  de- 
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cisivos,  por  lo  que  se  adhiere  á  ellos  el  Fiscal,  mientras 
no  se  pruebe  tegalmente  laescepción.  El  derecho  de  los 
capitanes  para  corregir  los  errores  involuntarios  en  el 
manifiesto,  dentro  de  48  horas  que  les  otorga  el  Regla- 
mento, no  se  puede  entender  que  descanse  sólo  en  la 
palabra,  y  los  releve  de  la  prueba,  aunque  se  versen  so- 
bre hechos  posibles.  Es  indispensable  que  conste  la 
verdad  del  error,  para  que  merezca  la  protección  de  la 
Ley. 

Pí>r  estas  razones,  cree  el  Fiscal  que  se  debe  confirmar 
la  resolución  del  Administrador.— Ramón  FEaREiRA. 

Resolución — 

Departamento  de  Hacienda. 

Buenos  Aires,  Mayo  8  de  1862.— Visto  el  precedente 
dictamen  del  Fiscal,  téngase  por  resolución,  etc. — MITRE 
— Dalmacio  Velez  Sarsfield. 


Aurelia  Carabajal, — pide  pensión  como  viuda  del    Sargento 
Mayor   Don  Antonio  Sousa. 

En  2  de  Mayo  de  1863  Doña  Aurelia  Carabajal,  viuda  del  Sargento 
Mayor  Don  Antonio  Sausa,  asesinado  en  Bahía  Blanca,  pide  la  pen- 
sión que  le  corresponde. 

Pasado  al  Fiscal,  se  espidió  en  los  siguientes  términos: 

ExMO.  Señor: 

Por  haber  muerto  en  servicio  militar  y  la  clase  de 
muerte,  se  puede  considerar  este  caso  escepcional,  y  de- 
liberar V.  E.  como  le  parezca  mas  justo  y  lo  permitan 
las  circunstancias  del  Tesoro,  sinembargo  de  no  admi- 
tirse, por  regla  general,  pensiones  hasta  que  se  dé  la  Ley 
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de  la  materia,  salvo  en  todo  el  juicio  de  V.  E.— Buenos 
Aires,  Mayo  15  de  1863, — Ramón  Ferreira* 

Resohicion— 

Departamento  de  Guerra  y  Marina. 

Buenos  Aires,  Mayo  16  de  1863.— De  conformidad  con 
los  informes  y  vista  fiscal  que  precede^  se  declara  á  la 
recurrente  desde  el  dia  iumediato  del  fallecimiento  da 
su  esposo,  la  pensión  de  medio  sueldo  de  la  clase  de 
Capitanea  la  arma  de  infantería;  ásus  efectos  vuelva  á  la 
Contíiduria,  y  avísese  á  quienes  corresponda.— MITRE, — 
Juan  A.  Gellv  y  Obes. 


Etuilia  Girald,— pide  pensión  como  viuda  del  Ayudante  Mayor 
Don    Juan  Bautista  Gambarella. 

En  17  de  Mayo  de  1CC:I,  EVfm  Fniilin  Girold,  pide  la  penBión  que  le 
aíiititln  la  liy,  ftr  u:i:u1e  f>  su  espoeo  el  Ayudante  Mayor  de  la 
Lejíón  Militar  Den  Juan  Bauíieta  Gflnibflreíla.  En  15  de  Setiembre  de 
1803,  la  InepCTción  Gtneral  de  AnnaB  dice  cree  que  ala  suplicante 
le  coiTtFpcniTe  la  cuarta  parte  del  sueldo  de  la  clase  y  amia  de  su 
eepeco,  ten  iiiTCglo  á  la  ettcalii  que  marea  el  articulo  2°  de  la  Ley  de 
31  de  Octubre  de  1868,  y  la  Contaduna  infoniiaque  estando  vestido 
eettí  eFpedifnte  cen  los  documentos  que  acreditan  la  lejitimklad  de 
la  represe  ni  adftj  y  encontrándolo  arreglado  á  la  Ley  que  eita  la  Inu- 
pección  General  en  eu  infonne  anleriorj  lo  reproduce. 

Pasado  al  Fiscal,  dijo  lo  siguiente: 

ExMO.  Señor: 

Mientras  no  se  dé  la  ley  de  la  materia  por  el  Con- 
greso, cree  el  Fiscal  que  no  se  pueden  reconocer  pen- 
siones nuevas  que  no  estén  consideradas  en  el  Presu- 
puesto,  salvo  casos  escepcionalcs  á  juicio  prudente  del 
Gobierno,— Buenos  Aires,  Setiembre  25  de  1863,— Ramón 
Fereira, 
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Resolución — 

Departamento  de  Guerra  y  Marina. 

Buenos  Aires,  Octubre  24  de  1863.— HiUániose  la  re- 
currente comprendida  en  la  Ley  que  cita  la  Inspección  y 
la  Contaduría,  y  de  conformidad  con  los  informes  que 
de  estas  Reparticiones  coTen  en  este  espediente,  se  de- 
clara á  la  recurrente  desde  el  1°  de  Junio  del  corriente 
año,  la  pensión  de  la  cuarta  parte  del  sueldo  de  la  clase 
de  Ayudante  Mayor  en  el  arma  de  infantería;  a  sus 
efectos  vuelva  ala  Contaduría  y  hágase  saber  á  quienes 
corresponda.— MITRE. — Juan  A.  Gelly  y  Obeí. 


Santiago  Meabe, — pide  se  aforen  unos  vinos. 

Don  Santiago  Meabe  dice  que  no  hab¡éndo33  accedido  á  su  padido  so- 
bre que  se  haga  un  nuevo  aforo  de  los  vinos  traidos  por  la  barca 
«Africana»  para  que  se  disminuya  el  pago  da  derechos  por  ser  éste 
á  juicio  del  Administrador  un  caso  de  equidad  en  que  él  no  debe 
entender,  sino  con  arreglo  á  las  disposiciones  vigentes,  pide  que  el 
asunto  pase  al  Gobierno  Nacional, 

En  26  de  Mayo  de  1863,  dijo  el  Fiscal: 

ExMo.  Señor: 

Del  informe  del  Administrador  y  al  mérito  del  espe- 
diente, resulta  que  no  ha  dependido  de  la  Aduana  sino  es- 
clusivamente  de  parte  del  interesado,  la  demora  del  des- 
pacho y  demás  causas  que  pueden  haber  contribuido  al 
deterioro  del  efecto,  ó  del  vino  que  se  reclama,  en  los 
Almacenes  del  Fisco.  Para  que  tuviese  lugar  la  dispo- 
sición que  se  invoca  del  artículo  25  de  la  Ley  de  Aduana, 
era  necesario  que  se  probase  que  el  vino  habia  entrado 
ú  depósito  en  mala   condición;  ó  que    por  alguna  razón 
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ó  respecto,  era  responsable  la  Aduana  [del  deterioro  oca- 
sionado. 

Por  consiguiente  cree  el  Fiscal  que  no  hay  derecho 
para  considerar  el  artículo  en  el  caso  de  la  Ley  de  Adua- 
na, y  abonar  los  derechos  como  averiado,  poniéndolo  á 
remate;  pero  atendiendo  á  la  duda  que  no  está  bien  es- 
clarecida sobre  la  condición  que  tuvo  el  vino  al  princi- 
pio, ó  las  causas  de  su  deterioro,  aunque  no  le  corres- 
ponda al  Fisco  la  prueba;  y  también  el  gran  perjuicio 
que  la  parte  recibe  con  el  deterioro  de  una  gruesa  can- 
tidad del  artículo,  y  que  la  suma  délos  derechos  es  fuerte, 
opina  el  Fiscal  que  puede  tener  lugar  la  equidad,  haciendo 
alguna  rebaja,  la  que  el  Gobierno  crea  justa. — Ramón 
Ferreira. 

Resolución — 

Departamento  de  Hacienda. 

Buenos  Aires,  Mayo  29  de  1863. — Conforme  el  Gobier- 
no con  el  final  de  la  vista  fiscal  precedente,  y  en  con- 
sideración á  los  antecedentes  que  espone  el  interesado  en 
su  escrito  de  f.  1,  y  al  gran  perjuicio  que  recibe  por  la 
alteración  de  los  vinos  de  que  se  trata,  afórense  éstos  con 
arreglo  á  su  estado  actual,  etc.— MITRE.— Dalmacio  Ve- 
LEZ  Sarsfield. 


Dictamen  del  Fiscal, — en  el  reclamo  del  Obispo  y  Cabildo  de 
la  Diócesis  de  Buenos  Aires,  sobre  Patronato. 

ExMO.  SexNor: 

Se  ha  contraído  el  Fiscal,  con  el  respeto  y  considera- 
ción que  requiere  la  importancia  y  naturaleza  del  asunto, 
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al  estudio  de  las  observaciones  contenidas  eo  la  nota  del 
limo.  Señor  Obispo,  é  informe  del  Venerable  Cabildo  de 
la  Diócesis  de  Buenos  Aires. 

Mas  existiendo  al  mismo  tiempo,  la  misma  cuestión  con 
el  Señor  Delegado  Apostólico,  Arzobispo  de  Palmim,  Doc- 
tor Don  Marino  Marini,  en  cuyo  asunto  ha  espedido  su 
vista,  y  debiendo  serla  misma  qne  debe  dar  en  este  es- 
pediente en  cuanto  a!  fondo  del  asunto»  se  limita  el  Fis- 
cal á  pedir  que  se  agregue  una  copia  autorizada  de  dicha 
vista  que  sirva  de  contestación,  y  para  la  resolución  que 
el  Gobierno  tenga  á  bien  dar. 

Cree  también  el  Fiscal  deber  dar  algunas  esplicaciones 
especiales,  á  puntos  particulares  que  abrazan  las  notas 
del  limo.  Señor  Obispo  y  Venerable  Cabildo,  para  sal- 
var el  verdadero  sentido  y  la  mente  del  Gobierno  en  su 
Decreto  y  circular,  como  en  su  Mensage  al  Congreso  Na- 
ció no  L 

El  GobiernOj  como  el  Fiscal,  han  dicho  que  no  se  ad- 
mitirá controversia  ni  discusión  sobre  principios  del  de- 
recho del  Patronato,  con  autoridades  subalternas,  sub- 
ditos del  E'^tadti;  y  que  esa  materia  debe  tratarse  con 
Su  Santidad,  Esto  es  muy  distinto  de  lo  que  el  Gobier- 
no ni  ha  pensado:  coartíir  u  los  Obispos  y  Cabildos  el 
emplea  de  sn  voz,  para  elevarla  por  la  vía  de  la  consul- 
ta, la  observación,  la  defensa  de  sus  atribuciones,  cuando 
crean  que  el  asunto  afecta  a  ellas  ó  á  sus  derechos,  se- 
gún las  Leyes  Canónicas  y  Civiles  del  mismo  Patronato. 

Entonces  el  Gobierno  escuchará  con  gusto;  ¿cómo  no 
escuchará  cuando  se  pretende  fundar  la  discusiói»  sobre 
dudas  que  tengan  su  base  en  el  derecho  de  Patronato? 
Sosteniendo  el  Gobierno  los  derechos  de  Patronato,  in- 
herentes á  la  Soberanía  de  la  Nación,  y  consignados  en 
la  misma  Constitución,  aunque  Su  Santidad  no  los  re- 
conozca, ella   misma  no  puede   negar,  que  Ufe   pendenft\ 
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mientras  se  arribe  aun  arreglo  ó  Concordato,  el  Gobier^ 
no  está  en  posesión,  y  los  subditos  y  autoridades  ecle- 
siásticas, dentro  del  territorio,  deben  prestar  su  obedien- 
cia y  sometimiento  sintem^r  ninguna  de  conciencia;  por- 
que Su  Santidad  jamás  puede  exijírles  ni  autorizarles,  para 
que  rompan  el  vínculo  de  obedi'iíicia  al  Soberano,  ñipara 
que  contraríen  en  nada  coo  su  conducta  esterna. 

Por  consiguiente,  la  protesta  del  Señor  Obispo,  aun- 
que respetuosa,  y  su  confesión  franca  de  <íno  rejirse  en 
exte  punto  por  otra  jurisprudencia  que  la  canónica,  y  en 
un  todo  conforme  con  los  principios  de  la  Santa  Sede  en 
sus  relaciones  con  nuestros  Gobiernos,  y  que  considera  un 
deber  de  conciencia  no  desviarse  en  lo  mínimo  de  esta 
senda,  como  la  única  segura. . . .»  carece  de  fundamento 
legal,  y  también  de  autoridad  para  hacerla:  lo  primero, 
porque  según  los  principios  sentados,  a  los  prelados  y 
autoridades  eclesiásticas  del  territorio,  no  les  incumbe 
deliberar  ni  contrariar  en  lo  mínimo  con  su  conducta  es- 
terna,  y  lo  contrario  es  si *bversivo  y  anárquico  de  la  dis- 
ciplina y  orden  público. 

Lo  segundo,  porque  eso  importa  una  reserva  de  no 
conformarse  en  su  gobierno  de  la  Diócesis  á  los  prin- 
cipios del  Patronato,  sino  á  los  de  la  Corte  Romana,  di- 
sidentes con  el  Gobierno  sobre  el  Patronato. 

Tal  reserva  ó  tal  protesta,  no  puede  hacerla  ningún 
individuo  subdito  argentino,  y  mucho  menos  las  autori- 
dades, sin  incurrir  en  un  cargo  ó  reí^ponsabilidad  para 
el  Gobierno;  purque  la  observancia  del  Patronato  es  un 
artículo  constitucional,  encargado  al  Gobierno  y  al  Con- 
greso su  cumplimiento,  artículos  67  y  8tí. 

Por  esto  es  que  ajuicio  del  Fiscal,  el  Gobierno  no  pue- 
de pasar  inapercibida  tal  reserva  del  Seilor  Obispo,  sin 
exijirle  la  estricta  observancia  de  las  Leyes  del  Patronato, 
y  del  juramento  que  ha  prestado  a  la  Nación,  como  ciu- 
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dadano,  según  la  Constitución,  y  como  Obispo  conforme 
á  las  Leyes  1*,  título  7,  libro  1^  de  Indias  y  13,  título  3, 
libro  1*^  R.  C.  .  .  .  Sin  perjuicio  de  que  el  Gobierno  aten- 
derá en  lo  demás  sus  observaciones  y  deliberará  con- 
forme á  las  Leyes. 

En  todo  lo  demás,  se  refiere  el  Fiscal  á  la  vista  que  ha 
dado  al  Señor  Delegado  Apostólico,  y  pide  que  se  agregue 
ima  copia  á  este  espediente,  como  ha  dicho,  reproducien- 
do el  juicio  y  dictamen  que  tiene  dado  en  ella,  sobre  la 
resolución  de  este  asunto.  Salvo  en  todo  el  juicio  de  \^^. 
E.— Buenos  Aires,  Mayo  de  1863.— Ramón  Ferreira. 


Dictamen  del  Fiscal, — en  la  cuestión  con  el  Delegado  Apos- 
tólico Arzobispo  de  Palmira,  Dr.  Don  Marino  Marini,  sobre 
Patronato. 

ExMO.  Señor: 

En  asuntos  de  esta  gravedad,  nada  mas  oportuno  y 
necesario  que  fijar  bien  ia  cuestión  y  el  terreno  de  la 
discusión. 

Felizmente  S.  S.  I.  el  Sefior  Delegado  Apostólico,  Ar- 
zobispo de  Palmira,  la  ha  determinado  con  claridad,  ad- 
mitiendo (aunque  sea  en  hipótesis)  el  derecho  de  Patronato 
en  el  Gobierno  Nacional,  y  aunque  solo  sea  á  los  meros 
efectos  de  la  discusión,  ofrece  los  términos  hábiles  para 
ella,  y  para  esclarecimiento  de  la  verdad;  porque  fuera 
de  este  terreno,  no  podría  haber  ni  discusión. 

Fundando  solo  la  cuestión  en  la  negativa  del  derecho 
del  Patronato  en  general,  no  habria  asunto  ni  materia  há- 
bil para  discutir  la  cuestión  particular;  y  no  teniendo  que 
cuestionar  el  derecho  general  del  Patronato,  admitido  aun- 
que sea  en  hipóíem,  la  discusión  se  presenta  en  su  ver- 

2t 
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dadero  punto  de  vista  y  esclusivamente  en  el  caso  par^ 
ticiilar  de  la  cuestión;  es  decir,  si  entra  ó  oó  este  caso 
en  el  ejercicio  déla JLirisdicciúa del  Patronato;  en  las  rega- 
lías concedidas  6  consentidas  por  Su  Santidad  al  Rey  de 
Espafm. 

Esta  será  toda  la  cuestión,  clara  y  sencilla,  de  lieclio 
y  de  derecho;  porque  ni  el  Gobierno  Argentino  ha  pre- 
tendido una  línea  mas  de  lo  que  tuvieron  y  ejercieron  los 
Soberanos  de  España  antes  de  la  emancipación^  ni  ha 
renunciado  tampoco  una  línea  de  esos  derechos  de  que 
ha  seguido  en  posesión,  como  todos  los  Gobiernos  de  !a 
América  Espanola;  y  tienen  cuando  menos  el  derecho  de  utt 
jüOá7rfe/¿'y,  sin  menoscabo,  y  sin  perjuicio  de  los  arreglos 
y  concordatos  que  puedan  hacer  con  Su  Stnüdad,  como 
Soberanos,  lo  mismo  que  el  Rey  de  Españ;i,  reconocidos 
por  todos  los  Gobiernos  de  Europa,  inclusive  España  y 
la  Corte  Romana.     Entraremos  ya  en  materia. 

El  Señor  Delegado  Apostólico  dice  que  en  la  hipótesis 
del  Patronato,  ei  Gobierno  no  tendría  derecho,  sino  «cuan- 
do mas,  a  exijir  de  los  Cabildos  que  ie  diesen  aviso  del 
fallecimiento  de  los  Obispos,  para  proveer  lo  que  corres- 
pondiera como  Palro/HK*)  Se  apoya  en  que  el  permiso 
ó  autorización  del  Gobierno  para  declarar  vacante  la  Se- 
de, á  másj  dice,  de  ser  contraria  á  la  libertad  é  indepen- 
dencia de  la  Iglesia,  no  puede  concillarse  con  la  ordena- 
ción del  Concilio  de  Trento,  que  prescribe  «que  los  Cabil- 
dos de  la  Iglesia  Catedrales  procedan  al  nombramiento 
de  Vicario  Capitularen  el  termino  perentorio  de  ocliodías 
contados  desde  la  muerte  de  los  respectivos  Obispos,  esto 
es,  desde  la  noticia  de  ella.»> 

Es  necesario  para  no  estraviar  la  discusión,  no  sepa- 
rarse de  la  base  esencial,  de  que  todo  esto  se  habla  en  el 
supuesto  de  que  el  Gobierno  sea  Patrono,  y  esté  en  ejer- 
cicio y  goce  de  los  derechos  del  Patronato,  siti  menosca- 
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bo,  tal  como  \o  ejercieron  los  Soberanos  de  España;  y 
reducir  la  cuestión  á  examinar  simplemente,  si  en  este 
caso  y  dentro  de  esta  esfera,  tendrán  lugar  los  asertos  del 
I.  S,  Delegado  Apustúlico;  si  será  contraria  á  la  libertad 
e  independencia  do  la  Iglesia  y  al  Concilio  de  Treato  la 
autorización  del  Patrono  para  declarar  el  Cabildo  la  Sede 
Vacante  de  los  Obispos  Diocesanos,  de  su  territorio. 

Fuera  de  este  terreno,  repito,  no  se  haría  mas  que  dis- 
putar el  sfaltf'  qtf'O:  si  los  Gobiernos  tienen  ó  no  el  Pa- 
tronato; el  andiitm  probas  de  las  escuelas^  y  no  habria 
discusión. 

Lejos  de  la  mente  del  Fiscal,  la  ¡dea  de  restrinjir  la  li- 
bertad de  la  Iglesia,  ni  de  exajerar  los  derechos  y  rega- 
lías del  Patronato;  le  asiste  un  vivo  deseo  de  que  este  pun- 
to, como  otros  que  considera  uo  menos  interesantes  al  bien 
del  Estado,  se  arreglen  y  coucuerden  por  ambas  potesta- 
des, ocupando  cada  una  su  posición  verdadera,  y  atenuan- 
do, si  es  necesario  hacer  concesiones  prudentes  en  favor 
de  la  armonía  y  buena  iutelijencía;  muclio  mas  contando 
con  el  juicio  altamente  ilustrado  y  benévolo  del  Señor 
Delegado  Apostólico,  que  he  tenido  motivos  y  el  honor  de 
apreciar  de  cerca. 

Para  la  resolución  de  la  cuestión,  es  muy  conveniente 
conocer  la  estensión  y  el  modo  como  han  ejercido  este 
derecho  las  Soberanos  de  España.  Podía  sci^virme  tam- 
bién de  la  historia  y  la  disciplina  eclesiástica  antigua  y 
moderna,  desde  los  Emperadores  Romanos;  de  la  facultad 
que  han  ejercido  sus  Ileyes  y  les  ha  sido  reconocida^  como 
protectores  simples,  antes  del  Patronato  especial  que  re- 
cibieron los  Keyes  de  Portugal  y  de  España,  por  conce- 
siones ó  privilejios  y  con  condiciones  y  obligaciones  hon- 
rosas que  cumphr.  Pero  elijiendo  un  camino  mas  corto 
y  positivo,  para  no  prolongar  mucho  la  discusión,  voy  á 
concretarme  á  la  época  del  Patronato  especial   para  las 
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Indias,  ó  del  derecho  qtie  arregló  las  relaciones  de  la 
Iglesia  con  el  Gobierno  de  América,  contenido  en  el 
Código  de  Indias  y  Cédulas  Reales  vijentes;  única  Icjisla- 
ción  civil  y  canónica  en  la  materia,  por  acuerdo  y  con- 
sentinaiento  de  ambas  pisLestades.  No  debo  detenerme 
en  la  historia  del  orijen  del  Patronato,  ni  de  las  Bulas 
Pontificias,  ni  en  copiar  las  Cédulas  y  Leyes  que  lo 
arreglaron;  porque  son  muy  conocidas,  y  para  manifestar 
laestensión  que  tuvo,  ma  basta  citar  el  Código  de  Indias 
en  el  lib.  I"",  especialmente  el  cap*  6^  del  Patronato;  mu- 
chas Cédulas  y  Ley«^s  recopiladas  que  están  citadas  en 
las  notas  déla  edicción  de  Boix;  y  autores  muy  clásicos 
y  conocidos  como  Fraso,  Solorzano,  Pol,  ind.  lib*  4"*  y 
tantos  otros. 

Es  indudable  que  los  Reyes  ejercieron  este  derecho 
con  tanta  estensión,  que  fueron  llamados  Vicarios  Apos- 
tólicos por  autores  célebres,  c~/mo  los  citados  y  otros 
muchos;  porque  desempeñaban  funciones  en  el  Gobierno 
espiritual  de  la  Iglesia  en  América,  como  Delegados  de  Su 
Santidad,  y  como  lo  hablan  sido  antes  los  Reyes  de  Por- 
tugal yde  Siciliíi,  por  causas  semejantes  de  conquista. 

Es  indudable  también,  que  eí  derecho  del  Patronato  no 
solo  se  versó  sobre  la  presentación  de  los  beneficios  ecle- 
siásticos mayores  y  menores,  sinó  sobre  la  creación  y  ad- 
ministración de  todos  los  establecimientos  reüjiosos  y 
piadosos;  los  Conventos,  Hrjspitales,  Casas  de  Huérfanos, 
Cementerios  y  hasta  las  Cofradías,  Estatutos  y  Reglamen^ 
tos  estaban  sujetos  á  su  aprobación  y  permiso;  los  Sa- 
cristanes^, Ecónomos  y  Mayordomos  de  las  Iglesias  Jiasta 
de  las  obras  pías  ó  legad  js  que  hícierau  sus  vasallos,  ó 
mandaran  hacer  con  su  peculio  eti  vida  ó  en  muerte 
según  Solorzano,  lib.  4"*  cap.  4''  niim.  41.  «Por  la  ley  se- 
gtmda,  lit,  6",  lib.  1°  de  Indias,  se  manda  que  no  se  exija 
instituya,  funde  ni  constituya  Iglesia  Catedral,  ni  Parro- 
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quial,  Monasterio,  Hospital,  iglesia  votiva,  ni  otro  lugar 
pió  ni  relijioso  sin  licencia  esf^esa  del  Rey.»  Por  Cédula 
de  Aranjuez  de  25  de  Abril  de  1787  se  manda  que  hasta 
la  licencia  que  den  los  Obispos  para  el  uso  de  oratorios 
urbanos  y  rurales,  con  justas  causas;  y  también  paraca- 
pillas  de  campo,  sean  con  acuerdo  de  los  Vice  Patronos. 

No  es  menos  cierto  el  celo  y  severidad  que  tuviéronlos 
Reyes  en  hacer  cumplir  este  derecho.  Todos  conocen  es- 
ta historia  tan  moderna:  baste  decir  que  se  mandó  y  se 
ejecutó  la  demolición  de  Monasterios  y  Hospicios  que  se 
fundasen  sin  previa  licencia  del  Rey,  leyes  1%  tit.  3°  y  2**, 
tit.  6^*  lib.  1°  de  Indias;  y  según  Solorzano,  por  falta  de 
este  requisito  tuvo  lugar  la  demolición  de  un  Convento 
Mercedario  en  Lima,  en  1608;  y  otro  de  San  Francisco  en 
Mendoza,  Provincia  Argentina;  lib.  4''  cap.  23,  núm.  19. 
Nota  en  la  Ley  2%  tit.  6°  lib.  1°  de  Indias.  Lo  que  su- 
cedió en  Lima  fué  con  desaire  del  Virey,  Conde  de  Mon- 
terey,  y  de  los  Oidores,  que  otorgaron  la  licencia  con  la 
cláusula  de  que  hiibú^se  de  llevar  la  con/írínación  de  aSu  Ma- 
gestady  y  no  les  valió,  siendo  condenados  á  hacer  la  demo- 
lición á  su  costa.     Solorzano,   ibidem. 

Por  la  Ley  1*  del  tit.  6*»,  se  condena  al  que  osase  con- 
travenir ó  entrometerse  en  el  Patronato,  siendo  persona 
secular,  á  perdimiento  del  beneficio  ó  empleo  que  tuvie- 
se, inhabilidad  para  obtener  otro  y  destierro  perpetuo  del 
Reino;  y  siendo  eclesiástico,  sea  habido  ¡j  tenido  por  es- 
trafio  del  Reino;  y  no ijvede  obtener  beneficio  ni  oficio  ecle- 
siástico: y  unos  y  otros  incurren  en  las  demás  penas 
establecidas  por  las  Leyes  del  Reino.  Y  nuestros  Vi- 
reyes,  Audiencias  y  Justicias  reales  procedan  con  todo 
rigor,  contra  los  que  faltaren  á  la  observancia  y  firmeza 
de  nuestro  derecho  de  Patronazgo. 

Tampoco  hubo  jamás  conflicto  con  la  Santa  Sede,  ni 
se  encuentra  una  sola  Bula  ó  disposición  que  haya  con- 
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trariado  ó  desconocido  el  dei-echo  del  Rey  en  tales  casos, 
á  pesar  de  la  constante  severidad  que  se  advierte  en  todas 
las  Leyes  y  Cédulas  Reales. 

Sucedió  también  algunas  veces  hasta  desaprobar  y  de- 
jar sin  efecto  concesiones  6  provisiones  hechas  por  Su 
Santidad,  sin  consentimiento  del  Rey.  En  el  Concordato 
de  1753  con  el  Papa  Benedicto  XlV^quees  el  mas  com^ 
pleto.que  ha  lenidu  la  España,  no  se  hizo  innovación  al- 
guna ni  se  trató  sobre  el  Patronato  de  América.  Otra 
regla  ha  sido  también  invariable  y  sin  escepción;  que  toda 
autoridad,  individuo  ó  corporación,  que  desempeñase 
algún  bencñcioD  puesto  con  jurisdicción,  requiere  el  con- 
sentimiento ó  uomitiacióu  del  Patrono,  sin  distinción  de 
rango  y  categoría.  No  se  esceptúa  ni  la  Nunciatura  de 
los  Embajadores  ó  Legados  á  lalerc  de  la  Corte  Ponti- 
ficia, lijercieudo  estos  entonces  jurisdicción  contenciosa 
en  las  causas  ticlesiásticas,  por  delegación  del  Papa,  fué 
acordado  que  no  se  nombraran  sin  recabar  antes  la  apro- 
bación del  Rey  en  la  persona  elejida.  Y  además  el  Con- 
sejo podía  reslrinjir  sus  facultades.  Leyes  14.  tit.l",  li- 
bro 2,  N.  R.;    art.  2%  tit.  8,  libru  2%  R.  C. 

Habiéndose  sustituido  después  la  Nunciatura  en  el  Tri- 
bunal de  la  Rota  en  Romii,  se  acordó  que  todos  los  jue- 
ces que  la  componian  debían  ser  presentados  por  el  Rey 
al  Papa  para  su  nombramiento»  Y  también  que  el  Fis- 
cal, el  Auditor  y  todos  los  Oficiales  de  la  Nunciatura  fue- 
sen de  la  aprobación  del  Rey,  21%  tit.  5,  I  ib*  2,  N.  R. 
Después  de  esto,  los  Vicarios  Apostólicos  perpetuos  ó 
interinos;  los  Obispos  titulares  in  partibtjs  y  Coadjutores; 
los  Prelados  con  facultades  cuasi  episcopales;  los  Vica- 
rios generales  ó  Pí'ovisores  de  los  Obispos;  los  Foráneos 
y  parroquiales,  etc. en  todos  se  ha  requerido  ola  uruui- 
nación  ó  la  npruhación  y  consentimiento  del  Soberana, 
(lara   ser  dei^empc^ladus  legalmentc.     Los  Concilios   na- 
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cionnles,  provinciales  y  sinodales,  y  los  capítulos  de  ór- 
denes regulares,  se  liallan  sujetos  al  Soberano  para  su 
convocación  y  aprobación. 

La  Ley  manda  que  antes  de  la  impresión  y  publicación, 
se  sometan  para  examinar  si  hay  algo  contrario  á  los 
derecijos  del  Patronato,  ley  6,  tit.  8,  lib.  1°  R.  L  Después 
de  todo  lo  que  hemos  dicho,  resulta  una  consecuencia 
muy  lójica;  que  hallándose  comprendidos  desde  los  Em- 
bajadores y  Concilios  hasta  las  Sacristias  y  Notarias,  solo 
quedarian  exentos  los  Cabildos  en  Sede  vacmte,  los  Vica- 
rios Capitulares  de  la  jurisdicción  del  Patronato,  pudiendo 
ellos  sí  declarar  vacante  al  Obispado,  gobernar  y  admi- 
nistrar la  Diócesis,  dando  un  simple    aviso    al  Soberano 

Patrono. 
Pero  veamos  lo  que  importa  y  representa  el  Cabildo  en 

Sede  vacante:  corresponde  al  Cabildo  y  puede  ejercer 
todas  las  facultades  que  pertenecen  á  la  jurisdicción  or- 
dinaria del  Obispo,  tanto  en  el  foro  interno  como  en  el 
esterio)*,  en  lo  espiritual  como  en  lo  temporal;  á  escepción 
de  los  cosos  prohibidos  por  dei-echo,  según  Donoso  y 
todos  los  canonistas;  menos  solo  lo  que  el  Obispo  ejerce 
por  razón  del  orden  y  dignidad,  ó  delegación  apostólica. 
Es  decir,  que  sucede  al  Obispo  en  el  gobierno  y  ad- 
ministración de  la  Diócesis,  con  todas  sus  facultades  or- 
dinarias en  lo  temporal  y  espiritual.  «Por  este  nuevo 
carácter  que  toma  el  Senado  eclesiástico  en  Sede  vacante; 
por  esta  nueva  potestad  que  nace  en  el  Estado  con  juris- 
dicción ordinaria  en  el  hecho  de  quedar  vacante  la  Igle- 
sia, la  Ley  ha  mandado  que  no  se  pueda  declarar  el  Obis- 
pado en  Sede  vacante  sin  licencia  especial  del  Gobierno.» 
Asi  se  espresa  el  Doctor  Velez  Sarsfield,  actual  Ministro 
de  Hacienda,  en  su  obra  de  derecho  público  eclesiástico. 
Amas  de  la  competencia  del  autor,  tiene  la  obra  el  mé- 
rito de  contraerse  esclusivamente  al  derecho  positivo  ecle- 
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siástico  de  América,  y  de  uti  espíritu  reformista  y  concia 
liador  de  los  derechos  de  ambas  potestades,  fijando  bases 
en  la  conclusión. 

La  vacante  puede  suceder  pov  cuatro  causas:  muerte 
natural  ó  civil,  renuncia,  trasluci^in  y  remoción:  veamos 
lo  que  sucede  en  estos  casos.  La  vacante  se  entiende 
canónica  y  civilmente;  lv\y  djs  actos  que  diitinguir.  La 
Iglesia  no  queda  viuda  ó  vacante,  sino  cuando  se  ha  di- 
suelto  el  vinculo  espiritual  del  Prelado  con  la  Iglesia  por 
muerte  natural  ó  civil,  y  por  laantoridai  l^ontiticia  en  los 
casos  de  renuncia,  remoción  ó  traslación. 

Entonces  ha  vacado  la  Iglesia  ipmjut'c,  canónicamente; 
pero  la  declaración  de  la  vacante  es  un  acto  de  ia  Ley 
civil  iodi:>pensable;  porque  ninguna  autoridad  grande  ó  pe- 
queñaj  como  se  ha  demostrado,  puede  ejercer  jurisdicción 
en  el  territorio,  sin  la  autorización  del  Soberano.  La  Ley 
9,  lit.  18,  libro  1°,  N.  R  Jo  manda  espresamente;  y  aunque 
no  esprese  el  caso  de  muerte  natural  ó  civil,  no  se  puede 
entender  escluido  déla  regla  general,  existiendo  la  misma 
razón  y  el  mismo  derecho:  eaifrui  r^f  it^r  ubi  psf  (mdem 
raíio.    No  se  presenta  tm  principio  para  tal  escepción. 

Sigamos  el  análisis:  cuando  es  p  )r  renuncia  se  eleva  al 
Soberano,  con  previo  permiso»  para  que  la  presento  a  Su 
Santidad,  presentando  ó  no  al  mismo  tiempo  el  candidiUo 
sucesor;  y  aceptada  por  Su  Santidad,  queda  disuelto  el 
vinculo  y  vacante  la  iglesia  canónicamente;  pero  no  civil- 
mente, porque  no  se  hace  electiva  la  vacante  para  el  go- 
bierno de  la  iglesia,  sino  desde  que  las  Letras  Apostólicas 
de  la  absolución  del  vínculo Jiubiesen  recibido  el  pase  del 
Gobierno,  como  dice  el  Doctor  Velez  Sarsfield, 

Cuando  es  por  traslación,  hay  vacante  canónica  desde 
que  es  disuelto  el  vincula  por  Su  Santidad,  con  la  Igle- 
sia que  se  deja  para  ligarse  á  otra;  perú  por  la  Ley  civil. 
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no  se  considera  la  vacante  hasta  que'haya  tomado  pose- 
sión dei  gobierno  y  administración  de  la  nueva  iglesia. 

Cuando  es  por  deposición  ó  remoción,  si  procede  del 
Papa  ó  del  Concilio  Nacional,  y  el  Soberano  la  cree  jus- 
ta, le  otorga  el  pase  al  Breve  de  remoción  ó  disposición 
conciliar,  y  entonces  queda  vacante  la  iglesia  civilmente; 
mas  si  no  le  satisfacen  las  causales,  puede  negar  el  pase 
y  no  se  considera  vacante,  aunque  pudiera  decirse  que 
lo  habia  sido  canónicamente;  porque  el  Gobierno  ha  usa- 
do de  un  derecho  lejítimo,  no  otorgando  el  pase  á  las  dis- 
posiciones, y  quedan  sin  efecto,  como  no  existentes. 

Si  la  remoción  procede  del  Soberano,  privándole  al 
Obispo  del  gobierno  y  administración  déla  Iglesia,  des- 
pués de  juzgado  y  sentenciado  por  los  Tribunales  com- 
petentes, la  Iglesia  queda  vacante  civilmente,  aunque  no 
haya  disolución  del  vínculo;  lo  mismo  que  si  por  cautiverio 
ó  por  otra  causa,  estuviese  ausente  el  Obispo,  privado 
de  su  Diócesis:  y  esta  se  administra  en  Sede  vacante  du- 
rante la  vida  del  Obispo,  ó  mientras  no  haya  disolución 
del  vínculo. 

Ahora  pues:  en  todos  los  casos  en  que  quede  vacante 
la  Iglesia,  pasa  el  gobierno  y  administración  al  Cabildo, 
con  jurisdicción  plena,  como  hemos  dicho,  en  lo  tempo- 
ral y  espiritual,  en  las  facultades  ordinarias;  y  como  no 
puede  gobernar  la  iglesia  por  si  mismo,  sino  delegar  sus 
facultades  en  un  Vicario  Capitular,  resulta  que  en  todos 
los  casos  de  la  vacante,  no  solo  por  muerte  natural,  de- 
be nombrarlo  con  arreglo  al  Concilio  de  Trento.  Y  sien 
los  demás  casos,  no  es  impedimento  el  Concilio,  ó  á  pesar 
de  él,  la  Ley  civil  9,  tiC  18,  lib.  1^  N.  R.  manda  que  no 
se  publiquen  las  vacantes  sin  la  licencia  previa  del  So- 
berano ¿porqué  esceptuarse  el  caso  úqico  de  la  muerte 
natural,  existiendo  el  mismo  inconveniente  y  la  disposición 
del  Trento,  para  la  elección  del  Vicario  Capitular? 
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Es  clara  quG  del  mismo  modo  que  se  ha  alLinado  el 
inconveniente  por  la  Ley  civil,  para  los  demás  casos  se 
allane  para  este.  Ose  hade  decir  que  el  Concilio  no  es- 
presó sino  el  caso  de  mnette,  y  entonces  resultaría  que 
la  elección  no  seliagacon  arreglo  á  élj  en  las  vacantes 
canónica  y  civilmente,  con  disolución  del  vínculo,  por  re- 
nuncia, traslación  y  remoción  ó  muerte  civil;  lo  que  es  fal- 
so y  anticanónico.  Luego  no  puede  haber  tal  escepción 
sino  la  conciliación  de  ambas  leyes  civil  y  canónica» 

Por  otra  parte,  es  regla  generni  que  en  lo  que  es  de 
disciplina,  los  cánones  conciliares  deben  acomodarse  y 
ceder  á  las  leyes  civiles  de  los  Estados  Soberanos  y  aun- 
que se  reconozcan  y  manden  observar,  siempre  se  en- 
tienden con  la  reserva  en  cuanto  no  se  opongan  y  sean 
compatibles  con  los  derechas  reconocidos  de  la  Nación; 
como  lo  hizo  Felipe  II  por  decreto  reservado  cuando  man- 
dó reconocer  y  observar  el  de  Trenío.  Cuando  este  concilio 
lejisló  y  cerró  sus  sesiones  en  1564,  recien  empezaba  á 
fundarse  el  derecho  del  Patronato  de  América,  cuya  base 
se  puede  decir  quetuola  Cédula  de  10  de  Junio  de  1574, 
dada  en  San  Lorenzo. 

Después,  habiéndose  formado  el  Código  especial  de  In- 
dias, habiendo  variado  tanto  las  eircustancias,  después 
de  concordatos,  y  tanto  que  se  ha  escrito  por  autores 
célebres  en  la  jurisprudencia  canónica  y  civil,  necesaria- 
mente debia  varinr  mucho  ta  aplicación  del  Trento  en  hi 
disciplina  especial  de  las  Iglesias  de  America,  por  la  loca- 
lidad y  por  los  privilejios  y  concesiones  de!  Patronato, 
Sin  que  lastime  el  dogma  ni  se  marchite  la  fé  cristiana, 
se  ha  visto  mil  veces  modificar  las  leyes  conciliares  por 
ios  Soberímos  mas  celosos  y  espertos  del  catolicismo, 
consultando  el  mejor  servicio  de  la  iglesia.  El  periodo 
de  tres  años  para  convocar  Concilios  provinciales,  se  pro- 
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longo  hasta  docp,  la  Cédula  de  ruego    y  encarga  y    mil 
ejemplares  se  ptieden  citar  de  reformas  liechas. 

En  Chile,  Peni  y  otros  Estados  de  América,  se  han 
suprimido  conventos  y  sometido  los  regulares  á  los  Dio- 
cesanos; se  ha  exijido  la  edad  de  25  años  para  la  profe- 
sión reüjiosa,  siendo  lu  de  16  por  el  Concilio;  se  han  abo- 
lido los  fueros  personal  y  real,  los  diezmos  y  tantas  otras 
reformas. 

Otro  inconveniente  grave  se  toca  en  el  caso  en  que 
nos  hallamos:  que  nombrando  el  Cabildo  su  Vicario  Ca- 
pitular, pasado  los  ocho  dias  si  el  Gobierno  quiere  usar  de 
su  derecho  incuestionable  del  veto,  no  solo  como  Patrono, 
sino  como  Soberano  del  territ'^rio,  el  Cabildo  puede  con- 
testarle íjuoff  s-rripsi-^ff^ripsí':  porque  están  concluidas  mis 
facultades  por  el  Concilio:  hasta  ese  grado  de  absurdo 
podian  llegar  las  consecuencias  de  la  escepción,  sin  em- 
bargo de  la  Ley  14,  tít.  1^\  lib.  2°,  N.  R,;  porque  se  dice 
que  esa  Ley  habla  solo  de  los  Vicarios  y  Provisores  Epis- 
copales, no  de  los  Capitulares, 

Aqui  viene  muy  bien  el  argumento  del  Doctor  Velez 
Sarsfield  en  su  obra  citada:  «Este  Vicario  Capitular,  con 
toda  la  plenitud  del  poder  det  Cabildo  Eclesiástico,  tiene 
por  consiguiente  mas  potestad  y  es  mas  estensa  snjurís- 
diccií3n,  (|ue  la  del  Vicario  Episcopal.  Y  si  de  éste,  como 
se  ha  dicho,  las  Leyes  ordenan  que  la  persona  elejida  deba 
ser  del  agrado  del  Gobierno,  con  mayor  ra/.on  la  del  Vicario 
del  Cabildo,  que  entra  á  administrar  la  Iglesia,  con  todas 
las  facultades  episcopales.))— Se  robustece  mas  este  argu- 
mento, cuando  se  vé  que  es  el  mismo  en  que  se  funda  la 
Ley  y  su  razón  principal.  «Teniendo  presente,  dice  el 
Rey,  loque  practica  la  cabeza  de  la  Iglesia,  participándo- 
me antes  las  personas  que  piensa  destinar  á  la  Nuncia- 
tura de  estos  Reinos,  por  la  jurisdicción  que  han  de  ejer- 
cer en  ellos;  para  nombrar  después  aquellas  en  que  yo 
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no  halle  reparo:  y  atendiendo  ni  decoro  de  los  Obispos 
al  mayor  acierto  y  seguridad  de  sus  Provisores,  a!  bene- 
ficio de  mis  vasallos  á  quienes  han  de  administrar  justicia 
y  para  asegurar  mi  real  conciencia;  he  resuelto  que  la 
providencia  referida  por  lo  tocante  á  Valencia  sea  gene- 
ral; y  se  comuniqíie  a  los  M.  RR.  Arzobispos,  Obispos  y 
demás  prelados  ordinarios.^) 

Por  otra  Cédula  de  17D0,  se  mando  que  en  América  se 
observase  lo  niismo^  entendiéndose  con  los  Vireyes  y 
Presidentes  para  la  aprobación  de  los  Provisores  electos. 
No  hay  una  palabra  de  esta  Ley  que  no  tenga  aplicación 
en  mayor  escala,  á  los  Vicarios  Capitulares:  los  Obispos, 
(y  los  Cabildos  que  son  menos)  deben  hacer  con  más 
razón  lo  que  hace  la  cabeza  de  la  Iglesiti,  con  los  Nun- 
cios y  Embajadores;  porque  !a  base  es  la  jurisdicción  que 
ejerct^n,  como  regla  genera!,  cualquiera  que  sea  el  carác- 
ter ó  categoría  de  la  persona  ó  corporación  destinada  á 
desempeñar  el  puesto. 

Por  consiguiente,  esceptuar  á  los  Cabildos  y  á  sus  Vi- 
carios con  mas  poder  que  todos,  con  las  facultades  del 
Obispo,  de  aquellos  deberes  que  no  so  han  escepluado 
ni  los  Embajadores  y  Nuncios  álaíc/r  de  Su  Santidad,  ca- 
rece de  sentido  legal  Esceptuarlos  sólo  en  uno  de  los 
casos  de  la  Sede  vacante  y  no  en  los  demás,  existiendo 
la  misma  rascón  y  circunstancias,  como  lo  hemos  pro- 
bado, y  no  liabiendo  Ley  espresa  que  haga  la  escepción, 
carece  hasta  de  senlido  común.  Sólo  |>or  un  privilejio 
espreso  y  especial  podía  sostenerse,  desde  que  resulta 
menoscabo  y  limitación    de   los  derechos  del  Patronato. 

Esio  sólo  basta  para  no  admitirse  escepciones  de  casos 
semejantes,  en  que  se  pjerce  el  Patronato. 

En  fin,  Sefior,  iodo  lo  que  se  ha  dicho  demuestra  por 
último  resultado,  que  aunque  por  la  muerte  natural,  quede 
vacante  la  Iglesia  fpm  fado,  y  disueUo  el    vínculo,  no  se 


—  333  — 

hace  efectiva  sin  autorización  del  Gobierno,  como  en  los 
demás  casos  de  las  vacantes.  Es  decir,  que  el  Cabildo 
no  puede  declararlas  por  su  propia  autoridad,  tomar  po- 
sesión de  la  silla,  gobernar  y  administrar  la  Iglesia, 
como  lo  ha  hecho  el  Cabildo  del  Paraná,  dando  un  sim- 
ple aviso  de  cumplido  y  etiqueta  al  Gobierno  Nacional,  es- 
cúsando  hasta  la  voz  del  Patronato  para  no  aparecer  que 
se  le  reconocía  en  este  caso. 

Lo  mismo  hace  el  Vicario  Capitular  nombrado,  espre- 
sando que  se  halla  en  posesión  y  ejercicio  del  mando 
de  la  Diócesis;  semejante  á  la  comunicación  que  dan  las 
autoridades  independientes,  de  haber  sido  elevadas  al 
mando.  A  esto  se  debe  agregar,  que  si  el  Gobierno,  por 
causas  justas  y  el  derecho  que  le  asiste,  hubiese  querido 
vetar  la  elección  del  Vicario  y  que  se  nombrase  otro,  le 
^contestaría  el  Cabildo  quod  scripsi,  porque  se  habría  con- 
cluido su  autoridad  pasados  los  ocho  dias;  ó  habría  lugar 
á  cuestiones  arduas  y  de  mucha  trascendencia. 

Esto  no  es  ni  conforme  á  la  antigua  disciplina  de  la 
Iglesia:  «antigua  costumbre  fué  de  Españ¿i,  dice  la  Ley 
de  partida,  et  dura  todavía,  que  cuando  fina  el  Obispo  de 
algún  logar,  lo  facen  saber  el  Dean  y  los  Canónigos  al 
Rey.  .  .  .  e  que  le  piden  por  merced  que  le  plaga  que  ellos 

puedan  hacer  su  elección  desembargadamente el 

que  por  eso  han  derecho  los  reyes  de  les  rogar  los  Ca- 
bildos el  fecho  de  las  elecciones,  e  ellos  de  caber  su  rue- 
go. .  .  .»  L.  18,  tit.  5,  p.  1.  Esto  mismo  refieren  Solor- 
zano  y  La  Marca  y  dicen:  que  después  de  hecha  la  elección, 
se  pedia  al  Rey  su  aprobación  y  si  él  la  daba,  (porque 
podía  no  darla)  se  mandaba  entonces  al  Metropolitano 
para  que  consagrase  al  electo,  si  lo  encontraba  idóneo. 
Nótese  que  todo  esto  se  hacía  conforme  á  los  Cánones, 
y  á  la  estricta  disciplina  de  la  Inglesia.    Y  si  esto  se  re- 
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quería  ea  la  elección  del  Obispo^  doble  razón   hay  en  la 
elección  del  Vicario  Capitular. 

El  Concillo  de  Trento  no  ha  tocado  ni  pudo  tocar  el 
derectio  de  Patronato  de  los  Reyes,  mucho  menos  el  es- 
pecial de  las  Indias,  muy  posterior  al  Concilio.  Salo  or* 
deno  que  el  Cabildo  no  gobei'nase  por  sí  la  Iglesia  vacan- 
te,  y  nombrase  un  Vicario  dentro  de  ocho  días,  después 
de    la  muerte  del  Obispo. 

¿Y  en  qué  sentido  se  podrá  decir  ó  probar  que  es  con- 
traria al  Concilio  la  intervención  del  Gobierno,  ó  que  se 
ha  derogado  el  derecho  de  que  han  estado  en  posesión 
los  Soberanos  de  España  desde  la  antigüedad;  y  aumen- 
tado y  fbrtilicado  en  el  Patronato  de  America? 

¿Por  qué,  ejerciendo  el  mismo  derecho  el  Gobierno  en 
los  demás  casos  de  la  vacante,  no  lo  ha  de  ejercer  en  el 
caso  de  muerte  natural? 

El  Cabildo  no  gobierna  ni  ejerce  sus  facultades,  sino  des- 
pués de  la  autorización  del  Gobierno,  como  el  Obispo  no 
toma  posesión  ni  gobierna,  sino  después  del  pase  y  con- 
sentimiento del  Gobierno;  antes  no  son  autoridades  sino 
en  la  facultad,  y  el  Jif^s  tifl  rem,  pero  no  pueden  ejercei* 
Jurisdicción  sin  territorios  ni  subditos.  Por  consiguiente, 
es  claro  que  no  le  puede  correr  término  sino  desde  que 
el  Cabildo  es  hábil  para  ejercer  sus  funciones,  para  gober- 
nar y  administrar  la  Diócesis. 

El  Concilio  tnó  el  periodo  do  ocho  dias  desde  la  noticia 
de  la  muerte  del  Obispo,  arreglado  solo  al  derecho  canó- 
nico, y  á  la  disciphna  actual;  pero  no  pudo  mandar  que 
sic^uiese  después  de  trescientos  anos  en  materia  de  dis- 
ciplina, como  ha  sucedido  con  la  edad  d'?  IG  anos  para 
la  profesión  relijiosa  y  otras  muchas  cosas  que  han  va- 
riado. 

No  se  desconoce  el  inconveniente  que  representa  cuan- 
do la  vacante  esta  distante  de  la  capital  o  residencia  del 
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Gobierno,  porque  la  Iglesia  ciertamente  no  debe  carecer 
de  su  réjimen  administrativo,  ni  meses  ni  muchos  dias; 
pero  de  esto  á  negarle  al  Gobierno  el  derecho  de  inter  • 
vención,  en  la  hipótesis  de  ejercer  el  Patronato,  es  in- 
mensa la  distancia;  á  tomar  posesión  del  mando,  gober- 
nar y  administrar  la  iglesia,  ejercer  jurisdicción,  en  fin, 
sin  el  consentimiento  y  aprobación  del  Gobierno,  es  mu- 
cho mayor.  Esto  importa  el  simple  aviso  que  el  Cabil- 
do y  el  Vicario  del  Paraná  diertm  al  Gobierno,  espre- 
sando que  habiendo  sido  elejido  canónicamente,  se  halla- 
ba en  posesión  del  mando,  sin  referencia  ninguna  á  la 
aprobación  del  Gobierno. 

El  Señor  Delegado  Apostólico  no  podrá  dejarse  de  per- 
suadir de  que  este  procedimiento  no  solo  ha  sido  ilegal, 
sino  que  ha  carecido  hasta  de  cortesía;  pues  como  dice 
la  Ley  citadn,  si  la  cabeza  de  la  Iglesia  solicita  la  apro- 
bación del  Soberano  en  la  persona  elejida  para  la  Nun- 
ciatura por  la  jurisdicción  que  ejercía  entonces,  con  mu- 
cha mas  razón  se  debe  exijir  para  los  Provisores  epis- 
copales y  capitulares. 

Finalmente,  Exmo.  Señor,  el  Fiscal  ha  mirado  con  sor- 
presa la  frase  del  Señor  Delegado  Apostólico,  de  no  ad- 
mitir la  intervención  del  Gobierno,  ni  en  la  hipótesis  del 
Patronato,  Esto  importa  decir  que  desconociendo  el  de- 
recho del  Patronato,  ni  el  simple  aviso  era  obligación  del 
Cabildo,  ni  del  Vicario  del  Paraná,  y  que  hon  hecho  mu- 
cho con  dar  ese  paso  de  cumplido  ó  mera  forma,  desde 
que  tal  deber  existiría  solo  en  la  hipótesis,  que  no  se 
admite,  de  existir  el  Patronato. 

Se  siente  agoviado  el  Fiscal  con  el  peso  de  esta  idea, 
porque  ella  arroja  de  sí,  y  puede  tener  una  influencia  muy 
doloroso,  subversiva  del  orden  y  la  disciplina,  si  con- 
sidera el  carácter  y  rango  de  la  autoridad  que  arroja  es- 
ta semilla  en  la  conciencia  de  los  ñeles. 
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Que  se  trate  de  sostener  Irs  atribuciones  de  los  Cabil^ 
dos,  C|üc  se  discuta  la  cuestión,  muy  bieu;  no  solo  al  Se- 
ñor Delegado  Apostólico,  sino  á  los  Cabildos  y  Obispos 
se  les  oirá  con  mucho  gusto,  y  se  liarán  las  declaraciones 
y  concesiones  que  el  Gobierno  crea  convenientes  al  bien 
de  la  Iglesia  y  del  Estado;  pero  que  se  le  niegue  al  G«>bier- 
nu  un  derecho  que  siu  necesidad  del  Hat:ouato  especial^ 
es  conforme  á  la  disciplina  antigua  de  la  Iglesia,  desde 
que  los  Cabildos  tenían  que  pedir  licencia  á  los  Sobera- 
nos, para  la  elección  de  Obispos  y  aprobación  del  electo. 
y  que  á  mas,  queda  la  doctrina  de  nn  tener  los  Cabildos 
ni  !a  obligación  de  avisar,  desde  que  Su  Santidad  no 
reconozca  el  Patronato,  esto  es  eminentemente  subversivo 

Además,  Sefior,  si  el  Gubierno  ha  aceptado  sobre  sí  to- 
das las  obligaciones  y  deberes  del  Patronato,  si  consultan- 
do el  mejor  servicio  de  las  Iglesias,  ha  aumentado  los  Obis- 
pados, y  sostiene  cinco  en  vez  de  tres  que  eran  antes;  si 
sostiene  misiones  en  las  fronteras  del  Chaco  y  Oran,  y  ha 
costeado  Misioneros  desde  Europa;si  ha  dispuesto  que  haya 
Seminarios  en  todos  los  Obispados  conforme  al  Trento,  si 
sostiene  el  Culto  Católico  y  costea  todos  los  gastos  desde 
el  vino  y  el  aceite,  ¿Qué  mas  se  requiere  para  ejercer 
el  derecho  del  Patronato  Nacional  como  antes?  ...  .Y 
siendo  conforme  también  al  Concilio  de  Trento  para  los 
que  fundan,  dotan  y  sostienen  las  Iglesias  y  luchan  con 
los  inheles,  ¿Por  qué  entonces  se  le  exije  al  Gobierno  el 
cumplimiento  de  todas  estas  obligaciones  y  de  todas  las 
exijencias  del  culto,  y  no  se  le  reconoce  derecho?  Re- 
sulta que  para  el  Gobierno  esta  vijenle  el  Patronato  en 
las  obligaciones  y  no  en  los  derechos. 

Por  todo  esto,  Señor,  cree  el  Fiscal  que  el  Gobierno 
está  en  su  derecho  para  no  pasnr  inapercibida  esa  trase 
y  protestarla  en  la  debida  forma. 

Mas  en  cuanto  al  asunto  principal,  en  virtud  de  losfun* 
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damentos  que  ha  espuesto,  opina  el  Fiscal  que  el  Gobier- 
no puede  declarar  lejítima  su  intervención,  dentro  la  es- 
fera del  Patronato,  en  la  vacante  por  muerte  natural,  co- 
mo en  los  demás  casos,  é  indispensable  para  que  toda 
autoridad  sin  distinción,  pueda  ejercer  jurisdicción  dentro 
del  territorio,  como  también  el  derecho  incuestionable  que 
le  asiste  para  vetar  la  elección  de  Vicario  Capitular  y  pe- 
dir que  se  nombre  otro  Pero  para  salvar  las  dudas  que 
han  surjido  de  los  Cabildos,  tranquilizar  las  conciencias  y 
consultar  la  armonía  removiendo  los  inconvenientes  que 
indica  el  mismo  Señor  Delegado  Apostólico,  cree  también 
el  Fiscal  que  es  útil  y  necesario  formular  un  procedimiento 
para  lo  sucesivo,  sobre  las  bases  siguientes: 

1*  Que  en  el  caso  de  muerte  natural  de  los  Obispos,  los 
Cabildos  lo  comunicarán  inmediatamente  al  Gobierno,  y 
podrán  proceder  á  la  elección  de  Vicario  Capitular,  con- 
forme al  Concilio  de  Trento. 

2*  Que  el  nombrado  no  podrá  tomar  posesión  del  puesto 
ni  ejercer  jurisdicción  sin  la  aprobación  del  Gobierno. 

3*  En  el  caso  de  ser  vetada  la  elección,  el  Cabildo,  aun- 
que hayan  pasado  los  ocho  dias,  queda  hábil  para  hacer 
nueva  elección;  porque  ninguna  otra  autoridad  puede  ser 
mas  legal,  canónica  y  civilmente;  y  porque  la  elección  no 
puede  considerarse  consumada  legalmente  hasta  la  apro- 
bación del  Gobierno,  así  como  cuando  la  elección  va  al 
Arzobispo,  y  no  la  hace  ó  hay  demora;  el  Cabildo  reco- 
bra su  jurisdicción  y  hace  la  elección.  De  este  modo  cree 
el  Fiscal  concillados  los  derechos  de  ambas  autoridades, 
sin  menoscabo  ni  de  las  formas  que  los  Cabildos  desean 
conservar. 

Tal  es  el  juicio  del  Fiscal  en  este  grave  y  delicado  asunto. 
Salvo  en  todo  el  mas  asertado  de  V.  E.— Mayo  de  1863. 
— Ramón  Fekreira 
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Dictamen  del  Fhcal,— en  la  solicitud  de  los  Sres.  D.  J.  Get- 
ting  y  C*.,  por  prohibirles  la  Administración  de  Rentas  te- 
ner depósitos  particulares. 

ExMO.  Señoh: 

Habiendo  sido  revocado  por  ResulLieión  Superior  el  fallo 
de  la  Junta  de  Comisos  en  la  apelación  á  que  se  refiere 
este  reclamo,  puede  continuar  la  casa  apelante  en  el  ejer- 
cicio de  los  depósitos  particulares  que  teniaj  pero  sin  que 
se  entienda  coartada  en  lo  sucesivo  la  facultad  de  la  Ad- 
ministración, ni  sirva  de  precedente  para  permitirle  ó  no, 
por  nuevos  motivos,  el  uso  de  depósitos  particulares,  con- 
forme al  artículo  13  de  la  Ley  de  Aduana,  podiendo  elejir 
el  Administrador  lo  que  crea  mas  conveniente,  si  el  de- 
pósito general  ó  particular,  y  también  obligar  al  comer- 
ciante á  que  traslade  sus  efectos  del  depósito  particular 
al  general,  cuando  tenga  razones  justas,  consultando  la 
seguridad  de  los  derechos  fiscales— 9  de  Junio  del  1863.— 

RhMON    FEltRGUtA. 

Hesolua'ón^ 

Departamento  de  Hacienda. 

Buenos  Aires,  Junio  11  de  18G3.— En  todo  como  dice 
el  Fiscal— MITRE»— Dalmacio  Velez  Saksfield. 

En  virtud  «le  esta  resol ucióiij  la  Aduana  orileui*  el  traslíulo  á  depósito 
jíeueral  de  los  nuevos  efectos  que  recibieron,  y  habiéudose  quejado 
los  interesados  aolicitaron  que  se  les  permitiese  continuar  en  el  uso 
de  sus  depósitos  particulares. 

£1  FÍsolI   dijo: 

ExMo.  Señok: 

Por  la  resolución  del  Gobierno  revocatoria  de  la  Junta 
de  Comisos,  quedó  la  casa  en  :^faiii  f/uo  como  astaba  an- 
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tes  de  la  resolución,  y  restablecida  la  confianza  que  la 
Junta  le  negaba. 

Por  consiguiente,  se  halla  en  el  mismo  caso  de  las  de- 
más casas  de  comercio,  y  lo  que  hay  que  saber  es  si  lo 
que  pretende  el  Administrador  con  esta  casa,  lo  puede 
hacer  con  otra  legalmente  sin  inferir  agravio,  y  sin  re- 
lación alguna  con  lo  que  ha  pasado  y  como  podría  haber 
procedido  antes  de  eso. 

La  Ley  dice:  «el  depósito  se  hará  á  discreción  del  Go- 
bierno en  Almacenes  del  Estado,  ó  de  particulares,  ó  bien 
á  flote  en  los  puertos,  bajo  la  inmediata  dependencia  de 
la' Aduana»). 

Es  decir  que  es  un  derecho  facultativo  del  Gobierno, 
no  obligatorio  ni  preceptivo,  el  permitir  el  depósito  parti- 
cular ó  no,  pudiendo  elejir,  ampliar  ó  restrinjir  el  uso  de 
los  tres  modos  que  la  Ley  le  faculta  para  tener  el  depó- 
sito, dejándolo  á  su  discreción.  Y  como  la  razón  única 
de  la  Ley  es  la  conveniencia  del  Estado,  y  la  falta  de 
depósitos  suficientes  para  lasexijencias  del  comercio,  re- 
sulta que  el  Gobierno,  consultando  lo  que  mas  conven- 
ga, ya  por  tener  depósitos  desocupados,  ya  porque  le  haga 
mas  cuenta  alquilarlos,  ya  por  otras  razones  y  circuns- 
tancias que  la  esperiencia  enseña,  puede  restrinjir  el  per- 
miso ó  licencia  para  depósitos  particulares,  sin  inferir 
queja  al  comerciante,  porque  á  uno  le  permita  mas  que  á 
otro,  ó  porque  le  limite  á  un  depósito  ó  dos,  ó  porque 
le  exija  que  en  adelante,  las  nuevas  mercancías  que  le 
vengan,  las  lleve  á  los  depósitos  del  Estado. 

El  Administrador  dice  que  actualmente  hay  depósitos 
del  Estado  desocupados,  y  quiere  que  la  casa  de  Getting 
lleve  á  ellos  las  mercancias  nuevas  que  le  vengan,  ó  mas 
claro,  le  limita  la  licencia  á  los  depósitos  que  tiene  y  se 
la  retira  para  lo  sucesivo.  No  hay  en  esto  agravio.  Cuan- 
do el  Fiscal,  en  su  primera  vista  habló  de  nuevos  moti- 


—  340  — 

vos,  no  fué  aludiendo  á  la  facultad  general  discrecional 
de  la  Administración,  sino  aplicando  al  caso  de  la  re- 
solución de  la  Junta,  es  decir,  que  solo  por  nuevos  moti- 
vos se  le  podia  volver  á  penar  ó  privar  del  depósito,  en 
el  sentido  que  lo  habia  hecho  la  Junta,  mas  sin  coartar 
la  facultad  discrecional,  siempre  que  se  obre  lo  mismo 
que  se  haria  con  otra  casa. 

En  este  sentido,  opina  el  Fiscal  que  la  Administración 
puede  exijir  ú  la  casa  de  Getting  que  las  nuevas  mer- 
caderías que  le  vengan,  se  lleven  á  los  depósitos  del  Es- 
tado, sin  inferir  agravio,  y  usando  de  la  facultad  discre- 
cional para  asegurar  mejor  los  intereses  fiscales.— Julio 
15  de  1863.— Ramón  Ferreira. 

Resolución — 

Departamento  de  Hacienda. 

Buenos  Aires,  Julio  16  de  1860. — Téngase  por  resolu- 
ción el  anterior  dictamen  fiscal. — MITRE.— Dalmacio 
Velkx  Sarsfield. 


Pedro  Sarssure, — cobra  los  perjuicios  ocasionados  por  el 
Ejército  de  la  Confederación 

En  4  (le  Junio  de  1863,  Don  Luia  Maria  Saavedra,  en  representación  do 
Don  Pedro  Sarssure,  cobra  los  perjuicios  (¡ue  le   ocacionaron  las  tro- 
pas del  General  Urquiza  en  una  chacra  de  su  propiedad  á  inmedia- 
ciones de  esta  Ciudad,  cuyo  valor  asciende  á  la  sumado  G,24I  pesos 
12  c.  plata. 

Pasado  al  Fiscal,  éste  dijo  en  18  de  Diciembre. 

ExMO.  Señor: 

En  el  Paraná  habia  dos   comisiones   como  aqui,  una 
para  los  reclamos  estranjeros  y  otra  para  los  proceden- 
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tes  de  gastos,  daños  y  perjuicios  ocasionados  en  la  guer- 
ra de  1859,  sin  distinción  de  estranjeros  ó  nacionales. 
— Mas  después  por  Decreto  del  Gobierno  se  reunieron 
los  asuntos  de  las  dos  comisiones  en  una  sola:  la  de  re- 
clamos estranjeros.  De  aqui  procede  el  Decreto  del  Mi- 
nisterio y  la  equivocación  de  la  Contaduría,  pero  en  reali- 
dad el  asunto  no  corresponde  á  la  Comisión  de  reclamos 
estranjeros,  sino  á  la  clasificadora  y  liquidadora  de  la 
deuda  pendiente  del  Gobierno  del  Paraná  que  quedó  en 
tramitación,  por  lo  que  creo  debe  pasar  á  ésta.— Ramón 
Ferreira. 

Devolvióse  al  interesado  para  que  ocurriese  donde  corresponde,  y  habien- 
do ocurrido  otra  vez  en  22  de  Noviembre  de  1872,  se  consultó  al  Pro- 
curador General,  y  dijo  en  13  de  Enero  de  1873: 

ExMO.  Señor: 

Es  indispensable  pedir  el  informe  que  dice  la  Contadu- 
ría á  los  Sres.  Coroneles  Don  Plácido  López  y  Don  Ma- 
riano Orzabal,  debiendo  espresar  estos  Gefes  si  son  ciertos 
estos  destrozos  que  la  parte  menciona  en  su  cuenta,  y 
principalmente  si  talaron  24  cuadras  de  alfalfa  destruyen- 
do las  raices,  si  destruyeron  todo  el  alambrado  y  se  lle- 
varon el  alambre  y  los  postes,  si  cegaron  todo  el  zanjeo 
en  estensión  de  22  cuadras,  si  destruyeron  todos  los  ár- 
boles de  durazno  y  sauce  que  habia  en  la  chacra,  haciendo 
una  prolija  esplicación. — Francisco  Pico. 

Habiendo  informado  los  Coroneles  Ix)pez  y  Orzabal  en  favor  del  recla- 
mante, volvió  al  Procurador  General,  y  dio  el  siguiente  dictamen: 

ExMO.  Señor: 

Es  sumamente  vergonzosa  la  confesión  que  hacen  los 
Coroneles  López  y  Orzabal  de  haber  saqueado  y  talado  la 
chacra  del  Seilor  Saaredra.  como  si  hubieran  entrado  en 
ella  los  indios,  y  el  Gobierno  debe  tomar  medidas  para  que 
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no  se  repitan  liechos  de  esta  especie,  que  tanto  desacre- 
ditan al  Ejército,  imponiendo  una  seria  resposabilidad  á 
los  Gefes  que  los  cometen  ó  consienten.  Pero  con  los 
lUtímos  informeSj  quedan  plenamente  probados  los  per- 
juicios sufridos  por  Don  Luis  Saavedra  que  el  Gobierno 
está  en  la  obligación  de  indemnizar. 

En  cuanto  al  monto  de  esa  indemnización  me  pare*íe 
bastante  exnjerada  la  tasación  que  se  ha  hecho  y  corre 
en  el  espediente,  por  ejemplo  1,500  pesos  por  una  vaca 
con  cria  y  10  pesos  por  cada  planta  de  sauce,  son  pre- 
cios exaj erados  hasta  el  doble  del  verdadero  valor;  se  ha 
supuesto  también  que  los  soldados  habian  cerrado  una 
zanja  de  22  cuadras,  lo  que  es  imposible,  y  el  alambrado 
viejo  que  tenia  la  chacra  se  ha  tasado  por  el  vabr  que 
tendría  uno  nuevo.     Estos  escesos  deben  reformarse. 

Por  lo  cual  es  mi  dictamen  que  V.  E.  autorice  á  la 
Contaduría  para  que  llamando  al  interesado,  reforme  de 
común  acuerdo  esa  tasación^  y  fije  la  cantidad  que  debe 
ser  abonada  en  Fondos  Públicos  con  arreglo  á  la  Ley, — 
Junio  6  de  1873.— Francisco  Pico. 

Resolución — 


Departamento  de  Hacienda. 

Buenos  Aires,  Agosto  8  de  1863.— Inscríbase  en  Fon- 
dos Públicos  Nacionales  a  favor  del  interesado  la  can- 
tidad de  6j241  pesos  fuertes,  12  c,  plata  de  17  en  onza 
de  oro;  vuelva  á  Contaduría  para  su  entrega  al  intere- 
sado, quien  ocurrirá  para  su  inscripción  á  la  Junta  del 
Crédito  Público  Nacional.— SARMIENTO.— N.  Avella- 
neda.— Uladislao  Frías. — C.  Tejedoh. 
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Faustino  Parera, — pide  deyolución  de  la  suma  que  ha 
abonado  por  derechos  de  esportación. 

En  8  de  Junio  de  1863,  Don  Salustiano  Puente,  en  representación  de  Don 
Faustino  Parera,  pide  la  devolución  de  86  ps.  60  centavos,  importe  de 
derechos  de  esportación  pagado  en  el  Paraná  por  976  cueros  de  car- 
pincho. Que  estos  cueros  estaban  destinados  al  esterior,  pero  se  re- 
solvió curtirles  aquí. 

Pasado  al  Fiscal,  dijo  en  8  de  Julio: 

ExMO.  Señor: 

La  Ley  de  Aduana  de  que  se  trata  se  aplica  en  la 
práctica  literalmente;  y  se  paga  el  derecho  de  esportación 
en  el  lugar  del  embarque  de  los  efectos,  como  una  ga- 
rantía, lo  mismo  que  las  tornaguias  ú  otras  medidas  que 
se  toman  para  evitar  el  fraude. 

No  se  devuelve  el  importe  del  derecho  pagado  en  el 
punto  donde  se  traslada  ó  lleva  la  carga;  pero  se  dá  un 
boleto  al  dueño  ó  interesado,  para  que  pueda  con  él,  pa- 
gar los  derechos  de  esportación  de  la  misma  especie  de 
efectos,  aunque  no  sean  los  mismos  removidos,  y  se  ha- 
llan destinados  al  consumo  local.  También  tiene  el  re- 
curso de  negociar  el  boleto  para  reembolsarse  del  dere- 
cho que  ha  pagado.  Estando  vijente  esta  práctica  y  dis- 
posición, no  se  puede  hacer  lugar  á  la  solicitud.— Ra- 
món Ferreira. 

Resolución — 

Departamento  de  Hacienda. 

Buenos  Aires,  Julio  de  1863.— De  acuerdo  con  el  pre- 
cedente dictamen  del  Fiscal,  confírmase  la  resolución  de 
16   de  Junio  último,  á  sus  efectos  vuelva  á  la  Adminis- 
tración de  Rentas  Nacionales  en  la  Capital,  y  hágase  saber 
al  interesado.— MITRE. — Dalmacio  Velez  Sarsfield. 


—  344  — 

José  A.  Van  Halle, — reclama  un    cajón  con   ornamentos  de 

Iglesia 

En  25  de  Junio  de  1863,  Don  José  A.  Van  Halle  solicita  se  le  entregue 
un  cajón  con  ornamentos  de  Iglejsia  que  está  en  los  Almacenes  de 
Aduana,  y  de  cuya  entrada  en  ellos  no  hay  constancia. 

Consultado  el  Fiscal,  contestó  en  15  de  Julio : 

ExMO.  Señor: 

Del  mérito  del  espediente  resulta  que  según  los  infor- 
mes del  Alcaide  principal  y  del  Contador^  no  hay  cons- 
tancia de  que  el  cajón  haya  entrado  con  el  permiso  sim- 
ple y  gracioso  del  Colector  Señor  Calzadilla,  ni  este  Señor 
se  acuerda  de  eso;  tampoco  se  sabe  que  haya  pagado 
derechos  de  internación. 

Por  consiguiente  existe  la  razón  y  presunción  legal 
de  que  todo  bulto  que  aparezca  en  los  depósitos  generales, 
no  ha  pagado  derechos. 

Además,  el  Alcaide  ha  debido  anotar  el  modo  como  en- 
tró el  cajón  al  depósito:  el  Señor  Calzadilla  no  podía 
conceder  tal  permiso,  que  hacía  responsable  al  Estado 
de  la  pérdida  del  bulto  por  un  mero  servicio. 

Es  por  todo  lo  espuesto  que  opina  el  Fiscal  que  el  in- 
teresado debe  abonar  los  derechos  correspondientes  para 
sacar  el  cajón, — Ramom  Fekreika. 

ItcsnJ  ación — 

Departamento  de  Hacienda. 

Buenos  Aires,  Julio  16  de  1863.— Téngase  por  reso- 
lución el  dictamen  fiscal.— MITRE. — Dalmacio  Velez 
Sarsfield. 
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Martin  Amespil,— pide   exoneración   de  derechos  para  unas 

suelas. 

En  20  de  Julio  de  1863,  Don  Martin  Amespil,  pide  la  introducción  li- 
bre de  derechos,  de  100  suelas  que  existen  depositadas  en  la  Aduana 
de  Montevideo. 

Consultado  el  Fiscal,  dijo  en  18  de  Agosto  : 

ExMO.  Señor: 

Para  proceder  con  claridad  en  esta  cuestión,  se  deben 
considerar  dos  cosas :  1°  la  dificultad  de  probarse  la 
identidad  de  la  especie  y  2''  aún    suponiéndola  probada. 

La  primera  circunstancia,  hablando  en  general  sin  de- 
terminar cosa  particular,  es  una  de  las  mas  difíciles  cuan- 
do se  trata  de  identidad  numérica  y  específica,  no  de 
identidad  de  clase,  es  decir,  las  mismas  piezas,  porque 
no  basta  que  tengan  el  mismo  número  y  marca,  no  basta 
que  sean  de  la  misma  da^e,  fábrica  y  peso,  mucho  menos 
cuando  no  llevan  marca  ni  número. 

De  aquí  ha  nacido  que  en  la  Aduana  se  hayan  tomado 
medidas  contra  ese  peligro,  que  no  se  acepte  la  prueba  de 
la  identidad  ni  en  el  removido  de  una  plaza  á  otra  dentro 
de  la  República. 

Se  prohibe  el  tránsito  de  la  mercadería,  por  agua  de  un 
punto  á  otro,  sin  pagar  derechos,  porque  se  teme  el  cam- 
bio y  trasbordo.  Se  toman  otras  medidas  en  el  embar- 
que y  desembarque,  y  sólo  se  puede  admitir  la  identidad 
numérica  de  piezas  en  los  depósitos  del  Gobierno,  por- 
que él  es  responsable  de  su  cuidado. 

No  nos  i)ersonalizaremos  ni  dudamos  de  la  buena  fé 
del  interesado ;  tratamos  la  cuestión  en  principio  general, 
para  resolver  no  sólo  este  caso  sino  todos  según  derecho. 
No  bastaría,  como  hemos  dicho,  probar  que  las  suelas 
son  de  Tucuman  y  Salta,  que  son   de  la  misma  fábrica, 
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y  aunque  tuviesen  la  misma  marca  y  número  las  que  se 
embarcaron  aquí  para  Montevideo  hace  ocho  meses  en 
Diciembre, 

Todo  eso  no  bastaría  para  probar  que  eran  las  mismas 
I  iezas,  desde  que  podían  ser  otras  iguales  en  todo.  El 
ser  fruto  del  país  tampoco  basta,  porque  saliendo  al 
extrangero  y  volviendo  originales  ó  elaboradas,  deben  pa- 
gar derectios.  Si  los  cueros,  lanas,  cerda,  volviesen  del 
Brasil  ó  de  Europa,  pagarían  derechos  porque  vienen  co- 
mo estrangeros,  perteneciendo  a  otro  dueño  ó  al  mismo 
que  tos  mandó,  removidos  por  tantas  causas  del  comercio, 
que  no  deben  entraren  hi  mente  de  las  leyes  aduaneras. 

En  el  segundo  caso,  suponiendo  probada  la  identidad  de 
las  mismas  piezas,  también  deben  pagar  derechos  si  vuel- 
ven del  tístranjero.  Sin  observar  esta  regla  general,  no 
podrió  la  Aduana  gr.rantirse  del  fraude  y  las  infracciones, 
no  podria  saber  como,  que  calidad  y  condiciones  y  por 
que  causas  volvía  este  efecto;  no  le  importaba  averiguarlo 
tampoco.     Podia    volver  porque  no   pudo  venderse;    por 

otra  especulación,  enajenada  ó  no  a  otro  dueño y  en 

fin,  desde  que  vuelve  bajo  cualquiera  combinación  quesea, 
habiéndose  introducido  en  otra  plaza  y  esportado  de  allá  pa- 
ra  ésta,  debe  considerarse  como  importación  del  estranjero. 

Por  todo  lo  que  opina  el  Fiscal  en  el  presente  caso, 
las  suelas  deben  pagar  derecho  si  se  introducen,  pres- 
cindiendo de  la  prueba  de  identidad  de  las  piezas,  ni  de 
fábrica,  ni  de  dueño  que  las  mandó  y  el  que  las  vuelve; 
porque  tales  condiciones  no  puede  aceptar  la  Aduana  por 
las  razones  dadas.— Ramón  FEíiKEmA. 

Resolución — 

Departamento  de   Hacienda. 

De  acuerdo  con  el  precedente  dictamen  del  Fiscal,  tén- 
gase por  resolución,  comuniqúese,  etc. — MITRE. — Dalma* 
CIO  Velez  Sarsfield. 
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Domingo  Mendoza, — solicita  un  duplicado  de  varios  libramien- 
tos estraviados. 

En  26  de  Julio  de  1863,  Don  Domingo  Mendoza  dice  que  habiéndosele 
estraviado  varios  libramientos  á  nombre  de  Don  José  de  la  Cruz  Vi- 
dela,  pide  se  le  dé  uu  duplicado. 

CJonsultado  el  Fiscal  dijo: 

ExMO.  Señor: 

Estos  libramientos  pertenecen  á  la  deuda  flotante  des- 
pués del  1**  de  Abril  de  1861,  pero  no  pueden  pagarse 
ni  ser  recibidos  en  ninguna  renta  de  la  República,  sin 
que  se  hayan  presentado  á  la  Comisión  Especial  encar- 
gada de  su  clasificación  y  después  de  la  Ley  que  dé  el 
Congreso  para  su  pago  y  conocimiento  de  la  deuda. 

Por  consiguiente,  creo  que  no  hay  el  peligro  de  que  los 
libramientos  perdidos  puedan  ser  pagados  en  ninguna 
parte,  aunque  los  presentasen  bajo  de  cualquier  pretesto, 
porque  solo  se  han  de  pagar  los  que  se  hayan  presen- 
tado á  la  Comisión  y  con  el  boleto  de  pago  ó  bono^  ó 
en  la  forma  que  se  acordase. 

Por  esto  creo  que  se  le  puede  dar  al  interesado  una 
copia  en  la  C-ontaduria,  anotando  al  pié  que  son  nulos 
y  de  ningún  valor  los  libramientos  perdido?,  y  que  no 
serán  admitidos  ante  la  Comisión  Clasificadora,  ni  en 
ninguna  oficina  de  la  República.  Se  puede  también  ano- 
tar al  pié  que  si  no  parecen  los  orijinales,  no  será  abo- 
nado el  crédito,  según  lo  disponga  el  Congreso  mientras 
el  interesado  no  probare  que  no  ha  sido  pagado  por  el 
Gobierno  de  Entre  Rios  durante  ?u  administración  de 
las  Aduanas. — Ramón  Ferreira. 

Se  resolvió  conforme  á  la  vista. 
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Dolores,  Fortunata  y  Clementina  Susso, — traspasa  de  pensión. 

En  Julio  de  1803,  Doña  Dolort^s,  Fortunata  y  Clemeutiiia  Siisso,  repro- 
sentüdasprir  su  tío  Don  rnet'aal  C"stn»  solicitan  IraspASodo  la  pensión 
<ine  irozíibü  sn  Señora  Madre  Doña  Josefa  Triipani,  tísposn  del  Capitán 
Don  Antonio  iSusso. 

Cüniprobrtíla  la  personería  do  las  reclamantes,  romo  hijas  lejítinms  de 
Don  Antonio  y  Dtiña  Josefa,  la  Contaduría  las  considero  con  derecíio 
á  la  pensión  de  que  gozal>a  la  madre. 

Consultado  el  Fiscal  dijo: 

ExMO,  Señor: 

Si  la  pensión  qne  se  solicita  eslA  considerada  en  el 
Fresupueslo  garantido  de  la  Provincia,  y  se  ha  estado 
pagando  á  la  señora  madre  de  las  interesadas  que  la 
reclaman  en  su  representación,  opina  el  Fiscal  que  se  debe 
reconocer  la  ¡^ensióu  á  favor  de  ellas  como  hijas  lejiti- 
raas  y  con  las  calidades  de  la  Leyj  que  han  justificado. 

Mas  si  no  está  considerada  en  dicho  Presupuesto  ga- 
rantido, no  liabiendo  fondos  volados  para  ese  objeto,  y 
estando  espresanientesancioiíado  por  la  Ley  de  3  de  Se* 
ticmbre  de  1802  que  no  salga  de  los  presupuestos  la  in- 
versión de  las  rentas  hasta  la  resolución  del  Cungreso, 
parece  que  en  tal  caso  no  es  oportuna  la  solicitud,  y 
deben  esperar  las  interesadas.  Salvo  lo  que  tenga  á  bien 
V    E*  resolver, — Julio  14  de  1803— Ramón  Ferkiíira* 

Consultada  sobre  wjto  la  ContíiduriH,  dijo  que  en  el  Tresupuesto  para  el 
año  1802,  que  era  el  (jue  rejíii,  existía  una  cantidad  votada  en  jílobo 
para  el  abono  de  las  pensiones  v  retiros  militares,  y  rjne  habiendo 
estado  disfrutando  de  ¡jensión  la  madre  de  la  solicitante  bastü  Febre- 
ro de  186:í,  ereiaquc  estaba  cooiprendida  en  el  Presopuestu  garantido. 

Resolución — 


Departamento  de  Guerra  y  Marina 
Buenos  Aires,  Julio  22  de  1863, — De  conformidad  con 
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la  vista  fiscal  y  en  mérito  del  anterior  informe  de  íaCon- 
taduria,  vuelva  á  la  misma  papa  que  se  continúe  abonando 
a  las  recurrentes  la  pensión  que  disfrutaba  la  madre  de 
éstas,  y  desde  el  dia  inmediato  á  su  fallecimiento-  y  há- 
gase saber  á  dicho  Fiscal  asi  como  ala  Inspección  General 
—MITRE— Juan  A.  Gelly  y  Obes. 


Sóbrela  intelijencia  de  la  ley  de  Setiembre  de  1862,  en  el 
arreglo  de  los  reclamos  estranjeros  por  las  convencionea  de 
1858  y  1859. 

ExMO.  Señor: 

Por  la  Ley  de  Setiembre  del  ano  anterior  de  1862,  el 
Congreso  reconoció  la  deuda  del  Gobierno  del  Paraná,  pro- 
cedente de  reclamos  estranjeros,  conforme  á  las  conven- 
ciones de  Octubre  de  1858,  y  que  se  hubiesen  arreglado  y 
liquidado  hasta  el  1°  de  Febrero  de  1860,  y  las  posterio- 
res que  resultasen  arregladas  legalmente. 

El  Gobierno  para  dar  cumplimiento  á  esta  Ley  de  un 
modo  mas  completo,  nombró  una  Comisión  especial  en- 
cargada de  revisar  los  espedientes  arreglados,  posterio- 
res á  esa  fecha,  y  arreglar  y  concluir  los  que  estaban  en 
tramitación,  presentados  en  tiempo  hábil.  La  Comisión, 
en  el  ejercicio  de  sus  funciones,  no  se  ha  conformado  con 
el  arreglo  hecho  en  el  Paraná  en  algunos  espedientes 
concluidos;  y  quiere  rechazar  unos  en  el  todo  ó  no  reco- 
nocerlos, y  modificar  otros  en  parte  de  la  suma  recono- 
cida. 

El  Señor  Ministro  Inglés  ha  declarado  esplícitamenté 
ante  la  Comisión  en  el  Protocolo  de  conferencias,  y  an- 
te el  Gobierno  en  su  nota  de  23  de  Marzo  último,  que 
no  admite  variación  alguna,  ni  entrará  en   discusión  so- 
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cho.  También  cree  el  Fiscal  que  hay  lugar  á  revisar  el 
asunto  cuando  se  presenta  una  cuestión  de  principios  ó 
de  derecho  internacional,  como  el  caso  del  buque  La 
Saltana,  para  esclarecer  hechos  cuya  aceptación  ora  con- 
traria á  las  atribuciones  de  la  Comisión  y  á  la  mente 
del  Gobierno  del  Paraná  y  de  las  convenciones  de  1858. 
Esto  tiene  aplicación  también  al  caso  de  las  goletas 
«Amelia»,  «Mercedes»,  «Bella  Isidora»  y  «Piragua»  en  el 
reclamo  de  los  Señores  Hughes  y  C*. 

No  así  juzga  el  Fiscal  con  respecto  álos  vicios  acce- 
sorios que  los  cree  fuera  del  espíritu  de  la  Ley;  y  opina 
que  en  cuanto  al  mérito  de  las  pruebas,  y  al  grado  de 
certidumbre,  no  afecta  la  validez  del  proceso,  y  consis- 
tiendo más  ó  menos  en  la  cantidad,  la  concesión  del  monto 
que  se  haya  hecho,  no  admite  reforma  ni  nueva  discusión; 
porque  la  Ley  de  Setiembre  no  podia  derogar  lo  que  se 
hubiese  hecho  conforme  á  las  bases  de  las  convenciones 
del  año  58. 

Por  todo  lo  dicho  cree  el  Fiscal,  Exmo.  Señor,  en  este 
grave  y  delicado  asunto,  que  el  Gobierno  conforme  al 
espíritu  de  la  Ley  de  Setiembre,  sólo  puede  revisar  y  re- 
formar los  arreglos  concluidos  que  adolezcan  de  vicios 
sustanciales,  que  ultrapasen  ó  contraríen  las  instrucciones 
del  Gobierno  del  Paraná  que  se  han  aceptado  para  la  con- 
tinuación de  los  arreglos  aquí;  y  también  los  que  he  ci- 
tado de  los  buques:  «Sultana»  «Amelia»,  etc..  Por  con- 
siguiente, cree  el  Fiscal  que  en  este  sentido  debe  espe- 
dirse la  Comisión y  que  dentro  de  esos  térmi- 
nos debe  considerarse  la  cuestión  con  los  Señores  Mi- 
nistros Estrangeros.  Salvo  en  todo  el  juicio  de  V.  E. — 
Julio,  de  1863. — Ramón  Ferreira. 
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Salvador  Rughi,  —solicita  la  rehabilitación  de  su  firma  como 
despachante  de  Aduana. 

En  12  de  Agosto  de  1853,  Don  F.  Salvador  Rughi,  de  este  comercio, 
solicita  la  rehabilitación  de  su  firma  como  despachante  de  Aduana. 

El  Procurador  del  Tesoro,  en  21  de  Abril  de  1864,  dictaminó: 

ExMO.  Señor: 

Si  la  casa  Rughi  y  C.  hubiese  chancelado  sus  deudas 
con  la  Aduana,  y  no  se  hallase  todavia  en  la  condición 
de  deudor  moroso,  el  Fiscal  opinaría  que  se  le  levantase 
la  resolución  de  10  de  Julio  del  año  anterior  que  corre  á 
í.  22,  por  una  equidad  y  tolerancia  á  los  comerciantes 
y  se  restableciese  á  su  antiguo  estado;  pero  no  habiendo 
mejorado  su  condición,  ni  desaparecido  los  motivos  que 
justificaron  dicha  resolución,  según  el  informe  del  Admi- 
nistrador, parece  que  no  debe  tener  lugar  lo  que  se  soli- 
cita.   Salvo  en  todo  el  juicio  de  V.  E. — Ramón  FeRaem^* 

Resolución — 

Departamento  de  Hacienda. 

Buenos  Aires,  Mayo  3  de  1864. — En  vista  del  informe 
anterior,  y  de  acuerdo  con  el  parecer  del  Procurador  del 
Tesoro,  no  ha  lugar  y  devuélvase  al  Administrador  de 
Rentas  Nacionales. — MITRE. — L.  Gonzalf.z. 

En  13  de  Junio  de  1864,  se  presenta  de  nuevo  apelando  de  la  resolu- 
ción anterior,  á  causa  del  error  que  á  su  juicio  han  padecido  las  ofici- 
nas de  la  Aduana,  confundiendo  la  casa  de  Rughi  y  C  * .  de  que  él 
formaba  parte  y  que  nada  adeuda  al  Fisco,  con  la  de  Rughi  Fiera  y 
Gaggino. 

Pasó  al  Procurador  del  Tesoro,  y  dijo: 

ExMO.  Señor: 
Si  es  cierto  que  el  reclamante  Don  Salvador  Rughi  no 

23 
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ha  pertenecido  á  la  casa  deudora,  Rughi  y  Piera  ó  Rug- 
hi  y  C*.,  y  que  por  consiguiente  él  no  es  deudor  al  Fisco; 
es  indudable  que  no  le  comprende  la  Resolución  del  Go- 
bierno de  3  de  Mayo  último   f.  3. 

Pero  para  que  no  se  le  3on  jidere  deudor  al  Fisco,  exis- 
tiendo la  deuda  que  hay,  y  quedando  el  Fisco  sin  esa 
garantía  mas,  cuando  los  otros  deudores  no  han  podido 
pagar  hace  mucho  tiempo,  es  necesario  que  se  den  prue- 
bas mas  jurídicas,  y  se  acredite  con  los  libros  en  toda 
forma,  que  él  no  ha  pertenecido  á  la  casa  deudora,  ni 
tenido  parte;  y  mientras  tanto,  no  se  le  puede  declarar 
libre  de  la  responsabilidad  y  de  lo  que  solicita. — Setiem- 
bre 13  de  1864.— Ramón  Ferreira. 

Resolución — 

Departamento  de  Hacienda. 

Buenos  Aire?,  Noviembre  4  de  1864. — De  acuerdo  con 
lo  dictaminado  por  el  Procurador  del  Tesoro,  si  resulta- 
se efectivamente  cierto  que  el  solicitante  Don  Salvador 
Rughi  no  es  deudor  al  Fisco,  se  declara  que  no  se  halla 
comprendido  en  la  Resolución  de  3  de  Mayo  último:  á  sus 
efectos  vuelva  al  Administrador  de  Rentas  Nacionales  de 
la  Capital  para  que  proceda  de  conformidad,  y  hágase 
saber. — MITRE.— L.  González. 


Petrona  Bauza, — pide  ser  inscripta  en  el  número  de  las  pensio- 
nistas, como  viuda  del  Capitán  Francisco  Bauza  y  cobra 
pensiones  devengadas. 

En  20  de  Aj^^osto  de  18G3,  Doña  Pet^on^  Bauza,  viuda  del  Capitán  Fran- 
cÍBCO  Bauza,  pide  ser  inscrita  en  el  número  de  las  pensionistas,  y  co- 
bra pensiones  devengadas. 

El  Inspector  de  Armas  dice  que  del  informe  del  Gefe  de  la  Oficina  de 
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Pagos,  resulta  que  ha  dejado  de  ser  pagada  esta  pensión  desde  Julio 
de  1860,  figurando  desde  antes  de  esa  fecha  en  el  número  de  las  viu. 
das  fallecidas  y  casadas,  por  cuya  razón  fué  eliminada  de  la  lista  que 
se  mandó  imprimir  en  Abril  último,  y  que  no  espresando  la  intere- 
sada la  fecha  ni  el  término  de  la  licencia  con  que  se  ausentó,  pide 
que  informe  la  Contaduría,  la  cual  agrega  que  se  ha  dejado  de  abo. 
nw  por  haber  vencido  el  término  de  la  licencia  que  obtuvo  en  26  de 
Julio  de  1869,  y  que  en  caso  de  ordenarse  el  abono  de  las  pensiones 
abrazadas,  el  Gobierno  de  la  Provincia  debe  pagar  los  meses  desde 
Julio  de  1860  á  9  de  Octubre  de  1863,  y  el  Gobierno  Nacional  desde 
el  10  de  Octubre  en  adelante. 

Pasado  al  Fiscal,  dijo: 

ExMO.  Señor: 

Exijiendo  la  Ley  de  !a  materia  la  residencia  en  la  Pro- 
vincia para  el  goce  de  la  pensión,  parece  que  desde  que 
se  concluyó  la  licencia  á  la  interesada,  no  ha  debido  go- 
zarla sin  haber  obtenido  próroga,  y  que  solo  debe  cor- 
rerle desde  que  vuelva  á  residir  aquí,  ó  haya  obtenido 
nueva  licencia.  En  el  caso  de  reconocerle  las  pensiones 
atrasadas,  está  de  acuerdo  el  Fiscal  con  el  infornae  de  la 
Contaduría  General,  sobre  que  el  Gobierno  Nacional  solo 
debería  pagar  desde  Octubre  de  1862,  salvo  el  juicio  de 
V.  E.— Octubre  1°  de  1863.— Ramón  Ferreira. 

Resolución — 

Departamento  de  Guerra  y  Marina. 

Buenos  Aires,  Octubre  5  de  1863.— Como  dictamina  el 
Fiscal,  y  á  fin  de  que  desde  1°  de  Julio  ppdo.  sea  nue- 
vamente inscripta  en  la  lista  de  pensiones  con  la  asigna- 
ción que  disfrutaba,  vuelva  á  la  Contaduría,  haciéndose 
saber  á  dicho  Fiscal  y  demás  á  quienes  corresponde. — 
MITRE— Juan  A.  Gelly  y  Obes. 
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Dictamen  del  Fiscal,— sobre  una  enmendatura  y  omisión  por 
no  escribir  en  número  j  en  letra  en  el  manifiesto  de  la 
goleta  «Dos  Hermanas.» 

Eti  1^  de  Setiembre  de  1863,  dijo  el  Ftacal: 

ExMO.  Señor: 

A  juicio  del  Fiscal,  son  atendibles  las  observaciones  del 
Administrador,  y  en  casos  semejantes,  cuando  haya  duda 
sobre  la  verdad  y  corra  riesgo  de  perjudicarse  el  Fisco,  se 
puede  dar  por  nulo  el  manifiesto  ó  guia,  y  exijir  las  ga- 
rantías ó  flauicas  que  se  crean  necesarias. 

Además,  en  este  caso  parece  conveníeiite  pedirse  un 
informe  al  Cónsul  de  Montevideo  sobre  si  cuando  hale- 
gali^.ado  el  manifiesto,  estaba  enmendada  la  cantidad  en 
la  forma  que  aparece,  remitiéndole  el  espediente  al  efecto, 
y  según  el  resultado,  se  espedirá  el  Fiscal  en  definitiva. 
— Ramón  FeKKEiRA, 
Evacuado  el  informe  del   Cónstil,  volvió  al  Fiscal  quien  dijo: 

ExMO.  Señor: 

Sin  embargo  de  que  resulta  de!  informe  del  Cónsul,  con- 
fesado su  descuido  en  no  haberse  fijado  en  la  enmen- 
datura del  manifiesto,  no  habiendo  otro  resultado  de  per- 
juicio al  Fi^co,  ni  de  fraude  de  la  parte,  sino  descuido  en 
la  oficina  ó  Aduana  del  Estado  Oriental,  que  hizo  la 
enaiendalura  y  no  la  salvó,  dejando  lugar  á  las  sospechas 
justas,  el  Fiscal  reproduce  lo  demás  del  contenido  de  su 
vista  de  1"  de  Setiembre. — Ramón  Furkeira, 

Resolución — 

Departamento  de  Guerra  y  Marina. 
Buenos  Aires,  Octubre  1^  de  1863.     El  P,  E.  resuelve 
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que  en  casos  análogos  que  ocurriesen,  !a  Administración 
proceda  como  lo  aconseja  el  Fiscal. — MITRE.— Rufino 
DE  Elizalde. 


Dictamen  del  Fiscal, — sobre  infracción  del  Territorio. 

ExMO.  Señor: 

Según  la  sumaria  levantada  y  las  cartas  del  Vice-Cón- 
sul  Oriental  en  la  Concordia,  publicadas  en  el  periódico  El 
Demócrata,  en  el  pueblo  del  Salto,  resulta  ser  del  domi- 
nio público  lo  siguiente: 

V  Que  el  General  Lamas,  á  consecuencia  de  un  com- 
bate con  el  General  Flores,  pasó  el  Uruguay;  y  derrotado 
con  alguna  tropa  y  algunos   heridos  y  prisioneros. 

2"*  Que  las  autoridades  locales  civil  y  militar,  le  permi- 
tieron el  tránsito  por  la  costa  del  territorio  argentino  en 
mas  de  30  leguas,  proporcionándole  toda  clase  de  ausilios 
para  volver  á  pasar  el  Rio  en  otro  punto,  y  trasladarse  á 
la  Banda  Oriental  con  sus  armas  y  su  tropa,  conforme 
habia  venido. 

Conocidos  los  hechos,  fácil  es  analizar  los  principios 
del  derecho  que  rigen  en  la  materia.  Siendo  un  derecho 
imperfecto  el  de  tránsito  inocente  que  tienen  ambos  be- 
lijerantes  por  territorio  neutral,  está  sujeto  á  la  conciencia 
del  Gobierno  neutral  permitirlo  ó  no,  según  le  convenga, 
con  tal  que  su  conducta  sea  igual  con  ambos  belijerantes, 
que  es  la  base  de  la  neutralidad.  Se  esceptúa  el  caso  de 
estrema  necesidad,  en  que  puede  convertirse  en  perfecto 
este  derecho^  porque  lo  exije  la  propia  conservación,  ó 
no  se  pueda  evitar  como  en  el  caso  de  una  derrota  ó 
persecusión  del  enemigo. 

También  es  un  consiguiente  necesario,  que  el  permiso 
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del  tránsito  comprende  irúplicitamente  el  de  usar  délas 
cosas  necesarias  para  la  vida  y  la  conducción  de  sus  tro- 
pas y  bagajes,  con  el  cargo  de  ser  pagados  relijiosamente 
é  indemnizados  los  perjuicios  ocasionados  en  el  tránsito. 

Pero  existen  también  otras  condiciones  esenciales  y  de 
rigurosa  observancia: 

1*  Que  la  tropa  debe  ser  desarmada,  y  queda  bajo  la  pro- 
tección y  salvaguardia  de  las  leyes  de  refujio  y  asilo; 

2*  Que  debe  ser  inocente  el  tránsito  sin  desplegar  nin- 
guna hostilidad  al  pais  neutral,  ni  al  enemigo,  mientras 
esté  en  territorio  neutral; 

3*  Que  los  prisioneros,  pisando  territorio  neutral  por 
el  derecho  de  asilo  y  de  pos-liminio,  recuperen  su  libertad 
tpso  jure,  sin  que  puedan  ni  ser  reclamados  jure  helli; 
porque  como  dicen  los  autores,  á  mas  del  derecho  de  asilo, 
el  cautiverio  ó  prisión  es  un  acto  hostil  y  penal  que  no 
se  puede  ejercer  en  territorio  neutral. 

No  sucede  asi  con  las  presas;  porque  en  ellas  conserva 
el  belijerante  aprehensorsu  derecho  en  territorio  neutral 
para  disponer  ó  negociarlas  sin  impedimento  de  la  autori- 
dad local,  lo  que  no  puede  rejir  con  las  personas,  según 
derecho  de  j  entes. 

Se  deduce,  pues,  de  todo  lo  espuesto,  que  si  ajuicio  del 
Fiscal,  eralicitoy  justo  el  tránsito  inocente  según  derecho 
del  General  Lamas,  por  las  circunstancias  de  la  guerra 
que  lo  exijian,  también  es  cierto  que  ha  abusado  de  ese 
derecho,  faltando  á  las  condiciones  esenciales  que  exije 
la  neutralidad,  convirtiendo  el  asilo  en  una  operación  mi- 
litar, para  volver  por  otro  punto  al  teatro  de  la  guerra; 
y  que  las  autoridades  locales  han  faltado  á  su  deber  en 
connivencia. 

Por  consiguiente,  hallándose  el  Gobierno  Argentino 
por  la  posición  jeográfica  del  Uruguay,  espuesto  á  que 
esto  se  repita    por  alguno  de  los  belij  erantes,    y    en  el 
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estricto  deber  de  conservar  su  neutralidad,  para  no  auto- 
rizar con  .su  silencio  tales  hechos,  ó  dar  lugar  á  malas 
interpretaciones,  está'  en  su  derecho  de  reclamar  al  Go- 
bierno Oriental  la  reprobación  de  la  conducta  del  General 
Lamas  é  indemnización  de  perjuicios;  como  también  la 
salvación  de  los  prisioneros  de  guerra,  que  con  violación 
del  asilo  han  sido  estraidos  del  territorio  argentino,  ha- 
llándose libres  por  el  derecho  de  guerra  y  bajo  la  salva- 
guardia de  las  leyes  nacionales.  En  cuanto  á  las  auto- 
ridades locales»  es  necesario  formarles  el  sumario  corres- 
pondiente para  el '.  esclarecimiento  de  su  culpabilidad.  Tal 
es  eljuicio  del  Fiscal,  salvo  el  de  V.  E.— Buenos  Aires, 
Agosto  de  1863.— Ramón  FEaREiRA. 


Dictamen  del  Fiscal, — sobre  la  jurisdicción  de  Minas  respecto 
al  Gobierno  Nacional 

ExMO.  Señor: 

Cuando  las  minas  existan  en  territorio  federalizado,  ó 
tierras  públicas  nacionales,  ninguna  duda  puede  ocurrir 
sobre  la  jurisdicción  plena  del  Gobierno  Nacional,  porque 
ejerce  una  soberanía  esclusiva  de  dominio  por  la  Cons- 
titución Nacional,  art.  67,  inciso  27.  Mas  si  se  trata  de 
las  Minas  en  tierras  provinciales,  varía  mucho  la  cuestión 
sobre  la  intervención  ó  jurisdicción  que  corresponda  en 
la  materia  al  Gobierno  Nacional. 

La  Constitución  Nacional  le  dá  la  facultad  de  dictar 
los  Códigos  generales  para  toda  la  República,  inclusive  el 
de  Minas;  «sin  que  ellos  alteren  en  su  aplicación  lasju- 
risdicciones  locales,  según  corresponda  el  asunto  con- 
tencioso á  la  jurisdicción  federal  ó  provincial»,  art.  67, 
inciso  11.    En  este  sentido  se  entienden  las  disposiciones 
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sobre  Minas  del  Estatuto  de  Hacienda  y  Crédito  de  Di^ 
ciennbre  de  1S53,  üt.  10. 

Y  resulta  de  lo  dicho  que  la  jurisdicción  contenciosa 
de  Minas,  se   halla  en  el  mismo   caso  que   las  otras  de 

comercio,  civil  y  penal,  rcíspecto  á  los  tribunales  com- 
petentes; puesto  que  ni  la  Constitución  ni  el  Congreso 
Federal  han  heclio  ninguna  distinción  especial. 

Mas  en  el  orden  administrativo,  k  industria  mineral 
ha  sido  considerada  de  muy  distinto  modo  que  las  otras. 
Hemos  dicho  a  f.  12,  que  por  Ley  del  Congreso,  es  libre 
de  derechos  la  esportación  de'  metales  de  toda  clase,  en 
pasta,  barra,  ó  acuñados,  y  la  importación  de  los  mate- 
riales, máquinas  y  herramientas  para  e¡  laboreo  y  be- 
neficio. También  se  declaró  contribuyente  de  un  impues- 
to nacional,  aunque  no  se  ha  reaüzado  el  cobro  en  los 
años  anteriores  por  pura  tolerancia,  ó  falta  de  organización. 

Estos  títulos  bastarían  para  justificar  la  jurisdicción 
administrativa  del  Gobierno  Nacional,  su  inspección  y  vi- 
jilancia,  puesto  que  proteje  y  dispensa  emolumentos  de 
su  tesoro,  y  cobra  impuestos  de  contribución. 

Pero  además,  por  dicho  art.  67,  inciso  16  de  la  Cons- 
titución, es  encargado  de  proveer  lo  conducente  á  la  pros- 
peridad del  pais,  al  adelanto  y  bienestar  de  todas  las 
Provincias,  promoviendo  la  ilustración,  la  industria,  etc. 
En  todas  partes  del  mundo,  la  industria  mineral  ocupa  la 
atención  preferente  de  los  Gobiernos,  y  es  considerada  la 
mas  influyente  en  el  bienestar  y  prosperidad  del  pais,  de  los 
particulares  y  de  la  riquem  pública.  Ella  es  de  interés 
comiin,  y  requiere  la  protección  y  la  vijilancia  de  la  Nación, 
á  mas  déla  que  puede  darle  la  autoridad  local.  El  Go- 
bierno Nacional  ha  ejercido  siempre  esta  facultad  por 
medio  de  visitadores  é  inspectores,  siendo  uno  de  ellos  el 
Ingeniero  Don  Augusto  Bravard,  que  murió  en  el  terremo- 
to de  Mendoza, 
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Por  los  fundamentos  espuestos,  opina  el  Fiscal  que  la 
materia  de  minas  en  territorio  provincial,  en  lo  conten- 
cioso es  rijida  por  los  Códigos  Nacionales,  como  lo  Mercan- 
til, Civil  y  Penal,  sin  alterar  la  jurisdicción  local;  y  que  en 
lo  administrativo  ejerce  el  Gobierno  Nacional  la  facultad  de 
inspección ,  protección  y  vijilancia  sobre  su  progreso  y  el 
cumplimiento  de  las  leyes  de  la  materia.  Por  consiguiente 
el  Gobierno  Nacional  solo  debe  costear  las  autoridades  y 
ajentes  administrativos  de  la  inspección  que  nombrare, 
siendo  de  su  resorte  esclusivo  la  elección  y  dotación  del 
personal;  pues  en  lo  judicial  caerán  los  asuntos  bajo  la 
jurisdicción  federal  ó  provincial,  conforme  al  artículo  di- 
cho 67,  inciso  11  de  la  Constitución.— Buenos  Aires,  Se- 
tiembre de  1863— Ramón  Ferreira. 


Se  solicita  exoneración  de  derechos,  para  varios  bultos  per- 
tenecientes á  un  fallido  prófugo. 

En  3  de  Octubre  de  1863,  Don  Mañano  Gutiérrez  y  varios  acreedores  del 
fallido  y  prófugo  Victor  Chevalier,  piden  exoneración  de  derechos  para 
diez  cajones  que  el  dicho  Gutiérrez  pudo  arrancar  al  dicho  Chevalier 
en  Nueva  Palmira.    (Banda  Oriental). 

Consultado  el  Fiscal  dijo  en  16  de  Octubre: 

ExMO.  Señor: 

Se  ha  resuelto  en  otros  casos  semejantes  según  la  prác- 
tica y  disposiciones  vijentes,  que  los  efectos  despachados 
en  regla  para  el  estranjero,  sean  de  removidos  ó  frutos 
del  país;  si  se  toman  y  vuelven  á  introducirse  al  mercado 
pagan  nuevos  derechos,  aún  suponiendo  probada  la  iden- 
tidad del  efecto,  porque  no  se  puede  de  otro  modo  salvar 
los  inconvenientes  ni  el  fraude  que  podia  haber;  y  porque 
el  retorno  puede   ser   debido   á  especulaciones  y  moví- 
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mientos  del  Cíjmercio,  por  el  mismo  dueño  que  lo  llevó,  ó 
distinto,  lo  que  es  aiuy  difícil  desr.ubrir.  Además,  el  efecto 
vuelve  como  estranjero,  sujeto  á  los  deberes  y  estatutos 
de  la  introducción,  sin  saber  si  antes  salió  de  esta  plaxa 
ó  nó,  como  puede  transitar  ó  introducirse  en  otros  mer- 
cados* Después  de  esportado  el  artículo,  no  le  quedíi  al 
Gobierno  deberes  que  cumplir,  y  no  puede  tomar  sobre 
sí  el  admitir  gratis  el  retorno  de  los  efectos  que  vuelven, 
porque  asi  haya  convenido  á  los  intereses  del  comerciante. 
Por  estas  razones  y  las  demás  que  espone  el  Adminis- 
trador en  su  informe,  opina  el  Fiscal  que  no  puede  tener 
lugar  la  reconsideración  que  se  pide,  mucho  menos  des- 
pués de  siete  meses  del  Decreto  de  20  de  Enero  del  presente 
año.— Ramón  FERREmA. 

Resolución — 

Departamento  de  Hacienda. 

Buenos  Aires,  Noviembre  19  de  1863— En  vista  de  tas 
razones  especiales  que  median  en  este  caso,  acuérdase 
la  exoneración  de  derechos  que  se  solicita,  y  vuelva  al 
Administrador  de  Rentas.  —MITRE.— Rufino  deElizalde. 


José  María  Iturriaga,— reclama  poruña  fianza,  dada  por  él  y 
rechazada  por  la  Aduana. 

En  4  de  Noviembre  de  1863,  Don  José  María  Ihuriaga  dice  que  habiendo 
solicitado  salir  fiador  en  las  oñeinaa  tle  Adnami  de  las  obligiicionea 
do  8^8  sobrinos  Cecilio  Iturriaga  y  Huos.»  fué  recljazado  por  el  Adnd- 
nÍBtrador  iin  razón  alguna. 

El  Fiscal  en  18  de  Noviembre  de  1803  dijo; 

ExMo,  Señor: 


Si  razones  de  esperiencia  motivaron  antes  la  resolución 
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del  Gobierno  que  cita  el  Administrador,  el  Fiscal  no  sabe 
si  hay  ahora  razones  que  aconsejen  la  revocación  á  que 
puedan  hacer  escepción  del  solicitante, porque  carece  délos 
conocimientos  prácticos  de  la  esperienciay  de  las  perso- 
nas; lo  que  sabe  es  que  el  parentesco  no  es  impedimento 
legal,  para  ser  fiador,  pero  quesinembargo  está  en  las  fa- 
cultades del  Gobierno  establecer  la  esclusión,  si  hay  incon- 
venientes para  labuen.i  administración  de  la  Aduana. 

Cree  por  esto  el  Fiscal  que  recibiendo  informes  verbales 
del  Colector  y  otras  personas  competentes  por  la  práctica, 
se  aseguraría  más  el  Gobierno  de  lo  que  mejor  convenga. 
Se  permite  el  Fiscal  esta  indicación,  porque  no  depende  la 
resolución  del  asunto  del  derecho  ni  los  principios,  sino  de  la 
práctica  y  de  la  esperiencia.— Ramón  Ferreira. 

Resolución — 

Departamento  de  Hacienda. 

Buenos  Aires,  Noviembre  17  de  1863— Vuelva  al  Admi- 
nistrador de  Rentas  para  que  admita  como  obligados  de 
mancomún  et  insolidum.  en  las  letras  de  Aduana,  á  los  que 
tengan  responsabilidad  conocida  y  no  estén  ligados  por  so- 
ciedad, aunque  sean  parientes. — MITRE.— Rufino  de  Eli- 

ZALDE. 


Don  Pedro  Baudein, — pide  el  pago  de  los  perjuicios  causados 
por  los  Ejércitos  Libertadores 

En  23  de  Noviembre  de  1863,  Don  Ed'Arherats,  en  representación  de  Don 
Pedro  Baudein,  pide  el  pago  de  perjuicios  ocasionados  por  los  ejércitos 
libertadores,  á  su  esposa  Dofia  Felipa  Sánchez. 

Despaes  del  informe  de  la  Contaduría  General  y  del  de  la  Comisión  de 
Reclamos  Estranjeros,  pasó  al  Fiscal,  y  dijo: 

ExMO.  Señor: 
A  juicio  del  Fiscal,  la  Comisión  de  reclamos  estranje- 
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POS  tiene  razón  para  tío  creer  de  su  competencia  el  cono- 
cimiento de  este  reclamo,  en  !a  parte  que  corresponde  á  la 
esposa arjentinad  elsúbdito  francés,  Don  Pedro  Baudein^por 
que  esta  deuda  no  se  liquidó  ni  se  ha  resuelto  la  cuestión 
promovida  por  el  Señor  Ministro  Francés,  sobre  la  condición 
francesa  de  la  esposa  de  un  subdito,  para  ser  considerada 
en  este  asunto  como  nacional.  Y  coma  también  el  apode- 
rado de  la  misma  parte  considera  el  reclamo  correspon- 
diente ala  deuda  de  los  ejércitos  Libertadores  contra  Rosas» 
debe  pasar  á  la  Comisión  respectiva  para  su  clasificación, 
conforme  á  la  Ley  de  la  materia.  El  Señor  Ministro  Fran- 
cés tampoco  nada  obsta  á  esta  resolución,  porque  sin  opo- 
nerse á  ella,  solo  dice  que  la  cuestión  sobre  nacionalidad 
ó  la  condición  de  la  esposa  de  un  francés,  arjentina,  que- 
daría en  pié,  en  principio,  para  otros  casos  que  ocurran* 

Por  consiguiente,  no  es  llegado  el  caso  de  ventilar  esta 
cuestión  diplomática.  Salvo  en  todo  lo  espuesto,  el  juicio 
de  V,  E,— Marzo  29  de  1864.— Ranion  FüRaEmA. 

La  ComÍ8Íón  Clasificadora,  en  Octubre  9  de  1868,  dijo:  Que  examinado 
el  espediente  con  arredilo  á  la  Ley  de  13  de  Noviembre  de  1863»  cree 
que  no  debe  reconocerse  este  crédito»  porque  la  prueba  con  que  se  ha 
tratado  de  establecer  su  lejitimídad,  no  es  instrumental,  como  exijo 
la  Ley. 

Resohidón — 


Deparlamento  de  Guerra  y  Marina, 

Buenos  Aires,  Noviembre  20  de  1868.— Visto  lo  infor^ 
mado  por  la  Comisión  Clasificadora,  no  ha  lugar,  y  re- 
poniéndose los  sellos,  archívese  en  Contaduría,— SAR- 
MIENTO.—J*  B.  GoRosTiAGA— Dalmacio  Vhlez Sars- 
FiELD— Mariano  Várela.— N.  Avellaneda.— Martin  de 
Gainza. 

Don  Alberto  Larroquej  en  repreBeDÍacióB  de  la  Señora,  en  Noviembre  23 
de  1869,  presenté  una  solicitud  pidiendo  viata  del  espediente  recha- 
zado, y  consultado  el  Procurador  del  Tesoro,  dijo: 
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ExMO.  Señor: 


Este  espediente  quedó  cerrado  por  Resolución  de  V.  E. 
fecha  20  de  Noviembre  de  1868,  en  la  que  visto  lo  in- 
formado por  la  Comisión  Clasificadora,  no  hizo  V.  E  lugar 
al  pago  que  se  reclamaba,  y  mandó  archivar  el  espe- 
diente* 

Eq  1869  el  Di\  Larroque,  coa  poder  de  Doña  Felipa 
Sánchez,  pidió  se  le  diera  vista  del  espediente  concluido, 
y  de  otro  quedebia  existir  archivado  en  el  Ministerio  de 
Relaciones  Exteriores,  bajo  el  número  9,  procedente  de 
las  reclamaciones  de  ciudadanos  franceses,  liquidadas  en 
el  Paraná,  en  cuyo  espediente  corrian  los  documentos 
cuya  falta  se  había  notado.  V.  E.  pidió  esos  antecedentes 
al  Ministerio  de  Relaciones  Exteriorei,  que  no  los  ha 
encontrado.  Sin  embargo^  es  indudable  que  han  existido, 
pues  en  e!  cuadro  de  las  reclamaciones  francesas  liquida- 
das en  el  Paraná,  sa  rejistra  el  nombre  de  Doña  Felipa 
Sánchez,  por  pesos  4287.  Como  el  espíritu  de  V.  E,  al  pedir 
esos  antecedentes,  creo  que  ha  sido  conceder  la  vista  de 
ellos  y  de  este  espediente,  considero  que  puede  V.  E  con- 
ferirla del  último,  punto  que  la  reclamación  francesa  no 
se  halla.— Setiembre  2  de  ISTO.^Bkhnardodb  iRrGOYBN. 

En  Octubre  10  de  \Blú  pidió  el  Dr  Larroqa©  recoiíaideracióD  d^l  De- 
creto de  20  de  Novieiubre  ile  1 8t)8^  y  que  se  mondase  liquidar  y  pagar 
lo  que  fie  adeudaba  á  8u  poderdante,  y  la  Coutadoria  opinó  que  debía 
consultarse  el  I*rí>curador  UoneTal,  el  que  se  eitpidió  de  esta  manera: 

ExMO,  Señor: 


Este  es  un  reclamo  que  se  hace  á  nombre  de  Doña  Fe- 
lipa Sánchez  de  Bauden  por  la  cantidad  de  4287  pesos  por 
ausilios  prestados  á  los  Ejércitos  Libertadores  en  virtud 
de  la  Ley  de  13  de  Diciembre  de  1863. 

Para  justificar  este  reclamo  era  necesario  haber  pro- 
bado con  la  clase  de    documentos  que  exije  el  artículo 
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2"*  de  la  Ley  citad  j,  que  los  auxilios  se  habían  dado,  y 
que  habíuü  sido  entregados  á  los  Ejércitos  Libertadores. 
Pero  nada  de  esto  liay  en  el  espediente.  La  única  prueba 
que  se  da  del  crédito,  es  haber  sido  reconocido  como 
deuda  francesa  por  la  Comisión  establecida  en  el  Pa- 
raná para  liquidar  los  reclamos  presentados  en  virtud 
de  las  convenciones  de  1858,  v  que  no  se  pagó  entonces 
porque  se  descubrió  que  la  reclamante  no  era  francesa, 
sino  argentina. 

El  espediente  que  entonces  se  siguió,  debia  mostrar  que 
clase  de  pruebas  sirvieron  para  el  reconocimiento  de  este 
crédito;  pero  él  no  ha  sido  encontrado  en  el  archivo,  y 
se  sospeclia  que  se  haya  estraviado  en  los  incendios 
que  sufrió  la  casa  de  Gobierno, 

Ahora  el  reclamante  alega  que  ese  espediente  conte- 
nia los  documentos  justificativos,  sin  decir,  como  era  ne- 
cesario, de  qué  clase  eran  esos  documentos,  y  que  no  ha- 
biéndose perdido  por  su  culpa,  debe  tenerse  por  plena 
prueba  el  reconocimiento  liecho  por  la  Comisión  del  Pa- 
raná. Pero  este  reconocimiento  no  prueba  de  modo 
alguno,  que  el  crédito  procediera  de  ausilios  dados  á  los 
Ejércitos  Libertadores,  porque  por  las  convenciones  de 
1858  se  pagaban  todos  los  perjuicios,  de  cualquiera  na- 
turaleza que  fueran,  causados  en  la  guerra  civil.  Ni  prue- 
ba tampoco  que  los  justificativos  de  este  crédito  fueran 
documentos,  como  los  que  exije  espresamente  la  Ley  de 
13  de  Noviembre,  porque  aquella  Comisión  no  sólo  ad- 
mitía todo  género  de  prueba,  aún  las  mas  deficientes, 
sino  que  en  muchos  reclamos,  que  no  teniau  justificativo 
alguno,  se  convenia  en  reconocer  sólo  una  pequeña  parte 
de  lo  que  se  pedia,  por  transación  y  para  librarse  de  las 
importunidades  de  los  Ministros  Estranjeros. 

Me  inclino  á  creer  que  este  crédito  pertenece  á  esta 
última  clase,  porque  en  el  primero   de  los  estados  im- 
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presos  que  ha  acompañado  la  Contaduría,  se  vé  que  Don 
Pedro  Baudin  y  Doña  Felipa  Sánchez  de  Bauden,  marido 
y  mujer,  cobraban  la  suma  de  25,680  pesos,  de  los  cuales 
solo  reconoció  la  Comisión  9287,  á  saber,  5000  como  per- 
tenecientes al  marido,  que  se  pagaron,  y  4287  como  per- 
tenecientes á  la  mujer,  que  son  los  que  hoy  se  cobran. 
Y  aún  de  esto  no  hizo  la  Comisión  un  reconocimiento 
definitivo,  como  lo  hacia  en  la  generalidad  de  los  casos 
sino  que  puso  al  márjen  la  siguiente  nota:  cargo  liquido 
cuyo  reconocÍ7ntento  pende  de  resolución  del  Gobierno:  todo 
lo  cual  está  mostrando  palpablemente  que  este  crédito, 
cuando  fué  liquidado,  no  estaba  debidamente  justificado. 
Por  todo  lo  cual,  soy  de  dictamen  que  V.  E.  mande 
que  se  guarde  lo  resuelto  por  Decreto  de  20  de  Noviem- 
bre de  1868.— Buenos  Aires,  13  de  Mayo  de  1872.— Fran- 
cisco Pico. 

Resolución — 

Departamento  de  Hacienda. 

Buenos  Aires,  Mayo  20  de  1872. — De  acuerdo  con  lo 
dictaminado  por  el  Procurador  General  de  la  Nación,  es- 
tése á  lo  resuelto  y  vuelva  á  Contaduría  para  su  archivo. 
—SARMIENTO— Luis  L.  Domínguez. 


Santiago  Meabe  y  la  sucesión  de  Don  Manuel  Vera,— reclaman 
varías  facturas,  confiscadas  por  el  Gobierno  de  Corrientes. 

En  24  de  Diciembre  de  1863,  Don  Santiago  Meabe  por  sí  y  la  sacesión 
de  Don  Manuel  Vera,  reclaman  el  importe  de  varias  facturas  confis- 
cadas por  el  Gobierno  de  Corrientes. 

£1  Fiscal  opinó  lo  siguiente: 
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ExMO.  S&ñor: 


El  Gobiertio  de  Comentes  por  uaa  hey  de  su  Lej  isla- 
tura,  eo  Febrero  de  1853  mandó  liquidar  y  consolidar 
la  deuda  pública  de  la  Provincia^  y  nombró  una  Comi- 
sión clasífícadora  j  liquidadora,  que  es  la  que  figura  en 
los  boletos  ó  títulos  presentados  á  &vor  del  ocurrente. 
Como  esta  Comisión  no  tuvo  carácter  nacional  niauiori* 
zacióQ  alguna  del  Gobierno  Nacional,  ni  pudo  tenerla  por- 
que fué  antes  que  éste  existiese,  y  cuando  se  estaba  dis- 
cutiendo la  Constitución  en  el  Congreso  de  Santa  Fé,  re- 
sulta que  talos  títulos  no  tienen  para  el  Gobierno  Nacio- 
nal Talor  alguno^  y  que  sólo  podrán  servir  al  interesado 
para  corroborar  su  prueba  con  el  juicio  de  la  Comisión 
de  Corrientes, 

Por  consiguiente,  es  necesario  el  espediente  orijinal; 
mas  como  el  archivo  de  la  Comisión  en  Corrientes,  donde 
se  halla  el  del  reclamante,  contiene  no  sólo  espedientes 
de  deuda  nacional,  sino  provincial,  y  de  clases  ó  épocas 
que  por  ahora  todavía  no  las  considera  el  Gobierno  Na- 
cional, no  convendría  pedir  la  remisión  de  todo  el  archivo 
al  Gobierno  de  Corrientes,  pero  sí  es  necesario  y  muy  justo 
que  se  pida  el  espediente  particular  del  que  se  presente 
solicitando  comprobar  un  crédito  comprendida  en  la  Ley 
de  13  de  Noviembre  último,  correspondiente  á  los  Ejér- 
citos Libertadores.  En  el  Paraná  han  ocurrido  muchos 
casos  de  esle  mismo  género,  en  los  reclamos  estranjeros» 
y  los  interesados  han  presentado  los  espedientes  ó  tes^ 
timoiiios  de  las  pruebas  que  han  necesitado. 

No  dudo  tampoco  que  los  espedientes  orijinales  que 
correspondan  á  la  deuda  que  se  reconozca  nacional,  de- 
ben existir  aquí  en  el  Archivo  del  Gobierno  Nacional; 
pero  e!  Gobierno  no  puede  hacer  esa  clasificación  gene- 
ral, sino  en    particular,  según  se  vayan  presentando  los 
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reclamos,  conforme  á  la  Ley  que  fija  un  año  de  término 
perentorio. 

Por  lo  espuesto,  opina  el  Fiscal  que  se  puede  pedir  ofi- 
cialmente el  espediente  orijinal  al  Gobierno  de  Corrientes, 
á  ios  efectos  que  lo  solicita  la  parte  interesada,  salvo  el 
juicio  de  V.  E.— Enero  13  de  1864,— Ramón  FEHHEmA. 

En  15  de  Kuero  el  Miniaterio  resolvió:  «En  todo  como  dioe  el  Fiscal,  á 
eU8  eftíctos,  líbrese  oficio  al  Exiiio.  Gobiertto  do  Corrientes  eou  trana- 
crición  del  dictamen  fiscal  para  la  reousión  del  espediente  de  qae  ae 
trata, » 

Remitido  el  espediente,  el  asunto  pasó  al  Procurador  General,  y  dijo 
lo  siguiente: 

ExMo.  Señor: 

Está  plenamente  probado  en  este  espolíente  que  el  año 
de  18445  el  Gobierno  de  Corrientes  confiscó  varios  carga- 
mentos pertenecientes  á  Don  Santiago  Meabe,  y  que  parte 
de  los  efectos  de  que  se  componian  y  los  fondos  que  pro- 
dujo la  venta  del  resto,  fueron  empleados  en  el  equipo  y 
mantenimiento  del  Ejército  Libertador,  que  se  habia  orga^ 
nizado  bajo  las  órdenes  del  General  Pnz. 

Esta  confiscación  se  ordenó  por  los  Tribunales,  en  eje- 
cución de  un  Decreto  espedido  por  aquel  Gobierno  en  7 
de  Octubre  de  1844,  por  el  cual  se  declaran  buena  presa 
y  sujetos  á  comiso,  todos  los  buques  y  cargamentos  que 
se  apresasen,  pertenecientes  á  ciudadanos  residentes  en  las 
Provincias  dominadas  por  Rosas.  Estoy  muy  lejos  de  pen- 
sar cómo  la  Comisión,  que  esta  medida  solo  debe  ser  con- 
siderada como  una  exacción  ó  espropiación  del  Gobierno» 
Ella  está  jusliflcadíi,  no  tanto  por  el  derecho  de  belije- 
rante,  que  en  esa  época  podia  reclamar  el  Gobierno  de 
Corrientes,  sino  c3mo  justa  represalia  por  un  Decreto  se- 
mejante que  habia  espedido  Rosas,  declaraüdt^  cunfiscables 
todos  los  cargamentos  que  vinieran  de  Corrientes  y  el 
Paraguay,   y  en  virtud  del  cual  se  Iiabia   apoderado  de 

24 
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una  multitud  de  buques  cargados,  por  cuyos  apresamientos 
se  han  hecho  al  actual  Gabieí'üu  redarnos  coiiíáiderables. 
No  es  tampoco  una  injusticia  e!  que  el  Decreto  de  7  de 
Octubre  no  contuviera  un  plazo  para  su  ejecución;  porque 
para  ejercer  esta  clase  de   hostilidades,  no  es  necesaria 
advertencia   ó  intimación;    y   porque  Rosas  habia  lieclio 
ejecutar  su  decreto  inmediatamente,  apresando  buques  que 
estaban  entrandü  íil  Puerto  cuando    aquel  fué  publicado. 
Este  es  uno  de  los  grandes  perjuicios  que  las  guerras 
^raen  á  los  particulares  inofensivos  é  inoct^ntes;  pero  este 
proceder  está  sancionado  por  el  derecho,  por  razones  mas 
altas  y  atendibles  que  el    interés  particular.      Si  no  hu- 
biera, pues,  mas  hecho  que  la  confiscación  ejecutada  en 
1844,  Don  Santiago  Meabe  iiabria  perdida  lejítimamenle, 
su  propiedad,  y  no   tendría  derecli  >  a  reclamar  su  valor. 
Pero  el  V  de  Febrero  de  1853,  la    Lejislatura  de  Cor- 
rientes mando  hacer  una  liquidacióu  de  la  deuda  general 
y  en  esta  fueron  incluidas  las  confiscaciünes  hechas  á  Mea- 
be  y  otros  en  1814,  como  se  lia  justificado  por  los  boletos 
de  deuda  presentados,  que  corren  en  el  espediente. 

Entonces,  si  el  mismo  Gobierno  que  hizí>  la  caufisca- 
ción  ha  reconocido  la  obligación  de  devolverla,  el  Gobierno 
Nacional  no  pnedo  dej.ir  da  reconocer  á  Don  S  uUiago 
Meabe  como  dueño  de  los  artículos  que  fueron  emplea- 
dos en  e!  equipa  y  niLintenimiento  del  Ejercito  Libertador, 
y  abanar  su  valor  con  arreglo  á  la  Ley  de  13  de  No- 
viembre de  ISGJ.— Buenos  Aires,  4  de  Febrero  de  1869- 
— Ftt\NCisco  Pico. 

Resolución  — 

Departamento  de  Hacienda. 

Buenos  Aire>,  Julio  26  de  1869— Reconócese  como  deuda 
pública  dt  laNüríóu  á  favor  del  interesado,  la  cantidad  de 
veintitrés  mil  veinte  pesos  setenta  y  cinco  centavos  plata 
de  dieü;  y  siete  en  onza.    Devuélvase  este  espediente  u  la 
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Comisión  Clasificadora  para  su  entrega  al  interesado,  quien 
ocuprirá  pop  su  liquidación  al  Liqíiidadop  de  la  Deuda;  y 
fecho  vuelva  papa  opdenap  su  inscpipción  en  Fondos  Públi- 
cos Nacionales.— SARMIENTO.— Dalm\cio  Velez  Sars- 

FIELD.— J.      B.     GOKOSTIAGA. — M.     DE     GaINZA.— MaRIANO 

Várela. —N.  Avellaneda. 


Se  declara  sin  efecto  los  procedimientos  del  Cabildo  Eclesiás- 
tico del  Paraná  en  Sede  vacante  en  la  elección  del  Vicario 
Capitular. 

ExMO.  Señor: 

El  Cabildo  Eclesiástico  de  la  Diócesis  del  Paraná  en  su 
nota  de  19  de  Octubre  se  reduce  á  comunicar  al  Gobierno 
Nacional  un  simple  aviso  de  habep  elejido  y  proclamado 
Vicario  Capitular,  conforme  al  derecho  canónico,  al  Sr. 
Dean  de  la  misma  Iglesia,  Licenciado  Don  Miguel  Vidal, 
sin  espresar  siquiera  la  causa  legal  de  este  procedimiento; 
ni  la  muerte  del  Obispo,  que  tampoco  puede  ser  conse- 
cuencia necesaria,  puesto  que  aunque  la  elección  del  Vi- 
cario Capitular  supone  ia  Sede  vacante,  esto  puede  su- 
ceder, no  solo  por  muerte  del  Obispo,  sino  por  otras  cau- 
sas canónicas.  Dos  dias  después,  fecha  21  del  mismo 
mes,  el  referido  nombrado  Vicario  Capitular  dá  también 
cuenta  al  Gobierno  Nacional,  en  un  simple  aviso  de  la 
muerte  del  Obispo  Diocesano  Don  Luis  José  Gabriel  Se- 
gura, y  de  haber  sido  ól  nombrado  canónicamente  Vi- 
cario Capitular,  hallándose  en  posesión  y  ejercicio  del  man-- 
do  de  la  Diócesis. 

Sumamente  estrafio  le  ha  sido  al  Fiscal  este  procedi- 
miento del  Cabildo  Eclesiástico  del  Paraná,  en  un  asunto 
cujas  formas  son  tan  conocidas  en  la  práctica,  y  cuyos 
principios  tan  establecidos  y  proclamados  por  el  Gobierno 
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Argentmo  desde  el  año  10,  com^  regla  indeclinable,  que 
no  puede  reiiunciar  sin  infrinjir  abiertamente  la  Consti- 
tución Nacional,  y  todas  las  anteriores  que  se  ha  dado 
el  país. 

El  Fiscal  se  ha  puesto  en  conflicto  al  juzgar  sobre  el 
motivo^  porque  no  ptiede  darse  cuenta  de  que  sea  ignoran^ 
cía,  ni  menos  espíritu  de  resistencia  á  reconocer  y  cum- 
plir los  derechos  tan  sagrados  del  Patronato,  inherentes  a 
la  Soberania  de  laNaciún,  Nada  de  eso  puede  presumir 
de  los  individuos  que  componen  el  Senado  Eclesiástico, 
pero  no  atina  con  la  causa. 

En  fin,  sea  la  que  fuei'e.  Prescindiendo  de  la  práctica, 
si  por  derecho  conónico  y  civil,  el  Cabildo  Eclesiástico  en 
Sede  vacante,  sucede  al  Obispo  en  todo  lo  concerniente 
á  la  jurisdicción  ordinaria,  y  en  la  Adminisiracióu  de  las 
Diócesis  en  lo  espiíitual  y  temporal;  es  claro  y  muy  sa- 
bido que  ni  esta  ni  otra  autoridad  eclesiástica,  puede  en- 
trar en  posesión  ni  ejercer  jurisdicción  sin  el  consenti- 
miento y  autorización  del  Gobierno;  que  la  jurisdicción 
debe  proceder  de  esa  fuente,  y  que  friUando  esa  base,  los 
actos  son  nulos  y  sin  valor  legal.  Esto  es  lo  que  sucede 
en  el  caso  presente,  y  las  leyes  son  muy  terminantes:  el 
Cabüdo  no  ha  podido  declarar  por  su  propia  autoridad  la 
Sede  vacante,  sin  el  permiso  del  Gobierno  Nacional,  ni 
menos  entrar  en  el  pleno  ejercicio  y  administración  del 
Obispado,  nombnir  Vicario  Capitular  dándole  al  Patrono 
un  simple  aviso:  esto  no  tiene  esplicación  ni  disculpa  en 
presencia  de  las  Leyes  9,  tít.  18,  lib*  i^  y  14,  tít.  1%  lib, 
2"  N.  R. 

El  Fiscal  no  quiere  prejuzgar  nada,  ni  teme  el  espíritu 
de  resistencia  en  el  ánimo  del  Cabildo,  conociendo  las  per- 
sonas que  lo  componen;  mas  bien  no  quierri  darse  cuenta, 
como  ha  dicho,  de  la  causa  que  ha  ocasionado  el  estravio 
de  su  procedimiento,  ni  uiénos  quiere  juzgar  de  las  ¡ntencio-» 
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nes;  pero  sí  quiere  advertir  y  prevenir  lo  que  otras  ve- 
ces, en  cuestiones  semejantes,  ha  sentado  ci>mo  principio 
indeclinable  de'  Gobierno  en  el  uso  de  los  altos  derechos 
del  Patronato,  que  le  son  encargados  por  la  Constiiucióu 
NacionaL 

Es  decir,  que  jamás  debe  admitirse  controversias  de 
principios  sobre  la  observancia  de  este  derecho,  entre  el 
Gobierno  y  los  Cabildos  Eclesiásticos  ú  otros  subalternos, 
y  que  son  de  carácter  internacional  adheridos  á  lu  Sobe- 
rania:  que  deben  tratarse  las  cuestione^  de  Soberano  á 
Soberano  con  la  Corte  de  Roma.  Eso  sería  introducirla 
anarquía,  la  inmoralidad  y  el  caos  en  la  disciplina  eclesiás- 
tica, y  en  la  Administración  del  Gobierno  en  litis  con  to- 
dos los  Cabildos,  Obispos  y  Curas. 

Por  consiguiente,  á  los  Cabildos  no  les  queda  derecho  de 
resistencia  en  asuntos  que  miran  al  Patronato,  ni  reclamos 
contra  el  dercho  de  posesión,  iHi  pmidetky  sin  nenoscabo, 
tal  como  lo  ejercieron  los  Reyes  de  España,  que  han  sos- 
tenido todos  los  gobiernos  de  América.  Ellos  no  pueden 
resistir  la  obediencia  al  Soberano,  ni  por  razón  de  con- 
ciencia; porque  á  ellos  no  les  toca  tales  cuestiones  sino  a 
5u  Santidad;  y  las  leyes  vijentes  de  la  materiaj  autorizan 
"^1  Gobierno  para  suspender  y  destituir  del  oficio  y  bene- 
ficio á  los  empleados  insurgentes.  Además,  el  Patronato 
procede  de  lui  concordato  ó  tratado  del  Rey  de  España 
con  Su  Santidad;  y  la  cuestión  se  versa  sobre  !a  vijencia 
de  ese  tratado,  después  da  la  Independencia,  para  los  Go- 
biernos de  América;  luego  es  materia  de  derecho  interna- 
cional, y  de  derecho  público  esterno,  anexo  á  la  Subera- 
nia,  que  solo  puede  tratarse  de  Soberano  a  Soberano, 
como  los  tratados  públicos;  materia  política,  que  en  nada 
puede  afectar,  ni  turbar  la  concteucia,  y  la  obediencia  de 
los  subditos  á  las  Leyes  civiles  del  pais. 

Por  todo   lu  que   lia   espuesto,   el  Fiscal  ^opina  que  ei 
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Gobierno  está  en  su  pleno  derecho,  para  hacer  notar  al 
Cabildo  del  Paraná  su  error  y  apercibirlo,  declarar  ine- 
aiJiíenteg  sus  actos,  y  mandar  que  se  proceda  de  nuevo 
conforme  a  la  Ley;  ó  bien  rivalidarlos  con  la  aprobación 
del  Gobierno,  y  otorgándole  el  permiso  para  la  declara- 
ción de  la  Sede  vacante  y  administración  de  la  Diócesis; 
lo  mismo  que  con  respecto  á  la  elección  del  Vicario  Ca- 
pitular,  puele el  Gobierno  confirmarla,  si  merece  su  apro- 
bación el  electo,  ó  nó;  puesto  que  es  una  autoridad  con 
jurisdicción,  que  entra  á  gobernar  y  administrar  la  Dió- 
cesis con  todas  las  facultades  del  Cabildo  y  del  Obispo.  Y 
para  evitar  que  esto  se  repita  en  lo  sucesivo,  se  puede 
pasar  una  circular  á  todos  los  Cabildos  de  la  Nación, 
previniéndoles  que  en  tales  casos  se  observen  estricta- 
mente las  leyes  citadas*  Ademas,  quedando  vacante  el 
obispado  del  litoral,  el  Gobierno  Nacional  se  halla  en  el  caso 
del  art,  8G,  inciso  8,  para  hacer  el  uso  de  esa  atribución 
cuando  lo  juzgare  oportuno  á  la  utilidad  y  necesidad  de 
la  Iglesia;  lo  mismo  que  del  derechti  incuestionable  que 
tiene  pai'a  poner  en  ejercicio  la  cédula  de  ruego  y  encar- 
f/Oy  llegada  la  oportunidad  Como  al  mismo  tiempo  se  pre- 
senta otra  necesidad  urjente  y  premiosa  desde  mucho  an- 
tes, se  permite  el  Fiscal  llamar  la  atención  del  Gnbierno 
sobre  ella,  la  institución  de  la  Silla  Arzobispal 

Su  Santidad  en  todas  las  provisiones  de  Obispos  en  la 
República,  manda  la  Bula  de  costumbre;  para  el  Arzobispo 
de  Charcas  (en  Bolivin),  sujetando  á  su  jurisdicción,  como 
sufragáneos  suyos  los  de  la  Confederación,  lo  mismo  en 
todo  que  en  tiempo  del  Vireinato.  Es  evidente  la  incom- 
patibilidad de  hecho  y  de  derecho  que  hay  en  esta  dis- 
posición, desde  que  falta  la  base  de  jurisdicción  para  que 
pueda  ejercerla  ni  un  momentOj  una  autoridad  estraña  de 
otro  Estado,  en  los  subditos  argentinos,  sin  calidad  de 
ciudadano,  ni  de  subdito,  ni  de   residencia,  ni  de  ningún 


-  375  — 

vínculo  de  obediencia  á  nuestPOsCódigos,  ni  del  juramen- 
to conforme  alas  Leyes  de  Indias  vijentes.  Esto  es  en- 
teramente anticonstitucional.  Además,  gravísimos  incon- 
venientes podrian  comprometer  la  independencia  y  digni- 
dad de  la  República,  los  intereses  generales,  el  buen  or- 
den y  tranquilidad  de  los  fieles;  asi  Chile,  dependiente 
antes  de  la  Metrópoli  del  Perú  en  lo  eclesiástico,  fijó  la 
Silla  Arzobispal  dentro  del  Estado,  en  la  Capital  Santiago 
y  no  halló  inconveniente,  ni  pudo  hallarlo  en  Su  Santidad 
para  la  erección  de  la  Metrópoli. 

Sabemos  también  que  en  nuestro  caso  el  Arzobispo  de 
Charcas  da  cjmpümienío  á  la  Bula,  haciéndola  saber  y 
comunicándola  á  nuestros  Obispos.  Forestas  considera- 
ciones, no  vaciló  un  momento  el  Fiscal,  ni  el  Gobierno 
Nacional  del  Paraná,  para  retener  la  Bula,  y  no  darle  pase, 
bajo  la  reserva  de  suplicar  respetuosamente  á  Su  Santi- 
dad en  la  forma  legal;  y  proceder  á  llenar  la  necesidad 
premiosa  de  la  vacante,  presentando  el  candidato  á  Su 
Santidad  para  la  erección  de  la  Metrópoli  de  ia  Confederación 
conforme  á  lu  Ley  3^  tit.  6,  libro  10,  R.  Y.  Tal  es  el 
estado  en  que  se  halla  este  importante  y  delicado  asunto, 
Después  de  lo  que  deja  espuesto  el  Fiscal,  limitándose  á 
las  exijencias  del  caso,  termina  por  ahora,  sus  observa- 
ciones; y  cree  haber  llenado  el  objeto  de  la  vista,  sin  perjuicio 
de  las  ulterioridades  que  puedan  ocurrir;  salvando  en  todo 
lo  que  V.  E.   crea   mejor   deliberar. — Ramón  Ferreika. 

El  Gobierno  desaprobó  los  procedimientos,  pero  confirmó  la  elección  del 
Vicario  Capitular  en  la  misma  persona,  por  merecer  su  aceptación; 
y  pasó  circular  á  los  demás  Obispos,  de  la  que  reclamaron  el  de  Bue- 
nos Aires  y  el  Cabildo  del  Paraná. 
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José  Garay,— pide  boleto  de  depósito. 

En   11  de  Enero  de  1864,  Don  José  Garay  pide  boleto  de  depósito  para 
1154  arrobiis,  22  libras  de  lima. 

En   3  de  MayopóBÓ  al  rrortiTadcr  del  Tlecto,  y  dijo  en  18  del  mismo. 

ExMO.  Señor: 

Es  verdad  que  para  obtener  el  boleto  que  so  solicita, 
es  requisito  iiidii^pensable  que  los  efectos  no  se  descarguen 
á  plaza  sino  á  depósito  en  barraca  habilitada  para  el  efecto» 
por  que  de  ese  modo  ha  consultado  el  Gobierno  que  se 
evite  el  fraude  y  el  perjuicio  que  pudiera  resultar  ú  los 
intereses  del  Fisco. 

El  interesado  debe  pedir  el  depósiio  determinado,  porque 
sino  se  entiende  la  descarga  á  plaza;  y  aunque  sea  ins- 
peccionada, no  tiene  lugar  el  boleto. 

Como  en  esto  es  favorecida  la  parte  con  el  tránsito 
libre  de  la  carga,  es  necesario  que  lo  sea  sin  peligro  de 
los  intereses  fiscales.  Y  par  eso,  aunqne  sea  ¡^or  olvido 
ó  ignorancia,  atendido  el  rigor  de  la  disposición  si  des- 
pués de  la  descarga  lleva  los  efectos  á  otra  parte  sin 
pedir  el  depósitOj  aunque  probase  la  identidad  no  tiene 
derecho  al  boleto. 

Por  el  espediente  acompañado  se  vé  también  que  en 
otro  caso  semejante  no  ha  sido  atendida  la  solicitud,  sin 
embargo  deque,  ajuicio  del  Fiscal,  en  el  presente  podría 
tener  lugar  !a  equidad  por  la  exactitud  de  la  carga  con 
lo  manifestado,  sin  aparecer  ninguna  sospeiiha  ó  peligro 
de  perjuicio  á  los  intereses  del  Fisco,— Ramón  Ferheira* 

Resolución — 

Departamento  de  Hacienda. 

Buenos  Aires,  Marzo  21  de  1864— En  todo  como  dice 
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el  Procurador  del  Tesoro  en  su  precedente  dictamen,  á 
sus  efectos  vuelva  al  Administrador  de  Rentas  y  hágase 
saber— MITRE— L.  González. 


Alfredo  Lumb, — pide  el  pago  de  unos  títulos  espedidos  por 
el  Gobierno  de  la  Confederación 

En  12  de  Enero  de  1864.  se  presentó  Don  Alfredo  Lumb  pidiendo  el 
pago  de  18  títulos  de  S  200  cada  uno,  espedidos  por  el  Gobierno  de 
la  Confederación,  en  virtud  de  la  Ley  del  Congreso  Constituyente,  de 
26  de  Febrero  de  1853. 

Pasado  al  Pocurador  del  Tesoro;  dijo: 

ExMO.  Señor: 

Del  informe  del  Contador  resulta  que  el  billete  presen- 
tado es  de  la  misma  clase  que  los  demás  autorizados, 
pertenecientes  al  empréstito  que  contrajo  el  Gobierno  del 
Director  Provisorio  en  1853,  autorizado  por  Ley  del  Con- 
greso Consticuyenie,  de  26  de  Febrero  de  dicho  año,  que 
se  halla  en  el  Rejistro  Nacional  del  Paraná,  paj.  1029;  en 
cuya  virtud  se  celebró  el  contrato  con  el  Señor  Bus- 
chenthal,  paj.  163. 

Por  las  disposiciones  de  las  Leyes  de  5  de  Noviembre 
de  1854  y  29  de  Setiembre  1855,  paj.  518  y  961,  y  los 
decretos  de  26  de  Enero  de  1854  y  3  de  Abril  de  1855 
paj.  284  y  659,  parece  que  la  deuda  de  ese  empréstito 
debió  haberse  amoitizado  toda;  pero  según  el  informe  del 
Contador,  se  han  presentado  algunos  billetes  como  estos 
en  manos  de  tenedores  en  1861,  que  fueron  reconocidos 
por  el  Gobierno  Nacioi.al;  y  agrega  que  á  su  juicio  pueden 
existir  de  esa  deuda  sin  amortizarse,  aproximadamente 
como  30  mil  pesos.  Estos  datos  y  la  clasificación  del 
Administrador  de  Rentas  de  Corrientes,  que  aparece  al 
pié  del  billete,  cree  suficientes  el  Fiscal  para  justificar  su 
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lejitimidad;  y  correspondiendo  á  la  deuda  documentada^ 
puesta  en  circulación  y  mandada  pagar  anterior  al  1^  de 
Abril  de  18(31,  opina  el  Fiscal  que  se  lialla  comprendida 
en  la  Ley  de  20  de  Octubre  de  1S63,  y  que  debe  pasar 
á  la  Comisión  respectiva  para  la  liquidación,  Salvo  en 
todo  el  juicio  de  V.  E*— Marzo  3  de  1864— R\mon  Fek^ 
REntA. 

Resolución — 

Departamento  de  Hacienda. 

Buenos  Aires,  Mar^o  28  de  1864.— Considerando  que 
el  presente  documento  no  está  comprendido  en  la  Ley 
de  20  de  Octubre  de  1862,  ni  en  la  de  23  de  Octubre  de 
1863,  que  mandan  liquidar  y  consolidar  solamente  los 
billetes,  bonos  y  libramientos  que  se  recibian  en  la  Aduana 
en  pago  de  derechos;  y  no  estando  autorizjído  el  Gobierno 
para  mandar  liquidar  documentos  de  esta  naturalexa, 
devu'Vlvase  al  interesado  para  que  ocurra  al  Congreso 
á  quien  corresponde  su  resolución. — MITRE. — L.  Gon- 
zález. 

En  't  tle  Noviembre  fué  al  Procurador  General  y  dijo  tu  21  de  Noviem 
l>ro  de  1870. 

ExMO.  Señor: 


La  única  Ley  que  rije  este  caso,  es  la  especial  de  5 
de  Octubre  de  1870^  por  la  cual  el  Congreso  reconoció 
como  deuda  pública  de  la  Nación  á  favor  de  Don  Alfredo 
Lumb,  la  cantidad  de  tres  mil  seiscientos  pesos,  prove- 
nientes de  los  cupones  presentados.  En  el  hecho  de  san- 
cionar el  Congreso  esta  Ley  especial,  ha  reconocido  que 
este  crédito  no  estaba  comprendido  en  las  Leyes  gene- 
rales anteriormente  dictadas,  como  lo  había  declarado  el 
Gobierno*  Y  no  lo  estaba»  no   solo   porque   esas  Leyes 
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no  se  refieren  á  esta  clase  de  documentos,  siiio  porque  en 
el  artículo  10  del  contrato  de  empréstito  se  establece  que 
estos  cupones  no  serán  comprendidos  «en  ningún  arreglo 
general  ó  parcial  de  la  deuda  pública». 

El  reclamante  no  puede,  pues,  invocar  la  Ley  de  20  de 
Octubre  de  1863  para  que  se  resuelva  el  caso  según  sus 
disposiciones;  porque  esta  Ley  no  le  comprende.  La  Ley 
de  5  de  Octubre  de  1870,  que  es  la  del  caso,  solo  reco- 
ció á  favor  de  Don  Alfredo  Lumb,  la  cantidad  de  3^600 
pesos,  sin  hablar  de  intereses,  y  la  Contaduría  ha  pro- 
cedido justamente  liquidando  solo  esta  suma;  porque  el 
Gobierno  no  puede  salir  de  los  limites  de  la  Ley;  y  si 
hubiera  de  reconocer  intereses,  no  pagaria  los  3,600  pesos 
reconocidos  sino  11,000  pesos  fuertes.  Talvez  el  Con- 
greso tuvo  en  vista  que  este  contrato  habia  sido  estrema- 
mente  usurario,  dando  el  dinero  con  un  25  por  ciento  de 
descuento  por  documentos  que  eran  inmediatamente  amor- 
tizados en  pago  de  derechos  de  Aduana,  y  llevando  además 
el  uno  por  ciento  de  interé?  sobre  la  cantidad  nominal. 
Tal  vez  consideró  que  el  permanecer  impagos  estos  cu- 
pones, no  podia  proceder  sino  de  neglijencia  del  tenedor, 
pues  ellos  pudieron  ser  entregados  en  pago  de  derechos 
de  Aduana  en  1853,  y  sino  hubieran  podido  serlo,  debieron 
ser  pagados  por  la  Teson.Tía,  según  el  contrato,  en  el  año  de 
1854.  Y  no  esjusto  que  esta  neglijencia  del  acreedor  sea  pa- 
gada por  el  deudor  con  un  recargo  considerable  deintereses. 

Pero  cualquiera  que  fuera  el  pensamiento  del  Congreso, 
el  hecho  es  que  por  la  Ley  de  5  de  Octubre  solo  se  ha 
reconocido  á  favor  de  Don  Alfredo  Lumb,  la  cantidad  de 
3,600  pesos;  y  por  consiguiente  el  Gobierno  no  puede 
pagar  una  suma  mayor. 

Por  consiguiente,  mi  dictamen  es  que  V.  E.  apruébela 
liquidación  hecha  por  la  Contaduría,  y  ordene  la  inscripción 
en  Fondos  Públicos. — Francisco  Pico. 


—  380  — 


Resolución- 


Departamento  de  Hacienda, 

Buenos  Aires,  Noviembre  23  de  1870.— De  conformidad 
con  lo  dictaminado  por  el  Procurador  General  de  la  Nación: 
inscríbase  en  Fondos  Públicos  Nacionales  á  favor  del 
interesado,  la  suma  de  tres  mil  seiscientos  pesos  plata 
de  17  en  onza.  Remítase  este  espediente  á  Contaduría 
para  su  entrega  al  interesado,  quien  ocurrirá  por  su  abono 
á  la  Junta  del    Crédito  Publico  Nacionat— SARMIENTO 

—  DALMACtO  VbiLEZ    SAaSFItíLD—CÁllLOS    TkJKDOU— CRIS- 
TÓBAL Aguírre —Rafael  A'/^e/rcr,  Sub-Secretario. 


Garlos  María  Lamarca, — pide  el  pago  de  libramientos  es- 
tendidos por  el  (jobierno  de  la  Confederación. 

En  13  de  Enero  de  18iVi,  el  oíiciii!  tle  lii  Lei^ación  Argentina  eii  Chile,  Di>ii 
Carlos  María  Latuaroi,  fiolicita  el  abono  de  dos  libramientos  estendi- 
doa  á  BU  favor  por  el  Gobierno  de  la  Confedenicion. 

Presentada  al  Gobierno  con  el  informe  de  la  Comisión  Clasiíkadora  de 
la  Deuda,  se  pidió  opinión  al  Fisciil,  y  dijo : 

ExMo,  Señqr: 

Por  la  Ley  de  20  de  Octubre  de  18G3  se  manda  con- 
solidar la  deuda  antei  iur  al  I''  de  Abril  di  1861,  puesta 
en  circulación  en  bonos,  billetes  de  Tesorería  y  libra- 
mientos. Parece  que  la  que  no  estuviese  documentada  y 
puesta  en  circulación,  aunque  estuviese  reconocida,  sin 
librarse,  no  se  comprende  en  esta  Ley,  ó  no  se  manda 
consolidar,  aunque  los  interesados  tengan  su  dereciio 
para  reclatnar  en  la  forma  que  les  corresponda.  Este 
parece  el  sentido  de  la  Ley. 

Por  las  otras  Leyes  de  V  de  Noviembre  de  1862  y  6  del 
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mismo de  1863,  se  mandó  clasificap  y  liquidar  la  deuda  pos- 
terior al  1^  de  Abril;  pero  no  solo  la  documentada  y  en  cir- 
culación por  el  Gobierno  del  Paraná,  sino  la  que  quedó  pen- 
diente para  liquidarse,  y  fué  contraida  después  de  esa  fe- 
cha. 

De  manera  que  lo  queso  ha  documentado  y  librado  su 
paguen  esa  fecha,  aunque  el  orijen  de  la  obligación  proce- 
de de  otra  época  anterior,  debe  comprender  á  la  deuda 
posterior  al  1°  de  Abril,  en  cuanto  ala  liquidación;  porque 
entonces  recien  adquirió  el  carácter  ejecutivo  del  recono- 
cimiento y  la  circulación.  Recien  desde  entonces  data  la 
declaración  de  la  lejitimidad  de  la  deuda  y  el  Decreto  de 
pago. 

Por  esto  también  entiende  el  Fiscal  que  la  palabra  «con- 
traida» desde  el  1°  de  Abril,  no  se  entiende  esclusivamenti^ 
del  hecho  y  orijen  de  la  deuda,  sino  en  el  sentido  legal 
de  la  época  en  que  fué  contraida  la  obligación,  por  el  he- 
cho ó  por  el  reconocimiento;  pues  de  otro  modo  no  ten- 
drían lugar  ni  los  documentos  otorgados  y  obligaciones 
contraidas  en  esa  época,  solo  porque  el  orijen  del  asunto 
correspondiese  á  otra  anterior.  Y  por  todo  lo  dicho  y 
no  constando  que  estos  libramientos  fuesen  reconocidos, 
ó  que  antes  se  hubiesen  dado,  sino  que  la  deuda  se  man- 
dó pagar  y  contrajo  legalmente  en  la  fecha  del  documento, 
opina  que  corresponde  á  la  Comisión  Clasificadora  de  la 
Deuda  posterior  al  1°  de  Abril  de  1861.  Salvo  en  todo 
el  juicio  de  V.  E.— Marzo  1°  de  1804.— Ramón  FiüRREmA. 

Resolución — 

Departamento  de  Hacienda. 

Buenos  Aires.  Mayo  22  de  1864.— En  vista  de  lo  espues- 
to por  la  Comisión  Clasificadora,  y  considerando  lo  que 
dispone  el  art.  1°  de  la  Ley  de  20  de  Octubre  de  1863,  el 
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Gobierno  resuelve  qtie  para  ladecisióa  de  si  la  deuda  cor- 
responde a  la  Ci>inisión  Clusiñcadora  ó  al  Liquidador  de  la 
Deuda,  rija  la  fecha  puesta  en  los  )*espectivos  documentos, 
á  sus  efectos  vuelva  a  la  referida  Comisión.— MITRE. — G. 
Rawsom,— R.  Elizaldií— L.  González, — E.  Costa,— Juan 
A-  Gelly  y  Obes. 

La  Comiaión   se  espide  en  4  de  Mayo,  y  el  Gobierno  en  7  del  mismo, 
toma  la  siguiente: 

Resolución — 

Departamento  de  Hacienda. 

Buenos  Aires,  7  de  Mayo  de  18G4.— En  virtud  de  loque 
informa  la  Comi'=^ión  Clasificadora,  y  con  arreglo  a  lo  es- 
tablecido por  las  Leyes  de  1**  de  Noviembre  de  1862  y  6 
de  Noviembre  de  1863,  declárase  deuda  pública  de  la  Na- 
ción, los  dos  mil  quinientos  ochenta  y  nn  pesos  (?,581  $) 
importe  de  estos  libramientos.  Fublíquese  oportunamente 
este  reconocimiento  en  la  forma  ordenada  por  la  Ley 
última  antes  citada,  y  devuélvase  á  la  Comisión  Clasifi- 
cadora para  que  entregue  este  espediente  al  interesado, 
recojiendo  el  recibo  espedido  para  que  ocurra  al  Liqui- 
dador de  la  Deuda,  á  lin  de  que  verifique  la  liquidación 
en  la  forma  establecida  y  sea  elevada  al  Gob¡<5rno  para 
ordenar  la  inscripción  en  Fondos  Públicos. — MITRE. — 
G.  Rawson.— R.  Elizalde,~L.  González. — E.  Costa. 
—Juan  A.  Gelly  y  Obíss. 


Sobre  el  procedimiento  adminiBtrativo  simple  y  contencioao, 
según  la  Constitución. 

ExMO.  Señor: 

Algunos  comerciantes  del  Rosario,  deudores  de  letras 


^ 
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protestadas  de  Aduana,  ejecutados  por  el  Administrador, 
quisieron  pagar  en  pura  moneda  cordobesa  mas  de  dos 
mil  trescientos  pesos,  al  cambio  de  17  pesos  por  onza,  co- 
mo moneda  natíional. 

El  Administrador  se  negó  á  recibir  a  ese  cambio  por 
disposiciones  del  Gobierno;  ellos  pidieron  ocurrir  al  go- 
bierno para  que  con  el  informe  del  Administrador  se  hu- 
biese resuelto  el  asunto,  como  ha  sucedido  en  otros  ca- 
sos semejantes  de  las  demás  Aduanas.  Esta  es  la  tra- 
mitación mas  sencilla  y  práctica  muy  frecuemte,  porque 
la  cuestión  es  simple  administrativa,  se  funda  en  decretos 
gubernativos  y  arranca  de  ellos.  Pero  con  el  cálculo  pre- 
meditado de  convertir  el  asunto  en  litiSy  ocurren  á  la  pro- 
testa y  al  medio  de  estinguir  la  obligación  por  la  obla- 
ción o  consignación  del  dinero,  muy  equivocados  y  mal 
aconsejados;  porque  tal  medio  es  enteramente  sin  apli- 
cación al  caso  presente.  Declinan  además,  la  jurisdicción 
del  Poder  Ejecutivo,  y  buscan  la  competencia  del  Tribu- 
nal Federal. 

El  Fiscal,  conociendo  la  tendencia  y  no  creyendo  for- 
zoso entrar  en  esa  lucha,  se  concretó  solo  á  la  cuestión 
de  la  moneda  cordobesa,  ó  al  cambio  de  ella;  si  habiade 
ser  á  razón  de  17  pesos  por  onza  ó  á  otro  precio,  pues  no 
habia  necesidad  de  ventilar  otra  cosa;  porque  no  se  resis- 
tía al  pago  sino  al  precio  del  cambio  de  la  moneda,  y  se 
evitaban  conflictos. 

Era  también  cuestión  puramente  administrativa;  porque 
no  se  habia  de  llevar  al  Tribunal,  á  que  decidiese  ó  revo- 
case los  decretos  reglamentarios  del  Gobierno,  y  obligase 
á  recibir  la  moneda  cordobesa  á  17  pesos  por  onza;  creer 
esto  sería  el  mayor  absurdo,  sería  someter  los  decretos 
administrativos,  al  fallo  del  Poder  Judicial;  y  se  podia  fa- 
llar y  juzgar,  podia  derogar  y  reformar  los  reglamentos  y 
Leyes  admistrativas,  y  entonces  era  poder  administrativo. 
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Pero  ya  que  se  quiere  tratar  la  cuestión  de  jurisdicción, 
para  el  caso  contencioso  de  la  ejecución  á  los  deudores 
morosos,  no  será  en  vano,  y  el  Gobierno  ie  convendrá 
mucho  este  deslinde,  y  tener  regla  fija  de  procedimiento 
para  evitar  el  conflicto. 

Es  cierto  que  la  jniúsdicción  contenciosñ  administrati- 
va se  ha  adjudicado  al  Poder  Judicial,  y  la  acción  del  Eje- 
cutivo está  redncida  al  mero  if/iperio^  á  lo  que  se  llama 
administración  activa  ó  voluntaria;  pero  dentro  de  esta 
estera,  la  Constitucióu  le  llama  Jefe  Supremo  de  la  Nación 
y  tiene  a  su  cargo  la  administración  jeneral  del  País  la 
recaudación  de  las  rentas  y  su  inversión:  poder  completo 
como  los  otros  dentro  de  su  esfera,  que  debe  bastarse 
por  si  mismo,  y  contar  con  los  medios  para  hacer  efec- 
tivos sns  actos  administrativos;  qne  no  sean  judiciales 
sui-[/eneris^  pero  que  sean  suficientes.  Desde  que  se  ver- 
san en  todos  los  asuntos  de  la  Administración,  intereses 
de  particulares  con  el  Estado,  no  puede  dejar  de  ocurrir 
cunti'oversias,  resistenci a  y  reclamos  contra  los  actos 
administrativos;  y  por  eso  mismo  se  vé  que  la  palabra 
contencioso  puele  tener  tni  sentido  lato  y  aplicarse  mal 
muchas  veces;  se  concibe  claro  que  puede  haber  conten- 
ción también  en  los  asuntos  de  pura  administración,  y 
por  consiguiente  decisiones,  resoluciones  ó  fallos,  como 
quiera  llarnu*se,  cun  su  tramitación  completa,  y  apelación 
de  los  subalternos  al  superior.  El  derecho  administra- 
tivo tiene  todos  los  elementos  de  im  derecho  perfecto,  tie- 
ne su  lejislación  y  jurisprudencia;  sus  d¡s|)os¡cÍjnes  gu- 
bernativas y  decretos  reciben  su  fuer/a  y  vida  propia  de 
la  autoridad  del  Poder  Ejecutivo,  no  delegada  de  otro 
poder;  y  solo  cuando  ellos  infrinjen  una  ley  preexistente 
un  convenii)  ó  un  tratado  público,  pueden  ser  juzgados 
por  los  Tribunales;  mientras  eso  no  suceda  ningún  otro 
poder  puede  interpretarlos,  reformarlos  ó  revocarlos.  Todo 
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está  reducido  á  distinguir  bien  lo  contencioso  administra- 
tivo y  la  administración  simple. 

Oigamos  á  Colmeiro:  «Empezando  esta  doctrina  en 
una  sola  regla  ó  máxima  de  administración,  diremos:  que 
son  asuntos  contenciosos  aquellos  en  los  cuales  hay  opo- 
sición lejítima  entre  el  interés  público  y  el  privado,  entre 
el  individuo  y  la  sociedad,  si  la  reclamación  particular  se 
funda  en  derecho  y  porque  este  nace  de  la  Ley  que  es  su- 
perior al  Gobierno:  y  asi  cuando  existen,  señalan  á  la 
acción  administrativa  los  limites  de  su  competencia. 

No  basta,  dice,  que  la  reclamación  se  funde  en  un  agra- 
vio causado  al  derecho  particular,  con  ocasión  de  un  acto 
administrativo;  porque  como  el  poder  discrecional  alcanza 
á  todas  las  personas  y  á  todas  las  cosas  de  la  sociedad, 
puede  modificar,  por  medio  de  reglamentos  ó  providen- 
cias la  libertad  y  la  propiedad  de    los  administrados. 

Lo  contencioso  supone  siempre  lesión  de  un  derecho per^ 
fecto  y  absoluto:  un  derecho  de  aquellos  que  la  ad- 
ministración está  obligada  á  respetar;  mientras  no 
pise  estos  limites,  obra  dentro  de  la  Constitución  el  Poder 
Ejecutivo. 

De  este  deslinde  tan  claro  resulta  lo  que  hemos  dicho: 
aunque  haya  reclamos  y  resistencias  del  interés  parti- 
cular, para  cumplir  los  actos  y  decretos  administrativos, 
los  asuntos  no  adquieren  un  carácter  contencioso  judi- 
cial, sino  cuando  se  hiere  una  Ley  ó  un  derecho  perfecto; 
y  que  no  siendo  así,  hay  una  contención  [uramente  ad- 
ministrativa que  se  decide  por  la  misma  administración, 
á  la  que  llaman  los  autores  decisiva  ó  pasiva. 

Resulta  igualmente  que  según  los  principios  de  la 
ciencia,  la  autoridad  administrativa  es  completa  dentro  de 
su  esfera,  y  puede  ejercer  los  medios  de  coacción  y  de  eje- 
cución para  hacer  cumplir  y  ejecutar  sus  mandatos  y  re- 
glamentos; que  mientras  no  se  presente  una  contención 
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verdadera,  no  puede  paralizarse  ni  detenerle  el  jiro  déla 
acción  administrativa. 

Por'  consiguiente,  en  la  ejecución  de  un  deudor  moro- 
so, que  no  ale^a  escepción  ninguna  que  haga  contencio- 
so el  a«unto,  ni  invoca  los  Tribunales,  no  puede  hciber 
embarazo  para  el  Fisco  en  proceder  administrativamente 
a  la  ejecución  y  Iricer  efectiva  el  pago.  Como  los  par- 
ticulares iiueden  abusar  en  esa  via  de  lo  contencioso  bajo 
cualquier  pretesto  ó  escepción»  debela  administración  te- 
ner medios  efectivos  de  garantías  para  contener  el  abu- 
so y  garantir  los  dereclios  fiscales,  como  son  la  reten- 
ción ó  embargo,  como  prenda  de  mercaderías  ó  efectos  que 
respondan  del  valor  déla  deuda,  el  depósito  del  importe 
en  duiero,  unaííí^uza,  etc,  mientras  se  decide  el  litis. 

También,  si  la  cuestión  no  fuese  por  toda  la  cantidad 
y  se  confesase  parte  déla  deuda,  no  hay  razón  para  ha- 
cerse contencioso  sino  lo  que  es  materia  de  -'uestión;  y 
se  puede  ejecutar  al  deudor  por  el  pago  de  la  parte  que 
confiesa  ó  que  no  admite  cuestión. 

En  la  parle  pr-nal,  según  los  casos,  se  puede  aplicar 
multas,  exijir  fianzas,  privarles  de  su  firma  y  la  intelijen- 
cia  comercial  con  las  oficinas  fiscales,  retenerles  el  des- 
pacho de  mercaderias  en  las  Aduanas,  mientras  no  paguen 
los  derecljos,  y  otras  medidas  correctivas. 

Todo  esto  dentro  de  la  esfera  ordinaria  de  la  adminis- 
tración; pero  ahora,  en  la  actualidad,  se  hace  más  nece- 
saria la  eficacia  de  los  medios;  porque  careciendo  de  la 
jurisdicción  contenciosa,  ésta  con  respecto  a  la  hacien- 
da pública,  se  halla  confundida  en  el  procedimiento  ordi- 
nario de  las  demás  causas  comunes. 

No  hay  un  juez  especial  de  hacienda  que  se  contraiga 
esclusivamenle  á  sus  asuntos;  no  hay  Tribunal  mayor  de 
cuentas,  que  mucho  coopera  al  buen  réjimen  y  recauda- 
ción de  rentas,  no  hay  juicio  de  apremios,  ni  un  procedí- 
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miento  sumario  especial  para  los  asuntos  de  hacienda. 
No  se  encuentra,  al  menos,  nada  provisto  especial  en  las 
Leyes  de  Justicia  Nacional;  y  cuando  algo  se  dice  de  la  via 
de  apremio,  no  se  hallan  comprendidas  las  acciones  del 
Fisco;  cosa  estraua.  Buscar  recursos  fuera  del  testo  de 
las  Leyes  de  la  materia,  en  las  Recopiladas  ó  en  otros 
Códigos,  no  es  un  medio  jurídico  ni  seguro,  prescindiendo 
de  lo  vago  y  precario;  porque  no  se  hace  distinción  algu- 
na de  asuntos  ni  se  tiende  una  mirada  a  los  de  hacienda, 
en  la  Ley  del  procedimiento.  Se  ha  tratado  del  contra- 
bando; perose  ha  dejado  sin  protección  la  parte  principal 
de  la  hacienda. 

Todos  los  autores  fijan,  como  una  de  las  reglas  prin- 
cipales de  la  administración,  la  cobranza  fácil  y  econó- 
mica déla  renta;  ambas  cosas  consisten  en  los  procedi- 
mientos sencillos  y  sumarios,  ya  sea  en  la  via  contencio- 
sa, ya  en  la  administración  simple. 

De  todo  lo  espuesto  se  deducen  las  consecuencias  si- 
guientes: 

1*  Que  el  Gobierno  puede  hacer  todo  lo  que  es  confor- 
me á  los  principios  de  la  ciencia  y  la  Constitución,  dentro 
de  su  esfera,  sin  penetrar  la  via  contenciosa. 

2*  Que  ésta  no  se  entiende  sino  cuando  las  disposiciones 
gubernativas  comprometen  alguna  ley  vijente  ó  derecho 
perfecto;  y  fuera  de  estos  casos,  la  controversia  6  reclamo 
es  de  simple  administración,  y  se  decide  por  ella'misma, 

3*  Que  en  su  virtud,  y  debiendo  ser  completa  la  auto- 
ridad administrativa,  por  derecho  propio,  debe  ejercer 
todos  los  medios  coactivos  para  garantir  y  hacer  efectivo 
el  cumplimiento  de  las  disposiciones  y  reglamentos  ad- 
ministrativos. 

4*  Que  puede  por  consiguiente,  emplear  todas  las  me- 
didas que  quedan  espuestas,  según  se  presenten  los  casos 
y  el  carácter   que  tomen  los  asuntos. 
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5*  Que  sobre  estas  bases,  si  al  Gobierna  le  parece,  se 
puede  formular  el  procedimiento  que  deben  observar  los 
Administradores  de  Rentas,  respecto  a!  cobro  de  los  de- 
rechos fiscales,  eii  los  dos  casos  contencioso  y  no  con- 
tencioso, 

6*  Que  en  los  asuntos  contenciosos^  la  Nación  ó  el 
Gobierno  debe  ser  representado  por  un  Procurador  ó 
Ájente  Fiscal  ante  los  Tribunales. 

7*  Con  respecto  á  la  cuestión  presente  de  los  comer- 
ciantes del  Rosario,  la  única  cuestión  que  hay  es  sí  seles 
ha  de  recibir  la  moneda  cordobesa  á  17  ps.  onza,  estando 
dispuesto  por  el  Gobierno  el  cambio  de^áO  pesos;  es  decir, 
que  para  que  haya  materia  contenciosa  y  el  asunto  ad- 
quiera ese  c irácter,  es  neoísario  lo  que  dice  Colmeiro; 
que  se  funde  el  reclamo  en  la  infracción  de  alguna  Ley 
por  el  derecho  del  Gobierno;  porque  lo  coniencioso  supone 
mcítipre  lesión  //'*  un  derecho  perfecto  y  absoluto.  En  otro 
caso,  no  puede  el  Tribunal  ju/,gar,  reformar  ó  revocar  el 
decreto,  ni  interpretar  ser  justicia  y  equidad  sin  invadir 
el  Poder  Ejecutivo. 

No  hay  pues  materia  contenciosa,  y  la  cuestión  ha  de- 
bido decidirse  por  el  Gobierno;  pero  supuesto  que  se  ha 
llevado  al  Tribunal  sin  fundamento,  y  para  evitar  conflictos, 
se  puede  pasar  la  causa  practicando  el  Administrador 
algunas  de  las  garantías  dichas:  retención  de  mercaderias, 
valor  suficiente,  depósito  de  dinero  ó  fianza  mientras  se 
concluye  el  litis.  Tal  es  el  juicio  del  Fiscal,  salvo  el  de 
V.  E.— Enero  19  de  18G4.— Ramón  Feriíeira. 

Resolución — 


Departamento  de  Hacienda, 

Buenos  Aires,  Enero  27  de  1864.— Considerando  el  Go- 
bierno: 
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1°  Que  por  la  Constitución  (y  las  Leyes  no  se  pueden 
recibir  las  monedas  sino  por  su  justo  valor. 

2"  Que  el  precio  asignado  ala  moneda  cordobesa  por 
el  Gobierno,  era  mucho  mayor  que  el  corriente  en  plaza, 
razón  por  la  cual  ha  tenido  que  ordenar  con  posteriori- 
dad, que  solo  se  reciba  por  su  valor  real. 

3°  Que  los  particulares  que  no  reciban  esa  moneda  sino 
por  este  valor,  no  pueden  pretender  que  el  Gobierno  la 
reciba  por  otro  mayor. 

4°  Que  es  preciso  evitar  la  falsificación  que  se  hacia  de 
esta  moneda,  por  la  prima  con  que  era  recibida,  lo  que 
hacia  inútil  la  amortización  que  de  ella  se  ordenó. 

5°  Que  el  Administrador  de  Rentas  no  puede  recaudar 
los  derechos  de  Aduana  sino  en  la  forma  que  el  Gobierno 
se  lo  ha  ordenado  con  arreglo  á  la  Ley. 

6**  Que  la  Administración  tiene  por  las  leyes  vijentes 
los  medios  eficaces  de  recaudar  las  rentas  i)úblicas. 

7®  Que  esos  medios  consisten  en  los  empleados  por  el 
Administrador  de  Rentas. 

8°  Que  si  los  deudores  de  derechos  de  Aduana,  se  creian 
con  justicia  á  exijir  que  se  les  recibiese  la  moneda  cor- 
dobesa por  otro  valor  que  el  designado  por  el  Gobierno, 
debieron  concurrir  áel,  jestionando  su  derecho. 

9**  Que  su  deber  era  pagar  en  la  forma  que  se  les  co- 
braba, y  exijir  después  la  devolución  de  .lo  que  creian  que 
seles  cobraba  demás. 

10.  Que  los  Administradores  de  Rentas  no  pueden  sus- 
pender sus  procedimientos  administrativos  para  recaudar 
las  rentas,  mientras  no  se  les  pague  ó  hayan  embargado 
bienes  suficientes  del  deudor. 

SE    DECLARA  '. 

1^  Que  el  Administrador  de  Rentas  del  Rosario  ha 
procedido  como    corresponde,  persiguiendo  el   cobro  de 
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las letras  de  Aduana,  hasta  embargar  bienes  suficientes 
ó  recibir  su  importe,  privando  de  despachar  á  los  co- 
merciantes que  no  entregaron  su  valor,  y  suspendiendo 
la  ejecución,  desde  que  se  lo  ordenó  el  Juez  de  Sección. 

Z""  Que  hecho  el  embargo,  deben  remitirse  todos  los 
antecedentes  al  Juez  da  Sección,  suspendiendo  la  ejecu- 
ción, 

3°  Que  tratándose  solo  de  cuestionar  la  diferencia  del 
valor  de  la  moneda  cordobesa,  no  hay  razón  para  que 
no  se  pague  loque  los  mismos  deudores  confiesan  deber- 

En  su  consecuencia,  y  teniéndose  presente  lo  espuesto 
por  el  Señor  Fiscal  y  dictaminado  por  los  Señores,  Pro- 
curador General  de  la  Corte  Suprema  y  Dr,  D.  José  B. 
Gorostiaga,  vuelva  al  Administrador  de  Rentas  del  Rosa- 
rio, para  que  exija  el  pago  de  la  suma  que  los  deudores 
reconocen  deber,  con  intereses,  costos  y  costas,  y  reduz- 
ca el  embargo  ala  diferencia  del  valor  de  la  moneda  que 
resisten  pagar,  si  no  prefiriesen  depositar  su  importe;  y 
para  que  proceda  al  remate  de  los  bienes  embargados  de 
los  que  no  quisiesen  pagar  las  sumas  que  deben,  hasta 
cubrirse  de  este  importe  con  intereses,  costos  y  costas, 
limitando  el  embargo  á  la  diferencia,  y  manteniendo  sus- 
pendido el  despacho  de  los  que  no  pagasen  íntegramente 
lo  que  deben;  cotí  cargo  de  devolución  de  diferencia,  si 
asi  correspondiese  en  derecho;  debiendo  remitir  los  an- 
tecedentes relativos  á  cada  caso,  al  Juez  de  Sección  que 
los  ha  pedido  ó  pidiese  en  adelante,  después  de  ejecutar 
lo  que  por  esta  resolución  se  ordena»  y  publíquese, — 
MITRE*-— Rufino  de  Elizalde. 
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Dictamen  sobre  la  intervención  del  Ministro  Francés  en  los 
reclamos  de  sus  subditos,  por  perjuicios  causados  en  la 
guerra. 

ExMO.  Señor: 

Por  la  Ley  de  29  de  Setiembre  de  1859,  el  Congreso 
Federal  sanción:  «Que  la  Confederación  Argentina,  desde 
la  instalación  de  su  gobierno  constitucional,  no  reconocía 
derecho  á  indemnización,  en  favor  de  nacionales  ó  es- 
tranjeros,  sino  por  perjuicios  causados  por  empleados  de 
las  autoridades  lejítimas  del  país.» 

Sobre  esa  base  se  han  arreglado  los  reclamos  de  es- 
tranjeros,  procedentes  de  las  convenciones  de  1858  con 
las  naciones  de  Francia,  Inglaterra  y  Cerdeña.  Sobre  la 
misma  base  continúan  ahora  los  arreglos  estranjeros;  y 
los  otros  pertenecientes  á  la  época  después  de  1838,  y  la 
deuda  exijible  y  flotante  del  Gobierno  del  Paraná,  con- 
forme á  las  Leyes  que  se  han  dado  por  el  Congreso  de 
1862  y  1863,  sin  hacer  distinción  de  nacionales  ó  estran- 
jeros en  el  procedimiento,  ni  en  las  condiciones  del  in- 
dividuo, iguales  en  los  derechos  civiles  por  la  Constitu- 
ción. 

De  aqui  resulta  un  deslinde  muy  claro  en  la  natura- 
leza de  los  reclamos:  que  los  que  no  se  hallan  en  el  caso 
de  la  Ley,  porque  proceden  de  violencias,  usurpaciones, 
saqueos  ó  robos,  ó  sean  causados  por  individuos  incom- 
petentes, no  tienen  derecho  á  indemnización  del  Gobierno, 
sino  á  la  via  de  los  Tribunales  Federales  ó  Provinciales, 
según  la  condición  del  individuo,  si  es  nacional  ó  estran- 
jero.  Los  que  se  hallan  en  el  caso  de  la  Ley,  sin  dis- 
tinción de  nacionales  ó  estranjeros,  corresponden  á  la 
deuda  pública,  y  serán  atendidos  según  el  procedimiento  . 
marcado  por  las  Leyes. 
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Hasta  ahora  no  se  ha  realizado  la  consoüdaclón  de  la 
deuda  general  desde  la  Independencia;  sitió  la  de  ciertas 
épocas:  se  está  arreglando  para  consolidarse:  1^  \a  deuda 
que  dejó  pendiente  el  Gobierno  del  Paraná,  posterior  al 
1*  de  Abril  de  1861;  2^  La  anterior  áesta  fecha  exijible, 
que  quedó  en  circulación  en  bonos,  billetes  de  tesorería 
y  libramientos  ó  pagarés;  3^  La  correspondiente  á  los 
ejércitos  liberta-lores  contra  la  tiranía  de  Rosas  desde 
1838. 

En  virtud  de  este  análisis  tan  lójico  y  conforme  al  de- 
recho público,  queda  muy  deslindado  el  derecho  que  pue- 
de corresponder  a  los  subditos  IVau ceses,  que  el  Señor 
Ministro  Francés  menciona  y  quiere  reclamar,  ó  cuales- 
quiera otros  estranjeros,  y  el  procedimiento  ante  los  Tri- 
bunales ó  el  Gobierno  según  la  naturaleza  y  condición 
del  reclamo,  ó  según  la  época  de  su  orijen.  Están  es- 
tablecidos los  Tribunales  Federales  para  una  clase  de 
reclamos,  y  la  Comisión  Clasificadora  para  la  otra  clase. 
Tampoco  habrá  inconveniente  en  darle  la  dirección  al 
espediente  6  solicitud,  y  setlalarle  el  curso  que  ha  de  te- 
ner, si  se  presentase  al  Gobierno. 

Mas  en  cuanto  á  la  otra  clase  de  interxención  diplo- 
mática del  Señor  Ministro  para  discutir  y  tener  perso- 
nería en  los  reclamos  de  subditos  franceses^  como  la  que 
ha  tenido  en  los  comprendidos  en  las  convenciones  de 
1858,  creo  que  el  Señor  Ministro  no  puede  tener  esa  mente, 
sino  la  de  simple  protección  y  vijilancia  por  sus  subditos, 
para  que  se  les  administre  justicia  conforme  á  las  Leyes 
del  País;  y  solo  llegado  el  caso  de  que  les  fuese  denegada, 
puede  verificarse  k  intervención  oficial;  porque  entonces 
hay  infracción  de  derecho  perfecto,  que  es  la  base  indis- 
pensable para  la  intervención  diplomática.  El  Señor  Mi- 
nistro sabe  que  su  intervención  y  personería  directa  en 
la  discución  y  arreglo  de  los  asuntos  de  las  convenció- 
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nes  del  58^  fué  especial  ad  hocy  en  virtud  de  un  tratado, 
y  para  los  reclamos  de  la  época  anterior,  qu3  se  pre- 
sentasen en  un  término  sen  ilado,  que  concluyó,  y  no  se  han 
Éuimitido  reclamos  fuera  de  ese  término.  Luego  fuera  de 
esos  asuntos,  y  sin  nueva  convención,  no  podría  tener  lu- 
gar su  intervención  oficial,  para  discutir  y  hacer  perso- 
nería en  otros  reclamos.  Conociendo  la  ilustración  del 
Señor  Ministro  Francés,  cree  el  Fiscal  que  no  puede  ha- 
ber contradicción  por  su  parte,  á  los  fundamentos  es- 
puestos, y  que  quedará  satisfecho  con  estas  esplicaciones. 
Tal  es  el  juicio  del  Fiscal,  salvo  el  de  V.  E. — Enero  de 
1864. — Ramón  Ferreira. 


El  Cónsul  del  Rey  de  Prusia, — pide  reconocimiento  de  créditos. 

En  Marzo  de  1864,  el  Cónsul  del  Rey  de  Pnisia,  Don  Francisco  Hal- 
bach,  pide  el  reconocimiento  de  créditos  á  favor  de  los  subditos  de 
aquel  monarca. 

Pasado  al  Procurador  del  Tesoro,  dijo: 

ExMo  Sbñor: 

Según  se  vé,  la  deuda  prusiana  fué  arreglada  desde  su 
orijen  en  el  convenio,  parte  en  metálico  y  parte  en  papel 
moneda  corriente;  luego  deben  pagarse  en  la  misma  for- 
ma que  se  convino,  ó  su  equivalente  en  papel.  En  esto  no  hay 
duda,  sino  solo  en  el  precio  del  cambio  del  papel.  En 
la  planilla  del  Gobierno  de  la  Provincia,  pasada  al  Nacio- 
nal, figura  el  cambio  de  20  por  uno,  y  la  Ley  del  Con- 
greso sancionó  el  pago  de  la  suma  total  de  la  deuda  ar- 
reglada á  este  cambio,  6.971,603  06  mic. 

Se  trata  ahora  de  realizar  el  pago,  y  viene  la  cuestión 
de  si  el  cambio  de  la  parte  de  la  deuda  en  metálico,  ha 
de  ser  el  de  20  por  uno  que  tenían  entonces  los  pesos 
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fuertes,  ó  et  que  tienen  hoy  al  tiempo  de  hacerse  el  pago. 
Por  regla  general,  siendo  la  obligación  par  el  convenio  á 
pagarse  en  metálico  o  su  et/rntrnlcntc  en  moneda  papel, 
debe  hacerse  el  cambio  arreglado  al  tiempo  del  pago,  por- 
que de  otro  modo  no  se  daria  el  equivalente  al  metálico* 
Solo  en  el  caso  que  la  reducción  del  20  por  uno  hubiese 
sido  por  convenio  con  los  interesados,  quedando  la  deuda 
reducida  toda  á  papel,  entonces  por  una  novacióti  se  con- 
siderarla toda  en  papel,  no  parte  en  plata  y  parte  en  papel; 
pero  si  no  hay  esa  novación  por  consentimiento  de  parte 
y  existe  la  obligación  como  en  su  orijen,  debe  hacerse  el 
pago  en  ambas  monedas,  ó  su  equivalente  en  papel,  al 
cambio  del  corriente  de  plaza  —Marzo  10  de  1864— Ra- 
món Ferreira. 

Resolución — 

Departamento  de  Hacienda. 

Buenos  Aires,  Marzo  19  de  1864,— Visto  el  precedente 
dictamen,  el  Gobierno  resuelve  que  por  la  Contaduría  se  re-- 
duzca  la  moneda  metálica  á  que  esto  espediente  se  refiere, 
á  pesos  de  17  en  onza,  reduciendo  á  la  misma  especie  el 
papel  moneda  al  cambio  de  340  ps.  por  onza  de  oro,  4 
sus  efectos  vuelva  á  la  Contaduría  y  llágase  saber.— MI- 
TRE—L,  González. 

En  28  de  Mamo  la   Contaduría   cinnple  este  decretOj  y  en   seguida  se 
dictó  lii  siguiente; 

Resolución — 

Departamento  de  Hacienda. 

Buenos  Aires,  29  de  Marzo  de  1864* — En  vista  de  lo 
alegado  en  este  espediente,  se  reconoce  á  favor  del  Con- 
sulado de  Prusia,  como  importe  de  los  reclamos  inter- 
puestos por  subditos  de  esta  Nación,  la  cantidad  de  treinta 
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y  dos  mil,  ciento  treinta  y  un  pesos,  setenta  céntimos  de 
17  en  onza. 

En  consecuencia,  pase  con  oficio  á  la  Junta  de  Admi- 
nistración del  Crédito  Público  Nacional,  previa  visación 
de  la  Contaduría,  para  que  se  haga  la  inscripción  corres- 
pondiente en  Fondos  Públicos  del  seis  por  ciento  y  uno  de 
amortización,  á  contar  del  V  de  Enero  de  1864,  desglosán- 
dose previamente  los  documentos  agregados  en  2  del 
corriente,  á  pedido  del  Procurador  del  Tesoro,  pues  tienen 
un  carácter  general  á  esta  clase  de  reclamos. — MITRE. 
— L.  González. 


Cayetano  Descalzo,-— exoneración  de  derechos  para  efectos  de 

removido. 

En  26  de  Abril  de  1864,  Don  Cayetano  Descalzo  pidió  exoneración  del 
pago  de  derechos  por  artículos  que,  dice,  fueron  llevados  de  ésta, 
de  removido  de  plaza,  á   la  Isla  de  Martin  Garcia. 

El  Procurador  del  Tesoro  dijo: 

ExMo.  Señor: 

La  Isla  de  Martín  Garcia  es  un  punto  litoral  de  la  Pro- 
vincia, no  habilitado  para  operaciones  Aduaneras,  sin 
resguardo,  ni  vijilancia.  Se  halla  en  el  caso  de  los  demás 
puntos  de  la  costa  de  esta  clase,  de  no  admitir  retorno 
de  los  efectos  que  se  llevan  de  aqui,  de  removido,  sin 
pagar  derecho,  aún  supuesta  la  identidad,  para  evitar  el 
fraude  que  es  muy  fácil  hacer,  cambiando  el  efecto,  como 
es  difícil  conocer  y  probar  la  identidad. 

En  el  caso  presente  sucede  esto,  y  atendiendo  á  las  razo- 
nes que  espone  el  Administrador  en  su  informe,  quedarla 
espuesto  al  fraude  el  derecho  fiscal,  haciendo  escepción 
de  la  regla  general  en  este  punto,  aunque  en  el  negocio 
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particular  de  que  se  trata,  no  haya  fraude.  También 
ofrece  dudas  el  tiempo  transcurrido  para  el  retorno,  el 
número  incierto  de  los  bultos,  los  diferentes  buques  y 
personas  que  han  intervenido,  y  otras  circunstancias  espe- 
ciales que  se  aducen. 

El  certificado  del  jefe  militar  no  es  de  autoridad  Aduane- 
ra, y  aunque  lo  fuere,  no  siendo  punto  habilitado,  no  podría 
tener  efecto,  según  las  disposiciones  vijentes,  ni  puede 
salvar  las  dudas,  ni  hacer  escepción  de  la  regla  general 

Por  todo  lo  espuesto,  opina  el  Fiscal  que  no  se  puede 
hacer  lugar  á  la  solicitud  presente.  Salvo  en  todo  el  juicio 
de  V,  E.— Mayo  10  de  1861— Ramón  Ferrbika, 

Resolución — 

Departamento  de  Hacienda, 

Buenos  Aires,  Mayo  12  de  1864.— Visto  lo  espuesto  por 
el  Administrador  de  Rentas  Nacionales  en  la  Capital,  y 
lo  dictaminado  por  el  Procurador  del  Tesoro,  no  ha  kigar 
á  lo  que  se  solicita;  á  sus  efectos  vuelva  á  dicho  Adminis- 
trador  y  hágase  saber. — MITRE.— L.  González, 


Dictámeii  en  el  reclamo  por  6,100  pesos  tuertea  por  sueldos 
del  Dr,  D.  Mateo  Luque,  como  Ministro  Diplomático  y  Dipu» 
tado  Nacional. 

En  10  de  Míivü  de  18^54,  dijo  el  Fiscal: 

ExMO.  Señor: 

Resulta  de  esos  mismos  documentos  (créditos  menores 
reconocidos)  que  al  Dr.  Luque  se  le  reconoció  sueldo  como 
Diputado  al  Congreso  Nacional,  hasta  el  30  de  Setiembre 
de  1864;  porque  habiendo  sido  suspendida  ó  retirada  su 
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misión  diplomática  a  España,  volvió  de  Montevideo  á  ocu- 
par su  asiento  de  Diputado  en  el  Congreso.  Y  como  no 
podía  gozarlos  dos  sueldos  con  el  doble  carácter  de  Dipu- 
tado y  Ministro  Piiblicojaun  cuando  no  se  hubiese  retirado 
de  su  misión,  se  conforma  el  Fiscal  con  el  juicio  de  la 
Comisión  para  que  no  se  reconozca  el  libramiento  de  7  de 
Octubre  del  mismo  año  mientras  no  se  justifique  el  derecho 
de  otro  modo  que  pueda  ser  atendido.— R\mon  Ferrehía- 

Lb  Contador  i  a  informó  qne  por  la  I^ey  de  2  do  Jiüio  de  1850^  todo  em- 
pleado que  tenga  (ios  ó  mas  ütupleos,  solo  gozará  el  aneldo  mayor  de 
uno  de  ellog,  y  por  vía  de  gratificudón^  la  3^  parte  del  subsiguiente, 
en  escala  de  cantidad^  y  que  esta  I^ey  ha  sido  siempre  la  baae  rigurosa 
para  aplicAción  de  sueMoa  en  la  Confederación,  donde  solo  por  órde- 
nes especiales,  lia  podido  hacerse  el  pago  íntegro  de  dos  empleos, 
como  en  el  cuso  presente. 

Después,  en  7  de  Junio  de  1865,  volvió  al  Procurador  del  Tesoro  y  dijo: 

ExMO,  Señor: 

Del  mérito  de  aiiLos  resulta  que  el  Yh\  Luque  aceptó 
la  misión  diplomática  cerca  de  !a  Corte  de  España,  con 
retención  de  su  Diputación  en  el  Congreso,  y  que  le  corrió 
el  sueldo  y  se  le  pagó  desde  Enero  de  1861;  que  no  pasó 
su  viaje  de  Montevideo,  que  regresó  en  Mayo  y  tomó 
asiento  en  las  sesiones  ordinarias  del  Congreso  de  ese  año; 
pero  sin  cesar  en  su  misión  diplomática,  por  acuerdo  ó 
permiso  de  la  Cámara*  Que  permaneció  hasta  la  con- 
clusión de  las  sesiones  en  Setiembre,  y  con  arreglo  á  la 
Ley  de  acumulación  de  sueldos,  se  le  pagó  íntegro  el 
mayor  sueldo  y  la  tercera  parte  del  menor. 

De  manera  que  hasta  el  mes  de  Setiembre  todo  está 
arreglado  á  la  Ley,  porque  retuvo  tos  dos  empleos  por 
disposición  del  Congreso,  y  fue  pagado  conforme  á  la  Ley 
de  acumulación  de  sueldos. 

Mas  desde  Setiembre  no  siguió  su  viaje,  ni  aparece 
decreto   de  cese  de  su   misión;   y  en  Diciembre  caducó 
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todo  el  Gobierno  Administrativo  del  Paraná  que  lo  había 
nombrado,  y  quedó  sin  efecto  la  misión  y  concluida  de 
hecho  y  d3  derecho,  aunque  no  hubiese  decreto. 

Foresto  cree  el  Fiscal  que  solo  deben  reconocerse  los 
haberes  de!  Dr.  Luque  y  liquidarse  hasta  el  30  de  Setiem- 
bre, o  clausura  de  las  sesiones.— Ramón  FERaciKA. 

Resolución — 

Departamento  de  Hacienda. 

Buenos  Aires,  Agosto  7  de  1863, — Teniendo  el  Dr,  D, 
M.  LuquCj  derecho  según  la  Ley  de  sueldos  diplomáticos, 
1"  á  la  mitad  del  sueldo  de  uu  año  para  gastos  de  instala- 
ción; 2*^  á  un  trimestre  contado  desde  el  dia  y  á  los 
subsiguientes  hasta  que  regresó  á  la  Ciudad  del  Paraná, 
en  cuya  fecha  cesó  su  sueldo  diplomático;  3°  a!  sueldo  de 
Diputado  íntegro  sin  acumulación  del  sueldo  diplomático 
desde  la  fecha  en  que  se  incorporó  á  la  Cámara  de  que 
formaba  parte. 

Vuelva  á  la  Contaduría  para  que  proeeda  á  la  liquida- 
ción de  estos  haberes,  deduciéndose  las  cantidades  q*ie 
hubiese  recibido  en  efectivo,  y  el  importe  del  libramiento 
pagado  por  su  cuenta  ala  Señora  Doña  Elena  de  Vira- 
soro,  y  tráigase  para  su  resolución.— PAZ* — G-Rawson. 
— L.  González. — E.  Costa. --Juan  A.  Gelly  y  Obbs, 

Practicütiíi  la  liquiítafioii  por  la  Coütatliirüi  volvió  al  Miniaterio  de  lín* 
cienda  y  se  tiictó  la  git'uieiile. 

Resolución — 

Departamento  de  Hacienda* 

Buenos  Aires,  Setiembre  4  de  18G5.— De  acuerdo  con 
las  Leyes  de  la  materie,  declárase  deuda  pública  de  la 
Nación  los  seiscientos  diez  pesos  fuertes  <610  $  fts.)  que 
constan  del  anterior  informe  de  la  Contaduría.— -Publíquese 
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este  reconocimiento  en  la  forma  ordenada,  y  devuélvase 
este  espediente  á  la  Comisión  Clasificadora  para  que  lo 
entregue  al  interesado,  recojiendo  el  recibo  exijido;  áfin 
de  que  ocurra  al  Liquidador  de  la  Deuda  para  que  se  ve- 
rifique la  liquidación  en  la  forma  establecida  y  sea  elevada 
al  Gobierno  para  que  ordene  la  inscripción  en  Fondos 
Públicos. — PAZ.— G.  Rawson — R.  de  Elilalde — L.  Gon- 
zález— Eduardo  Costa — Julián  Martínez. 


Fossoni  Hnos., — solicitan  exoneración  para  pagar  nuevos  de- 
rechos por  instrumentos  que  remiten  para  componerlos. 

En  8  de  Junio  de  1864,  los  Sres.  Fussoni  nnos.,  solicitan  se  les  exone- 
re de  pagar  nuevos  derechos  de  introducción  por  unos  instrumentos 
que  remiten  á  componerlos  en  Europa. 

El  Procurador  del  Tesoro  dijo: 

ExMo.  Señor: 

Es  muy  difícil  é  imposible  distinguir  y  conservar  la 
identidad  numérica  ó  especifica  de  los  efectos  en  su  re- 
torno; por  eso  se  ha  establecido  que  no  se  admita  retorno 
de  efectos  despachados,  sin  pagar  derechos  da  introduc- 
ción. Como  en  el  caso  presente  pueden  ser  los  mismos 
objetos  que  vuelvan  compuestos,  ú  otros  equivalentes  ó 
nuevos,  á  la  Adu.na,  sería  imposible  después  de  algún 
tiempo  entrar  en  esas  indagaciones  y  pruebas;  y  el  inte- 
resado no  se  perjudica  por  pagar  derechos  por  una  pieza 
ó  máquinas  que  le  sirven  lo  mismo  que  nuevas,  y  son  en 
realidad  distintas  de  las  primeras  y  nuevas,  en  cuanto  al 
servicio  que  le  prestan. 

De  esta  manera  se  concilian  los  intereses  del  Fisco  con 
los  particulares  y  se  conserva  la  garantía  para  evitar  el 
fraude  que  puede  suceder  en  otros  casos,  si  no  en  éste; 
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ni  se  puede  hacer  escepciones  en  las  disposiciones  gene- 
rales. Por  esto  opina  el  Fiscal,  de  acuerdo  con  el  Ad^ 
ministrador,  que  no  se  puede  hacer  lugar  ala  solicitud. — 
Junio  21  de  1864— Ramón  Ferreira. 

Resolución — 

Departamento  de    Hacienda, 

Buenos  Aires,  Junio  26  de  1864 — Visto  lo  espuesto  por 
el  Administrador  de  Kentas  Nacionales  en  la  Capital  y  lo 
dictaminado  por  el  Procurador  del  Tesoro,  no  ha  lugar 
á  lo  que  se  solicita;  á  sus  efectos  vuelva  á  dicho  Adminis- 
trador de  Rentas,  y  hágase  saber  ai  interesado. — MITRE. 
— L.   González. 


Los  herederos  de  Don  Julián  de  Paz, — piden  el  abono  del 
saldo  á  su  favor  de  la  cuenta  rendida  por  aquel,  como  En- 
cargado del  Gobierno  de  Corrientes  ante  el  Oriental. 

En  I*'  de  Aposto  de  186i,  Doa  José  F.  de  Faz,  por  si  y  su  señora  roa- 
ílre  Doña  Juaiia  Ocampo  de  Pax,  cobra  un  saldo  á  fa%*or  de  Don  Ju- 
lián de  Pasi,  esposo  de  Doña  Juana,  que  restilla  de  la  cuenta  quo 
rindió  al  Gobienio  de  Corrientes  en  Noviembre  de  1821,  como  En- 
cargado de  Negocios  de  la  tniema  Provincia  cerca  del  Gobierno  Orien- 
tal, y  cuya  iV*pia  acompaña. 

Jj&  Comisión  Clasilicadora  de  la  Deuda  Nacional  aconsejó  pedir  iníor^ 
mes  al  Gobierno  de  CorrientcB  sobre  la  autenticidad  de  los  documentos 
presen tíulos,  y  el  Colector  de  aquella  Provincia  dijo  que  no  existían 
orijinalcs  en  el  archivo  á  su  cargo,  y  se  refiere  en  un  todo  al  dicho 
del  antiguo  Colector  de  2  de  Mayo  de  18^ja,  según  el  cual  es  cierto 
que  Don  Jtilian  de  Püz  no  quiso  recibir  una  suma  de  2000  pesos  quo 
Be  le  mandó  abonar,  por  diferencias  de  moneda  en  que  no  quena  ser 
perjudicado. 

En  11  de  Abril  de  186t»,  la  Comisión  Clasificadora  reconoció  á  la  viuda 
é  hijo  del  dicho  Paz^  derecho  á  los  sueldos  que  se  le  adeudaban  Á 
éate  por  el  tiempo  que  estuvo  en  Montevideo  como  Encargado  de  Ne- 
gocias de  la  Provtncia  de  Corrientea,  que  él  estímaen  1272  peeos  mo 
neda  corriente* 

Con  esto  pasó  al  Procurador  Gen^ml  y  dijo; 
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ExMO.  Señor: 

Los  herederos  de  Don  Julián  de  Paz  piden  el  abono  de 
dos  cantidades  distintas,  á  saber:  1272  pesos  corrientes 
de  Montevideo,  que  es  el  saldo  á  su  favor  de  la  cuenta  que 
presentó  al  Gobierno  de  Corrientes  de  los  fondos  que  por 
su  comisión  levantó  en  Montevideo  para  auxiliar  al  Ejér- 
cito Libertador;  y  2000  pesos  que  dice  le  ofreció  aquel  Go- 
bierno, como  premio  por  el  desempeño  de  aquella  co- 
misión. 

Pero  ninguna  de  estas  partidas  puede  ser  considerada 
como  deuda  nacional,  en  virtud  de  la  Ley  de  13  de  No- 
viembre que  reconoció  la  deuda  de  suplementos  y  auxilios 
á  los  ejércitos  que  combatieron  contraía  tiranía  de  Rosas. 
El  Señor  Paz  en  sus  cuentas,  se  abona  la  cantidad  de  2790 
pesos  por  sus  sueldos  durante  el  desempeño  de  su  comi- 
sión, sin  invocar  autorización  para  hacerlo,  de  modo 
que  el  saldo  que  resulta  á  su  favor  debe  considerarse  co- 
mo parte  de  este  sueldo  arbitrario,  que  le  deberla  el  Go- 
bierno de  Corrientes,  si  fuera  justo;  pero  que  de  ningún 
modo  y  por  ninguna  ampliación  puede  considerarse  como 
suplemento  ó  auxilió  al  Ejército  Libertador. 

Menos  puede  entrar  en  esta  categoría  el  premio  de  2000 
pesos  que  se  dice  le  ofreció  aquel  Gobierno,  porque  los 
los  sueldos  ó  premios  que  en  aquella  época  ofrecieran  los 
Gobiernos  provinciales,  no  son  los  auxilios  de  que  habla 
la  Ley,  ni  hasta  ahora  se  han  considerado  como  tales. 

Mi  dictamen  por  consiguiente,  es  que  V.  E.  no  haga  lu- 
gar á  este  reclamo. — Buenos  Aires,  Abril  22  de  1869— 
Fkancisco  Pico. 

Resolución — 

Departamento  de  Hacienda. 
Buenos  Aires,  Agosto  9  de.  1869— Téngase  por  resolu- 

2G 
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ción  el  dictamen  que  antecede  del  Procurador  General  de 
la  Nación,   hágase  saber  y   archivese.— SARMIENTO, — 

J.   B»    GOROSTÍAGA. 


Haüa  y  G"., — piden  el  abono  de  varios  cupoDes    de  la  deuda 

Interior, 

En  4  de  Agosto  de  1864,  loa  Señores  Maüá  y  Cía.  remiten  una  cuenta 
por  12  Cupoiieade  \u  Deinla  Interior»  ^ér'w  C,  por  213  pesos,  30  c.  de 
17  en  onza^  pidiendo  se  agregue  á  otra  por  Si  15,71*0,05  c,  que  envia- 
ron en  30  de  Setiembre  ppdr». 

En  18  de  ülarzo  dice  el  Procurador  del  Tesoro: 


ExMo.  Señofí: 

La  deuda  de  los  Cupones  que  presentad  Señor  Mauá, 
corresponde  á  la  liquidada  y  consolidada  de  los  tres 
millones  del  empréstito  de  la  Ley  de  1^^  de  Octubre  de 
1860,  j  conforme  á  li  de  23  de  Octubre  de  1862;  y  las 
deudas  clasitícadas  exijible  y  datante  anterior  y  posterior 
al  I*'  de  Abril  de  1861,  son  para  liquidarse  y  consolidarse 
en  Fondos  Públicos,  conforme  á  la  Ley* 

Como  por  otra  parte  el  Señor  Maná  no  pide  liquida- 
ción ni  clasificación,  sino  solo  hace  una  propuesta  al  Go- 
bierno  para  convertir  en  Fondos  Públicos  los  intereses 
devengados  de  una  deuda'consolidada  y  ejecutiva,  resulta 
que  este  asunto  no  corresponde  a  ninguna  de  las  comi- 
siones liquidadoras  y  clasificadoras  de  la  deuda  anterior 
y  posterior  al  1"  de  Abril  de  1861;  y  que  es  del  resorte 
esclusivo  del  Gotiierno  aceptar  ó  no  la  propuesta  del  Se- 
ñor Maüá  baio  las  condiciones  que  la  constituye. 

Aunque  parece  que  ella  se  pone  en  condiciones  aná- 
logas á  la  deuda  consolidable  en  Fondos  Piiblicos,  reco- 
nociendo* el  1  pg   (i  los  cupones  devengados,  V.  E,  con 
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mas  acierto  podrá  decidir  sobre  la  conveniencia  de  acep- 
tar la  propuesta  ó  nó,  y  proceder  conforme  á  la  Ley  del 
Crédito  Público.— Ramón  Ferreira. 

Resolución — 

Departamento  de  Hacienda. 

Buenos  Aires,  Mayo  16  de  1864.  —Considerando  el  Go- 
bierno: 

1^  Que  esta  deuda,  aunque  procede  de  otra  consolida- 
da, no  lo  es  en  si,  porque  los  intereses  de  Fondos  Pú- 
blicos jamás  se  pueden  considerar  iguales  en  su  natu- 
raleza á  los  Fondos  Públicos  de  que  proceden,  razón  por 
la  cual  en  el  arreglo  de  toda  deuda  consolidada  cuyo  pago 
está  retardado,  los  intereses  atrasados  siempre  son  objetos 
de  arreglos  especiales. 

2^  Que  estos  intereses  retardados  están  en  el  caso  de 
las  demás  obligaciones  lejitimamente  contraidas  por  el 
Gobierno  dtí  la  Confederación  desde  el  1**  de  Abril  de  1861 
y  no  pagadas  en  su  vencimiento  cuando  aquel  Gobierno 
caducó,  lo  que  constituye  la  deuda  flotante  que  el  refe- 
rido Gobierno  dejó  pendiente  y  que  el  Congreso  por  Ley 
de  6  de  Noviembre  de  1863,  manda  clasiñcar  y  liquidar 
por  la  Comisión  Clasificadora. 

3°  Que  el  Gobierno  no  puede  mandar  inscribir  en  Fon- 
dos Públicos,  como  se  solicita  por  el  interesado,  ninguna 
especie  de  deuda  que  no  esté  comprendida  en  dicha  Ley, 
y  sea  antes  clasificada  y  liquidada  por  la  Comisión; 

RESUELVE  : 

Que  vuelva  este  espediente  á  lareferida  Comisión  Cla- 
sificadora, para  que,  considerando  esta  reclamación  como 
deuda  flotante,  se  espida  en  ella  con  arreglo  á  la  Ley  y 
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alas  instrucciones  que  guian  su  procedimiento.— MITRE, 
— L.  González. 

Pttaado  al  Procurador  General,  éste  dijo  en  22  de  Janio  del  mismo  año: 
ExMO.  Señor: 

La  deuda  que  cobran  los  Señores  MaQá  y  C*.,  se  com- 
pone de  todos  los  intereses  del  empréstito  de  tres  millones 
autorizado  por  la  Ley  de  I"*  de  Octubre  de  18(>0,  que  han 
quedado  sin  pagarse  desde  el  trimestre  que  venció  en  1* 
de  Agosto  de  1861,  hasta  el  que  venció  en  V  de  Noviembre 
de  1862,  es  decir,  seis  trimestres.  Esta  es  una  deuda 
liquida  reconocida  y  mandada  pagar  por  Ih  Ley  de  23 
de  Octubre  de  1862^  y  el  Decreto  de  5  de  Noviembre  del 
mismo  año. 

Para  el  pago  de  este  empréstito  y  de  los  bonos,  Billetes 
deTesoreriay  libramientos  emitidos  por  el  Gobierno  de 
la  Confederación,  asignó  la  Ley  el  producidlo  delosdere*- 
chos  adicionales  de  importación  y  esportación,  reservados 
á  disposición  del  Congreso.  Pero  no  alcanzando  esta  renta 
para  cubi'ir  todos  los  objetos  a  que  era  destinada,  como 
lo  declaró  el  Gobierno  en  su  Mensaje  de  1863,  solo  se 
pagaron  los  intereses  corrientes  desde  la  fecha  de  la  Ley 
quedando  rezagados  ¿  impagos  los  seis  trimestres  meo- 
cionad')s,  asi  como  los  demás  créditos  á  que  habla  sido 
destinada  la  i'enta. 

Esta  fué  una  de  las  razones  que  tuvo  el  Congreso  para 
dictar  la  Ley  de  20  de  Octubre  de  1863,  que  mandó  con- 
solidar en  Fondos  Públicos  toda  la  deuda  emitida  hasta  el 
1^  de  Abril  de  18G1.  El  art,  1^  de  la  Ley  solo  menciona 
los  Bonos,  Libramientos  y  Billetes  de  Tesorería,  pero  por 
las  razones  emitidas  en  la  discusión  y  por  el  espíritu 
mismo  de  la  Ley,  no  puede  dudarse  que  su  objeto  fué  com- 
prender toda  !a  deuda  líquida  y  reconocida  que  nopodia 
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ser  cubierta  en  la  forma  ordenada  por  la  Ley  de  Octubre 

de  1862. 

De  estos  antecedentes  resulta  que  ladeada  que  se  co- 
bra es  lejitima^  y  que  el  Gobierno  está  debidamente  au- 
torizado para  mandarla  inscribir  en  los  Fondos  Públicos 
creados  por  la  Ley  de  IG  de  Noviembre  de  1863,  El  úni- 
co punto  cuestionable,  es  si  debe  cargarse  intereses  por 
la  falta  de  pago  de  la  renta  en  los  piazos  designados  en 
los   cupones.      La    citada   Ley    de  20  de  Octubre  orde- 
nó que  se  hiciera  la  liquidación  de  ios  créditos,  agregan- 
do á  ios  capitales    el  interés  de  uno  por  ciento   h^staSO 
de  Setiembre,  en  aqudíos'  Ütiüos qim  Ueoai'an  interés  cscri- 
tOj  y  en  esto  se  conformó  a  los  principios  de  lejislación 
universal.     Para  tener  derecho  á  cobrar  intereses,  no  bas- 
ta que  esté  vencido  e!  plazo  de  la  obligación:  es  preciso 
que  haya  una    estipulación   espresa,  ó  una    interpelación 
judicial,  ó  una  protesta^  ó  un  acto  equivalente.     No  seríaj 
pues,  conforme  á  las  prescripciones  de  la  Ley,  el  abonar 
intereses  á  los  cupones  retardados  que  no  tienen  tal  obli- 
gación escrita,  aunque  se  diga  que   la  renta  de  una  deuda 
consolidada,  es  un  verdadero  capital. 

Asi  los  reclamantes  pretenden  que  su  crédito  no  está 
con'jprcndído  ni  en  la  Ley  de  20  de  Octubre  de  1803,  ni 
en  las  de  I''  de  Noviembre  de  1862  y  6  de  Noviembre  de 
1863;  porque  estas  Leyes  mandaron  consolidar  la  deuda 
flotante,  y  los  cupones  que  ellos  cobran  pertenecen  auna 
deuda  cónsul  ¡dada  de  antemano.  Su  argumentación  con- 
siste en  que  debiendo  abonarse  estos  cupones  en  dinero 
efectivo,  según  la  Ley  de  23  de  Octubre  de  1862  y  r3e- 
creto  de  5  de  Noviembre  del  mismo  año,  es  equitativo  que 
se  le  indemnize  el  perjuicio  que  sufren  por  la  conversión 
en  Fondos  Públicos,  abonándoseles  los  intereses  que  car- 
gan. 

Si  fuera  cierto  que  el  crédito  que  reclaman  no  está  com- 
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prendido  en  las  Leyes  de  consolidación  de  la  deuda,  el 
Gobierno  no  estaría  autorizado  para  mandarlo  inscribir  en 
Fondos  Públicos;  y  asi  esta  demostración  tiene  el  defecto 
de  destruir  la  misma  petición  que  se  trata  de  apoyar  con 
ella.  Si  ella  es  admisible,  es  precisamente  porque  los 
cupones  que  dejó  impagos  el  Gobierno  de  la  Confedera- 
ción, son  una  deuda  tan  lejítima  como  los  Bonos,  Libra- 
mientos ó  Billetes  de  Tesorería  que  se  hallan  en  el  mis- 
mo caso  y  tienen  la  misma  fuerza  obligatoria. 

Unos  y  otros  han  debido  ser  pagados  en  dinero  efec- 
tivo. A  unos  y  otros  comprendió  !a  Ley  de  23  de  Oc- 
tubre de  18G2,  cuando  destinó  el  producto  de  los  dere- 
chos adicionales  para  su  parcial  amortización,  mientras 
qne  se  tomaba  una  medida  general  sobre  la  deuda.  Y 
unos  y  otros  deben  por  consiguiente  ser  comprendidos  en 
la  consolidación  que  autorizó  la  Ley  de  20  de  Octubre  de 
1863,  porque  todos  ellos  constituían  la  deuda  flotante  que 
no  podia  ser  cubierta  con  la  renta  que  se  liabia  destina- 
do para  su  amortización.  Prescindiendo  del  onjen  en  cu- 
yo examen  no  se  encontrar ia  razou  para  dar  preferen- 
cia á  los  cupones  retardados,  una  vez  que  toda  esta  deuda 
fué  reconocida  por  la  Ley  de  23  de  Octubre,  debe  apli- 
carse á  todos  los  títulos  la  misma   regla  de  liquidación. 

Si  sus  herederos  tuviesen  razón  para  decir  que  son 
perjudicados  en  recibir  Fondos  Públicos  en  lugar  de  un 
pago  parcial,  lento,  indefitndo  é  incierto  como  el  que  les 
asignaban  las  leyes  anteriores,  todo  lo  que  se  diga  en 
favor  de  los  cupones  será  aplicable  á  los  títulos  de  la 
verdadera  deuda  tlotante  y  aun  con  mayor  razón 

El  Decreto  de  5  de  Noviembre  de  1862  que  invocan  los 
reclamantes  como  muy  favorable  á  su  pretención,  orde- 
naba que  con  el  producto  de  los  derechos  adicionales  so 
pagaran  en  primer  lugar  los  intereses  corrientes  del  em- 
préstito, en  2^  17jO()0  pesos  mensuales  para  la  amortiza- 
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ción  de  Bonos,  Libramientos  y  Billetes  de  Tesorería,  en 
3°  la  amortización  del  empréstito,  en  4°  los  cupones  re- 
tardados, etc.  Luego  se  vio  que  después  de  pagados  los 
intereses  corrientes  del  empréstito,  el  sobrante  de  la  ren- 
ta no  alcanzaba  á  cubrir  los  17,000  pesos  del  2°  artículo 
y  por  consiguiente,  si  se  hubiera  continuado  esta  forma 
de  pago,  es  fuera  de  duda  que  se  habría  amortizado  toda 
la  deuda  flotante  antes  que  se  empezara  á  pagar  los  cu- 
pones retardados  del  empréstito.  De  modo  que  si  hubie- 
ra habido  perjuicios  en  la  consolidación  de  la  deuda,  serían 
mayores  los  que  hubieran  sufrido  los  tenedores  de  Bonos» 
Libramientos  y  Billetes  de  Tesorería.  Y  aún  puede  de- 
cirse con  seguridad,  que  si  los  reclamantes  aceptan  é 
invocan  la  Ley  de  23  de  Octubre  de  1862  y  el  Decreto 
que  lo  reglamenta;  la  posterior  consolidación  les  ha  he- 
cho un  beneñcio,  dando  á  los  cupones  retardados  un  va- 
lor que  no  tenían  en  las  condiciones  de  esa  Ley,  aún 
cuando  por  ella  el  pago  hubiera  de  hacerse  en  me- 
tálico. 

No  creo  pues,  que  haya  razones  ni  de  justicia  ni  de 
equidad  para  hacer  en  este  caso  una  escepción  á  la  re- 
gla de  liquidación  que  estableció  la  Ley  de  20  de  Oc- 
tubre. 

En  resumen,  mi  opinión  es  que  el  Gobierno  está  debida- 
mente autorizado  para  mandar  inscribir  en  Fondos  Públi- 
cos el  importe  de  los  cupones  retardados,  pero  que  no  de- 
be agregarse  á  él  la  partida  de  intereses  que  se  cobra. — 
Francisco  Pico. 

Resolución — 

Departamento  de  Hacienda. 

Buenos  Aires,  Junio  19  de  18G5.— Con  copia  autorizada 
de  la  Ley  del  Congreso  Nacional  aprobando  la  liquidación 
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anterior,  pase  á  la  Junta  del  Crédito  Público  para  los  lines 
que  corresponden,  previa  toma  de  razón  por  la  Contaduría. 
PAZ, — L.  González. 


Juan  R,  LascaBO,— por  suministros  hechos  en  vestuarios  al 
Ejército  del  Presidente   Derqui. 

En  12  de  Agosto  de  iSñi,  se  presentó  Don  Juan  R.  Liiacano  cobrando 
cincuenta  y  un  niil  quinientoa  veintiséis  pesos»  áoa  reales,  por  sumi- 
nistros liefhos  en  vestuarios  al  Ejército  del  IVesidunte  Derqai. 

Fosado  al  Protjurador  General»  éste  dijo  en  15  de  Noviembre: 

ExMO.  Sbñor: 

No  estando  publicado  en  el  Rejistro  Nacional  el  Decreto 
de  14  de  Abril  de  1854  por  el  cual  se  declararon  nulos  los  li- 
bramientos en  que  se  funda  este  reclamo»  se  ha  deservir 
V.  E.  mandar  que  se  agregue  copia  de  él,  y  que  fecho  corra 
la  vista.— Francisco  Pico. 

En  2(i  de  Noviembre  do  1861),  el  Procurador  General  agregó  lo  que  ei* 
gue: 

ExMO.  Señor: 

El  crédito  que  cobra  Don  Juan  R.  Lascauo  procede  de  ves- 
tuarios, que  según  dice,  entregó  en  Córdoba  al  Presidente 
Derquien  18G1,  en  virtud  de  un  contrato  verbal  que  celebró 
con  él,  por  el  cual  debían  pagársele  los  vestuarios  al  contado. 

Desde  luego,  es  una  cosa  increíble  que  en  una  proveeduría 
de  esta  importancia  las  partes  fiaran  á  los  recuerdos  de  una 
conversación  particular  y  privada  la  calidad  délos  artícu- 
los contratados  sin  precio,  y  la  forma  de  su  pago,  y  que 
no  redactaran  por  escrito  las  bases  del  contrato. 

Pero  es  aim  más  increíble  que  hubieran  convenido  en 
que  el  pago  se  haría  a!  contado,  sabiendo  positivamente 
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ambas  partes  que  esto  era  imposible,  por  la  absoluta  ca- 
rencia de  fondos  disponibles  en  que  se  hallaba  el  Presidente, 

El  único  documento  que  ha  presentado  el  causante  pa- 
ra probar  su  crédito  es  una  cuenta  firmada  por  él,  la  cual 
ha  sido  cotejada  con  sus  propios  libros  y  encontrada  exacta 
por  un  contador  nombrado  al  efecto  por  el  Juez  de  Sec- 
ción. Pero  como  este  Juez  cometió  el  increible  descui- 
do de  no  dar  intervención  al  Fiscal  en  el  cotejo,  no  pue- 
de saberse  si  esos  libros  estaban  llevados  en  orden  y  con 
arreglo  al  Código,  ni  si  habia  en  ellos  algunos  pagos  he- 
chos á  cuenta  de  este  negocio. 

De  todos  modos,  los  asientos  de  esos  libros  no  pueden 
por  si  solos  probar  en  favor  del  que  los  escribía.  Los 
libramientos  presentados  no  hacen  tampoco  prueba,  no 
solo  por  las  justas  razones  en  que  se  funda  el  Decreto  de 
14  de  Abril  de  1864,  s¡»ió  por  los  vicios  particulares  que 
contiene.  Ellos  no  se  han  dado  por  valor  de  vestuarios, 
ni  por  valor  recibido,  sino  pov  igual  valor  recibido  en  di- 
nero; y  esta  causa  falsa  de  la  obligación,  vicia  el  docu- 
mento en  todos  los  contratos  onerosos,  y  que  no  son  de 
pura  liberalidad.  Hay  además  ocho  libramientos,  por  la 
cantidad  de  pesos  4,289.2  cada  uno,  todos  de  un  tenor  y 
dados  en  el  mismo  dial6  de  Julio.  Tienen  toda  la  apa- 
riencia de  ser  copias  duplicadas  de  una  sola  obligación, 
porque  si  se  hubieran  dado  p^ra  la  mayor  comodidad  del 
pago  ó  de  la  negociación,  subdividiendo  la  cantidad  de 
34,314  pesos  que  ellos  importan,  se  habrían  dado  á  di- 
versos vencimientos,  ó  se  habrían  dividido  en  números 
redondos  para  la  mayor  facilidad  del  descuento,  por  ejem- 
plo, en  cantidades  de  diez  y  ocho  mil  pesos. 

A  nadie  podrá  ocurrírsele  hacer  la  división  por  un  núme- 
ro tan  quebrado  como  el  de  4289.2;  ellos  no  tienen  la  nota 
de  duplicado;  pero  tienen  toda  la  apariencia  de  serlo.  Otro 
tanto  digo  de  los  dos  libramientos    de  f.  25  y  f.  26  por 
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7,507  pesos  6  reales  cada  uno,   dados  el  21  de  Julio,  de 
un  mismo  tenor  y  á  un  mismo  vencimiento. 

Creo  por  estas  razones,  que  no  hay  suficientes  pruebas 
del  crédito,  y  que  para  esclarecer  la  verdad  de  este  negocio 
el  Gobierno  debe  hacer  investigar  si  en  el  archivo  de  la 
antigua  Confederación  hay  algunos  libros,  cuentas  ó  corres- 
pondencia qne  pruebe  las  operaciones  del  Presidente  Derqui 
en  su  comisión  á  Córdoba;  y  en  caso  de  no  encontrarse, 
devolver  el  espediente  al  reclamante  para  que  adelante  la 
prueba»— Francisco  Pico. 

En  Euero  7  de  1873  se  preaeiitó  Don  Juan  Aldao  cu  represe ntaí'íón  de 
los  interesados,  «obrando  el  niiamo  erédito  por  halMírse  perdido  el  esptj- 
d lente  que  antecede. 

En  Febrero  ]1  de  1873  el  Procurador  General  de  la  Nación,  dijo: 

Exnio,  Señor: 

Es  verdaderamente  vergonzoso  que  no  haya  en  el  Minis- 
terio ni  toma  de  razón  ni  carpeta  de  un  espediente  que 
indudablemente  entró  en  Enero  de  1870,  Por  lo  que  resul- 
ta del  informe  de  la  Comisión  Clasificadora  que  copia  la 
Contaduría  General,  ésta  es  una  deuda  lejítima  que  debe 
pagarse.  Pero  antes  de  resolverlo,  sería  prudente  que  V, 
E.  investigase  en  la  Comisión  del  Crédito  Público  si  este 
reclamo  se  ha  pagado  ya,  lo  que  no  es  imposible,— Fran- 
cisco PfCO, 


Los  Señorea  Luders  y  C"  piden  el  aforo  de  artículos    según 
el  valor  efectuado  en  depdsito. 


En  2  de  Aprosto  de  1864»  loe  Srea,  Luders  y  Ca.  dicen  que  deispa  - 
clmron  dos  cajones  eonLenieiido  treinta  docenas  Eatractoa  imitación 
Liibiij,  y  les  han  cobrado  por  aforo  4  peaos^  como  si  fuesen  lejitiuioe, 
opesar  de  haber  confe8a<lo  el  vista  del  ramo  ser  imitación:  y  que  por 
tanto  el  aforo  debe  eer  menos.  La  Comisión  de  Tarifa  dice  que  deben 
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ser  considerados  los  Estractos  como  lejítimos  de  Lubin.  pues  que  los 
venden  en  plaza  como  tales. 

El  Fiscal  en  14  de  Noviembre  dijo: 

ExMO.  Señor: 

Resulta  del  informe  de  la  Comisión  de  Tarifas  que 
el  efecto  de  que  se  trata  no  es  de  la  misma  calidad  del 
que  está  consignado  y  tasado  en  la  Tarifa  de  Avalúos,  y 
que  vale  en  plaza  mucho  menos  precio;  por  lo  que  debe 
considerarse  en  el  caso  del  arreglo  á  precio  convencional 
de  los  vistas  con  los  interesados,  mientras  no  se  le  marque 
el  precio  fijo  en  la  Tarifa.  Por  estas  razones,  opina  el 
Fiscal  que  no  se  puede  admitir  un  aforo  mas  bajo  que 
el  de  la  Tarifa,  siendo  el  efecto  de  clase  inferior  al  que 
se  fija  en  ella,  y  distinguirse  las  dos  clases  del  verdadero 
y  de  imitación,  como  sucede  con  los  licores  y  otros  efectos, 
en  conformidad  á  los  fundamentos  que  dá  la  Comisión. — 
Ramón  Ferreira. 

Resolicción — 

Departamento  de  Hacienda. 

Buenos  Aires,  Noviembre  21  de  1864. — Visto  lo  dicta- 
minado por  el  Procurador  del  Tesoro,  y  debiendo  practi- 
carse el  aforo  por  el  valor  efectivo  en  depósito,  según  el 
artículo  18  de  la  Ley  de  Aduana,  arreglándose  este  por 
los  vistas,  y  en  el  caso  que  no  esté  especificado  en  la  Tarifa 
de  Avalúos,  vuelva  al  Administrador  de  Rentas  Nacio- 
nales para  que  proceda  en  el  aforo  de  que  se  trata,  con 
arreglo  á  las  consideraciones  que  preceden,  y  hágase  saber 
al  interesado. — MITRE. — L.  González. 
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Deetjen  y  C*.  piden  no  se  les  impida  depositar  mercaderías 
en  sus   depósitos  particulares. 

En  1^  de  Octubre  de  16(í4,  los  8res.  Deeljen  y  Ca.,  piden  no  se  les  iin 
pida  depositar  luereaderiaB  en  sns  dopósitoe  parUeularOB ;  y  en  3  de 
Octubre  del  mismo,  dijo  el  Procurador  del  TeBoro: 

ExMO.  Señor: 

Por  la  Ley  de  Aduana  y  otras  disposiciones  vigentes^ 
se  faculta  al  Gobierno  para  que  r}  su  dirección  conceda  el 
depósito  en  almacenes  del  Estado,  ó  de  los  particulares, 
y  también  á  flote,  consultado  el  modo  más  conveniente,  las 
circunstancias  especiales  y  la  naturaleza  de  los  efectos. 
Por  regla  general  son  de  preferencia  los  almacenes  del 
Estado;  porque  en  ellos  están  más  garantidos  los  inte- 
reses fiscales  y  por  escepción  o  falta  de  ellos,  entran  los 
particulares. 

De  manera  que  se  puede,  sin  motivo  de  agravio,  con- 
ceder á  un  comerciatUe  y  negar  á  otro,  el  permiso  para 
el  depósito  particular;  porque  esta  á  juicio  esclusi/o  del 
Gobierno  clasificar  los  inconvenientes  ó  la  conveniencia. 
Puede  también  suspender,  ó  privarte  del  permiso  para  que 
no  continúe,  y  mandar  que  se  trasladen  los  efectos  á  los 
almacenes  generales,  si  la  conducta  del  comerciante  diese 
lugar  para  ello,  asi  como  puede  también  hasta  cerrarle 
la  casa  de  negocio  y  privarle  del  uso  de  su  ñrma  é  inte- 
lijencía  con  la  Aduana* 

Según  el  informe  del  Administrador,  f.  30,  antes  del  afío 
61  se  le  concedió  permiso  para  depósito  particular  al  re- 
clamante, y  después  no  ha  habido  orden  nueva  para  los 
efectos  que  ahora  pretende;  luego  nuiy  bien  puede  el  Ad- 
ministrador negarle  ahora  el  permiso,  si  tiene  razón  para 
ello,  como  es  la  irregularidad  que  se  nota  de  estos  depó- 
sitos, y  otras  razones  pailicularcíí.  Pudra  permitirle  á  la 
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casa  el  depósito  de  los  efectos  particulares  que  ya  los 
tenga;  pero  no  tiene  un  derecho  adquirido  para  continuar 
con  la  nueva  introducción  de  efectos,  si  el  Estado  se  per- 
judica ó  no  le  conviene. 

Por  esto  opina  el  Fiscal  que  en  el  caso  presente,  puede 
el  Administrador  negar  el  depósito  particular,  permitiendo 
solo  el  que  ya  está  en  los  almacenes  hasta  que  se  con- 
cluya su  despacho,  si  no  es  que  haya  motivos  especiales 
que  funden  la  necesidad  de  hacer  la  traslación  á  los  alma- 
cenes generales. — Ramón  Fkkreira. 

La  Contaduría  opinó  del  mismo  modo,  es  decir,  que  debe  ser  atríbución 
del  Administrador  el  conceder  ó  no  los  depósitos  particulares. 

Resolución — 

Departamento  de  Hacienda. 

Buenos  Aires,  Noviembre  12  de  1864. — De  acuerdo  con 
lo  dictaminado  por  el  Procurador  del  Tesoro  y  lo  infor- 
mado por  la  Contaduría  General,  se  declara:  que  tanto 
la  concesión  como  el  retiro  délos  depósitos  en  almacenes 
particulares,  son  de  la  esclusiva  competencia  del  Gobierno. 
y  que  el  Administrador  de  cada  Aduana  es  el  que  está 
encargado  del  ejercicio  de  esta  facultad,  como  la  única 
autoridad  competente  para  conocer  los  casos  en  que  se 
ha  de  permitir  ó  negar  este  derecho;  pero  debiendo  favo- 
recerse en  cuanto  sea  posible  y  no  perjudique  á  los  inte- 
reses fiscales,  al  comercio;  se  previene  que  por  regla 
general,  una  vez  concedido  el  depósito  particular,  para 
retirarlo,  deben  existir  causas  justificadas,  y  es  conve- 
niente prevenirlo  con  la  posible  anticipación  á  los  inte- 
resados para  evitarles  los  perjuicios  que  pudieran  orijínár- 
seles  de  haber  preparado  locales  al  efecto,  en  virtud  de 
la  concesión  que  después  se  les  retira.  En  estos  casos, 
como  en   muchos  otros   especiales   y   de   circunstancias 
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imperiosas  y  que  no  están  comprendidos  en  los  reglamentos 
de  la  materia,  se  debe  proceder  siempre  teniendo  en  vista 
el  principio  fundamental  en  materias  de  Aduana,  de  acordar 
a!  comercio  todas  las  facilidades  y  ventajas  compatibles 
con  el  celo  y  guarda  de  los  intereses  fiscales»  Los  Admi^ 
nistradores  de  Aduana  son  las  únicas  autoridades  com- 
petentes para  aplicar  este  principio,  y  el  Gobierno  tiene 
que  descansar  en  ellos,  porque  no  le  es  posible  conocer 
en  cada  caso  especial.  En  cuanto  al  caso  particular  sobre 
que  versa  este  reclamo,  el  Administrador  de  Aduana  lo 
resolverá  con  arreglo  á  los  principios  espresados  en  esta 
resoluciónj  etc— MITRE,— L.  González. 

La  Aduana  declaró  qat^  no  podían  coutijiuar  con  dep^ísito  partunilar. 


Dictamen  del  Procurador  del  Tesoro,— en  el  sumario  levantado 
al  Guarda  Don  Exeqniel  de    la  Serna, 

ExMO,  Señor: 


Sobre  las  frecuentes  faltas  al  servicio  de  su  empleo, 
viene  la  gravísima  é  imperdonable  que  consta  del  sumario, 
que  se  está  siguitindo  al  Guarda  Don  Exequiel  de  la  Serna, 
y  que  el  Fiscal  ha  tenido  ú  la  vista. 

Presentarse  ante  su  Gefe,  ebrio,  provocando  la  pelea  y 
tratando  á  otro  empleado  de  delator  miserable,  es  la  su- 
ma de  la  insolencia  y  desmoralización,  y  el  Gobierno  co-* 
mo  Gefe  Supremo  de  la  Administración,  en  virtud  de  su 
plena  facultad,  puede  nombrar  ó  remover  los  empleados 
cuando  lo  crea  justo  ó  conveniente  al  buen  servicio,  y 
hasta  inliabititar  para  tener  empleos  administrativos. 

Además,  el  escándalo  cometido  y  el  hecho  de  embria- 
guez publica,  le  dá  á  la  causa  el  carácter  de  delito  corree- 
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cional;  y  concluido  el  sumario^  puede  pasar  al  Juez  de 
Sección  para  su  conocimiento  y  resolución.  Salvo  en 
todo  lo  que  tenga  á  bien  deliberar  V.  E. — Noviembre  3 
de  1864. — Ramón  Fbrreira. 

Resolución — 

Departamento  de  Hacienda. 

Buenos  Aire?,  Noviembre  4  de  1864. — De  acuerdo  con 
lo  dictaminado  por  el  Procurador  del  Tesoro,  vuelva  al 
Administrador  de  Rentas  Nacionales  en  la  Capital,  para 
que  se  proceda  de  conformidad.— MITRE.— L.  González. 


El  Doctor  Don  Manuel  José  Navarro,— solicita  el  abono  de 
varios  vales  por  dinero  y  especies  entregados  á  los  Ejércitos 
Libertadores. 

En  16  de  Noviembre  de  1864,  Don  Adolfo  E.  Carranza,  en  representación 
del  Dr.  Don  Manuel  José  Navarro,  pide  el  pago  de  varios  vales  por 
dinero  y  especies  entregados  á  los  Ejércitos  Libertadores  en  los  afios 
1840  y  1841. 

El  Procurador  del  Tesoro  dijo: 
ExMO.  Señor: 

Considero  que  existen  las  constancias  necesarias  para 
que  V.  E.  se  sirva  reconocer  los  documentos  núms.  2  á  10, 
como  incluidos  en  la  Ley  de  13  de  Noviembre  de  1863, 
ordenándose  su  liquidación  y  abono  en  la  forma  que  pro- 
pone la  Contaduría. 

En  cuanto  á  la  orden  de  f.  1,  no  estando  acreditada  la 
entrega  de  los  dos  mil  pesos  a  que  se  refiere,  no  creo  que 
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puede  ser  reconocida  esta  suma,  y  en  consecuencia  debe 
devolverse  al  ínteres-^ do. 

Pero  alhacerce  la  liquidación  de  los  documentos  niims. 
2  á  10,  deben  tenerse  presentes  algunas  inrregularidades 
que  aún  cuando  parezcan  de  fórmula,  es  necesario  salvar. 
Los  doGumenLos  núms,  2,  3,  4,5  y  G,  deben  liquidarse  y 
abonarse  á  los  herederos  de  Don  Manuel  Navarro,  por 
que  el  Doctor  Dnn  Manuel  Jüst\  no  es  único  heredero  se- 
gún el  escrito  de  f.  17.  El  número  7  á  Doña  Javiera 
Herrera»  que  según  el  escrito  de  f.  17»  vive.  Y  los  núms, 
8,  9  y  10  á  favor  de  Don  José  Maria  Mende/,  pues  se 
dice  en  esos  documentos,  que  á  este  pertenecían  los  ar- 
tículos entregados. 

Si  estos  últimos  documentos  pertenecen  hoy  al  Señor 
Navarro,  como  es  posible,  él  io  justificará  para  recibir  los 
fondos  que  le  correspondan.  Pero  sin  este  requisito,  no 
pueden  abonarse  á  un  individuo  documentos  estendidosá 
favor  de  otro.— Buenos  Aires,  Diciembre  27  de  1870. — 
Bernardo  de  Iuiüoyen. 

Pasóse  a]  Procurador  Geiieiíil^  y  ilijo: 


ExMo,  SeRor: 


Estando  comprobados  por  los  informes  de  Don  Do- 
mingo Villegas  y  Don  Benjamiu  Vil  I  afane  la  verdad  y  au- 
tentídad  de  los  documentos  núm^?,  2  á  10,  es  indudable  que 
las  cantidades  que  ellos  representan,  deben  ser  abonadas 
con  arreglo  á  Ley  de  13  de  Noviembre  de  1863. 

En  cuanto  á  la  persona  á  quien  debe  ser  hecho  el  abona 
yo  creo  que  es  el  reclamante  que  se  ha  presentado,  como  ha 
podido  hacerlo  sin  püd*2r,  á  nombre  suyo,  de  su  hermano 
el  General  Navarro  y  de  su  madre  Doña  Javi'H*a  Herrera^ 
Es  verdad  que  en  los  documentos  8,  9  y  10,  se  dice  que 
los  efectos  entregados  pertenecianá  Don  José  Maria  Men- 
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dez  de  Tucuman;  pero  ellos  fueron  tomados  del  poder  de 
Doña  Ja  viera  Herrera,  á  ciiyofivor  se  dio  el^documento. 

Esta  'pues,  es  persona  legítima  para  cobrarlo,  no  de- 
biendo intervenir  el  Gobierno  en  las  cuentas  que  esta  señora 
tenga  con  Méndez. 

En  esta  parte  difiero  del  anterior  dictamen  del  Procu- 
rador del  Tesoro,  y  soy  de  opinión  que  V.  E.  mande 
abonar  al  reclamante  el  valor  de  los  espresados  documen- 
tes.— Buenos  Aires,  Mayo  17  de  1872. — Francisco  Pico. 

Kl  Ministerio  mandó  qae  la  Contaduría  liquidase  este  crédito,  el  que  as- 
cendió á  pesos  729.26  c.  do  17  en  onza. 

Resolución — 

Departamento  de  Hacienda. 

Buenos  Aires,  Junio  10  de  1872. — Reconócese  como 
deuda  pública  de  la  Nación  á  favor  del  interesado,  la  su- 
ma de  setecientos  veintinueve  pesos,  veintiséis  centavos 
plata  de  17  en  onza,  é  inscribase  igual  cantidad  en  Fon- 
dos Públicos  Nacionales.  A  sus  efectos,  pase  á  Conta- 
dnría  para  su  entrega  al  interesado,  quie:i  ocurrirá  para 
su  inscripción  á  la  Junta  del  Crédito  Público  Nacional. — 
SARMIENTO.— C.  Tejfdok.— Luis  L.  Domínguez.— M.  de 
Gainz.a.— N.  Avellaneda. 


Sobre  si  la  mercaderia  que  no  ha  salido  de  la  Aduana  y 
adeuda  derechos,  se  encuentra  afectada  al  pago  especial- 
mente y  no  puede  sacarse,  sin  pagar  derecho. 

En  14  de  Diciembre  de  180  4,  el  A<lminÍ8trador  de  Rentas  dice  que  el 
Juez  de  Comercio  pide  se  levante  el  embargo  d'3  unos  pipones  de 
aguardiente  retenidos  por  la  Administración  de  Rentas  para  responder 
á  créditos  que  tiene  con  ella  la  casa  fallida  Civallieri  linos,  y  Ca. 

En  24  de  Diciembre  de  18C4,  dijo  el  Procurador  del  Tesoro. 

27 
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ExMO.  Sbñor: 


En  otros  casos  semejantes  se  ha  sostenido  la  resolii* 
ción  de  que  sí  la  mercaderia  no  lia  salido  de  la  Aduaaa, 
y  adeuda  derechos,  se  íialla  afectada  al  pago  especial- 
mente, y  no  puede  sacarse  de  la  Aduana  sin  pagar  de- 
recho. 

Aunque  el  Fisco  no  goce  mas  prelacíón  que  la  que  le 
dan  las  leyes  comunes  en  concurso,  en  el  caso  presente, 
a  mas  de  no  liaber  entrado  en  concurso,  no  se  puede  con- 
fimdir  con  los  casos  comunes;  porque  la  mercadería  no 
se  considera  en  plaza  mientras  no  es  despachada  por  la 
Aduana,  sino  como  no  introducida;  ni  puede  enajenarse, 
donarse,  ni  darse  en  pago  de  deuda,  ni  embargarse  ó  hi- 
potecarse; porque  no  puede  ter»er  efecto  sin  qie  se  le- 
vante la  traba  á  su  introducción,  que  es  el  pago  del  dere- 
cho, y  mientras  está  en  depósito  se  considera  en  tránsito 
no  i*adicada,  pudiéndose  también  rematar  y  pagarse  el 
Fisco  con  los  deudores  morosos. 

Por  estas  razones,  cree  el  Fiscal  que  las  especies  de 
que  se  Iratii,  embargadas  en  la  Aduana,  están  afectas  & 
la  deuda  preferida  del  Fisco,  y  que  éste  por  disposiciones 
vijentes,  ha  podido  rematarlas  y  pagarse,  y  que  en  su  vir- 
tud la  parte  interesada  ó  cualquiera  que  las  saque,  debe 
ser  previo  el  pago  de  derecho,  y  que  en  este  sentido  se 
puede  contestar  al  Juzgado  de  Comercio  para  su  resolu* 
ción  y  fines  consiguientes. — Ramón  FKaii^UiA 

Resolución— 


Departamento  de  Hacienda. 

Buenos  Aires,  Diciembre  27  de  18G4.— Estando  el  Go- 
bierno de  acuerdo  con   el  precedente  dictamen  del  Pro- 
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curador  del  Tesoro,  pase  al  Administrador  de  Rentas 
Nacionales  en  la  Capital  para  que  lo  haga  saber  al  Juez 
de  Comercio,  en  respuesta  á  su  comunicación  de  2  de 
Diciembre  último.— MITRE.— L.  González. 


Sobre  la  falta  de  no  manifestar  la  carga  que  los  paquetes  traen 

de    tránsito. 

En  2  de  Febrero  de  1865,  el  Oficial  de  Bahía  Razetti,  dice  que  el  pa- 
quete nacional  c  Uruguay, i^  procedente  de  Montevideo,  trae  generalmente 
para  puertos  del  Uruguay,  mercancías  de  que  no  presenta  manifiesto 
so  pretesto  de  que  son  para  descargarlas  en  los  puertos  de  escala. 

En  Febrero  22  de  1806,  dijo  el  Procurador  del  Tesoro: 

ExMO.  Señor: 

El  vapor  «Uruguay,))  como  los  demás  paquetes,  debe 
presentar  eu  su  carrera,  manifiesto  de  la  carga  que  trae, 
no  solo  para  este  puerto,  sino  para  todos  los  del  tránsito 
de  su  escala;  y  la  visita  del  Resguardo  debe  hacerse  en 
la  forma  que  indica  el  Administrador  en  su  informe  de 
f.  7,  para  evitar  los  abusos,  y  suplir  la  falta  de  abrir  y 
cerrar  rejistro,  que  les  autorizan  los  privüejios.  Con  el 
manifiesto  se  irá  dando  cumplimiento  en  todos  loo  puertos 
del  tránsito  á  la  superior  disposición  de  Mayo  de  1864, 
anotándose  la  carga  ó  descarga  de  cada  localidad,  ó  la 
continuación  del  buque  si  no  deja  carga,  para  constancia 
en  los  puntos,  y  que  no  sirva  como  de  guia,  y  se  evi- 
ten fraudes. 

Los  capitanes  de  la  carrera  de  estos  buques,  están  bien 
impueíítos  de  las  disposiciones  vijentes,  á  mas  de  que  se 
les  dá  el  Reglamento,  y  tienen  menos  disculpa. 

Como  según  el  informe  del  Administrador  y  del  Res- 
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guardo,  aparece  reincidente  este  vapor  en  la  falta  de 
manifestar  nqui  la  carga  que  trae  de  tránsito  para  los 
puertos  de  su  escala,  y  también  parece  que  negó  ó  con- 
testó redondam^iníe  que  no  llevaba  cai'ga,  lo  que  dio 
lugar  á  la  inspección  del  buque,  encontrándose  la  carga 
en  la  ph^nilla  de  f.7  sin  manifiesto,  esta  conducta  nu  es 
arreglada  y  es  sospechosa. 

For  lo  tanto,  y  e!  mérito  do  autos,  opina  el  Fiscal  que 
se  le  debe  notificar  al  Capitau,  bajo  apercibimiento,  que 
en  adelante  cumpla  con  los  reglamentos  vijentes,  en  lo 
que  no  esté  esceptu^do  bajo  los  privüejios;  y  también  se 
notifique  al  Guarda  que  ha  practicado  la  vi^^ita,  que 
ésta  debe  hacerse  en  la  fjrma  que  espresa  el  Adniinis- 
Irador  en   su  informe. 

También  cree  el  Fiscal  que  pora  evití^r  los  abusos  y 
regularizar  la  marcha  de  los  vapores  paquetes  que  gozan 
p»iv¡lejÍo,  se  imponga  una  multa  á  los  que  falten,  ó  no 
cumplan  con  la  resolución  citada  de  Mayo  último,  y  de- 
más vijentes  no  comprendidas  bajo  el  privilejío.— R\mon 
Ferreira* 

Resolución — 

Departamento  de  Hacienda, 

Buenos  Aires,  Marzo  2  de  1865. — En  todo  como  lo  pro- 
pone ei  Procurador  del  Tesoro;  á  sus  efectos  vuelva  al 
Administrador,  etc.— MITRE.— L.  González. 


Navarro  y  Correa    Hnos.,— solicitan  el  pago   de    un  crédito 
por  hacienda  suministrada  al  Gobierno  de  la  Confederación. 


Eji  2  íIm  Abril  lio  1805»  Don  José  G.  Lezama,  por  Navarro  y  Correa  lluos, 
BoUdtiin  el  pago  de  im  crédito  [)or  liacienda  siiin Ilustrada  á  las  fner* 
zas  del    Gubi«rno  de  la  Confederación. 
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Pasada  al  P.  E.  en  26  de  Noviembre  de  1868  con  el  informe  de  la  Co- 
misión Clasificadora  de  la  Deuda,  fué  al  Procurador  General  y  dijo: 

ExMO.  Señor: 

Encuentro  muy  justas  las  observaciones  que  hace  la 
Comisión  en  su  precedente  informe  sobre  los  documen- 
tos datados  en  la  Cañada  de  Gómez,  en  los  meses  de 
Octubre  y  Noviembre  de  1861. 

Aunque  el  -estracto  que  hace  la  Comisión  de  los  ani- 
males consumidos,  no  es  exactamente  conforme  á  los 
documentos,  pues  de  estos  resultan  2069  novillos,  2657 
vacas,  343  bueyes,  8049  ovejas  y  capones,  este  es  nn  con- 
sumo enorme  en  el  espacio  de  cuarenta  dias,  que  calcula 
la  Comisión,  y  que  solo  son  treinta  y  ocho,  si  se  atiende 
á  la  fecha  de  los  documentos  desde  14  de  Octubre  hasta 
21  de  Noviembre.  Es  el  consumo  regular  de  8000  hom- 
bres, aún  concediendo  una  res  vacuna  para  cada  cincuen- 
ta, mientras  que  la  división  solo  se  componía  de  tres  mil. 
Por  mucho  que  fuera  el  desorden  en  la  carneada,  no  pue- 
de concebirse  que  una  res  solo  alcanzara  para  diez  y  ocho 
hombres. 

Yo  no  dudo  de  la  honorabilidad  del  General  Virasoro 
que  suscribe  los  documentos;  pero  parece  evidente  que 
los  ha  dado  por  informes  exajerados  de  sus  Ayudantes, 
ó  tal  vez  de  los  mismos  interesados,  ó  bien,  como  sos- 
pecha la  Comisión,  para  indemnizar  á  éstos  de  destro- 
zos ilejítimos.  En  cualquiera  de  estos  casos,  el  esceso  del 
consumo  lejítimo  no  puede  reconocerse  como  deuda. 

En  cuanto  al  ganado  caballar  no  creo  justo,  como  di- 
ce la  Comisión,  que  solo  deban  reconocerse  los  caballos 
mansos  tomados;  pues  nuestros  soldados  toman  y  doman 
potros  y  yeguas  chucaras;  y  en  ellos  hacen  el  servicio. 
Pero  como  estos  animales  no  han  sido  reyunados  al 
espropiarse,  debe  suponerse  que  muchos  habrán  vuelto  á 
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su  quereiicia,  y  otros  habrán  sidolejítimamente  reclama- 
dos prtr  los  dueños  de  la  marca. 

De  los  4,400  animales  que  ^e  cobran,  potros,  yeguas  y 
muías  chucaras  puede  asegurarse  que  los  dueños  no  han 
perdido  la  mitad,  y  que  muchas  de  los  caballos  mansos  ha- 
bían sido  recuperados*  No  sería  pues  injusto  ni  arbitraria 
el  Gobierno,  si  solo  reconociera  como  deuda  la  mitad  de  los 
ganados  que  espresan  los  documentos  y  los  mandara  abo- 
nará ¡os  mismos  precios  que  pagaba  el  ejército  de  Buenos 
Aires  en  esa  ópoca,  y  en  esos  mismos  lugares. 

Pero  si  V.  E*  cree  necesario,  como  lo  indica  la  Comí- 
siónj  pedir  un  nue^o  informe  al  General  Virasoro,  este 
informe  para  ser  provechoso,  debería  contraerse  á  es- 
plicar  la  razón  del  escesivo  consumo  que  se  nota;  á  de- 
cir si  los  interesados  reeojian  ó  no  los  cueros  y  gorduras 
del  consumo,  y  á  sí  los  animales  caballares  fueron  re- 
yunados  al  tiempo  de  espropiarse. 

L^\s  precedentes  observaciones  sólo  se  refieren  á  los 
documentos  datados  en  la  Canadá  de  Gómez. 

En  cuanto  al  documento  de  í  4,  datado  en  Pavón  á  15 
de  Agosto j  nada  tengo  que  observar,  y  creo»  como  la 
Comisión,  que  debe  mandarse  pagar  desde  luego,  á  los 
precios  justos.— Buenos  Aires,  Diciembre  14  de  18G8, — 
FiiANcisco  Pico. 

Pidiiisc  i II forme  id    iíciieTnl  Don    Jknijtmiin    Mrasoro,  y  cvacunílo   iK>r 
éste,  volviü  til  espediente  al  Procurntlor,  y  dijo: 

ExMO.  Señor: 


Las  esplicaciones  dadas  por  el  General  Virasoro  en  su 
precedente  informe,  aunque  nu  justitican  el  escesivo  con- 
sumo de  la  tropa,  prueban  sinembargo,  que  los  ganados 
que  espresan  los  documentos  presentados,  se  tomaron  en 
efecto  de  sus  dueños  por  orden  del  General,  lo  que  basta 
para  que  seles  abone  so  importe,  al  precio  que  la  Na- 
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ción  ha   pagado    por   cada  especie   en  aquella    época. — 
Buenos  Aires,  23  de  Abril  de  1869. — Francisco  Pico. 

Resolución — 

Departamento  de  Hacienda. 

Buenos  Aires,  Abril  27  de  1869.— Visto  lo  informado 
por  el  General  Virasoro  sobre  las  observaciones  de  la 
Comisión  Clasificadora  y  del  Procurador  General  de  la 
Nación,  de  14  de  Diciembre,  y  de  conformidad  con  el 
dictamen  de  este  funcionario  de  23  de  Abril,  liquide  la 
Contaduría  los  documentos  presentados.— SARMIENTO 
— J.  B.  GoROSTiAGA.— N.  Avellaneda.— M.  Várela.— M. 
DE  Gainza. 

Hecha  la  liquidación,  se  dictó  la  siguiente: 
Resohcción — 

Departamento  de  Hacienda. 

Buenos  Aires,  23  de  Setiembre  de  1869. — Reconócese 
como  deuda  pública  de  la  Nación,  á  favor  del  interesado, 
la  cantidad  de  noventa  y  tres  mil,  setecientos  noventa  y 
cuatro  pesos  plata  de  17  en  onza.  Devuélvase  este  es- 
pediente á  la  Comisón  Clasificadora  para  su  entrega  al 
interesado,  quien  ocurrirá  por  su  liquidación  al  Liquida- 
dor de  la  Deuda,  y  fecho  vuelva  para  ordenar  su  inscrip- 
ción en  Fondos  Públicos  Nacionales.— SARMIENTO. 
— Dalmacio  Velkz  Sarsfield. — J.  B.  Gorastiaga.— Ma- 
riano Várela.— M.  de  Gainza. — N.  Avellaneda. 

En   24  de  Octubre  fué  ordenada  la  inscripción  en  Fondos  Públicos  Na 
cionales. 
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Rafael  Bilbao  y  C'.,— cobran  suministros  hechos  al  Regimiento 
ntiin.  3  de  Linea 


En  20  de  Mayo  de  1805,  Don  Blas  J.  Aspia^u,  en  representación  •  le  loa 
Seíiorea  Don  Rafael  Bilbao  y  Ca.,  cobra  la  stuiia  de  6,174  pesos  líH 
centavos,  importe  de  suministros  hechos  al  Regimiento  numero  3* 
de  Linea  en  1801, 

Pasado  al  Procurador  <iel  Tesoro,  dijo: 

ExMO,  Señor: 


De  las  esplicaciones  dadas  por  el  apoderado  de  Bilbao 
y  C*»  en  el  traslado  corrido,  resulta  que  si  bien  lia  sida 
culpable  de  un  descuido  ó  error  en  la  presentación  de  la 
primera  cuenta  con  tres  meses  duplicados  y  pagados  en 
el  Paraná  en  1860,  uo  aparece  el  mérito  legal  suficiente 
para  acusarle  dolo  ó  malicia,  en  cuyo  caso  debería  pasar 
el  espediente  al  Tribunal  de  Sección. 

Por  esto  cree  el  Fiscjil  que  puede  bastar  un  apercibi- 
miento serio  por  el  descu'do,  y  que  se  considere  la  cuenta 
última  que  ha  presentado  la  parte,  reformada  con  la  supre- 
sión de  lo  duplicado^  observado  por  la  Coiitaduria,  Salva- 
do este  incidente,  debe  volver  el  espediente  á  la  Comisión 
Clasificadora  para  que  siga  su  curso  interrumpido. — Ra- 
món Fekrkika. 

En  20  de  Abril  de  18<V.\  se  volvió  a  promover  este  asunto,  y  pasudo  u 
informe  del  Proenrador  tíeixeral,  dijo  lu  siguiente; 

ExMO.  Señor: 


Por  Decreto  de  21  de  Diciembre  de  1865,  se  tleclan'jquc 
las  planillas  presentadas  no  eran  suficiente  justificativo  de 
la  provisión  hecha  por  los  reclamantes  en  1861,  y  se  man- 
dó que  éstos  adelantaran  la  prueba.  Lo  que  se  ha  dado  no 
se  reHere  directamente  á  la  lejitimidad  de  las  planillas,  y 
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solo  puede  considerarse  pertinente  el  informe  de  Don  José 
María  Bombal;  porque  de  él  resulta  que  la  Compañía  del  Re- 
jimiento  que  trajo  el  Coronel  Videla  á  Mendoza  después 
del  terremoto,  no  fué  provista  por  la  Comisión  de  Socorros, 
como  lo  suponía  el  Decreto  citado,  sino  por  los  proveedo- 
res Bilbao  y  C*. 

Con  esto  ha  quedado  destruido  uno  de  los  fundamentos 
de  aquel  decreto,  pero  aún  subsiste  la  justa  desconfianza 
que  inspira  la  palabra  de  un  Gefe  que  da  á  los  proveadores 
cuentas  dobles,  sin  la  nota  de  «duplicados»,  y  el  no  haber- 
se esplicado  esta  irregularidad  sino  con  una  falsedad.  Si  la 
desconfianza  del  Gobierno  aún  subsiste,  el  medio  mas  direc- 
to de  averiguar  la  verdad  sería  pedir  informe  al  actual  Jefe 
del  Rejimiento  sobre  la  realidad  de  la  provisión  en  los  me- 
ses citados,  y  el  número  de  plazas  que  en  ellos  tenia  su 
cuerpo. 

En  todo  caso,  nunca  deben  abonarse  los  intereses  que 
reconoce  la  Comisión  Clasificadora,  porque  estas  cuentas 
no  se  presentaron  para  su  pago  hasta  1864.  Y  la  demora 
que  ha  sufrido  el  espediente  desde  entonces,  ha  sido  ocasio- 
nada por  culpa  esclusiva  de  los  reclamantes,  habiendo  pe- 
dido el  pago  doble  de  cuentas  que  se  les  habia  abonado 
en  1861.— Buenos  Aires,  Abril  22  de  1869.— Fiiancisco  Pi- 
co. 

Resolución — 

Departamento  de  Hacienda. 

Buenos  Aires,  Junio  5  de  1869. — En  vista  de  los  infor- 
mes nuevamente  producidos,  j  teniendo  en  consideración 
la  imposibilidad  en  que  los  interesados  se  encuentran  para 
presentar  otras  pruebas,  de  conformidad  con  el  dictamen 
del  Señor  Procurador  General  de  la  Nación,  se  reconoce  co- 
mo deuda  pública  de  la  Nación,  á  favor  del  interesado,  la 
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cantidad  de  7,939  pesos,  46  centavos  platn  de  17  en  onza, 
como  lo  aconseja  la  Comisión  Clasiflcadora,  sin  intereses. 
Devuélvase  este  espediente  á  dicha  Cümision  para  su  en- 
trega al  interesado,  quien  ocurrirá  por  su  liquidación  al 
Liquidador  de  la  Deuda,  y  feclio  vuelva  para  ordenar  su 
inscripción  en  Fondos  Públicos  Nacionales.— SARMIEN- 
TO,— J.  B.  GoRosTiAGA*— Dalmacio  Vel^z  Sarsfibld. — 
N.  Avellaneda.— Mariano  Várela. — M.  de  Gainza. 


Concepción  Moreno, — pide  pensión  como  viuda  del  Comandan- 
te del  Parque  de  Artillería  Don  José  Valentiü  Cardoso. 

En  2  4  de  Julio  d*'  I8í*>5,  Doña  Concepcinii  Mortmo,  viuda  del  ftnmlo  CV 
mandante  del  Parque  de  Artillería,  Dow  José  V^alentin  (^iinloao,  solicita 
la  pensión  que  le  corresponde.  Lii  Ijíspección  General  de  Armas  in- 
forinr^  que  en  el  esjiediente  aparece  haber  jiresüido  aer\ icios  Don  Valen- 
tin  Ciirdoao  desde  18*21;  pero  que  según  la  interesada,  datiiri  desde  1811); 
y  por  último  dice  que  el  linadf^  Cardoso  tiene  12  afios  de  servicios,  y 
cjne  sti  vhida  tiene  derei-ho  á  pensión  de  la  cuarta  parte  del  sueldo. 

El  Procurador  del  Tesoro  informó  en  23  de  Diciembre: 

ExMO.  SeÑOK: 

Este  espediente  debe  volver  á  la  Insf  ección  General  á 
los  efectos  siguientes:  1"*  para  que  haga  salvar  la  duda  re- 
lativa al  proceso  criminal  de  que  se  liace  reterencin,  pi- 
diendo el  espediente  relativo  ad  efectufn  cidrmli;  2^  para 
que  haga  el  cómputo  de  los  servicios  del  causante,  el  cual 
ii'>  solo  es  necesario  cuando  se  tirata  de  una  pensión  de 
retiro,  sino  también  cuando  se  pide  de  viudedad»  con  espe- 
cificación del  tiempo  de  servicio  efectiva  y  continuado;  y 
3**  para  que  determine  el  grado  militar  que  corresponde 
al  causante. — Salustiano  J,  Za valia. 

La  Inspeccituí  General  dijo  en  ir»  ihí  Enero  se  18*U>,  qtie  el  ñnndo  Car- 
duso  uo  era  el  acusado  por  el  robo  coineUdo  en  una  oticina  de  su  de- 
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pendencia,  sino  que  afectando  bu  honor,  pidió  suspensión  del  mando 
del  establecimiento  hasta  la  aclaración  de  este  asunto;  que  el  cómpu- 
to de  sus  servicios  es  de  17  años,  4  meses  y  ocho  dias,  y  que  respecto 
del  grado  en  que  se  le  debe  considerar,  es  atribución  de  la  autoridad 
suprema. 

En  6  de  Mayo,  dijo  el  Procurador   del  Tesoro: 

ExMO.  Señor: 

La  duda  sobre  el  proceso  criminal  en  que  parece  haber 
estado  envuelto  el  finado  Don  Valentín  Cardoso  ha  sido 
satisfactoriamente  salvada;  sinembargo,  para  declarar  á  su 
viuda  con  derecho  á  pensión,  es  preciso  determinar  pre- 
viamente el  grado  militar  que  le  corresponde  y  los  años  de 
servicio  con  que  cuenta. 

Parece  indudablequeDon  Valentín  Cardoso  ha  perteneci- 
do á  la  clase  militar,  pues  ha  servido  en  la  guerra  de  la 
Independencia,  y  en  los  Ejércitos  Libertadores,  y  ha  tenido 
también  á  su  cargo  por  muchos  años  el  Parque,  que  es 
un  puesto  militar;  por  consiguiente,  algún  grado  ha  tenido 
en  la  milicia,  y  éste  es  preciso  determinar  para  conceder 
la  pensión  solicitada,  no  pudiendo  ajuicio  del  que  suscribe 
asignarse  un  gradr>  después  de  la  muerte  de  Cardoso  en 
consideración  al  cargo  de  Comandante  del  Parque,  pues 
esta  es  una  simple  comisión  que  puede  encomendase  á  un 
militar,  sea  del  grado  que  fuese. 

A  la  recurrente  toca  pues,  y  no  al  Gobierno  fijar  el  grado 
que  corresponda,  á  Don  Valentín  Cardoso,  el  grado  que 
se  le  haya  concedido  en  vida,  y  no  el  que  se  le  venga  á 
conceder  después  de  muerto. 

En  cuanto  á  los  años  de  servicios,  pa)-ece  esacto  el  cóm- 
puto hecho  por  la  Inspección  General,  pues  efectivamente 
el  tiempo  de  servicio  en  campaña,  debe  contarse  doble  con 
arreglo  á  la  Ley,  pero  tampoco  lo  es  el  que  hace  la  inte- 
resada, pues  los  doce  años  que  cuenta  de  servicios  en  los 
Ejércitos   Libertadores,    no  deben  considerarse  como  en 
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campaña  todos  ellos^  pues  hay  intervalos  en  que  no  lo  han 
sido  en  efecto.  Por  consiguiente,  debe  volver  á  la  Inspec- 
ción para  que  fije  los  años  que  deben  computarse  dobles 
y  determine  esactamente  el  tiempo  de  servicio  del  cau- 
sante.— Salustíano  J.  Zavalia, 

El  General  Guido  inforniíj  que  Cardoso  cuando  eetíiba  á  su  lado,  tenia 
el  grado  de  Capitán  de*  Infantoria,  y  la  Inspección  hizo  un  computri 
de  servicjoe,  que  ascendió  á  20  años,  2  meses,  8  diaa. 

Kl  Procurador  del  Tesoro  volvió    á  decir  en  10  de  Julio  de  1806: 

ExMO.  Señor: 

Han  sido  infructuosas  las  dilijencias  hechas  pai'a  averi- 
guar  el  grado  militar  de  Don  Valentín  Cardoso,  pues  no 
se  ha  encontrado  con?-  tancin  de  él,  en  el  archivo;  sinembar- 
go,  de  los  informes  del  General  Guido  y  Coronel  Sosa,  se 
deduce  que  no  pasó  del  grado  de  Teniente  en  la  guerra  de 
la  Independencia  ni  en  los  Ejércitos  Libertadores.  Por  otra 
parte,  su  calidad  de  militar  se  haya  suticientemente  cora- 
probada,  así  como  sus  años  de  servicios,  que  según  el 
último  cómputo    de  la  Inspección j  esceden   de    20  anos. 

Es  pues  de  opinión  el  que  suscribe,  que  su  viuda  tiene 
derecho  á  pensión  de  la  tercera  parte  del  sueldo,  según 
la  Ley  de  Pensiones,— Salustiano  J,  Za valía» 

lin'olífvión — 


Departamento  de  Guerra  y  Marina, 

Buenos  Aires,  Agosto  16  de  1866,— Acuerdase  a  la  viuda 
de  Don  José  Cardoso  la  pensión  de  la  tercera  parte  del 
sueldo  que  corresponde  al  empleo  de  militar  de  su  finado 
esposo.— PAZ.— Julián   Martinfz. 
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Servando  del  Castillo, — reclama  la  donación  hecha  á  su  se- 
ñor padre  de  un  buque  del  Estado,  como  remuneración 
por  servicios  prestados. 

En  28  de  Julio  de  1865,  D.  Servando  del  Castillo  dice  que  el  Gobierno 
de  la  Confederación  espidió  á  fines  del  año  de  1861,  á  favor  de  su 
padre  el  Coronel  Don  Prudencio  del  Castillo,  un  decreto  por  el  cual  se 
le  adjudicabaunbuquede  vela  denominado  cSanJuan  Bautista»,  como 
remuneración  de  los  servicios  prestados  en  su  calidad  do  Comisario 
General  de  Guerra,  y  que  el  General  Don  Bartolomé  Mitre  lo  apresó 
poco  después  de  la  batalla  de  Pavón,  perteneciendo  este  buque  á  una 
familia,  y  que  sus  herederos  lo  tasan  en  la  suma  de  20,000  pesos 
fuertes. 

Pasado  al  Procurador  del  Tesoro,  dijo  en  18  de  Agosto  : 

ExMO.  Señor: 

La  presente  reclamación  se  presenta  desnuda  de  com- 
probantes cuya  presencia  reputo  insdispensable  para  apre- 
ciar su  mérito.  Creo  por  consiguiente  que  ante  todo,  de- 
be V.  E.  mandar: 

1°  Que  la  Contaduria  previa  inspección  de  los  antece- 
dientes de  este  negocio,  informe  en  que  consisten  y  que 
importancia  tienen  los  perjuicios  compensados  al  Comisario 
de  Guerra  Don  Prudencio  del  Castillo  con  la  zumaca  San 
Juan  Bautista  que  le  fué  adjudicada  por  el  Vice-Presi- 
dente  de  la  Confederación  en  10  de  Diciembre  de  1861: 

2®  Que  el  interesado  haga  constar  que  el  citado  buque 
fue  en  efecto  entregado  al  referido  Comisario  de  Guerra, 
y  que  éste  según  se  espre<^a  en  la  solicitud,  lo  tenia  dis- 
puesto á  hacerse  á  la  vela  y  recibiendo  carga  de  frutos 
del  país. 

3^  Que  el  Gefe  de  la  Escuadra  Nacional  ó  el  que  hu- 
biese ordenado  ó  ejecutado  la  aprehensión  del  mencionado 
buque,  informe  acerca  de  las  causas  porque  fué  tomado, 
espresando  en  poder  de  quien  se  encontraba,  y  cuál  era 
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so  estado,  carga,  etc.,  etc.  Cuando  menos,  estos  datos 
son  necesarios  para  formar  juicio  sobre  el  presente  re- 
clamo, lo  mismo  que  para  apreciar  t^n  su  caso,  la  equidad 
de  !a  indemnizaciün  demandada. 

ESj  pues,  menester  tenerlos  presentes,  y  corresponde 
que  V.  E.  se  sirva  ordenar  se  reproduzcan.— José  E. 
UaiBURu. 

Pasado  A  la  Contaditriíí,  dijo  que  el  Gobierno  del  Pai^íiná  había  conclui- 
do en  23  da  Noviembre  de  1801  un  (!ontrato  de  venta  con  1).  H.  8tftg- 
no  de  la  goleta  ^San  Juan  Bantjsta>  por  la  suma  de  400ü  pa,;  que  el 
Coniisario  de  Guerra  CastiUü,  percibió  la  suma  de  2Ü337  pa,  25  cts, 
en  ineUllieo  para  el  pago  de  varios  cuerpos,  de  los  que  no  rindió  cuen- 
ta; que  el  niií^nio  Comisario  recibió,  como  todos  los  demás  empleólos 
un  übramiejiio  por  2000  pesos  en  compensación  de  servicios  extraor- 
dinarios. 

Sobre  esto  dijo  e!  Fiscal  en  O  de  Octubre  de  18(59: 

ExMo,  Señor: 

La  donación  hecha  á  Don  Prudencio  del  Castillo  de 
un  buque  de  Guerra  Nacional  el  10  de  Diciembre  de  1861, 
sólo  puede  espHcarse  por  el  desorden  que  había  en  la 
Administración  del  Paraná  en  las  últimas  lioras  de  su 
Gobierno. 

Esta  donación  es  eviJeutemente  nula,  porque  el  P,  E. 
no  estaba  autorizado  para  regalar  los  buqitesdel  Estado, 
ni  aún  en  compensación  de  servicios^  ni  se  han  espresado^ 
ni  liquidado,  ni  conocido  como  deuda.  Hizo  pues  muy 
bien  el  Gefe  de  la  Escuadra  de  apoderarse  del  buque, 
porque  este  no  había  dejado  de  ser  de  propiedad  nacií>nal 
por  virtud  de  aquella  donación  nula.  Basta  esta  razón 
para  que  V.  E.  no  haga  lugar  á  esta  solicitud. 

Pero  debe  también  llamar  la  atención  lo  que  dice  la 
Contaduría  en  su  inf'oi*me,  que  Don  Prudencio  del  Cas- 
tillo recibió  una  cantidad  de  dinero  para  el  pago  de  tropas, 
de  que  no  ha  dado  cuenta.  Sus  herederos  deben  ser 
obligados  a  rendirlas,  con  tanta  más  razón,  porque  parece 
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que  estos  herederos  han  creido  que  los  fondos  que  había 
recibido  su  autor  como  Comisario  de  Guerra  para  ob- 
jetos del  servicio,  les  pertenecía,  habiendo  el  infrascrito 
despachado  alganos  reclamos  por  libramientos,  dados 
para  el  pago  de  tropas,  descontados  y  endosados  por  el 
Albacea  de  Castillo,  como  si  pertenecieran  á  la  herencia. 
—Francisco  Pico. 

Resolución — 

Departamento  de  Hacienda. 

Buenos  Aires,  Noviembre  5  de  1869. — De  conformidad 
en  todas  sus  partes  con  lo  dictaminado  por  el  Señor  Pro- 
curador de  la  Nación  en  cuanto  ú  la  nulidad  de  la  dona- 
ción que  consta  de  la  escritura  de  fojas  6  y  7,  y  conside- 
rando que  la  presente  jestión  se  ha  iniciado  después  de 
cerrarse  todo  término  para  la  presentación  de  reclamos 
por  créditos  hasta  el  12  de  Diciembre  de  1861,  no  ha  lugar 
al  reconocimiento  y  pago  que  se  solicita.  Y  constando  del 
informe  de  la  Contaduría  General,  que  existen  cargos  pen- 
dientes contra  el  ex-Comisario  de  Guerra  del  Paraná, 
Don  Prudencio  del  Castillo,  ordénese  á  esa  Oficina  forme 
la  planilla  detallada  de  dichos  cargos  para  disponer  lo 
conveniente  respecto  á  su  cobro. — Reponiéndose  loi5  sellos, 
archívese.— SARMIENTO.— J.  B.  Gorostiag\. 


Juan  Bautista  Zelaga, — reclama   secuestros. 

En  21  de  Agosto  de  1866,  Don  Manuel  J.  Villafafie,  en  representación 
de  Don  Juan  Bautista  Zelaga,  reclama  al  importe  de  los  secuestros 
hechos  á  su  ñnado  padre  en  1812. 

Pasado  al  Procurador  del  Tesoro,  dijo  en  9  de  Diciembre: 

ExMO.  Señor: 
Por  el  modo  de  espresarse  el  solicitante  en  su  recia- 
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mo,  se  conoce  que  ha  confundido  la  contribución  forzosa 
con  la  confiscación:  todas  las  cotitribucione?  que  se  sacaban 
entonces  para  la  guerra  y  se  sacan  hasta  ahora  involun- 
tarias y  estraordinarias,  se  llaman  forzosas,  sean  en  di- 
neros ó  especies,  con  el  nombre  de  ausilios  ó  de  otro 
motlc.  Pero  esto  no  es  confiscación  ó  secuestro,  en  el 
sentido  jurídico,  ni  en  el  det  Tratado  que  liabla  de  las 
verdaderas  coníiscaciones  que  se  hubiesen  cometido  con- 
tra algunos  españoles,  sin  reconocer  la  deuda  y  con  un 
cju*ácter  individual  y  penal  Por  eso  dice  el  mismo  tra- 
tadoj  que  es  de  presumir  que  hallan  sido  insigniflcantes 
las  confiscaciones  y  secuestros  de  propiedades  de  espa- 
ñoles ó  argentinos  durante  la  lucha. 

El  Fiscal  reproduce  ahora  lo  que  ha  dicho  en  otros  re- 
clamos de  la  misma  naturaleza,  que  no  se  hallan  com- 
prendidos  en  el  Tratado  sino  en  la  deuda  general  á  con- 
solidarse, y  que  no  se  puede  ampliar  lo  estipulado  para 
las  confiscaciones,  siendo  de  carácter  odioso  y  prlvilejiado 
que  hace  de  mejor  condición  los  extranjeros  á  los  argen- 
tinos cu  la  anticipación  del  pago  de  una  deuda  que  sin 
distinción  les  ha  cabido  á  todos  para  conseguir  la  inde- 
pendencia, Y  por  todo  lo  dicho,  opina  e!  Fiscal  que  este 
reclamo  no  puede  considerarse  por  ahora,  sino  oportuna- 
mente en    la  deuda   general. — Ramón  Ferreira* 

En  18  de  Febrero  ile  1874,  el  i<ub*í^eoretariu  del  Jliuisterio  de  Relacio 
lies  Exteriores  informé  que  este  asunto  habla  ya  eido  reaueUo  un  11 
de  Marzo  de  18C9,  de  la  manera  síguieute:  tPor  los  fiinilmnentos 
aducidos  unánimemente  por  el  Procurador  del  Tesoro  y  Procurador 
General  •  no  ha  lugar,  y  avísese  en  respuesta  al  Señor  Ministro  de 
España.— SARMIENTO.— C.  Tkjkdou.  . 

Resolución — 

Departamento  de  Relaciones  Esteriores* 
Buenos  Aires,  Febrero  24  de  1870* — Constando  del  an- 


*  Esto  íqÍotihb  tocan  «odaU  dol  csncdictite,  te  eitravió  tu  uoA  vUU  qüq  tt  úí&  i»l 
interetftdo  en  Zt  de  Jnnb  de  1I6!>. 
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tepior  informe  que  este  asunto  fué  resuelto  en  Marzo  de 
69,  y  entregado  el   espediente  en  vista  al   interesado,  en 
Junio  del  mismo   año,  ha    desaparecido  el  dictamen  del 
Procurador  de  la  Nación  que  de  nuevo  se  solicita,  no  há 
lugar,  y  archívese  este  espediente. — C.  Tejedor. 


Samuel  B.  Hale  y  Cía., —  piden  rectificación  de  una  copia  de 

factura. 

En  29  de  Agosto,  Don  Samuel  B.  Hale  y  Ca.  piden  rectificación  de  una 
copia  de  factura  en  que  manifestaron  varios  bultos  con  80  docenas 
alcayatas  cada  imo,  debiendo  ser  con  16  docenas,  todo  por  error. 

En  21  de  Agosto  de  1866,  dijo  el  Procurador  del  Tesoro: 

ExMO.  Señor: 

Por  regla  general  se  pagan  los  derechos  de  Aduana  con- 
forme á  lo  manifestado,  no  al  contenido  de  los  bultos.  Se 
permite  la  rectificación,  por  error  ó  equivocación  hecha 
en  tiempo  hábil  determinado  por  la  Ley;  pero  en  el  caso 
presente,  se  vé  que  ha  transcursado  desde  Febrero  hasta 
Agosto  para  hacerse  el  reclamo  ó  pedir  la  enmienda. 
Además  por  disposición  de  14  de  Febrero  de  1859  se 
permite  la  enmienda,  pero  espresamente  para  los  efectos 
que  no  se  hallen  en  depósitos  particulares,  sino  en  alma- 
cenes generales. 

Y  por  todo  lo  espuesto,  opina  el  Fiscal  que  la  mayor 
equidad  que  puede  hacer  el  Gobierno,  será  la  de  que  solo 
se  pngue  el  derecho  simple  por  la  diferencia  ó  esceso 
que  se  reclama,  atendiendo  á  que  es  mayor,  no  menor 
que  el  contenido  en  los  bultos  y  que  trae  la  presunción 
de  error  ó  equivocación  simple. — Ramón  Ferreira. 

28 
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Resolución — 

Departamento  de  Hacienda. 

Buenos  Aires,  Agosto  23  de  1865. — De  acuerdo  con  el 
dictamen  del  Procurador  del  Tesoro,  téngase  por  resolu- 
ción, a  sus  efectos  pase  al  Administrador  de  Rentas  Na- 
cionales en  la  Capital.— PAZ. — L.  González. 


Haria  C.  Arguello,— pide  el  trapaso  de  la  pensión  que  goza- 
ba su  finada  Madre  como  viuda  del  Coronel  Arguello. 

En  29  (le  Agosto  de  1865,  Doña  María  C.  Arguello,  hija  del  Coronel  Don 
José  Arguello,  dice  que  habiendo  muerto  su  señora  madre,  pide  la 
pensión  que  ésta  gozaba,  como  viuda  de  aquel.  La  Oficina  de 
Pagos  informa  que  Doña  Josefa  Maldonado,  viuda  del  Coronel 
Arguello,  gozaba  la  pensión  de  18  pesos  fuerte»,  82  centavos  mensua- 
les, y  la  Contaduría  agrega  que  por  el  artículo  6°  de  la  Ley  de  6  de 
Setiembre  de  1850,  corresponde  la  pensión  que  disfrutaba  Doña  Josefa 
á  su  hija  Doña  María,  siem¡)re  que  sea  la  única  heredera.  Dice  el 
Fiscal: 

ExMO.  Srñok: 

Para  mejor  resolver  en  este  asunto,  es  necesario  cono- 
cer el  oríjen  de  la  pensión  que  ha  disfrutado  hasta  su 
muerte  Dona  Josefa  Maldonado  de  Arguello,  si  era  gra- 
ciable ó  militar  con  arreglo  á  la  foja  de  servicios  del  fi- 
nado Coronel  Arguello  y  á  la  Ley  de  Pensiones  vijente. 
Á  este  efecto  puede  infoimar  la  Contaduría  ó  la  Oficina 
que  corresponda,  y  vuelva  al  Fiscal. — Buenos  Aires,  Ma- 
yo 29  de  18G5. — Ramón  Fkrrkika. 

La  Contaduría  acompañó  el  espediente  en  que  consta  que  Doña  Josefa 
frozaba  de  pensión,  y  el  Fiscal  dijo  lo  sigruiente: 

ExMO.  Señor: 
Por  el  Decreto  de  23  de  Octubre  de  1863,  f.  4,  se  acordó 
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una  pensión  graciable  á  la  señora  viuda  Doña  Josefa  Mal- 
donado  de  Arguello,  mientras  se  daba  por  el  Congreso  la 
Ley  de  Pensiones  y  Retiros  Militares,  habiéndose  dado 
esta  Ley  provisoriamente  ei.  12  de  Noviembre  del  mismo 
año,  debe  arreglarse  á  ella  la  solicitud  presente  para  la 
hija  de  dicha  señora,  que  ha  muerto. 

Por  esta  Ley  pues,  se  requiere  á  mas  de  las  condiciones 
de  hija  lejítima  soltera,  la  foja  de  servicios  del  finado  Te- 
niente Coronel  Arguello,  y  la  pensión  se  dá  según  la  es- 
cala gradual  designada  en  dicha  Ley,  porque  no  pasa  á  la 
hija  por  derecho  de  sucesión,  como  heredera  de  la  madre» 
sino  llamada  por  la  Ley  en  segundo  lugar,  no  existiendo 
la  esposa  viuda  del  militar  y  no  tampoco  heredando  a^ 
padre,  sino  á  disfrutar  el  goce  de  una  pensión  por  los 
servicios  á  la  patria. 

Por  consiguiente,  tiene  la  hija  solicitante,  para  hallarse 
en  el  caso  de  la  Ley,  que  presentar  la  foja  de  servicios  del 
finado  su  padre,  y  conforme  á  ella  resolverá  el  Gobier- 
no lo  que  sea  de  justicia. — Buenos  Aires,  Junio  17  de 
1865. — Ramón  Ferreira. 

Pidióse  á  la  interesada  la  foja  de  senecios,  y  volvió  á  decir  el  Fiscal: 
ExMO.  Señor: 

De  los  documentos  nuevamente  presentados,  resulta  que 
la  foja  de  servicios  del  finado  Don  José  Arguello  data  des- 
de el  principio  de  la  revolución  del  año  10,  pues  el  año 
14  fué  ascendido  al  grado  de  capitán,  por  el  Supremo  Di- 
rector Don  Gervasio  Posadas,  según  su  despacho  de  f.  17; 
después  en  los  años  de  1816  y  1817  fué  encargado  en  Cór- 
doba de  organizar  un  batallón  para  el  ejército  auxiliar 
del  Perú.  El  año  21  le  fué  asignada  una  medalla  de  oro» 
y  desde  el  año  23  hasta  el  28  aparece  en  servicio  activo 
y  con  el  grado  de  Teniente  Coronel,  según  las  notas  y 
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órdenes  oficiales  que  le  comunica   el  General  Don  Jnan 
Bautista  Bust  i-,  Gobernador  de  Córdoba. 

Se  deduce  del  méiHto  de  estos  documentos,  que  la  f3ja 
de  servicios  del  Teniente  Coronel  Don  José  Arguello  está 
justificada  legalmente  y  que  no  puede  considerarse  menos 
de  15  años,  y  por  consiguiente,  que  su  l)¡ja  lejítinia,  ha- 
llándose en  las  condiciones  de  la  Ley,  es  acreedora  á  la 
cuarta  parte  dol  sueldo  por  !a  pensión  que  solicita.  Sal- 
vo   el  juicio    de  V.    E.— Setiembre  1^  de  1865.— Ramón 

FERREtRA. 

Resolución — 

Departamento  de  Guerra  y  Marina. 

Buenos  Aires^  Setiembre  15  de  1865,— Acu¿rdase  á  Doüa 
María  C.  Arguello,  hija  lejítima  del  Teniente  Coronel  Don 
José  Arguello,  la  pensión  de  la  cuarta  parte  del  sueldo 
que  corresponde  íil  empleo  de  su  finado  padre,  con  forme 
á  la  Ley  de  la  materin,  y  en  cuyo  goce  entrará  desde  la 
fecha;  hágase  saber  y  vuelva  á  la  Contaduría.— PAZ— 
Julián  Martínez. 


Plácida  Martines, - 


-pide  pensión  como  viuda  del  Coronel  Don 
Julián  Caviedes. 


Ed  18  de  Setiembre  <le  1865»  Doña  Plácida  Martínez,  viuda  del  Coronel 
Don  Julián  Caviedes,  pide  pcosión;  y  la  Diapeceión  General  infomia 
quo  lo  corresponde  medio  sueldo  por  la  Ley  rje  31  de  Octubre  de 
1868.  La  Contaduría  observa  que  para  obt<*ner  esta  pensión,  dobe 
probarse  lo  diapuesto  en  el  cap.  4  ^ »  art.  25  de  la  Ley,  que  es  coma 
sigue:  *S¿  la  mujer  tid  mUitar  tpiedme  viufla,  haUámlose  divorelada 
por  *tt  ciUpa,  en  virtud  de  sentencia  í/c  autoridad  competente,  na  teti- 
drá  derecho  ahj  mo  á  pemión,  ly  éífta  pusurn  á  qmen  por  est^i  Ley 
corresponda.^  Que  también  debe  probarse  lo  que  ordena  el  artw  4^, 
que  dice:     « El  derecho  á  pensión,  »e  pierde,  además  de  ¡as  camas  cf- 
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presadas,  1  **  por  vida  deshonesta,  2  ®  por  condenación  deshonrosa,  pro- 
nunciada por  Tribunales  competentes. '> 

Pasó  al  FiFcal  y  dijo: 

ExMO.  Señor: 

El  Fiscal  está  conforme  con  el  informe  de  la  Inspec- 
ción General,  y  en  cuanto  á  las  observaciones  que  hace 
la  Contaduría,  referentes  á  los  artículos  25  y  34  de  la  Ley 
de  la  materia,  tales  prescripciones  no  obligan  á  la  parte 
á  la  prueba,  sino  solo  en  caso  que  se  le  imputen  ó  que 
aparezcan  datos  ó  sospechas  en  el  espediente,  porque  la 
Ley  generalmente  no  exije  que  la  parte  salve  tales  incon- 
venientes previamente  para  pedir  ú  optar  á  la  pensión, 
sino  que  la  declara  causal  para  la  pérdida  de  su  derecho, 
y  por  consiguiente  no  es  ella  misma  que  debe  prevenir 
sino  defenderse,  cuando  sea  acusada  de  tales  defectos. 
Y  por  tales  razones,  opina  el  Fiscal  en  conformidad  con 
el  parecer  de  la  Inspección  General. — Buenos  Aires,  Oc- 
tubre 30  de  1865. — Ramón  Ferreira. 
En  17  de  Noviembre  volvió  al  Fiscal,  quien  agregó: 

ExMO.  Señor: 

Con  fecha  30  de  Octubre  ppdo.  el  Fiscal  dictaminó  en 
este  asunto  de  acuerdo  con  la  Inspección  General,  re- 
conociendo á  la  suplicante  su  derecho  á  pensión  de  viu- 
dedad con  arreglo  á  la  Ley  de  31  de  Octubre  de  1858, 
que  el  Congreso  elevó  á  la  categoría  de  Ley  Nacional; 
pero  habiéndose  sancionado  una  nueva  Ley  antes  que  V. 
E.  hubiese  dictado  una  resolución  en  este  asunto,  se  ha 
pedido  informe  á  la  Contaduría  y  un  nuevo  informe  al 
Fiscal,  con  arreglo  á  la  Ley  de  10  de  Setiembre  de  1865, 
que  es  l.i  que  hoy  rije. 

La  suplicante  tiene  derecho  á  pensión  de  viudedad,  se- 
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giin  el  inciso  1"  del  ariícah  20,  y  el  3"  del  articulo  21, 
pues  los  servicios  de  su  Uñado  esposo  esceden  de  30  años, 
y  en  consecuencia  la  pensión  que  le  corresponde  es  la 
de  la  mitad  del  sueldo.  Esta  la  opinión  del  que  suscribe, 
salvo  el  juicio  de  V.  E.^S\lüstiano  Za valia. 

fíesolución^ 

Dcparlaniento  de  Guerra  y  Marina* 

Buenos  Aires,  Diciembre  2  de  1S65.— Por  lo  espuesto 
por  la  Contaduría  y  el  Procurador  del  Tesoro,  se  con- 
cede u  la  viuda  del  Coronel  Don  Julián  Caviedes,  la  pen- 
sión de  la  mitad  del  sueldo  que  gozaba  su  finado  esposa. 
Con  arreglo  á  la  Ley  de  la  materia.  Vuelva  á  la  Con- 
taduría General  á  sus  efectos,  y  comuuíqiiese  á  quienes 
corresponda.— PAZ,— Julián  Martínez. 


Matilde  Da vantes,— solicita  pensión  comí  viuda  del  C^roiel 
Don    Alejandro  DanelL 

En  3  (le  Oitubre  de  18t»5,  Doña  Matilde  Davfttites  eoliciU  la  i>eii8Íuii 
que  le  corres j>oiiíl o  como  viuda  del  Coronel  Don  Alejandro  Dauell* 
Lb  luepección  Genera!  de  AriDOs  dijo  que  habiendo  justificado  la  re* 
cúrrente  su  lojitimo  matrimonio  y  au  cont  ib  nación  ei^  estado  de  viu- 
des,  y  conatandü  por  la  foja  de  servicios  del  Coronel  Danel!,  que  los 
liabia  prestnilo  durante  44  años,  la  consideraba  oou  derecho  á  la  mi* 
tad  del  sueldo  de  su  esposo,  en  eonfoniiidiid  al  Inciso  3  ^  del  Art.  2  ^ 
de  la  Ley  de  Hl  de  Octubre  de  18íj8,  siempre  que  residit^se  en  !a  Ke* 
piiblica  ó  tuviese  licencia  del  Gobienio  para  ausentarBC.  La  Con- 
taduría observó  que  habiéndüse  promulgado  recientemente  la  I^ey 
sobre  rensioiies  y  Retiros  Mili! are»,  y  disponiendo  en  su  cap,  4^» 
art.  25^  que  si  la  mujer  del  mililar  ijnediise  viuda,  bailándose  divor" 
ciada  jior  su  culpa,  no  tendría  dereebo  á  pensiou,  la  íntereBada  de 
bia  justificar  no  encontrflrse  romprentlida  en  esta  disposición. 

8a)vada8  éstaa,  pasa  al  Fiscal  quien  díctaminm  asi: 
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ExMO.  Señor: 

En  regla  general  las  viudas  que  se  crean  con  derecho 
á  pensión,  no  están  obligadas  á  probar  que  no  se  hallan 
comprendidas  en  la  disposición  del  art.  25  de  la  Ley  de 
la  materia;  pero  cuando  del  espediente  resultan  algunas 
circunstancias  que  establecen  presunciones  de  divorcio, 
es  indispensable  proceder  á  averiguar  si  ha  sido  ó  no  de- 
clarado por  sentencia  de  autoridad  competente  y  por 
culpa  de  quien. 

En  el  presente  caso  concurren  estas  circunstancias, 
pues  el  Coronel  Danell  residia  en  Buenos  Aires,  mientras 
que  su  esposa  permanecía  en  el  Estado  Oriental,  donde 
se  efectuó  su  matrimonio.  Aunque  ei  certificado  de  la 
Curia  de  esta  Capital  comprueba  que  en  ella  no  se  ha  pro- 
nunciado sentencia  alguna  de  divorcio  en  el  referido  ma- 
trimonio, es  indispensable  que  el  espediente  vuelva  á  la 
Inspección  General  para  que  por  su  conducto  se  haga  sa- 
ber á  la  viuda  del  Coronel  Danell  que  presente  un  cer- 
tificado de  la  Curia  de  Montevideo,  de  como  es  cierto  que 
no  ha  sido  legalmente  divorciada  y  por  culpa  suya. 

Por  lo  demás,  están  justificados  losestremos  de  la  Ley 
para  tener  derecho  á  pensión,  lejítimo  matrimonio,  viude- 
dad y  44  años  de  servicios  continuos,  lo  cual  con  arreglo 
al  inciso  1^  del  art.  20  y  3"*  del  21  de  la  Ley  vijente,  le  dá 
derecho  á  la  mitad  del  sueldo  de  su  finado  esposo. 

El  que  suscribe  es  de  opinión  que  presentado  el  certifica- 
do á  que  ha  hecho  referencia,  en  términos  satisfactorios, 
V.  E.  puede  conceder  sin  más  trámite  la  pensión  solicitada, 
salvo  el  juicio  de  V.  E.— Noviembre  27  de  1865.— Salus- 
TIANO  J.  Zavalia. 

Volvió  otra  vez  á  la  interesada  para  que  acompañase,  como  lo  hizo,  el 
oertifica/lo  de  la  Curia  Eclesiástica  de  Montevideo,  y  otra  vez  volvió 
al  Procurador  del  Tesoro  y  dijo: 
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ExMO.  Señor: 


Estando  suflcientemeDte  comprobados  todos  los  térmi- 
nos legales  para  tener  derecho  á  pensión,  como  el  que  sus- 
cribe lo  lia  reconocido  en  su  anterior  dictamen,  y  habién- 
dose llenado  también  satisfactoriamente  la  dilijencia  pedida 
para  desvanecer  las  presunciones  de  divurcio,  pues  con  el 
certiücado  de  la  Curia  de  Montevideo  y  el  de  la  de  esta  Ca- 
pital, no  queda  duda  alguna  de  que  no  se  ha  pronunciado 
sentencia  de  divorcio,  debe  reconocerse  y  mandarse  pagar 
á  la  viuda  del  Coronel  Danel!  la  pensión  que  solicita,  que 
debe  ser  la  mitad  del  sueldo  de  su  finado  esposo,  con  arreglo 
á  los  años  de  servicios  que  ha  comprobado  y  al  art.  20,  y 
al  3*"  del  art.  21  de  la  ley  vijente,  salvo  el  parecer  de  V.  E. 
— 'Enero  5  de  1866,— Salustiano  J.  Za valia. 

Resolución^ 

Departamento  de  Guerra  y  Marina. 

Buenos  Aires,  Enero  9  de  1866*— Acuérdase  á  Dona 
Matilde  Davantes,  viuda  del  Coronel  Don  Alejandro  Danell, 
la  pensión  de  la  mitad  del  sueldo  correspondiente  a  su 
finado  esposo  con  arreglo  a  lo  dipuesto  por  la  Ley  de  la 
materia;  y  pase  á  la  Contaduría  á  los  efectos  consiguien- 
tes,—FAZ. — Julián  Martinbz, 


José  de  Buschental,— cobra  intereses  en  un  cobro  de  2^000 
onzas  que  la  Mación  le  ha  reconocido. 


En  20  de  Octubre  de  1886,  Don  Diei^  üonzalea  dice  que  eatA  antomadu 
para  tú  cobro  de  2.000  onzas  dt^  «jro,  *jue  la  Xtifjión  ha  reconot^ido  co- 
mo lleuda  por  Decrete*  del  9  liel  niísnio,  «¿ue  liabiéndüse  presentado 
Don  José  de  Bii8í;hent¿il  á  reribír  estn  suma,  el  Lííjuidador  quisu  abo* 
narle  sin  el  uno  por  ciento  íjue  la  Ley  do  20  de  Octubre  dt;  18<J3  asi^^ 
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na  á  todos  los  créditos  que  tengan  interés  escrito,  como  sucede  en  el 
presente  caso,  y  por  eso  Ruschental  no  quiso  recibir  el  todo  de  dicha 
suma. 

Pasado  al  Procurador  del  Tesoro,  dijo  en  22  de  Noviembre: 

ExMO.  Señor: 

La  Ley  de  20  de  Octubre  de  1863  que  invoca  el  suplicante, 
solo  reconoce  el  interés  de  uno  por  ciento  á  los  Bonos,  Bi- 
lletes de  Tesorería  y  Libramientos  puestos  en  circulación 
antes  del  1^  de  Abril  de  1861,  que  tuviesen  interés  escrito. 

El  crédito  de  Don  José  de  Buschental  de  cuya  liquidación 
se  trata,  no  se  halla  en  ese  caso,  pues  es  posterior  al  1° 
de  Abril  de  1867,  y  no  consiste  en  Bonos,  Billetes  de  Te- 
sorería ni  en  Libramientos  legalmente  espedidos,  y  no  suje- 
tos á  revisión;  por  consiguiente  no  está  comprendido  en 
el  artículo  I"*  de  la  espresada  Ley. 

Las  demás  leyes  relativas  al  conocimiento  y  consoli- 
dación de  la  deuda  flotante  que  dejó  pendiente  el  Gobierno 
de  la  Confederación,  han  guardado  silencio  respecto  á  los 
intereses,  y  si  se  tiene  en  consideración  que  la  Ley  de 
20  de  Octubre  de  1863  ha  reducido  el  interés  de  la  deuda 
anterior  al  1°  de  Abril  de  1861,  que  se  ha  considerado  como 
privilejiada  é  hipotecaria,  por  cuanto  no  ha  sido  some- 
tida á  nuevo  examen,  y  estaban  afectos  á  su  pago  los  de- 
rechos adicionales,  no  puede  desconocerse  que  la  mente 
del  Congreso  al  dictarla,  ha  sido  no  reconocer  por  regla 
general,  intereses  á  la  deuda  notante  posterior  á  esa  fecha. 

En  el  presente  caso,  el  crédito  no  se  halla  revestido  de 
un  carácter  especial  que  induzca  á  apartarse  de  esta  regla, 
pues  al  contrario,  las  circunstancias  de  haberse  revalidado 
el  jiro  hecho  por  el  ex-Presidente  Derquí  á  favor  de  Don 
José  de  Buschental,  y  de  no  haberse  celebrado  un  contrato 
escriturado,  en  que  se  hubiesen  estipulado  intereses,  no 
arguyen  en  su  favor. 
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l^or  estas  consideraciones,  el  que  suscribe  es  de  opinión 
que  no  debe  hacerse  lugar  á  la  presente  solicitud,  salvo 
el  juicio  de  V.  E.— Salustíano  J,  Zavalia. 

Rcsoluvión — 

Departamento  de  Hacienda. 

Buenos  Aires,  Noviembre  30  de  1865— De  acuerdo  con  la 

opinión  del  Procurador  del  Tesoro^  no  ha  lugar  á  lo  que  se 
solicita,  y  archívese  en  Contaduría— PAZ.— L.  González, 


Catalina  Lamadridt— pide    pensión   como   viuda  del  Coronel 
Don  Bernardo  González. 

En  35  de  Octubre  de  18ti5,  Doña  Catalina  Lamadrid,  viuda  del  Coronel 
Don  Béniardo  González,  solicita  iMjnaióii.  Lh  Inapeccií'Vii  dice  que  el 
Coronel  Gonz:ilez  tenia  31  añoa,  8  meses  y  28  dirts  de  servicio  pero 
(jue  de  los  archivos  de  esa  Oficina  reauUa  que  este  Gefe  no  murió 
en  servicio  ni  en  esta  Provincia;  que  fué  dado  de  baja  en  1852»  lo 
que  da  solo  27  años^  3  meses^  25  días,  ud  teniendo  derecho  mas  que 
á  la  tercera  parte  del  sueldo  de  su  esposo.  La  Contaduría  agrega 
í]ue  tiene  derecho  á  ta  tercera  parte  del  sueldo  en  el  arma  de  infan- 
terifl^  etc. 

El  Procurador  del  Tesoro  opino  en  19  de  Mayo  de  186Ü  agí: 

ExMO.  Señor: 


La  suplicante  hajustificado  suficientemente  su  derecho 
á  pensión  como  viuda  del  Coronel  Don  Bernardo  González» 
y  en  caantu  al  cémputn  de  los  afios  de  servicios»  el  que 
suscribe  es  de  parecer,  que  es  arreglado  el  que  hace  la 
Inspección  General^  según  el  cual  solo  corresponde  á  una 
tercera  parte  del  sueldo  la  pensión,  pues  que  habiendo  per- 
tenecidu  el  causante  al  ejército  de  la  Provincia  de  Buenos 
Airesj  durante  el  Gobierno  de  Rosas,  y  fuá}  dado  de  baja 
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en  1852  sin  haber  sido  dado  de  alta  después,  ni  en  este 
ni  en  el  de  la  Confederación,  en  esa  fecha  termina  su 
servicio  efectivo.  Por  consiguiente,  con  arreglo  al  inciso 
2^  del  artículo  21  de  la  Ley  de  Pensiones,  V.  E.  debe 
acordar  la  pensión  solicitada,  solo  hasta  la  tercera  parte 
del  sueldo — Salusti\no  Za valia. 

Resolución — 

Departamento  de  Guerra  y  Marina. 

Buenos  Aires,  Marzo  21  de  1866— Con  lo  espuesto  por 
el  Procurador  del  Tesoro  y  Contaduría,  acuérdase  á  Doña 
Catalina  La  Madrid,  viudí  del  Coronel  Don  Bernardo 
González,  la  pensión  de  la  tercera  parte  del  sueldo  cor- 
respondiente al  empleo  de  su  finado  esposo,  con  arreglo 
á  lo  dispuesto  por  la  Ley  de  la  materia — PAZ— Julián 
Martínez. 


Carmen  Descalzo, — solicita  pensión  como  viuda  del  Capitán 
Don  Juan  José  Olleros. 

En  6  de  Noviembre  de  1865,  Doña  Carmen  Descalzo,  viud^  del  Capitán 
Don  Juan  José  Olleros,  solicita  la  pensión  que  le  corresponde,  pidien- 
do se  le  considere  á  su  esposo  como  Mayor.  La  Inspección  dice  que 
tiene  derecho,  por  la  Ley  de  23  de  Noviembre  de  1866. 

Pasado  al  Auditor,  informó  asi  en  28  de  Noviembre: 

ExMO.  Señor: 

Siendo  notorio  el  fallecimiento  del  Capitán  Olleros  á 
consecuencia  de  las  heridas  recibidas  en  la  batalla  del 
Yatay,  lo  que  además  consta  por  las  cartas  del  General 
en  Gefe  del  I***  Cuerpo  del  Ejército,  debe  V.  E.  reconocer 
á  favor  de  la  viuda  é  hijas  del  referido  Capitán,  la  pensión 
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de  la  mitad  del  sueldo  que  aquel  gozaba.  Es  la  que  íe 
corresponde  con  arreglo  al  artículo  21  de  la  Ley  dictada 
por  el  Coogresü  Nacional  en  23  de  Setiembre  ultimo^  pues 
el  malogrado  Capitán  Olleros  se  encuentra  comprendido 
en  los  casos  mencionados  en  el  artículo  20  de  la  misma  Ley. 
En  cuanto  á  la  petición  para  ser  considerado  Mayor, 
V.  E.  sabe  bien  que  el  desempeño  de  una  comisión  no 
confiere  el  empleo,  ni  produce  por  lo  tanto  derechos 
algunos  que  de  él  tengan  oríjen— Beccaii. 

El  Fiscal  dijo  lo  iiguiente: 

ExMO.  Señor  ; 

El  que  suscribe  está  de  acuerdo  en  todas  sus  partes, 
con  el  dictamen  que  precede  del  Señor  Auditor  de  Guer- 
ra, y  opina  que  en  virtud  de  estar  comprobados  los  es- 
tremos  déla  Ley,  el  matrimonio  lejítimo,  la  viudedad  y  la 
muerte  a  consecuencia  de  heridas  recibidas  en  función 
de  guerra,  V.  E.  debe  con  arreglo  al  inciso  1"^  del  arti- 
culo 20  y  al  3''  del  21,  conceder  ú  la  suplicante  la  pen- 
sión de  viudedad,  á  razón  de  la  mitad  del  sueldo  que 
gozaba  su  finado  esposo,  como  Copitan  de  Iníanteria, 
salvo  el  juicio  de  V.  E.— Buenos  Aires,  Diciembre  2  de 
1865— Salustiano  J,  Zwalia, 

Resolución — 

Departamento  de  Guerra  y  Marina. 

Buenos  Aires»  Diciembre  5  de  1865— Por  lo  espuesto 
por  la  Contaduría  General  y  el  Procurador  del  Tesoro, 
acuérdase  á  Doña  Carmen  Descalzo  la  pensión  de  la  mi- 
tad del  sueldo  coirespondiente  al  grado  de  su  linado  es- 
poso, el  Capitán  Don  Juan  J.  Olleros,  con  arreglo  á  la 
Ley  de  la  materia,  á  sus  efectos  vuelva  á  Contaduría  y 
comuniqúese,-  -FAZ.— Julián  Martínez. 
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La  sucesión  de  Don  Francisco  Antonio  Letamendi^ — solicita 
el  pago  de  fondos  suministrados  para  gastos  de  la  Re  - 
conquista. 

En  20  de  Noviembre  de  1865,  Don  Ignacio  Mejia,  en  representación  de 
la  sncesión  de  Don  Francisco  Antonio  Letamendi,  pide  el  pago  de 
13,600  pesos  facilitados  para  los  gastos  de  la  Reconquista  en  1806. 

En  Noviembre  2  de  1870  el  Procurador  del  Tesoro  dijo : 

ExMO.  Señor  : 

El  crédito  que  se  reclama  está  comprendido  en  el  ar- 
tícnlo  4P  del  Tratado  con  España,  Noviembre  7  de  1863. 
Los  documentos  que  se  presentan  son  dos  certificados 
del  General  Liniers. 

El  1°  en  su  carácter  de  Comandante  General  de  Ar- 
mas: el  2°  en  su  carácter  de  Virey,  Gobernador  etc.  Son 
documentos,  á  mi  juicio  admisibles,  con  arreglo  al  artí- 
culo citado.  Ellos  fueron  presentados  dentro  del  término 
señalado  por  la  Ley  de  31  de  Agosto  de  1868.  No  hay 
constancia  en  la  Contaduría  de  Córdoba,  de  haber  ingre- 
sado cantidad  alguna  procedente  de  Don  Francisco  Le- 
tamendi,  y  es  probable  que  en  la  Contaduría  de  esta  ciu- 
dad no  exista  la  entrada  de  las  sumas  á  que  se  refiere  el 
segundo  certificado  del  General  Liniers. 

Pero  no  puede  ser  esto  inconveniente  para  el  reconoci- 
miento: I''  porque  el  artículo  4°  no  exije  indispensable- 
mente para  la  comprobación,  los  asientos  de  las  Oficinas 
Públicas.  Admite  á  falta  de  estos,  ajustes  ó  certifica- 
ciones orijinales  de  autoridades  españolas;  y  son  certifi- 
caciones orijinííles  las  que  se  presentan;  2°  Porque  de  I  os 
certificados  del  General  Liniers  se  deduce  que  Letamendi 
hizo  esos  suplementos  en  épocas  de  grandes  trastornos, 
en  medio  de  los  esfuerzos  que  se  hicieron  para  la  recon- 
quista.    Y  es  posible  que  en  esos  momentos  no  funcio- 
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nasen  las  Oficinas  Públicas,  ó  funcionasen  irregularmente. 
La  duda  mas  atendible  es  si  fueron  ó  no  cubiertos  esos 
empréstitos.  E^muy  probable  que  no,  atendidas  las  ají- 
taciones  que  siguieron  al  año  1808. 

Pero  sobre  esie  punto,  creo  que  podrá  informar  la 
Contadtiría,  pues  debe  constar  en  sus  libros  si  se  han  pa- 
gado ó  nó  á  Don  Francisco  Letamendi,  las  cantidades 
que  aparecen  certificadas  ásu  favor.  Si  no  han  sido  cu- 
biertas, mi  opinión  es  que  deben  ser  reconocidas  y  abo- 
nada«j  como  lo  prescribe  el  articulo  4^  del  Tratado. 

Ahora  sobre  la  partfi  de  este  crédito  que  corresponde 
á  los  herederos  de  Letamendi;  y  la  que  toca  a  los  de  Sar- 
ratea,  no  creo  que  incumbe  á  V.  E.  decidir.  Esos  dere- 
chos deben  establecerse  entre  los  interesados,  ó  debatir- 
se entre  los  Tribunales.  V.  E.  si  estima  arregladas  estas 
opiniones,  puede  mandar  se  reconozca  y  liquide  el  cré- 
dito á  favor  de  Letamendi  y  Sarratea,  reteniendo  su  abono 
hasta  que  esa  cuestión  se  resuelva  en  la  forma  que  cor- 
responda—Bernardo  DE  IrIGOYEN. 

El  Proctiraítor  Fiscal  opinó  como  sijtjiie: 

Ex.MO.  Señor: 


1*^  Es  evidente  que  los  documentos  de  f.  1  y  2,  uo  son 
documentos  de  obligación,  ni  pueden  legal  mente  servir 
como  prueba  de  un  crédito.  Ellos  son  literalmente  cer- 
tificados del  celo  y  patriotismo  que  desplegó  en  1806,  Don 
Francisco  Antonio  Letamendij  para  promover  y  ayudar 
á  la  reconquista  de  Buen  )S  Aires,  dad)^  uno  y  dos  anos 
después  de  los  sucesos,  en  1807  y  1808,  como  un  título 
de  honor  personal  y  nada  mas. 

2^  Si  las  entregas  de  dinero  de  que  ellos  hablan,  fueron 
realmente  un  préstamo,  y  no  el  resultado  de  las  suscri- 
ciones  voluntarias,  con  que  contribuyeron  en  aquel  tiempo 
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todos  los  vecinos  de  Bueuos  Aires,  han  debido  darse  al 
acreedor  documentos  de  crédito  en  la  fecha  de  la  entrega, 
no  por  el  General  Liniers,  que  ninguna  intervención  tenia 
en  el  manejo  de  fondos,  sino  por  el  Cabildo,  que  era  la  úni- 
ca autoridad  existente,  estando  la  plaza  ocupada  por  los 
Ingleses.  El  Cabildo  fué  el  que  reunió  y  distribuyó  los 
fondos,  y  fué  el  que  pagó  luego  todos  los  créditos  con- 
traidos con  las  rentas  municipales,  sin  intervención  de  la 
Tesorería,  ó  de  las  Cajas  Reales,  como  se  les  llamaba 
entonces. 

3°  Como  los  documentos  presentados  no  son  documen- 
tos de  crédito,  no  se  esplica  en  ellos  á  quien  se  entrega- 
ron los  fondos,  ni  á  quien  pertenecían,  ni  las  condiciones 
de  la  entrega.  De  modo  que  se  ignora  quien  es  el  acree- 
dor, quien  el  deudor,  y  si  es  ó  nó  un  crédito  reembol- 
sable. 

4°  En  cuanto  al  acreedor,  los  documentos  solo  dicen 
que  la  entrega  se  hizo  en  sociedad  con  Don  Martin  de 
Sarratea;  y  los  herederos  de  esto  señor  dicen  que  siendo 
Letamendi  un  dependiente  de  Sarratea,  los  fondos  debian 
ser  esclusivamente  suyos,  y  que  si  hay  crédito,  les  perte- 
nece á  ellos.  Y  yo  digo  que  todas  las  entregas  de  di- 
nero que  en  esa  época  hizo  Sarratea  para  las  necesida- 
des públicas,  las  hizo  de  los  fondos  que  manejaba  de  la 
Compañía  de  Filipinas  por  la  parte  que  tenia  el  Rey  en 
esta  Compañia.  De  modo  que  si  en  este  caso  hubiera  un 
acreedor,  no  seria  el  dependiente  Letamendi,  ni  el  patrón 
Sarratea,  sino  el  Rey  de  España. 

Pero  no  siendo  documentos  de  obligación  legal  los  que 
se  han  presentado,  mi  dictamen  es  que  V.  E  no  haga  lu- 
gar á  la  reclamación  sin  mas  investigaciones,  por  ser 
inútiles.— Buenos  Aires,  Noviembre  26  de  1870. — Fran- 
cisco Pico. 
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fíewlucíón — 


Departamento  de  Relaciones  Esteriores. 

Buenos  Afires,  Mayo  16  de  1871,— Considerando  por 
una  parte: 

1''  Que  e!  Tratado  con  España  establece  perentoriamente 
que  serán  considerados  como  comprobantes  de  las  deu- 
das, amas  délos  asientos  de  los  libros  y  certificaciones 
orijinales  touos  los  documentos  que,  cualesquiera  que  sean 
sus  fechas,  hagan  fe  con  arreglo  á  los  principios  de  de- 
recho universalmente  admitido,  siempre  que  estén  firmados 
por  autoridades  Españolas  residentes  en  el  territorio. 

2°  Quede  esta  última  clase  es  el  documento  de  f.  1  de 
Mayo  27  de  1807,  por  la  suma  de  tres  mil  seiscientos  fuer- 
tes suministrados  por  Letamendi  con  cargo  de  reintegro 
según  su  propio  testo,  sm  que  haya  constancia  algima  de 
su  abono,  no  obstante  las  niinuciosas  investigaciones  que 
se  han  heclio,  ni  sean  suficientes  ¿rechazarlo  las  suposi- 
ciones del  Procurador  déla  Nación,  y  observaciones  con- 
tradictorias del  Archivero. 

Queda  reconocido  dicho  crédito,  debiendo  procederse 
por  la  Contaduría  d  su  liquidación  y  abono,  con  arreglo 
al  Tratado, 

Considerando  por  otra  parte:  1°  Que  el  documento  de 
f  2,  fecha  Diciembre  10  de  1808,  por  la  suma  du  diez  y 
siete  mil  fuertes,  de  los  que  se  donaron  siete  mil,  dice  su 
testo,  para  las  necesidades  públicas  estando  aun  sin  ha- 
bérsele satisfeclio  el  resto,  no  puede  colocarse  en  la  mis- 
ma clase  p  )r  no  estar  refrendado,  como  el  primero  por  el 
Secretario,  por  aparecer  de  la  mi^mi  relación  que  se  ha- 
ce en  aquel  que  si  Letamendi  suministro  la  mayor  parte, 
el  todo  fué  facilitado  por  ¿1»  y  otro  honrado  vecino,  que  no 
se  nombra,  y  por  establecer  solamente  el  firmante  Virey 
Liniers,  que  el  hecho  del  suministro  u  la  espedición,  le 
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consta  como  gefe  de  la  espedición,  y  lo  demás  por  otros 
conocimientos  especiales  de  su  actual  posición,  lo  que  quita 
al  documento  su  carácter  de  público  y  auténtico,  únicos 
comprendidos  en  el  Tratado. 

2**  Que  si  las  suposiciones  del  Procurador  de  la  Nación 
y  consideraciones  del  Archivero  déla  Provincia,  no  bas- 
tan á  destruir  la  obligación  simple  y  terminante  recono- 
cida al  final  del  documento  f.l,  ayudan  sinembargo  á  ha- 
cer sospechar  el  de  f.  2.  Declárase  inadmisible  por  ahora, 
hágase  saber  asi  á  los  interesados,  y  avísese  á  la  Lega- 
ción de  España.— SARMIENTO.— C.  Tejbdor. 

La  Contaduría  liquidó  este  crédito  por  6162  pesos,  91  c.  de  17  en  onza, 
y  recayó  la  siguiente: 

Resolución — 


Departamento  de  Relaciones  Esteriores. 

Buenos  Aires,  Mayo  27  de  1871.— Inscríbase  en  Fondos 
Públicos  de  la  Nación  del  6  p  %  de  renta  y  1  p  V« 
de  amortización,  á  favor  de  los  herederos  de  Don  Fran- 
cisco Letamendi,  la  cantidad  de  cinco  mil  ciento  cincuenta  y 
dos  pesos  fuertes,  noventa  y  un  centavos  plata  de  17  en 
onza.  Avísese  á  la  Legación  de  España,  tómese  razón  en 
la  Contaduría  y  entregúese  el  espediente  al  interesado  para 
que  pueda  ocurrirá  la  Junta  de  Crédito  Público.— SAR- 
MIENTO.—C.  Tejbdor. 


o 


Dictamen  del  Procurador  del  Tesoro^ — sobre  maderas  suje- 
tas al  pago  de  derechos  de  Eslingaje. 

ExMO.  Señor: 

Desde  que  las  Ordenanzas  de  Aduana  no  escluyen  la 

29 
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madera  del  pago  de  Eslingaje,  es  perfectamente  arreglado 
el  Decreto  de  20  de  Setiembre  de  1869  que  ordenó  se  co- 
brasCj  y  debe  mantenerse  también  por  las  consideraciones 
contenidas  en  el  informe  de  15  de  Setiembre.  En  cuanto 
al  periodo  corrido  desde  18G2  hasta  el  citado  Decreto,  re- 
sulta del  informe  del  Administrador  de  Rentas  que  no 
se  ha  cobrado  Eslingaje  por  las  razones  que  espone  el 
Contador  General  de  Aduana.  En  esta  parte  es  aten- 
dible la  solicitud  de  los  introductores.  Si  las  Oñcinas  Fis- 
cales no  han  creido  que  debían  cobrar  ese  derecho,  han 
podido  los  introductores  realizar  sus  negocios  con  pres- 
sindencia  de  ese  recargo,  y  no  sería  equitativo  venir  á  im- 
ponérselos hoy  sobre  operaciones  terminadas  hace  cinca 
ó  seis  años. 

Creo  por  lo  tantoycomo  la  Contaduría,  que  V.  E.  puede 
disponer  se  cobre  el  Eslingaje  pendiente,  desde  el  20  de 
Setiembre  del  año  1869.— Noviembre  15  de  1870*— Ber- 
nardo DE   Irigoyen. 
Se  adoptó  como  Reaolución  el  anterior  dictamen. 


Telésíora  Nuñez,  --pide  pensión  como  viuda  del  Capitán  Dan 

Teodoro    Flores, 


En  28  de  Diciembre  de  1865^  Doña  .Tuíma  E.  de  Delgado  á  nombre  de 
Bofia  Tdósfora  Nuñez,  viuda  del  Ca pitan  Don  Teodoro  Florea,  muerto 
en  la  Batalla  de  Pavón,  pide  pensión.  La  Inspección  dice  que  tiene 
derecho  á  la  mitad  del  aneldo  de  Capitán,  por  el  artículo  21,  inciao 
4^  de  la  Ley  de  23  de  ^Setiembre  de  1805.  Pero  la  Contaíluría  ob* 
eerva  que  estando  al  sentido  litoral  del  artículo  II  de  la  citada  Ley, 
no  tiene  tal  derecho,  pue^  ese  artículo  prescribe  que  aólo  loa  Gefe«  y 
Oficiales  que  al  presente  pertenezcan  al  Ejército  de  la  Nación,  podrán 
optar  al  dereclu»  de  pensión  ó  retiro,  y  que  habiendo  el  causante 
muerto  antea  de  dictarse  la  presente  Ta^iv,  parece  que  no  alcanza  á  la 
interesada  el  derecho  que  ella  acuerda,  ponjue  sólo  le  tendría  si  su 
esposo  estuviese  comprendido  en  el  artículo  12  de  la  inisnia. 

Pasado  al  Procurador  del  Tesoro,  dijo: 
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ExMO.  Sbñor: 

La  solicitante  no  tiene  personería  legal  en  este  asunto, 
pues  estando  prohibido  en  general  á  las  mujeres  represen- 
tar á  otro  en  juicio,  el  poder  otorgado  en  1857  no  es  vá- 
lido, y  aunque  lo  fuera,  después  del  tiempo  trascurrido, 
cerca  de  diez  años,  sería  prudente  dudar  de  sí  no  habia 
sido  revocado.  Por  consiguienie,  V.  E.  debe  ordenar  que 
se  presente  la  interesada  por  sí  misma  ó  por  medio  de 
apoderado  legalmente  nombrado,  para  poder  tomar  en 
consideración  su  solicitud;  salvo  el  parecer  de  V.  E. — 
Marzo  5  de  1866. — Salustiano  J.  Zavalia. 

Habiéndose  presentado  por  sí  misma,  el  Procurador  informó: 

ExMO  Sbñor: 

El  que  suscribe  es  de  distinto  parecer  que  la  Conta- 
duría en  cuanto  á  la  interpretación  de  la  Ley,  pues  el  ar- 
tículo 11  se  refiere  á  los  gefes  y  oficiales  vivos,  que  para 
optar  á  la  pensión  de  retiro,  deben  pertenecCi*  actualmente 
al  Ejército  y  contribuir  con  sus  erogaciones  á  la  formación 
del  Monte-Pío  Militar,  y  el  artículo  12  hace  escepción  en 
favor  de  los  militares  de  la  guerra  de  la  Independencia,  de 
la  del  Brasil  y  de  los  Ejércitos  Libertadores,  con  la  condi- 
ción de  incorporarse  al  ejército  dentro  de  un  año  de  la 
promulgación  de  la  Ley. 

Sin  embargo,  la  prueba  testimonial  que  se  ha  producido 
para  probar  la  muerte  del  Capitán  Flores,  solo  podia  ser 
suficiente  cuando  hubiese  sido  ordenada  por  V.  E.,  á  falta 
de  constancia  en  la  Inspección  General:  la  muerte  de  un 
Oficial  en  función  de  guerra,  sobre  todo  en  una  batalla 
tan  importante  como  la  de  Pavón,  ha  debido  constar  en 
los  partes  y  listas  de  muertos  de  la  jornada,  y  se  hace 
indispensable  que  este  espediente  vuelva  de  nuevo  á  la 
Inspección  para  que,  compulsando  esos  documentos,  infor- 
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me  si  el  Capitán  Flores  figura  en  ellos  como  muerto  en 
la  batalla.— Abril  4  de  1866.— Salustiano  J.  Zavalia. 

La  iDSpección  dice  que  en  ñu  Oficina  no  erísten  liatas  de  los  muertos  5' 
heridos  en  la  Batalla  de  Pavoo,  y  vuelve  al  miBiuo  Procurador,  que 
dice  aah 

ExMO.  Señor: 

No  existiendo  en  la  Inspección  General,  los  partes  de- 
tallados y  la  relación  de  los  Gefes  y  Oficiales  muertos  en 
la  Batalla  de  Pavón,  con  que  debió  comprobarse  la  muerte 
del  Capitán  Flores,  se  hace  necesario  admitir  la  prueba 
testimonial  á  que  ha  recurrido  la  interesada;  y  resultando 
de  ella  suficientemente  probado  el  hecho  de  que  su  cau- 
sante murió  combatiendo  en  aquella  función  de  guerra, 
V.  E.  debe  declararla  con  derecho  á  la  pensión  que  le 
corresponde  con  arreglo  al  artículo  21,  inciso  4"  de  la  Ley 
de  Pensiones  vijente,  pues  la  suplicante  ha  comprobado 
también  las  demás  condiciones  requeridas  por  la  Ley. — 
Abril  20  de  1866, — Zalüstiano  J.  Savalia. 

Resolucim — 

Departamento  de  Guerra  y  Marina. 

Buenos  Aires,  Abril  25  de  1866.— De  acuerdo  con  lo 
dictaminado  por  el  Procurador  del  Tesoro,  se  declara  con 
derecho  á  pensión  á  la  viuda  del  Capitán  Don  Teodoro 
Flores,  con  la  mitad  del  sueldo  de  su  clase,  con  arreglo 
á  la  Ley  de  la  materia.  Pase  á  la  Contaduría  á  sus  efec- 
tos y  avísese,  con  transcripción,  al  Procurador  del  Tesoro, 
— PAZ. — Julián  Martinez. 
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Saturnina  García  Fernandez, — pide  pensión  como  viuda  del 
Archivero  de  la  Inspección  General  de  Armas  Don  José 
Baliina. 


En  i  de  Enero  de  1866»  Doña  Satumma  García  Femandeí  solicita  pen- 
sión como  viuda  del  Archivero  de  la  Inspección  General  de  Armaa, 
Don  José  Baliina.  La  Inspección  dice  que  éste  había  sido  empleado 
por  mas  de  20  aílos  en  e«a  Repartición,  y  qne  había  deseni  pe  fiado 
varios  cargos  hasta  el  de  oficial  1®  en  comisión,  habiéndose  conducido 
oon  honradez  y  contracción,  y  que  la  enfermedad  que  ocasionó  au 
muerte,  la  contrajo  en  el  desempeño  de  sus  deberes,  por  lo  que  la 
considera  comprendida  en  el  caso  qae  sefiala  eí  art.  10  de  la  Ley  de 
23  de  Setiembre  de  1865^  para  loa  que  fallecen  á  consecuencia  deser- 
vicio militar  ordenado.  La  Contatlnria  informó  en  el  mismo  sentido, 
opinando  que  tenia  derecho  á  la  tercera  parte  del  sueldo. 

Pasado  al  Procurador  del  Tesoro,  éste  dictaminó: 
ExMO.  Señor: 


El  que  suscribe  siente  no  estar  de  acuerdo  con  los  in- 
formes que  preceden  de  la  Contaduría  y  de  la  Inspección 
Generalj  pues  el  artículo  10  de  la  Ley  de  Pensiones  vijen- 
te,  limita  la  concesión  de  pensión,  á  las  viudas  de  los  que 
sin  ser  militares,  estén  patentados  por  la  naturaleza  de  su 
empleo,  y  solo  en  casos  de  inutilidad  ó  muerte  á  conse- 
cuencia de  heridas  en  función  de  guerra  ó  de  servicio  mi- 
litar ordenado.  En  este  caso  el  empleo  es  civil  aunque 
puede  ser  servido  por  un  militar;  el  empleado  no  estaba 
patentado  como  militar,  y  por  último  no  consta  que  haya 
fallecido  a  consecuencia  de  heridas  recibidas  en  función  de 
guerra,  ni  de  servicio  militar  ordenado. 

Tales  son  las  razones  en  que  se  funda  el  que  suscribe 
para  creer  que  en  este  caso  no  hay  derecho  á  pensión;  sin- 
embargo,  atendiendo  á  la  situación  desgraciada  en  que  se 
encuentra  la  suplicante,  y  á  los  buenos  servicios  presta- 
dos por  su  finado  esposo,  V.  E.  puede  socorrerla  con  al- 
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gana  gracia.  Salvo  el  parecer  de  V.  E, — Enero  25  de  1866. 
— Salustíano  J,  Zavalia. 

Hesoluclón — 

Departamento  de  Guerra  y  Marina. 

Buenos  Aires^  Enero  27  de  1866,— En  atención  a  los 
largos  y  buenos  servicios  prestados  por  el  Oficial  de  la 
Inspección  General  de  Armas,  Don  José  Ballina,  y  de 
acuerdo  con  lo  dispuesto  por  la  Inspección  y  Contaduría, 
acuérdase  á  la  viuda  doña  Saturnina  Fernandez  de  Ba- 
llina, la  pensión  de  la  tercera  parte  del  sueldo  de  Sargento 
Mayor  en  la  arma  de  infantería;  hágase  saber  a  quienes 
corresponde,  y  vuelva  á  la  Contaduría  á  sus  efectos. — 
PAZ.— Julián  Martínez. 


Nieves  Gorvea  del  Rio,— pide  el  pago    de  40,000  pesos  por 

empréstitos. 

En  17  de  Febrero  de  186G,  Don  ioné  Hernández,  en  reprc^sentaeión  do 
Doña  Nieves  Gorvea  del  Kx\\  heredera  del  subdito  español  Dou  Ra- 
món Gorvea,  cobra  la  snnia  de  40,000  pesos  fuertes  j>or  emprésti- 
tos, ele. 

En  26  de  Abril  pESí>  al  Procurador  del  Teaoro,  }•  en  18  de  .Imxio  si- 
guiente dijo; 

ExMO.  Señor: 

El  Tratada  de  reconocimiento  y  amistad  celebrado  con 
la  Espafm,  habla  de  dorutncnlm,  al  hacer  refereucia  á  los 
comprobantes  de  las  deudas  que  las  partes  contratantes 
toman  á  su  cargo:  parece  pues  que  se  ha  querido  que  la 
prueba  sea  de  escritura  y  no  se  reputa  bastante  para  los 
efectos  del  Tratado  la  prueba  testimonial,  que  mediante 
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una  interpretación  equitativa,  solo  puede  servir  como  su- 
pletoria cuando  haya  por  lo  mismo  un  principio  de  prue- 
ba escrita.  La  presente  relación  no  se  apoya  en  documen- 
to alguno,  y  no  tiene  mas  comprobantes  que  una  informa- 
ción sumaria  de  testigos;  no  está  por  consiguiente  debi- 
damente comprobada  y  V.  E.  no  debe  hacer  lugar  á  ella, 
salvo  su  mas  ilustrado  parecer.— Francisco  Pico. 

Resolución — 

Departamento  de  Relaciones  Esteriores. 

Buenos  Aires,  Setiembre  23  de  1870. — Por  las  razones 
de  la  vista  anterior,  no  ha  lugar,  y  contéstese  lo  acordado 
al  Señor  Ministrode  España,  y  archívese.— SARMIENTO 
— C.  Tejedor. 


Estanislao    Ramos,— reclama    30,000  $  por   secuestros   y 
confiscaciones. 

En  1 7  de  Febrero  de  1886,  Don  José  Hernández,  en  representación  de 
Don  Estanislao  Ramos,  reclama  la  cantidad  de  30.000  ps.  fts.,  por 
secuestros  y  confiscaciones,  etc. 

Pasado  al  Procurador  del  Tesoro,  dijo  en  18  de  Junio: 

ExMO.  Señor: 

El  Tratado  de  amistad  y  reconocimiento  celebrado  con 
la  España,  habla  de  documentos  al  hacer  referencia  de 
los  comprobantes  de  las  deudas  que  las  partes  contra- 
tantes toman  á  su  cargo,  y  parece  que  no  se  ha  querido 
inhibir  la  prueba  testimonial,  como  prueba  principal,  y 
que  interpretando  equitativamente  el  Tratado,  solo  podrá 
admitirse  como  supletoria  cuando  haya  por  lo  monos  un 
principio  de  prueba  escrita.    La  presente  reclamación  no 
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se  apoya  en  documento  alguno,  y  se  presenta  como  único 
comprobante  una  información  sumaria  levantada  recien- 
temente de  hechos  pasados  hace  medio  siglo, y  deque  los 
testigos  no  tienen  conocimiento  propio,  sino  simplemente 
de  oídas. 

No  estando    pues   debidamente  comprobada,  V.  E.  no 
debe  hacer  lugar  á  ésta   reclamación,— Salustiano  Za- 

VALIA* 

En  18  de  Abril  dijf>  e!  Comisionado  Especial  qne  estando  señalados  en 
el  Tratado  con  España  loa  medios  de  prueba  admitidos  para  justifi- 
car las  reclamaciones,  no  está  entre  ellas  la  prueba  testimonial;  que 
en  las  reclamaciones  de  ciudadanos  argentinog  por  perjuicios  sufrido» 
en  la  guerra,  tampoco  se  admite  la  prueba  testimonial  por  los  abusos 
á  que  se  presta;  el  Comisionado  concluye  pidiendo  al  Gobierno  no 
haga  Ingar  á  esta  reclamación,  por  no  tener  el  reclamante  nin^nn  dO' 
cumonto  en  que  fundarla. 

£n  28  de  Junio  los  Comisionados  de  la  Deuda  Estrangera,  dijeron: 

ExMo.  Señor: 

Opinamos  como  el  Comisionado  Especial  y  el  Procu- 
rador del  Tesoro,  que  el  presente  reclamo  del  heredero 
de  Don  José  M.  Ramos,  debe  ser  desechado  por  no  venir 
revestido  de  la  forma  que  el  Tratado  requiere.  Toda  ve/* 
que  se  trata  de  comprobación  délos  créditos  rejidospop- 
aquella  Convención  se  determina  la  prueba  escrit?.  (artí- 
culo 4*'  y  6°)  como  la  única  admisible.  Entretanto,  la 
que  contiene  este  reclamo,  consiste  solamente  en  una 
moderna  información  de  testigos.  Así  pues»  nos  detene- 
mos en  esta  circunstancia  especial  para  aconsejar  el  re- 
chazo sin  entrar  á  la  inútil  discusión  sobre  el  fondo  del 
asunto,— Octavio  Gakrigos,— Eduardo  Carraüza. 

Resolución — 

Departamento  de  Relaciones  Esteriores. 
Buenes  Aires,  Octubre  25  de  1870.— Considerando:  Que 
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por  el  Tratado  con  España  no  se  admite  más  que  la 
prueba  escrita  en  las  confiscaciones  y  secuestros,  y  que 
el  presente  reclamo  se  ha  introducido  en  este  carácter. 
Se  declara  inadmisible,  hágase  saber  al  interesado,  ar- 
chivándose el  espediente,  y  comuniqúese  á  la  Legación 
de  España.— SARMIENTO.— Carlos  Tejbdor. 


Juana  J.  Borjes, — pide  el  traspaso  de  la  pensión  que  gozaba 
su  finada  madre  como  viuda  del  Capitán  Don  Ibalterio 
Borjes. 

En  20  de  Febrero  de  1866,  Doña  Juana  J.  Borjes  dice  que  habiendo 
fallecido  su  madre  Doña  Mercedes  Borjes,  pide  traspaso  de  la  pensión 
por  ser  la  única  heredera.  La  Oñcina  de  Pagos  agregó  que  Doña 
Mercedes  Obralla  gozaba  la  pensión  de  7  ps.  fts.  62  céntimos. 

Pasado  al  Procurador  del  Tesoro,  dijo  en  2  de  Junio  : 

ExMO.  SeñOR: 

La  fé  de  bautismo  de  la  suplicante  no  es  una  prueba 
suficiente  de  su  legítima  filiación,  y  menos  puede  serlo 
cuando  la  fé  de  matrimonio  que  corre  en  el  espediente 
agregado,  demuestra  su  falsedad  en  el  hecho  mismo  de  ser 
posterior  el  matrimonio  de  su  padre  á  su  nacimiento, 
pues  en  ese  caso  no  habria  sido  hija  legítima,  como  dice 
la  fé  de  bautismo,  sino  natural.  A  esto  se  agrega  que 
su  madre,  al  presentarse  en  1831,  pidiendo  pensión  como 
viuda  del  Capitán  Borjes,  presentó  como  á  sus  hijos  sólo 
á  Gabino  y  Mariano,  sin  hacer  mención  de  la  suplicante, 
y  á  favor  de  la  viuda  y  de  los  hijos  espresados,  cuya  fé 
de  bautismo  se  acompañaba^  fué  declarada  la  pensión. 
Y  finalmente,  la  notable  diferencia  entre  el  nombre  de  la 
madre  del  suplicante  y  de  la  viuda  del  Capitán  Borjes, 
viene  á  hacer  mas  dudosa  su  filiación. 
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Por  las  razones  espuestas,  opina  el  que  suscribe,  que 
no  se  debe  hacer  lugar  al  traspaso  de  la  pensión,  mien- 
tras la  suplicante  no  compruebe  satisfactoriamente  ser 
hija  legítima  ó  legitimada  por  subsiguiente  matrimonio, 
del  Capitán  Borjes.— Salüstuno  J.  Zavalia, 

Habiendo  dicho  la  interesada  que  la  fé  de  bautismo  que  corre  en 
este  eapediente,  espresa  que  es  hija  legítima  del  Sürí?ento  Mayor  Bor- 
jes,  volvió  lil  Procurador  dtíl  Tesoro,  y  dijo  en  24  de  Julio ; 

ExMo:  Señor: 

El  que  suscribe  insiste  en  su  anterior  dictamen;  las  ra- 
zones aducidas  por  la  suplicante  son  inconducentes,  pues 
la  fe  de  bautismo  no  prueba  su  legítima  lilliación:  1*^  por 
la  falsedad  manifiesta  que  ella  contiene,  al  espresar  que  la 
bautizada  era  hija  legítima  del  Capitán  Borjes  que  toda- 
vía no  era  casado,  y  2^'  porque  cuando  la  madre  de  la  su- 
plicante manifestó  los  nombres  de  los  hijos  del  Capitán 
Borjes,  solicitando  pensión  para  sí  y  para  éstos,  no  men- 
cionó el  nombre  de  esta  hija;  por  consiguiente,  no  está 
probado  que  sea  hija  legitima  por  subsiguiente  matrimo* 
nio,  como  lo  pretende,  á  lo  cual  se  agrega  que  no  ha 
esplicado  la  notable  diferencia  de  su  apellido  Obrallacon 
el  de  Obrain,  de  la  anterior  pensionista. — Salustiano 
J,  Zavalia* 

La  interewida  acreditó  su  legitimidad  con  una  información,  y  volvi»^  al 
Procurador  del  Tesoro,  quien  dijo  en  2  de  Octubre: 

ExMO.  Señor: 

Por  el  documento  de  I  14,  en  1828  la  fé  de  bautismo 
de  la  Señora  solicitante  Doña  Juana  Borjes,  resulta  que 
es  hija  natural  de  los  padres  Don  I balterio  Borjes  y  Doña 
Mercedes  Obrain,  y  que  fué  legitimada  por  el  subsiguiente 
matrimonio  de  dichos  padres  en  1830,  según  el  documento 
de  1.  5.    Aunque  hay  una  variación  en  el  nombre  del  pa- 
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dre  en  los  documentos,  unas  veces  Ibalterio  y  otras  Bal- 
tasar, está  probado  suficientemente  que  es  el  mismo  in- 
dividuo que  tal  vez  tendría  los  dos  nombres,  y  lo  mismo 
sucede  respecto  al  apellido  de  la  madre,  que  aparece  es- 
crito de  tres  modos,  Obrain,  Obralla  y  Obraya,  pero  es- 
to debe  ser  error  de  escritura,  como  sucede  con  los  nom- 
bres estrangeros. 

También  está  justificado  que  la  solicitante  ha  perma- 
necido soltera  hasta  ahora,  y  aunque  existiesen  sus  her- 
manos varones,  siendo  mayores  de  edad,  conservándose 
soltera,  según  la  Ley  de  la  materia,  y  siendo  ella  llamada 
por  la  Ley,  no  existiendo  !a  esposa  viuda,  opina  el  Fiscal 
que  tiene  derecho  á  la  pensión  militar  que  le  corresponde. 
— Ramón  Ferreira. 
La  Contaduría  en  6  de  Octubre  opinó  lo  mismo. 

Resolución — 

Departamento  de  Guerra  y  Marina. 

Buenos  Aires,  Octubre  12  de  1866.— De  acuerdo  con  lo  es- 
puesto por  el  Procurador  del  Tesoro  y  Contaduría,  declárase 
transferida  á  favor  de  Doña  Juana  Borjes  la  pensión  de 
que  gozaba  su  finada  madre  Doña  Mercedes  Obrain,  á 
sus  efectos  vuelva  á  la  Contaduría  y  hágase  saber. — PAZ. 
— Julián  Martínez. 


Saturnino  Martínez  de  San  Miguel  por  si  y  sus  hermanas, — 
reclaman  una  cantidad  por  préstamos  forzosos  impuestos 
por  el  Gobierno  de  Salta. 

En  1  ®  de  Marzo  de  1866,  Don  Saturnino  Martínez  de  San  Miguel,  por 
BÍ  y  8U8  hermanas  Doña  Tomasa  y  Doña  Magdalena  San  Miguel,  re- 
claman la  cantidad  de  10,354  pesos  45  c.  por  préstamos  forzosos,  im- 
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por  el  Gobierno  de  SalU^  á  cu  padre  Don  Antonio  ^lartinez 
de  8an  Miguel,  subdito  eapañoL  En  Marzo  17  de  1B66,  el  Comiaiona' 
do  informó  que  estando  juatilicado  este  reclamo  con  loe  asientos  de 
los  libros  de  cuentas  de  Salta,  que  es  uno  de  los  medios  de  prueba 
que  señala  el  Tratado,  debe  reconoceríe  y  pagarse.  Que  el  pago  de 
réditos  no  lo  autoriza  el  Tratado,  por  lo  que  no  debe  hacerse,  sino 
del  capital  liquido,  que  son  *2,663  pesos  fuertes. 

En  23  de  Junio  dijo  el  Procurador  del  Tesoro: 

ExMo.  Señor: 

El  presente  reclamo  procede  de  empréstitos  forzosos 
hechos  á  autoridades  de  la  República  por  el  subdito  es- 
pañol Don  Antonio  Martínez  de  San  Miguel,  durante  la 
guerra  de  la  Independencia.  Se  halla  ddbidanaente  com- 
probado por  los  asientos  de  los  libros  de  cuentas  de  la 
Provincia  de  Salta  y  se  halla  bien  justificada  la  persone- 
ría de  los  reclamantes,  Sinembargo,  la  suma  prestada 
asciende  solo  á  dos  mil  seiscientos  sesenta  y  tres  pesos 
(2,663)  y  de  ella  debe  deducirse  la  partida  de  doscientos 
pesos  de  fecha  5  de  Agosto  de  1812,  época  en  que  las 
armas  españolas  ocuparon  la  Ciudad  de  Salta,  y  las  par- 
tidas de  31  de  Enero  de  1816,  de  600  pesos,  que  fué 
pagada,  la  de  100  pesos  de  Abril  30  de  1818,  y  la  de  200 
pesos  de  Abril  18  de  1819,  que  han  sido  libradas  para  su 
pago  y  que  tienen  la  presunción  legal  de  haber  sido  paga- 
das» mientras  no  se  presenten  impagos  los  jiros*  La  su- 
ma que  debe  pagarse,  deducidas  estas  cantidades,  es  la 
de  1763  pesos  sin  interés  alguno,  pues  el  Tratado  escluye 
toda  pretención  sobre  intereses. — Salustiano  J.  Zavalia^ 

La  Coimaión  de  la  Deuda  Extranjera,  en  6  de  Julio  dijo: 

ExMO.  Señor: 


El  testimonio  que  obra  de  foias  3  á  6  de  los  asientos 
de  los  libros  de  la  Provincia  de  Salta,  demuestra  que 
Don  Antonio  Martinez  de  San  Miguel,  es  acreedor  á  la 
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cantidad  de  2663  pesos  plata,  proveniente  de  empréstitos 
y  contribuciones  que  le  impuso  la  autoridad  en  los  aiios 
1812  á  1820.  La  época,  procedencia  y  justificación,  lo 
comprenden  a!  reclamo  en  los  términos  del  Tratado. 

El  Procurador  del  Tesoro  indica  como  razón  que  de- 
be descontarse  del  pago  la  partida  de  200  pesos  en  5  de 
Agosto  de  1812,  porque  en  esa  época  las  armas  españo- 
las ocupaban  la  Ciudad  de  Salta.  Tiene  que  incluirse  en 
ese  descuento  la  partida  de  300  pesos,  en  12  de  Mayo 
de  1812,  que  cae  bajo  la  misma  observación.  Estas  son 
obligaciones  del  Gobierno  Español,  que  no  están  á  cargo 
del  Gobierno  Argentino  por  haber  sido  contraidas  des- 
pués del  25  de  Mayo  de  1810,  También  se  pasa  la  par- 
tida de  600  pesos  en  31  de  Enero  de  1816,  que  fué  paga- 
da. En  efecto,  el  documento  que  comprueba  esta  partida, 
tiene  la  anotación  de  pago,  y  creemos  que  no  debe  ad- 
mitirse. Entonces  el  crédito  queda  limitado  á  1563  pesos 
plata. 

Las  otras  deducciones  que  indica  el  mismo  funcionario, 
no  tienen  igual  fuerza,  pues  aunque  fuesen  libradas  para 
su  abono,  la  escepción  do  pago  correspode  probarse  por 
el  deudor  y  no  por  el  acreedor.  A  este  respecto,  podria 
el  Comisionado  Especial  verificar  en  los  libros,  la  acerta- 
da inspección  que  ha  hecho  en  negocios  análogos.  No 
obstante  lo  espuesto,  debemos  prevenir  que  la  viuda  y 
herederos  de  San  Miguel  son  ciudadanos  argentinos;  y 
que  de  consiguiente»  no  ofrece  el  reclamo  la  continuidad 
y  actualidad  Española  que  es  requerida  según  nuestras 
instituciones. — Eduardo  Carranza. — Octavio  Garrióos. 

En  2  de  Marzo  de  1867,  el  Comisionado  especial  dijo ; 

EXMO.  Señor: 


La  cantidad  que  se  reclama  por  Don   Saturnino  San 
Miguel  y  sus  hermanas,  no  procediendo  como  no  procede 
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de  confiscaciones  ó  sucuestros,  no  es  deuda  de  las  que 
el  Tratado  con  España  impone  la  obligación  de  pagar- 
Podrá  ser  muy  fundado  el  reclamo,  mas  no  puede  apo- 
yarse en  el  Tratado.  Este  es  el  juicio  del  Comisionado, 
salvo  el  superior  de  V.  E. — Domingo  de  Oro. 

PAsndo  al  Procurfulor  General,  dijo  en  lí>  de  Diciembre  de  1871: 
ExMO.  SeiIoh: 

El  reclamo  hecho  á  nombre  de  los  hijos  del  español 
Don  Antonio  M.  San  Miguel,  no  viene  debidamente  jus- 
tificado. 

Los  únicosdocumentos  que  se  presentan,  son  losasien- 
tos  del  libro  de  Tesorería  de  Salta,  en  que  consta  que  San 
Miguel  entregó  por  empréstito  forzoso  á  las  autoridades 
patrias,  hasta  la  cantidad  de  2163  pesos.  Pero  por  estas 
cantidades  se  daba  á  los  prestamistas  documentos  de 
crédito  en  forma  de  libranzas,  contra  el  General  Belgra- 
no,  6  contra  la  Tesorería  de  Buenos  Aires,  las  cuales  ó 
so  cubrian  por  los  jirados,  ó  eran  recibidas  en  pago  de 
derechos  de  Aduana,  ó  finahnente,  fueron  chanceladas  en 
la  consolidación  de  la  deuda  de  1822.  En  los  libros  de 
la  Tesororfrt  de  Salta  solo  consta  que  fuera  pagada  una 
líbran/.apor6ÜO  pesos.  Pero  las  demás  no  se  presentan, 
lo  que  hace  creer  que  han  sido  igualmente  cubiertas.  Sien- 
do estos  los  únicos  justificativos  del  crédito,  el  no  puede 
pagarse,  ^i  no  se  presentan. 

Aqui  no  es  aplicable  la  doctrina  sentada  por  la  Comi- 
sión de  la  Deudu  de  que  al  deudor  toca  probar  la  escepcíón 
de  pago,  porque  cuando  el  acreedor  no  presenta  el  docu- 
mento justificativo  de  su  crédito,  no  se  necesitan  excep- 
ciones para  rechazar  su  demanda. 

Mi  dictamen  por  consiguiente,  es  que  V,  E.  no  haga 
lugar  á  este  reclamo  por  falta  de  justificación  debidat^ — 
FiiANcisco  Pico. 


Resolución — 

artamento  de  Relaciones  Esteriores. 

•uenos  Aires,  Enero  3  de    1872.— En   vista  de  lo  es- 
iSto  por  el  Señor  Procurador  General  de  la  Nación,  no 
lugar  por  ahora  al  pago  que  se  solicita.— SARMIENTO. 
C.  Tejedor. 


Joan  Manuel  Ubierna^ —solicita  su  retiro  á  Inválidos. 

£n  14  de  Marzo  de  1866,  Don  Juan  Manuel  Ubiema,  Teniente  Coronel 
de  Caballería  de  línea,  habiendo  entrado  á  servir  desde  el  año  20, 
pide  por  tener  60  y  tantos  años  de  edad,  y  mas  de  40  de  servicios, 
su  retiro  á  Inválidos  con  medio  sueldo  que  la  Ley  le  acuerda. 

En  29  de  Marzo  de  1867,  dijo  el  Procurador  del  Tesoro : 

ExMo.  Señor  : 

Resultando  del  mérito  de  autos  justificado  que  la  foja 
de  servicios  del  Teniente  Coronel,  Don  Manuel  Ubierna 
pasa  de  30  años  y  su  edad  de  60,  se  halla  en  el  caso  de  la 
Ley  de  la  materia,  para  incorporarse  al  Cuerpo  de  Invá- 
lidos, con  el  goce  de  la  mitad  de  su  sueldo  correspon- 
diente, en  conformidad  con  los  informes  de  la  Inspección 
General  y  Contaduría,  etc. — Ramón  Ferreira. 

En  1®  de  Abril  de  1867,  el  Poder  Ejecutivo  acordó  de  conformidad 
con  el  medio  sueldo. 

En  26  de  Diciembre  de  1868  dijo  el  interesado,  que  por  Ley  de  14 
de  Setiembre  se  acuerda  el  sueldo  íntegro  de  su  clase,  á  los  inváli- 
dos de  la  Batalla  de  Ituzaingó,  y  que  siendo  él  uno  de  los  favore- 
cidos por  la  Ley,  pide  se  le  conceda  aquel  sueldo,  etc. 

Pasado  al  Procurador  del  Tesoro,  dijo  en  28  de  Mayo  de  1869: 

ExMO.  Señor: 
De  los  informes  producidos  en  este  espediente,  consta 
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que  el  Alférez  Ubierna  servia  en  el  Rejiraiento  núm,  2  de 
Caballería  en  la  campana  contra  el  Brasil  en  1826;  y  que 
en  una  operación  dirijida  sobre  el  enemigo  en  el  mismo 
arlo,  la  cual  tuvo  un  resultado  desastroso  para  nuestras 
fuerzas,  aquel  oficial  fué  hecho  prisioneroj  en  cuya  coq- 
dición  permaneció  hasta  después  de  terminada  la  guerra- 

El  Señor  Ubierna  afirma  que  en  el  combate  en  que  ca- 
yó prisionero,  recibió  una  herida  que  ha  causado  su  in- 
validez, lo  cual,  según  mí  juicio,  se  halla  también  justifi- 
cado por  las  constancias  del  espediente.  El  hecho  de  la 
herida  recibida  se  comprueba:  1^  por  la  cicatriz  que  en^ 
sena  en  su  cuerpo  y  á  cerca  de  cuya  existencia  certifica  el 
cirujano  nombrado  al  efecto:  á*'  por  lo  sangriento  del  com- 
bate en  que  asegura  le  fué  causada,  lo  cual  por  otra  parte 
es  mas  que  verosimii,  si  se  atiende  á  que  dos  de  los  cua- 
tro oficiales  y  gran  número  de  individuos  de  tropa,  que- 
daron sobre  el  campo  de  batalla:  3^  por  el  testimonio 
uniforme  del  Coronel  Boedo  y  del  Ayudante  Mayor  Cas- 
tellanos, quienes  declaran  que  los  que  escaparon  en  el 
mencionado  combate,  que  eran  los  únicos  que  estaban  en 
aptitud  de  dar  noticias  verídicas  al  respecto,  aseguraban 
que  el  oficial  Ubierna  habia  quedado  herido  y  prisionero. 

En  cuanto  á  la  gravedad  y  á  las  consecuencias  ulterio- 
res de  la  misma  herida,  es  indudable  que  ella  ha  causado 
ó  ha  contribuido  en  gran  parte  cuando  raenos,  á  la  actual 
¡Dutilidad  del  Jefe  recurrente. 

Es  verdad  que  el  informe  facultativo  atribuye  este  estado 
á  la  concurrencia  de  una  enfermedad  constitucional;  pero 
de  todas  maneras,  la  herida  aparece  como  la  ocasión  del 
mal  qutí  produce  la  invalidez,  aunque  su  gravedad  resulte 
hasta  cierto  punto  de  algún  vicio  de  constitución  en  el  que 
la  recibió. 

Por  estas  consideraciones  y  teniendo  en  vista  que  las 
leyes  dictadas  en  favor  de  antiguos  servidores  de  la  patria 
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y  destinadas  á  asegurarles  e!  goce  de  beneficios  á  que  son 
muy  acreedores,  debe  interpretarse  con  amplitud  generosa 
y  de  manera  que  por  deficiencias  accidentales  y  sobre  pun- 
tos accesorios,  no  sean  frustrados  ios  derechos  que  tienen 
conquistados  con  su  sangre;  soy  de  dictamen  que  V.  E. 
se  sirva  declarar  comprendido  al  Teniente  Coronel  Ubier- 
na  en  la  Ley  de  14  de  Agosto  de  1868,  y  con  opción  al 
goce  del  sueldo  en  los  términos  que  ella  determina.— José 
M.  UaiBuau. 

En  8  de  Junio  de  1869,  dijo  el  Procurador  General: 

ExMO.  Señor: 

El  Teniente  Coronel  Don  Juan  Manuel  Ubierna  tiene 
ya  su  pensión  de  retiro,  que  es  la  única  que  le  correspon- 
de por  la  Ley.  Su  nueva  pretensión  de  que  se  le  asigne 
el  sueldo  íntegro  de  su  clase  por  haber  quedado  inutilizado 
para  el  servicio  á  consecuencia  de  una  herida  que  dice 
recibió  en  la  guerra  del  Brasil,  carece  de  todo  funda- 
mento. 

Si  fuera  cierto  que  recibió  tal  herida,  lo  que  no  esta 
debidamente  probado,  y  que  por  ella  quedara  inutilizado, 
le  correspondería  una  pensión  equivalente  al  sueldo  de 
Alférez,  que  era  el  grado  que  tenia  en  aquella  época,  la 
que  sería  muy  inferior  á  la  que  hoy  disfruta.  Pero  es  eviden- 
temente falso  que  quedara  inutilizado  por  aquella  herida 
y  la  prueba  es  que  ha  hecho  varias  campañas  después  de 
aquella  época,  y  adquirido  ascensos  hasta  el  grado  de  Te- 
niente Coronel.  Un  inválido  verdadero  no  puede  hacer 
camp'iñas  ni  ascender.  El  informe  también  del  cirujano 
dice  que  la  enfermedad  que  tiene  es  ser  varicoso  en  las 
piernas,  lo  que  quiere  decir  que  sufre  una  dilatación  de  las 
venas,  enfermedad  que  nunca  proviene  de  heridas. 

Por  lo  cual  considero  que  este  Gefe  no  se  halla  en  el 
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caso   de  la  Ley  de   14  de  Agosto  de  1868,  y  que  V,  E. 
nodebehacf^r  lugar  á  su  solicitud»— Francisco  Pico. 

Resolifciún — 

Departamento  de  Guerra  y  Marina. 

Buenos  Aires,  Junio  11  de  1869. — De  conformidad  con  el 
Procurador.  No  ha  lugar.— SARMIENTO.— M,  de  Gainza. 


Elena  Eyros,- pide  el  pago  de  contribuciones  extraordinarias. 

Eu  22  de  Míirxo  de  iH^ir»,  Doña  Elena  Eyros,  lejítiüía  lierederu  del  sub- 
dito ef5píifiol  Don  Vicente  Eyros,  en  virtud  del  art.  !)^  del  Tmtailo 
ron  Esipüfm,  nobríi  el  puíio  de  las  contribuciones  estraonlmarias  que 
imgíi  BU  i>iulre  desde  18t2  á  1821. 

Pasadlo  al  Procurador  General,  dijo  en  17  de  Mar^a  de  ISftÜ: 

ExMo.  Senob: 

El  artícub  5*^  del  Tratado  con  España  solo  impuso  á 
la  República  la  obligación  de  devolver  los  bienes  que  fue- 
ron con/isc(((fOr^  á  los  españoles  durante  la  guerra,  en  vir- 
tud de  derecho  de  beüjerantes.  En  él  no  se  habla,  ni 
podia  hablarse  de  empréstitos  y  contribuciones  que  son 
cosas  muy  distintus. 

De  todos  los  documentos  que  presenta  Doña  Elena  Eyros 
para  justificar  su  reclamo,  solo  el  último  por  156  pesos 
representan  una  partida  rejida  por  el  Trntado;  porque  es 
la  confiscación  de  aquella  suma  que  Eyros  debía  á  co- 
merciantes de  España,  pero  este  crédito  no  pertenece  á 
la  heredera  de  Eyn:>s,  sino  á  los  comerciantes  españoles 
que  eran  sus  verdaderos  dueños,  y  á  quienes  se  hizo  la 
conñseaeión.  Los  documentos  representan  lo  que  Eyros 
dio  para  alimentar  á  los  prisioneros  de  su  Nación,  y  !o 
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que  pagó  por  contribuciones  ordinarias  y  estraordinarias, 
desde  un  derecho  de  Alcabala  hasta  la  cuota  que  le 
cupo  en  el  empedrado  de  una  calle.  Nada  de  esto  re- 
presenta en  mi  concepto,  crédito  de  ningún  género.  Pero 
si  hubiera  algunas  contribuciones  que  se  exijieran  con 
cargo  de  devolución  y  como  empréstitos,  siempre  será 
evidente  que  ellas  no  están  incluidas  en  el  Tratado  que 
solo  habla  de  confiscaciones  hechas  para  no  devolverse. 
Mi  dictamen  es,  pues,  qne  V.  E.  no  haga  lugar  á  este 
redamo.  Pero  en  vista  de  la  facilidad  con  que  las  comi- 
siones de  la  deuda  han  admitido  este  crédito  y  otros  de 
igual  especie,  no  podrá  V.  E.  dejar  de  comprender  la  ne- 
cesidad de  esplicar  á  esas  comisiones  cual  es  el  verdadero 
sentido  del  Tratado,  y  cuales  son  los  créditos  comprendi- 
dos en  él,  sobre  lo  cual  V.  E.  resolverá  lo  mas  conve- 
niente.—Francisco  Pico. 

En  29  de  Agosto  de  1871  volvió  al  Procurador  General,  y  en  19  de  Di 
ciembre   del  mismo  año,  dijo  lo  siguiente: 

ExMO.  Ebñor: 

En  mi  dictamen  de  11  de  Marzo  de  1869  ya  dije  á  V.  E. 
que  ninguno  délos  documentos  presentados  para  apoyar 
este  reclamo  representaba  un  crédito  que  debiera  pagar- 
se á  los  herederos  de  Don  Vicente  Eyros,  y  después  de 
la  Ley  de  22  de  Setiembre  de  1870  no  han  mejorado  de 
carácter;  porque  ninguno  de  ellos  representa  un  emprés- 
tito forzoso  de  los  que  se  exijian  solo  álos  españoles  por 
su  calidad  de  tales.  Para  mayor  claridad,  analizaré  su 
orijen. 

El  primero  de  f.  7  es  una  confiscación  hecha  por  el 
Gobierno  de  156  pesos  que  Eyros  tenia  en  su  poder, 
pertenecientes  á  españoles  residentes  en  España.  Esto 
no  pertence  á  los  herederos  de  aquel. 

El  de  f.  8  es  el  pago  de  la  contribución   de  Alcabala 
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pagada  al  Cansulado,  el  de  f.  9  es  la  cuDta  que  le  cor- 
respondió pagar  por  el  empedrado  de  la  Recoba. 

Los  once  uUimos  documentos  que  no  están  foliados, 
son  una  contribución,  primero  de  4  y  después  de  dos  pe- 
sos mensuales  que  se  impuso  á  los  españoles  para  ali- 
mentar á  sus  paisanos  prisioneros  en  Montevideo,  que  se 
hallaban  en  los  depósitos  de  las  Bruscas  ó  Santa  Btena 
y  Chascomus,  Esto,  lejos  de  ser  un  empréstito,  era  dar- 
les ocasión  de  cumplir  una  obligacian  moral  que  tenían^ 
y  pues  que  el  Gobierno  Español  no  se  acordaba  de  ellos 

Los  demás  documentos  se  refiepen  á  una  contribución 
directa  que  se  impuso  á  todo  el  comercio  sin  distinción 
de  nacionalidades,  repartida  y  recolectada  por  el  Con- 
sulado, y  que  consistía  en  una  pequeña  cantidad  mensual. 
Alguna  vez  se  llamó  extraordinaria,  porque  en  aquella 
época  los  habitantes  de  Buenos  Aires  no  pagaban  con- 
contribución alguna,  y  solo  los  derechos  de  Aduana  era 
la  contribución  ordinaria,  con  la  Alcabala  y  los  diezmos. 

¿Se  puede  dar  á  esta  contribución  el  carácter  de  exa- 
ción ó  empréstito  forzoso?  De  ningún  modo,  porquts  era 
general  sobre  todo  el  comercio  y  no  se  imponía  en  fora 
ma  de  empréstito. 

Asi  pues,  ni  en  el  Tratado,  ni  en  la  Ley  de  Setiembre 
están  incluidos  estos  documentos;  y  por  consiguiente  mi 
dictamen  es  que  V.  E.  no  haga  lugar  al  reclamo* — Fran- 
cisco Pico. 

Resolución — 


Departamento  de  Relaciones  Esteriores. 

Buenos  Aires,  Enero  10  de  1872. 

Considerando  : 

1**  Que  el  Tratado  con  España  sólo  habla  en  su  artí- 
culo 5°  de  secuestros  y  contiscaciones,  y  la  Ley   de   22 
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de  Setiembre  de  1870  de  préstamos  forzosos  impuestos  á 
los  Españoles  por  su  calidad  de  tales. 

2°  Que  la  confiscación  que  espresa  el  documento  de  f. 
7,  si  bien  fué  impuesto  á  Eyros,  no  recayó  sobre  sus 
bienes,  por  lo  que  sus  herederos  no  tienen  derecho  á  co- 
brar su  importe. 

3°  Que  los  de  f.  8  y  51  se  refieren  á  contribuciones  que 
se  imponían  á  iodos  los  habitantes  del  país  sin  distin- 
ción de  nacionalidad. 

4°  Que  solólos  11  últimos documentoss están  compren- 
didos en  la  Ley  de  Setiembre  mencionada,  porque  las 
cantidades  que  ellas  espresan  fueron  contribuciones  im- 
puestas esclusivamente  á  los  Españoles. 

No  ha  lugar  al  pago  de  los  documentos  de  f.  7  y  51, 
y  se  declara  comprendida  en  el  Tratado  de  España  la 
cantidad  qne  se  cobra  por  los  once  últimos.  Pase  este 
espediente  á  la  Contaduría  para  la  liquidación  correspon- 
diente.—SARMIENTO.— C.  Tejedor. 

Habiendo  liquidado  la  Contaduría,  la  interesada  acompañó  el  poder  ne- 
cesario para  el  recibo  de  la  cantidad  que  se  le  adeuda,  el  P.  E.  dio 
la  siguiente: 

Resolución — 

Departamento  de  Relaciones  Esteriores. 

Buenos  Aires,  Julio  27  de  1872.— En  vista  del  justifi- 
cativo de  defunción  que  se  acompaña,  inscríbase  en  Fon- 
dos Públicos  de  la  Nación  de  6  por  %  de  renta  y  uno 
de  amortización  á  favor  de  la  reclamante,  la  cantidad 
de  ciento  setenta  ¡/  tm  pesos  fuertes  diez  y  ocho  centavos 
plata  de  diez  y  siete  en  onza  que  han  sido  reconocidos. 
Devuélvase  el  documento  que  se  acompaña  dejando  cons- 
tancia, y  pase  á  la  Contaduría  para  que  previa  toma  de 
razón,  entregue  á  la  interesada  este  espediente. — SAR- 
MIENTO.—C.  Tejedor. 
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Ludovina  Marturel,— reclamactón  por  préstamos  forzosos. 

Ett  Mayo  de  1866,  Don  Sisto  Centeno  en  representación  de  Don  Geró- 
nimo Marturel,  reclama  la  cantidad  de  1002  pesoe  y  4  reales  fuerte», 

por  próetíunos  forzo&oB. 

Pasado  al  Procurador  del  Tesoro,  dijo  en  U  de  Julio  de  2866 : 

ExMO.  Señor  : 

El  reclamo  de  Doila  Ludovina  Marturel  como  heredera 
de  Don  Gerónimo  Marturelj  procede  de  contribuciones  for- 
zosas imptiesLas  dorante  la  Guerra  de  la  Independencia, 
y  estando  comprobado  por  asientos  de  los  libros  de  la 
Contaduría  de  la  Provincia  de  Córdoba,  así  como  la  na- 
cionalidad española  del  contribuyente,  se  halla  compren- 
dido en  el  artículo  5^  del  Tratado  de  reconocimiento  y 
amistad  celebrado  con  la  España,  y  debe  por  consiguiente 
ser  reconocido  como  legítimo  en  la  suma  de  1002  pe- 
sos, 4  reales  á  que  asciende. — Salvo  el  parecer  de  V.  E» 
— Salustiano  J.  Zav/^lia. 

En  28  de  Junio  la  Comisión  de  U  Deuda  Estrangera  informó  asi : 

ExMO.  Señor: 


Por  los  asientos  de  los  libros  de  la  Contaduría  de  Cór- 
doba, consta  que  Don  Gerónimo  Marturel  es  acreedor  á 
la  cantidad  de  1003  pesos  4  reales  por  empréstitos  y  con- 
tribuciones que  se  le  impusieron  en  los  años  1815  á  1819, 
Este  antecedente  justifica  el  crédito,  y  lo  comprende  en 
¡os  términos  del  Tratado*  Pero  no  consta  que  la  here- 
dera que  hoy  gestiona  esos  derechos,  invista  la  misma 
nacionalidad  de  su  causante,  antes  al  contrario  Ja  partida 
de  nacimiento  de  f.  í%  demuestra  qne  es  argentina. 

Falta,  pues,  á  este  reclamo  la  calidad  de  continuidad  y 
actualidad  española,  que  según  nuestras  instrucciones,  es 
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requerida  para  decretar  el  pago.— Octavio  Garkigós. — 
Eduardo  Carranza. 

Con  estos '^antecedentes  pasó  al  Procurador  General,  y  dijo  en  4  de  Di- 
ciembre de  1868  : 

ExMO.  Señor: 

El  artículo  5°  del  Tratado  con  España,  solo  impone  al 
Gobierno  la  obligación  de  volver  los  bienes  que  hubiesen 
sido  secuestrados  ó  confiscados  á  Españoles  durante 
la  guerra,  sin  hablar  de  empréstitos  ni  contribuciones. 

La  razón  es  muy  obvia.  El  pagar  los  empréstitos  es 
una  obligación  evidente,  y  no  se  necesitaba  una  estipu- 
lación en  el  Tratado  para  que  se  cumpliera.  Algo  más, 
habría  sido  uno  injuria  recíproca  entre  los  Gobiernos  con- 
tratantes, el  estipular  que  cumplieran  las  obligaciones  con- 
traidas por  ambos. 

En  cuanto  á  contribuciones,  no  hay  razón  alguna  para 
devolverlas,  porque  todos  los  habitantes  de  un  pais  están 
obligados  á  pagarlas  para  sostener  los  gastos  públicos 
aunque  ellas  no  sean  bien  distribuidas,  como  no  lo  eran 
en  los  primeros  tiempos  del  Gobierno  Patrio.  Pero  para 
devolver  los  bienes  confiscados,  era  necesario  una  esti- 
pulación especial  en  el  Tratado  de  paz,  porque  estas  con- 
fiscaciones que  se  hacen  á  enemigos  durante  la  guerra, 
son  autorizadas  por  el  derecho  de  gentes,  y  no  hay  obliga- 
ción de  devolverlas,  si  no  media  una  estipulación  en 
contrario. 

Fundándose  pues  el  reclamo  de  Doña  Ludovina  Mar- 
turel  en  empréstitos  y  contribuciones,  él  no  se  halla  com- 
prendido en  el  artículo  5"*  del  Tratado.  En  cuanto  á  las 
contribuciones,  no  tiene  derecho  á  recabarlas  de  modo  al- 
guno. Pero  para  ser  pagada  de  los  empréstitos,  debe  es- 
perar á  la  consolidación  de  la  deuda  general,  y  entonces 
probar  cuales  son  las  cantidades  entregadas  por  esta  ra- 
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zoo;  y  si  las  devoluciones  que  se  hicieron  a  su  padre  han 

dejado  sin  pagar  algún  resto  del  empréstito,  lo  que  no  se 

espiica  en  el  certificado  del  Contador  en  Córdjba  de  f.  3 

vuelta. — Francisco  Pico. 

Pasado  á  infoniie  de  la  Contadnria  General,  dijo  que  loa  eepedientea 
de  la  Deuda  Española  reconocidos  uUimamente  y  mandados  pagar 
con  Fondos  Públicos,  creados  en  virtnd  de  la  Ley  de  26  de  Setieni- 
bre  de  1868,  por  valor  dt>  Ll  11,083  pesos,  87  centavos  fuertes,  no 
habiendo  tramitado  pf>r  mi  Oficina  hasta  Diciembre  último,  en  que 
se  hizo  el  informe  de  observaciones  que  V.  E.  conoce  sobre  el  roclá- 
ino  d©  Chopitea,  (1)  Que  antes  de  eso  fueron  examinados  y  clacifica- 
dos  por  loa  Comisionados  de  la  Deuda  Estranjera,  Señorea  Garrigós 
y  Carranza;  que  iprtiora  si  el  Gobierno  ha  reconocido  y  mandado  pa* 
j^ar  cantidades  de  empréstitos  forzados.  Que  por  sn  parte,  se  adhie- 
re á  la  opinión  del  Procurador  de  la  Nación,  sobre  que  los  emprés- 
titos no  están  rejidos  por  el  Tratado  con  España. 

Vuelto  al  Procurador  General,  dijo  en  22  de  Diciembre  de  1871: 

ExMo.  Señor: 

Este  reclamo  no  se  apoya  en  otro  documento  que  el 
intbrme  del  Contador  de  Córdoba,  según  el  cual  consta 
en  los  libros,  que  Don  Gerónimo  Marturel  entrejjó  en  Te- 
sorería por  empréstitos  forzosos  la  cantidad  de  1502  pe- 
sos, en  tos  anos  de  1815  á  1819. 

Pero  según  las  resoluciones  de  la  Asamblea  y  las  ór- 
denes espresas  del  Director  Supremo,  a  todo  prestamista 
debía  dársele  un  documento  de  crédito  para  su  cobro,  el 
cual  en  las  Provincias  tenia  la  forma  de  una  libranza  con-- 
tra  la  Tesorería  de  Buenos  Aires.  Estas  libranzas  han 
sido  pagadas  de  diversos  modos,  y  según  el  informe,  en 
los  libros  de  la  Contaduría  de  Córdoba,  consta  que  fue- 
ron pagadas  por  la  Tesorería  dos  libranzas  y  parte  de 
otra  de  las  que  se  entregaron  á  Marturel  Pero  de  los 
pagos  que  se  hicieron  por  li  Aduana  en  cuenta  dedere- 


(1)  Efitá  en  el  «aaolo  iuicUdo  ol  17  de  Julb  Je  1866,  por  Dan  Manuel  Chgpitea. 
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chos,  ó  por  el  Gobierno  de  Buenos  Aires  en  la  consoli- 
dación de  la  deuda  de  1822,  no  podia  tener  noticia  oficia 
la  Contaduría  de  Córdoba.  Si  ellos  no  hubieran  sido  pa- 
gadas, existirían  en  poder  déla  reclamante.  De  todos  mo- 
dos, estos  son  los  únicos  documentosjustificativos  del  cré- 
dito, y  este  no  puede  pagarse  sin  su  presentación. 

Mi  dictamen  por  consiguiente,  es  que  V.  E.  no  haga 
lugar  á  éste  reclamo  por  falta  de  justificación  del  crédito 
—Buenos  Aires,  Diciembre  22  de  1871— Francisco  Pico. 


Grogorio   Godoy — reclamación  por   contribuciones    forzosas. 

En  12  de  Junio  de  1866,  Don  José  Peres,  apoderado  de  Don  Gregorio 
Godoy,  heredero  de  Don  Ramón  Martin  Saez,  en  virtud  del  Tratado 
con  España,  cobra  la  suma  de  24.128  pesos,  75  cnt.  fuertes  por  con* 
tribuciones  forzosas. 

Pasado  al  Procarador  del  Tesoro,  dijo  en  17  de  Octubre: 

ExMO.  Señor  : 

Consta  de  autos  que  no  tuvo  resultado  la  naturalización 
del  subdito  español,  Don  Ramón  Martin  Saez,  y  que  hasta 
cierto  punto   fué    rechazada  por  la   autoridad   argenina 
según  las  condiciones   duras   que   en   aquella   época   se 
ponian  para  otorgarla  á  los  españoles. 

No  existiendo  mas  prueba,  no  se  pnede  presumir  su 
naturalización,  y  privarle  del  goce  de  su  nacionalidad  con- 
forme al  Tratado. 

Como  por  otra  parte,  según  el  artículo  5,  se  concede  el 
derecho  de  reclamar  á  los  descendientes  ó  lejítimos  he- 
rederos, opina  el  Fiscal  que  debe  admitirse  la  personería 
de  los  reclamantes  para  examinar  el  asunto  en  lo  prin- 
cipal, si  tiene  lugar  ó  no  lo  que  se  pide  conforme  al  Tratado 
y  á  las  Leyes  del  pais;  para  cuyo  efecto  puede  volver  el 
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espediente  al  Comisionado  Especial  para  que  se  espida 
sin  perjuicio  de  que  vuelva  después  al  Fiscal— Ramón 
Ferreiha. 

El  Comisionado  ilice  que  el  rerlámo  no  eetá  comprendida  en  el  Trata- 
do: 1°  por  tío  resultar  da  Cijntíscaciones,  y  2**  por  ser  argentino,  y 
no  español  el  r<H  el  amante^  y  bast^  bu  inmediato  cansante. 

Volvió  en  seguida  al  Fiscal,  y  dijo  en  lí>  de  Febrero  de  1868: 
ExMO.  Señor: 

Este  reclamo  procede  de  impréstito  forzoso  ó  contribu- 
ción extraordinaria  conlraidos  pov  el  Gobierno  Argentino 
en  la  guerra  de  la  Independencia^  y  el  Traiado  con  Es- 
pana  habla  solo  de  confiscaciones  ó  secuestros  sin  cargo 
de  devolución  y  pago.  No  se  encuentra  pues  compren- 
dido en  el  Tratado  ni  tampoco  en  las  Convenciones  de 
1858  j  59,  que  hablan  solo  de  perjuicios  ocasionados  en 
la  guerra  civil. 

El  reclamo  pertenece  á  la  deuda  general  contraida  en 
la  Guerra  Nacional,  reconocida  siempre  por  el  Gobierno 
Argentino  y  los  Congresos,  pero  no  se  han  realizado  to- 
davía su  consolidación  y  corren  á  la  par  los  derechos  de 
los  acreedores  nacionales  ó  estranjeros. 

Por  estos  fundamentos,  opina  el  Procurador  que  la  parte 
debe  esperar  la  oportunidad,  ó  Ley  del  Congreso^  para 
realizar  el  pago  de  esa  deuda,  que  no  está  comprendida 
en  el  Tratado.— Ramón  FERaeiRA, 

\'oh  ió  deepiiea  al  Procurador,  que  en  26  do  Octubre  de  1869   dijo: 

ExMO.  Señor: 


El  Procurador  del  Tesoro  en  su  vista  anterior,  rechazó 
el  reclamo  por  los  fundamentos  que  allí  espuso, quedando 
el  derecho  á  la  parte  para  presentarse  en  oportunidad  de 
la  consolidación  de  la  deuda  general 
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Cuando  llegue  el  caso  será  la  oportunidad  de  jestionar 
y  examinar  las  escepciojies  legales  dilatorias  sobre  el 
fondo  y  la  justicia  del  asunto,  la  lejiiimidad  ó  persone- 
ría de  los  reclamantes,  y  cualesquiera  otras  observaciones 
convenientes  que  puedan  tener  lugar.  Ahora  es  antici- 
pado, sin  oportunidad,  é  inútil  hacer  las  observaciones 
que  ha  hecho  el  Señor  Contador  Mayor»  y  es  prejuzgar 
la  resolución  y  juicio  del  Gobierno,  cuando  llegue  el  caso 
y  sin  conocer  el  procedüniento  y  requisito  que  fijará  la 
Ley  especial  que  se  dé  para  la  consolidación. 

Basta  por  ahora  decirle  a  la  parte,  no  es  tiempo 
de  considerarse  este  asunto  ni  de  examinar  si  es  justo 
ó  nó,  espere  la  oportunidad.  Es  también  hasta  contra-- 
dicción  rechazar  el  asunto  m  Umiae  por  importuno,  y  al 
mismo  tiempo  conocer  de  la  justicia  y  legalidad  de  la 
cuenta  que  forma  el  cargo,  rechazar  y  admitir  partidas 
y  llegar  hasta  la  liquidación  de  lo  que  puede  reconocer 
y  abonar  el  Gobierno;  es  decir,  resolver  ahora  el  asunto, 
y  que  la  parte  solo  espei^e  para  el  pago  y  no  para  la 
decisión . 

Estas  razones  prueban  evidentemente  que  por  ahora 
es  inútil  todo  el  trabajo  que  se  ha  tomado  el  Contador 
Mayor,  y  que  por  eso  lo  excusó  antes  el  Procurador, 
habiendo  que  resolver  según  una  Ley  que  todavía  no  se 
ha  dado,  y  entonces  será  el  caso  del  examen  y  liquida- 
ción de  la  cuenta  y  cargo. 

En  cuanto  á  la  personería  del  reclamante,  entonces 
también  podrán  ser  oportunas  las  observaciones  del  Con- 
tador Mayor.  Por  ahora  basta  saber  que  el  que  se  ha 
presentado  á  reclamar  tiene  personería  lejitima,  aunque 
puede  haber  otros  coherederos  ó  descendientes  cuya  cues- 
lión,  si  llega  el  caso,  se  ventilará  antes  los  Tribunales, 
no  ante  el  Gobierno  que,  sí  es  necesario,  exijirá  las  ga- 
rantías legales  y  procederá  como  le  convenga  á  su  tiempo» 
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Por  todo  lo  espuesto,  opina  el  Procurador,  reproducien- 
do su  vista  anterior,  qne  no  estando  el  reclamo  compren- 
dido en  el  Tratauo  ni  en  las  Convenciones  del  58  y  59,  y 
perteneciendo  a  la  deuda  general  de  la  consolidación  desde 
el  año  10,  debe  esperar  la  parte  la  oportunidad,  devolvién- 
dole el  espediente  para  sus  efectos. — Ramón  FeaREiKA. 

En  21  de  Julio  <lt^  1871    8e    sometió  a]  Procurador  Genenil,  y  en  4  de 
Febrero  del  ei^fíiiente  afio,  dió  la  siguiente  opinión: 

ExMO.  Señor: 

En  este  reclamo  está  debidamente  lejitimada  la  perso- 
nería de  Don  Gregorio  Godoy,  por  ser  el  heredero  uni- 
versal de  Don  Antonio  Martin  Saez,  hijo  lejítimo  del  es- 
pañol Don  Ramón  Martín  Saez. 

Esto  lo  liabilita  para  aclarar  los  créditos  de  la  sucesión 
de  este  último,  s¡n  necesidad  de  investigar  si  hay  otros 
herederos,  porque  los  derechos  de  éstos,  si  los  hay^  po- 
drán deducirse  ante  las  justicias  ordinarias,  sin  que  ellos 
puedan  perjudicar  á  !a  acción  individual  de  Don  Gregorio, 

En  cuanto  al  fondo  del  reclamo,  las  partidas  de  las  cuen- 
tas están  debidamente  jnstitícadas  por  documentos  ori- 
jinales  de  crédito,  pero  en  ellas  se  han  mesclado  las  exac- 
ciones y  empréstitos  que  son  de  lejitimo  abono  con  dona- 
tivos voluntarios,  y  otros  servicios  gratuitos,  que  no  lo 
son,  y  hasta  con  partidas  de  dinero  entregadas  por  Don 
Antonio  y  Doña  Manuela  Sae/.,  que  eran  arjentinos,  y 
que  por  consiguiente  no  pueden  figurar  en  este  reclamo. 
La  Contaduria  General  hixo  en  su  informe  de  4  de  Febrero 
de  1859,  una  justa  espurgación  de  este  crédito,  y  yo  me 
adherirla  (i  su  cuenta  si  se  le  agregaran  6  pesos  de  una  ar- 
roba de  aguardiente,  y  1080  pesos  por  mantener  los  ca- 
ballos del  Estado  por  dos  años,  partidas  que  están  debi- 
damente justificadas,  y  que  considero  de  abono,  por  no 
estar  incluidas  en  los    servicios  gratuitos  que  prestó  Don 
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Ramón  Saez.  Asi  el  crédito  lejítimo  que  considero  debe 
pagarse,  sería  de  3466  pesos  fuertes  y  7  rs. — Francisco 
Pico. 

Con  esto  se  dio  vista  al  interesado,  y  se  manifestó  conforme  con  la  li- 
quidación de  la  Contaduría  y  con  las  dos  partidas  cuya  legitimidad 
reconoce  el  Procurador  General;  y  vuelto  á  este  funcionario  dijo  en 
2  de  Agosto  de  1873; 

ExMO.  Señor: 

Reproduzco  mi  dictamen  de  23  de  Diciembre  de  1871, 
al  cual  nada  tengo  que  agregar  ni  quitar.  El  interesado 
pretende  que  se  le  abonen  además  1510  pesos,  que  dice 
espresan  los  documentos  de  f.  12  y  f.  51.  Esta  cita  es 
equivocada,  porque  el  documento  de  f.  12  solo  espresa  500 
entregados  en  Tesorería  y  el  de  f.  51,  6  pesos  valor  de 
un  colchón  donado  para  el  Hospital.  Pero  considero  que 
estas  partidas  no  son  de  abono,  porque  la  de  f.  12  es  par- 
te de  los  1500  pesos  que  Don  Martin  Saez  dice  haber  do- 
nado gratuitamente  al  Estado,  y  la  de  f.  51  es  una  dona- 
nación  al  Hospital.— Francisco  Pico. 

Resolución — 

Departamento  de  Relaciones  Esteriores. 

Buenos  Aires,  Agosto  28  de  1873.— Inscríbase  en  Fon- 
dos Públicos  de  la  Nación,  en  virtud  del  Tratado  con  Es- 
paña, á  favor  de  los  interesados,  la  cantidad  de  2380  ps.  7 
c.  de  17  en  onza  del  6  por  Vo  de  renta  y  1  de  amortiza- 
ción; tómese  razón  en  la  Contaduría  y  entregúese  este 
espediente  al  interesado  para  que  ocurra  á  la  Junta  del 
Crédito  Público.— SARMIENTO— C.  Tejedor. 
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Wenceslao  Posse» — reclamación  por  préstamos  forzosos. 

En  2  de  Julio  de  18G6,  Don  Ángel  M.  Méndez,  en  representación  de 
Don  Wcnt^eslao  Posse,  reclama  la  cantidad  do  1210  peaos  fuertes  por 
préstamos    forzosos,  desde  1816  á  1810. 

Pasa* lo  al  Procurador  del  Tesoro,  ílijo  en  *i7  de  Ajjoato. 

ExMO.  Señor: 


El  que  suscribe  es  de  distinto  parecer  que  el  Señor  Co-- 
miáionado  Especial,  pues  el  art.  5*^  del  Tratado^  dice  es- 
presamente  q'je  las  confiscaciones  hechas  á  subditos  espa- 
ñoles, se  pagarán  en  defecto  de  éstos  á  sus  herederos  ó 
lejí timos  representantes,  sin  hacer  distinción  alguona  de 
nacionalidad,  porque  era  entendido  que  hi  mayor  parte 
de  ellos  serian  ciudadanos  arjentinos.  El  Tratado  no  solo 
es  una  obligaciun  interoacionul,  sino  una  Ley  de  la  Nación 
que  no  debe  ser  interpretada  en  perjuicio  de  sus  nacionales. 

Lo  que  es  impropio  o  inadmisible  es  que  los  ciudadanos 
de  la  República  busquen  la  protección  de  un  Ministro 
estranjero  para  hacer  reclamaciones  al  Gobierno  de  su 
pais;  pero  esto  no  afecta  al  fondo  de  las  cosas,  sino  á 
la  formaj  que  si  es  justo  negar  al  Señor  Ministro  de  Es- 
paña la  intervención  que  toma  en  tales  reclamaciones, 
no  es  justo  negar  el  pago  de  tales  créditos,  sin  mas  razón 
que  la  de  ser  ciudadanos  los  acreedores. 

Por  estas  breves  rabones  se  ha  abstenido  el  que  sus- 
cribe de  hacer  en  muchos  otros  reclamos  que  se  hallan 
en  el  mismo  caso  que  éste,  la  objeción  que  hace  ahora 
el  Señor  Comisionado  Especial;  y  encontrando  el  crédito 
debidamente  comprobado,  es  de  opinión  qne  se  reconozca 
y  se  mande  pagar  como  lo  prescribe  el  Tratado.--S\LUS- 

TIANO   J.    ZaVAUA. 

Pidióse  opinión  al  Procurador  General,    y  dijo  en  lí*   de  Diciembre  de 
X871: 
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ExMO.  Señor: 

El  reclamo  que  se  hace  por  varios  empréstitos  forzosos 
exijidos  en  Tucumán  á  Don  Manuel  Antonio  Pereira, 
tiene  los  siguientes  defectos:  No  está  probado  que  Pereira 
fuera  español.  No  está  probado  que  Don  Wenceslao 
Posse,  á  cuyo  nombre  se  hace  el  reclamo,  sea  como  se 
titula,  nieto  lejítimo  de  dicho  Pereira.  Finalmente,  no 
está  debidamente  justificado  el  crédito.  El  único  com- 
probante que  se  presenta  es  un  informe  del  Tesorero  de 
Tucumán,  en  que  dice  que  de  sus  libros  consta  que  desde 
1816  á  1819  entregó  Pereira  en  Tesorería  hasta  la  suma 
de  1,219  pesos,  por  todo  empréstito  forzoso. 

Pero  como  á  todos  estos  prestamistas  se  daban  libran- 
zas contra  la  Tesorería  de  Buenos  Aires,  los  documentos 
justificativos  del  crédito  no  son  los  asientos  de  los  libros, 
sino  las  libranzas  dadas.  Muchas  de  ellas  fueron  cubiertas 
por  la  Tesorería,  otras  por  la  Aduana  en  pago  de  derechos, 
y  otras  en  la  consolidación  de  la  deuda  de  1822.  Mientras 
ellos  no  se  presenten,  el  crédito  no  está  debidamente 
justificado. 

Por  consiguiente,  mi  dictamen  es  que  V.  E.  no  haga 
lugar  á  este  reclamo  por  falta  de  personería  y  de  justi- 
ficación del  crédito. — Francisco  Pico. 

Resolución — 

Departamento  de  Relaciones  Esterióres. 

Buenos  Aires,  Enero  3  de  1872.— Considerando:  1^  Que 
no  está  justificada  la  nacionalidad  española  de  Don  Manuel 
A.  Pereira,  á  quien  se  impusieron  los  préstamos  que  se 
indican,  ni  el  carácter  hereditario  del  que  se  dice  su  nieto. 
2°  Que  tampoco  está  justificado  el  crédito  que  se  cobra, 
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como  lo  hace  notar  el  Señor  Procurador  General  de  la  Na- 
ción. No  lia  lugar  por  ahora  al  pago  que  se  solicita. — 
SARMIENTO.^C.  Tejedor. 


Manuel  Chopitea,— reelama  por  una  confiscación    de   bienes 
bacila   en  1814    en  Mendoza. 

En  17  de  Julio  de  1800,  Don  Manuel  Gliopitoa,  lieredero  de]  BÚbtlito 
espaílol  Don  Petiio  B.  Cbopileu,  cobra  la  cimlidiul  dtí  82,672  pesos, 
6  reales  fuertes,  en  virtud  del  Tratado  con  la  España,  en  que  apoya 
este  crédito. 

Pasó  al  Procurador  del  Tesoro,  y  dijo  en  17  de  Octubre: 

ExMo,  Señor; 

Tengo  que  repetir  lo  que  he  dicho  en  oíros  espedientes 
de  la  misn»a  naturaleza. 

1*-*  Que  el  Tratado  coo  España,  artículo  5*^,  concede  el 
derecho  de  reclamar  á  los  herederos  lej ¡timos,  y  esto 
debe  entenderse  aunque  ellos  sean  ciudadanos  argentinos 
de  nacimiento  o  naturalización,  porque  la  deuda  es  de  un 
subdito  español  trasmitida  conforme  á  la  lejislación  del 
pais,  y  no  les  ha  corrido  prescripción  ni  puede  entenderse 
de  otro  modo  el  Tratado  respecto  á  los  herederos  nacidos 
en  el  pai?,  de  padres  residentes  en  América  y  de  orijen 
español. 

2^  Que  solo  se  deben  reconocer  los  reclamos  que  pro- 
ceden de  secuestros,  conriscaciones,  exacciones  forzosas, 
causadas  por  autoridades  lejítimas  y  ocasionadas  por  la 
guerra  de  la  Independencia,  y  ^.ara  subv<niir  á  sus  gastos, 
porque  la  deuda  ¡losterior  ocasionada  en  la  guerra  civil  ó 
época  de  Rosas,  pej*tenece  á  la  consoHdación  déla  deuda 
general  para  nacionales  y  estraujeros  que  se  ha  de  liquidar 
por  leyes  del  país. 
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En  virtud  de  estas  razones,  cree  el  Fiscal  que  se  debe 
admitir  el  reclamo  en  general,  para  ser  considerado  en 
su  mérito  probatorio  y  naturaleza  del  asunto;  ácuyo  efec- 
to debe  volver  al  Corxiisionado,  sin  perjuicio  de  que  vuelva 
después  al  Fiscal.— Ramón  Ferreira. 

Los  Comisionados  de  la  Deuda  piden  que  vuelva  al  Procurador  del  Te. 
soro,  quien  en  10  de  Mayo  de  1867,  dijo  lo  siguiente : 

ExMO.  Señor: 

La  personería  del  reclamante  es  la  cuestión  previa  que 
debe  resolverse  antes  de  entrar  á  considerarse  el  asunto 
en  lo  principal,  y  de  ver  si  es  justo  ó  no  loque  se  pide. 

En  el  Tratado  con  España,  artículo  5°,  se  concede  per- 
sonería á  los  herede/os  lejítimos  de  los  causadores  pri- 
mitivos, subditos  españoles,  y  constando  en  autos  la  ca- 
lidad de  heredero  del  reclamante,  Don  Manuel  Chopitea, 
se  le  debe  considerar  con  p3rsonería  bastante  para  recla- 
mar por  el  Tratado. 

El  Fiscal  no  tiene  mas  instrucciones  que  el  testo  es- 
preso del  Tratado;  y  según  él,  no  se  puede  exijir  la  cali- 
dad de  español  al  heiedero  ó  descendientes  españoles 
residentes  ó  casados  aquí,  y  que  por  las  leyes  del  pais  y 
el  Tratado,  se  les  ha  trasmitido  ese  derecho  represen- 
tando á  los  acreedores  primitivos,  sin  liaberles  corrido 
prescripciones  hasta  la  fecha  del  Tratado. 

Por  estas  razones,  opina  el  Fiscal  que  debe  declararse 
hábil  con  bastante  personería  para  reclamar  el  dernandaa* 
te,  y  pasará  á  considerarse  el  asunto  en    lo  princip^L--^ 

Ramón  Ferkeira. 

Ordenóse  que  los  interesados  justificasen  su  calidad  de  subditos  espa- 
ñoles, y  volvieron  á  pedir  la  liquidación  del  crédito;  con  lo  que, 
vuelto  al  Procurador  del  Tesoro,  agregó  en  18  de  Noviembre  de 
1868: 

SI 
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ExMO,  Señor: 

Está  bien  justificíido  que  lu  deadn  que  se  reclama  i^ro- 
cedede  una  verdadera  confiscación  de  bienes  hecha  en  1814 
por  el  General  Sao  Martin  al  subdito  español,  Don  Nico- 
lás Chopitea,  en  la  Ciudad  de  Mendoza;  destinando  sus 
productos  a  los  gostos  de  la  espedición  á  Chile  y  tasadas 
después  las  especias  por  peritos  nombrados  por  el  Gobier- 
no, ascendiendo  su  valora  82,572  pesos. 

Aunque  esta  confiscación  tuvo  su  origen  y  fundamento 
en  haberse  considerado  cómplice  á  CliopUea  en  comuni- 
cación con  el  euemigt),  y  fn5<ídose  á  Chite  en  tales  cir- 
cunstancias, pero  ni  por  los  autos  y  diligencias  posterio- 
res seguidas  por  su  hijo,  Don  Manuel,  presentadas  en  testi- 
monio, ni  por  otras  pruebas,  aparece  justificada  la  com- 
plicidad directa  con  el  enemigo  que  le  imprimiese  el  carácter 
de  enemigo  activo,  de  obra,  no  pasivo,  í^  de  vohmtad  para 
que  no  se  hallase  bajo  el  amparo  del  Tratado,  y  por  esto 
lo  cree  el  Procurador  comprendido. 

Aunque  también  el  interesado  se  ha  equivocado  en  su 
contra,  creyendo  mas  seguro  no  apoyarse  en  el  Tratado, 
sino  en  la  Ley  del  Congreso  del  año  26,  y  es  todo  lo  con- 
trario, porque  esa  Ley,  á  mas  de  que  no  tuvo  efecto,  no 
comprendia  las  confiscaciones  y  secuestros  que  han  sido 
materia  de  un  Tratado  especial.  Sinembargo,  cree  el  Pro- 
curador que  procediendo  el  Gobierno  á  verdad  sabida  y 
buena  fé  guardada,  y  conocida  la  intención  del  interesado 
que  por  ignorancia  abandona  lo  que  le  conviene  y  elije  lo 
que  no  le  es  favorable  para  justificar  su  reclamo,  se  debe 
hacer  lugar  con  arreglo  al  Tratado,  abonándose  en  Fon- 
dos Públicos  en  la  forma  acordada.— Ramo i*   FEuReiRA, 

liesoluciáh  — 

Departamento  de  Relaciones  Esteriores. 

Buenos  Aires,  Noviembre  2S  de  IStíS.-^HalLindosc  legal- 
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mente  comprobada  la  reclamación  entablada  ante  el  Go- 
bierno Argentino,  por  Don  Manuel  Chopitea,  en  cuanto  á 
la  suma  de  82,572  pesos  fuertes,  6  centavos  que  el  Señor 
Procurador  del  Tesoro  y  los  Comisionados  de  la  deuda 
estranjera  aconsejan  reconocer; 

El  Presidente  de  la  República  Argentina,  reconoce  como 
deuda  Pública  de  la  Nación  a  favor  de  Don  Manuel  Cho- 
pitea la  espresada  suma,  y  ordena  que  pase  este  espediente 
á  la  Contaduría  para  que  se  proceda  á  su  liquidación,  en 
la  intelijencia  de  que  según  las  estipulaciones  del  artículo 
5**  del  Tratado  de  reconocimiento,  paz  y  amistad  con  la  Es- 
paña, deben  liquidarse  los  réditos  correspondientes  á  fa- 
vor del  interesado  desde  el  21  de  Julio  de  1865. — SAR- 
MIENTO.—Mariano  Várela. 

I^a  Contaduría  al  liquidar,  observa  que  debe  reconsiderarse  este  Decreto 
y  abonar  solamente  el  producto  sacado  en  el  remate  ordenado  por  el 
General  San  Martin,  de  los  bienes  de  Chopitea,  cuyo  importe  es  de  1,484 
pesos,  6  reales.  Con  esta  observación,  pasó  al  Procurador,  y  en  4  do 
Junio  de  1869  dio  éste  dictánien: 

ExMO.  Señor: 

Después  de  haber  estudiado  detenidamente  el  informe 
del  Señor  Contador  Mayor  y  el  largo  alegato  de  Don  Ma- 
nuel Chopitea,  contestando  las  observaciones  espuestas 
por  la  Contaduría  al  reconocimiento  y  liquidación  de  este 
crédito,  el  Procurador  del  Tesoro  no  cree  deber  apartar- 
se de  la  opinión  antes  formada  por  su  antecesor,  de  acuer- 
do con  lo  cual  V.  E.  espidió  su  Resolución  en  el  asunto 
de  que  se  trata. 

Pero  habiendo  quedado  ella  sin  efecto,  á  mérito  de  lo 
informado  por  la  Contaduria,  el  Procurador  del  Tesoro 
entiende  que  V.  E.  obrarla  en  justicia  y  de  acuerdo  con 
la  letra  y  el  espíritu  del  Tratado  con  España,  mantenien- 
do la  citada  resolución,  y  ordenando  nuevamente  sea  este 
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crédito  liquidado  y  pagado.  Don  Nicolás  Chopitea  por 
su  calidad  de  enpanol  peninsulur,  temeroso  de  algún  ve- 
jamen, abandonó  la  Provincia  de  Mendoza  y  se  refujió 
en  Chile,  entonces  en  poder  de  los  Ejércitos  Espafioles. 
El  Gobernador  Intendente  de  Mendoza,  General  San 
Martin,  ordenó  fundado  en  la  fuga  de  Chopitea,  el  secuestro 
y  confiscación  de  sus  bienes  para  ser  vendidos  en  pública 
subasta. 

Los  bienes  raices,  muebles  y  semovientes,  fueron  em- 
bargados, y  se  procedió  a  vender  los  que  eran  de  fácil  de- 
terioro y  conservación  dispendiosa,  suspendiéndosela  ven- 
ta de  los  otros,  á  mérito  de  solicitud  presentada  por  un 
hermano  pulitico  de  Chopitea  que  pidió  esa  suspensión 
mientras  el  Supcemo  Director  del  Estado,  á  cuyo  conoci- 
miento se  sometió  el  asunto,  decidiese  acerca  de  la  con- 
fiscación decretada.  Con  la  venta  de  las  especies  enume- 
radas, fojas  14  á  fojas  U>,  ci^yo  producto  asciende  a  la  su- 
ma de  1,484  pesos,  7  reales,  concluyelo  obrado  en  el  año 
14. 

Se  vé  pues,  que  en  ese  año  quedaban  en  embargo  los 
bienes  raices  y  semovientes  de  propiedad  del  subdito  es- 
pafiol  Don  Pedro  N.  Chopitea;  que  una  parte  de  sus  bienes, 
consistente  en  mercaderías,  fué  vendida,  y  el  producto  de 
la  venta  adjudicado  en  beneficio  del  Estado* 

Hasta  el  año  26  no  aparece  reclamaciüii  alguna  por  par- 
te deChupitea,  ni  se  conoce  un  acto  del  Gobierno  de  Men- 
doza que  hubiera  modificado  el  estado  en  que  quedaron 
los  bienes  reclamados,  que  como  lo  comprueban  los  docu- 
mentos de  fojas  1"  a  43,  fueron  embargados  y  puestos  en 
deposito  á  cargo  de  Don  José  Pescara.  Es  recien  en  ese 
año  que  Don  Manuel  Chupilea,  hijolejítimo  de  Don  Pedro 
Nicolás  Chopitea,  se  presentó  formalizando  su  reclama- 
ción ante  el  Gobierno  de  Mendoza,  y  que  éste  con  inter- 
vención de  un  Juez  de  Hacienda  y  del  Asesor  de  Gobíer- 


^m 
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no,  ordenó  la  tasación  de  los  bienes  secuestrados,  compren- 
didos en  éstos  las  dos  Estancias  de  Manzano  y  Meloco- 
tones, que  como  lo  reconoce  el  mismo  Gobierno,  fueron 
vendidas  á  Don  José  Pescara. 

Que  el  silencio  guardado  por  los  herederos  de  Chopi- 
tea  hasta  el  año  24,  no  puede  perjudicar  fsus  derechos  á 
ser  indemnizados  del  valor  de  los  bienes  que  les  fueron 
confiscados,  es  evidente.  Mientras  duró  la  guerra  de  la 
Independencia,  su  voz  no  habría  sido  escuchada  ni  la  jus- 
ticia de  su  reclamación  atendida;  por  otra  parte  los  acon- 
tecimientos que  se  desarrollaron  en  la  República  antes 
que  ella  concluyera,  alejaban  la  posibilidad  de  demandar 
con  éxito  la  devolución  ó  pago  de  las  especies  confisca- 
das. Pero  la  prueba  de  que  no  hubo  abandono  de  su  de- 
recho por  parte  de  Chopitea,  es  que  apenas  el  país  entró 
en  un  periodo  de  orden,  que  se  constituyó  una  autoridad 
nacional,  se  presentó  esta  reclamación,  justificando  la  rea- 
lidad de  la  confiscación  sufrida,  y  pidiendo  ser  indemni- 
zado. 

La  anarquía  que  después  sobrevino,  y  la  completa  de- 
sorganización en  que  de  nuevo  entró  el  país,  impidió  que 
el  derecho  del  Señor  Chopitea  fuese  reconocido  y  ampa- 
rado, pagando  á  sus  herederos  el  monto  de  los  bienes 
que  se  le  confiscaron. 

Sin  embargo,  tanto  en  el  año  46  como  en  el  51  vuelve 
Don  Manuel  Chopitea  exijiendo  del  Gobierno  el  reconoci- 
miento de  esa  deuda,  y  es  con  los  documentos  de  todo 
lo  obrado  en  las  diferentes  épocas  en  que  este  crédito 
ha  sido  reclamado,  que  ahora  pide,  acojiéndose  á  lo  esti- 
pulado en  el  Tratado  con  el  Gobierno  de  España,  que  di- 
cho crédito  sea  pagado. 

Esos  documentos  son  fehacientes,  en  concepto  del  Pro- 
curador del  Tesoro.  Fúndanse  en  lafé  que  merecen  las 
firmas  del  Gobernador  y  de  su  Ministro,  puestas  al  pié  de 
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elloSjque  reconocen  como  Escribano  de  Gobierno  y  Ha- 
cienda á  Don  Santiago  Garay,  que  los  legaliza.  El  Señor 
Contador  Mayor,  impulsado  por  im  laudable  celo  en  favor 
de  los  iniereses  fiscales,  no  acepta  sin  embargo  la  autenti- 
cidad de  los  documentos  que  justifican  esta  reclamación 
por  no  considerar  legalizada  la  firma  del  que  se  dice  Es- 
cribano. 

En  efecto,  al  pié  de  esa  firma  uo  se  !ia  espresado 
que  el  que  la  ha  puesto  es  tal  Escribano  y  que  su  atesta- 
ción bace  íc;  pero  el  Gobiei'uo  de  Mendoza  de  quien  era 
dependiente  ese  Escribino,  aceptó  su  atestación  como 
fehaciente,  porque  á  él  le  constaba  que  era  tal  Escribano  y 
porque,  gestionándose  este  asunto  entre  él  y  sus  oficinas 
dependientes,  nn  tenia  que  legalizarse  la  firma  de  un  em- 
pleado suyo;  formalidad  necesaria  solo  cuando  los  actos 
de  él  tienen  trascedencia  á  otros  lugares,  donde  ni  su  fir- 
ma ni  el  empleo  que  desempeña  es  conocido. 

El  Procurador  del  Tesoro  no  cree  exacta  la  doctrina 
que  sienta  el  Señor  Contador  A  la  segunda  de  las  obser- 
vaciones con  que  cierra  su  informe,  exíjiendo  que  Cho- 
pitea  pruebe  el  destino  que  tuvieron  sus  bienes  embarga- 
dos, después  del  añoUS  en  que  se  consiguieron,  los  obje- 
tos de  la  espedición  á  Chile.  La  única  prueba  que  á  Cho- 
pitea  incumbe,  es  la  de  la  efectividad  del  secuestro  sufrido 
la  que  los  bienes  confiscados  no  le  fueron  devueltos,  y  por 
último,  la  deque  la  confiscación  fué  ordenada  por  las  au- 
toridades del  país. 

Estas  pruebas  las  ha  prc5ent:\do  Ciiopitea;  ellas  se  des- 
prenden de  los  documentos  debidamente  legali¿ados 
que  obran  en  este  espediente,  y  no  es  áChopitea  á  quien 
corresponde  probar  que  los  bienes  que  ¡le  fueron  arre- 
batados, se  invirtieron  en  los  objetos  áque  ellos  estaban 
destinados,  ni  puede  hacérsele  responsable  si  a  sui>  bienes 
se  le  hubiere  dado  inversión  diferente. 
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Admitida  la  doctrina  del  Señor  Contador  Mayor,  que- 
daría consagrado  el  principio  injusto  y  contrario  á  las  no- 
ciones del  derecho,  de  que  el  despojado,  para  hacer  va- 
ler el  que  tiene  á  ser  indemnizado,  haya  de  probar  cual 
fué  el  destino  que  el  despojante  dio  á  los  bienes  que  le 
arrebató.  Si  como  el  mismo  Señor  Contador  lo  reconoce, 
cuando  en  el  año  26  formuló  Don  Manuel  Chopitea  su  re- 
clamación, no  le  fueron  devueltas  por  el  Gobierno  de 
Mendoza  las  fincas  de  Manzano  y  Melocotones^  confiscadas 
el  año  14,  es  evidente  que  Chopitea  tiene  perfecto  derecho 
para  cobrar  su  valor.  En  el  hecho  de  no  haber  sido  de- 
vueltas esas  fincas  á  su  propietario,  por  razón  de  enaje- 
nación anterior  de  ellas,  es  precisamente  que  se  funda 
él  para  cobrar  su  estimación. 

Pero  las  observaciones  del  Señor  Contador  parece  que 
van  encaminadas,  no  á  desconocer  el  dereclio  de  Chopitea 
á  ser  pagado  del  valor  de  esas  dos  fincas,  sino  á  indicar 
que  no  es  sobre  el  Gobierno  General  que  pesa  la  obli- 
g  ciónde  hacer  el  pago. 

El  Procurador  del  Tesoro,  prescindiendo  de  varias 
otras  consideraciones  qne  podria  agregar  en  apoyo  de  la 
opinión  qne  formula  de  que  el  Gobierno  Nacional  es  el  que 
debe  hacer  ese  pago,  se  contenta  con  espresar  que,  es- 
tando esta  reclamación  rejida  por  el  Tratado  con  ol  Go- 
bierno Español,  y  siendo  el  de  la  Nación  el  único  que  tiene 
representación  y  personalidad  ante  las  naciones  estrange- 
ras,  es  también  el  único  ante  quien  las  obligaciones  con- 
traidas se  pueden  hacer  efectivas.  El  Gobierno  Gene- 
ral estipulando  con  el  de  España  la  indemnización  de  los 
secuestros  y  confiscaciones  ocurridas  durante  la  guerra 
de  la  Independencia,  ha  contraído  la  obligación  de  pagarle, 
obligación  que  no  pesa  sobre  los  Gobiernos  de  Provincia. 

Ahora  bien,  si  se  probase  que  el  Gobierno  de  Mendo- 
za es  quien  hubiera  beneficiado  de  la  venta  de  las  fincas 
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de  Chopitea,  no  por  eso  el  Gobierno  General  estaría  des- 
ligado de  la  obligación  de  pagar  sü  eslimación,  pues  él 
es  el  que  en  un  Tratado  solemne  ha  contraído  el  com- 
promiso de  hacerlü.  La  circunstancia  de  nj  haber  sido 
C'jfíiunicado  el  auto  espedido  por  el  Gobierno  de  Mendoza 
á  la  autoridad  nacional  entonces  existente,  no  es  funda- 
mento bastante  para  rechazar  esta  reclamación,  si  se 
tiene  presente  la  situación  de  las  Provincias,  la  corta  du- 
ración de  ese  Gobierno,  y  los  desórdenes  que  muy  luego 
sobrevinieron,  que  imposibilitaron  casi  completamente  la 
prosecución  de  estas  gestiones. 

El  Senur  Contador  nota  con  razón,  que  en  esta  reclama- 
ción no  figura  para  nada  el  socio  que  tenia  Don 
Pedro  N.  Chopitea,  el  culiI  naturalmente  si  existiese,  ten- 
dría derecho  para  perseguir  la  indemnización  por  la  parte 
de  los  bienes  á  él  correspondientes,  que  entraron  en  la 
confiscación.  Pero  basta  estudiar  este  espediente  para 
persuadirse  de  que  jamás  existió  tal  socio,  y  que  si  Don 
Pedro  N.  Chopitea  lo  presenta  como  tal  a  Don  Basilio 
Prado  en  su  cuenta  de  fojas  2,  única  ve^,  que  figura  como 
socio,  no  fué  sino  con  el  intento  de  impedir  que  se  lleva- 
se á  cabo  el  secuestro  de  sus  bienes,  presentando  como 
propietario  de  ellos  a  un  americano  afecto  a  la  causa  de 
la  patria,  quien  por  lo  tanto  podría  salvar  sus  bienes  de 
la  confiscación.  De  otra  manera  no  se  esplica  como  este 
socio  no  reclamó  del  Decreto  de  confiscación,  siendo  que 
él  hería  sus  intereses,  y  si  vemos  que  es  el  cuñado  de 
Chopitea,  quien  á  nombre  de  los  hijos  de  este  consiguió 
que  se  suspendiera  !a  venta  de  los  bienes  raices  hasta 
nueva  resolución  del  Director  Supremo, 

Entiende  pues,  el  Procurador  del  Tesoro,  que  Don  Ma- 
nuel Chipotea  lia  justtticado  debidamente  que  los  bienes 
pertenecientes  á  su  finado  padre,  fueron  confiscados  por 
orden  del  Gobernador  de  Mendoza,  General  San  Martín, 
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consistiendo  elios  en  dos  estancias  con  ganados,  y  varios 
bienes  muebles  vendidos  en  pública  subasta.  La  tasación 
que  de  ello  se  ha  hecho,  hace  ascender  el  importe  del 
secuestro  y  confiscación,  á  la  cantidad  de  82,572  pesos, 
6  reales,  que  por  el  artículo  5®  del  Tratado  con  España 
está  el  Gobierno  Argentino  en  la  obligación  de  pagar, 
desde  que  las  fincas  que  fueron  secuestradas,  no  pueden 
ser  devueltas  por  haber  pasado  á  tercer  poseedor,  ni  ser 
conveniente  al  Gobierno  espropiarlas  por  un  precio  quizá 
mayor  que  el  importe  de  la  reclamación,  para  poder  efec- 
tuar la  devolución.  Por  estas  consideraciones,  es  que 
según  lo  tengo  indicado,  creo  que  V.  E.  se  halla  en  el 
caso  de  confirmar  su  Resolución  de  28  de  Noviembre  úl- 
timo.—José  E.  Uribuku. 

En  seguida  pasó  al  Procurador    General,  y  en  13  de  Julio   del  mismo 
año  se  espidió  asi: 

ExMO.  Señor: 

Aunque  Don  Manuel  Chopitea  sostiene  que  el  crédito 
que  hoy  reclama,  debe  considerarse  reconocido  y  manda- 
do pa¿ar  desde  1826,  este  es  un  error,  porque  la  Ley  de 
aquel  año,  que  ordenaba  la  consolidación  de  la  deuda  pú- 
blica, no  tuvo  efecto  alguno  por  haber  caido  y  desaparecido 
el  Gobierno  Nacional  en  virtud  de  los  trastornos  políticos 
de  1827,  y  pDrque  el  Juez  Provincial  de  Mendoza,  que  en 
1826  declaró  lejítima  lu  deuda  de  Chopitea  y  que  se  de- 
bía abonar  f.  23,  no  tenia  facultad  alguna  propia,  ni  de- 
legada para  reconocer  créditos  Nacionales.  Este  Juez 
tuvo  conocimiento  del  asunto,  porque  el  Decreto  del  Pre- 
sidente de  la  República  de  15  de  Marzo  decia  en  su  artí- 
culo 2y  «Queda  al  arbitrio  de  los  mismos  acreedores  pre- 
sentarse directamente  al  Presidente  de  la  República,  ó  ante 
los  Gobernadores  de  las  Provincias  donde  se  hallen  es- 
tablecidos.)) 
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Pero  en  los  artículos  siguientes  se  previene  que  los 
Gobiernos  ó  autoridades  provincÍAle?  solo  estaban  faculta- 
dos para  sustanciar  los  espedientes  que  sirvieran  á  escla- 
recer ta  lejitimiJad  de  las  acciunes,  y  que  una  vez  pues- 
tos en  estado  de  resolución,  debían  retnitirlos  al  Minis- 
tro de  Hacienda  para  que  recaiga  lo  que  corresponde 
f.  31. 

La  resolución  definitiva,  el  reconocimiento  del  crédito, 
solo  debia  espedirse  como  era  de  razón,  por  el  Presidente 
de  la  República,  y  así  la  que  espidió  el  Juez  de  Mendoza, 
fué  un  avance  incalifieablri  de  facultades,  que  hace  de 
ella  una  completa  nulidad.  En  aquella  época  por  otra 
parte,  este  reclamo  no  constituía  un  crédito  lejítitno,  por- 
que el  secuestro  hecho  en  1814  de  los  bienes  del  es- 
pañol Chopitea,  que  fugó  de  Mendoza  y  se  incorporó  á 
los  enemigos,  era  hecho  justamente  por  el  derecho  de 
lielijerante.  La  obligación  de  devolver  estos  secuestros 
ha  nacido  recien  ahora  por  ima  concesión  jenerosa  he- 
día en  el  articulo  5"*  del  Tratado  con  España;  y  es  solo 
invocando  esta  estipulación,  que  puede  sostenerse  este 
reclamo. 

Hecha  esta  advertencia,  paso  á  ocuparme  del  modo 
como  ha  sido  hecho  el  crédito.  Parece  indudablemente 
que  en  1814  el  General  San  Martin,  siendo  Gobernador 
de  Mendoza,  secuestró  los  bienes  del  español  Don  Pe- 
dro Nicolás  Chopttea,  que  consistían  en  dos  estancias  y 
algunos  artículos  de  comercio,  depositando  f»l  todo  en 
manos  de  Don  José  Pescara.  Hecho  el  embargo,  el  Go-- 
bernador  ordenó  que  se  vendieran  en  almoneda  pública. 
En  este  estado,  se  presentó  Don  José  Antuuio  VÜlota, 
hermano  de  la  esposa  de  Chopitea  haciendo  presente  que 
si  se  llevaba  á  cabo  la  confiscación  y  el  remate,  quedarían 
reducidos  a  una  espantosa  miseria,  la  mujer  y  nueve  hijos 
pequeños,  que  eran  americanos,  pidiendo  que  se  suspen- 
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dieran  estos  procedimientos,  mientras  ellos  hacian  una 
redamación  al  Supremo  Director  del  Estado.  El  Gene- 
ral San  Martin,  con  dictamen  de  su  Asesor,  mandó  en- 
tonces que  el  remate  se  limitase  á  aquellos  efectos  que  no 
podian  conservarse  cómodamiente,  y  que  se  diera  cuenta 
al  Director  como  parece  que  se  hizo. 

En  consecuencia,  se  reembolsaron  en  dos  ocasiones 
distintas  varios  efectos  de  comercio  que  produjeron  1,485 
pesos  3  reales,  y  hay  una  nota  en  que  se  dice  que  en 
14  de  Setiembre  de  1815  se  remida  al  Supremo  Director 
testimonio  del  espediente.  Aqui  concluye  toda  la  prueba 
que  se  ha  exhibido  de  esta  confiscación.  No  hay  vestijio 
alguno  de  la  resolución  que  tomó  el  Director  sobre  la 
consulta  del  Gobernador  de  Mendoza,  ni  del  resultado  de 
los  reclamos,  que  indudablemente  debió  hacer  la  familia 
de  Chopitea.  No  se  sabe  si  se  le  devolvieron  los  bienes 
embargados  ó  parte  de  ellos,  siendo  al  menos  muy  pro- 
bable que  algo  se  le  diera  para  subsistir,  pues  es  evidente 
que  permaneció  en  Mendoza,  y  no  pereció  de  miseria. 
Estos  son  puntos  que  deben  esclarecerse  para  saber  la 
estensión  de  la  responsabilidad  del  Gobierno  en  este  se- 
cuestro. No  diré  como  la  Contaduría,  que  la  prueba  in- 
cumbe al  reclamante;  porque  esta  ha  probado  cuanto  le 
pertenece,  presentando  los  documentos  en  que  consta  que 
todos  los  bienes  fueron  secuestrados  en  1814.  Pero  el 
Gobierno  debe  tomarlos  informes  necesarios  para  saber 
que  parte  de  estos  bienes  fueron  devueltos  á  la  familia 
de  Chopitea.  Yo  he  rejistrado  el  Archivo  General  de  1815 
y  1816  y  no  he  encontrado  dato  alguno  ni  aún  referencia 
á  este  asunto.  Pero  en  Enero  de  1816  el  General  San 
Martin  nombró  en  Mendoza  una  Comisión  de  vecinos 
respetables  encargada  de  administrar  y  llevar  cuenta  de 
los  bienes  confiscados  á  españoles.  Si  el  archivo  de  esta 
Comisión   está  hoy  en  poder  del  Gobierno  de  Mendoza, 
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se  podrá  informar   detalladamente  sobre  el   destino  que 
tuvieron  los  bienes  secuestrados  á  Chnpitea, 

Creo  necesario  que  V*  E,  solicite  un  informe  del  Go- 
bernador de  Mendoza  para  proceder  justanitinte.  Si  por 
esto  ú  otros  medios  no  se  prueba  que  parle  de  estos 
bienes  fueron  devueltos  á  sus  dueños;  y  si  no  es  posible 
recuperar  los  raices  del  poder  de  los  actuales  poseedores 
lo  que  me  parece  fácil  y  justo,  no  habiendo  sido  vendido 
por  el  Gobierno,  que  era  el  único  que  podia  hacerlo,  en- 
tóoces  el  Gobierno  estaría  obligado  por  el  artículo  S'^del 
Tratado  con  España  á  pagar  al  heredero  de  Cliopiteael 
valor  de  los  bienes  secuestrados.  Pero  en  este  caso  no 
podría  tomarse  por  base  para  la  liquidación  de  esta  deuda 
la  tasación  hecha  en  Mendoza  en  1826,  y  sin  tener  á  la 
vista  los  efectos  que  se  tusaban,  es   sumamente  viciosa. 

Los  vicios  que  a  primera  vista  se  notan, son  los  siguien- 
tes: 

1*"  Una  pequeña  partida  de  efectos  que  se  vendió  en 
1814,  y  por  lo  cual  después  de  tres  dias  de  remate  solo 
pudo  obtener  316  pesos  7  ris.,  está  incluida  en  la  tasación 
por  un  valor  de  mas  de  seiscientos  pesos. 

2*^  8000  cabezas  de  ganados  de  cria  de  todas  edades 
están  tasados  á  6  pesos  por  cabe¿a!  ¿Puede  suponerse 
que  en  1814  el  ganado  valia  el  doble  de  lo  que  hoy  vale?. 

Es  verdad  que  los  tasadores,  para  paliar  esta  enor- 
midad, dicen  que  la  mayor  parte  era  novillada,  toros  de 
edad  y  vacas  de  vientre;  ¿pero,  cómo  sabion  esto  des- 
pués de  doce  años  que  los  ganados  habían  desaparecido 
y  sin  tenerlos  presentes?.  Asi  mismo  el  psecio  sería  exe- 
sivo,  pues  pocos  renglones  antes  tasan  233  vacas  al  mis- 
mo precio  de  6  pesos,  siendo  mansas  y  tamberas,  según 
el  inventario. 

3"^  Cuando  se  hizo  el  secuestro,  el  Juez  comisionado 
inventarió   todo  lo  que   encontraba  en  las  casas,    inclu^ 
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yendo  los  muebles  de  la  familia,  y  como  la  tasación  se 
ha  hacho  por  el  inventario,  se  veiá  figurar  en  ella  esos 
muebles,  una  cuja,  unas  mesas,  sillas  usadas,  petacas,  ollas 
y  asadores  usados,  un  estuche  de  navajas,  un  banco  de 
amasar,  un  mate,  una  jeringa  de  estaño,  y  hasta  un  som- 
brero elástico  galoneado.  Pero  como  es  evidentemente 
imposible,  que  á  la  familia  se  !e  confiscara  los  muebles 
y  hasta  el  lecho,  estos  objetos  no  deben  figurar  en  la  ta- 
sación. 

4°  En  el  momento  que  se  hizo  el  secuestro,  un  socio 
de  Chopitea,  Don  Antonio  Mont,  al  entregar  los  objetos 
que  tenia  en  su  poder,  presentó  también  su  cuenta,  que 
corre  de  f .  5  á  7  del  espediente,  por  la  cual  tenia  Mont  un 
saldo  á  su  favor  de  1393  pesos,  los  que  sin  duda  fueron 
pagados  con  el  producto  de  la  venta  de  aquellos  efectos; 
y  por  consiguiente,  esa  suma  debe  deducirse  del  total.  En 
el  caso  pues  que  el  Gobierno  se  encuentre  obligado  á 
pagar  los  bienes  secuestrados,  debe  mandarse  hacer  una 
avaluación  justa  de  estos  bienes  y  una  liquidación  arre- 
glada.— Francisco  Pico. 

Volvió  al  Procurador  General  y  en  28  de  Diciembre,  dijo: 

ExMO.  Señor: 

Los  informes  remitidos  por  el  Juez  de  Sección  de  Men- 
doza han  aclarado  un  punto  importante,  aunque  no  ha 
sido  posible  averiguar  otros  detalles  importantes  por  ha- 
berse perdido  los  archivos  en  el  terremoto. 

Parece  ya  evidente  que  los  terrenos  en  que  el  Señor 
Chopitea  tenia  sus  estancias  de  Manzano  y  Melocotones 
fueron  vendidos  en  remate  público  en  el  año  de  1817  por 
el  Gobernador  de  Mendoza,  dependiente  del  Gobierno  Na- 
cional, y  adjudicados  á  Don  José  Pescara  por  la  cantidad 
de  seis  mil  pesos,  que  éste  entregó  en  las  cajas  públicas; 
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y  que  los  ganados  fueron  también  vendidos  en  subasta  y 
adjudicados  á  un  Don  Antonio  Ermida,  aunque  no  se  dice 
el  precio  que  dio  por  ellos. 

Se  completó,  pues,  la  confiscación  de  estos  bienes;  y  no 
hay  duda  que,  atenta  la  disposición  del  artículo  S*"  del 
Tratado  con  España,  el  Gobierno  debe  abonar  su  valor 
á  los  herederos  de  Chopitea.  La  úoícli  duda  que  hoy  se 
presentí!  es  sobre  el  verdadero  valor  de  esos  bienes;  por- 
que la  tasación  hecha  en  Mendoza  en  1826,  ¿solicitud  de 
Chopitea,  no  puede  servir  de  baseá  la  liquidación^  no  solo 
por  haber  sido  hecha  doce  años  después  de  haberse  he- 
cho el  secuestro»  y  sin  tener  presente  los  artículos  que  se 
tasaban,  sino  principalmente  por  la  notoria  y  enorme  exa- 
jeración  de  los  precios  que  se  les  ha  asignado. 

Como  prueba  de  esta  exajeracíón  pondré  los  t3Jemplos 
siguientes:  8,000  cabezas  de  ganado  de  cria  de  todas  e(ia- 
des  están  tasadas  á  seis  pesos  una,  mas  del  doble  de  lo 
que  realmente  valiao.  Una  pequeña  cantidad  de  azúcar 
está  tasada  á  15  pesos  arroba,  mas  del  triple  de  su  valor. 
Unos  objetos  que  se  vendieron  en  remate  en  1814,  por  los 
cuales  después  de  tres  días  de  pregón  solo  pudo  obtenerse* 
la  caniidad  de  316  pesos,  están  tasados  en  mas  de  (>00 
Los  terrenos,  edificios  y  plantíos  de  Manzano  y  Meloco- 
tones, por  los  cuales  en  1817  solo  pudo  obtenerse  la  oferta 
de  6,000  pesos,  por  los  cuales  se  adjudicaron,  figuran  en 
la  tasación  por2¡!2,028  pesos  (veintidós  mil  veintiocho  pe- 
sos)  á  saber:  por  el  casco  de  la  estancia  7J)80,  por  los 
edificios  1,100,  put*  un  Mulin-j  600,  por  pared  y  tupíales 
4,905,  por  potreros  y  huerta  2,069,  por  alfalfa  y  viña  6,974^ 
Total  22,028, 

Sinemburgo,  el  verdadero  valor  de  todo  esto  eran  6,000 
pesos,  porque  este  fué  el  mejor  precio  que  pudo  obte- 
nerse en  el  remate.  Esta  exajeracíón  solo  puede  reme- 
diarse hoy  por  una  prudente  avaluación  que  se  acerque 
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lo  mas  posible  á  la  verdad,  de  todos  aquellos  objetos  que 
constan  del  inventario,  y  cuyo  justo  precio  no  puede  hoy 
saberse,  como  se  sabe  el  del  terreno,  edificio  y  plantios 
de  la  estancia.  De  esta  avaluación  que  se  practique,  de- 
ben también  hacerse  las  siguientes  deduciones:  1393  pe  - 
sos  que  pertenecían  á  Don  Antonio  Mont  y  que  sin  du- 
da le  fueron  pagados  en  1815;  el  valor  de  las  camas  y  mue- 
bles de  la  familia  de  Chopitea,  que  de  nuigun  modo  pu- 
dieron entrar  en  la  confiscación,  y  que  figuran  sinem- 
bargo  en  la  tasación  hecha  en  Mendoza;  y  finalmente  una 
cantidad  que  se  estime  prudencialmente  por  los  alimentos 
de  esa  familia,  que  debieron  necesariamente  prestarse, 
porque  ella  no  fué  arrojada  á  la  mendicidad.  En  esta 
virtud,  mi  dictamen  es  que  V.  E.  mande  hacer  por  la 
Contaduría  la  prudente  avaluación  de  los  objetos  confis- 
cados y  la  liquidación  del  crédito  con  las  deducciones  an- 
teriormente espresadas. — Fkancisco  Figo. 

Resolución— 

Departamento  de  Relaciones  Esteriores. 

Buenos  Aires,  Marzo  17  de  1870.— Reconócese  en  Fon- 
dos Públicos  á  favor  de  los  herederos  de  Don  Manuel 
Chopitea  la  cantidad  de  59,187  pesos,  4  reales  y  1  cuar- 
tillo de  17  en  onza;  pase  á  la  Contaduría  para  la  liquida- 
ción de  los  intereses  correspondientes,  y  avísese  a  la  Le- 
gación de    España.— SARMIENTO.— Makiano    Várela. 

Hecha  la  liquidacióu  ordenada   por   la  suma  de  76,144  pesos  73  centa- 
vos plata  de  17  en  onza,  recayó  la  siguiente: 

Resolución — 

Departamento  de  Relaciones  Esteriores. 

Buenos  Aires,  Marzo  18  de  1870.— Inscríbase  en  Fon- 
dos Públicos  de  la  Nación  la  cantidad  de  setenta  y  seis 
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mil  ciento  cuarenta  y  cuatro  pesos,  setenta  y  seis  centa- 
vos plata  (76,144  pesos,  73  centavas)  de  diex  y  siete  en 
onz^a,  á  favor  de  los  herederos  de  Don  Manuel  Cliopitea, 
y  entregúese  este  espediente  alinteresado  para  que  ocur- 
ra á  la  Junta  del  Crédito  Público  de  la  Nación,  tomándo- 
se razón  en  la  Contaduría.— SARMIENTO.— Mariano 
Varela- 


La  Administración  de  Rentas  Kacionales  sobre  las  penas  por 
la  falta  de  asistencia  de  ios  empleados  en  la  Aduana  de 
Buenos  Aires. 

£n  26    de  Jnlio  de  1866,  el  Administrador    de    Rentas    Nacionales  da 
cuenta  que  varios  empleados  han  faltatlo  li  ana  deberes  sin  permiso. 
Pasado  al  Proiiarador  del  Tesoro,  dijo  en  6  de  Agosto: 

EXMO.   SEÑOa  : 

No  teniendo  conocí  miento  el  que  suscribe  de  la  supe- 
rior resolución  a  que  hace  referencia  la  presente  nata  del 
Señor  Administrador  de  Rentas,  pues  no  se  encuentra  en 
la  colección  de  Leyes  y  Decretos  de  Aduana,  V,  E,  se  ha 
deservir  ordenarse  agregue  copia  de  ella  para  poder  dic- 
taminar en  este  asunto. — Salustiano  J.  Zavalia, 

Vuelto  al  Administrador  de  Rentosa,  dijo  que  la  resolución  aludida  or- 
denaba que  loe  empleados  que  faltasen  una  ve^,  perderían  el  derecho 
á  su  sueldo,  y  que  bí  Be  repetía  por  segunda^  se  destituirían»  con  lo 
que  en  21  de  Agosto,  el  Procurador  del  Tesoro  se  espidió  del  modo 
signiente: 

ExMO.  Señor: 


Lct  resolución  copiada  por  el  Señor  Administrador  de 
Rentas  Nacionales,  está  en  vijencia,  pues  no  ha  sido  de- 
rogada, y  una  Ley  del  Congreso  h\  mandado  observar  las 
disposiciones  vijentes  en  cada  una  de  his  Aduanas  de  la 
Repiiblica,  dando  asi  fuerza  de  ley  á  los  decretos  y  reso- 
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luciones  administrativas  dictadas  pop  el  Gobierno  de  la 
Provincia. 

Es  pues  de  opinión  el  que  suscribo,  que  para  los  objetos 
indicados  por  el  Señor  Administrador,  se  notifique  á  los 
empleados  de  la  Aduana  la  espresada  resolución,  previ- 
niéndoles que  ella  será  observada  rigorosamente,  y  que 
con  arreglo  á  ella  serán  castigadas  sus  faltas  al  servicio; 
salvo  el  parecer  de  V.  E.— Salustiano  J.  Zwalia. 

Resolución — 

Departamento  de  Hacienda. 

Buenos  Aires,  Agosto  25  de  1866.— En  un  todo  de 
acuerdo  con  la  precedente  vista  del  Procurador  del  Te- 
soro, vuelva  al  Administrador  de  Rentas  Nacionales  en 
Buenos  Aires,  para  que  proceda  de  conformidad. — PAZ.— 
Rufino  de  Elizalde. 


Camilo  Uriburu,— reclamación   por  contribuciones  impuestas 
por  el  Gobierno  de  San  Juan. 

Don  Juan  Manuel  Pinto,  en  representación  de  Don  Camilo  Uriburu, 
reclama  por  contribuciones  impuestas  á  el  padre  d3  su  representado 
por  el  Gobierno  de  San  Juan,  como  subdito  español,  desde  1812  á 
1829,  siendo  unas  destinadas  á  la  Guerra  de  la  Independencia  y 
otras  á  la  guerra  civil. 

En  27  de  Agosto  de  1866,  dijo  el  Procurador  del  Tesoro: 

ExMO.  Señor: 

En  cuanto  á  las  deudas  procedentes  de  confiscaciones 
ó  suministros  hechos  durante  la  guerra  civil,  esta  de 
acuerdo  el  que  suscribe  con  lo  que  aconseja  el  Señor  Co- 
misionado Especial;  pero  no  en  cuanto  á  lo  demás  relativo 
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á  las  confiscaciones  hechas  por  h\  Guerra  de  la  Indepen- 
dencia, pues  el  Tratado  solo  exijo,  en  cuanto  á  la  pro- 
cedencia de  la  dt'iida,  que  sea  española  en  su  oríjen,  no 
haciendo  distinción  alimona  en  cuanto  á  la  nacionalidad 
del  reclamante,  pues  el  artículo  5^  dice  espresamente 
que  tales  deudas  se  pagarán  á  los  dueños  de  los  bienes 
confiscados,  y  en  su  defecto,  á  sus  herederos  ó  lejitimos 
representantes^  que  naturalmente  debían  ser  en  su  mayor 
parte  ciudadanos  de  la  República,  á  quienes  no  es  justo 
hacer  de  peor  condición  que  á  los  estrangeros. 

Por  estas  razones  y  otras  espresadas  en  otros  espedien- 
tes que  se  hallan  en  el  mismo  caso,  y  estando  además  de- 
bidamente co'Tiprobada  esa  parte  de  lareclamaciónj  es  de 
opinión  el  que  suscribe  que  ella  sea  reconocida  y  man- 
dada pagar,  como  lo  prescribe  el  Tratado. — Salustiano 
J.  Zavalia. 

En  8  de  Fobreru  de  1857  dlju  el  Frocurador  Gencrftl: 

ExMo.  Señor: 


Las  deudas  que  el  Gobierno  se  obligó  á  pagar  por  el 
Tratado  con  S*  M.  C.  son  de  dos  categorías.  1*  Las  deu- 
das de  Tesorería,  contraídas  por  el  Gobierno  Kspañol  y 
sus  autoridades  antes  del  25  de  Mayo  de  1810  en  las  Pro- 
vuicias  que  forman  el  territorio  de  la  República  Argen- 
tina* Contraída  esta  obligación  sin  contemplación  alguna, 
y  la  naciunalidad  délos  acreedores,  no  hay  duda  que  la 
deuda  debe  pagarse,  cualesquiera  que  ellas  sean.  La 
consulta  solo  puede  refeiírse  á  ía  segunda  categoría  con- 
tenida en  el  artículo  5**  del  Tratado  en  que  se  estipula 
que  los  bienes  secuestrados  ó  confiscados  a  subditos  es- 
pañoles, durante  la  Guerra  ó  después  de  ella,  serán  res- 
tituidos á  sus  antiguos  dueños,  ó  á  sus  herederos,  ó  leji- 
timos representantes.  En  esta  estipulación  la  República 
se  reconoció  obligada  á  indemnizar  á  aquellos,  á  quienes 
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había  despojado  cuando  eran  sus  enemigos,  siguiendo  el 
principio  sumamente  concillado  que  dictó  la  Ley  de  ia 
Provincia  de  Buenos  Aires  de  Noviembre  de  1821,  por  la 
cual  se  habia  pagado  ya  la  mayor  parte  de  esta  deuda. 

El  derecho  fué  reconocido  á  favor  de  los  españoles  con- 
fiscad(»s,  pero  para  que  él  sea  trasmitido  á  sus  herederos 
universales  no  creo  necesaria  la  continuación  en  estos  de 
la  ciudadanía  española,  porque  la  regla  general  es  que, 
las  obligaciones  que  nacen  de  contrato,  y  con  mayor  ra- 
zón los  derechos,  se  trasmiten  á  los  herederos,  aún  cuan- 
do no  tengan  la  misma  condición  civil  de  sus  causantes, 
y  por  consiguiente,  para  privar  del  derecho  á  los  here- 
deros no  españoles,  habria  sido  necesaria  una  estipulación 
espresa  en  el  Tratado,  que  limitara  la  generalidad  de  su 
espresión  ó  á  sus  herederos.  Asi  lo  entendió  también  el 
Gobierno  de  Buenos  Aires  en  1822  en  que  pagó  todos  los 
secuestros  y  confiscaciones  hechas  á  los  Españoles,  sin 
hacer  distinción  de  nacionalidad,  en  los  actuales  posee- 
dores de  estos  derechos,  procediendo  espontáneamente 
solo  por  los  consejos  de  una  política  conciliadora,  sin  es- 
tar ligado  por  el  vínculo  de  un  Tratado.— Francisco  Pico. 

Kn  11  de  Diciembre  agregó  el  Procurador  del  Tesoro: 

ExMO.  Señor; 

Por  el  Tratado  quedó  el  Gobierno  Español  y  sus  sub- 
ditos en  las  condiciones  de  la  Nación  mas  favorecida,  y 
en  el  caso  de  las  convenciones  del  59  con  Inglaterra,  Fran- 
cia é  Italia. 

Por  estas  convenciones  se  acordó  la  indemnización  de 
perjuicios  causados  en  la  guerra  civil;  y  por  la  Ley  del 
Coijgreso  General,  en  Setiembre  del  mismo  año,  se  deter- 
mina y  clasifica  la  legalidad  y  requisitos  de  los  perjuicios 
para  ser  reconocidos:    «la  Confederación  Argentina,  dice 
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la  Ley,  desde  la  instalación  del  Gobierno  Constitucional, 

no  conoce  derecho  á  indemnización  en  lavor  de  naciona- 
les ó  estranjeros.  sino  por  perjuicios  causados  por  enn- 
picados  de  las  autoridades  lejítimas  df^l  país. 

Resulta  pues,  que  es  nece>sar¡o  clasificar  y  deslindar  la 
guerra  civil  y  de  la  Independencia^  y  los  reclamos  que  á 
cada  una  corresponda;  y  aunque  por  las  convenciones  no 
se  determinó  ni  se  fijó  época  ó  punto  de  partida,  pero 
solo  se  estipuló  espresamente  para  los  perjuicios  de  la 
guerra  civil  y  fué  necesario  en  los  arreglos  que  se  han 
hecho  fijar  lu  época  desde  el  año  20,  porque  en  ese  año 
después  de  la  revolución  de  Arequito  se  disolvió  el  Go- 
bierno Nacionnl  del  Directorio,  y  quedaron  las  provincias 
en  su  aislamiento  y  guerra  civilj  habiendo  sid'»  antes  de 
pjca  importancia. 

El  presente  reclamo  comprende  las  dos  épocas;  y  en 
cuanto  á  la  parle  de  contribuciones  ó  deuda  desde  el  año 
20  creo  que  se  debe  reconocer  comprendida  en  las  con- 
venciones. Perú  de  la  época  anterior  corresponde  á 
la  Guerra  de  la  Independencia  y  deuda  general  á  conso- 
lidarsCj  según  la  clase  de  contribuciones  ó  cscepciones 
que  contribuyen  al  reclamo,  y  sobre  esto  nadase  ha  es- 
tipulado ni  en  las  convenciones  ni  en  el  Tratado,  sino 
solo  sobre  confiscaciones  y  secuestros,  Y  debe  también 
notarse:  l'^  qje  siendo  la  confiscación  de  carácter  odio- 
so y  escepcional,  no  se  debe  ampliar  sino  restringir  la 
inteligencia  del  Tratado  á  la  confiscación  verdadera  en 
el  sentido  periódico.  2^  Que,  tanto  en  las  convenciones 
como  en  el  Tratado,  se  han  hecho  de  mejor  condición 
los  estranjeros  que  los  hijos  del  país  con  el  privilejio  de 
ser  pagados  primero  antes  de  la  consolidación  de  la  deu- 
da general  acordada  por  el  Congreso  Constituyente  del 
53,  y  apenas  en  la  parte  que  les  toque  en  la  cpoca  an- 
tes  de!  año  20,  procedente  de  la  Guerra  de  la   Indepen- 
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dencia,  vienen  á  ponerse  en  igualdad  con  los  Argentinos 
para  ser  pagados  en  la  deuda  general  sin  privilejios.  Ya 
se  vé  que  esta  desigualdad  ha  sido  escesiva,  fuera  de  los 
límites  de  la  equidad  por  consultar  el  Gobierno  otras 
razones  de  interés  general  y  la  buena  inteligencia  con  las 
naciones  amigas. 

Ahora  pues,  las  contribuciones  que  se  reclaman  de  esa 
época,  según  aparece  del  Archivo  del  Gobierno  de  San 
Juan,  no  tiene  ningún  sintoma  del  carácter  de  confisca- 
ción ni  persecución  personal,  sino  de  contribución  estraor- 
dinaria  ó  forzosa,  que  se  sacaba  entonces  á  nacionales  y 
estrangeros,  comerciantes  ó  propietarios,  con  cargo  de 
devolución  y  pago,  y  lo  demás  está  pendiente  en  la  deu- 
da general. 

En  virtud  de  todo  lo  espuesto,  y  que  en  mucha  parte 
se  ha  pagado,  opina  el  Procurador,  que  el  presente  re- 
clamo no  está  comprendido  en  el  Tratado  con  la  España 
y  que  la  parte  del  reclamo  desde  el  año  20,  se  halla  com- 
prendida en  las  convenciones  y  se  puede  reconocer;  pero 
no  la  parte  anterior  á  esta  fecha,  que  se  clasifica  cor- 
respondiente á  la  guerra  de  la  Independencia  y  contri- 
buciones estraordinarias  según  el  orijen  de  la  deuda,  y  debe 
quedar  para  considerarse  en  la  deuda  general. — Ramón 
Fekreira. 

Vuelto  al  Procurador  General,  dijo  en  22  de  Diciembre  de  1868: 

ExMO.  Señor: 

El  presente  reclamo  es  para  cobrar  en  virtud  del  artí- 
culo 5°  del  Tratado  con  España  las  cantidades  que  el 
español  Don  Juan  Antonio  Uriburu  entregó  al  Gobierno 
de  la  Provincia  de  San  Juan,  en  dinero  y  especies  por 
conUnbiiciones,  empréstitos  y  coyifiscaciones. 

Ya  he  manifestado  anteriormente  á  V.  E.  cuál  es  mi 
dictamen  sobre  este  jénero  de  reclamos.  En  el  Tratado  solo 
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se  obligó  el  Gobierno  de  la  República  á  devolver  á  los 
españoles  los  bienes  que  les  hubiesen  sido  confiscadm  ó 
secuestrados  en  virtud  del  derecho  de  la  guerra;  para  ha- 
cer  esta  devolución  era  necesario  que  se  conviniera  c?n 
el  Tratada,  por  que  la  República  uo  tiene  obligación 
alguna  de  hacerlo,  habiendo  usado  de  su  derecho  de  be- 
lijeranle.  Esta  es  la  razón  de  la  estipulación.  Pero 
en  ella  no  se  habla  de  empréstitos  y  contribuciones. 

¿Por  qué?  Porque  los  empréstitos  hay  obligación  de 
pagarlos  y  no  habia  necesidad  de  una  estipulación  es- 
pecial para  que  esta  obligación  se  reconociera.  La  Na- 
ción no  se  ha  negado  ni  puede  negarse  á  ello.  Solo  falta 
que  el  Congreso  autorize  la  consol idación  de  esta  deuda; 
y  entonces  serán  pagados  no  solo  los  españoles,  sino  los 
nacionales  y  todos  los  estraojeros  que  sean  acreedores  por 
empréstitos* 

En  cuanto  á  tas  contribuciones^  no  hay  razón  alguna 
para  devolverlas.  Estas  se  exijen  de  los  habitantes  para 
sostener  las  cargas  públicas^  como  el  cumplimiento  de  un 
deber  social,  no  como  un  empréstito,  ni  como  crédito  de 
ningún  género.  Es  absurdo  pretender  que  haya  obliga- 
ción de  devolver  las  contribuciones,  aunque  su  distribu- 
ción ó  su  modo  de  percepción  no  hayan  sido  perfectos. 

Mi  dictamen,  pues,  es  que  debe  separarse  de  este  re- 
clamo todas  las  partidas  por  PuipréslHos  i/  contribuciones 
como  no  incluidas  en  el  Tratado,  y  que  solo  debe  abonar- 
se el  valor  de  los  efectos  secuestrados  ó  confiscados  al 
autor  de  los  reclamantes.  Por  lo  demás^  este  caso 
es  rejido  solo  por  el  Tratado  con  España,  Nada  tiene 
que  ver  con  él  las  reclamaciones  celebradas  en  1859  con 
Inglaterra,  Francia  é  Italia,  ni  hay  para  que  tomarlas  en 
cuenta.  Aquel  Tratado  dice  que  serán  devueltos  los  bie- 
nes (tque  hubiesen  sido  secuestrados  ó  confiscados  á  sub- 
ditos españoles,  durante  la  guerra  sostenida  en  América 
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ó  despties  de  ella.n  Esta  esposición  comprende  todas  las 
confiscaciones  hechas  desde  que  empezó  la  guerra  hasta 
la  fecha  del  Tratado,  y  esto  es  lo  que  el  Gobierno  Nacio- 
nal se  ha  obligado  á  pagar  sean  hechos  antes  ó  después 
del  año  1820.  La  fijación  de  esta  fecha  solo  puede  ser- 
vir para  que  el  Gobierno  Nacional,  después  de  haber 
cumplido  su  obligación  internacional,  haga  cargo  al  Go- 
bierno de  la  Provincia  donde  la  confiscación  se  hizo  en 
la  época  en  que  estaba  separada  de  la  Nación.  En  este 
caso  se  halla  la  última  partida  de  la  cuenta  del  Señor  Uri- 
buru,  importante  2230  pesos  por  una  tienda  de  mer- 
caderías que  le  confiscó  el  Gobierno  de  San  Juan  en  el 
año  de  1829.--Francisco  Pico. 

Se  dio  vista  al  interesado  y  éste  en  1  ^  de  Enero  pide  se  practique  la 
liquidación  de  su  crédito,  de  confonnidad  á  lo  aconsejado  por  la  Comi- 
sión de  la  Deuda  Estranjera. 

En  18  de  Enero,  el  Procurador  General  de  la  Nación,  dijo: 

ExMO.  Señor: 

Reproduzco  mi  informe  de  22  de  Diciembre  último,  por- 
que no  se  ha  dado  razón  alguna  para  que  pueda  alterar 
sus  fundamentos. 

En  consecuencia,  creo  que  no  es  justo  que  la  Contadu- 
ría haya  reconocido  como  lejítimas  las  partidas  10,  11, 
19,  20,  21,  22,  y  23  de  la  cuenta  de  f.  4,  ni  que  haya  su- 
primido todas  las  posteriores  al  año  1820;  para  hacer 
una  liquidación  arreglada,  es  preciso  que  el  Gobierno  fije 
las  bases  de  ella,  declarando  si  han  de  devolverse  ó  no 
las  contribuciones,  empréstitos,  y  las  confiscaciones  hechas 
después  de  1820. — Francisco  Pico. 

Pasado  al  interesado  para  que  justifícase  su  personería,  lo  hizo  por  me- 
dio de  una  información  con  declaraciones  del  Dr.  Don  José  M.  del 
Carril  y  Don  Dalmiro  Uudson,  con  lo  que  pasó  al  Procurador  del  Te- 
soro, quien  dijo   en  13  de  Julio  de  1860: 
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ExMO.  Señoh: 


Me  encuentro  inhabilitado  para  dictannínar  en  la  pre- 
sente jestion,  por  razón  de  parentezco  con  Don  Camilo 
Uriburu,  que  es  el  interesado  en  ella  y  quien  ¡a  ha  pro- 
movido. ILi  deservirse,  pues,  V.  E.,  tenerme  por  escu- 
sado  y  proveer  o^^  el  caso,  segnn  lo  estime  conveniente. 
— Buenos  Aires,  Julio  13  de  1867.— José  E»  ÜRiBuau* 

En  26  de  Julio  do  1869,  dijo  el  Procurador  GenertiU 

ExMO.  Señor: 

Sóbrela  competencia  de  Don  Camilo  Uriburu  para  ha- 
cer e!  reclamo,  creo  que  está  justificada  por  los  dos  testi- 
monios que  afirman  que  era  hijo  lejílimo  de  Don  Juan 
Antonio  Uriburu»  y  habiendo  aquel  dado  en  el  escrito  de 
f,  3,  causión  de  rato  et  grato  por  sus  hermanos  y  sobri- 
nos, su  personería  es  arreglada*  En  cuanto  al  fondo  del 
reclamo,  reproduzco  mis  dictámeups  de  "Ziá^  Diciembre 
de  1868  y  18  de  Enero  de  1869.— Fkangisco  Pico. 
V  por  último,  consultado  otra  veí^  agregó  eu  15  de  Dicienibro  do  1871. 

ExMO.  Señor: 


La  copia  de  f,  4  en  que  se  apoya  el  reclamo  de  los  he- 
rederos del  español  Don  Juan  Antonia  Uriburn,  contiene 
partidas  de  distinto  orijen  y  naturaleza. 

Hay  pequeñas  contiibuciones  que  se  lo  exijieron  corao 
habitante  del  país  para  sostener  la  administración  públi- 
ca, las  cuales  no  tienen  el  carácter  de  créditos  reembolsa- 
bles,  ni  deben  pagnrse  atendido  los  términos  del  Tratado 
y  el  buen  sentido.  Hay  empréstitos  forzosos  y  confisca- 
ciones que  se  impusieron  por  ser  español,  los  cuales  de- 
ben abonarse  atendida  la  estipulación  del  articulo  5**  del 
Tratado,  y  la  Ley  de  22  de  Setiembre  de  1870.     Pero  la 
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mayor  parte  de  estas  confiscaciones,  fueron  hechas  después 
de  1820  por  el  Gobierno  de  San  Juan,  esclusivamente  para 
emplearse  en  objetos  provinciales,  y  es  por  eso  que  apa- 
recen sentadas  en  los  libros  como  deuda  de  la  Provincia 
Se  ía  necesario  resolver  si  esta  deuda  debe  ser  pagada 
por  la  Nación,  ó  si  debe  remitirse  al  verdadero  deudor. 

Mi  dictamen  es  que  la  Nación  debe  pagarla,  porque  ella 
se  obligó  en  el  Tratado  á  devolver  el  valor  de  las  confis- 
caciones hechas  á  españoles  por  la  autoridad  pública,  sin 
reserva  alguna.  Pero  será  justo  que  haga  cargo  de  este 
pago  al  Gobierno  de  la  Provincia,  y  procure  reembolsar 
la  erogación. 

Por  lo  demás,  este  reclamo  no  se  apoya  en  losdocumen- 
tor  orijinales  de  crédito  que  ha  debido  recibir  Uriburu 
cuando  hizo  los  empréstitos,  sino  en  un  estracto  de  los  li- 
bros de  Tescreria  de  San  Juan.  Por  lo  cual  no  sería  estra- 
ño  que  este  crédito  haya  sido  pagado,  al  menos  en  parte, 
en  la  consolidación  de  la  deuda  pública  hecha  por  la  Pro- 
vincia de  Buenos  Aires  en  1822;  lo  cual  sería  necesario 
investigar,  óexijirque  el  reclamante  presentara  un  certifi- 
cado delGefede  la  Oficina  del  Crédito  Público  Provincial- 
— Francisco  Pico. 

Resolución — 

Departamento  de   Relaciones  Esteriores. 

Buenos  Aires,  Setiembre  27  de  1872.— En  vista  de  la  li- 
quidación practicada  por  la  Contaduría,  y  habiendo  hecho 
el  interesado  la  renuncia  á  que  se  refiere  el  Decreto  de  fe- 
cha 23  de  Setiembre  del  corriente  año,  inscríbase  en  Fon- 
dos Públicos  de  la  Nación  del  6%  de  renta  y  1  de  amorti- 
zación á  favor  del  interesado,  la  cantidad  de  2.481  pesos,  94 
centavos  plata  de  17  en  onza  á  que  asciende  esta  reclama- 
ción, por  capital  é  intereses.    Tómese  razón  en  Conta- 
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diiría,  y  entregúese  el  espediente  al  apoderado  del  recla- 
mante, para  que  recurra  á  la  Junta  del  Crédito  Publico. — 
SARMIENTO.— C.  Tejedor. 


Doña  Rosario  Bejarano  de  Reyes, — pide  pensión  como  madre 
▼iuda  del  Ayudante  Don  Juan  B.  Reyes. 

En  10  de  Setiembre  de  1866,  Doña  Rosario  Bejarano  ríe  Rí^yes,  viuda, 
y  madre  del  finado  Don  Juan  B.  Reyes,  pide  pensión.  La  Inspec- 
ción dice  qiw  el  Ayudante  Don  Juan  Reyes,  murió  en  la  batalla  de 
18  de  tlnlio,  y  que  la  madre  tiene  derecho  á  pensión,  y  la  Contaduría 
pido  que  !a  recurrente    acredite  como   su  hijo  habia  muerto  soltero. 

Pnaado  al  Procurador  del  Tesoro,  dice  en  16  de  Noviembre. 

E.\MO.  Señor: 

S^un  el  artículo  32,  la  solicitud  presente  sólo  tendría 
lugareuiuidonohubiesederecho  á  pensión  militar, y  hubiese 
concurrido  el  finado  d  la  formación  de  la  Caja  «Monte- 
Pioí>,  y  no  hallándose  en  ese  caso  la  solicitan  te,  no  puede 
tener  lugar.  Para  obtener  derecho  á  hi  pensión,  debe 
probar  también  que  su  hijo  ha  muerto  en  estado  de  sol- 
tero, y  que  ella  es  pobre  á  más  de  viuda^  conforme  á  la 
ley  de  la  materia.— Ramón  Fekkeira. 

Salvado  por  la  interesada  el  reparo  de  la  Contaduría,  volvió  al  Froca- 
fttílor  del  Tesoro,  y  dijo  en  7  de  Diciembre: 

ExMo.  Sfifioii: 

Sin  embargo  de  que  la  parle  interesada  no  expresa  en 
su  solicitud  directamente  derecho  á  pensión  militar,  sino 
sólo  el  pago  acordado  por  el  artículo  32  de  la  Ley  de  la 

materia,  que  no  le  corresponde  por  las  razones  espuestas 
en  la  vista  anterior;  resultando  por  otra  parte  del  mérito 
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de  autos  justificado  su  derecho  para  obtener  pensión  mi- 
litar, con  arreglo  á  los  informes  de  la  Inspección  y  Con- 
taduría y  los  documentos  justificativos  que  ha  presen- 
tado, opina  el  Fiscal  que  tiene  derecho  la  solicitante  á 
la  pensión  que  acuerda  la  Ley  a  las  de  su  clase. — Ramón 
Ferreira. 

Resolución — 

Departamento  de  Guerra  y  Marina. 

Buenos  Aires,  Diciembre  10  de  1866.— Líbrese  por  se- 
parado orden  de  pago  por  los  dos  sueldos  sin  cargo  acor- 
dado por  punto  general,  y  acuérdase  á  Doña  Rosario 
Bejarano  de  Reyes,  la  pensión  de  la  mitad  del  sueldo 
correspondiente  al  empleo  militar  de  su  finado  hijo,  con 
arreglo  á  las  disposiciones  vigentes. — Paz — José  María 
Moreno  O.  M. 


Esteban  Ramos  y  Rubert, — solicitan  exoneración  de  derechos 
por  la  introducción  de  buques  destinados  á  la  navegación 
del  Salado. 

En  28  de  Setiembre  de  1866,  Don  Esteban  Ramos  y  Rubert,  pide  exo- 
neración de  derechos  por  la  introducción  de  un  vaporcito  y  dos  cha* 
tas  para  la  navegación  del  Salado. 

Consultado  el  Procurador  del  Tesoro,  dijo  en  18  de  Diciembre: 

ExMO.  Señor: 

Estando  el  empresario  Ramos  dentro  de  la  próroga  que 
le  concede  la  Ley  de  27  de  Setiembre  de  1862  para  em- 
pezar la  navegación  del  Salado  con  arreglo  al  contrato 
de  2  de  Junio  de  1856;  y  siendo  destinadas  para  ese  ob- 
jeto las  embarcaciones  traídas  desarmadas,  por  no    po- 


—  508  — 

derse  armar  en  Inglaterra  y  pasar  la  nevegación  por  su 
pequenez,  opina  el  Procurador  que  es  atendible  la  so- 
licitud del  empresario  para  armarse  aqní  sin  gravamen 
de  derechos,  bajo  la  Inspección  y  vigilancia  de  la  Aduana 
sobra  la  exactitud  de  las  piezas  y  material  necesario,  es- 
ciüsivamente  para  los  buques,  sin  que  tiaya  sobrantes, 
en  cuyo  caso  pagará  derecho  el  esceso.— Ramón  F'BKaeiRA, 

Hesolncíón — 

Departamento  de  Hacienda. 

Buenos  Aires,  Diciembre  15  de  18G6» — En  atención  á 
las  consideraciones  espuestas,  vuelva  al  Administrador 
de  Rentas  Nacionules  en  Buenos  Aires,  para  el  despacho 
libre  de  derechos  de  los  artículos  que  menciona  esta 
apolaciun. — Paz. 


Dionisio  Várela,— reclama  el  pago  de  contribuciones  íorzozas 
impuestas  á  su  Señor  Padre. 

En  IS  de  Octubre  de  186(5,  Don  Juan  I^íaiiuel  Pinto,  en  representación 
de  Bim  Dionisio  Viirelj»,  reelmna  el  pago  de  las  contri bnciones  y  em* 
préstitos  que  lo  fueron  oxijidoa  por  eu  calidad  de  Biíbdilo  eapañol. 

El  lYücui'aflor  del  Tesoro  dijo  en  11  de  Diciembre  de  1868: 

ExMO.  Señoh: 

Tengo  que  reproducir  lo  mismo  que  he  dicho  en  otros 
espedientes  de  la  misma  naturaleza:  el  Gobierno  de  Es- 
pana  de^:pues  del  Tratado,  quedó  en  las  mismas  condi- 
ciones de  la  Nación  mas  favorecida;  y  en  el  caso  de  las 
convenciones  del  59  sobre  la  indemnización  de  perjuicios 
causados  en  la  gnarra  civil;  y  por  la  Ley  del  Cungreso 
General  de  Setiembre  del  mismo  año,  se  determinó  y  cía- 
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sificó  la  legalidad  y  requisitos  de  los  perjuicios  para  ser 
reconocidos  del  modo  siguiente:  la  Confederación  Argen- 
tina desde  la  instalación  de  su  Gobierno  Constitucional, 
no  reconoce  derecho  á  indemnización  en  favor  de  nacio- 
nales ó  estranjeros,  sino  por  perjuicios  causados  por  em- 
pleados de  las  autoridades  lejítimas  del  país. 

De  esto  resulta  que  es  necesario  clasificar  y  deslindar 
la  guerra  civil  y  de  la  independencia  y  los  reclamos  que 
á  cada  una  corresponda;  )  aunque  por  las  convenciones 
no  se  determinó  ni  se  fijó  época,  pero  solo  se  estipuló 
espresamente  para  los  perjuicios  en  la  guerra  civil  con- 
siderándose esta  principalmente  en  la  época  de  la  Dic- 
tadura de  Rosas.  Fué  sinembargo  necesario  en  los  ar- 
reglos que  se  han  hecho,  ampliar  esa  época  y  tomar  como 
punto  de  partida  el  año  20;  porque  en  ese  año  después 
de  la  revolución  de  Arequito,  se  disolvió  el  Gobierno  Na- 
cional del  Directorio,  y  las  provincias  quedaron  en  su 
aislamiento   y  en  la  guerra  civil. 

El  presente  reclamo  comprende  las  dos  épocas;  y  en 
cuanto  á  la  parte  de  contribuciones  ó  deudas  desde  el  año 
20,  creo  que  se  debe  reconocer,  con  arreglo  á  las  con- 
venciones. Pero  de  la  época  anterior,  corresponde  á  la 
guerra  de  la  independencia  y  á  la  deuda  general  á  con- 
solidarse, según  el  orijen  del  reclamo.  Sobre  esto  nada 
se  ha  estipulado,  ni  en  las  convenciones  ni  el  Tratado 
referente  á  esi  época,  sino  solo  sobre  confiscaciones  y 
secuestros. 

Debe  notarse  también:  1°  que  siendo  la  confiscación  de 
carácter  odioso  y  especial,  no  se  debe  ampliar  sino  res- 
trinjir  su  intelijencia  al  sentido  de  la  verdadera  confisca- 
ción, según  derecho.  2°  Que  tanto  en  las  convenciones 
como  en  el  Tratado,  se  han  hecho  de  mejor  condición 
los  estranjeros  que  los  Argentinos,  con  el  privilejio  de 
ser  pagados  en  la  deuda  general.    Ya  se  vé  que  esta  de- 


—  510  — 

sigualdad  ha  sido  escesiva  fuera  de  los  limites  de  la  equi- 
dad, por  consultar  el  Gobierno  otras  razones  de  interés 
general  y  de  buena  inleligencia  con  las  naciones  amigas. 
La  deuda  que  se  reclama  de  esa  época,  según  aparece 
del  Archivo  del  Gobierno  de  San  Juan,  no  tiene  ningún 
síntoma  del  carácter  de  con/mación  ni  persecución,  sino 
de  contribución  estraordinaria  ó  forzosa  que  se  sacaba  en- 
tonces á  nacionales  y  estranjeros  residentes,  comarcian- 
tes  ó  propietarios,  cou  cargo  de  devolución;  y  mucha 
parte  se  ha  pagado  estando  pendiente  lo  demás  para  con- 
siderarse en  la  deuda  general 

En  virtud  de  todo  lo  espuesto,  opina  el  Procurador  que 
el  presente  reclamo  no  está  comprendido  en  el  Tratado 
de  España,  y  que  la  parte  del  reclamo  desde  el  afio  20, 
se  halla  comprendido  en  las  cunvencioties,  y  se  puede 
reconocer;  pero  no  la  parte  anterior  a  esa  fecha,  que  se 
clasifica  correspondiente  á  la  independencia»  y  proceden- 
tes de  contribuciones  estranrdinarias,  no  de  confiscación» 
debiendo  reservarse  para  considerarla  en  la  deuda  gene- 
ral    Salvo  en  todo  el  juicio  de  V,  E.— Ramón  FiiaREfK\. 

En  14  de  Diciembre  de  186S  paaó  al  Procurador  Generalp  y  dijo  en  35! 

de  Diciembre: 

ExMO.  Señor: 


El  presente  reclamo  es  para  cobrar  en  virtud  del  artí- 
culo 5**  del  Tratado  con  España  las  cantidades  que  el 
español  Don  José  Várela  entregó  al  Gobierno  de  la  Pro- 
vincia de  San  Juan  en  dinero  y  especies,  por  conlri'- 
buciones,  empréstiíos  fj  confiscaciones. 

Ya  he  manitestado  anteriormente  á  V.  E.  cuál  es  mi 
dictamen  sobre  este  género  de  reclamos*  En  el  Tratado 
solo  se  obligó  el  Gobierno  de  la  República  á  devolver  á 
los  españoles  ios  bienes  que  les  liubiesen  sido  confisca- 
dos ó  secuestrados  en  virtud   del  derecho  de  la  guerra 
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Para  hacer  esta  devoluciónj  era  necesaru»  que  se  con- 
viniera en  el  Tratado;  pirque  la  República  no  tenia  obli- 
gación alguna  de  hacerlo,  habiendo  usado  de  su  derecho 
de  belijerante.  Esta  es  la  razón  de  la  estipulación.  Pero 
en  ella  no  se  habla  de  empréstitos  y  oontribucione?. 

Pop  que?  Porque  los  empréstitos  hay  obligación  de  pa- 
garlosj  y  no  había  necesidad  de  una  estipulación  especial 
para  que  ésta  obligación  se  reconociera.  La  Nación  no 
se  ha  negado  ni  puede  negarse  á  ello.  Solo  falta  que  el 
Congreso  autorize  la  consolidación  de  esta  deuda;  y  en- 
tonces serán  pagados  no  solo  los  españoles,  sino  los  nacio- 
nales y  todos  los  estrangeros  que  sean  acreedores  por 
empréstitos. 

En  cuanto  á  las  contribuciones,  no  hay  razón  alguna 
para  devolverlas.  Estas  se  exijen  de  los  habitantes  para 
sostener  las  cargas  de  la  sociedad,  como  el  cumplimiento 
de  un  deber  social,  no  como  préstamo,  ni  como  crédito 
de  ningún  género.  Es  absurdo  pretender  que  haya  obli- 
gación de  devolver  las  contribuciones,  aunque  su  distri- 
bución ó  la  forma  de  su  percepción  no  íiayan  sido  per- 
fectas; porque  para  ello  seria  necesario  imponer  nuevas 
contribuciones,  que  también  deberían  devolverse. 

Mi  dictamen j  pues,  es  que  deben  separarse  de  este  re- 
clamo todüs  las  partidas  por  emp/'ésiüosy  contribuciones^ 
como  no  comprendidas  en  el  Tratado,  y  que  solo  debe 
abonarse  el  valor  de  los  efectos,  esclavos  y  animales  se^ 
cuestrados  á  Don  José  Várela.  Por  lo  demás,  este  caso 
solo  debe  ser  rejido  por  el  Tratado  con  Espacia.  Nada 
tienen  que  hacer  con  él  tas  convenciones  celebradas  en 
1859  con  Inglaterra^  Francia  é  Italia,  ni  hay  para  que  to* 
marliis  en  cuenta,  mucho  mas  desde  que  los  efectos  to- 
mados á  Várela  lo  fueron  antes  de  1820,  y  de  esa  época  en 
adelante,  solo  ha  píigado  contribuciones*— Francisco  Pico* 
Cojiflultadü  el  Procurador  del  Tesoro,  dijo  en  21  de  Julio  de  1869: 
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ExMO.  Señor: 

La  información  producida  puede,  según  mi  juicio,  re- 
putarse bastante  para  acreditar  la  filiación  lejítima  de  Don 
Dionisio  Várela,  y  por  consiguiente,  sus  derechos  here- 
ditarios en  los  bienes,  derechos  y  acciones  correspon- 
dientes á  su  finado  padre  Don  José  Várela. 

Pero  la  información  misma  revela  que  no  es  el  recur- 
rente el  único  sucesor  que  dejó  el  finado  Várela:  existie- 
ron además  otros  dos  hijos  de  éste,  igualmente  lejitimados» 
Don  Mateo  y  Don  Vicente.  El  primero,  Don  Mateo,  se 
asegura  que  murió  hace  algunos  años,  sin  dejar  sucesión; 
lo  cual  no  considero  indiscreto  aceptar  como  esacto  y 
probado,  desde  que  reposa  sobre  la  autoridad  de  testi- 
monios idóneos,  producidos  ante  juez  competente,  con  ci- 
tación fiscal  y  en  el  mismo  lugar  á  que  se  refieren  los 
hechos  declarados. 

En  cuanto  al  fallecimiento  presunto  de  Don  Vicente, 
fundado  en  su  ansencia  de  mas  de  treinta  años,  sin  que 
se  tenga  noticia  de  su  existencia,  no  puede  aceptarse  co- 
mo legalmente  comprobado;  porque  para  esto,  sería  me- 
nester que,  además  de  la  ausencia  acreditada,  la  fama 
pública  señalase  como  cierto  el  heho  de  la  muerte  del 
ausente.  (Ley  14,  tit.  14,  Par.  3*).  Y  la  información  nada 
dice  acerca  de  este  último  estremo:  solo  hace  constar  la 
ausencia,  lo  que  según  queda  indicado,  es  insuficiente  para 
reputar  muerto  á  Don  Vicente  Várela,  y  en  posesión  de 
los  derechos  que  á  éste  corresponden,  á  título  de  lejítimo 
sucesor,  á  su  hermano  Don  Dionisio. 

En  esta  virtud,  opino  que  debe  reconocerse  á  Don  Dio- 
nisio Várela  como  hijo  lejítimo  de  Don  José  Várela,  cuya 
condición  es  Suficiente  para  abonar  su  personería  en  la 
presente  jestión.  Pero  como  hasta  ahora  no  puede  pre- 
tender el  recurrente  asumir  la  representación  única  de  la 
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sucesión  de  su  finado  padre,  solo  debe  considerársele  ha- 
bilitado para  percibir  la  parte  que  proporcionalmente  le 
corresponda  en  los  créditos  que  se  reconociesen  á  favor 
de  dicha  sucesión,  mientras  no  acredite  en  forma  legal 
el  fallecimiento,  real  ó  presunto,  de  su  hermano  Don  Vi- 
cente, sin  dejar  otros  herederos.  Tal  es  mi  dictamen, 
salvo  el  ilustrado  juicio  de  V.  E.— José  E.  Ukibürü. 

Por  últímo,  el  Procurador  General  opinó  en  8  de  Enero  de  1872: 

ExMO  Señor: 

El  único  comprobante  de  este  reclamo  es  el  certifica- 
do del  Tesorero  de  San  Juan  quien  dice  que  el  español  Don 
José  Várela,  hizo  algunos  empréstitos  á  la  Nación,  du- 
rante la  guerra  de  la  Independeucia,  y  otros  á  la  Provin- 
cia desde  1820  á  1829,  f.  2  y  3. 

En  ningún  caso  serviría  de  prueba  este  certificado  porque 
no  copiándose  en  él  los  asientos  de  los  libros,  estamos 
á  oscuras  sobre  el  objeto  y  condiciones  de  los  emprés- 
titos y  naturaleza  de  las  entregas  de  dinero.  Pero  ade- 
más, no  es  este  el  modo  lejítimo  de  justificar  el  reclamo 
sino  la  presentación  de  los  documentos  orijinales  de  cré- 
dito, que  por  prevención  de  la  Asamblea  y  órdenes  del 
Supremo  Director,  se  daba  á  todos  los  prestamistas  para 
el  cobro  de  sus  créditos.  Toda  esta  clase  de  deudas  ha 
sido  pagada  por  el  Gobierno  de  Buenos  Aires  en  la  con- 
solidación general  de  1822,  á  la  presentación  de  esos  do- 
cumentos orijinales.  Los  únicos  que  quedaron  impagos 
fueron  los  muy  pocos  que  por  omisión  no  ocurrieron  en 
el  término  fijado  por  la  Ley. 

Si  el  reclamante  se  encuentra  en  este  último  caso,  de- 
be tener  en  su  poder  los  documentos  de  crédito  que  se 
daban  en  forma  de  libranzas;  y  es  preciso  que  los  presente, 
sin  lo  cual  no  se  pued^  tornar  en  consideración  este  re- 
clamo, si  no  se  quiere  pagarlo  dos  veces.  Por  consiguiente 
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mi  dictamen  es  que  V.  E.  no  haga  lugar  por  falta  de  la 
debida  justificación.— Francisco  Pico. 

Resolución — 

Departamento  de  Relaciones  Esteriores. 

Buenos  Aires,  Febrero  10  de  1872. — En  vista  de  lo  es- 
puesto por  el  Señor  Procurador  General  de  la  Nación,  no 
ha  lugar  por  ahora  al  pago  que  se  solicita.— SARMIEN- 
TO.—C.  Tejedor. 


Los  herederos  de  Don  Manuel  Isidoro  Gutiérrez, — cobran  un 
crédito  por  secuestros. 

En  Noviembre  de  1866,  Don  J.  Luis  Lamas,  en  representación  de  los  he- 
rederos de  Don  Manuel  Isidoro  Gutiérrez,  cobra  un  crédito  por  se- 
cuestros hechos  en  el  periodo  de  1809  á  1820,  y  dice  estar  compren- 
dido en  el  Tratado   con  España. 

Después  del  informe  del  Comisionado,  pasó  al  Procurador  del  Tesoro, 
y  dijo: 

ExMO.  Señor: 

En  1809  murió  en  la  Ciudad  de  Córdoba  Don  Manuel 
Isidoro  Gutiérrez,  español  comerciante,  en  estado  soltero, 
sin  testar  ni  dejar  herederos  conocidos  en  América.  Ha- 
biendo dejado  algunos  bienes  á  solicitud  del  Defensor  de 
bienes  de  difuntos,  se  procedió  judicialmente  conforme  á 
las  leyes  del  Reino,  formándose  inventario  y  depósito  ju- 
dicial, para  darse  cuenta  al  Tribunal  Mayor  de  bienes  de 
difuntos  residente  en  la  Capital  de  Buenos  Aires,  todo 
muy  arreglado  á  derecho  hasta  que  se  presentase  here- 
dero lejítimo. 

El  Estado  debia  percibir  algo  de  herencias  transversales, 
y  no  habiéndose  presentado  ningún    heredero,  las  auto- 
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^   españolas  que  entonces  mandaban  en    Córdoba, 
'  1    y  Liniers,  hicieron   uso  de  alguna   parte  de  los 
^es,  y  después  del  año  10  el  Gobierno  de  !a  Patria 
en  tomó  alguna  cantidad. 
.      sta  el  año  1826  no  aparece  en^  autos  ningún  here- 
á  gestionar,  y  recien  entonces  aparece  Don  Pelayo 
errez,  comerciante  español  en  Santa-Fé,  dando  su  po- 
á  Don  Manuel  Lastra,  comerciante  de  Córdoba  para 
•rar  la  herencia,  como  sobrino  del  finado  Don  Isidoro, 
r  si  y  á  nombre  de  otros  herederos  residentes  en  Es- 
ña,  cuyo  poder  aparece  otorgado  el  año  10,  y  no  fué 
•asentado  hasta  el  26. 

El  Fiscal  en  Córdoba  no  reconoció  lejítima  la  per- 
sonería de  Don  Pelayo  ni  de  Lastra,  pero  se  le  dio 
*  testimonio  de  los  documentos  que  pedia.  A  fojas  59 
de  autos  resulta  que  Don  Pelayo  en  Santa-Fé  sostituyó 
el  mismo  poder  en  Enero  de  1827  á  Don  Mariano  Fra- 
gueiro,  para  que  hiciera  la  gestión  en  Buenos  Aires  ante 
el  Gobierno  Nacional  de  la  República,  y  Fragueiro  lo  sos- 
tituyó en  el  Procurador  Don  Alvaro  Castro  en  Febrero 
del  mismo  año  f.  61,  quien  se  presentó  al  Gobierno  y  tu- 
vo mal  resultado  por  Decreto  de  15  de  Setiembre,  quedan- 
do asi  el  asunto  hasta  ahora  sitv  gestionarse.  Después  de 
mas  detreinta  años,  en  1861,  Don  Mariano  Fragueiro  otorgó 
un  poder  general  al  Doctor  Don  Manuel  Quintana;  para 
los  negocios  de  su  Ctisa  de  comercio  en  Buenos  Aires  ba- 
jo el  nombre  de  Fragueiro  é  hijo,  y  en  Enero  de  1862  fué 
'  sostituido  el  poder  en  el  Procurador  Don  Luis  Lamas. 
No  se  comprende  ahora  como  el  Procurador  Lamas  ha 
podido,  sin  leer  los  autos,  entablar  el  reclamo  de  la  deuda 
del  español  Gutiérrez,  con  este  poder  y  querer  compren- 
der en  los  negocios  de  la  casa  de  Fragueiro  aquel  reclamo, 
que  el  año  1827  lo  abandonó  Fragueiro,  sostituyendo  el 
poder  en  el  Procurador  Castro,  que  han  corrido  33  años 
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desde  esa  feclia  hasta  el  61,  y  que  no  se  ha  presentado 
á  gestionar  ningún  heredero  ni  parte  lejítima,  quedando 
hasta  prescripta  la  acción.  Este  proceder  puede  ser  un 
descuido  inocente,  pero  tales  abusos  siempre  se  han  cas- 
tigado por  las  leyes  generales  por  respeto  á  las  autorida- 
des yá  la  moral  pública,  y  se  ha  aplicado  apercibimien- 
tos, multas  y  costas  causadas  en  lajestión. 

Y  en  virtud  de  todo  lo  espuesto,  no  se  debe  hacer  lu- 
gar al  reclamo,  salvo  eljuicio  de  V.  E.— Julio  2  de  1867 
— Ramón  Ferreira. 
Vuelto  al  Procurador  del  Tesoro,    dijo: 

ExMO.  Señor: 

El  Fiscal,  reproduciendo  su  vista  anterior,  no  reconoce 
personería  legal  en  el  Procurador  Lamas. 

1°  Porque  el  poder  del  Señor  Ingeniero  al  Doctor  Quin- 
tana fué  general  para  los  negocios  de  la  sociedad  de  que 
era  administrador,  y  para  los  suyos  especiales,  pero  sin 
hacer  mención  del  asunto  de  que  se  trata;  y  para  que 
este  se  considerase  comprendido  era  necesario  que,  ha- 
ciendo uso  Fragueiro  de  la  facultad  para  sostituir,  lo 
hiciese  espresamente  en  el  Doctor  Quintana  según  dere- 
cho, sin  que  se  pueda  interpretar  su  intención  tácita  de 
sostituir.  Menos  se  puede  interpretar  la  intención  tácita 
del  Señor  Fragueiro  de  trasmitir  al  Doctor  Quintana  la 
facultad  de  sostituir  un  poder  que  le  era  sostituido  ape- 
nas; porque  no  es  legal  tal  sistema  ó  serie  de  sostitucio- 
nes  en  la  facultad  especial  de  los  apoderados  para  sos- 
tituir: resultaría  que  el  Señor  Fragueiro  sostituyó  el  po- 
der en  el  Doctor  Quintana,  este  lo  sostituye  en  el  Pro- 
curador  Lamas,  quien  lo  pidió  también  sostituir  en  otro, 
etc.,  etc.;  lo  que  es  contrario  á  derecho  y  á  la  práctica 
y  tampoco  en  ninguna  hipótesis,  se  puede  aceptar  el  prin- 
cipio de  que  el  Doctor  Quintana  tuviese  la  facultad  de  sos- 
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tituir  el  poder  sostituido  en  él,  sin  la  espresa  cláusula  del 
poderdante,  y  que  no  se  lo  podía  dar  ni  Fragueiro  por 
las  razones    que  hemos  dicho. 

2*^  Porque  habiendo  Fragueiro,  sostituido  el  poder  en 
1827  en  el  Procurador  Don  Albano  Castro,  y  que  éste  ob- 
tuvo un  resultado  contrario  ante  el  Gobierno,  Fragueiro 
no  volviójamásá  figuraren  el  asunto,  ni  á  ejercer  el  poder. 

3°  He  dicho  además  antes,  que  ahora  ni  el  mismo  Fra- 
gueiro podrá  hacer  valer  el  poder,  después  de  40  años 
que  lo  recibió  y  que  lo  sostituyó  en  otro,  habiendo  cadu- 
cado también,  por  la  muerte  del  poderdante  primitivo,  y 
por  la  prescripción  de  su  acción  para  ejercerlo  abando- 
nada hasta  la  fecha.  A  esto  he  aludido  lo  que  dije  antes 
de  prescripción,  y  esiraño  mucho  que  se  haya  querido 
interpretar  mal  la  idea  y  el  sentido  dándole  otra  aplica- 
ción; como  estraño  mucho  mas,  que,  contra  principios 
tan  sin  concursos  en  el  derecho  y  la  práctica,  se  hayan 
calificada  de  errores  y  novedades  mis  opiniones. 

Finalmente:  en  confirmación  de  la  difinición  de  perso- 
nería legal  desde  el  principio  en  el  asunto  de  que  se  trata, 
se  rejistra  á  f.  47  que  en  Córdoba  el  año  26  el  Fiscal  de 
Gobierno  no  reconoció  la  lejitimidad  de  su  personería  á 
Don  Pelayo  Gutiérrez,  no  habiéndola  después  mejorado 
y  siendo  la  misma  que  le  trasmitió  á  Fragueiro.  Y  en 
virtud  de  todo  lo  espuesto  creo  que  no  se  puede  tomar  en 
consideración  este  reclamo.  Salvo  en  todo  el  juicio  de 
V.  E.— Octubre  30  de  18G8.— Ramón  Ferreira. 

Con  esto  se  consultó  al  Procurador  General  y  dijo: 

ExMO.  Srñor: 

En  el  año  1810  los  herederos  de  Don  Manuel  Isidoro 
Gutiérrez,  residentes  en  España,  dieron  poder  á  su  co- 
heredero Don  Pelayo  Gutiérrez  Santander  para  que  co- 
brara y  percibiera  la  herencia  que  aquel  dejó  en  la  Ciu- 
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dad  de  Córdoba  f.  51.  En  Enero  de  1827  el  apoderada 
sostitnyo  el  poder  en  Don  Mariano  Fragueiro  f,  59;  ven 
Febrero  del  mismo  año  Fragueiro  lo  sostituyó  en  Don 
Juan  Albano  Castro  f,  Gl.  Anuí  concluyen  las  sostilucio- 
nes  legales  de  este  poder. 

Don  Lilis  Lamas  pretende  ser  representante  de  los  he- 
rederos de  Gutiérrez  ea  virtud  de  un  poder  general  que 
Don  Mariano  Fragueiro  dio  al  Doctor  Quintana  f.67;  y  que 
éste  sustituyó  o\i  su  persona  f.  62.  Pero  este  poder  en 
nada  se  refiere  á  la  representación  de  Gutiérrez,  sino 
esclusivamente  á  la  representoción  personal  de  Fragueiro, 
«en  iodos  los  asuntos  causas  y  negocios  cicüesó  comercíaíe^f^ 
que  hoy  tengo  ó  en  adelante  se  le  ofrescan^  am  á  la  casa  qiie 
adniinistra,  como  al  otorgante  en  particifJanu  El  habilitó 
á  Lamas  para  hacer  la  personería  de  Fragueiro  en  sus  ne-- 
gocios  propios,  pero  de  ningiui  modo  en  los  de  Gutiérrez; 
porque  esto  no  lo  dice  el  poder,  y  no  puede  suponerse 
facultades  que  él  no  ha  conferido. 

Sería  necesario  que  Fragueiro  sostituyera  espresamen- 
le  en  Lamas  el  poder  de  los  herederos  de  Gutiérrez;  pero, 
para  que  esta  sostitución  fuera  legal  deberia  Fragueiro 
asegurar  y  declarar  que  el  poder  estaba  aún  en  toda  su 
fuerzaj  es  decir:  que  no  le  ha  silo  revocado  y  que  viven 
algunos  de  los  ütorgantes,lu  que  es  muy  inverusímd,  pues 
eran  mayores  de  edad  en  ISIO^  cuando  lo  otorgaron. 

Por  estas  razones,  soy  de  dictamen  que  V.  E.  no  debe 
reconocer  la  representación  de  Don  Luis  Lamas;  abste- 
niéndose por  tanto  de  las  observaciones  que  tendría  que 
hacer  sobre  el  fondo  del  negocij.— Bueuos  Aires,  Se- 
tiembre 6  de  1869.— Francisco  Pico, 

Resolución— 

Departamento  de  Relaciones  Esteríores. 
Buenos  Aires,  Setiembre  13  de  1869.— De  acuerdo  con  lo 
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informado  por  el  Procurador  de  Tesoro  y  aconsejado  por 
el  Procurador  General  de  la  Nación,  se  declara  que  Don 
Luis  Lamas  no  ha  justificado  su  personería  para  repre- 
sentar á  los  herederos  de  Don  Manuel  Isidoro  Gutiérrez, 
y  entregúesele  este  espediente  para  los  fines  que  le  con- 
venga.—SARMIENTO.— Mariano  Várela. 

Habiendo  presentado  el  Procurador  Lamas  un  poder  especial,  como  lo 
exijia  el  Procurador  General  en  su  dictamen,  y  aceptada  su  persone  - 
ría  le  fué  nuevamente  pasado  el  espediente,  y  agregó: 

ExMO.  Señor: 

La  copia  de  las  cuentas  de  la  personería  de  Córdoba 
que  se  ha  agregado  ultimante  al  espediente,  ha  venido  á 
confirmar  el  juicio  que  habia  yo  formado  de  la  importancia 
de  este  reclamo  y  de  la  responsabilidad  que  toca  en  él 
al  Gobierno  Argentino. 

Los  hechos,  en  que  se  funda,  están  perfectamente  pro- 
bados. En  Enero  de  1809  falleció  repentinamente  en  Cór- 
doba el  comerciante  español  Don  Manuel  Isidoro  Gu- 
tiérrez, siendo  soltero  y  sin  disposición  testamentaria.  El 
Gobernador  Intendente  hizo  levantar  un  inventario  de  to- 
dos sus  bienes;  mandó  depositar  en  la  Tesorería  el  di- 
nero y  alhajas  que  se  encontró,  lo  cual  ascedia  á  13650 
pesos  en  dinero  y  70  marcos  de  plata  labrada  usada,  se- 
gún consta  del  certificado  de  la  Tesorería  á  f.  34;  y  los 
demás  bienes  y  artículos  de  comercióse  remataron  en  su- 
basta pública,  vendiéndose  á  Don  Lorenzo  Antonio  Maza, 
en  la  cantidad  de  16,280  pesos  2  1(4  reales,  según  la  li- 
quidación de  f.  39,  y  f.  40,  por  cuya  cantidad  el  rematador 
estendió  una  escritura  de  adeudo  al  plazo  de  diez  y  ocho 
meses. 

Este  era  el  estado  del  negocio  en  25  de  Mayo  de  1810. 
Desde  ese  dia  el  Gobernador  Intendente  de  Córdoba,  Bri- 
gadier Don    Juan    Gutiérrez   de  la  Concha  y  el  General 
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Liniers,  que  se  hallaba  en  la  misma  Ciudad,  empezaran  á 

organizar  fuerzas  militares  para  sofocar  la  revolución  de 
Buenos  Aires,  V.  E.  encontrará  en  las  cuentas  agrega- 
das que  en  montar  la  íirtilleria,  fabricar  balas  y  granadas, 
componer  el  armamento,  comprar  caballus  y  carros,  man- 
tener y  vestir  á  los  soldados  que  habían  reunido  bajo  el 
nombre  de  Voluntarios,  y  otros  gastos  extraordinarios 
de  guerra,  gastaron,  en  los  meses  de  Junio  y  Julio  cerca 
de  79,000  pesos,  y  emplearon  lodos  los  fondos  que  exis- 
tían en  la  Tesorería,  de  modo  que  el  día  31  de  Julio 
cuando  salieron  á  campana  hacia  el  Norte,  se  llevaron 
todo  e!  dinero  que  existia,  entregándose  al  Tesorero  de 
la  expedición,  Don  Joaquín  Moreno,  la  cartídad  de  34,097 
pesos  6  reales  en  moneda  acuñada  y  barras  de  plata.       | 

No  solo  dispusieron  del  Depósito  que  habia  en  la  Te- 
sorería perteneciente  a  Don  Manuel  Isidoro  Gutiérrez, 
sino  que  ubligaron  al  rematador  de  sus  bienes  á  que  les 
entregara  la  cantidad  de  8500  pesos,  en  31  de  Julio,  antes 
de  vencerse  el  término  de  su  obligación,  según  consta  á 
f.  48. 

BieUj  pues^  de  lo  que  tomaron  de  estos  bienes  los  Ge- 
nerales Concha  y  Liniers  en  los  meses  de  Junio  y  Julio 
de  1810  no  debe  ser  responsable  el  Gobierno  Argentino; 
porque  en  el  artículo  4"  del  Tratado  coíí  España,  que  es- 
tablece la  responsabilidad  del  Gobierno  por  todas  las  deu- 
das de  las  Tesorerías  Públicas»  se  dice  espresamente: 
uno  formarán  parte  de  esta  deuda  las  ca?i(idades  (¡ue  el 
(iolmrno  de  S,  AL  C.  ínriríiese  después  de  la  completa  era- 
cnaHófi  del  territorin  Argentino  por  las  autonttades  Es~ 
pañitlasi):  y  en  el  primer  párrafo  de  ese  artículo  se  ha 
fijado  la  época  de  la  completa  evacuación,  para  los  ob- 
jetos del  Tratado,  en  25  de  Mayo  de  1810.  Nada  es  mas 
justOj  porque  después  de  ese  día  el  Gobierno  Patrio  no 
podia  responder  délos  actos  de  los  Agentes  del  Gobierno 
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Español,  que  no  lo  reconocían,  ni  estaban  bajo  su  de- 
pendencia. 

De  lo  que  si  debe  responder  el  Gobierno  Argentino  es 
de  las  cantidades  que  posteriormente  confiscó,  pertene- 
cientes á  Don  Manuel  Isidoro  Gutiérrez,  y  que  eran  el 
resto  que  debia  el  rematador  de  sus  bienes  Don  Lorenzo 
Antonio  Maza;  á  saber  4000  pesos  entregados  por  éste 
en  31  de  Agosto  de  1810  al  Coronel  Don  Juan  Martín 
Pueyrredon,  Gobernador  entonces  de  Córdoba;  y  3680  pe- 
sos 2  1/4  reales  que  de  la  misma  procedencia  secuestra- 
ron en  29  de  Marzo  de  1813,  según  consta  de  la  cuenta 
de  la  Tesorería  corriente  á  f.  48. 

En  virtud  de  la  est  pulación  del  artículo  5°  del  Tratado, 
el  Gobierno  Argentino  está  obligado  á  devolver  estas 
confiscaciones;  y  por  consiguienie,  soy  de  dictamen  que 
V.  E.  debe  reconocer  en  favor  de  los  herederos  de  Don 
Manuel  Isidoro  Gutiérrez  la  deuda  de  7680  pesos  en  los 
términos  del  Tratado.— Buenos  Aires,  25  de  Julio  de 
1870.— Francisco  Pico. 

Resolución — 

Departamento  de  Relaciones  Exteriores. 

Buenos  Aires,  Junio  26  de  1870.— De  acuerdo  el  Go- 
bierno con  el  dictamen  anterior  del  Procurador  General 
de  la  Nación,  reconócese  á  favor  de  los  herederos  de  Don 
Manuel  Isidoro  Gutiérrez  la  cantidad  de  siete  mil  seiscientos 
ochenta  (7680)  pesos  fuertes  en  Fondos  Públicos  de  diez  y 
siete  en  onza,  y  pase  este  espediente  á  la  Contaduría; 
para  la  liquidación  que  corresponde.— SARMIENTO.— 
Makiano  Vakela. 
Habiendo  la  Contaduría  hecho  la  liquidación  ordenada,  recayó  la  siguiente: 

Resolución — 

Departamento  de  Relaciones  Exteriores. 
Buenos  Aires,  Agosto  1°  de  1871.— Inscríbase  en  Fon- 
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dos  Públicos  de  1^  Nación,  á  favor  de  los  herederos  de 
Don  Manuel  Isidoro  Gutiérrez,  la  cantidad  de  nueve  mil 
novecientos  noventa  y  cinco  pesos,  cincuenta  y  dos  cen- 
tavos plata  de  diez  y  siete  en  onza,  que  importa  estn  re- 
clamación amparada  por  el  Tratad')  con  España;  avísese 
ála  Legación  de  esta  Nación,  tómese  razón  en  la  Con- 
taduría y  entregúese  este  espediente  al  representante  de 
los  hert^deros,  para  que  ocurra  á  la  Junta  de  Crédito 
Público.-SARMIENTO.— Mariano  Várela. 


Los  herederos  de  Don  José  Roca,  —reclaman  perjuicios  por 

secuestros. 


En  Diciembre  de  ISM,  Don  Remijio  Roca,  reclnma  perjuicios  ocnsiona* 
dos  á  811  abuelo  Don  José  Roca^  en  virtud  de!  bando  doEfiero  de  1812. 

Pasado  al  Procurador  del  Tesoro,  dijo: 

ExMO.  Señor: 

Coa  el  justificativo  agregado  del  testamento  se  puede 
aceptar  la  personeria  legal  de  la  parte,  Don  Remijio  Roca, 
como  nieto  lejüimo  del  tinado  Don  José  Roca;  y  tanibieu 
admitirse  la  fianza  di?  ralo  el  graío^  para  representará  sus 
hermanos  coherederos,  debiendo  volver  el  espediente  al 
Comisionado  Especial,  para  que  se  espida  en  lo  principal 
sobre  el  derecho  y  la  justicia  que  pueda  tener  el  reclamo 
con  arreglo  al  Tratado;  y  vuelva  después  al  Fiscal  para 
espedirse  también  en  lo  principal.  Salvo  en  todo  el  juicio 
de  V.  E.— Diciembre  18  de  18G6,— Ramón  Ferreira. 

Después  tiel  inforine  del  Comisionndo  volvió  al  Procurador  del  Tesoro» 
y  dijo: 

ExMO.  Señor: 
En  el  Tratado  con  EspafSa  están  consignadas  dos  clases 
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de  deudas  que  deben  considerarse,  según  los  artículos 
4**  y  5°. 

La  primera  es  de  todas  las  deudas  contraidas  por  el 
Gobierno  Español  y  sus  autoridades;  y  á  éstas  se  refieren 
los  comprobantes  del  2°  párrafo,  artículo  4*',  que  deben 
ser  fehacientes  y  firmadas  por  autoridades  españolas 
residentes  en  el  territorio  argentino  antes  de  la  eman- 
cipación. 

La  2*  clase,  según  el  antículo  S"",  es  de  los  secuestros  y 
confiscaciones  hechas  á  subditos  españoles  durante  la 
guerra,  de  cualquier  especie,  raices,  muebles,  dinero  ó 
alhajas.  Sobre  esto  ya  hemos  observado  otra  vez,  que 
no  debe  entenderse  cuando  se  haya  verificado  con  indi- 
viduos hostiles,  enemigos  declaradas.  El  reclamo  de  que 
se  trata  se  halla  conprendido  en  el  artículo  S"*,  sin  nota 
de  escepción,  y  debe  ser  atendido,  ajuicio  del  Fiscal. 

La  confiscación  está  probada  en  el  cuaderno  4°  de  los 
autos  presentados,  hecha  por  orden  de  autoridades  com- 
petentes, y  la  intervención  del  Juez  de  bienes  estraños  y 
del  rematador  de  los  bienes,  Don  Francisco  Planes,  á  quien 
se  le  ejecutó  por  seis  mil  pesos  procedentes  del  remate. 
El  inventario  de  los  bienes  y  su  tasación  aparece  de- 
ficiente en  las  formalidades  legales,  con  solo  la  firma  de 
uno  de  los  peritos  nombrados,  y  la  dilijencia  puesta  por 
el  Juez  Comisionado  Don  Ángel  Galup,  sin  la  firma;  pero 
á  f.  23  y  54  está  probado,  que  se  hizo  el  remate  délos 
bienes  secuestrados,  y  que  los  autos  orijiuales  se  estra- 
viaron  y  anduvieron  hasta  por  manos  del  Director  Pueyr- 
redon. 

Además,  el  precio  de  la  tasación  es  enteramente  íhfi- 
mo,  arreglado* al  valor  que  en  esa  época  tenían  las  cosas. 
Porque  es  consiguiente,  aunque  carezca  el  inventario  de 
las  formalidades  y  de  la  aprobación  del  Gobierno,  existe 
probado  el  hecho  que  se  hizo  por  orden  superior,  que  se 
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dos  Públicos  de  la  Nación,  á  favor  de  los  henee 
Don  Manuel  Isidoro  Gutiérrez,  la  cantidad  de  ni 
novecientos  noventa  y  cinco  pesos,  cincuenta  y  i 
tavos  plata  de  diez  y  siete  en  onza,  que  importa 
clamación  amparada  por  el  Tratado  con  España; 
ála  Legación  de  esta  Nación,  tómese  razón  en 
taduría  y  entregúese  este  espediente  al  represec 
los  herederos,  para  que  ocurra  á  la  Junta  de 
Público.— SARMIENTO.— Mariano  Várela. 


Los  herederos  de  Don  José  Roca,  —reclaman  perju 

secuestros. 

En  Diciembre  de  1866,  Don  Remijio  Roca,  reclama  peijaido 
dos  á  su  abuelo  Don  José  Roca,  en  virtud  del  bando  de  Enei 

Pasado  al  Procurador  del  Tesoro,  dijo: 

ExMO.  Señor: 

Con  el  justificativo  agregado  del  testamento 
aceptar  la  personeria  legal  de  la  parte,  Don  Rem 
como  nieto  lejítimo  del  finado  Don  José  Roca;  j 
admitirse  la  fianza  de  rato  et  grato^  para  represe 
hermanos  coherederos,  debiendo  volver  el  esp 
Comisionado  Especial,  para  que  se  espida  en  lo 
sobre  el  derecho  y  la  justicia  que  pueda  tener  f  . 
con  arreglo  al  Tratado;  y  vuelva  después  al  F 
espedirse  también  en  lo  principaL    Salvo  en  te* 
de  V.  E.— Diciembre  18  de  1866.— Ramón  Fe» 

Después  del  informe  del  Comisionado  volvió  al  Procnrad* 
y  dijo: 

ExMO.  Señor: 
En  el  Tratado  con  España  están  consignada 
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cuenta  de  la  razón  de  este  secuestro,  y  del  importe  de 
los  bienes  que  se  confiscaron.  A  f .  1  del  4**  cuaderno 
se  encuentra  el  secuestro  y  tasación,  hechos  por  el  Juez 
comisionado  Don  Ángel  Galup,  de  todos  los  bienes  per- 
tenecientes al  finado  Don  José  Roca,  en  virtud  de  órde- 
nes del  Gobernador  intendente.  La  tasación  importó  pesos 
corrientes  21977-2  li2. 

Pero  ¿porqué  se  hizo  este  secuestro?  las  resoluciones 
tomadas  por  el  Gobierno  en  1812  eran  confiscar  solo  los 
bienes  de  los  españoles  que  estuvieran  en  la  Península  ó 
en  pais  enemigo;  y  Don  José  Roca  habia  muerto,  y  su 
hijo  único  y  heredero  Don  Magin  Roca  residia  y  estaba 
avecindado  en  Buenos  Aires. 

?Por  qué  se  hizo  el  secuestro?  Por  que  estos  bienes 
eran  gananciales  del  matrimonio,  y  la  esposa  de  Don  José 
y  madre  de  Don  Majin  se  hallaba  en  España.  Asi  es 
que  la  confiscación  solo  recayó  sobre  la  parte  de  esta 
Señora. 

Para  dividir  la  sucesión  se  siguieron  los  autos  que  se 
han  perdido;  pero  á  f.  15  del  Ser.  cuaderno  se  encuentra 
la  hijuela  de  Don  Magin  que  se  le  liquidó  y  pagó  con  la 
estancia  del  Ziasgo.  Esta  hijuela  importa  2526  pesos,  6 
rs.  ¿Como  es  que  siendo  hijo  único,  importa  tan  poco 
su  parte  lejitima? 

Este  es  otro  punto  oscuro,  que  no  puede  esclarecerse 
por  haberse  perdido  los  autos.  Pero  él  no  tiene  mas 
esplicación  que  !a  de  haber  habido  muchas  deudas  que 
han  sido  pagadas,  y  que  han  disminuido  por  consiguiente 
el  valor  de  los  bienes  divisibles. 

El  hecho  evidente  es  que  después  de  liquidada  la  tes- 
tamentaria, la  parte  que  pertenecía  al  Gobierno  por  la 
confiscación,  fué  sacada  á  remate  >  vendida  al  Doctor 
Planes,  el  <;ual  no  habiendo  pagado  el  precio,  fué  ejecuta- 
do, y  sacados  los   bienes  á  nuevo  remate,  fueron  vendi- 
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dos  á  Don  Hilario  Sosa  en  la  cantidad  de  seis  mil  pesos, 
según  se  indica  á  f.  52  y  f.  54  del  cuaderno  cuarto.  Es- 
ta es  la  única  cantidad  que  tocó  al  Gobierno  en  Ips  bie- 
nes de  Don  José  Roca;  y  rejistrando  el  archivo,  he  en- 
contrado que  en  el  año  de  1819  entraron  en  caja  los  seis 
mil  pesos  entregados  por  Don  Hilario  Sosa,  con  una  muy 
pequeña  diferencia,  que  supongo  serian  las  costas  del  re- 
mate. 

Considero  pues,  que  lo  que  el  Gobierno  debe  á  los  he- 
rederos de  Roca,  con  arreglo  al  artículo  5^  del  Tratado, 
no  es  el  valor  del  inventario,  de  que  tomaron  su  parte 
los  acreedores  de  Roca,  y  su  hijo  Don  Majin,  sino  la  par- 
to de  esos  bienes  que  el  Gobierno  confiscó  y  que  solo 
importó  seis  mil  pesos. — Buenos  Aires,  Noviembre  12  de 
ISGVX— Francisco  Pico. 

l*Hso  on  consulta  al  Contador  Mayor  de  la  Nación,  quien  apoyó  lo  es- 
puosto  por  el  Procunidor  General. 

¡{esohuión — 

Departamento  de  Relaciones  Esteriores. 

Buenos  Aires,  Setiembre  30  de  1870— Vistos  los  pre- 
cüdontes  informes,  reconócese  á  favor  de  los  herederos  de 
Don  José  Roca,  en  conformidad  con  las  estipulaciones  del 
Tratado  con  España,  la  cantidad  de  seis  mil  pesos  en  Fon- 
dos Públicos  de  17  en  onza,  del  6  pVo  de  renta  y  uno 
do  amortización,  avísese  á  la  Legación  de  España  y  pa- 
sa {\  la  Contaduría  para  su  liquidación. — SARMIENTO 
— ('AuLOS  Tkjedor. 
\a\  rontaduria  liquidó  en  7899  pesos  de  17  onzas  y  recayó  la  siguiente: 

Resolución — 

Hopartamento  de  Relaciones  Esteriores. 
Huonos  Aires,  Octubre  6  de  1870.— Inscríbase  en  Fon- 
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dos Públicos  de  la  Nación  á  favor  de  los  herederos  de 
Don  José  Roca,  la  cantidad  de  siete  mil  ochocientos  no- 
venta y  nueve  pesos  plata  de  17  en  onza,  y  entregúese  es- 
te espediente  al  interesado  para  que  ocurra  á  la  Junta 
del  Crédito    Público.— SARMIENTO.— Carlos  Tejedor. 


Reclamación  de  los  herederos  de  Don  Vicente  Antonio  de  Be- 
doya por  el  valor  de  un  buque  y  su  cargamento. 

En  7  de  Abril  de  1866,  Don  Vicente  Cordero  por  si  y  demás  cohere- 
deros de  Don  Vicente  Antonio  de  Bedoya,  reclama  1211  pesos  fuer- 
tes, importe  de  empréstitos  y  contribuciones  á  los  Gobiernos  de  la 
Provincia  de    Córdoba. 

Pidióse  informe  al  Comisionado,  y  dijo: 

ExMO.  Señor: 

El  presente  reclamo  corresponde  reconocerlo  al  Gobier- 
no Español  por  hdber  sido  una  confiscación  hecha  por 
aquel  Gobierno  á  un  ciudadano  arjentino.  V.  E.  se  ha  de 
servir  devolver  la  solicitud  al  interesado  para  que  ocur- 
ra donde  correhiponda — Rafael  Pividal. 

Pasó  a!  Procurador  del  Tesoro,  y  dijo: 

ExMo.  Señor: 

Esta  reclamación  no  procede  de  confiscaciones  ó  secues- 
tros hechos  á  españoles  por  autoridades  de  la  República, 
sino  del  apresamiento  de  un  buque  y  su  cargamento,  per- 
teneciente aun  ciudadano  argentino,  por  un  corsario  es- 
pañol y  condenado  como  buena  presa  por  los  Tribunales 
de  España. 

Por  consiguiente,  no  se  halla  comprendida  en  el  Tratado 
de  reconocimiento  y  amistad  celebrado  con  la  España, 
y  V.  E.  debe  resolver  no  haciendo  lugar  á  ella.— Salus- 
TiANO  J.  Zavalia. 
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La  Comisión  de  la  Deada  Estranjera  dijo  lo  siguiente: 

ExMO.  Señor: 

Reproducimos  la  opinión  del  Comisionado  Especial  y 
del  Procurador  del  Tesoro,  para  que  sea  devuelto  este 
reclamo  á  la  Viuda  de  Don  José  M.  Riera,  por  no  corres- 
ponder su  conocimiento  al  Gobierno  Arjentino.  Proce- 
de del  apresamiento  de  un  buque  que  hizo  en  el  año 
1816  un  corsario  español,  y  desde  luego  será  ante  este 
Gobierno  donde  podrá  llevarse  la  reclamación.  Esto 
también  es  lo  que  pretende  la  interesada  en  su  último 
escrito. — Octavio  Garrióos.— Eduardo  Carranza. 


Dictamen  del  Fiscal  sobre  la  solicitud  de  algunas  casas  de 
comercio,  pidiendo  la  modificación  del  aforo  de  la  cerveza 
marca  «Indian  Goope  y  Gia.» 

Pasado  al  Fiscal,  dijo  en  5  de  Junio  de  1866: 

Exmo.  Señor: 

Con  arreglo  á  la  Ley  de  14  de  Noviembre  de  1866, 
es  el  Administrador  de  Rentas  Nacionales  quien  debe 
resolver  administrativamente  este  caso,  confirmando  ó 
reformando  la  clasificación  que  haga  el  Tribunal  de  Ta- 
rifa, si  en  la  aplicación  de  la  Tarifa  hay  error,  ó  si  los 
comerciantes  se  consideran  de  algún  modo  perjudicados 
por  la  resolución  del  Administrador,  pueden  ocurrir  á 
los  Tribunales  Nacionales,  y  ya  se  han  presentado  casos 
en  que  se  han  discutido  precisamente  si  estaba  bien  ó 
mal  aplicada  á  la  naturaleza  y  calidad  del  artículo.  Es 
pues  de  opinión  el  que  suscribe  que  V.  E.  debe  remitir 
este  caso  al  Administrador  para  que  lo  resuelva  como 
sea  de  justicia. — Salustíano  Zavalia, 
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Resolución — 

Ministerio  de  Hacienda. 

Buenos  Aires,  Julio  7  de  1866.— Pase  al  Administrador 
de  Rentas  Nacionales  en  Buenos  Aires,  para  que  con 
lo  dictaminado  por  el  Procurador  del  Tesoro,  en  el  trá- 
mite anterior,  resuelva  el  caso  de  que  se  trata. — Lucas 

GrONZALEZ. 


José  Henry  de  Llano, — cobra  mercaderías  secuestradas  por 
orden  del  Virey  de  Buenos    Aires. 

En  12  de  Abril  de  1865,  Don  José  Henry  de  Llano  por  medio  del  Mi- 
nistro de  España,  se  presenta  cobrando  78,942  reales  fuertes  de  á  8 
por  peso,  por  mercaderías  secuestradas  por  orden  del  Virey  de  Bíne- 
nos Aires;  y  2400  pesos  fuertes  tomados  por  las  autoridades  de  la 
Revolución  Americana,  cuyos  dos  reclamos  pertenecen  á  la  testamen- 
taría de  Don  Juan  Autonio  Ruiz  Tagle. 

Pasado  al  Comisionado  Especial,  Don  Rafael  Pividal,  opinó  que  no  de- 
bía hacerse  lugar  á  la  primera  parte  del  reclamo,  por  haberse  hecho 
ese  embargo,  por  no  haber  rendido  cuentas  Ruiz  Tagle  de  su  admi- 
nistración, como  encargado  del  ramo  de  Temporalidades. 

Mas  tarde  se  suscitó  un  litis  entre  Salvatierra  y  Tagle  sobre  el  mejor 
derecho  á  las  mercaderías,  habiendo  entendido  en  este  asunto  el  Go- 
bierno, el  cual  declaró  á  Salvatierra  con  mejor  derecho  á  la  posesión. 

Habiéndose  procedido  á  la  venta  de  las  mercaderías  se  entregaron 
2400  pesos  fuertes  á  Salvatierra,  y  2100  como  pertenecientes  á  Tagle, 
dando  ambos  flanzas  abonadas  para  garantir  de  las  resultas  del  juicio 
que  resultare  contra  Tagle,  habiendo  quedado  para  esto  las  utilidades 
que  resultaron  de  la  venta  de  las  mercaderías,  que  eran  2400  pesos 
fuertes,  los  cuales  fueron  tomados  por  las  autorídades  revolucionarías. 
Habiendo  sido  absuelto  Taglé  en  el  juicio  sobre  rendición  de  cuentas, 
vino  á  ser  el  dueño  de  la  cantidad  dejada  como  fianza.  Concluye  el 
Comisionado  aconsejando  se  paguen  al  reclamante  los  2400  pesos 
fuertes  que  consta  fueron  entregados  en  Tesorería,  y  que  forman  la 
segunda  parte  del  reclamo,  los  cuales  deben  pagarse  según  el  Tratado 
con  España. 

En  3  de  Julio  dijo  el  Procurador  del  Tesoro: 

34 
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ExMo.  Señor; 


El  Fiscal  estádft  acuerdo  en  todo  con  los  fundamentos 
dados  en  el  informe  del  Comisionado  Especial,  y  no  hará 
mas  que  corroborarlos  en  algunas  obsei^vaciones. 

Por  el  Tratado  con  España,  art.  5*^,  que  se  invoca  por 
la  parte  interesada,  se  concreta  espresamente  el  derecha 
de  reclamar  á  los  casos  de  secuestro  ó  confiscaciones  he- 
chas á  subditos  españoles  durante  ¡a  guerra  sostenida  en 
América^  ó  después  de  ella;  y  en  que  bienes  ó  especies  con- 
fiscadas se  hallasen  todavía  #*n  poder  de  los  Gobiernos 
en  cuyo  nombre  se  hubiese  liecho  la  confiscación,  sin  que 
los  reclamantes  tengan  derecho  alguno  por  productos  ó 
intereses. 

Después  de  esto  aparece  el  reclamo  rechazado  en  vez 
de  apoyado  por  e¡  mismo  Tratado;  porque  se  reclama  un 
asunto  del  año  1804,  muclio  antes  de  la  Revolución  de 
Amértcaj  sia  motivo  ni  ocasión  política,  sin  carácter  ni  por 
analojia  de  confiscación  del  Gobierno,  sino  un  simple  em- 
bargo en  un  asunto  contencioso  judicial,  sustanciado  por 
todos  los  trámites,  con  dictamen  de  Fiscal  y  Asesor,  con- 
cluido y  sentenciado  definitivamente  por  et  Gobierno,  Juez 
competente  por  la  ordenanza  de  intendentes  y  lejislación 
española,  y  pasada  la  sentencia  en  autoridad  de  cosajus- 
gada. 

Tampoco  existen  tos  efectos  ó  existencias  secuestradas 
en  poder  del  Gobierno,  ni  han  sido  destinadas  por  dispo- 
sición de  él,  á  objeto  publico  ó  del  Estado,  y  en  el  caso 
de  tener  lugar  el  reclamo,  no  podrían  cobrarse  ni  pro- 
ductos ni  réditos  por  el  mismo  Tratado,  Es  pues  el  re- 
clamo en  cuestión,  no  solo  no  comprendido  en  el  Tratado, 
sino  contrario  al  testo  impreso. 

Por  esto  y  prescindiendo  de  muchas  observaciones^  con- 
cluye el  Fiscal  diciendo  que  también  esta  de  acuerdo  con 
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el  informe  especial  en  que  se  reconozca  el  reclamo  de 
los  2400  pesos  fuertes  correspondiente  al  depósito  ó  em- 
bargo de  1812  porque  está  comprendido  en  las  condicio- 
nes del  Tratado  y  justificada  la  intervención  del  Gobier- 
no y  el  consumo  del  dinero. — Ramón  Fekrehía. 

En  7  de  Junio  de  1866  pasó  al  Comisionado  de  la  Deuda  Estranjera,  y 
dijo  que  era  del  mismo  parecer  que  el  Comisionado  Especial  y  que 
el  Procurador  del  Tesoro.  Que  habiendo  estudiado  detenidamente  esta 
cuestión,  encontraba  que  la  única  cantidad  que  podía  servir  de  ma- 
teria á  este  reclamo,  eran  los  2400  pesos  fuertes  secuestrados  en  1812, 
debiendo  obligar  su  entrega  Don  Saturnino  Alvarez,  que  era  depositario 
de  ésta  y  de  otras  cantidades.  Que  el  mismo  Don  Juan  Francisco  de  los 
Reyes,  antecesor  del  actual  reclamante  se  presentó  anteriormente,  recla- 
mando esa  cantidad  como  única  cosa  que  se  le  debia  á  su  suegro  Tagle. 
Que  durante  la  época  del  Gobierno  Español  se  orijinó  cuestión  entre  Re- 
yes, representante  de  su  suegro  Tagle  y  el  apoderado  de  Salvatierra,  la 
cual  fué  resuelta  por  sentencia.  Que  en  virtud  de  esa  sentencia  se 
mandó  vender  la  factura  en  cuestión  entregando  2100  pesos  fuertes 
á  Reyes  y  el  resto  de  su  valor  á Salvatierra,  quedando  las  utilidades 
á  resultas  de  varias  responsabilidades  que  se  mencionan  en  dicha 
sentencia  y  que  debian  S3r  objeto  de  otro  juicio.  Que  desde  enton- 
ces sus  derechos  quedaron  reducidos  á  las  utilidades  que  resultaren 
de  la  factura,  salvo  las  reservadas  á  Salvatierra,  y  quv>  esas  utilidsules 
fueron  secuestradas  en  1812  en  poder  de  Don  Saturnino  Alvarez.  Por 
fin  opina  que  la  única  cantidad  que  puede  reconocerse  á-favor  de  los 
reclamantes  sou  los  2400  pesos  fuertes  secuestrados  por  el  Gobierno 
Patrio;  pero  bajo  la  condición  de  que  el  reclamiute  justifique  que  los 
sucesores  de  Tagle  han  gozado  y  gozau  de  la  nacionalidad  española. 

En  este  estado  quedó  el  espediente. 


Juan  Nin, — reclama  créditos  al  Tesoro  Nacional. 

En  11  de  Julio  de  1865  Don  Juan  Nin,  subdito  Español,  por  medio  de 
la  Legación  de  España,  reclama  créditos  al  Tesoro  Nacional. 

En  21  del  mismo  informa  el  Comisionado: 

ExMO.  Señor: 
El  art.  4°  del  Tratado  de  Setiembre  de  1863,  reconoce 
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salan  I '  MD  .  deuda  de  la  Nación  Argentina,  todas  l&s 

ísoniiMida-  \)'jvei  Gjbíemo  Español,  y  sus  autoridades  en 
las  antiguas  Provincias  de  España  qiie  farman  aeiuat- 
menie,  ó  constituyan  en  lo  sucesivo  el  territorio  de  la  Re- 
pública Argentina. 

La  deuda  que  reclama  Don  Juan  Nin,  fué  contraída  en 
Montevideo,  que  no  forma  parte  del  territorio  argentino; 
por  consiguiente  es  á  la  República  Oriental  á  donde  de- 
be ocurrir  el  interesado  para  hacer  su  reclamo.  Siendo  taa 
terminantes  y  claras  las  palabras  de!  art,  4*^  citada,  el 
Comisionado  se  abstiene  de  toda  otra  consideración,  limi- 
tándose á  consejar  á  V,  E.  el  rechazo  del  reclamo— Ra- 
fael PlVíDAl. 
P«aó  «1  Procurador  del  TeacKTO,  y  dijo  en  19  de  Agosto  de  1864k 

ExMO  Señor: 


Después  déla  Independencíci,  todo  el  territorio  del  Virei- 
nato  se  ha  díndido  en  Estados  Independientes  y  Sobera- 
^nos,  Argentino,  Oriental,  Paraguay  y  Bolivia.  Cada  uno 
ha  consti Luido  por  sus  leyes  propias  y  forma  de  Gobier- 
no que  le  lia  convenido;  cada  uno  ha  asumido  los  dere- 
chos y  obligaciones  inherentes  á  su  jurisdicción  territorial, 
los  beneficios  y  cargos,  la  deuda  esterior  ó  interior  que 
!e  corresponde;  ha  arreglado  sus  relaciones  y  celebrado 
Tratados  con  las  Naciones  Estranjeras  en  su  carácter  de 
Soberanos  é  Independientes, 

Por  esta  razón,  el  l*ratado  Argentino  con  España  se 
contrae  espresaraente  á  las  Provincias  del  Vireinalo  que 
componen  hoy  el  Territorio  Argentino,  ó  que  en  lo  sucesivo 
lo   constituyeren. 

Por  consiguiente,  los  hechos  ó  reclamos  pertenecientes 
H  otro  Estado,  como  sucede  en  el  caso  presente,  no  se 
hallan  comprendidos  en  el  Tratado  con  España,  como  ya 
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lo  hemos  dicho  en  otros  reclamos  idénticos  al  presente,  y 
por  lo  que  opinamos  ahora  lo  mismo,  que  no  debe  ser  ad- 
mitido, salvo  el  juicio  de  V.  E. — Ramón  Ferreira. 
Con  esto  pasó  á  los  Comisionados,  y  dijeron  en  19  de  Junio  de  1866: 

ExMo.  Señor: 

Reproducimos  la  opinión  del  Comisionado  Especial  y 
la  del  Procurador  del  Tesoro,  para  que  sea  desechado  el 
presente  reclamo  de  Don  Juan  Nin,  por  no  estar  rejido  por 
el  Tratado. 

Los  documentos  que  fundan  la  reclamación,  demuestran 
que  el  crédito  que  cobra  Nin,  fué  contraído  por  las  auto- 
ridades españolas  en  Montevideo,  que  forma  parte  de  la 
República  del  Uruguay.  Entretanto,  solamente  son  á  car- 
go del  Gobierno  Argentino  (art.  4"*  del  Tratado)  los  con- 
traidos por  aquellas  autoridades  en  lo  que  hoy  forma  el 
territorio  de  la  República  Argentina,  ó  que  en  lo  sucesivo 
lo  formase — Octavio  Garrióos. — Eduardo  Carranza. 

Resoliccion — 

Departamento  de  Relaciones  Esteriores. 

Buenos  Aires,  Abril  29  de  1867. — No  siendo  este  crédito 
de  cargo  del  Gobierno  Argentino,  devuélvase  al  interesado 
para  que  ocurra  donde  corresponda— MITRE— Rufino  de 
Elizalde. 


Los  herederos  de  Don  José  de  Urquiza, — ^piden  indemniza- 
ción por  ganados,  efectos  etc.,  confiscados. 

En  24  de  Octubre  de  1866,  la  Legación  de  España  presenta  una  esposición 
de  Don  Martin  Ruiz  Mcreno,  reclamando  á  nombre  de  su  esposa  Doña 
Isidora  Urquiza  y  demás  herederos  del  subdito  español,  Don  José 
de  Urquiza,  la  indemnización  por  ganados,  géneros  y  efectos  conñsca- 
dos  á  este  último  en  los  años  de  1811,  12  y  13. 

Pasó  al  Comisionado  de  la  Deuda  y  dijo  en  8  de  Setiembre  de  1866: 
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ExMO,  SeÑOR 


Examinando  esto  reclamo,  oncitentro  que  r.omo  mtichos 
otros,  tramita  indefiíiidarneiUe  como  reclamo  español, 
siendo  por  la  nacionalidad  de  los  reclamantes,  un  reclamo 
argentino  que  no  ha  podido  ¡lonerse  bajo  la  prolección  del 
Gobierno  Espatlol  por  coiidocto  de  su  Mim'btro. 

Soy  de  opiiii<jn  que  V.  E.  reserve  este  espf^diente  hasta 
que  el  Gobierno  determine  el  modo  y  forma  en  que  hayan 
de  tramitar  y  reconocerse  los  que  se  hallnn  en  su  c:iso. 
Salvo  el  mejor  juicio  de  V.  E.— Rafael  Pividal. 

Ee  17  de  Octubre  dijo  el  Procnradur   del  Tesoro,  quien  dijo: 

ExMo.  SBÑoa: 


El  Tratado  con  España  en  el  art,  5^  concede  el  derecho 
de  reclamar  á  los  herederos  lejitimos,  aunque  éstos  sean 
ciudadanos  argentinos  de  nacimiento,  por  que  ellos  cobran 
una  deuda  de  un  subdito  españul  trasmitida  por  la  Ley, 
que  no  había  corrido  prescripción,  y  no  puede  entenderse 
de  otro  modo  después  de  SOailos^  que  es  rarísimo  que 
existan  los^  autores  primitivos. 

En  cuanto  á  líMútervencióu  del  Ministro  EspiHol^  no  se 
entiende  diplomática  ni  con  personería  para  la  discusión  y 
resolución  del  asunto,  sino  simplemente  recojncmlativay 
ó  como  suele  llamars»e  consular,  porque  los  cónsules  tam- 
bién la  tienen  en  ausencia  de  ajen  tes  diplomáticos,  para 
recomendar  y  pedir  al  Gobierno  que  se  atienda  y  se  haga 
justicia  á  algún  subdito,  conforme  á  las  leyes  del  pais. 

En  este  solo  sentido,  el  Gobierno  Argentino  ha  admitido 
siempre  la  intervención  simple  délos  Ajentes  Públicos, co- 
mo se  acostumbra  en  todas  partes,  sin  promesa  oficial. 

Por  estas  razones,  cree  el  Fiscal  que  no  se  puede  re* 
chazare!  reclamo  ínUmine  como  opina ei  Comisionado  Es- 
pecial, por  falta  de  personería  enlos  herederos  reclamantes, 
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lejitimos  descendientes  del  autor  primitivo,  subdito  español. 

Hay  que  clasificar  la  deuda  que  se  ha  de  reconocer 
conforme  al  Tratado:  esta  debe  ser,  á  juicio  del  Fiscal, 
la  que  proceda  de  secuestros,  confiscaciones  ó  exaccio- 
nes forzosas,  causadas  por  autoridades  legítimas,  y  que 
también  hayan  sido  ocasionadas  por  la  guerra  de  la  In- 
dependencia y  para  sus  gastos;  porque  la  deuda  ocasio- 
nada en  la  guerra  civil,  pertenece  á  la  consolidación  de 
la  deuda  general  de  nacionales  y  extrangeros,  que  deben 
liquidarse  y  pagarse  en  común  sin  distinción,  conforme 
á  la  Ley  de  la  materia. 

El  Congreso  Federal  por  Ley  de  1°  de  Octubre  de  1859, 
declaró  que  la  Nación  Argentina  no  reconoce  derecho  á 
indemnización  en  favor  de  nacionales  ó  extrangeros,  sino 
por  perjuicios  causados  por  empleados  de  las  autorida- 
des legítimas  del  país. 

Sobre  esta  base  cree  el  Fiscal  quejdebe  resolverse  este 
asunto  y  examinarse  la  naturaleza  de  la  deuda,  la  legi- 
timidad de  las  autoridades,  la  época  de  los  hecho«i,  el  ob- 
jeto de  su  inversión  y  demás  circunstancias  especiales. 
Si  V.  E.  estuviese  conforme  con  mi  vista,  puede  volver 
el  espediente  al  Comisionado  para  que  se  espida  en  lo 
principal,  sin  perjuicio  de  que  vuelva  después  al  Fiscal. — 
Ramón  Ferreira. 

Consultados  los  Comisionados  de  la  Deuda  Extrangera.  dijeron  en  8  de 
Marzo  de  1867: 

ExMO.  Señor: 

En  la  reclamación  hecha  por  los  herederos  de  Don  José 
de  Urquiza,  no  se  han  espedido  sobre  el  fondo  del  asunto* 
el  Señor  Comisionado  Especial  ni  el  Procurador  del  Te- 
soro, y  sólo  se  han  contraido  á  la  cuestión  de  la  nacionali- 
dad del  reclamante. 

Respecto  de    este  punto  en    discusión  al  presente,  no 
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nos  es  permitido  separamos  de  nuestras  instrucciones, 
que  exije  como  condición  indispensable  que  el  crédito  sea 
no  sólo  en  su  origen  espatlol,  sino  también  en  su  continui- 
dad. Pero  como  esta  circunstancia  no  ha  sido  obstáculo 
para  que  se  discuta  haciendo  abstención  de  la  cuestión  de 
personería,  somos  de  parecer  de  que  este  asunto  vuelva 
al  Señor  Comisionado  Especial  y  Procurador  del  Tesoro, 
como  lo  solicitaba  este  último,  para  que  so  espidan  sobre 
el  fondo  del  negocio,— Octavio  Gakuigós. — Eduaiído  Gar- 
úa nza. 
Pasado  al  Fiscal,  dijo  en  16  de  Mayo  de  1867: 


ExMO.  SEñoK; 

En  su  vista  anterior,  el  Fiscal  ha  considerado  direc- 
tamente sin  hacer  abstención  la  cuestión  previa  de  la  per- 
sonería de  los  demandantes  para  reclamar,  y  por  los  fun- 
damentos que  allí  espresa,  los  ha  considerado  hábiles, 
constando  en  autos  la  calidad  de  herederos  lejitimos  del 
primitivo  acreedor  Don  José  Urquiza,  subdito  español, 
y  cun  arreglo  al  Tratado,  art.  5*^  Reproduciendo  esta 
vista,  opino  ahora  lo  mismo,  y  que  debe  pasarse  á  consi- 
derar el  asunto  en  lo  principnl»  teniendo  presente  las  ba- 
ses que  allí  se  esprejían  parala  clasificación  y  mérito  jus- 
tificativo de  la  deuda  que  se  reclama.  Salvo  el  juicio  de 
V*  E. — Ramón  FEímEiRA, 
Con  eatos  intonnes,  pasó  á  otro  Comiaionado  y  dijo: 

ExMO.  Señor: 

El  reclamo  de  los  herederos  de  Don  José  Urquiza  no 
proviene  de  secuestros  ó  confiscaciones,  sino  de  contribu- 
ciones forzosas  impuestas  durante  la  guerra  de  la  Inde- 
pendencia, 

Por  consiguiente,  piensa  el  Comisionado  que  para  ha- 
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cer  valer  sus  derechos  los  herederos  de  Urquiza  no  pue- 
den apoyarse  en  el  Tratado  con  España,  que  sólo  habla 
de  confiscaciones  y  secuestros,  sino  en  las  disposiciones 
relativas  al  pago  de  las  deudas  de  su  naturaleza,  que  es 
distinto. — Domingo  de  Oro. 

Volvió  nuevamente  al  Procurador  del  Tesoro,  para  que  informase  sobre 
lo  principal  del  asunto,  y  dijo: 

ExMO.  Señor: 

Como  contribución  ordinaria  ó  forzosa,  está  justificado 
el  reclamo  en  general,  aunque  no  respecto  de  su  importe 
por  la  naturaleza  de  la  deuda,  la  legitimidad  de  las  auto- 
ridades que  intervinieron,  la  época  de  los  hechos,  el  ob- 
jeto déla  inversión  y  demás  circunstancias  especiales, co- 
mo lo  espuso  el  Procurador  en  su  vista  anterior,  f.  49. 

La  forma  en  que  fueron  sacadas  las  contribuciones,  según 
los  documentos  originales  presentados,  fué  la  misma  que 
se  ha  usado  siempre  y  se  usa  hasta  ahora,  con  calidad  de 
auxilios  para  el  consumo  del  ejército  patrio,  y  de  abono 
por  el  Gobierno  Nacional;  cuya  deuda  está  clasificada  en 
la  general,  y  postergado  el  pago  hasta  su  consolidación. 
Pero  no  tiene  el  reclamo  el  carácter  de  confiscación  ó 
secuestro  que  requiere  el  Tratado  con  España:  no  hay 
hechos  ni  decretos  de  confiscación,  prisión  ó  embargo,  ú 
otros  actos  violentos,  que  justifiquen  tal  carácter  de  la 
deuda. 

Por  el  contrario,  se  halla  en  las  mismas  condiciones 
de  otras  coutribuciones  á  individuos  que  se  mencionan 
en  los  mismos  documentos;  y  mezclados  los  nacionales 
y  extrangeros  sin  aparecer  la  personalidad  odiosa  contra 
el  individuo  español;  y  aunque  se  debe  creer  que  eso 
influirid  mucho  en  la  preferencia  y  cantidad  de  la  con- 
tribución, no  basta  para  clasificar  de  confiscación  ó  se- 
cuestro verdadero,  que  impone  el  Tratado, 
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Por  otra  parte,  el  Gobierno  reconoce  la  deuda  justifi- 
cada en  ios  dos  casos  de  confiscación  y  de  contribución 
ordinaria,  con  la  diferencia  de  que  la  primera  se  halla 
amparada  por  el  Tratado,  y  la  segunda  no  y  considera- 
da en  la  deuda  general  á  consolidarse  y  pagarse  á  su 
tiempo  sin  distinción  de  nacionales  y  extrangeros,  á  ia 
par. 

Siendo  pues  la  confiscación  de  carácter  odioso  para  el 
Gobierno  y  privilejiada  en  el  pago  á  los  extrangeros,  le 
asiste  el  derecho  al  Gobierno  para,  aún  en  el  caso  de 
duda  que  no  esté  bien  justificada  la  calidad  de  confisca- 
ción, rehusar  y  aceptar  la  de  contribución  forzosa,  que 
es  la  coraun  y  usada  hasta  ahora. 

Y  por  todo  lo  espuesto,  cree  el  Procurador  que  este 
reclamo  no  se  halla  en  el  caso  del  Tratada,  sino  de  ser 
considerado  en  la  deuda  general  á  consolidarse  sin  dis- 
tinción, y  á  la  par  los  extrangeros  y  argentinos,  como 
está  declarado  por  los  Congresos  y  leyes  preexistentes. 
Salvo  en  todo  el  juicio  de  V.  E,— Octubre  30  de  1868.— 
Ramón  Fehreiha. 

En    di    d€   Diciembre  pasó  &l   Procurador  General,  y  en  11  de  Marzo 
de  1669  dijo : 

ExMO.  Señor: 


Lo  que  han  probado  en  este  espediente  los  herederos 
de  Don  José  de  Urquiza,  es  que  los  Generales  de  los 
Ejércitos  de  la  Patria  sacaron  de  las  estancias  que  su 
causante  tenia  en  Entre-Rios,  considerable  cantidad  de 
ganado  y  caballos  para  el  sosten  de  sus  tropas.  Esta 
es  sin  duda  una  deuda  de  ta  Nación,  y  es  justo  que  se 
pague  cuando  se  liquide  y  consolide  la  deuda  general  de 
la  República.  Pero  ella  no  está  comprendida  en  el  artí- 
culo 5^  del  Tratado   con  España,  donde  seha  estipulado 
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la  devoluóión  de  los  bienes  que  se  confiscaron  á  españoles 
en  su  calidad  de  enemigos. 

Los  ganados  se  sacaron  de  la  Estancia  de  Urquiza  no 
como  confiscación,  sino  con  cargo  de  abonar  su  valor, 
como  lo  dicen  todos  los  documentos  presentados,  no  por 
que  aquel  fuera  español,  pues  lo  mismo  se  hizo  en  la 
Estancia  del  Doctor  Diaz  Velez,  que  le  era  lindera,  y  en  la 
de  todos  los  estancieros  nacionales  de  aquellos  parajes. 
No  estando  este  reclamo  comprendido  en  el  Tratado  con 
España,  considero  que  el  Gobierno  no  dobe  hacerle  lu- 
gar, y  mandar  que  se  devuelvan  los  documentos  al  intere- 
sado para  que  ocurra  cuando  se  liquide  la  deuda  general 
de  la  República.  Debo  advertir  á  V.  E.  que  sólo  hace 
tres  días  que  este  espediente  ha  sido  traido  á  mi  despa- 
cho.— Francisco  Pico. 

Resolución — 

Departamento  de  Relaciones  Esteriores. 

Buenos  Aires,  Octubre  25  de  1870.— Considerando:  I*' 
Que  el  presente  reclamo  no  se  halla  en  el  caso  del  ar- 
ticulo 5°  del  Tratado  con  España,  referente  á  confiscacio- 
nes y  secuestros  de  la  guerra  ue  la  Independencia.  2° 
Que  tampoco  se  halla  en  el  de  la  Ley  sobre  empréstitos 
forzosos,  sancionada  con  fecha  22  de  Setiembre  del  cor- 
riente año.  Se  declara  inadmisible,  devuélvase  al  recla- 
mante los  documentos  presentados  para  que  ocurra  cuan- 
do se  liquide  la  deuda  general  de  la  República,  archi- 
vándose el  espediente,  y  avísese  á  la  Legación  de  España. 
—SARMIENTO.— Carlos  Tejedor. 
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luana  Moreno  de  Zapiola,— reclama  por  daños  y  perjuicios. 

En  10  de  Noviembre  de  1865^  Doña    Juana  Moreno  de  Zapiola  recla- 
ma el  pago  de  los  daños  y  perjuicios  caneados  á  en  marido  en  1614. 
En  26  de  Noviembre  de  1866,  el  Comisionado  dijo: 

ExMO.  Señor: 

La  deuda  que  reclama  Dona  Juana  Moreno  de  Zapio- 
la, está  reconocida  por  el  Gobierno  Argentino  en  1827, 
según  consta  del  espediente  orijinal  que  se  acompaña. 
Por  esta  ra¿on  el  Comisionado  no  tiene  nada  que  observar, 
debieíido  solo  V,  E.  resolver  sobre  el  pago. — Rafael  Pi- 

VIDAL. 

En  27  de  Noviembre  pasó  al  Prociinulor  dol  Tesoro,  y  dijo: 

ExMo.  Señor: 


La  deuda  que  cobra  Doña  Juana  Moreno  de  Zapiola, 
está  reconocida  como  lejltima;  pero  no  esta  comprendida 
en  el  art,  5®  del  Tratado  celebrado  con  España,  pues  no 
procede  de  confiscaciones,  secuestros  ó  empréstitos  for- 
zosos, impuestos  á  un  subdito  español  en  su  calidad  de 
tat,  sino  de  un  servicio  prestado  al  Estado  para  ser  re* 
tribuido,  servicio  que  no  ha  sido  exijidu  a  Don  Juan  J. 
Zapiola  por  ser  español,  y  que  podia  haber  sido  presta- 
do por  cualquier  otro  ciudadano. 

En  efecto,  la  deuda  procede  de  la  conducción  de  tro- 
pas en  un  buque  perteneciente  á  Don  Juan  J.  Zapiola,  y 
el  flete  fué  liquidado  y  reconocida  como  deuda  lejítima; 
está  pues  en  el  caso  de  cualquier  otra  deuda  interna  atra- 
sada, cuyo  pago  dependa  de  una  ley  que  deberá  dictar 
el  Congreso  al  efecto. 

El  que  suscribe  cree  que  no  se  puede  dar  al  Tratado 
tanta  latitud,  que  llegue  á  comprender  toda  clase  de  deu- 
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das solo  por  ser  españoles  los  acreedores,  y  éste  sería  el 
resultado  si  se  mandase  pagar  esta  deuda  como  compren- 
dida en  el  Tratado. — Diciembre  12  de  1865. — Salustiano 

J.   Za VALIA. 

£ii  14  de  Jalio  los  Comisionados  de  la  deuda  dice  n: 

ExMO.  Señor: 

El  reconocimiento  hecho  por  el  Gobierno  Argentino  á 
favor  de  Don  Juan  J.  Zapiola,  de  1,838  pesos,  un  real 
justifica  el  reclamo  que  hoy  dirije  su  viuda.  No  creemos 
esactala  opinión  del  Procurador  del  Tesoro,  para  escluir 
este  asunto  de  los  términos  del  Tratado.  Si  la  autori* 
dad  pidió  y  aprovechó  los  servicios  de  la  persona  y  bienes 
deZapiola,  y  se  dejó  de  recompensarlos,  no  obstante  de 
recoi.ocerla  justicia  del  reclamo,  no  habría  mérito  para 
separar  del  Tratado  un  negocio  de  este  j enero,  pues  sin 
violentar  su  letra  y  espíritu,  podria  decirse  que  la  reten- 
ción del  pago  equivale  á  la  confiscación. 

Apesar  de  esto,  es  de  notarse  que  la  viuda  de  Zapiola 
no  conserva  ni  ha  tenido  la  nacionalidad  de  aquel,  y  que 
de  consiguiente,  falla  la  condición  de  continuidad  y  actua- 
lidad requeridas  por  nuestras  instrucciones. — Buenos  Ai- 
res, Julio  5  de  1866. — Octavio  Garrióos. 

Resolución — 

Departamento  de  Relaciones  Esteriores. 

Buenos  Aires,  Diciembre  26  de  1870.— Considerando: 
1°  Que  el  presente  redamo  no  está  comprendido  en  el 
art.  5*^  del  Tratado  con  España,  referente  á  confiscacio- 
nes y  secuestros.  2?  Que  tampoco  lo  está  en  la  ley  úl- 
timamente sancionada  sobre  empréstitos  forzosos:  se  de- 
clara inadmisible,  archívese  el  espediente,  dando  al  inte- 
resado, si  lo  pidiere,  las  copias  necesarias  para  que  ocur- 
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ra  cuando  se  liquide  la  deuda  general  de  la  Repúblieu,  y 
comuaíquese  A  la  Legación  de  España,— SA.RMIENTO, 
— C,  Tejeooh. 


Juan  Fernandez, — ^por  perjuicios  que  le  causaran  las  autori- 
dades de  Corrientes  con  motivo  dú  secuestro  ordenado  coa* 
ira  lapersonay  bienes  del  silbiito  espiñol  Ddq  Ramón  San« 
gra. 

Don  Juan  Fernandez  reclama  los  perjuicios  que  le  habían  infendo 
las  autoridades  de  Corrió ntea  á  consecuencia  del  sectiestro  or- 
denado contra  la  persona  y  bienes  de  Don  Ramón  Sangra^  qajen  á 
pedido  de  varios  vecinos,  d esa fU peñó  la  Jefatura  Potítica  de  aquella 
Provincia  durante  la  presencia  de  los  Paraguayos,  y  espera  se  pidan 
informes  sobre  el  parti(^nlar.  Pasado  á  informe  del  Gobernador  de 
Corrientea,  dice  que  en  vista  de  loa  que  lia  recibido^  se  abtíene  de 
hacer  un  solo  comentario,  por  destacarse  en  ellos  la  inmensa  res» 
ponsabilidad  criminal  y  civil  del  siibdito  español  Ramón  ¡Sangra^  que 
muy  lejos  de  respetar  siquiera  la  tierra  que  le  dí<')  abrigo  y  gar&n- 
tias,  no  perdonó  medios  para  ponerla  á  las  plantas  de  un  tirano  co- 
mo Lfopez. 

Resolución — 


Departamento  de   Relaciones  Estcrioes. 

Buenas  Aires,  Octubre  21  de  1870— Considerando: 

1**  Quede  los docuinentos  acompañados  en  copia  por  el 
Gobierno  de  Corrientes  aparece  que  el  ciudadano  espa- 
ñol Don  Ramón  Sangra,  aceptó  y  ejerció  la  Jefatura 
Política  de  Bella  Vista  que  le  fué  conferida  por  los  para- 
guayos en  estado  de  guerra  con  el  Gobierno  de  la  Re- 
pública* 

2""  Que  de  suscumunicaciones  con  los  Gefes  enemigos 
y  Junta  traidora  de  Corrientes,  resulta  también   que  de- 
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sempeñó  su  cargo  con  fervor  y  entusiasmo  y  no  por  nece- 
sidad ó  miedo. 

3°  Que  según  el  Decreto  de  2  de  Noviembre  de  1865, 
solo  se  prohibió  la  enajenación  hasta  nueva  orden  de  los 
bienes  de  Sangra  y  otros  ciudadanos  argentinos  en  igual 
caso,  por  estar  afectos  todos  á  responsabilidades  por  daños 
y  perjuicios  irrogados  por  ellos  á  ciudadanos  de  esta  Pro- 
vincia. 

4"^  Que  las  acciones  de  Sangra»  sí  alguna  tenia  después 
de  su  conducta,  correspondía  deducirlas  ante  las  Autori- 
dades y  Tribunales  déla  Provincia,  respondiendo  ante  ellos 
por  las  que  otros  ciudadanos  ó  estranjeros  tuvieran  con- 
tra su  persona  ó  bienes.  Se  declara  inadmisible  el  pre- 
sente reclamo,  hágase  saber  al  interesado,  archivándose  el 
espediente  y  comuniqúese  á  la  Legación  de  España — SAR- 
MIENTO—Carlos  Tejedor. 


Los  herederos  de  Don  José  Alvarado, — solicitan  el  abono  de 

créditos. 

En  Febrero  de  1867,  Don  Carlos  M.  Saravia,  en  representación  de  los 
herederos  de  Don  José  Alvarado,  pide  el  pago  de  créditos  á  favor 
de  sus  poderdantes  en  virtud  del  Tratado  con  España. 

Pasado  al  Procurador  del  Tesoro,  dijo  en  18   de  Febrero : 

ExMO.  Señor: 

En  el  presente  reclamo  aparecen  mezclados  del  finado 
Don  José  Alvarado,  subdito  Español,  y  de  su  hijo  Don 
Ramón  Alvarado,  ciudadano  Argentino. 

Según  el  Tratado,  no  se  debe  tomar  en  consideración 
sino  el  reclamo  del  primero,  quedando  el  segundo  para  con- 
siderarse en  la  consolidación  de  la  deuda  general  de  la  Na- 
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Clon.  Por  esta  razón  y  para  examinar  el  asunto  con  la 
claridad  que  corresponde,  deben  los  herederos  reclamantes 
del  finado  Don  José  Al  varado,  presentar  el  cargo  de  lo  que 
á  él  solo  corresponde,  en  una  cuenta  detallada  con  las  re- 
ferancias  á  los  documentos  justificativos  respectivos.  Y 
vuelva  al  Fiscal— Ramón  Ferreia. 

Habiendo  el  interesado  cumplido  lo  qae  ae  pide  en  eL  anterior  dictamen 
ee  pasó  nuevamente  el  espediente  al  Procurador  del  TeaorOj  y  dijo 
en  24  de  Setiembre  de  1869: 

ExMO.  Señor. 


Tengo  que  reproducir  lo  que  he  dicho  en  otros  espedientes 
de  la  misma  clase.  Los  mas  de  los  reclamos  como  éste  de 
subditos  españoles,  referentes  á  !a  deuda  contraída  por 
el  Gobierno  Argentino  en  la  guerra  de  la  Independencia, 
provienen  de  contribuciones  ó  empréstitos  forzosos  saca- 
dos páralos  gastos  de  la  guerra;  y  se  han  llamado  for- 
zosos, por  que  eran  impuestos  estraordinarios  improvisa- 
dos con  el  carácter  de  forzosos,  porque  llevaban  esa  cali- 
dad y  se  imponían  á  todos  los  propietarios  y  comerciantes, 
sin  distincióu  de  nacionales  y  estraujeros,  distribuida  ge- 
neralmente la  contribución  por  una  comisión  especial  del 
mismo  comercio,  para  que  hiciese  el  reparto  proporcional 
á  los  capitales;  y  generalmente  ha  sido  ésta  la  práctica  en 
todas  las  épocas. 

Pero  esta  clase  de  contribución,  es  cosa  muy  distinta 
de  la  confiscación  y  secuestro  por  su  significación  propia 
y  su  aplicación  jurídica;  tiene  carácter  penal  y  afecta  al  in- 
dividuo; es  un  despojo  violento  sin  cargo  de  devolución; 
mientras  que  el  otro  afecta  á  la  persona,  sino  como  co- 
merciante ó  propictariOj  sin  distinción  de  nacionales  y  es- 
tranjeroí^,  considerando  á  la  par  para  pagarse  igualmente, 
como  se  espresa  en  las  mismas  papeletas  y  asientos  de 
los  libras. 
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He  ahí  por  que  el  Tratado  no  habló  de  estas  contribucio- 
nes, sino  délas  confiscaciones  y secnesívos  veráadevos; ni 
pudo  hablar: 

1**  Porque  sería  quedar  los  subditos  espailoies  en  condi- 
ción superior  álos  de  las  demás  n  iciones,  según  las  conven- 
ciones del  año  59,  que  solo  comprenden  ion  perjuicios  y 
contribuciones  de  la  guerra  civil  desJe  el  año  20,  quedan- 
do las  anteriores  de  laguerra  de  la  Indepeadeacía  a  conso- 
lidarse en  la  deuda  general,  liquidars'i  y  pagarse  sin  dis- 
tinción ya  la  parea  el  mismo  modo  y  forma,  los  nacio- 
nales y  estrangeros  que  resultan  acreedores, 

2''  Porque  sobre  esta  deuda  no  había  duda  ni  cuestión, 
y  desde  el  afu  23  se  ha  mandado  coasjlidar  y  se  han 
pagado  muchas  de  particulares  extrangeros,  aunque  no 
se  han  hecho  todavía  la  consolidación  general  por  las 
circunstancias  azarosa  de  la  guerras  civil, 

S*'  En  dichas  convenci'^nes,  las  demás  naciones  no  han 
exijido  ni  han  llevado  sus  pretensiones  á  reclamar,  por 
«hora,  mas  allá  de  la  guerra  civil;  y  no  se  podia  conce- 
der mayor  privilejio  en  el  Tratado  con  España^  que  po- 
nerla  ala  par  déla  Nación  mas  favorecida,  en  el  caso  de 
las  convenciones. 

4°  Todo  esto  no  es  mas  que  para  corrroborar  el  testo 
espreso  que  no  deja  duda  del  Tratado,  artículo  5^,  que  dice 
terminantemente :  que  aunque  se  debe  presumir  que  las 
confiscaciones  y  secuestros  de  subditos  españoles  ó  ar- 
gentinos, hayan  sido  insignificantes  durante  la  guerra  de 
la  Independencia,  porque  felizmente  no  fué  desastrosa, 
sin  embargo,  deseando  evitar  todo  duño,  se  comprometen 
ambas  partes  á  devolver  á  sus  dueños  las  especies  confis- 
cadas, si  existiesen  en  poder  de  los  Gobieruos,  ó  su  indem- 
nización, si  se  huDiese  enajenado,  en  la  forma  convenida. 

¿Podrá  haber  duda  de  que  este  artículo  no  comprende 
mas  que  las  confiscaciones  verdaderas,  y  que  sobre  las 
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demás  contribuciones  ó  empréstitos  forzosos,  ha  quedado 
la  España  en  el  mismo  caso  que  la  Nación  mas  favore- 
cida, respecto  á  la  consolidación  de  la  deuda  de  la  Inde- 
pendencia, y  que  no  se  podía  ni  debia  conceder  mas  pri- 
vilejio  en  el  Tratado  con  España? 

Por  estos  fundamentos,  ha  opinado  siempre  el  Procu- 
rador del  Tesoro,  que  el  Tratado  sólo  habla  de  las  con- 
/tscaciones  verdaderas,  sin  comprender  las  contribuciones 
estraordinarias  ó  empréstitos  forzosos  sacados  en  la  guerra 
de  la  Independencia,  cuya  deuda  debe  liquidarse  y  pa- 
garse en  el  modo  y  forma  que  se  determine  por  li  Ley 
del  Congreso  para  la  consolidación,  ó  por  convenciones 
y  tratados  especiales  que  pueden  celebrarse  entre  el  Go- 
bierno y  las  naciones  estrangeras Y  este  juicio 

tiene  que  reproducirlo  el  Procurador  en  lodos  los  reclamos 
de  la  misma  naturaleza;  por  cuya  razón  si  V.  E.  estu- 
viese de  acuerdo,  se  puede  dar  un  Decreto  reglamentario, 
espresando  que  en  las  confiscaciones  y  ¡-ecuestros  de  que 
habla  el  Tratado  con  España,  artículos^,  se  entienden  solo 
las  verdaderas  confiscaciones  en  su  sentido  jurídico,  y  no 
tos  empréstitos  toriíosos  y  demás  contribur/iones  extraor- 
dinarias sacadas  para  los  gastos  de  la  guerra  de  la  In- 
dependencia, sin  distinción  de  nacionales  y  estrangeros, 
y  considerados  sólo  como  cormerciantes  ó  propietarios, 
las  que  deben  pagarse  en  la  forma  y  modo  que  acuerde 
la  Ley  del  Congreso,  para  la  consolidación  de  la  deuda 
general,  ó  alguna  convención  ó  Tratado  especial,  sise  ce- 
lebrase, del  Gobierno  con  las  naciones  estrangeras. 

Mas  en  el  caso  que  á  V.  E,  también  le  parezca,  se  puede 
consultar  al  Congreso  sobre  el  alcance  de  la  ¡nleligencia 
del  Tratado  en  el  artículo  5**:  si  se  ha  de  hacer  esten- 
sión  á  las  contribuciones  estraordincirias  y  empréstitos 
forzosos,  ó  sólo  se  ha  de  entender  de  las  confiscaciones 
verdaderas  en  el  sentido  jurídico. — Ramón  Fííkreira. 
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Con  lo  cual  se  consultó  al  Procurador  General,  en  vista  de  la  Ley  de 
22  de  Setiembre  de  1870;  y  en  16  de  Diciembre  del  siguiente  año, 
dictaminó: 


ExMO.  Señor: 

A  la  cuenta  presentada  en  su  anterior  escrito  por  el 
apoderado  de  lo§  herederos  de  Don  José  Alvarado,  tengo 
que  hacer  las  siguientes  rectificaciones. 

Desde  luego  deben  separarse  las  tres  primeras  partidas; 
porque  por  ellas  se  entregaron  al  interesado  libranzas  con- 
tra el  General  Belgrano,  que  por  no  presentarse,  debe 
suponerse  que  han  sido  cubiertas.  El  mismo  reclamante 
conviene  en  esta  reparación.  La  partida  7  no  es  de  abono, 
porque  según  el  comprobante  de  ella  son  300  pesos  en- 
tregados por  la  Señora  de  Alvarado,  en  cumplimiento  de 
un  Decreto  del  Gobierno,  sin  más  esplicación.  Si  ella  fuera 
un  empréstito  forzoso,  se  habria  esplicado  esta  calidad  en 
el  asiento  de  los  libros  de  Tesorería,  como  se  hacía  en 
todas  las  partidas  de  esta  clase. 

N(»  diciéndose  nada  de  eso,  parece  mas  bien  el  pago 
de  una  deuda;  pero  sea  como  fuese,  el  Gobierno  no  pue- 
de hoy  darle  el  carácter  que  no  tiene  de  empréstito  forzoso. 
La  partida  34  por  80  pesos,  es  la  misma  [partida  N''. 
5,  que  se  ha  repetido,  porque  está  comprobada  por  un 
asiento  en  los  libros  de  la  Tesorería  y  por  el  documento 
N^  28.  En  fin,  esceptuando  las  partidas  4,  5,  6,  8,  14  y 
33,  todas  las  demás  de  la  cuenta  no  son  los  empréstitos 
forzosos  exijidos  sólo  á  los  españoles  por  su  calidad  de 
enemigos,  de  que  habla  la  Ley  de  22  de  Setiembre  de  1870, 
sino  pequeñas  contibuciones  periódicas  que  exijian  los 
.  Cabildos  ó  Intendencias  de  todo  el  vecindario,  sin  distin- 
ción de  nacionalidad,  y  una  prueba  de  ello  es  no  sólo  la 
cantidad  de  la  contribución  de  5  pesos  mensuales,  sino  el 
hecho  de  que  cuando  se  le  pedia  al  español  Don  José  Al- 
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varado,  ?e  le  exijia  igualmente  al  argentino  Don  Ramón 
Al  varado. 

Aún  cuando  algunas  veces  estas  contribuciones  se  sa- 
caban en  forma  de  empréstito,  por  el  desarreglo  en  que 
entonces  estaba  la  Administración,  ellas  no  están  com- 
prendidas en  la  disposición  de  la  Ley  de  Setiembre,  que 
sólo  se  refirió  á  los  empréstitos  exijidos  á  los  españoles 
en  su  calidad  de  tales  y  como  enemigos.  Las  que  en 
este  espediente  revisten  este  carácter  y  que  considero  de 
abono  son  las  paritdas  siguientes  de  la  cuenta  presentada: 
N'^  4  por  800  pesos,  N^  5  por  80  pesos,  N^  G  por  1100 
pesos,  N'*.  8  por  20  pesos,  N^  14  por  50  pesos,  N^  33  por 
150;  son  2200  pesos,— Francisco  Pico. 

Resolución — 

Departamento  de  Relaciones  Ester io res. 

Buenos  Aires,  Abril  22  de  1872, — ^Reconócese  de  acuer- 
do con  lo  dictaminado  por  el  Procurador  General  de  la  Na- 
ción, la  cantidad  de  dos  mi!  doscientos  pesos  fuertes  en 
Fondos  Públicos  de  la  Nación  de  G  p  Vo  de  renta  y  uno  de 
amortización  á  favor  de  los  reclamantes.  Pase  á  la  Con- 
taduría para  la  liquidación  de  intereses. — SARMIENTO. — 
C.  Tejedor. 

Liquidado  el  crédito  por  la  Contaduría,  se  dictó  la  siguiente: 


Resobición — 

Departamento  de  Relaciones  Esteriores. 

Buenos  Aires,  Mayo  IG  de  1872.— Inscríbase  en  Fondos 
Públicos  de  la  Nación  del  G  p  7^  de  renta  y  uno  de 
amortización,  la  cantidad  de  pesos  fuertes  3095  76  cts, 
plata,  de  17  en  onza  á  favor  de  los  interesados.  Tómese 
razón  en  Contaduría  y  entregúese  el  espediente  al  apo- 
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derado  para  que  ocurra  á  la  Junta  del  Crédito  Público.— 
SARMIENTO.— C.  Tejedok. 


Varios, — reclaman  créditos  por   secuestros  y  confiscaciones 
impuestas  á  sus   padres   como  españoles. 

En  1*^  de  Marzo  de  1867,  Don  Antonio  Zavala,  apoderado  de  los  Seño- 
res Don  Juan  Cátala,  Don  Juan  Julio  y  Pons,  Don  Mauricio  López 
y  Bohijas,  Don  Onofre  Batller,  Don  José  Perera,  Doña  Benita  Rosad, 
Don  Francisco  Carreras,  Don  Juan  Naval  y  Ca.  y  Don  Monsalvo 
Ortiz  y  Ca.  reclama  el  importe  de  los  secuestros  y  confiscaciones 
hechas  á  los  finados  padres  de  los  reclamantes. 

Pasado  este  reclamo  al  Procurador  del  Tesoro,  dijo  en  27  de  Marzo  de 
1866: 

ExMO.  SeiIor: 

De  los  reclamos  que  tiene  la  nota  del  Señor  Ministro 
de  España  de  22  de  Julio  de  1868,  el  de  Don  Juan  Cátala 
está  plenamente  justificado,  porque  el  informe  del  Archi- 
vero General  consta  que  en  1812  se  confiscaron  setecientos 
cuarenta  y  cuatro  pesos  medio  7^ealy  pertenecientes  á  este 
individuo. 

El  de  Don  Juan  Julio  y  Pons  necesita  mayor  prueba. 
El  Archivero  dice  que  en  los  libros  consta  que  se  confis- 
caron en  poder  de  Don  José  Rabasa  y  Busquet  4120  pe- 
sos pertenecientes  á  individuos  del  comercio  de  Cataluña, 
sin  haber  encontrado  el  nombre  de  los  propietarios.  El 
reclamante  dice  que  Rabasa  y  Busquet  entregó  efectos 
de  la  pertenencia  de  su  representado  por  valor  de  mas 
de  ocho  mil  pesos;  pero  no  habiendo  dado  prueba  alguna 
de  este  hecho,  no  hay  razón  para  creer  que  el  todo  ó 
parte  de  la  cantidad  que  figura  en  los  libros  le  perte- 
nezca. Por  consiguiente  lo  que  corresponde  es  qne  V.  E. 
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mande  devolverle  el  reclamo  para  que  adelante  la  prueba 
necesiiri;». 

El  de  Don  Mauricio  Soler  y  Bohijíis  está  plenamente 
justificado  por  la  cantidad  de  trescientos  setenta  y  yiueoe 
pesos  cinco  y  medio  reales  (379  pesos  5  1/2  reales)  de  su 
pertenencia  que  le  fueron  corjfiscados. 

El  de  Don  Onofre  BíUller  necesita  de  mayor  prueba. 
El  Archivero  dice  que  no  ha  encontrado  dato  alguno  que 
pruebe  haber  hecho  confiscación  de  bienes  de  este  indi  • 
viduo.  Pero  el  reclamante  presenta  un  recibo  del  guarda- 
almacén  Don  Juan  Antonio  Faucans,  que  parece  atit/^n- 
tico,  en  el  que  consta  la  entrega  que  hizo,  Don  José  Co- 
mas y  Vilardebó  de  las  pertenencias  estranas  que  estaban 
en  su  poder  y  de  allí  aparecen  82  docenas  de  pañuelos 
de  seda  de  la  pertenencia  de  Don  Onofre  Batller.  Pre- 
senta asi  mismo  dos  recibos  de  los  Contadores  Generales 
Don  Roque  González  y  Don  José  Joaquín  de  Araujo,  cuya 
autenticidad  es  manifiesta,  en  los  que  consta  que  Don 
José  Comas  y  Vilardebó  entregó  la  cantidad  de  9218  pesos, 
que  debia  á  comerciantes  de  España  sin  espresar  el  nom- 
bre de  los  acreedores.  Esta  entrada  en  caja  d»íbe  cons- 
tar en  los  libros  de  la  Contaduría,  y  en  el  documento 
justificativo  debe  aparecer  el  nombre  de  las  personas  á 
quienes  pertenecía.  Y  parece  que  el  nombre  de  Don  Ono- 
fre Balller  no  se  encuentra  entre  ellos,  en  cuanto  el  archi- 
vero dice  que  no  ha  encontrado  dato  alguno  á  su  res- 
pecto. Sin  embargo,  el  reclamante  afirma  qne  Don  Josa 
Comas  y  Vilardebó  debia  á  su  representado  la  cantidad 
de  2770  pesos  diez  y  seis  reales  y  veinte  y  dos  marave- 
díes, y  que  esta   cantidad  fué  confiscada. 

Pero  no  habiendo  aprobado  este  hecho,  soy  de  dictamen 
que  V.  E.  reconozca  como  deuda  el  valor  de  las  ochenia  y 
íJo!f  docenas  de  pañuelos  de  seda,  y  que  por  el  resto  de  la 
reclamiición  ordene  que  el  reclamante  adelante  la  prueba. 
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El  de  Don  José  Perera  necesita  igualmente  de  prue- 
bas. El  Archivero  dice  que  en  el  archivo  no  hay  cons- 
tancia de  que  se  confiscaran  bienes  á  este  individuo;  pero 
el  reclamante  dice  que  su  representado  era  acreedor  de 
varios  comerciantes  de  esta  plaza  por  sumas  que  fueron 
confiscadas  en  1812.  Y  no  habiendo  dado  prueba  alguna 
de  este  hecho  corresponde  que  V.  E.  le  ordene  adelan- 
tar la  prueba. 

El  de  Doña  Benita  Rosas  está  probada  por  los  datos 
siguientes:  El  Archivero  dice  que  consta  en  los  libros 
haberse  confiscado  á  esta  Señora  la  cantidad  de  doscien- 
tos setenta  y  seis  pesos  seis  y  medio  reales  en  dinero,  y 
catorce  pesos  por  catorce  piezas  de  cinta  entregadas  en 
almacenes.  Pero  del  documento  presentado  con  el  recla- 
mo de  Don  Onofre  Batller,  consta  que  lo  que  Comas  y 
Vilardebó  entregó  en  almacenes  pertenecientes  á  la  Se- 
ñora Rosas  no  fueron  sólo  14  piezas  de  cinta,  sino  92 
piezas  y  además  doscientas  trece  docenas  de  ligas  de  se- 
da. 

Avaluando  pues  estas  ligas  á  trece  pesos  docena  lo 
que  parece  un  precio  regular,  y  á  peso  las  piezas  de  cin- 
ta, estas  cantidades  reunidas  á  la  que  se  confiscó  en  di- 
nero hocen  la  suma  de  tres  mil  ciento  treinta  y  siete  pe- 
sos seis  y  medio  realesy  que  creo  justo  se  le  mande  abo- 
nar. 

El  de  Don  Francisco  Carreras  está  probado  por  la  can- 
tidad de  mil  doscientos  cincuenta  y  seis  pesos  y  uno  y  tres 
cuartillos  reales,  que  dice  el  Archivero  entró  en  cajas  la 
casa  de  José  Antonio  Galup,  como  pertenencia  de  aquel 
individuo,  y  además  por  treinta  docenas  de  pañuelos  de 
algodón  de  colores,  18  piezas  de  indiana,  10  docenas  me- 
dias de  estambre,  y  58  piezas  de  cinta  de  raso  con  ter- 
ciopelo, que  Don  José  Comas  y  Vilardebó  entregó  en  al- 
macenes de  la  pertenencia  de  aquel  individuo;  según  cons- 
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ta  del  recibo  del  Guarda- Almacén  presentado  con  el  re- 
clamo de  Don  Onofre  BatUer. 

El  de  Don  Junn  Naval  y  C*,,  está  plenamente  justifi- 
cado por  el  informe  del  Archivero  General  por  la  canti- 
dad de  cttaíractentos  diez  pesos  siete  y  -medio  reales,  que 
fueron  confiscados  de  pertenencia  de  este  individuo. 

El  de  los  Sres,  Monsalvo  Ortií  y  C^  necesita  de  prue- 
ba que  no  existen  sino  por  la  cu  n  ti  dad  de  cincuenta  y 
seis  pesos  seis  reales,  que  dice  el  Archivero  fueron  entre- 
gados por  Don  Blas  Valiente,  como  pertenencia  de  aquella 
sociedad.  El  reclamante  dice,  que  según  la  corresponden- 
cia y  apuntes  que  conservan  sus  comitentes,  le  fut*ron 
secuestrados  en  1812,  en  dinero  y  efectos  seis  mil  tres^ 
cientos  veinte  y  un  peso  ires  reales.  Pero  no  habiendo 
dado  prueba  alguna  de  este  hecho  corresponde  que  el 
Gobierno  reconozca  como  deuda  la  cantidad  espresada 
por  el  Archivero,  y  ordene  que  el  reclamante  adelante  !a 
prueba  sobre  el  resto. 

Estos  son  los  reclamos  presentados  sobre  los  que  V,  E. 
resolver'á  como  considere  de  justicia, — Buenos  Aires,  Ma- 
yo 27  de  1867— Francisco  Pico, 

Resoltcción — 


Departamento  de  Relaciones  Esteriores. 

Buenos  Aires,  Octubre  27  de  1870. — Considerando:  1^ 
Que  en  el  art,  6  del  Tratado  con  España  se  estipuló  que 
pasado  cuatro  afios  de  la  ratificación  no  se  admitirían 
nuevas  reclamaciones  bnjo  pretesto  alguno.  2*"  Que  los 
nueve  reclamos  acompañados  en  la  nota  de  22  de  Julio 
de  1868,  han  sido  presentados  no  solo  fuera  de  ese  plazo, 
sínó  también  del  prorogado  por  la  declaración  de  !a  Ley 
de  31  de  Agosto  de  1863,  Se  declaran  inadmisibles,  há- 
gase saber  á  los  interesados  archivándose  los  espedíen- 
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tes  y  comuniqúese  á   la    Legación    de  España — SAR- 
MIENTO.—C.  Teeedor. 


Gabriel  T.  Valens, — solicita  el  pago  de  los  sueldos  devengados 
como  Oficial  de  la  Legación  Argentina  en  Paris. 

En  4  de  Abril  de  1867,  Don  Juan  H.  Serivenen  por  Don  Gabriel  Valens, 
cobra  los  sueldos  devengados  por  éste  como  oficial  de  la  Legación  Ar- 
gentina en  París,  hasta  el  22  de  Marzo  de  1862. 

Pasado  al  Procurador  del  Tesoro,  dijo  en  10  de  Julio  de  1869: 

ExMO  Señor: 

Según  las  constancias  á  que  se  refiere  el  presente  in- 
forme de  la  Contaduría,  los  haberes  correspondientes  al 
ex-oficial  de  la  Legación  Don  Gabriel  T.  Valens,  han  sido 
íntegramente  pagados  hasta  31  de  Diciembre  de  1861. 
Las  cantidades  por  las  cuales  el  Sr.  Valens  se  reputa  aún 
acreedor  del  Tesoro,  proceden: 

1*"  De  un  sobresueldo  que  cree  le  era  debido  por  servir 
en  una  Legación  acreditada  cerca  de  mas  de  un  Gobierno 
Estrangero; 

2**  De  diferencia  resultantes  de  cambios  de  moneda,  me- 
diante lo  cual  venia  á  recibir  en  Europa  una  cantidad  me- 
nor que  lo  que  representaba  el  sueldo  asignado  á  su  clase; 

3*"  De  los  haberes  correspondientes  á  algunos  meses  del 
año  de   1862,  que  no  le  han  sido  abonados. 

Pero  desde  luego  al  Señor  Valens,  no  le  era  debido  el 
sobresueldo  que  la  Ley  de  21  de  Agosto  de  1856  (Art.  5*») 
asignó  solo  á  los  Ajenies  Diplomáticos  en  cuya  categoría 
no  se  encontraba  comprendido;  y  después  de  esto,  cua- 
lesquiera perjuicio  que  hubiera  podido  resultarle  de  los 
cambios  de  moneda  y  de  la  remisión  de  fondos  al  país 
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de  su  residencia,  correrian  en  todo  caso  de  su  esclusiva 
cuenta,  puesto  que  el  sueldo  de  los  Ministros  y  demás 
individuos  adscritos  al  servicio  diplomático  debe  pagarse 
en  la  Capital  de  la  República  á  los  apoderados  que  aque- 
llos constituyen  y  no  en  otro  lugar.  (Ley  cit.  art.  10). 

La  parte  de  la  reclamación  relativa  al  pago  de  los  ha- 
beres devengados  durante  algunos  meses  del  año  de  1862> 
tampoco  puede  ser  atendida  por  V.  E.  porque  esta  deuda 
en  razón  de  la  época  á  que  pertenece,  no  se  halla  com- 
prendida en  las  leyes  por  las  cuales  el  Congreso  proveyó 
el  pago  de  las  que  contrajo  y  dejó  pendiente  el  Gobierno 
de  la  Confederación. 

Las  precedentes  consideraciones  demuestran  que  no  es 
posible  hacer  lugar  á  la  reclamación  promovida  en  nom- 
bre del  ex-oficial  de  Legación  Don  Gabriel  T.  Valens,  y 
tal  es  mi  dictamen,  salvo  el  ilustrado  juicio  de  V.  E. — 
José  E.  Uriburu. 
Consultado  el  Procurador  General  dijo  en  23  de  Julio. 

ExMO.  Señor: 

Mi  dictamen  es  enteramente  conforme  al  que  precede 
de!  Señor  Procurador  del  Tesoro.  El  Señor  Valens  está  ín- 
tegramente pagado  con  arreglo  á  la  ley'  hasta  fin  de  Di- 
cien'ibre  de  1861,  y  en  cuanto  á  los  dos  meses  que  cobra 
de  1862:  por  que  dice  que  la  Legación  concluyó  en  Marzo, 
no  hay  ley  alguna  que  autorize  al  Gobierno  para  hacer 
este  gasto. — Francisco  Pico. 

Resolución — 

Departamento  de  Relaciones  Esteriores. 

Buenos  Aires,  Diciembre  7  de  1868.— Visto  lo  aconsejado 
por  el  Procurador  del  Tesoro  y  Procurador  General  de  la 
Nación,  lo  cual  ha  quedado  subsistente  á  pesar  del  escrito 
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de  f.  G  no  ha  lugar  al  pago  que  se  solicita  y  comuniqúese 
esta  resolución  por  Secretaría. — SARMIENTO. — Maria.no 
Várela. 


Cristina  Acha  de  Izure, — reclama  los  daños  y  perjuicios,  que 
le  fueron  causados  durante  la  Administración  de  Rosas. 


En  8  de  Abril  de  1867,  Don  Máximo  Landivar,  en  representación  de 
Doña  Cristina  Acha  de  Izure,  reclama  perjuicios  causados  á  ésta  úl- 
tima, durante  la  Administración  de  Rosas. 

Pasado  al  Procurador  del  Tesoro,  dijo  en  20  del  mismo: 

ExMO.  Señor: 

Sólo  se  comprende  en  el  Tratado  con  España  las  con- 
tribuciones forzosas  y  confiscaciones  especiales  que  hayan 
afectado  la  calidad  de  españoles  y  que  se  les  hayan  sacado 
con  motivo  de  la  lucha  y  guerra  con  España  según  el 
espíritu  del  artículo  5°. 

Mas  las  contribuciones  ordinarias  ó  perjuicios  ocasio- 
nados en  los  conflictos  de  la  guerra  civil,  ó  por  los  Go- 
biernos y  autoridades  locales,  corren  los  estrangeros  á 
la  par  de  los  nacionales,  y  sus  reclamos  tendrán  lugar 
en  la  consolidación  en  la  deuda  gen^iral,  conforme  á  las 
Leyes  del  Congreso  Nacional.  Por  esto  opina  el  Fiscal 
que  no  puede  tener  lugar,  por  ahora,  el  presente  recla- 
mo, y  que  no  se  halla  comprendido  en  el  Tratado  con 
España,  salvo  en  todo    el  juicio  de  V.  E.— Ramón  Fe- 

RRRIRA. 

En  Junio  siguiente,  Landivar  á  quien  habia  sido  devuelto  el  espediente 
se  presentó  insistiendo  en  su  reclamo.  Los  Comisionados  de  la  Deu- 
da Estrangera  reconocieron  como  cargo  contra  el  '^Tesoro  Nacional 
la  suma  de  392,500  pesos  m^c.  con  el  aumento  de  50  ^{o  y  después 
de  practicada  la  liquidación  el  Poder  Ejecutivo  dictó  la  siguiente: 
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Resolución^ 


Departamento  de  Relaciones  Esteriores. 

Buenos  Aires,  Setiembre  30  de  1868.— Pase  al  Ministerio 
de  Hacienda  para  que  ordene  el  abono  del  presente  re- 
clamo en  Fondos  Públicos  de  la  Nación.— MITRE, — Ru- 
fino  DE  ElIZALDE. 


Angela  y  Benita   Nadal,— reclaman    contribuciones   pagadas 
por  su  padre  en  la  Provincia  de  Salta, 


En  30  de  Abril  tie  1867,  Don  Pedro  Antonio  Purdo,  en  repreaentadon 
de  Doña  Benita  y  Ángela  Níidal,  reclama  la  cantidad  do  4312  pesoB 
por  contribuciones  pagadas  por  su  padre  en  la  Provincia  de  Salta, 

Pasó  al  Procurador  del  Tesoro,  y  dijo  en  12  de  Junio: 
ExMo.  Señor: 

La  presente  reclamación  versa  sobre  créditos  proce- 
dentes de  empréstitos  forzosos  oblados  por  el  subdito  es- 
pañol Don  Juan  Nadal  y  Guarda,  durante  la  guerra  de 
la  Independencia. 

El  origen  de  la  reclamación,  que  no  se  halla  autori- 
zada, por  la  esti|julac¡ón  internacional  que  en  su  apoyo 
se  invoca,  y  la  ausencia  de  I,ey  que  determine  la  manera 
en  que  hubiese  de  precederse  al  reconocimiento,  liqui- 
dación y  pego  de  créditos  de  la  clase  de  aquellos,  son 
causas  concurrentes  que  obstan  perentoriamente,  á  que 
se  haga  lugar  á  la  solicitud,  que  la  sucesión  del  mencio- 
nado Señor  Nadal  y  Guarda  ha  promovido. 

Por  el  Tratado  celebrado  con  España  (artíclo  5°);  el 
Gobierno  Argentino  tomó  a  su  cargo  la  restitución  é  in- 
demnización, á  que  hubiese  lugar  por  razón  de  secuestros 
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ó  confiscaciones  de  bienes  á  subditos  Españoles,  durante 
la  guerra  sostenida  con  la  antigua  Metrópoli;  ninguna 
obligación  contrajo  respecto  de  los  acreedores  insólitos 
por  razón  de  contribuciones  estraordinarias,  ó  emprés- 
titos levan  tildas  en  la  época  de  hi  guerra  ni  en  otra  al- 
guna; de  manera  que  no  hay  fundamento  que  autorice  la 
pretensión  de  colocar  al  amparo  de  las  estipulaciones  del 
Tratado,  créditos  que  ellos  no  mencionan  siquiera,  y  á 
cuyo  reconocimiento  y  pago  es  evidente  que  el  Gobierno 
de  la  República  no  se  ha  comprometido. 

Y  no  estando  rejidas  por  el  Tratado,  como  no  están  el 
reconocimiento  y  pago  de  tales  créditos;  V,  E,  carece  de 
regla  y  autorización  para  preveer  á  ello^;  porque  a!  Con- 
greso constitucionalmente  «compete  arreglar  el  pago  de 
la  deuda  interior  y  esterior  de  la  Nación  (artículo  67  inc. 
6'')  y  ninguna  Ley  ha  venido  hasta  ahora  á  determinar 
como  haya  de  satisfacerse  la  deuda  durante  la  guerra  de 
la  Independencia  por  cuntribuciones  estraordinarias,  em- 
préstitos forzoso?,  ó  de  otra  manera.  Toda  reclamación 
por  pago  de  deudas  de  esta  naturaleza  no  puede,  pues, 
ser  atendida,  mientras  la  Ley  no  prevea  á  dicho  pago;  y 
tís  hasta  entonces  también  que  debe  reservarse  la  pre- 
sente. 

Este  es  mi  dictamen  de  acuerdo  con  las  consideracio- 
nes que  dejo  espuestas» — José  Uriburu. 

En   16  de  Diciembre  de  1871,  dijo  el  Procurador  General: 

ExMo.  Señor: 


Este  reclamo  ha  sido  presentado  después  da  vencido 
el  término  señalado  para  hacerlo  en  el  Tratado  con  España. 

Pero  como  él  se  dirije  á  cobrar  algunos  empréstitos 
forzosos  exijidos  al  español  Don  Juan  Nadal  y  Guarda, 
él  no  está  rejido  por  el  Tratado,  sino  por  la  Ley  de  22 
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de  Setiembre  de  1870,  sancionada  mucho  después  de  ven- 
cido aquel  término.  Considerando  que  por  esta  razan 
V,  E.  lo  ha  de  admitir,  paso  á  ocuparme  de  su  fondo. 

Los  extractos  de  los  libros  de  la  Tesorería  de  Salta 
que  se  han  presentado,  prueban  que  en  los  años  de  1812 
y  1813  se  sacrón  al  Señor  Nadal  algunos  empréstitos  for- 
zosos hasta  la  cantidad  de  2200  pesos,  y  ao  de  4312  co- 
mo dice  el  reclamante,  cuya  diferencia  proviene  de  haber 
asentado  en  la  cuenta  dos  veces  una  misma  ^partida  de 
1500  pesos,  y  haber  puesto  otra  de  614  pesos,  sin  mas 
comprobante  que  el  Decreto  del  Gobierno  de  Salta  que 
reconoce  esta  cantidad  como  deuda,  pero  sin  presentar 
los  documentos  que  justitiquen  que  ella  proviene  de  em- 
préstitos forzosos  impuestos  por  la  autoridad  Nacional, 
y  que  no  está  incluida  en  los  asientos  de  la  Tesorería 
ya  r-eferidos.  Vov  esta  razón,  no  le  creo  de  lejitimo 
abono. 

En  cuanto  á  los  2200  pesos  que  resultan  justificados, 
antes  de  ordenar  su  pago,  sería  necesario  investigar  si 
ellos  fueron  ó  no  pagados  por  el  Gobierno  de  Buenos  Ai- 
res, en  la  consolidación  d;  la  deuda  de  1822,  porque  to- 
da la  deuda  de  esta  especie  que  se  presentó  entonces, 
fué  incluida  en  la  consolüación.-— Francisco  Pico. 

En  este  estado^  se  dio  víala  al  intereBado. 


LoB  herederos  de  Don  Andrés  García, — por  secuestro  hecho 

en  1812. 


En  2  de  ftíayo  de  1867,  Don  Antonio  Zavala,  en  re  presentad»';  n  de  loa 
heretleroa  de  Don  Amlres  Gar<ña^  cobra  la  cantidad  de  9707  peao9  2 
1^2  reales,  por  secuestros  hechos  en  i  8 12. 

En  20  de  Mayo  pasó  al  Procurador  del  Tesoro,  y  dijo  ai  dia  aigaiente: 
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ExMO.  Señor: 

Constando  por  el  informe  del  Archivero  General  que 
en  1812  se  secuestró  un  crédito  de  Don  Andrés  García, 
español  residente  en  España,  y  que  por  esta  razón  en- 
traron en  Tesorería  9767  pesos  2  li2  reales,  esta  deuda 
está  comprendida  en  el  art.  5°  del  Tratado  con  España  y 
debe  abonarse  en  los  términos  estipulados— FaANCisco 
Pico. 

Resolución — 

Departamento  de  Relaciones  Esteriores. 

Buenos  Aires,  Octubre  27  de  1870.— Considerando:  1** 
Que  en  el  artículo  6*^  del  Tratado  con  España,  se  esti- 
puló que  pasados  cuatro  años  de  la  ratificación  no  se  ad- 
mitirían nuevas  reclamaciones  bajo  protesto  alguno.  2® 
Que  este  reclamo  ha  sido  presentado  no  solo  fuera  de  ese 
plazo,  sino  también  del  prorogado  por  la  declaración  de 
la  Ley  de  31  de  Agosto  de  1868.  Se  declara  inadmisi- 
ble, hágase  saber  archivándose  el  espediente  y  comuniqúese 
á  la  Legación  de  España.— SARMIENTO.— C.  Tejedor  . 


Agustín  San  Millan, — reclama  el  pago  de  contribuciones  forzo- 
sas, impuestas  á  su  finado  padre  en  la  guerra  de  la  In- 
dependencia. 

En  21  de  Mayo  de  1867,  Don  Máximo  del  Mármol,  en  representación 
de  Don  Agustín  San  Milian,  reclama  el  pago  de  contribuciones  forzosas 
impuestas  á  su  finado  padre  en  la  Guerra  de  la  Independencia. 

Consultado  el  Procurador  del  Tesoro,  dijo  en  3  de  Julio  como  sigue: 

ExMO.  Señor: 
La  deuda  de  que  se  trata  según  la  clasificación  que  se 
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ha  hecho  por  la  Comisión  especial,  y  se  ha  elevado  su 
reclamo  ante  el  Gobierna,  procede  de  contribuciaiaes  or- 
dinarias y  comimos  sacad  is  al  finada  Doctor  Don  Dioni- 
sio San  Millati  en  la  Ciudad  de  Córdoba,  subdito  español, 
para  los  gastas  de  la  guerra  de  la  Independencia* 

Estas  contribuciones  son  por  su  naturaleza  ordinarias, 
que  se  sacaban  al  comercio  con  cargo  de  devolución,  co- 
mo deuda  del  Estado;  y  se  distribuían  entre  los  comer- 
ciantes y  vecinos  propietarios  según  sus  capitales  siii  dis- 
tinción de  argentinos  ó  estrangeros.  Esta  deuda  gene- 
ral se  ha  reconocido  por  los  Congresos  de  1826  y  1853 
según  !a  Ley  del  Estatuto,  y  se  ha  mandada  consolidar 
considerando  los  acreedores  estrangeros  á  la  par  de  los 
nacionales.  Aunque  todavía  no  se  ha  verificado  la  con- 
solidación de  la  deuda  general,  se  ha  realizado  la  corres- 
pondiente á  ciertas  épocas  parciales,  y  se  está  pagando 
en  Fondos  Públicos  á  nacionales  y  estrangeros. 

De  esta  deuda  »>  clase  de  contribución  no  habla  el 
Tratado  con  España;  y  su  reconocimiento  y  pago  corres- 
ponde il  la  par  de  nacionales  y  estrangeros.  El  Trata- 
do habla  solo  de  las  con/iscaamies  y  secuesl/*os  que  se 
hubiesen  hecíjo  á  los  subditos  españoles  durante  la  guerra 
ó  después,  sin  cargo  de  devolución,  sino  como  confisca- 
ción en  especies  ó  dinero. 

Es  cosa  muy  distinta  y  na  se  puede  equivocar  ni  con- 
fundir con  las  contribuciones  ordinarias,  cuyo  reconoci- 
miento  y  pago  nunca  ha  sido  dudoso,  y  en  iguales  con- 
diciones para  nacionales  y  estrangeros. 

Por  los  fundamentos  dichos,  opina  el  Fiscal,  que  el 
presente  reclamo  no  se  halla  comprendido  en  el  Tratado 
con  España,  sino  en  la  consolidación  de  la  deuda  general, — 
Ramón  FiíRHEmA. 


En  6  de  Marzo  dijo  el  Frocuradur  General: 
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ExMO.  Sbñok: 


En  Marzo  7  de  1867  la  Comisióa  de  Créditos  Estrange- 
ros  mandó  devolver  este  espediente  al  Apoderado  del 
Señor  San  Millan  para  que  pueda  reclamar  las  partid  :»s 
rejidas  por  el  Tratado  que  son  las  que  alcanzan  hasta  el 
año  de  1819  inclusive,  pues  las  recitantes  han  sido  recono- 
cidas ante  la  Comisión, 

Pero  ni  aquellas  partidas  están  rejidas  por  el  Tratado 
con  España,  ni  éstas  que  se  dicen  reconocidas,  pueden 
por  razón  alguna  ser  consideradas  como  deuda  nacional. 
Todos  los  documentos  presentados  por  el  Señor  San  Millan 
son  por  contribuciones  ó  empréstitos  entregados  al  Go- 
bierno de  Córdoba  desde  el  año  1813  haííta  el  de  1841. 
Ellos  pueden  y  deben  ser  considerados  cuando  se  liquide 
la  deuda  general  de  la  República;  pero  estas  clases  de 
créditos  no  están  comprendidos  en  el  artículo  5^  del  Tra- 
tado, que  solo  habla  de  bienes  confiscados  á  españoles, 
en  virtud  del  derecho  de  beligerante,  y  que  no  habrá 
obligación  de  devolver,  á  no  ser  por  la  estipulación  con- 
tenida en  ese  artículo. 

En  cuanto  á  los  empréstitos  hechos  por  el  Gobierna 
de  Córdoba  desde  1820  hasta  1841,  de  los  cuales  aparece 
pagada  una  parte  por  el  mismo  Gobierno,  no  es  fácil 
descubrir  la  razón  que  puede  haber  tenido  la  Comisión 
para  no  reconocerlos  como  deuda  nacional. 

¿Porqué  Ley  o  porqué  razón  está  obligado  el  Tesoro 
Nacional  á  pagar  las  obligaciones  contraidas  por  el  Go- 
bierno de  una  Provincia  particular,  durante  la  época  del 
aislamiento?  No  hay  ninguna.  Toda  obligición  debe  cum- 
plirse por  el  que  la  contrajo,  y  la  Provincici  de  Córdoba, 
en  cuyo  esclusivo  beneficio  se  invirtió  el  dinero  del  em- 
préstito, es  la  única  responsable  de  su  pago. 

Mi  dictamen,  en  consecuencia,  es    que  V.  E.  no  haga 
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lugar  a  este  reclamo.  Pero  repitiéndose  diariamente  otros 
de  iguiil  naturaleza,  me  atrevo  á  indicar  á  V*  E,  la  con- 
veniencia de  resolver  estos  casos  por  punto  general  y 
dar  por  consiguiente  á  las  Comisiones  las  instrucciones 
convenientes. — Fuancísco  Pico. 

Vuelto  al  mismo  Procurador  Generftl  para    qae  informar ae  en  vistA  de 
la  Ley  de  22  rta  Setiembre  de  1870,  dijo  en  10  de  Enero  de    1872: 

ExMO*  Seííor: 

Después  de  s;incionada  por  el  Congreso  la  Ley  citada 
en  el  Decreto  anterior,  es  necesario  atender  á  este  recla- 
mo, porque  en  él  hay  algunos  empréstitos  forzosos,  exi- 
gidos al  Señor  San  Millao,  como  español,  durante  la  guer- 
ra dd  la  Independencia,  que  son  los  que  aquella  Ley  ha 
mandado  pagar. 

Pero  hay  en  el  reclamo  otras  partidas  que  no  son  de 
abono,  como  snn  los  empréstitos  liechos  al  Gobierno  Pro- 
vincial dñ  Córdoba  en  los  años  de  1828  á  1840,  y  las 
contribuciones  impuestas  á  todos  los  vecinos  de  Córdoba 
sin  distinción  de  nacionalidad,  por  la  cual  aparece  haber 
pagado  San  Millan  cuatro  pesos  mensuales  durante  algún 
tiempo. 

Los  empréstitos  hechos  al  Gobierno  Provincial  de  Cór- 
doba no  está.n  comprendidos  en  la  Ley  de  22  de  Setiembre, 
y  no  habiendj  otra  alguna  que  aniorize  o!  Gobierno  Na- 
cional paru  pagar  tas  deudas  de  esta  Provincia,  no  tiene 
facultad  de  hacerlo.  El  Gobierno  de  Córdoba  ha  reco- 
nocido justamente  este  cargo  como  deuda  propia,  y  ha 
pagado  á  cuenta  de  ella  muchas  cantidades,  como  se  vé 
en  el  informe  de  f-jja  24,  El  debe,  pues,  pagar  el  resto, 
porque  es  el  úniüo  deudor. 

En  cuanto  á  las  contribuciones,  es  absurdo  cobrarlas. 
Ellas  se  exijen  de  todos  los  vecinos  para  sostener  la  so- 
ciedad, y  no  se  devuelven  en  ningún  pais  del  mundo*  So- 
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bre  todo,  la  Ley  de  22  de  Setiembre,  que  es  la  que  rije 
este  caso,  no  habla  de  contribuciones.  En  cuanto  á  los 
hechos  á  la  Nación  por  el  español  San  Millan,  solo  están 
justificados  á  los  que  se  refieren  los  documentos  de  foja 
?•  foja  8»  y  foja  9%  á  saber,  84  ponchillos  á  peso  cada  uno 
y  400  pesos  en  dinero,  que  hacen  la  suma  de  484  pesos 
á  que  considero  acreedor  al  reclamante— Francisco  Pico. 


La  sucesión  de  Don  Vicente  Montero,— cobra  70,291  $  plata 
17  centavos,  por  confiscaciones. 

En  11  de  Junio  de  1867,  Don  Juan  Rayces,  en  representación  de  Don 
Vicente  Montero,  cobra  la  suma  de  70,291  pesos  plata  con  17  centavos, 
por  embargos  y  confiscaciones  etc. 

En  16  de  Julio  de  1869  pasó  al  Procurador  del  Tesoro,  y  dijo  en  19 
de  Agosto: 

ExMO.  Señor:    ' 

Es  indudable  que,  si  este  reclamo  se  hubiere  desde  el 
principio  presentado  como  una  solicitud  por  indemnización 
de  perjuicios  causados  en  la  guerra  civil,  habría  sido  aten- 
dido en  la  forma  establecida  por  las  Convenciones  del  Pa- 
ranáy  que  se  hizo  ostensiva  á  los  ciudadanos  de  España. 
Habiéndose  deducido  dentro  del  plazo  en  que  debió  pre- 
sentarse á  la  Comisión  Internacional  que  conoció  de  esos 
reclamos,  me  parece  que  habria  demasiada  estrictez  en 
desecharlo  ahora,  solo  porque  una  dirección  inadecuada 
lo  llevó  a  un  Departamento  de  la  administración  diverso 
de  aquel  á  que  lo  debió  llevar,  y  juzgo  equitativo  que, 
acreditándose  previamente  la  nacionalidad  del  reclamante 
se  sirva  V.  E.  mandar  que  sea  examinado  y  decidido  con 
sujeción  á  aquellas  convenciones,  nombrando  el  Comisio- 
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nado  que  haya  de  reunípse  al  efecto  con  elSefior  Ministro 

de  España — José  E,  Uriburu. 

En  9  de  Setiembre  pasó  al  Procurador  General,  y  dijo  en  13  del  míamo: 

ExMO.  Señor: 


Si  los  Esptiñoles  han  de  gozar  del  favur  de  las  Conven- 
ciones celebradas  en  1859  con  la  Inglaterra,  Francia  é  Italia, 
no  eacii3ntro  inconveniente  en  que  V.  E*  nombre  los  Co- 
misionados que  han  de  conocer  y  liquidar  el  presente  re- 
clamo de  Don  Vicente  Montero. 

Pero  los  Comisionados  deben  investigar  la  verdad  de 
los  cargos  que  hace  el  reclamante;  porque  este  espediente 
es  bastante  deficiente  en  la  prueba. 

El  reclamo  se  fund.i  en  tres  distintos  saqueos  que  dice 
haber  sufrido  Don  Vicente  Montero.  El  primero  tuvo  lugar 
el  11  de  Marzo  de  IdlO,  en  que  el  Coronel  Don  Marti- 
niano  Chilaver,  Gefe  de  Estado  Mayor  del  Ejercito  del  Ge- 
neral Lavalle,  se  ap jderó  de  una  tienda  que  el  reclamante 
tenía  en  la  Concordia,  y  dispuso  de  la  mayor  parte  de  los 
efectos  que  en  ella  existían,  y  de  un  acopio  de  frutos  del 
país  que  allí  habia. 

No  hi^y  djcumento  de  este  despojo;  pero  las  informa- 
ciones producidas  á  los  pocos  meses  de  haber  tenido  lugari 
muestran  que  el  fué  efectivamente  verdadero.  De  lo  que 
no  hay  prueba  alguna  es  del  valar  de  los  efectos  sustraí- 
dos, que  el  reclamanttj  hace  subir  á  20,425  pesos,  por 
medio  de  un  balance  que  ha  presentado  á  f*  23.  Me  pa- 
rece muy  escesiva  esa  suma,  por  que  en  la  Concordia, 
nunca,  en  ningún  tiempo,  ha  habido  una  tienda  que  tenga 
un  jiro  de  esa  importancia.  Los  Comisionados  deberán 
exijir  pruebas  sobre  este  punto,  ó  usar  del  arbitrio  que 
les  acuerdan  las  instrucciones  de  9  de  Octubre  de  1857, 

El  según  cargo  es  por  valor  de  la  misma  tienda  en  la 
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Concordia,  y  de  una  estancia  en  el  Arroyo  Ayui,  que  dice 
se  le  embargó  por  orden  del  General  Paz  en  1*^  de  Fe- 
brero de  1843,  cuando  este  General  invadió  el  Entre-Rios 
después  de  la  Batalla  de  Caaguazú.  El  balance  de  la 
tienda  embargada  está  hecho  ante  el  Alcalde  Mayor  y 
dos  testigos  f.  13.  Pero  no  hay  prueba  alguna  de  que 
el  General  dispusiera  de  los  efectos  embargados,  ni  que 
consumiera  todos  los  ganados  de  la  estancia,  que  el  re- 
clamante hace  subir  á  40,000  pesos.  Debe  exijírsele  la 
prueba  de  estos  hechos,  porque  el  embargo  solo  no  la 
implica,  mucho  menos,  habiéndose  retirado  inmediatamen- 
te el  egército,  y  habiendo  el  General  Paz  abandonado  En- 
tre-Rios dos  meses  después. 

Sería  también  muy  oportuno  pedir  informe  sobre  este 
despojo  al  Señor  General  Chenaut,  que  era  entonces  Gefe 
de  Estado  Mayor  de  ese  Egército,  y  al  Señor  Coronel 
Tejerina  que  mandaba  un  Cuerpo. 

El  tercer  cargo  es  por  el  valor  de  unos  efectos  que 
tenia  en  Corrientes  un  habilitado  de  Montero,  Don  Pedro 
Reina,  el  cual  fugó  de  allí  en  compañía  del  Gobernador 
Cabral  en  1843;  y  el  Gobierno  se  apoderó  de  los  efectos. 
Sobre  este  punto  es  indispensable  un  informe  del  Gobierno 
de  Corrientes,  sobre  la  razón  del  embargo  y  el  importe 
de  él.  Creo  que  V.  E.  debe  recomendará  los  Comisio- 
nados que  nombre,  la  práctica  de  estas  dilijencias,  y  de 
todas  aquellas  que  puedan  conducir  al  descubrimiento  de 
la  verdad. — Francisco  Pico. 

Resolución — 

Departamente  de  Relaciones  Esteriores. 

Buenos  Aires,  Enero  19  de  1872.— Inscríbase  en  Fon- 
dos Públicos  de  la  Nación  de  6  p  Vo  de  renta  y  uno 
de  amortización,  á  favor  de  la  testamentaría  de*  Don  Vi- 
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cente  Montero,  representado  por  el  Doctor  Don  Vicente 
H.  Montero,  la  cantidüd  de  treinta  y  tres  mil  seiscientos 
noventa  pesos  fuertes,  cuarenta  y  ocho  centavos  plata 
(33.690  pesüs  48  centavos)  de  17  en  onza,  á  que  asciende 
la  precedente  liquidación.  Tómese  razón  en  !a  Conta- 
duría, y  entregúese  este  espediente  al  interesado  para  que 
ocurra  á  la  Junta  del  Crédito  Público.— SARMIENTO.— 
Dalmacio  Vélez  Sarsfield. — C.  Tejedor.— M.  de  Gain- 
ZA. — Luis  L.  Domínguez. 


Heliton  Rodríguez, — reclama  un  crédito  por  empréstitos  for- 
zosos impuesto  á  su  abuelo  en  Tucuman. 


En  1^  de  Junio  de  1867^  Don  Ángel  M.  Méndez,  en  representación  de 
Don  Meliton  RcMirig^uea,  pide  el  pago  de  nn  crédito  de  5,854  pesos, 
por  empréstitos  forzosos  impuestos  en  Tticuman  á  su  abuelo  Don 
Cayetano  Rodríguez, 

Pasó  al  Procurador  del  Tesoro,  y  dijo: 

ExMO.  Señor  : 

La  deuda  de  que  se  trata  procede  de  contribuciones, 
sacadas  al  finada  Don  Cayetano  Rodrigue/,  subdito  espa- 
ñol en  la  Ciudad  de  Tucuman,  para  los  gastos  de  la  guerra 
de  la  Independencia. 

"Esas  contribuciones  son  por  su  naturaleza  ordinarias  y 
comunes  que  se  sacaban  al  comercio  y  vecinos,  en  cali- 
dad de  empréstitos  con  cargo  de  devolución  como  deuda 
del  Est-do.  Eran  distribuidas  entre  los  comerciantes  y 
propietarios,  según  sus  capitales,  sin  distinción  de  argen- 
tinos ó  extrangeros;  y  si  afectaba  á  la  persona  ó  naciona- 
lidad, llevaba  siempre  el  carácter  de  empréstito  y  deuda 
reconocida. 
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La  deuda  general  se  ha  tratado  en  los  Congresos  de 
1826  y  1853  y  se  ha  mandado  consolidar,  considerando 
los  estrangeros  á  la  par  de  los  nacionales.  Aunque  toda- 
vía no  se  ha  verificado  la  consolidación  de  la  deuda  ge^ 
neral,  se  ha  realizado  la  correspondiente  á  ciertas  épocas 
y  se  está  pagando  en  Fondos  Públicos,  sin  distinción  de 
nacionales  y  estrangeros.  De  esta  clase  de  deuda  ó  con- 
tribución no  habla  el  Tratado  con  España;  y  su  recono- 
cimiento y  pago  corre  á  la  par  de  nacionales  ó  estrangeros, 

El  Tratado  sólo  habla  de  confiscaciones  y  secuestros, 
que  se  hubiesen  hecho  á  subditos  españoles  durante  la 
lucha,  sin  cargo  de  devolución  como  confiscaciones  en 
especies  ó  dinero.  Es  cosa  muy  distinta  y  no  se  puede 
equivocar  ó  confundir  con  las  confiscaciones  ordinarios, 
cuyo  reconocimiento  y  pago  nunca  ha  sido  dudoso,  y  en 
iguales  condiciones  á  nacionales  y  e^tíañgeros. 

Pos  estos  fundamentos,  opina  el  Fiscal  que  el  presente 
reclamo  no  se  halla  comprendido  en  el  Tratado  con  Es- 
paña, sino  en  la  consolidación  de  la  deuda  general.— Ramón 
Fekreika. 

Consultado  el  Procurador  General,  dijo  lo  siguiente  en  11  de  Marzo  de 
1869 : 

ExMO.  Señor: 

El  comprobante  del  crédito  que  reclama  Don  Meliton 
Rodríguez  es  el  certificado  del  Tesorero  de  la  Provincia 
de  Tucuman,  que  corre  á  f.  3,  por  el  cual  consta  que  el 
español  Don  Cayetano  Rodríguez  habla  entregado  en  la 
Tesorería  en  diversas  épocas,  como  empréstitos  forzosos, 
la  cantidad  de  5,854  pesos. 

Estos  empréstitos  son  realmente  una  deuda  nacional; 
pero  ellos  no  están  comprendidos  en  el  artículo  5°  del 
Tratado  con  España,  que  solo  habla  de  los  bienes  que 
se  confiscaron  á  los  españoles  por  el  derecho  de  belije- 
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rantes.  Este  reclamo  no  puede,  pues,  tomarse  en  con- 
sideración, sino  cuando  se  liquide  la  deuda  general  de 
la  República;  y  entonces  será  la  oportunidad  de  examinar 
si  este  reclamo  no  ha  sido  satisfecho,  por  los  documen- 
tos orijinales  de  la  entrega,  cuando  en  1823  Li  Provin- 
cia de  Buenos  Aires  consolidó  esta  clase  de  deuda. 

Mi  dictamen,  por   consiguiente,  es  que  V.  E.  no  hagia 
lugar  á  este  reclamo.— Francisco  Pico. 

Con  esto  el  Miníete  rio  pidió  al  intereBado  el  poder  que  debia  acreditar 
eu  personería»  y  aún  no  t^nia  resolución. 


Francisco  Ramos  de  Udaeta,— reclama  el  embargo  impuesto 
en  1810,  por  la  Junta  GubernatiTai  á  las  pertenencias  de 
la  Compañía  de  Filipinas. 

En  1  *^  de  Julio  de  1867,  Don  FranciBco  Ramos  de  Udaeta,  Comisiona- 
do de  la  Compafiia  de  Filipinas,  acompaña  un  Memorándum  por  va- 
lor de  1,600,282-6  un  octavo  pesos  fuertes  que  reclama,  y  de  que  con- 
sidera  responsable  á  la  Nación  Argentina,  en  virtud  del  Tratado  cele- 
brado entre  ésta  y  S.  M.  C.  La  deuda  resulta  de  embargo  impuesto 
por  Decreto  de  la  Junta  Gubernativa  de  Buenos  Aires,  de  3  de  Agosto 
de  1810,  á  las  pertenencias  de  dicha  Compañia,  existentes  en  poder 
de  Don  Martin  de  Sarratea. 

Pasado  al  Procurador  del  Tesoro,  dijo  en  23  de  Julio: 

ExMO.  Señor: 

No  hay  inconveniente  alguno  en  aceptar  desale  luego 
la  personería  del  recurrente,  al  efecto  de  promover  la  re- 
posición del  espediente  que  asegura  ha  desaparecido  de 
la  Secretaría  de  Relaciones  Esteriores,  habiéndose  prac- 
ticado sin  éxito  cuanta  dilijencia  ha  sido  humanamente 
posible  para  encontrarlo. 

Desde  que  aparece  aceptada  la  exactitud  de  las  afir* 
maciones  del  solicitante,  respecto  del  estravio  del  espe- 
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diente,  y  de  la  dilijencia  empleada  infructuosamente  para 
buscarlo,  no  puede,  o.n  mi  opinión,  dejar  de  asentirse  á 
la  reposición  pedida  del  mismo   espediente. 

Para  esto,  además  de  cualesquiera  otros  justificativos 
y  comprobantes  que  en  adelante  se  creyese  conveniente 
agregar,  considero  necesario  que  se  pida  al  Señor  Ministro 
residente  en  España,  se  sirva  remitir  copia  de  las  notas 
quíí  hubiese  dirijido  al  Ministro  de  Relaciones  Esteriores 
con  motivo  de  la  presente  reclamación,  á  cuyas  copias 
una  vez  obtenidas,  deberá  adjuntarse  por  Secretaría  la 
de  las  contestaciones  ó  la  de  los  decretos  á  que  las  mis- 
mas notas  hubiesen  dado  lugar.  La  carpeta  relativa  al 
espediente  desaparecido  debe  contener  todas  las  indica- 
ciones necesarias,  tanto  acerca  de  las  notas  cambiadas 
y  de  los  decretos  espedidos,  cuanto  respecto  del  informe 
ó  dictamen  de  las  oficinas  ó  funcionarios  á  quienes  se 
hubiese  dado  intervención  en  el  asunto,  todo  lo  cual  con- 
viene también  que  corra  agregado  en  copia  en  el  nuevo 
espediente. 

Esto  es  lo  que,  por  ahora,  creo  indispensable  á  los 
objetos  de  la  presente  solicitud,  reservándome  exijir  opor- 
tunamente las  comprobaciones  cuya  presencia  estimase 
necesaria.— José  E.  Uriburu. 

Pasado  nuevamente  á  otro  Procurador  del  Tesoro,  dijo  en  12  de  Octu- 
bre de  1869: 

Exmo.  Sbñor: 

En  la  vista  que  di  en  el  espediente  orijinal  que  se  ha 
estraviado,  espuse  que  habrá  que  condenar  la  personería 
del  reclamante,  Don  Ramón  Udaeta,  y  la  justicia  del  re- 
clamo en  el  fondo  del  asunto. 

Entonces  rechazé  la  personería;  pero  se  presenta  ahora 
mejorada  con  el  poder  que  se  acompaña  f.  1%  de  los  re- 
presentantes de  los  intereses  que  se  reclaman.    De  ello 
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resulta  que  la  Compañía  de  Filipinas  se  declaró  en  quie- 
bra en  Madrid  y  que  liasta  hoy  está  en  liquidación,  que 
el  finado  Don  Mateo  Calvo,  a  quien  representan  los  re- 
clamantes, era  acreedora  la  Compania  de  la  gran  suina 
de  mas  de  diez  millones  de  reales  6  medio  millón  de 
fuerteSj  que  fué  condenada  á  pagar  con  costas  la  Com- 
pania por  sentencia  ejecutoria  del  Tribunal  de  13  de  Oc- 
tubre de  1868. 

Que  existiendo  entre  las  partidas  de  crédito  de  cobro 
dudoso  el  que  se  reclama  en  la  República  Argentina,  y 
otros  en  el  Perú  y  Méjico,  pidieron  las  partes  su  adju- 
dicación en  pago  al  juez  de  la  causa  donde  está  radicada, 
y  que  les  fué  adjudicado  por  auto  del  6  de  Junio  del  pre- 
sente año,  en  cuya  virtud  hacen  personería  para  cobrar 
los  herederos  y  representantes  del  finado  Calvo. 

Pero  como  esto  solo  aparece  en  el  poder  espresado  por 
las  partes,  aunque  sin  duda  será  cierto,  no  es  suficiente 
en  la  legal,  y  es  necesario  que  se  presente  legalizada  en 
forma,  copia  orijinal  del  auto  dicho  con  la  adjudicación 
especial  del  crédito  que  se  reclama,  correspondiente  á  la 
Compañía  de  Filipinas  contra  el  Gobierno  Argentino,  Con 
la  condición  de  llenar  este  requisito,  antes  de  realizarse  el 
pago  podía  arreglarse  el  asunto  con  el  apoderado  Udaeta, 
reconociendo  solo  del  reclamante  lo  que  ajuicio  de!  Pro- 
curador 6  del  de  V.  E,  resulta  justificado,  según  las  ob- 


1*  En  este  reclamo  se  ha  hecho  triplicar  el  capital,  co- 
brando intereses  de  mas  de  50  ailos  que  no  se  deben,  ni 
admiten  discusión  con  arreglo  al  Tratado  con  España 
ni  al  derecho  internacional,  pues  el  Gobierno  solo  se  ha 
constituido  deudor  cuando  por  el  Tratado  se  ha  creado 
la  obligación  de  pagar,  y  desde  entonces  recien  existe  la 
deuda  de  lo  que  se  reconozca  con  arreglo  á  los  artículos 
5^  y  6^    Queda  pues  reducido  el  reclamo  á  ^uímenío^mií 
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y  mas  pesos,  sujeto  á  las  observaciones,  según  el  mérito 
de  autos;  en  primer  lugar  se  cobra  una  cantidad  ó  con- 
tribución forzosa,  que  el  Virey  Cisneros  exijió  del  consig- 
natario de  la  casa  de  Filipinas,  Don  Murtiti  Sarraíea,  sin 
admitir  escusa  ni  protesta  en  808  y  809  para  sufragar 
los  gastos  y  movilizar  fuerzas  para  sofocar  las  conmocio- 
nes revolucionarias  en  el  interior  del  Vireinato  que  com- 
prendia  el  alto  Perú  (Bolivia*) 

El  Gobierno  ArgerUino,  por  el  Tratado  no  se  ha  hecho 
responsable  de  las  deudas  de  los  Vireyes  contraidas  por 
contribuciones  forzosas  ó  confiscaciones  que  no  consta  si 
mereció  la  aprobación  de  la  Corte  y  fué  aprobada  su  con- 
ducta y  reconocido  el  pago  en  las  cajas  reales.  Si  la 
deuda  fué  reconocida,  la  Compañia  debia  reclamar  en  todo 
caso  de  la  Corte;  y  si  el  Virey  no  cobró  dentro  de  sus 
facultades  cargó  con  la  responsabilidad  personal,  y  no 
puede  tener  lugar  con  el  carácter  de  deuda  de  estado  por 
el  Tratado. 

Además  esas  conmociones  fueron  los  preludios  de  la  re- 
volución de  Mayo  el  año  10,  anticipadas  y  continuadas 
que  se  consumaron  en  Chuquisaca  el  año  9  y  costó  mu- 
chas víctimas.  Hay  pues  la  misma  razón  para  no  com- 
prenderse en  el  Tratado  esos  gastos,  que  ios  demás  que 
costó  al  Gobierno  de  Espafia  y  á  los  Vireyes  y  autori-- 
dades  reales,  la  Revolución  de  la  Independencia. 

El  art*  5"  del  Tratado  no  tiene  aplicación  alguna;  tam- 
poco la  tiene  el  4%  porque  se  debe  entender  de  deudas 
ordinarias  de  la  administració:^  común,  no  de  las  proce- 
dentes de  actos  arbitrarios  y  violentos  de  los  Vireyes  ó 
autoridades  subalternas  que  gravitan  sobre  su  responsa- 
bilidad; ni  pueden  comprenderse  en  el  Tratado  las  deudas 
procedentes  de  los  gastos  ocasionados  en  la  lucha  de  la 
Independencia. 

Hay  otro  cargo  del  valor  de  una  casa  en  Montevideo 
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perteneciente  á  la  Compañia;  pero  no  consta  que  el  Go- 
bierno Argentino  la  haya  vendido  ni  percibido  su  importe. 
Lo  mismo  sucede  con  los  efectos  ó  existencias  de  alma- 
cén que  también  se  reclaman;  y  aunque  estuviesen  em- 
bargados por  una  orden  general  de  la  Junta  Gubernativa, 
y  consta  también  que  por  una  orden  de  ella  en  Abril  del 
año  12,  se  mandó  depositar  en  los  almacenes  de!  Estado; 
pero  no  hay  ningún  documento  ni  recibo  del  encargado  ó 
Comisario,  que  justifique  la  entrega  del  todo  ó  parte  de 
las  existencias,  sino  solo  la  presunción  legal  de  que  se  hu- 
biese compÜdo  la  orden,  sin  conocer  el  cargo  liquido  de 
las  especies  y  cantidad  reclamada. 

En  el  informe  del  Archivero  f.  92,  solo  se  dice  que  el  té 
y  canelón  que  se  encontraba  en  los  almacenes  y  de  que 
dispuso  el  Gobierno,  no  consta  que  correspondía  especial- 
mente á  la  casa  de  la  Compañía,  sino  á  pertenencias  es- 
traüas,  como  se  llamaban  lasque  se  embargaban  ó  con- 
fiscaban á  muchos  dueños;  y  pudiendo  pertenecer  á  otro 
esos  artículos,  el  Gobierno  no  puede  reconocer  el  cargo 
sin  mejores  pruebas. 

Sobre  otro  cargo  de  onaparlída  de  hilo  de  algodón  que 
existia  en  Córdoba,  y  se  perdió  por  averías  ú  otras  causas, 
nada  hay  justificedo;  ni  por  el  Tratado  se  halla  el  Gobierno 
en  el  caso  de  responder  de  esa  clase  de  perjuicios,  aunque 
se  hubiesen  ocasionado  por  la  orden  genera!  de  la  junta* 

Sobre  otrocai'go  por  una  deuda  del  General  Liniersá 
la  casa  de  la  Compañia,  nada  hay  justificado;  ni  la  deu- 
da ni  el  habei'  que  tuviese  Liniers  en  la  caja  de  depósi- 
tos; ni  si  se  le  debia  y  no  se  le  habia  pagado. 

Pero  hay  que  reconocer  alguna  cantidad  de  este  re- 
clamo, estando  justificado  por  el  Gobierno  Patrio,  en  los 
años  11  y  12,  recibió  la  casa  de  la  Compañía,  y  que  se 
halla  en  el  caso  del  Tratado;  art.  S**.  Del  informe  del 
Archivtíro  f.  88^  resulta  justificado: 


—  573  — 

1^  El  cargo  de  60,588  pesos  41  reales  procedentes  dq 
caudales  traídos  de  Potosí,  y  entregados  al  Gobierno. 

2^  Nueve  mil  pesos  en  que  se  vendió  la  casa  situada  en 
esta  Ciudad,  perteneciente  á  la  misma  Compañía  según 
dicho  informe  f.  89;  y  suman  las  dos  partidas  69.588  pesos 
4  1/4  reales. 

Por  todo  lo  espuesto,  opina  el  Procurador  del  Tesoro 
que  solo  esta  cantidad  puede  reconocer  y  abonar  el  Go- 
bierno según  el  Tratado,  y  con  la  calidad,.como  ha  di- 
cho, que  antes  de  recibir  el  pago,  deben  los  reclamantes 
presentar  la  declaración  y  adjudicación  de  este  crédito  por 
el  Juez  de  la  causa  en  Madrid,  donde  está  radicada,  según 
se  espresa  en  el  poder  de  f.  1*. — Ramón  Fbrrbira. 

Oonsaltado  en  seguida  el   Procurador  Creneral,  en  21  de    Octubre  del 
mismo  dijo: 

ExMO.  Señor: 

Con  la  presentación  que  se  ha  hecho  últimamente  de 
un  testimonio  auténiico,  se  h  i  dado  la  prueba  que  justa- 
mente exijió  el  Señor  Procurador  del  Tesoro,  de  haberse 
adjudicado  judicialmente  los  créditos  que  se  reclamaban 
á  nombre  de  la  Compañía  de  Filipinas,  en  favor  de  los 
herederos  de  Don  Lorenzo  Calvo  y  Mateo,  á  quienes  re- 
presenta Don  Ramón  Udaeta.  De  consiguiente,  esta  per- 
sonería, está  perfectamente  lejitimadu. 

En  cuanto  al  fondo  del  reclamo,  son  varios  los  créditos 
que  se  cobran.  En  1^  de  Enero  de  1808  el  agente  de  la 
Compañía  Don  Martin  de  Sarratea,  prestó  al  Virey  la 
cantidad  de  200.000  pesos,  que  entraron  en  cajas  con  la 
garantía  del  Cabildo  de  Buenos  Aires.  El  asiento  de  los 
libros  de  Tesorería  que  prueba  esta  partida,  y  se  encuen- 
tra á  f.  87  vta.,  dice  que  fueron  entregados  por  el  Sindi- 
co Procurador  del  Cabildo:  pero  á  f.  49  y  51  está  el  tes- 
timonio de  dos  actas  del  Cabildo,  por  las  que  consta  que 
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ese  dinero  fué  pedido  a  Don  Martin  deSarratea,  y  entre- 
gado por  éste  el  nnisnio  dia  que  se  recibió  en  Tesorería 
en  manos  del  Sindico,  Esta  intervención  del  Cabildo  en 
el  préstamo,  se  esplica  por  haber  garantido  esta  Corpora- 
ción su  reembolso. 

El  Señor  Procurador  del  Tesoro  dice  que  este  crédito 
no  está  comprendido  en  el  art.  4**  del  Tratado  con  Espa- 
ña, porque  fué  una  contribución  forzosa,  una  confiscación 
impuesta  por  el  Virrey;  y  porque  esos  fondos  se  desti- 
naron á  sofocar  e!  alzamiento  de  los  naturales  en  Bou- 
via,  que  fueron  la  anticipación  de  la  revolución  de  1810. 

Yo  creo  lo  contrario.  Esa  transación  no  fué  una  con- 
tribución forzosa,  ni  una  confiscación,  sino  un  «emprés- 
tito de  la  Real  Hacienda,»  para  sus  atenciones,  con  cargo 
de  reintegro  á  la  llegada  del  primer  situado,»  como  se  di- 
ce en  el  asiento  de  los  libros.  Era  pues  deuda  de  la  Te* 
sorería  del  Vireiiiato,  contraída  lejitimamente  antes  del 
25  de  Mayo  de  1810,  y  como  tal,  comprendida  en  el  art, 
4°  del  Tratado.  Este  dinero  no  pudo  tampoco  ser  emplea- 
do por  el  Virey  Liniers  en  sofocar  los  movimientos  del 
Alto  Perú,  como  cree  el  Señor  Procurador;  porque  en  Ene- 
ro de  1808  no  habían  aún  aparecido  esos  movimientos  que 
solo  empezaron  en  1809,  cuando  gobernaba  el  Virey  Cis- 
neros  quien  mandó  al  General  Nieto  á  sofocarlos. 

La  observación  solo  puede  recaer  sobre  el  segundo  cré- 
dito que  se  cobra,  y  fué  un  empréstito  que  pidió  el  Virey 
para  habilitar  las  tropas  de  Nieto. 

2°  Crédito,  un  etnpréstito  que  hizo  el  V^irey  al  Agente 
de  la  Compaüia  de  Filipinas,  importante  120,248  pesos 
que  entregó  en  Tesorería  desde  18  de  Setiembre  hasta 
primero  de  Diciembre  de  1809,  con  cargo  de  reintegro. 
Este  es  dinero  que  se  empleó  en  aprestar  la  espedición 
de  tropas  al  Alto  Perú.  Pero  este  destino  no  le  quita 
su  calidad  de  deuda  lejitimamente  contraída  por  la  Teso- 
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rería  del  Vireinato,  y  como  tal,  comprendida  en  el  artículo 
4°  del  Tratado,  aunque  se  suponga,  lo  que  es  sumamente 
dudoso,  que  los  movimientos  de  Chuqaisaca  tuvieran  una 
influencia  en  la  Revolución  de  1810,  que  ya  estaba  orga- 
nizada y  convenida  cuando  aquello  sucediera.  Este  crédi- 
to se  halla  debidamente  comprobado  por  el  asiento  de 
los  libros,  de  que  da  testimonio  el  Archivero  General  en 
su  informe  presentado  últimamente,  y  por  el  oficio  testi- 
moniado del  Virey  Cisneros,  corriente  á  f.  54.  Lo  creo 
por  esta  razón  ile  lejítimo  abono. 

He  creido  inútil  pedir  al  Archivero  me  informe  sobre 
si  habrán  hecho  algunos  pagos  á  cuenta  de  estos  dos 
empréstitos;  porque  en  el  citado  oficio  del  Virey,  se  escusa 
de  que  las  urgencias  del  Erario  no  le  han  permitido  hacer 
pago  alguno  por  esta  deuda,  y  ese  oficio  tiene  la  data  de 
16  de  Marzo  de  1810,  dos  meses  antes  de  la  revolución. 

S^*"  Ciédito  por  sesenta  mil  quinientos  ochenta  y  ocho 
pesos,  pertenecientes  á  la  Compañía  de  Filipinas,  que 
trajo  á  esta  Ciudad  desde  Potosí  el  Conductor  de  cauda- 
les del  Comercio,  Don  Pedro  Pablo  Zavaleta,  en  eí  año 
de  1811,  y  que  la  Junta  de  Gobierno  confiscó  é  hizo  en- 
tregar en  la  Tesorería  Nacional.  La  prueba  de  este  he- 
cho está  en  el  asiento  del  Libro  Manual  de  la  Real  Caja 
de  Buenos  Aires  de  1811,  que  el  Archivero  copia  en  su 
informe  á  f.  88.  Esta  confiscación  está  comprendida  en 
el  artículo  5*^  del  Tratado,  y  debe  pagarse  según  sus  térmi- 
nos. 

4°  Crédito.  El  Gobierno  secuestró  una  casa  de  la 
misma  Compañía  de  Filipinas,  situada  en  esta  Ciudad,  y 
en  1822  la  vendió  á  Don  Diego  Brittarin  en  la  cantidad  de 
mieve  ?m7  pesos,  que  éste  entregó  en  Tesorería  en  23  de 
Noviembre  del  mismo  año,  según  consta  del  informe  del 
Archivero  á  f.  89.  La  propiedad  de  la  finca  está  acredi- 
tada por  la  escritura  que  corre  á  f.  60,  de  la  cual  consta 
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que  la  Campañia  compró  esa  finca  en  13  de  Diciembre  de 
1787,  El  Crédito,  plenamente  probado  está  igualraente 
comprendido  en  el  artículo  5°  del  Tratado,  y  es  de  lejiti- 
mo  abono. 

5**  Crédito.  Por  dos  mil  catorce  pesos,  das  y  tres  cuar* 
tos  reales,  que  importó  un  remate  de  efectos  pertenecientes 
á  la  Compañía^  que  entregó  9.\x  Agente  Don  Martin  Sarratea^ 
como  pertenencias  estraflas,  según  consta  del  testimonia 
sacado  del  Arcliivo,  que  corre  á  f.  100,  y  del  informe  del 
Archivero  á  f,  92  vuelta.  Esta  fué  una  confiscación  que 
como  las  anteriores,  está  comprendida  en  el  artículo  5* 
del  Tratado,  y  la  creo  de  lejítim>  abono.  Otros  varías 
créditos  enumera  el  reclamante  en  su  memorándum  def. 
29;  pero  como  no  se  ha  dado  prueba  alguna  de  su  verdad, 
es  inútil  tomarlos  en  consideración,  no  existiendo  tam- 
poco en  los  libros  de  Tesorería,  dato  alguno  que  las 
compruebe. 

Pero  los  créditos  bien  probados  y  de  lejitimo  abono, 
son  los  que  he  enumerado  mas  arriba,  á  saber:  p3r  el 
primero  pesos  200,000,  por  el  segundo  120,248,  por  el  ter- 
cero 60,588,  por  el  cuarto  9,000,  por  el  quinto  21,143  3/4 
reales.  Total,  pesos  391,959,  2  3/4  reales.  Cuyo  total 
debe  ser  considerado  como  de  pesos  corrientes  6  sencillas, 
porque  esta  era  la  moneda  en  que  se  llevaba  la  cuenta  y 
porque  del  asiento  del  tercer  crédito  consta  que  se  había 
abonado  un  3  Yo  para  reducir  los  pesos  fuertes  á  sen- 
cillos, que  era  entonces  el  estilo  del  comercio.  No  debe 
tampoco  abonarse  el  interés  que  el  reclamante  carga  en 
su  memorándum,  porque  él  está  prohibido  por  el  Tratado, 
y  porque  la  Nación  solo  ha  estado  obligada  apagar  este 
género  de  deudas  desde  la  época  del  Tratado  y  solo  en 
virtud  de  sus  estipulaciunen.  Este  es  mi  dictamen,  salvo 
el  mas  acertado  juicio  de  V.  E,— Francisco  Pico. 
En  20  del  misnio   se   pidió  informe  al  Conta<tor  Mayor,  y  dijo  que  el 
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Gobierno  Español  tenia  aooiones  en  la  Real  Gompafiia  de  Filipinas: 
y  vuelto  con  estos  antecedentes  al  Procurador  General,  dijo  en  6 
de  Noviembre  lo  siguiente: 

ExMO.  Señor: 

El  Contador  General  tiene  razón  cuando  asegura  que 
el  Gobierno  Español  tenía  acciones  en  la  Real  Compañia 
de  Filipinas,  aunque  es  muy  inesacto  cuando  designa  la 
cifra  del  capital  de  esta  Compañia  y  la  del  interés  que  el 
Rey  tenia  en  ella.  El  verdadero  monto  de  una  y  otra  está 
designado  en  la  Real  Cédula  de  12  de  Julio  de  1803^  que 
dio  á  la  Sociedad  su  forma  definitiva. 

Yo  DO  podia  dejar  de  tener  presente  este  hecho  pu- 
blico, y  al  que  se  hace  referencia  en  varios  documentos  de 
este  espediente.  Pero  creí  inútil  considerarlo  en  mi  dicta- 
men, porque  á  mi  juicio,  en  nada  varia  los  términos  de  la 
cuestión  actual.  El  Rey  era  accionista,  pero  fuera  de  este 
interés,  había  34,000  acciones  que  pertenecían  á  par- 
ticulares. La  Compañia  era  una  persona  completamente 
distinta  del  Gobierno  Español,  que  se  gobernaba  con  in- 
dependencia por  un  Directorio  elejido  por  sus  miem- 
bros. 

Hay,  pues,  una  grande  inesactitud,  en  decir  que  los  fon- 
dos de  esta  Compañia  pertenecían  al  Gobierno.  Y  es  ma- 
yor la  inesactitud  si  se  considera  lo  siguiente:  Cuando  ven- 
ció el  término  de  la  concesión,  la  Compañia  estaba  en 
quiebra,  y  no  pudiendo  pagar  sus  deudas,  se  presentó 
como  fallida  al  Tribunal  de  Comercio  de  Madrid,  donde 
se  radicó  la  quiebra,  como  consta  á  f.  5  de  este  espedien- 
te, y  en  el  estado  de  su  activo  presenta  los  créditos  que  hoy 
se  cobran.  Desde  este  momento  sus  bienes,  créditos  y 
acciones  no  pertenecían  ya  al  Rey  ni  á  ninguno  de  los  de- 
más accionistas,  pertenecían  únicamente  á  sus  acreedores, 
y  uno  de  ellos  á  quien  representa  hoy  Don  Ramón  Udae- 
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ta»  obtuvo  que  el  Tribunal  le  adjudicara  estas  acciones 
en  pago  de  sus  créditos. 

En  vista  de  estos  hechos  que  constan  del  espediente 
¿cómo  puede  dec.r  el  Contador  que  estos  fondos  tal  vez 
pertenecen  al  Rey  de  España?  Hay  evidencia  de  que  no 
pertenecen  sino  á  Don  Lorenzo  Calvo  y  Mateo,  á  quien 
fueron  lejitimani'^nte  adjudicados.  Si  los  fondos  de  la  Cora- 
pañiu  hubieran  pertenecido  al  Rey,  ó  hubieran  estado  baja 
su  administración,  indudablemente  no  habría  deudíi,  por- 
que por  el  artículo  4^  del  Tratado,  el  Gobierno  Nacional 
solóse  comprometió  á  pagarlas  deudas  en  favor  de  par- 
ticulares que  las  autoridades  españolas  contrajeron  antes 
de  1810;  ni  entonces  el  Virey  luibiera  tomado  esos  fon- 
dos como  empréstito  reembolsable,  sino  que  los  hubiera 
tomado  y  empleado  como  pertenecientes  á  la  Hacienda  Pú- 
blica, 

Pero  yo  he  considerado,  como  consideró  el  Virey,  que 
la  Compafíia  de  Filipinas  era  una  personalidad  particu- 
lar, distinta  del  Gobierno,  que  aunque  el  Rey  pudiera  per- 
cibir los  dividendos  correspondientes  á  sus  acciones,  no 
por  esto  le  pertenecían  los  fondos  déla  Compaíl¡a;y  que 
hoy,  en  el  estado  de  quiebra  en  que  ésta  se  halla,  esos 
fondos  no  pertenecen  tampoco  a  la  Comparua,  sino 
&  sus  acreedOé-es.  En  este  concepto,  encontrándose  en 
los  libros  de  caja  nnii  deuda  contraida  por  los  Vireyes 
Liniers  y  Cisneros,  en  favor  de  !a  Cornpauia  de  Filipinas 
por  dos  empréstitos,  he  creido  que  el  Gobierno  debía  dar, 
leal  cumplimiento  al  artículo  4**  del  Tratado,  mandándola 
pagar*  Bien  veo  que  es  considerable  la  suma  que  se  ca- 
bra, y  otros  créditos  se  han  presentado  tan  importantes 
como  éste,  pero  esta  consideración  debería  haberse  tenido 
presente  antes  de  ajustar  el  Tratado,  Hoy  es  completa- 
mente inoportuna.    Es  preciso  cumplir  lo  pactada. 

Tal  es  mi  opinión,  sobre  la  cual  puede  V.  E.  cónsul- 
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tar  álos  demás  consejeros  oficiales  del  Gobierno.— Fram- 
cisco  Pico. 

Resolución — 

Departamento  de  Relaciones  Esteriores. 

Buenos  Aires,  Abril  7  de  1870.— Considerando  en  pri- 
mer lugar: 

Que  el  Tratado  con  España  en  ningún  caso  concede  in- 
tereses, sino  en  las  cantidades  liquidadas  y  admitidas,  (artí- 
culos 4°  y  5*"),  quedan  desde  luego  rechazadas  las  partidas 
de  este  género  en  la  cuenta  def.  29. 

Considerando  en  segundo  lugar: 

1°  Que  de  autos  consta  que  el  Rey  era  un  fuerte  accio- 
nista de  la  Compañía  de  Filipinas  (f.  36  y  42  vta.  y  50). 

2°  Que  verificada  la  revolución  del  año  10,  el  Gobier- 
no de  la  República  podia  apropiarse  el  valor  deesas  ac- 
ciones, ó  compensarlas  con  créditos  reclamados. 

3°  Que  para  conocer  este  valor,  debe  esperarse  ó  ad- 
juntarse al  reclamo,  la  liquidación  de  la  Compañía,  pen- 
diente según  los  mismos  autos  hace  mucho  tiempo. 

4""  Que  no  ha  ijabido  propiamente  adjudicación  de  los 
créditos  contra  el  Gobierno  de  la  República,  puesto  que 
los  reclamantes  son  obligados  á  dar  cuenta  trimestral  del 
resultado  al  Tribunal  (f.  110  vta.),  sino  autorización  ó  po- 
der para  cobrar,  lo  que  permite  al  deudor  oponer  las  escep- 
ciones  lejítimas  que  hubiere. 

5°  Que  esa  misma  adjudicación  aparece  consentida  so- 
lamente por  Don  José  Henriques  y  Choran,  en  el  concepto 
de  Director  General  de  la  Compañia  de  Gremios  de  la 
Corte,  y  en  tal  concepto,  individuo  de  la  Junta  Liquida- 
dora de  la  estinguida  Compañia  de  Filipinas  (f.  110). 

Se  declaran  por  ahora  inadmisibles  las  demás  partidas; 
hágase  saber  á  los  interesados^  archívese  el  espediente  y 


—  580  — 

comuniqúese  a  la  Legación  de  España  en  contestación  á 
su  noU  de  fecha  3  de  Octubre  de  1867.— SARMIENTO.— 
Carlos  Tejedor. 

Habiéndose  dado  vista  «leí  espediente  por  15  días,  á  pedido  del  inte- 
resado Udiieta,  para  salvar  las  razones  de  la  anterior  Reaoluínón  Eje- 
cutiva, en  25  de  Jalio  de  1871,  dijo  que  «renimciabti  á  nombre  d© 
au  represeuttKl  )3:  ¿  todo  reclamo  relativo  á  las  dos  partidas  do  inte- 
reses de  1  30  á  30  vta.> 

Pidióse  entonces  al  Gobierno  de  Buenos  Airea  c<>pia  de  la  Real  Cédala 
de  12  do  Julio  de  1803,  relativa  á  la  Compañía  de  Filipinas,  etc.,  y  en 
vista  de  la  Cédula,  el  Poder  Ejecutivo  dictó  la  eiguiente: 

Resolución — 

Departamento  de  Relaciones  Esteríores. 

Buenos  Aires,  Setiembre  14  de  187L— Considerando: 

1*"  Que  según  consta  de  la  Real  Cédula  agregada,  el 
Rey  de  España  era  accionista  en  la  Compañia  de  Filipinas 
por  cerca  de  una   tercera  parte  de  los  fondos  de  ésta. 

2^  Que  el  derecho  que  tenía  el  Gobierno  que  surjió  de 
la  Revolución  de  Mayo  para  apropiarse  esa  parte,  ha  si- 
do reconocido  por  el  misma  reclamante  eo  su  escrito  pre- 
cedente. 

3**  Que  consta  que  durante  el  Virclnato  y  después  de  la 
Revolución,  el  Tesoro  recibió  fondos  pertenecientes  k  la 
Compañia. 

4°  Que  e!  carácter  de  acreedor  ó  de  deudor  del  Go- 
bierno Argentino,  no  está  determinado  en  el  reclamo, 

5"*  Que  para  esto  es  necesario  que  se  presente  una  li- 
quidación en  forma. 

6''  Que  los  reclamantes  piden  que  el  Gobierno  esprese 
cuales  son  las  cantidades  que  ha  recibido^  pertenecientes  á 
la  Compañia,  para  poder  procederá  esa  liquidación* 

Se  declara  á  !os  efectos  de  la  liquidación  mencionada 
y  para  determinar  las  obligaciones  ó  derechos  del  Go- 
bierno   Argentino    respecto  á  la  Compañia  de  Filipinas^ 
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que  sehanrecib  ¡do  en  las  Arcas  Públicas  pertenecientes  á 
la  misma,  las  cantidades  siguientes  en  pesos  sencillos. 
En  27  de  Enero  de  1808,  doscientos  mil  pesos;  en  el  año 
1811,  ciento  veinte  mil  doscientos  cuarenta  y  ocho  pesos; 
en  1822  nueve  mil  pesos;  en  1811,  sesenta  mil  quinientos 
ochenta  y  ocho  pesos;  en  1812,  dos  mil  ciento  catorce  pe- 
sos, dos  y  tres  cuartos.  Queda  entendido  que  la  anterior 
declaración  solo  dá  derecho  al  reclamante  para  exijir  el 
pago  de  la  cantidad  que  pudiera  resultar  á  su  favor,  en 
virtud  de  la  liquidación  documentada  que  debe  presentar 
para  su  previa  aprobación  por  el  Gobierno  Argentino,  fir- 
mando esta  Resolución  y  espresando  que  la  acepta  en  to- 
das sus  partes.— SARMIENTO.— Carlos  Tejedor. 

En  14  de  Diciembre  el  interesado  Udaeta  propuso  «admitir  como  liqui- 
dación definitiva,  la  rebaja  de  61,300  pesos  con  intereses,  etc.;  y  en 
tal  caso  se  compromete  á  renunciar  por  sus  representados,  toda  ac^ 
ción  sobre  estos  créditos  de  la  Compañía  de  Filipinas,  por  el  solo  per- 
cibo de  200,000  pesos  y  sus  intereses,  según  el  Tratado. t 

Con  tales  antecedentes,  pasó  al  Procurador  General,  y  en  26  de  Enero 
de  1872,  dijo  lo  siguiente: 

ExMO.  Señor: 

Por  las  razones  que  he  dado  en  mis  anteriores  dictá- 
menes, y  por  las  justas  consideraciones  que  el  reclamante 
hace  en  su  último  escrito  para  demostrar  la  improbabi- 
lidad de  que  el  Gobierno  Español  conservara  fondos  em- 
pleados en  la  Compañía  de  Filipinas,  desde  los  primeros 
años  de  este  siglo,  considero  conveniente  á  los  intereses 
del  Fisco,  la  propuesta  que  hace  el  reclamante  al  final  del 
anterior  escrito. — Francisco  Pico. 

Resolución — 

Departamento  de  Relaciones  Esteriores. 
Buenos  Aires,  Abril  25  de  1872. — Considerando: 
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Que  consta  y  está  declarado  haberse  recibido  en  Arcas 
Públicas,  la  suma  de  trescientos  noventa  y  ui  rail  nove- 
cientos ochenta  pesos  fuertes. 

Que  sí  bien  el  Gobierno  Español,  y  por  él  el  Argentino, 
como  accionista,  tendría  derecho  á  no  atender  el  reclamo 
sin  previa  liquidación,  concursada  la  Compaüia  de  Fili- 
pinas al  terminar  la  concesión  (año  1827)  en  el  lugar  de 
su  domicilio,  los  actos  de  la  liquidación  nunca  serán  una 
constancia  legal  para  el  Gobierno  Argentino  que  no  con- 
currió á  ella. 

Que  sus  resultados  por  otra  parte,  podrian  ser  contra- 
rios como  difíciles  de  rechazar,  á  menos  de  constituirse 
el  Gobierno  Argentino  parte  en  los  Tribunales  Españoles. 
Que  por  el  presente  escrito  se  reduce  la  pretensión  ala 
suma  de  200,000  pasos  con  los  intereses  del  Tratado,  re- 
nunciando formalmente  á  toda  y  cualquier  otra  acción 
respecto  á  estos  créditos. 

Que  según  convenio  verbal,  se  ha  renunciado  además 
álos  mismos  intereses  del  Tratado,  aceptando  como  chan- 
celación única  la  suma  de  200^000  pesos. 

Tomado  en  nueva  consideración  el  asunto  con  los  in- 
formes del  Archivero,  parecer  de!  Contador  General,  vistas 
fiscales  y  dictámenes  del  Procurador  de  la  Nación:  El  Go- 
bierno resuelve: 

Reconocer  á  favor  del  reclamante  la  cantidad  de  200,000 
pesos  corrientes  ó  sencillos,  y  con  su  aceptación,  pase  á 
la  Contaduría,  á  fin  de  que  haga  la  correspondiente  li- 
quidación ó  redacción,  para  ser  inscriptos  eu  Fondos  Pú- 
blicos con  arreglo  al  Tratado,  y  á  esta  Resolución. — SAR- 
MIENTO.-^C.  Tejiídoii. 

Hecha  la  liquidación^  la  Contaduría  observó  «que  debía  hacerse  la  de- 
dacción  del  3  "|o  sobre  la  cantidad  reconocida,  como  lo  indica  el  Se- 
ñor Procurador  General  en  bu  dictamen  de  t  121,  por  cuya  rason  so- 
lo debe  ordenarse  la  inscripción  de  1^4,000  pesos  de  17  en  onza,»  De 
lo  cual  se  quejó  el  interesado  Udacta,  y  previa  esplicación  de  la  Con- 
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taduria,  pedida  por  el  Gobierno,  sobre  la  diferencia  entre  pesos  sen- 
cillos y  fuertes,  se  sometió  nuevamente  al  Procurador  General,  y  en 
17  de  Junio  dijo; 

ExMO.  Señor: 

Los  391,950  pesos  que  cobraba  anteriormente  Don  Ra- 
món Udaeta,  como  entregados  en  la  Te.soreria  General 
por  préstamos  y  confiscaciones,  eran  pesos  sencillos,  por- 
que esta  era  la  moneda  en  que  se  llevaba  la  cuenta.  Los 
pesos  fuertes  de  17  en  onza  que  se  recibían,  se  aumen- 
taban con  un  3  %  para  reducirlos  á  sencillos  en  las  cuen- 
tas, como  consta  del  asiento  de  f.  88. 

Posteriormente  Udaeta  redujo  sus  pret-ensiones,  y  ofreció 
contentarse  con  la  suma  de  200,000  pesosplata,  por  toda 
chancelación.  La  espresión  de  que  se  valió  al  hacer  esta 
oferta,  muestra  que  lo  que  pretendía,  eran  200,000  pesos 
de  17  en  onza.  Pero  el  Gobierno  al  aceptar  la  propuesta, 
dijo  que  reconocía  á  favor  del  reclamante  la  cantidad  de 
200,000  pesos  corrientes  ó  sencillos;  cuya  espresión  inu- 
sitada hoy,  si  se  refiere  al  valor  que  tenia  la  moneda 
cuando  se  hicieron  los  empréstitos,  importa  decir  que  de 
los  200,000  pesos  debe  rebajarse  el  3  %  como  lo  ha 
hecho  la  Contaduría  en  su  liquidación. 

Evidentemente  este  no  fué  el  sentido  de  la  propuesta 
de  Udaeta;  pero  como  ese  mismo  decreto  se  refiere  á 
conferencias  verbales  tenidas  con  el  interesado,  en  que 
éste  renunció  á  los  intereses  que  según  el  Tratado,  le 
correspondían  desde  1864,  y  que  importan  mas  del  3  por 
ciento,  V.  E.  está  en  mejor  aptitud  de  juzgar  cual  fué  el 
verdadero  sentido  en  que  se  admitió  la  oferta  de  Udaeta,  si 
había  de  hacerse  ó  no  una  rebaja  de  3  por  ciento  en  los 
200,000  pesos  ofrecidos.  Si  habia  de  hacerse  este  des- 
cuento, entonces  no  habia  convenio,  porque  ambos  con- 
trayentes habían  procedido  en  conceptos  distintos:  Udaeta 
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ofreciendo  recibir  por  chancelación  200,000  pesos  plata, 
es  decir  de  17  en  onza,  y  el  Gobierno  dándole  aquella 
cantidad  con  la  rebaja  de  un  3  por  ciento.  Solo  V.  E. 
puede  decidir  cual  fué  el  concepto  del  Gobierno  en  este 
caso,  y  resolver  en  consecuencia. — Francisco  Pico. 

Resolución — 

Departamento  de  Relaciones  Ester ior es. 

Buenos  Aires,  Julio  4  de  1872.    Considerando: 

1**  Que  no  obstante  haber  entendido  el  Gobierno  al  dic- 
tar su  Decreto  de  f.  47,  que  la  suma  acordada  era  de  la 
njisma  clase  que  la  reclamada,  esto  es,  pesos  sencillos, 
el  interesado  pudo  entender  por  su  parte,  al  consignar  la 
aceptación  del  pié,  que  se  le  acordaban  200,000  pesos 
plata,  según  lo  manifiesta  en  sus  escritos  de  f.  42  á  46, 
y  de  50  á  52. 

2^  Que  tratándose  de  un  convenio  y  no  de  una  reso- 
lución de  estricto  derecho,  la  intención  de  las  partes  es 
de  tomarse  muy  principalmente  en  consideración,  según 
lo  notado  por  el  Procurador  de  la  Nación  en  su  dictamen 
de  17  del  pasado. 

Inscríbase  en  Fondos  Públicos  de  la  Nación  en  virtud 
del  Tratado  con  España,  á  favor  de  los  interesados,  la 
cantidad  de  200,000  pesos  de  6  por  ciento  de  renta  y  uno 
de  amortización.  Tómese  razón  en  la  Contaduría,  y  en- 
tregúese este  espediente  a!  apoderado  para  que  ocurra  á 
la  Junta  del  Crédito  Público— SARMIENTO.— C.  Tejedor. 
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Dictamen  del  Procurador  General  de  la  Nación  en  la  nota  del 
Jnei  de  Sección  de  Córdoba, — dicimido  cpie  el  Gobierno  de 
aqudla  Provincia  se  ha  negado  á  hacer  cumplir  una  sen- 
tencia de  ese  Juzgado. 

ExMO.  Señor: 

La  prisión  del  Capitán  Zavalia,  ejecutada  por  el  Gefe 
de  Policía  de  Córdoba,  á  pretesto  de  que  para  aprehen- 
der un  desertor  habia  violado  un  domicilio,  y  que  un 
soldado  que  lo  acompañaba  habia  dado  golpes  al  deser- 
tor, es  evidentemente  ilegal. 

Este  oficial  desempeñaba  por  orden  de  su  Gefe  una 
comisión  nacional,  y  si  fueran  ciertos  los  cargos  que  se 
le  hacen,  ellos  constituirian  un  esceso  en  el  modo  de 
desempeñar  su  comisión,  un  delito  militar  que  solo  sus 
gefes  son  competentes  para  reprimir,  ó  por  penas  disci- 
plinarias ó  por  un  consejo  de  guerra,  si  el  caso  fuera  grave. 
Ni  el  Gefe  de  Policía  ni  el  Gobernador  de  la  Provincia,  ni 
el  Juez  del  Crimen  de  la  misma  tienen  jurisdicción  militar, 
ni  pueden  castigar  á  los  oficiales  nacionales  por  escesos 
en  sus  funciones  en  el  servicio.  Por  otra  parte,  la  pretendida 
violación  de  domicilio  es  solo  un  mal  pretesto. 

El  desertor  fué  aprehendido  en  la  puerta  de  un  billar 
público,  y  estas  casas  no  son  un  domicilio  particular, 
están  abiertas  al  público  y  en  ellas  puede  entrar  cual- 
quiera sin  necesidad  de  una  orden  de  allanamiento.  No 
teniendo  pues  el  Gefe  de  Policía  jurisdicción  ni  razón 
para  aprehender  en  este  caso  al  Capitán  Zavalia,  el  Juez 
de  Sección  ha  obrado  conforme  á  derecho,  mandando 
ponerlo  en  libertad,  en  virtud  de  la  facultad  que  le  acuerda 
el  art.  20  de  la  Ley  sobre  jurisdicción  y  competencia  de 
los  Tribunales  Nacionales.  • 

Pero  en  d  modo  de  ejecutar  su  sentencia,  creo   que 
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no  ha  andado  acertado  el  Juez.  El  ha  debido  hacer  in- 
timar la  orden  de  soltura  al  Alcaide  de  la  Cárcel  en  que 
se  hallaba  el  Capitán  Zavalia,  haciéndolo  personalmente 
responsable  de  su  ejecución,  bajo  la  pena  de  los  que 
resisten  á  la  justicia,  porque  todos  los  ciudadanos  están 
obligados  á  obedecer  los  mandatos  directos  de  las  Au- 
toridades Nacionales  en  los  asuntos  sujetos  á  su  juris^ 
dicción. 

Salo  hubiera  debido  acudir  al  Gobernador  de  la  Pro- 
vincia en  el  caso  de  una  rebeldía  justificada,  entonce? 
no  como  lo  ha  hecho,  en  calidad  de  Poder  Ejecutivo  y 
de  autoridad  que  había  aprobado  ú  ordenado  la  prisión, 
sino  como  agente  natural  del  Poder  Ejecutivo  Nacional, 
solo  para  que  diera  cumplimiento  a  su  sentencia. 

De  este  modo  no  habría  podido  el  Gobii^rno  eludir  su 
cumplimiento^  preiestando  como  dice  en  su  nota  de  22  de 
Julio,  que  «estando  el  Capitán  Zavalia  á  disposición  del 
Juez  del  Crimen,  no  es  dado  al  Poder  Ejecutivo  ordenar 
susolturaj  porque  semejante  orden  sería  anticonstitucio- 
nal é  invadiría  la  independencia  del  Poder  Judicial».  CuaU 
quiera  que  fuese  la  autoridad  que  mantenía  en  prisión  al 
Capitán  Zavalia^  desde  que  el  Juez  de  Sección  había  or- 
denado su  soltura  en  uso  de  sus  atribuciones,  los  agentes 
del  Poder  Nacional  estaban  obligados  á  hacer  cumplir  su 
sentencia  sin  invadir  por  esto  atribuciones  de  nadie. 

No  es  necesario  demostrar  que  la  pretensión  del  Go- 
bernador  de  Córdoba  de  que  sobre  este  asunto  debe  for- 
mal se  una  competencia  judicial  entre  el  Juez  de  Sección 
y  el  Juez  del  Crimen^  es  completamente  ¡legaL 

No  se  trati  aquí  de  saber  á  quien  compete  juzgar  al 
Capitán  Zavalia  sobre  el  modo  de  desempeñar  su  comi- 
sión, punto  sobre  el  cual  no  tiene  competencia  ni  el  Juez 
de  Sección  ni  el  Juez  del  Crimen.  Se  trata  solo  de  eje- 
cutar la  sentencia  de  soltura,  y  como   sobre  este  punto 
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ni  se  disputa,  ni  puede  disputarse  la  jurisdicción  del  Juez 
de  Sección,  no  hay  competencia  posible. 

El  medio  legal  de  resolver  el  conflicto,  seria  ordenar  al 
Gobierno  de  Córdoba  como  agente  natural  del  Poder  Na- 
cional, que  haga  cumplir  inmediatamente  la  sentencia  del 
Juez  de  Sección,  y  en  el  inesperado  caso  de  resistencia, 
ordenar  que  tropas  nacionales  la  ejecuten  directamente. 
La  Justicia  Nacional  no  podria  funcionar  si  sus  fallos  no 
se  cumplen. — Agosto  12  de  1867. — Francisco  Pico. 

En  vista  de  este  informe,  el  Poder  Ejecutivo  ordenó  la  soltura  del  Ca- 
pitán Za valia  en  14  de  Agosto  de  1867. 


Felipa  Lefebre  de  Avendafio, —reclamación  por  préstamos  é 
impuestos  forzosos. 

En  26  de  Agosto  de  1867,  Don  Santiago  Avendaño,  representando  á 
Doña  Felipa  Lefebre  de  Avendaño,  heredera  lejítima  del  subdito  espa- 
ñol Don  Francisco  Lefebre,  reclama  la  suma  de  1674  pesos  por  prés- 
tamos é  impuestos  forzosos. 

Pasado  al  Procurador  del  Tesoro,  dijo  en  19  de  Febrero  de  1868: 

ExMO.  Señor: 

El  presente  reclamo  no  se  halla  comprendido  en  el  Tra- 
tado con  España;  porque  este  solo  habla  de  confiscacio- 
nes y  secuestros  hechos  por  el  Gobierno  Argentino  ó 
autoridad  lejítima  en  la  Guerra  de  la  Independencia;  y  lo 
que  se  reclama,  suponiéndolo  justo,  procede  de  emprésti- 
tos forzosos,  ó  contribuciones  estraordinarias  con  cargo 
de  devolución  y  pago. 

Esta  deuda  pertenece  á  la  deuda  general  ó  consolidada 
que  la  Nación  ha  reconocido  siempre,  aunque  todavía  no 
se  ha  realizado  la  consolidación,  sin  distinción  de  nacio- 
nales ó  estranjeros  los  acreedores.     Tampoco  se  halla 
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comprendido  el  reclamo  en  las  convenciones  de  1858  y 
59,  en  las  que  solo  se  trata  de  perjuicios  ocasionados  en 
la  guerra  civil,  no  de  la  deuda  nacional. 

Y  por  estos  fundanaentos  opina  el  Fiscal  que  los  re- 
clamantes  deben    esperar   la   oportunidad  ó    la  Ley  del 
Congreso    para  Ib  consolidación  de   la  deuda  general. — 
RA^fON  Fekreira, 
En  11  de  Mareo  de  1869,  dijo  el  Procurador  General; 

ExMo.  SESon: 

Mi  dictamen  es  conforme  al  que  precede  del  Procu- 
rador del  Tesoro,  por  ¡as  razones  qtie  he  espoesto  en 
otros  asuntos  de  Igual  naturaleza.  Debo  advertir  á  V,  E. 
que  haoe  solo  tres  dias  que  este  espediente  ha  venido  á 
mi  despacho. —Francisco  Pico. 

En  Julio  21  de  1871  v<j1víó  al  mismo  funeionaTio  para  que  dictaminase, 
teniendo  en  viela  la  Ley  de  22  de  Setieuibrtí  de  1870,  y  dijo: 


ExMo,  Señor: 

El  reclamo  hecho  á  nombre  de  la  heredera  del  espa- 
ñol Don  Francisco  Lefebre,  por  empréstitos  forzosos  sa- 
cados en  Mendoza  por  el  General  San  Martin  para  equi- 
par el  Ejército  délos  Andes,  está  debidamente  justificado 
por  la  presentación  de  los  documentos  orijinales  de  cré- 
dito de  cuya  autenticidad  no  puede  dudarse.  Pero  el  crédi- 
to no  importa  1,674  pesos  que  se  reclaman,  sino  870  pesos; 
porque  no  todos  los  documentos  importan  créditos,  ni 
son  de  abono.  El  documento  número  4,  prueba  que  se  le 
sacaron  200  pesos;  pero  no  dice  que  fueran  por  emprés- 
tito. 

Al  contrariOj  parece  que  esta  exacción  fuera  la  impo- 
sición de  una  pena;  porque  se  espresa  que  no  se  le  dá 
recibo  de  aquella  cantidad,  porque  en  estos  casos  no  se 
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acostumbra,  y  el  interesado  ha  puesto  al  pié  esta  nota, 
«pagué  200  pesos  cuando  salí  déla  prisión.»  Por  consi- 
guiente, este  documento  no   es  de  abono. 

El  número  7  no  es  documento  de  crédito.  Es  una  orden 
para  que  Lefebre  entregue  al  Administrador  de  Aduana 
100  pesos  para  remitir  á  Chile  aprestos  militares,  «quien 
le  dará  el  correspondiente  documento  para  su  reintegro, 
que  será  luego  que  lleguen  los  caudales  que  el  Estado 
de  Chile  ha  ofrecido  remitir.»  Como  ahora  no  se  presenta 
este  documento  de  crédito,  es  evidente  que  fuese  pagado, 
como  se  prometió. 

El  número  15  prueba  la  entrega  de  un  negro  esclavo 
para  soldado,  cuyo  precio  de  200  pesos,  considero  de 
abono.  Todos  los  demás  documentos  desde  el  número  8 
al  14,  son  por  una  contribución  de  ocho  pesos  mensuales. 
Pero  como  esta  contribución  era  exijida  á  todos  los  vecinos 
pudientes  de  Mendoza,  no  se  impuso  á  Lefebre  por  ser 
español,  sino  por  ser  habitante,  y  de  ningún  modo  puede 
entrar  en  la  clasificación  de  empréstito  forzoso  ni  (íe\^óí- 
verse.  Por  consiguiente,  estos  documentos  no  son  de  abono. 

En  consecuencia  mi  dictamen  es  que  V.  E.  reconozca 
como  de  lejítimo  abono  los  870  pesos  que  importan  los 
empréstitos  forzosos  hechos  por  Don  Francisco  Lefebre, 
y  que  se  hallan  debidamente  justificados— Francisco  Pico. 

Resoliccíón — 

Departamento  de  Relaciones  Esteriores 

Buenos  Aires,  Marzo  14  de  1872.— En  vista  de  lo  espuesto 
por  el  Señor  Procurador  General  de  la  Nación  se  reco- 
noce á  favor  de  los  reclamantes  la  cantidad  dé  ochocien- 
tos setenta  pesos.  Pase  este  espediente  á  la  Contaduría 
para  la  liquidación  que  corresponda,  y  comuniqúese  á  la 
Legación  de  España  en  contestación  á  su  nota  de  22  de 
Enero  de  1866.— SARMIENTO.— Carlos  Tejedor. 
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La  liquidación  ascendió  á  la  suma  de  1,210  pesos,  80  centavoa  plata  de 
17  en  onza  por  capital  é  intereses  hasta  el  31  de  Diciembre  de  1371, 
y  se  dictó  la  siguiente: 

Resolución^ 

Departamento  de  Relaciones  Esteriores 

Buenos  Aires,  Mayo  7  de  1872*— En  virtud  de  las  esti- 
pulaciones  df^l  Tratado  cao  España,  inscríbase  en  Fondos 
Públicos  de  la  Nación  del  6  %  de  renta  y  uno  de  amor- 
tización^ la  cantidad  de  mil  doscientos  diez  pesos  ochenta 
centavos  plata  á  favor  de  Doña  Felipa  Lefebre  de  Aven^ 
daño,  comuniqúese  á  la  Legación  de  España,  tómese  razón 
en  Coiitaduria,  y  entregúese  el  espediente  al  interesado 
para  que  ocurra  á  la  Junta  del  Crédito  Público.— SAR- 
MIENTO.—Carlos  Tejedok. 


Roaa  Bello, ^pensión  como  viuda  del   Teniente  Coronel  Don 
Melíton  Córdoba. 


En  27  de  Setiembre  de  1867,  Doña  Rosa  Bello,  representada  por  Don 
Luis  F.  Araoz,  viuda  del  Teniente  Coronel  Don  Meliton  Córiloba,  pide 
pensión.  La  Inspección  General  en  2  de  Noviembre  dice  que  la  per- 
sonería de  la  viuda  está  justiííeada  por  los  documeutoa  que  acreditan 
sti  lejítimo  tíiatrimonio  y  estado  actual  ite  viudez.  Que  el  fallecimiento 
del  esposo  es  público  y  notorio,  que  murió  combatiendo  en  servicio 
nacional  contra  los  rebeldes  de  las  Provincias  del  Interior,  segnn  se 
vé  en  el  diario  adjunto,  Nación  Argentina.  Que  estos  comprobantes 
le  dan  derecho  á  la  mitad  del  sweldo  de  Teniente  Coronel  de  Infan- 
tería de  su  esposo,  conforme  al  inciso  4"  del  art.  21  de  la  Ley  de 
Pensiones  y  Retiros,  de  23  de  Setiembre  de  1865. 

La  Contaduría  opinó  en  el  mismo  sentido,  considerando  á  la  viuda  del 
causante  comprendida  en  el  art,  21,  inciso  4**  de  la  Ley  de  23  de 
Setiembre  de  1865,  y  con  opción  al  goce  de  la  mitad  de  sueldo  de 
Teniente  Coronel  de  Inf:interia.  Que  en  cuanto  al  ajuste  del  sueldo 
que  la  interesada  dice  pertenecerle  hasta  la  muerte  de  su  esposo, 
debe  hacerlo  por  cuerda  separada. 

Posado  al  Procurador  del  Tesoro,    en  27  de  Noviembre  dijo: 
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ExMo.  Señor: 

La  Ley  de  la  materia  de  Setiembre  de  1865,  clasifica 
la  foja  de  servicios  determinando  su  carácter  nacional, 
y  las  campañas  en  que  se  hayan  hecho:  tales  son,  en  la 
Guerra  de  la  Independencia,  del  Brasil  el  año  27,  de  los 
Ejércitos  Libertadores  contra  la  tiranía  de  Rosas  y  sitio 
de  Montevideo,  la  del  Paraguay  en  que  estamos,  y  los 
servicios  del  desierto  ó  fronteras,  contra  los  salvajes, 
enemigo  común . . .  Siendo  esta  la  mente  del  testo  es- 
preso de  la  ley,  no  cabe  duda  que  no  se  comprenden 
los  servicios  en  la  guerra  civil  de  las  Provincias  ó  lo- 
calidades, durante  su  gobierno  de  aislamiento  que  han 
tenido,  ó  que  han  sido  consagrados  al  interés  local  y 
gobierno  interior  de  cada  Provincia. 

Pero  viene  otra  duda:  si  se  han  de  comprender  los 
servicios  en  las  campañas  para  sofocar  las  revoluciones 
en  las  Provincias  con  carácter  de  sedición  y  que  ama- 
gan la  existencia  del  Gobierno  Nacional,  como  la  de  los 
caudillos  Peñaloza,  Vidala,  Várela,  etc.;  y  también  si  ha 
de  entrar  en  el  goce  de  las  pensiones,  no  solo  la  tropa 
de  linea,  sino  la  de  guardia  nacional  movilizada. 

Creo  pues,  que  esta  duda,  salvo  el  juicio  de  V.  E.,  me- 
rece consultarla  al  Congreso  para  que  declare  el  alcance 
de  la  ley  y  su  verdadera  ¡ntelijencia,  ó  sancione  otra 
ley  relativa  al  asunto.  Pero  si  V.  E.  no  lo  cree  necesa- 
rio, y  halla  comprendido  el  caso  presente  en  la  ley  de  la 
materia,  entonces  se  debe  conceder  la  pensión  como 
muerto  en  función  de  guerra  el  causante,  y  en  confor- 
midad á  los  informes  de  la  Inspección  General  y  Conta- 
duría. Y  para  espedirse  el  Fiscal  en  otros  casos  análo- 
go?, pide  que  se  le  comunique  la  resolución  que  el  Gobierno 
tenga  á  bien  deliberar— Ramón  Fekrbir\. 
Consultado  el  Procurador  General,  en  3  de  Diciembre  dijo: 
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ExMO.  Señor: 


Constando  en  este  espediente  que  Don  Meliton  Córdoba 
era  Teniente  Coronel  de  Caballería  de  Linea,  y  que  mu- 
rió en  acción  de  guerra  en  servicio  de  la  Nación,  no 
hay  en  este  caso  lugar  á  las  dadas  que  espresa  el  Se- 
ñor Procurador  del  Tesoro,  y  por  las  cuales  pide  que 
se  consulte  al  Congreso.  La  Ley  es  terminante;  y  cuales- 
quiera  que  sean  el  tiempo  de  servicio,  y  las  campañas 
del  Comandante  Córdoba,  corresponde  á  su  viuda  una 
pensión  igual  á  la  mitad  del  sueldo— Francisco  Pico. 

Resolución — 

Departamento  de  Guerra  y  Marina. 

Buenos  Aires,  Diciembre  9  de  1867— De  conformidad 
con  lo  dispuesto  por  la  Ley  de  la  materia,  y  consulta 
espedida  por  el  Señor  Procurador  General,  acuérdase  á  la 
viuda  del  Teniente  Coronel  Don  Meliton  Córduba,  la 
pensión  de  la  mitad  del  sueldo  de  su  clase.  Comuni- 
qúese á  la  Inspección  General  y  Procurador  del  Tesoro, 
y  vuelva  á  Contaduría  á  sus  efectos— PAZ— José  María 
Moreno — Oficial  Mayor, 


Dictamen  del  Procurador  General  da  la  Nación,— en  la  solicitud 
de  Don  Eduardo  A.  Hopkins,  GonceBionario  del  Bf  uelle  de  San 
Fernando,  pidiendo  la  entrega  del  terreno  necesario  para 
esas  obras. 


ExMo.  Señor: 

S¡  hubiera  alguna  autoridad  ó  persona  particular  que 
impidiera  al  Señor  Hopkins  construir  los  muelles,  se  com- 
prenderla que  solicitara  la  intervención  del  Gobierno  para 
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remover  el  obstáculo.  Pero  no  siendo  este  el  caso,  no 
hay  razón  para  pedir  anticipadamente  el  derecho  de  po- 
sesión sobre  los  1800  metros  que  deben  ocupar  los  mue- 
lles. La  ribera  es  de  uso  público.  Cnando  para  facilitar 
este  uso  á  la  navegación  y  comercio  del  rio,  concedió 
el  Congreso  la  facultad  de  erijir  muelles,  no  entendió 
ceder  al  concesionario  derechos  permanentes  de  pose- 
sión ó  propiedad  sobre  la  ribera.  Cuando  los  muelles, 
existan,  él  tendrá  el  derecho  de  cobrar  lo  que  se  im- 
ponga por  su  uso;  pero  mientras  ellos  no  se  erijen,  ó 
cuando  dejen  de  existir,  la  ribera  será  del  público,  y 
ningún  particular  puede  pretender  su  posesión.  Creo 
pues,  que  no  hay  motivo  para  que  el  Gobierno  tome  en 
consideración  esta  solicitud — Buenos  Aires,  Octubre  5  de 
1867— Francisco  Pico. 

Se  dio  vista  al  interesado  y  espuso:  que  solo  pide  en  la  anterior  solí  • 
citud  la  posesión  de  la  ribera,  en  una  estensión  dada,  para  construir 
los  muelles;  y  que  lo  hace  en  vista  de  las  cuestiones  sobre  jurisdic- 
ción de  riberas,  entre  los  poderes  nacionales  y  provinciales,  que  aun 
no  se  han  resuelto.  Que  en  otra  solicitud  análoga,  fué  apoyado  por 
el  mismo  Señor  Procurador  General,  la  que  se  perdió  en  el  incendio 
de  Junio  último.  Consultado  el  Ministro  de  Justicia,  opinó  lo  siguiente 

Señor  Ministro: 

La  concesión  acordada  á  Don  Eduardo  Hopkins  con- 
siste en  asegurar  á  éste,  por  el  término  de  veinte  años, 
la  percepción  de  un  impuesto  por  razón  del  uso  del  ca- 
nal, muelle  y  almacenes  que  él  se  comprometió  á  habili- 
tar, en  el  tiempo  y  según  las  condiciones  que  la  misma 
concesión  determina,  hallándose  autorizado  para  llevar  á 
cabo  esta  empresa  por  medio  de  una  sociedad  anónima 
organizada  dentro  ó  fuera  del  pais. 

Como  los  propósitos  de  tal  empresa  se  relacionan  inti- 
mamente con  los  intereses  de  la  navegación  fluvial  y  con 
el  acrecentamiento  sucesivo  del  comercio  interior,  cual- 

S8 
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quiera  acto  administrativo  tendente  á  favorecerlas  y  acele- 
rar su  realización,  sería  muy  justificado,  aún  cuando  no 
se  requiriesej  á  nombre  de  un  derecho  adquirido,  ni  se 
Gunnpliese  en  virtud  de  una  obligación  aceptada.  Pero  en 
todo  cüso,  semejante  acto  deberla  ser  reclamado  por  la 
presencia  de  una  necesidad,  á  cuya  satisfacción  fuese  con- 
veniente  ocurrir,  ó  por  la  de  un  obstáculo  actual  que  hu- 
biese utilidad  en  remover* 

El  acto  posesorio  que  se  demanda,  no  deriva  de  la  con- 
cesión, como  un  derecho  consagrado  por  ella  en  favor  del 
concesionario,  ni  se  exije  tampoco  por  éste  como  una  obli- 
gación que  el  Gobierno  se  hallase  en  el  caso  de  cum- 
plir. Además  no  es  reclamado  por  necesidades  sentidas 
que  haya  conveniencia  práctica  en  atender,  y  la  esposi- 
ción  misma  del  recurrente  muestra  que  ningún  obstáculo 
previsto  amenaza  impedir  la  iniciación  de  prosecución  de 
los  trabajos  que  se  proponen  llevar  á  cabo.  Entonces, 
pues,  aquella  demanda  se  presenta  desprovista  de  fun- 
damento y  sin  el  apoyo  de  razón  alguna  que  pudiera  de- 
terminar su  aceptación  por  parte  del  Gobierno. 

Después  de  esto,  apenas  creo  necesario  estampar  una 
reflección  que  sujiere  desde  luego  el  examen  de  la  soli- 
citud del  Señor  Ilopkins,  y  que  hace  perceptible  la  grave 
inconveniencia  que  habría  según  mi  juicio^  en  deferir  á 
elia.  Obtenida  la  posesión  que  se  pretende  simultánea- 
mente  en  toda  la  esteusión  asignada  á  los  muelles  que 
se  trata  de  construir  de  «1800  metroso  mediando  un  acto 
administrativo,  el  concesionario  habría  quedado  de  hecho 
favorecido  por  un  privilejioque  la  concesión  no  le  acuer- 
da y  que  no  reputo  prudente  ni  justo  reconocerle.  La 
demanda  de  esa  pi>Besión  no  tiene  otro  fin  práctico  que 
e!  de  armarse  déla  facultad  de  escluir  desde  luego  á  la 
generalidad  del  uso  de  la  ribera,  con  derogación  de  las  le- 
yes que  la  destinan  al  servicio  y  utilidad  comunes. 
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Ahora  bien;  tal  derogación  nunca  ha  sido  competente- 
mente pronunciada,  ni  hay  razón  ó  conveniencia  que  pu- 
diera inducir  al  Gobierno  á  decretarla.  Por  la  conce- 
sión, no  se  ha  entendido  que  la  ribera  pudiera  en  caso 
alguno  quedar  sustiaida  al  uso  público:  al  contrario,  au- 
torizando la  habilitación  de  muelles  y  almacenes  en  ella, 
se  ha  propendido  á  facilitar  y  hacer  mas  provechoso  para 
todos  el  mismo  uso.  Asi  pues,  la  posesión  y  esplotación 
de  las  construcciones  que  se  establezcan  sobre  la  ribera, 
cuyo  goce  futuro  se  reconoce  en  favor  del  concesionario, 
no  implica  absolutamente  la  necesidad  de  acordar  á  éste 
la  posesión  anticipada  de  la  ribera  misma,  escluyendo  á 
todos  de  su  uso  en  la  espectativa  de  obras,  cuya  reali- 
zación depende  aún  de  eventualidades  que  pueden  retar- 
darla mas  ó  menos  tiempo.  En  virtud  de  las  considera- 
ciones que  dejo  apuntadas,soy  de  opinión  que  el  Gobierno 
no  debe  deferir  á  la  solicitud  del  Señor  Hopkins. — Buenos 
Aires,  Noviembre  20  de  1867. — José  E.  Uribüru. 

Resolución.— No  hay. 


Consulta  del  Director  del  Ferro-Carril  Central  Argentino, — 
sobre  si  en  los  casos  contenciosos  que  tenga  la  Empresa, 
debe  dirijirse  á  los  Tribunales  ProvincialDS  ó  á  los  Fe- 
derales. 

En  7  de  Octubre  de  1867,  el  Director  Residente  del  Ferro-Carril  Cen- 
tral Argentino,  Don  Tomás  Armstrong,f pregunta  si  en  los  casos  con- 
tenciosos que  tenga  la  Empresa,  debe  dirijirse  á  los  Tribunales  Pro- 
vinciales ó  á  los  Federales. 

Sobre  esto  el  Procurador  General  informa: 

ExMO.  Skñor: 
En  todas    las  causas  que  se  orijinan    de  la  concesión 
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que  hizo  el  Congreso  á  la  Compañía  del  Ferro-Carril 
Central  Argentino,  ó  en  todas  aquellas  que  sean  rejidas 
por  las  leyes  que  el  Congreso  sancione  para  la  regulari- 
dad del  tráfico  en  el  mismo  camino,  la  Justicia  Nacional 
tiene  plena  jurisdicción,  porque  setrntaráde  la  interpre- 
tación ó  aplicación  de  las  leyes  Nacionales.  Pero  en  los 
pleitos  particulares  que  la  Compañía  pueda  tener  por  ra- 
zón de  sus  contratos  ú  otros  actos  independientes  de  la 
concesión,  ella  estará  sujeta  á  las  justicias  provinciales, 
porque  su  personalidad  es  la  de  una  Compañia  anónima, 
que  por  la  leyes  considerada  como  un  vecino  de  provin- 
cia; y  el  haber  sido  autorizada  por  el  Gobierno  Nacional 
no  le  confiere  el  fuero  Nacional  en  la  universalidad  de  sus 
causas. — Octubre  12  de  1867.^FaANCisco  Pico. 
La  fligoienle  resolución  se  proyectó,  y  como  dice  una  notn,  se  aplazó. 

Resolución — 

Departamento  del  Interior. 

Buenos  Aireas,  Noviembre  4  de  1867, — Transcribase  al 
Director  Residente  para  su  conocimiento,  el  precedente 
dictamen .^No  hay  Arma, 


.c^ 


El  Gobierno  de  San  Juan, — sobre  espolios  dejados  por  el  fi- 
nado Obispo  de  la  Diócesis  de  Cuyo. 

En  26  de  Octubre  de  18(17,  el  Gobierno  de  San  Juan  dice  que  el  Vicario 
Capitular  de  la  Dieiceaia  de  Cuyo  en  Sede  Vacante,  reclama  los  eepo 
liofl  dejados  por  el  ünado  Obispo  de  eaa  Bióceaís, 

Consultado  el  Procurador  General,  dijo  en  14  de  Abrí!  de  18$8: 

ExMO,  Señor; 


Los  bienes  que  los  Obispos  dejan  al  tiempo  de  su  muer 
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te,  deducidos  los  que  le  pertenecían  antes  de  ser  institui- 
dos, se  llaman  espolios.  De  ellos  no  pueden  disponer 
por  última  voluntad,  porque  pertenecen  á  su  iglesia  y  á 
las  instituciones  pias  de  sus  Diócesis.  De  esta  natura- 
leza deben  ser  todos  los  que  poseía  el  finado  Obispo  de 
Cuyo;  porque  siendo  un  relijioso  mendicante,  no  podia 
tener  bieiíes  antes  de  ser  promovido  á  la  Prelacia.  El 
Vicario  Capitular  ha  tenido  pues  razón  de  reclamar  la 
entrega  de  esos  bienes,  de  cualquier  persona  que  los  de- 
tente, y  sería  muy  conveniente  que  el  Gobierno  de  San 
Juan  hiciera  lo  posible,  dentro  de  su  esfera  constitucio- 
nal, para  que  le  sean  entregados.— Francisco  Pico. 
El  P.  E.  adoptó  este  infonne  por  Resolución. 


Santiago  Arizabalo  como  cesionario  de  los  derechos  de  Don 
José  Antonio  Ormachea,  —  reclama  el  importe  de  bienes 
confiscados  en  1813. 

En  7  de  Noviembre  de  1868,  Don  Antonio  Zabaia,  en  representación 
de  Don  Santiago  Arizabalo,  reclama  la  cantidad  de  41,370  pesos  iner- 
tes importe  de  bienes  confiscados  en  1813. 

Pasado  al  Procurador  del    Tesoro,  dijo  en  19  de  Febrero  de  1868: 

ExMO.  Señor: 

Por  el  Tratado  se  deben  justificar  tres  requisitos  esen- 
ciales para  tener  lugar  los  reclamos:  la  personería  legal 
de  los  reclamantes  como  herederos  ó  representantes  lejí- 
timos  del  causante;  la  calidad  de  subdito  español  de  éste 
y  el  hecho  de  la  confiscación  ó  secuestro  por  el  Gobierno 
Argentino  ó  autoridad  lejítima. 

Sobre  los  tres  puntos  está  muy  deficiente  la  prueba  en 
este  asunto;  y  sobre  todo,  en  cuanto  á  la  personería,  no 
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aparece  sino  la  escritura  pública  de  cesión  que  bricen  en 
España  de  los  derechos  á  la  testaraeniaría  del  finado  Don 
So^é  Antonio  Ormacheaj  los  que  se  dicen  sus  herederos 
á  favor  de  Don  Santiago  Ari/.abalo  pura  que  cobre  yjes- 
tione  en  Buenos  Aires,  lo  que  pertenezca  á  dicha  testa- 
nientaria;  pero  no  viene  acreditada  la  calidad  de  los  he- 
rederos ni  de  subdito  español  de  Urmachea,  sjnó  porque 
tos  reclamantes  lo  dicen. 

Por  consiguiente,  siendo  e!  reclamo  que  se  hace  de  mu- 
cha  cantidad,  es  necesario  con  mas  razón  que  se  acre- 
dite la  personería  en  debida  forma,  de  los  herederos  re- 
sidentes en  España,  y  la  del  cesionario  Arizabalo  con  las 
formalidades  de  derecho  y  práctica.  Y  después  se  podrá 
ver  hasta  que  punto  puede  hacerse  lugar  al  reclamo.  Salvo 
en  todo  el  juicio  de  V,  E.— Ramón  Ferueira, 

PaBRdo  en  7  de  Setiembre  de  1871  al  Procurador    General  dijo   en  16 
de  Enero  de  1872: 


ExMO.  Señor: 

Este  reclamo  no  tiene  fundamento  alguno;  Don  San- 
tiago Arizabalo  se  ha  presentado  como  cesionario  de  los 
derechos  que  dicen  tener  los  descendientes  de  los  here- 
deros de  Don  José  Antoni<j  Ormachcii,  cobrando  el  valor 
de  los  bienes  que  dicen  les  fueron  confiscados  como  es- 
pañol en  1813.  Pero  es  el  caso  que  el  citado  Don  José 
Antonio,  que  nació  en  1711,  según  su  partida  de  bautis- 
mo á  f.  6  de  los  documentos  últimamente  presentados» 
no  vivia  en  1813:  hacia  45  aiios  que  había  muerto  en  el 
año  1768,  como  aparece  á  f .  1  vta.,  de  la  escritura  de  ce- 
sión. No  ha  sidiJ  pues  posible  confiscarle  sus  bienes  en 
1813,  Los  bienes  que  entonces  se  confiscaron,  pertene- 
cían á  Don  Francisco  Ormachea,  y  consisti.in  en  una 
casa  en  la  calle  de  la  Esmeralda  y  dos  esclavos,  según 
consta  del  informe  del  Archivero  que  empieza  á  f.  2.    Pero 
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en  4  de  Enero  de  1821,  cuando  se  trataba  de  la  consoli- 
dación déla  deuda,  se  uñando  entregar  la  casa  secuestra- 
da y  demás  bienes  existentes  de  la  testamentaria  de  Don 
Francisco  Ormachea  á  su  hijo  y  heredero  Don  José  Agics- 
tin  Ormachea^  f.  5,  y  este  mandato  se  cumplió. 

El  Gobierno  pues,  nada  ha  tenido  que  ver  con  Don 
José  Antonio  Ormachea,  á  quien  únicamente  represen- 
taba Arizabalo,  sino  con  Don  Francisco  Ormachea,  cuyo 
heredero  hace  cincuenta  años  que  recibió  todos  los  bienes 
confiscados.  El  reclamante  pretende,  sin  dar  prueba  al- 
guna, que  esos  bienes  pertenecian  á  Don  José  Antonio, 
y  que  Don  Francisco  los  tenia  como  uno  de  sus  here- 
deros, lo  que  quiere  decir  que  en  el  espacio  de  45  años, 
Don  Francisco  no  habia  entregado  á  sus  hermanos  y 
coherederos  su  parte  de  herencia,  ni  éstos  los  hablan 
reclamado.  Un  hecho  tan  estraordinario  necesitaba  para 
avanzarse,  pruebas  muy  evidentes,  y  no  se  ha  dado  nin- 
guna. Pero  como  quiera  que  sea,  el  Gobierno  nada  tiene 
que  hacer  en  esto.  Sería  una  acción  particular  que  el 
reclamante  tendría  contra  Don  José  Agustín  Ormachea, 
como  poseedor  de  los  bienes  que  dicen  pertenecian  á 
Don  José  Antonio,  y  esto  constituiría  un  pleito  parti- 
cular. Pero  es  evidente  que  el  Gobierno  no  tiene  obliga- 
ción alguna  hacia  los  herederos  de  Don  José  Antonio 
Ormachea,  muerto  antes*  de  la  espulsión  de  los  jesuítas. 

Mi  dictamen  por  consiguiente,  es  que  V.  E.  no  hage 

lugar  á  este  reclamo. — Francisco  Pico. 

Habiendo   el  interesado    enviado  otros  documentos  para  subsanar  las 
objeciones  del  Procurador,  éste  dijo  en  17  de  Octubre  de    1872: 

ExMO.  Señor: 

Reproduzco  mi  dictamen  de  16  de  Enero  último,  agre- 
gando solamente  que  ni  en  este  espediente  ni  en  el  Ar- 
chivo hay  constancia  alguna    de  haber  el  Gobierno    se- 
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cuestrado  las  estancias  que  se  dice  tenia  en  Entre-Rios 
Don  José  Ormachea.— Francisco  Pico. 


Resolución — 

Departamento  de  Relaciones  Esteriores, 

Buenos  Aires,  Octubre  22  de  1872— Considerando: 
Que  por  el  art.  5^  del  Tratado  con  España,  solo  hay 
deber  de  restituir  los  bienes  confiscados,  y  que  se  ha- 
llasen en  poder  de  los  Gobiernos  respectivos,  en  cuyo 
nombre  se  hubiese  hecho  el  secuestro.  Que  según  el  in- 
forme del  Archivero  General,  examinados  los  libros  de 
Hacienda  existentes,  no  aparece  en  ellos  partida  alguna 
que  manifieste  haber  entrado  en  caja  cantidad  de  ninguna 
clase,  procedente  de  los  bienes  de  Ormachea  (f.  19).  Que 
es  obligación  de  los  que  deducen  el  reclamo,  justificar 
todos  los  estreñios  de  su  demanda,  y  que  en  el  caso  pre- 
sente, ninguna  prueba  capaz  de  hacer  fé  se  ha  rendido 
relativamente  d  la  propiedad  y  número  de  ganados  de 
que  se  deriva  la  suma  que  se  cobra.  Que  aún  dado  caso 
que  pudiera  rendirse  tal  prueba,  por  el  art  S""  del  Trata- 
do se  niega  espresamente  toda  acción  para  reclamar  cosa 
alguna  por  razón  de  productos,  durante  el  secuestro  ó 
confiscación. 

Por  estas  consideraciones  y  las  contenidas  en  los  dic- 
támenes del  Procurador  de  la  Nación  de  Enero  10  y  Oc- 
tubre 17  del  corriente  ano,  declárase  inadmisible  el  pre- 
sente reclamo,  entregándose,  dejando  constancia,  la  in- 
formación áque  se  refiere  el  otro  si,  y  avísese  á  la  Le- 
gación de    España.— SARMIENTO.— C.    Tejedor. 
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Los  herederos   de    Don   Juan    Bautista    Alcorta, — reclaman 
contribuciones  forzosas. 

En  10  de  Noviembre  de  1867,  Don  Dalmiro  V.  Sánchez,  en  represen, 
tación  de  los  herederos  del  finado  Don  Juan  Bautista  Alcorta,  sub- 
dito español,  solicita,  en  virtud  del  Tratado  celebrado  con  S.  M.  C, 
el  abono  de  las  haciendas  que  le  fueron  tomadas  en  Entre  Rios,  pa- 
ra ausilio  de  los  Ejércitos  de   la  Patria. 

Pasado  al  Comisionado  Especial,  dijo  en  12  de  Noviembre  de  1867: 

ExMO.  Señor: 

El  presente  reclamo  á  nombre  de  herederos  de  Don 
Juan  Bautista  Alcorta,  no  está  en  las  condiciones  del  Tra- 
tado con  España,  porque  reclama  contribuciones  forzo- 
sas, y  no  secuestro  ó  confiscaciones,  únicas  exacciones 
á  que  el  Tratado  se  refiere.  Cree  por  tanto  el  Comisio- 
nado Especial,  que  no  es  de  hacérsele  lugar.  Debo  ma- 
nifestar á  V.  E.  que  he  espresado  este  parecer  en  bene- 
ficio de  la  brevedad  y  por  economizar  el  tiempo  que  se 
emplearla  empezando  como  se  debería,  por  pedir  se  man- 
de justificar  su  personería  á  Don  Dalmiro  V.  Sánchez.— 
Domingo  de  Oho. 

Con  esto  paaó  al  Procurador  del  Tesoro,  y  en  16  de  Noviembre  dijo: 

ExMO.  Señor: 

A  mas  de  la  falta  de  personería  legal  del  reclamante, 
se  debe  notar  que  no  se  halla  comprendido  su  reclamo 
en  el  Tratado  con  España;  porque  éste  habla  solo  de  con- 
fiscaciones y  secuestros  que  se  hubiesen  hecho  á  los  sub- 
ditos españoles  durante  la  lucha  por  el  Gobierno  Nacio- 
nal de  la  República.  Tampoco  se  halla  comprendido  en 
las  convenciones  de  1858  y  59,  en  cuyo  goce  también  se 
halla  el  Gobierno    Español  por  el  Tratado;  pero  dichas 
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convenciones  hablan  solo  de  la  indemnización  de  perjui- 
cios causados  en  la  guerra  civil. 

La  deuJa  que  se  reclama  procede  de  contribuciones 
exlrnordiiiarias,  llatnadas  empréstito  forzoso,  porque  eran 
coactivas?,  y  no  consistian  en  impuestos  ordinari  js  esta- 
blecidos, pero  con  la  calidad  de  pagarse  por  el  Gobierno 
Nacional,  como  consta  realmente  del  mismo  espediente  y 
docimientos  presentados.  Corresponde  pues,  á  la  consoli- 
dación de  la  deuda  general  nacional;  y  aunque  ha  sido 
reconocida  por  el  Congreso  y  Gobiernos  anteriores,  no 
se  ha  realizado  todavia  la  consolidación  para  todos  los 
acreedores  sin  distinción  de  nacionales  y  estranjeros;  y 
hasta  que  esto  se  realice,  no  puede  tener  lugar  la  con- 
sideración del  presente  reclamo,  ajuicio  dei  Fiscal.  Sal- 
vo en  todo  el  de  V.  E.— Ramón  Ferheira, 

Resolución— 

Departamento  de  Relaciones  Esteriores. 

Buenos  Aires,  Noviembre  18  de  1867*— De  conformidad 
con  lo  espuesto  por  el  Comisionado  Especial  y  Procura- 
dor del  Tesoro;  no  hallándose  este  crédito  comprendido 
en  las  disposiciones  del  Tratado  que  se  celebró  con  el 
Gobierno  de  S.  M  C,  no  ha  higar  al  reconocimiento  en 
la  forma  que  se  solicita,  dejando  a  salvo  el  derecho  del 
reclamante  para  que  en  oportunidad  lo  deduzca  como  cor- 
responda,—PAZ  —Marcelino  Ugartb. 

Don  Dalmiro  V.  Sánchez  reiteró  su  eclicitna  eii  31  de  Agosto  de  187], 
y  consultado  el  I'rocurador  General,  dijo  en  12  de  Diciembre  de 
1872: 


ExMO.   Señor: 

Este  reclamo  es  por  una  gran  cantidad  de  ganados  sa- 
cados de  la  Estancia  que  tenia  en  Entre  Rios  el  español 
Don  Juan  Bautista  Alcor ta,  para  el   consumo  del  ejército 
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patrio  en  la  Banda  Oriental;  y  él  solo  puede  ser  abonable, 
si  ese  servicio  se  asimila  á  los  empréstitos  forzosos  de 
que  habla  la  Ley  de  22  de  Setiembre  de  1870;  lo  que  á  mi 
me  parece  justo,  porque  los  ganados  se  tomaron  con  cargo 
de  abonarse  como  un  empréstito,  y  sin  consultar  la  vo- 
luntad del  dueño,  lo  que  les  dáel  carácter  de  una  exac- 
ción forzosa. 

Pero  sería  muy  injusto  abonar  15,800  cabezas  de  gana- 
do vacuno,  que  según  los  documentos  presentados,  fue- 
ron sacados  de  la  Estancia  del  Cíe.  Estas  haciendas 
eran  estraidas  en  rodeos  considerables  de  3,500,  4,000  y 
4,500  cabezas  que  debian  andar  35  leguas  que  hay  desde 
el  ele  al  Salto,  pasando  el  Rio  Gualeguay  y  una  multi- 
tud de  arroyos  caudalosos.  Por  mucho  cuidado  que  se 
tuviera  en  la  conducción,  es  indudable,  que  al  menos  la 
mitad  de  estos  ganados,  volvieron  á  la  querencia  antes 
de  llegar  á  su  destino.  Una  prueba  de  la  esactitud  de 
esta  observación  se  deduce  de  la  comparación  de  los 
documentos  de  f.  4  y  f.  7.  Por  el  primero  se  dice  haber 
recibido  3,500  cabezas  de  ganado  en  28  de  Febrero  de 
1812,  y  por  el  segundo  que  al  día  siguiente,  es  decir,  el 
1°  de  Marzo,  se  estrajeron  4,500  cabezas,  cosa  imposible, 
porque  operaciones  de  esta  magnitud,  no  se  hacen  en  un 
dia.  Estas  dos  partidas  no  representan  sino  un  solo  acto, 
y  deben  reducirse  á  3,000  cabezas,  que  fueron  las  que  de 
esta  remesa  recibió  el  General  Artigas  en  14  de  Marzo, 
según  su  oficio  de  f.  3.  El  resto  de  lo  sacado  volvió  in- 
dudablemente á  la  querencia. 

Siendo  hoy  imposible  averiguar  con  esactitud  cual  fué 
la  cantidad  de  estos  ganados  que  llegó  al  ejército  para 
su  consumo,  mi  dictamen  sería  que  V.  E.  arreglara  equi- 
tativamente con  el  reclamante  el  número  que  debe  abonar- 
se; ó  que  en  caso  de  resistencia,  V.  E.  lo  designe,  según 
su  prudente  arbitrio.— Francisco  Pico. 
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En  2  de  Octubre  de  1873,  el  mismo  Procurador  agregó  lo  siguiente: 

ExMO.  Señor: 

Está  suficientemente  comprobada  la  nacionalidad  es- 
pañola de  Don  Juan  Bautista  Alcorta,  lo  que  por  otra 
parte  era  público  y  notorio  en  esta  Ciudad,  asi  como  que 
eran  sus  hijos  lejítimos  mi  condiscipulo  el  Doctor  Don 
Diego  Alcorta  y  Doña  Bárbara  Alcorta. 

En  cuanto  al  fondo  del  reclamo,  reproduzco  mi  dicta- 
men de  12  de  Diciembre  de  1871;  y  nada  mas  tengo  que 
agregar  á  él.— Francisco  Pico. 

Resolución— 

Ministerio  de  Relaciones  Esteriores. 

Buenos  Aires,  12  de  Diciembre  de  1871. — Considerando: 
1°  Que  los  documentos  de  foja  3  á  5  no  tienen  la  au- 
tenticidad que  se  invoca,  desde  que  no  son  constancias 
de  archivos  públicos.  2^  Que  menos  la  tienen,  aparecien- 
do todos  ellos  retocados  en  su  contenido,  inclusas  las 
sumas.  3°  Que  las  dos  partidas  de  los  documentos  de 
fojas  4  á  7  deben  ser  una  sola,  como  lo  observó  muy 
bien  el  Procurador  de  la  Nación.  Esprésese  por  esta 
parte  el  mínimum  á  que  reduce  su  reclamo,  esplicando 
al  mismo  tiempo  el  hecho  de  haberse  avivado  la  letra 
de  los  documentos,  quitándoles  de  este  modo  su  valor 
orijinal. — Carlos  Tejedor. 
Y  habiéndose  negado  la  parte  á  reducir  su  reclamo,  recayó  la  siguiente: 

Resoltición — 

Departamento  de  Relaciones  Esteriores. 
Buenos  Aires,  Enero  27  de  1874.— Rehusando  esta  par- 
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te  reducir  su  pretensión  á  términos  que  hicieran  posible 
resolver  equitativamente  el  asunto.  Y  considerando:  Que 
no  puede  admitirse  que  otro  que  el  interesado  ha  retoca- 
do la  letra  de  los  documentos.  Que  este  hecho  no  pue- 
de compararse  con  el  de  las  rayas  de  lápiz  para  llamar 
la  atención,  y  que  nada  han  alterado.  Que  el  retoca- 
miento ha  recaido  sobre  las  cantidades  mismas  de  gana- 
do que  espresaban  los  documentos;  y  que  no  es  esacto 
decir  que  el  retocador  ha  seguido  siempre  las  trazas  pri- 
mitivas, pues  lo  contrario  es  lo  que  deja  presumir  mas 
bien  el  cuatro  del  documento  número  8  y  el  tres  del  nú- 
mero 9.  Que  agregado  todo  esto  á  la  antigüedad  de  los 
documentos,  y  á  la  misma  dificultad  de  comprobar  la 
autenticidad  de  las  firmas,  se  hace  imposible  reconocer 
nada  en  estricto  derecho.  No  ha  lugar  por  ahora  al  pre- 
sente reclamo.— SARMIENTO.— Carlos  Tejedor. 


Dictámenes  en  el  reclamo  de  los  herederos  del  finado'  Don; 
Francisco  Zenavilla,  subdito  español,  por  contribocione» 
ó  empréstitos  forzosos. 

ExMo.  Señor: 

El  Tratado  con  España  estipula  indemnizaciones  para 
Españoles  perjudicados  én  la  guerra  de  la  Independencia 
por  secuestros  ó  confiscaciones;  pero  nada  dice  de  contri- 
buciones ni  empréstitos  forzosos.  Los  descendientes  de 
Don  Francisco  Zenavilla,  invocando  ese  Tratado,  piden 
á  V.  E.  el  pago  de  cantidades  que  el  espresado  Zenavilla 
español,  entregó  por  contribuciones  ó  empréstitos  forzo- 
sos.   Cualquiera  que  pueda  ser  la  justicia  que  asista  á  los 
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reclamantes  en  cuanto  al  fondo  de  su  solicitud,  es  claro 
que  el  Tratado  con  España  no  tiene  aplicación  alguna 
en  este  caso*  Por  esta  razón  el  Comisionado  Especial  es 
de  opinión  que  no  es  de  hacerse  lugar  á  la  pretensión*— 
Domingo  dk  Oro* 

En  Noviembre  4  pasó  al  Prociirador  del  Tesoro,  y  dijo  en  15  de  Noviem- 
bre de  1807: 

ExMO.  Señor: 


La  deuda  que  se  reclama  por  los  lierederos  del  finado 
Don  Francisco  Zenavilla,  subdito  español,  procede  de 
contribuciones  ordinarias  llamadas  empréstitos  forzosos; 
porque  eran  coactivos  y  no  consistían  en  impuestos  esta- 
blecidos; y  se  sacabua  sin  distinción  á  los  comerciantes  y 
propietarios  nacionales  ó  estranjeros  con  calidad  de  pago 
por  el  Gobierno  Nacional,  como  verdaderos  empréstitos. 
Esta  deuda  pertenece  á  la  consolidación  de  la  deuda  Gene- 
ral, que  aunque  los  Congresos  y  Gobiernos  anteriores  la 
han  reconocido,  y  se  hallan  en  las  mismas  condiciones  tos 
acreedores  nacionales  y  estranjeros,  no  se  ha  realizado 
todavia  la  consolidación.  El  Tratado  con  España  no  habla 
de  esta  deuda,  sino  de  las  confiscaciones  y  secuestros  de 
bienes  que  se  hubiesen  hecho  a  los  españoles  durante  la 
lucha,  loque  no  puede  confundirse  ni  equivocarse  con  la 
otra  deuda  Tampoco  se  puede  equivocar  con  las  con- 
venciones del  58  y  59,  en  las  que  tiene  lugar  la  España, 
porque  ellas  hablan  de  la  indeínniíación  de  perjuicios 
causados  en  la  guerra  civil.  Pur  consiguiente,  los  es- 
tranjeros se  hallan  á  la  par  de  los  nacionales  respecto  á 
la    deuda  general,  y  deben  esperar  su  consolidación. 

Y  por  todo  lo  espuesto,  opina  el  Fiscal  que  no  puede 
tener  lugar  por  ahora  el  presente  reclamo,  quedando  para 
la  consolidación  de  la  deuda  general.— Ramón  FfiRHEiaA, 
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Departamento  de  Relaciones  Esteriores. 

Buenos  Aires,  Noviembre  18  de  1867. — De  conformidad 
con  lo  espuesto  por  el  Comisionado  Especial  y  Procura- 
dor del  Tesoro,  no  hallándose  este  crédito  comprendido  en 
las  disposiciones  del  Tratado  que  se  celebró  con  el  Go- 
bierno de  S.  M.  C,  no  ha  lugar  al  reconocimiento  en  la 
formfi  que  se  solicita,  dejando  á  salvo  el  derecho  del  re- 
clamante para  que  en  oportunidad  lo  deduzca  como  corres- 
ponda.— PAZ.— Marcelino  Ugarte. 


Francisco  Gomera,— cobra  una  suma  por  perjuicios. 

En  29  de  Noviembre  de  1867,  Don  Víctor  Gomera,  apoderado  de  sa 
hermano  Don  Francisco,  cobra  una  cantidad  de  pesos  por  perjuicios 
ocasionados  en  sus  intereses,  á  consecuencia  de  ajitaciones  políticas 
de  la  República. 

Pasado  al  Procurador  del  Tesoro,  dijo   en  9  de  Diciembre  de  1868: 

ExMO.  Señor: 

La  Ley  del  Congreso  General  de  Setiembre  1859,  no 
reconoce  espresamente  daños  ó  perjuicios  en  favor  de  na- 
cionales ó  estranjeros,  sino  solo  los  que  fuesen  causados 
por  órdenes  de  autoridades  ó  Gefes  lejítimos  del  país.  Y 
con  arreglo  á  este  principio  se  hicieron  las  convenciones 
del  mismo  año  con  los  Gobiernos  de  Inglaterra,  Francia 
é  Italia  por  indemnización  de  perjuicios  causados  á  sus 
subditos  en  la  guerra  civil. 

En  dichos  arreglo  con  los  Señores  Ministros  Estranje- 
ros, se  observó  estrictamente  la  regla  sin  escepción  en 
ningún  caso,  de  no  admitirse  reclamos  por  saqueo  ó  vio- 
lencias; y  que  también  estuviese  justificado  por  los  medios 
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probatorios  de  la  lejislación  del  país,  al  menos  hasta  un 
grado  que  á  mas  de  estar  probado  e!  hecho  se  pudiese 
apreciar  su  valor  según  justicia    y  equidad. 

En  el  caso  presente,  es  verdad  que  por  el  Tratado  con 
España  ha  quedado  en  las  mismas  condicioues  de  la  Nación 
mas  favorecida,  y  en  el  caso  de  las  convenciones  del  año 
59;  pero  el  reclamo  de  que  se  trata  carece  de  los  requi- 
sitos legales  para  ser  atendido.  Apenas  consta  un  hecho 
de  violencia  ó  robo  cometido  en  los  años  35  y  37  en  la 
casa  de  neí^ocio  del  reclamante,  en  el  Pueblo  de  Lobos 
de  esta  Pravincia.  Es  lo  único  que  declaran  cuatro  tes- 
tigos en  una  sumaria  información,  después  de  treinta  aüos, 
que  liaceu  borrar  las  ideas;  nada  saben  sobre  el  valor  ó 
cantidad  del  daño  ni  el  motivo  que  lo  ocasionó,  sino  en 
general  que  fué  perseguido  por  Rosas  por  salvaje  unitario; 
no  se  presenta  ninguna  prueba  de  documentos  ni  órdenes 
de  autoridad,  ni  tampoco  de  los  libros  de  la  casa,  di- 
ciendo que  todo  se  perdió;  carece  también  la  prueba  de 
la  ratificación  de  los  testigos  y  la  intervención  fiscal  para 
su  valor  jurídico, 

Hay  también  que  advertir  que  por  las  convenciones  en 
los  arreglos  de  la  deuda  estrangera,  se  ha  observado  el 
requisito  de  la  neutralidad  de!  reclamante  en  la  política, 
no  siendo  atendido  cuando  ha  resultado  complicidad  en 
los  partidos  unitario  ó  federal,  cuya  presunción  al  menos 
tendría  que  destruir  el  interesado  en  el  caso  presente. 

Y  de  todo  lo  espoesto  resulta,  ajuicio  Fiscal,  que  este 
reclamo  no  puede  ser  admiüdo,  salvo  el  juicio  de  V.  E, — 
Ramón  Fehiíiíuia, 
Consultado  el  Procurador  del  Tesoro,  dijo  en  14  de  Setiembre  de  1867: 

ExMO.  SEÑoa: 

En  su  vista  anterior,  el  Procurador  del  Tesoro  con- 
sideró el  asunto  en  el  fondo,  prescindiendo  de  las  circuos* 
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tancias  de  no  haber  presentado  en  tiempo  hábil  y  acor- 
dado por  el  Gobierno  con  el  de  S.  M.  C.  para  hacerle 
ver  que  el  reclamo  sin  esta  falta  y  prescindiendo  de  ella, 
no  era  admisible  por  los  fundamentos  que  se  esponen  en 
dicha  nota  de  f.  22,  Y  como  en  las  nuevas  diligencias 
justificativas  que  ha  producido,  no  pueden  destruirse  los 
fundamentos  dados  en  la  vista,  ni  aceptarse  la  prueba 
testimonial  después  de  mas  de  30  años  como  decisiva  y 
plena,  y  única  clase  de  prueba  que  produce  el  reclamante, 
resulta  que  por  las  dos  razones  de  ser  presentado  el  reclamo 
después  de  vencido  el  plazo,  y  por  carecer  de  fundamento 
en  el  fondo  del  asunto,  no  puede  ser  admitido  y  debe 
rechazarse. — Ramón  Fbrreira. 

DoB  años  después  volvió  el  asunto  á  otro  Procurador  del  Tesoro,  y  dijo 
en  25  de  Setiembre  de  1869: 

ExMO.  Señok: 

Mi  opinión  es  que  no  debe  hacerse  lugar  á  este  reclamo, 
pero  por  razones  muy  distintas  de  las  que  espresa  el 
Señor  Procurador  del  Tesoro. 

Las  numerosas  violencias  cometidas  por  Don  Juan 
Manuel  Rosas,  nunca  han  sido  reconocidas  como  deuda 
nacional,  ni  podian  serlo,  porque  ellas  fueron  ejecutadas 
en  vista  del  bárbaro  poder  que  le  dio  la  Legislatura  de 
Buenos  Aires  y  en  su  calidad  de  Gobernador  de  la  Pro- 
vincia, porque  los  productos  de  los  bienes  embargados 
entrab&n  á  su  Tesoreria,  á  la  llamada  Caja  de  Depósitos, 
y  los  ganadas  se  consumían  por  sus  tropas.  Es  el  Go- 
bierno de  la  Provincia  el  que  ha  reconocido  y  pagado 
esta  deuda,  habiendo  llamado  desde  1853  por  decretos 
superiores  á  todos  los  que  se  considerasen  con  derecho 
á  ella. 

Si  la  Nación  hubiera  querido  tomar  sobre  si  esta  in- 
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mensa  responsabilidad,  lo  hubiera  sancionado  el  Congreso^ 
No  habiéndole  hecho,  el  Poder  Ejecutivo  no  tiene  la  fa- 
cultad de  hacer  un  reconocimiento  para  el  que  no  está 
autorizado  especialmente.  Pero  se  dice  que  siendo  Go- 
mera español,  y  debienio  por  el  Tratado  gozar  de  todos 
los  derechos  concedidos  á  la  Nación  mas  favorecida,  tiene 
derecho  para  ser-  incluido  en  las  Convenciones  de  1859 
y  cobrar  todos  sus  perjuicios  con  arreglo  á  ella. 

En  este  raciocinio,  que  he  visto  repetir,  hay  muchos 
errores  que  pueden  costar  á  la  Nación  muchos  millones 
indebidos.  El  artículo  8^  del  Tratado  con  España  no 
concede  á  los  españoles  la  situación  de  la  Nación  mas 
favorecida,  sino  para  el  ejercicio  de  los  derechos  especi- 
ficados en  ese  artículo.  Ni  es  una  concesión  general,  si- 
no limitada.  Pero  aún  cuando  fuera  general  y  amplísima, 
las  Convenciones  celebradas  con  Ui  Francia,  la  Inglaterra 
y  la  Italia  caducaron  en  31  de  Diciembre  de  1859,  en  que 
venció  el  plazo  para  presentar  sus  reclamos.  Cuando  se 
ratificó  el  Tratado  con  España,  ningún  inglés  ó  francés 
podia  gozar  del  beneficio  de  esa  estipulación  ¿por  qué  los 
españoles  hablan  de  tener  ese  derecho? 

El  Poder  Ejecutivo  no  tiene  facultad  para  hacer  revivir 
por  su  sola  resolución  esos  absurdos  convenios,  y  mucho 
menos  para  estenderlos  á  una  nacionalidad  no  compren- 
dida en  ellos:  y  digo  absurdos^  porque  ellos  establecen  el 
hecho  inaudito  de  conferir  á  losesíranjeros  beneficios  que 
se  niegan  á  los  nacionales  en  igu  des  circuntuncias.  Solo 
el  Congreso  tenia  la  competencia  de  d  ir  esos  beneficios 
á  los  españ  iles,  como  lo  ha  hecho  en  algunos  casos  par- 
ticulares, uero  nunca  por  regla  general. 

Por  estas  razones,  creo  que  el  Gobierno  no  está  autori- 
zado á  hacer  lugar  á  este  reclamo,  salvo  el  mas  acertado 
juicio  de  V.  E. — Francisco  Pico. 
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Resolución— 

Deparmento  de  Relaciones  Esteriores. 

Buenos  Aires,  Octubre  21  de  1870— Considerando;  1° 
Que  las  reclamaciones  de  este  género  no  están  compren- 
didas en  el  Tratado  de  España.  2°  Que  solo  por  pura 
benevolencia  fueron  consideradas,  como  antes  lo  habian 
sido  por  convenciones  espresas  las  francesas,  inglesas  y 
sardas.  3"  Que  el  plazo  para  considerarlas  se  venció  el 
31  de  Enero  de  1868,  y  que  prorrogado  después  por  dos 
meses,  quedó  definitivamente  cerrado  el  31  de  Mayo  del 
mismo.  4°  Que  oportunamente  se  publicaron  avisos  en 
los  periódicos,  llamando  la  atención  de  los  interesados 
cuyos  espedientes  estaban  en  suspenso,  por  falta  de  dilijen- 
cias  que  los  mismos  debían  llenar,  sin  que  estas  se  hayan 
ampliado  en  tiempo.  Se  declara  inadmisible  el  presente 
reclamo,  hágase  saber  al  interesado  archivándose  el  espe- 
diente, y  comuniqúese  ú  la  Legación  de  España — SAR- 
MIENTO.—Carlos  Tejedor. 


Gabriel  García    Zúñiga, — cobra  contribuciones   que  pagó  su 

abuelo. 

El  Presbítero  Don  José  Gabriel  García  Zúñiga,  cobra  el  importe  de  las 
contribuciones  que  pagó  su  abuelo  Don  Francisco  Zúñiga,  subdito 
español,  en  1814. 

Pasado  al  Procurador  del  Tesoro,  dijo  en  15  de  Noviembre  de  1867: 

ExMO.  Señor: 

Sin  entrar  en  el  fondo  de  la  cuestión,  el  Fiscal  hace  pre- 
sente que  la  deuda  que  se  reclama  no  se  halla  compren- 
dida en   el  Tratado  con  España,   que   habla  solo  de   las 


—  612  — 

confiscaciones  y  secuestros  que  se  hubiesen  hecho  á  los 
subditos  españoles  durante  la  lucha.  Tampoco  se  halla 
comprendida  en  las  convenciones  de  1858  y  1859,  que  hablan 
de  los  perjuicios  ocasionados  en  la  guerra  civil. 

El  reclamo  se  versa  sobre  contribuciones  estraordina- 
rias  ó  empréstitos  forzosos,  llamados  asi  porque  no  con- 
sistian  en  impuestos  ordinarios  establecidos,  y  producían 
coacción,  pero  con  calidad  de  pago  por  el  Gobierno  Nacio- 
nal, sin  distinción  de  acreedores  nacionales  ó  estranjeros. 

Esta  deuda  no  puede  equivocarse  con  el  Tratado,  y  per- 
tenece á  la  consolidación  de  la  deuda  General,  que  aun- 
que los  Congresos  y  Gobiernos  anteriores  la  han  recono- 
cido, no  se  ha  realizado  todavía  la  consolidación,  y  deben 
esperar  este  caso  los  acreedores  estranjeros  y  nacionales, 
por  cuya  razón  cree  el  Fiscal  que  no  puede  tener  lugar  el 
presente  reclamo  por  ahora,  hasta  la  consolidación— 
Ramón  Ferreira. 

Resolución — 

Departamento  de  Relaciones  Esteriores 

Buenos  Aires,  Noviembre  15  de  1867 — De  conformidad 
con  lo  espuesto  por  el  Comisionado  Especial  y  Procu- 
rador del  Tesoro,  no  hallándose  este  crédito  compren- 
dido en  las  disposiciones  del  Tratado  que  celebró  con  el 
Gobierno  de  S.  M.  C,  no  ha  lugar  al  reconocimiento  en 
la  forma  que  se  solicita,  dejando  á  salvo  el  derecho  del 
reclamante  para  que  en  oportunidad  lo  deduzca  como 
corresponda.— FAZ. — Marcelino  Ugarte. 

Habiendo  insistido  el  interesado,  volvió  al  Fiscal  y   dijo  en  30  de  Se- 
tiembre de   1868: 

ExMO.  Señor. 
El  Fiscal  en  su  vista  anterior,  no  encontró  en  elmé- 
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rito  de  autos,  suficientes  fundamentos  para  clasificar 
el  reclamo  que  se  hace,  procedente  de  confiscación  ó 
secuestro  conforme  al  Tratado,  sino  una  contribución  es- 
traordinaria  (no  establecida)  ó  empréstito  forzoso,  como 
se  ha  llamado,  con  cargo  de  devolución  por  el  Gobier- 
no Argentino,  que  se  han  sacado  muchas  veces  á  los 
nacionales  y  estrangaros  mas  pudientes  en  diferentes 
formas. 

La  confiscación  ó  secuestro  según  el  Tratado,  que  se 
ha  hecho  á  los  españoles  residentes  aqui  durante  la  lu- 
cha de  la  Independencia,  ha  sido  en  el  sentido  verdadero 
y  estricto,  sin  cargo  de  devolución,  con  un  carácter  penal, 
bien  como  subditos  del  enemigo  por  el  derecho  de  guer- 
ra, bien  por  que  se  les  ha  considerado  cómplices  ó  sos- 
pechosos, ó  por  otras  razones  individuales. 

En  la  confiscación,  siempre  se  procede  por  un  decreto 
de  prisión  ó  embargo  de  bienes.  No  basta  para  clasificar- 
se tal,  la  calidad  solo  de  español,  ni  la    orden  para  que 
entregue  una  contribución  forzosa,  porque  lo  mismo  se  ha- 
ce con  los  nacionales  en  tales  casos.  Por  esto,  y  no  apa- 
reciendo tan  claro  el  carácter  que  tuvieron  las  exacciones 
reclamadas,  se  debía  restrinjir  el  sentido   odioso  de  con- 
fiscación;   y    clasificarlas     como    contribución    forzosa; 
porque  de   todos  modos,  el  Gobierno    reconoce  la  deuda 
estando  justificada,  sea  confiscación  ó  contribución    bien 
en  virtud  del  Tratado  ó  en  la  consolidación  de  la  deuda  Ge- 
neral.   La  difereacia  solo  es  de  oportunidad,  pero  también 
es  necesario  apreciar  otra  diferencia  que  se  ha  hecho  por 
el  Tratado,  y  es  el  privilejio  que  hace  de  mejor  condición 
á  los  estrangeros  que  á  los  argentinos  en  elórdenypre- 
lación  de  las  deudas;  y  para  que  gocen  de  este  privileji  >,  es 
necesario  que  eí  té  bien  probado  y  clasificad«i  el  carácter 
de  la  exacción,  si  fué  confiscación  ó  contribución  forzosa, 
pues  en  el  último  caso  no  existe  el  privilejio,  estando  fuera 
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del  Tratado,  y  se  considera  el  pago  de  la  deuda  a  la   par 
de  los  hijos  del  país. 

He  ahí  las  rasiones  que  ha  tenido  el  Fissal  para  en  un 
caso  de  diidr.,  cuando  menos,  como  el  presente»  clasificar 
ot  recliimo  como  contribución  forzosa  colocudo  en  la  deuda 
general,  restringiéndolo  odioso  y  ampliando  lo  favorable 
en  derecho. 

Sin  embargo,  reconsiderando  el  asunto,  se  ha  hecho 
cargo  de  otros  fundamentos  que  se  deben  considerar  para 
su  resolución  y  qtie  aclaran  la  duda  suficientemente»  En 
los  jostificaUvos  que  suministra  el  Archivero  General,  se 
encuentra  el  secuestro  de  una  cantidad  de  mil  ciento  se- 
tenta pe?^0Sj  3  3/4  reales  como  haber  6  crédito  activo  per- 
teneciente al  espulol  Don  Joan  Francisco  Zúñiga,  contra 
la  testamentaria  de  Don  José  García  Martínez,  y  el  secues- 
tro se  hizo  por  orden  superior  de  23  de  Junio  de  1812. — 
En  seguida  se  encuentra  otro  secaesíro  en  4  de  Setiembre 
de  1813  por  679  pesos  entregados  por  Don  Nicolás  Gi- 
niidez,  y  perteneciente  al  mismo  Don  Francisco  Zúñiga, — 
Después,  en  24  de  Setiembre  de  1814  por  orden,  superior 
entregó  la  Señora  Dona  Josefa  Garciade  Zúñiga,  herma- 
na de  Don  Francisco,  4,000  pesos  de  contribución  forzosa, 
exigida  a  su  hermano  en  Montevideo  por  el  Comisionado 
del  Gobierno  que  allí  existia.  Y  como  ésta  tuvo  el  mis- 
ino carácter  que  las  anteriores  contribuciones,  y  entró  en  la 
calidadde  depósito  de  propiedades  estrañas,  creo  quesedebe 
clasificar  como  secuestro  comprendido  eo  el  Tratado.  Pe- 
ro creo  equivocado  el  cálculo  del  reclamante,  creyendo 
que  la  misma  contribución  de  4,000  pesos  se  siguió  dando 
cada  año  hasta  el  21  inclusive,  fundado  en  el  informe  del 
Archivero  f  8  y  9. 

Creo,  repitOj  una  mala  iiitelijf^ncia  a  que  dá  lugar  el 
modo  imperfecto  de  llevar  los  libros  entonces,  y  que  lo 
que  ha  sucedido  es  que  en  los  asientos  de   cada  año  se 
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encontraba  repetida  la  misma  partida  que  decia  lestual- 
mente:  entregados  en  24  de  Setiembre  del  año  14  por  Doña 
Josefa  García  4,00ü  pesos,  como  remitidos  de  Montevideo 
á  cuenta  de  lo  que  se  le  ha  exijido  á  su  hermano.  ...  Y 
luego  que  cambió  el  sistema  antiguo  de  llevar  los  libros  el 
año  21,  ya  no  aparece  la  partida  como  lo  nota  el  mismo 
informe. 

De  otro  modo  no  se  esplica,  ni  consta  que  cada  año  se 
hubiese  repetido  la  contribución  y  la  orden  superior  en 
Montevideo  al  mismo  individuo  Don  Francisco,  ni  podia 
ser  porque  ya  había  muerto.  Tampoco  podrían  concu- 
rrir las  mismas  circunstancias  de  que  se  pagase  durante 
ocho  años  del  mismo  modo,  por  conducto  de  la  misma  her- 
mana Doña  Josefa,  como  remitidos  de  Montevideo  des- 
pués de  la  muerte  del  causante. 

Además,  en  la  partida  que  figura  cada  año  se  repite 
lo  mismo,  que  fueron  entregados  el  24  de  Setier/ibre  de 
1811  por  orden  superior,  y  tampoco  aparece  constancia 
de  que  se  hubiese  exijido  otra  contribución  en  los  años 
posteriores,  ni  pudo  ser  después  de  muerto. 

Por  las  razones  espuestas  opinad  Fiscal  que  solo  de- 
ben reconocer  los  4,000  pesos  plata  del  año  14,  unidos  á 
las  otras  dos  partidas  anteriores  de  los  años  12  y  13. 
Y  que  en  lo  demás,  puede  el  interesado  tener  su  dere- 
cho salvo  para  justificarlo  mejor  de  un  modo  fehaciente 
conforme  al  Tratado.  Salvo  en  todo  el  juicio  de  V.  E. 
—Ramón  Ferreika. 
Con  esto  pasó  al  Procurador  General,  y  dijo  en  8  de  Octubre: 

ExMO.  Señor: 

La  primera  cuestión  que  se  ofrece  en  este  reclamo  de 
Don  Tomás  G.  de  Zuñiga  es  la  siguiente: 
Una  contribución  exijida  en  1814  en  la  Ciudad  de  Mon- 
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tevideo,  á  vecinos  de  la  misma,  ¿es  deuda  argentina  hoy 
ó  deuda  del  Gobierno  Oriental? 

Es  indudable  que  mientras  la  Provincia  Oriental  for- 
maba parte  de  esta  República,  tenia  su  parte  de  respon- 
sabilidad en  las  deudas  que  contraia  el  Gobierno  Gene- 
ral, así  como  debía  concurrir  á  todos  sus  gas^tos.  Des- 
pués que  se  hizo  independiente  y  constituyó  \\u  Estado 
soberano,  era  justo  que  se  hubiera  arreglado  y  determi- 
nado la  parte  que  le  correspondia  en  la  deuda  pública  de 
la  nacionalidad  á  que  antes  había  pertenecido.  Esto  no 
se  ha  practicado  hasta  ahora;  pero  mientras  no  se  realiza, 
me  parece  no  solo  injusto,  sino  monstruoso  que  el  Te- 
soro Argentino  indemnice  á  los  ciiuladanos  Orientales  las 
cantidades  con  que  contribuyeron  para  conquistar  y  de- 
fender su  independencia. 

Creo  que  la  deuda  que  se  reclama  y  todas  las  de  su 
naturaleza  deben  ser  satisfechas  por  el  Gobierno  Oriental. 
En  cuanto  á  la  prueba  del  crédito,  creo  que  están  jus- 
tificadas las  confiscaciones  siguientes:  1,170  pesos,  3  1/4 
ríes,  en  1812;  697  ps.  en  1813;  4,000  ps.  en  1814.  En 
cuanto  á  la  repetición  de  esta  última  contribución  por 
ocho  años  sucesivos,  que  afirma  el  reclamante,  no  solo 
no  está  probada,  sino  que  e?  ridículo  suponer  que  du- 
rante la  dominación  de  Artigas  y  la  de  los  Portugueses 
siguiera  el  Señor  Zúñiga  remitiendo  á  Buenos  Aires  esa 
contribnción.--FRANCisco  Pico. 

Consultado  dos  años  después  el  mismo  funcionario,  dijo  en  16  de  Se- 
tiembre de  1871: 

ExMO.  Señor: 

No  tengo  que  agregar  ni  retirar  una  palabra  de  lo  que 
dije  á  V.  E.  en  mi  dictamen  de  8  de  Octubre  de  1868,  f. 
25.  En  mi  opinión,  esta  no  es  deuda  Arjentina.— Fran- 
cisco Pico. 
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Depanaraento  de  Relaciones  Esteriores. 

Buenos  Airej^,  Setiembre  16  de  1871. — No  siendo  pro- 
pio en  esta  clase  de  asuntos  salvar  derechos  á  los  inte- 
resados, y  mucho  menos  estando  hechas  contra  e^os  pre- 
dendidos  derechos  las  observaciones  del  Procurador  del 
Tesoro  de  f.  22  vuelta  y  del  Procurador  de  la  Nación  en 
el  final  de  su  vista  de  f.  25,  justifique  previamente  esta 
parte  la  contribución  sucesiva  alegada,  ó  renuncie  for- 
malmente á  su  pretensión. — SARMIENTO. — C.  Tejedor. 


José  de   Boschental, — reclama  el  importe  de  unos  muebles 
pertenecientes  al  Presidente  Doctor  Derqui. 

En  3  de  Diciembre  de  1867,  Don  Diego  González,  en  representación  de 
Don  José  de  Baschental,  cobra  la  suma  de  6,000  pesos  fts.  por  valor 
de  unos  muebles  pertenecientes  al  Doctor  Derqui,  como  Presidente  de 
la  República,  que  dicho  Buschental  vendió  al  Gobierno  del  Paraná. 

El  Fiscal  dijo  en  30  de  Mayo  de  1867: 

ExMO.  Señok: 

No  existe  ni  se  ha  iniciado  por  el  Gobierno  ó  la  Ca- 
ndara de  Diputados,  acusación  alguna,  ni  hay  asunto 
pendiente  sobre  la  responsabilidad  del  ex- Presidente  de 
la  Confederación,  Doctor  Don  Santiago  Derqui. 

Por  consiguiente,  carece  el  Fiscal  de  base  y  de  ins- 
trucciones para  promover  acción  fiscal,  ó  examinar  la 
condición  del  asunto  con  respecto  al  acuerdo  de  22  de 
Enero  artículo  &",  que  creo  es  el  que  motiva  la  duda  de 
la  Comisión. 

Si  el  Gobierno  resuelve  y  tiene  fundamentos  para  pro- 
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mover  alguna  acción,  el  Fiscal  llenará  su  deber  y  las  ins- 
trucciones que  se  le  den;  y  en  caso  contrario,  cree  que 
debe  volver  el  espediente  á  la  Comisión,  para  que  lo  cla- 
sifique con  arreglo  ala  Ley  de  la  materia.  Salvo  en  todo 
el  juicio  de  V.  E.— Ramón  Ferreira. 

Resolución. 

Departamento  de  Relaciones  Esteriores. 

Buenos  Aires,  Mayo2  3  de  1868.-  No  existiendo  funda- 
mento para  promover  la  acción  que  se  indica  en  el  infor- 
me del  Fiscal,  y  en  vista  del  informe  de  la  Comisión  Cla- 
sificadora, se  reconoce  á  favor  de  Don  José  Buschental,  co- 
mo deuda  pública  de  la  Nación,  la  cantidad  de  seis  mil 
pesos  fuertes.  Devuélvase  este  espediente  á  la  Comisión 
Clasificadora,  para  que  lo  entregue  al  interesado,  quien 
ocurrirá  para  su  liquidación  al  Liquidador  de  la  Deuda,  y 
fecho,  vuelva  para  ordenar  su  inscripción  en  Fondos  Pú- 
blicos.—PAZ. — Rufino  de  Elizalde. — Cristóbal  Agüir- 
RE.— W.  Paunero.— Jo5é  M.  Canillo,  Oficial  Mayor. — 
Alejandro  Pas,  Oficial  Mayor. 

Hecha  la  liquidación,  se  dictó  la  siguiente: 

Resolución: 

Departamento  de   Relaciones  Esteriores. 

Buenos  Aires,  Mayo  28  de  1868.— Inscríbase  en  Fondos 
Públicos  Nacionales,  la  cantidad  de  seis  mil  pesos  plata 
de  diez  y  siete  en  onza.  Entregúese  este  espediente  al  in- 
teresado para  que  ocurra  á  la  Junta  Administradora  del 
Crédito  Público  Nacional. — PAZ. — Rufino  de  Elizaldb. 
— Cristóbal  AGniKRE.— W.  Paunkko.— Jotó  M.  Cantüo, 
Oficial  Mayor. — Alejandro  Pajz,  Oficial  Mayor. 
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